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[bookmark: _Toc366755199]ACTA
Nº 98-19
CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL.- San José, a las nueve horas del siete de noviembre de dos mil diecinueve.
Sesión ordinaria con asistencia del Magistrado Presidente Fernando Cruz Castro. De los integrantes doctor Gary Amador Badilla, máster Carlos Montero Zúñiga, de las integrantes máster Sara Castillo Vargas y la licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez. Asiste también la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.
[bookmark: _Toc23839487][bookmark: _Toc484765396]ARTÍCULO I
DOCUMENTO N° 14284-19
[bookmark: _Toc23839491]Se aprueba el acta N° 93-19, de la sesión celebrada el 24 de octubre de 2019. 
ARTÍCULO II
DOCUMENTO N° 9520-18, 13725-19
[bookmark: _Toc23839493]Manifiesta la señora Virginia Valverde Delgado, cédula de identidad 01-1112-0368, Jueza del Tribunal Penal de Heredia, contra lo resulto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. 3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, lo siguiente:
“Lo anterior basada en los siguientes argumentos:

-El artículo 35 de la Ley de Impuesto sobre la Renta dispone: “No serán gravados con este impuesto los ingresos que las personas perciban por los siguientes conceptos: ….c) Las indemnizaciones que se reciban, mediante pago único o en pagos periódicos, por causa de muerte o por incapacidades ocasionadas por accidente o por enfermedad, ya sea que los pagos se efectúen conforme con el régimen de seguridad social, por contratos de seguros celebrados con el Instituto Nacional de Seguros, o en virtud de sentencia judicial; así como otras indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo”.

-El Código de Trabajo, dispone en el artículo 95 lo siguiente: La trabajadora embarazada gozará obligatoriamente de una licencia remunerada por maternidad, durante un mes anterior al parto y los tres posteriores a él. Estos tres meses también se considerarán como periodo mínimo de lactancia, el cual, por prescripción médica, podrá ser prorrogado para los efectos del artículo anterior. Durante la licencia, el sistema de remuneración se regirá según lo dispuesto por la Caja Costarricense de Seguro Social para el “Riesgo de Maternidad”. Esta remuneración deberá computarse para los derechos laborales que se deriven del contrato de trabajo. El monto que corresponda al pago de esta licencia deberá ser equivalente al salario de la trabajadora y lo cubrirán, por partes iguales, la Caja Costarricense de Seguro Social y el patrono. Asimismo, para no interrumpir la cotización durante ese periodo, el patrono y la trabajadora deberán aportar a esa Caja sus contribuciones sociales sobre la totalidad del salario devengado por la licencia. Los derechos laborales derivados del salario y establecidos en esta ley a cargo del patrono, deberán ser cancelados por él en su totalidad. (el subrayado no pertenece al original)

[bookmark: _Hlk520379333]- El artículo 42 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece: “…Toda servidora judicial en estado de gravidez tendrá derecho a licencia con su salario completo por cuatro meses, distribuidos un mes antes y tres  meses después del parto. Durante ese período, se pagará a la respectiva servidora en la forma dispuesta en el artículo 42 de esta Ley, y la Corte le garantizará los derechos acordados en el artículo 97 del Código de Trabajo.” El subrayado no pertenece al original). Siendo que el artículo 42 reza: “Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva...” (El subrayado no pertenece al original).

Con base en lo anterior, no se puede ver la remuneración que recibe la mujer que se encuentre gozando de licencia de maternidad como un salario, sino como su equivalente, ya que es claramente un subsidio. Es decir se trata de un permiso remunerado donde evidentemente no hay contraprestación del servicio, requisito indispensable para que pueda hablarse de salario. La mujer que goza de esa licencia no labora, no presta sus servicios al patrono por lo que no recibe salario durante ese tiempo, sin que ello implique algún efecto o suspensión al momento de calcular los derechos laborales derivados del contrato de trabajo. En apoyo a lo anterior la Sala Segunda en Voto N° 187-1998 indicó lo siguiente: 

"Al respecto, la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer, aprobada por la Asamblea Legislativa mediante Ley No. 6969, de 2 de octubre de 1984, y que, por su contenido en materia de derechos humanos, es un parámetro de constitucionalidad dentro del ordenamiento jurídico nacional (véase el artículo 48 de la Constitución Política), dispone, en el parágrafo b), del inciso 2), de su artículo 11, como una obligación fundamental de los Estados, "Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o con prestaciones sociales comparables sin pérdidas del empleo previo, la antigüedad o los beneficios sociales..." [...]. Por su parte, el artículo 95 del Código de Trabajo establece el derecho y el deber de toda servidora en estado de gravidez, de disfrutar, durante el mes anterior y los tres posteriores al parto, de una licencia remunerada por maternidad. La naturaleza jurídica de este instituto no es, entonces, la de una incapacidad para el trabajo, que produzca la suspensión temporal del contrato, en los términos previstos en los artículos 73 y 79 ibídem, y exima del deber de cancelar el salario, sino la de una exoneración, para la trabajadora, de su obligación de ejecutar la prestación debida, por un período determinado, sin que ello afecte los demás extremos y condiciones propias de la relación de trabajo." (El resaltado es propio)

Debe tenerse claro que por imperativo legal no debe rebajarse el impuesto de la renta a las trabajadoras que se encuentren disfrutando de su licencia de maternidad ya que los montos pagados durante ese periodo corresponden a un subsidio. Debe tenerse claro que si bien es cierto nos rige normativa de la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta no debe dejar de lado que debe aplicarse en concordancia con el resto del ordenamiento jurídico que nos atañe, más tratándose de una trabajadora que la cubre una especial protección por encontrarse disfrutando de su licencia de maternidad.

Por lo anterior, solicito que de manera inmediata se me haga devolución de los montos que me fueron rebajados cuando me encontraba con la licencia por maternidad por concepto de impuesto sobre la renta. No sin antes advertirles del posible proceso laboral que iniciaré en contra del Poder Judicial en caso de que no se me valide ese derecho, ya que no puede constituir una justificante que por el impacto económico que implica la devolución, se violenten derechos de mujeres que están en todo su derecho de recibir el monto completo equivalente al salario, sin que se le rebaje el impuesto de la renta.

Nótese que el Consejo Superior en Sesión N° 75-18, celebrada el 23 de agosto de 2018, artículo XLI, reconoció que no debía rebajarse a las mujeres que se encontraban con la licencia de maternidad el monto del impuesto de la renta al acordar: “1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 3.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas.”

Por todo lo expuesto y en caso de que el Consejo Superior declare sin lugar esta reconsideración solicito que tal y como se propuso en el informe de auditoría se le haga la consulta a la Dirección General de Tributación Directa, con el fin de que realice un análisis pormenorizado para el caso del Poder Judicial de acuerdo a la lo que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial sobre el tema, tomando en cuenta que la trabajadora en estado de embarazo está cubierta por un fuero extraordinario que deriva de su derecho constitucional a una protección singular por parte del Estado”.
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Sobre el particular, debe señalarse que este Consejo como parte de las razones esbozadas en el artículo XXVIII, de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, analizó aspectos jurídicos de importancia sobre el tema de la retención del impuesto sobre la renta en el importe económico devengado por las funcionarias judiciales que disfrutan de una licencia por maternidad y los cuales deber ser contemplados nuevamente para efectos de dar respuesta a la reconsideración planteada. 
De esta forma, se señaló que en el criterio de la Dirección General de Tributación, DGT-104 del 11 de febrero del 2002, si bien se establece que el importe económico devengado por la trabajadora durante el pre y post parto constituye un subsidio y por ende, no puede catalogarse como salario al no existir contraprestación laboral por parte de esta, sí se le otorga este carácter remunerativo salarial para los demás derechos laborales. 
Expresamente, se señala en el citado documento que: “la remuneración en caso de pre y posparto es salario solo para efecto de calcular los derechos laborales (antigüedad) derivados del contrato de trabajo, pero para efectos del impuesto sobre la renta rige lo dispuesto en el artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988, que establece que las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia”.
Es así, como el citado numeral 35 de la Ley No.7092 del 21 de abril de 1988, denominada Ley del Impuesto sobre la Renta, reza:
“ARTICULO 35.- Ingresos no sujetos.

No serán gravados con este impuesto los ingresos que las personas perciban por los siguientes conceptos:

(…)

c) Las indemnizaciones que se reciban, mediante pago único o en pagos periódicos, por causa de muerte o por incapacidades ocasionadas por accidente o por enfermedad, ya sea que los pagos se efectúen conforme con el régimen de seguridad social, por contratos de seguros celebrados con el Instituto Nacional de Seguros, o en virtud de sentencia judicial; así como otras indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo.

(…)”.
- 0 -
Realizando una lectura detallada del artículo anterior, se desprende que este inciso c), establece como no sujeto al citado impuesto de renta las indemnizaciones por accidente o enfermedad, siempre y cuando deriven de los supuestos ahí señalados, agregando por último, las indemnizaciones que se perciban de conformidad con lo establecido en el Código de Trabajo.
De ahí que, el análisis esbozado por la Auditoría General en su informe de advertencia No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, atienda el punto medular para el presente caso y es que si bien la figura de la licencia por maternidad opera grosso modo en iguales condiciones para las funcionarias judiciales como para las demás mujeres trabajadoras del país, la diferencia sustancial radica en que la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su 44 dispone lo siguiente: 
“Artículo 44.- (…)

Asimismo, los servidores varones tendrán derecho a una licencia con goce de sueldo, durante una semana, cuando naciere un hijo suyo, y las servidoras a tres meses con goce de sueldo, cuando adopten a un menor de edad.

Toda servidora judicial en estado de gravidez tendrá derecho a licencia con su salario completo por cuatro meses, distribuidos un mes antes y tres meses después del parto. Durante ese período, se pagará a la respectiva servidora en la forma dispuesta en el artículo 42 de esta Ley, y la Corte le garantizará los derechos acordados en el artículo 97 del Código de Trabajo.” (El resaltado no es del original)
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Es decir, la forma en que se remunerará a la servidora judicial, obedece a las condiciones del citado ordinal 42, que textualmente señala: 
“Artículo 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva.” (Subrayado y negrita no pertenecen al original).
- 0 -
Es decir, en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se regula de forma propia y especial para este Poder de la República, la aplicación de la licencia por maternidad, siendo que al hacer referencia al numeral 42 indicado supra, se consolida el carácter salarial de dicho importe devengado por las funcionarias en el pre y post parto, al señalar que se otorgará como una licencia con goce de sueldo, la cual debe entenderse como la posibilidad del trabajador de obtener el permiso solicitado sin que exista un perjuicio en su salario,  es decir, sin que exista ningún rebajo en su remuneración por el tiempo no laborado.
Esta regulación particular para Poder Judicial, ocasiona que lo dispuesto en el artículo 35, inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no sea aplicable en la institución, por cuanto nuestro régimen de regulación de indemnizaciones no se encuentra contemplado en los supuestos indicados expresamente en el artículo en mención. De ahí, que el carácter salarial del citado importe económico devengado por las funcionarias judiciales se mantenga incólume y consecuentemente, sea sujeto de la aplicación tributaria correspondiente, por lo que debe deducirse el impuesto sobre la renta. 
Por tanto, si bien la licencia de maternidad como de indicó líneas atrás, opera en los mismos términos tanto para las funcionarias judiciales como para las demás trabajadoras del país, en razón del carácter orientador y de orden público de esta norma, en la cual se establecen los mínimos y máximos de garantía que deben existir en la relación obrero patronal, la excepción establecida en la norma tributaria no contempla el régimen aplicado en este Poder la República. 
Como bien lo señala la Auditaría en su informe, la materia tributaria es reserva de ley y por ende, sólo de forma expresa en un norma puede aplicarse el supuesto de que un ingreso no se encuentre sujeto al impuesto sobre la renta. Específicamente, se señala en la advertencia No. 1103-AUD2019 de la Auditoría Interna:  
“Aunado a ello, esta Auditoría Judicial considera que las cuestiones tributarias son materia privativa de la ley, de conformidad con lo indicado por el artículo 5 de Código de Normas y Procedimientos Tributarios (Ley N°4755).

Artículo 5º.- Materia privativa de la ley. En cuestiones tributarias solo la ley puede:

a) Crear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho generador de la relación tributaria; establecer las tarifas de los tributos y sus bases de cálculo; e indicar el sujeto pasivo;

b) Otorgar exenciones, reducciones o beneficios;

c) Tipificar las infracciones y establecer las respectivas sanciones;

d) Establecer privilegios, preferencias y garantías para los créditos tributarios; y

e) Regular los modos de extinción de los créditos tributarios por medios distintos del pago. 

(El resaltado no es del original)

Por lo cual, es menester indicar que el supuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta, se refiere únicamente a las indemnizaciones percibidas de acuerdo con el Código de Trabajo, de modo que, no abarcan las licencias con goce de sueldo de conformidad con los artículos 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”.
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Señala a su vez el citado informe que: 
“Bajo esa línea, es indiscutible que el artículo 44 en concordancia con el artículo 42, ambos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, forman el bloque de legalidad específico para esta institución en materia de licencias e incapacidades de sus funcionarios. 

Es por esa razón que esta Auditoría Interna considera que los criterios emitidos por la Dirección General de Tributación (DGT), mediante oficios DGT-437-1996 del 11 de marzo de 1996, DGT-104-2002 de 11 de febrero de 2002 y DGT-1092-2016 del 01 de noviembre de 2016, no contemplan las regulaciones particulares del sistema que el legislador estableció para el Poder Judicial.

Esto se puede colegir, porque dicho ente utiliza como base el artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta para determinar que la licencia de maternidad es un ingreso no afecto al impuesto sobre la renta y enfatiza que se debe a que la remuneración percibida en esos casos es consideradas indemnizaciones reguladas por el Código de Trabajo, lo cual –como se explicó supra- no aplica en el caso del Poder Judicial.

(…)

Por lo tanto, los citados oficios emitidos por el Órgano Tributario no son de aplicación para este Poder de la República, en virtud de que ninguno contempló el análisis de las normas particulares que engloban la forma de pago de las licencias de maternidad en el Poder Judicial, las cuales no se rigen por las indemnizaciones establecidas en el Código de Trabajo”.
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El criterio anteriormente citado, es compartido por este Colegio, al cual debe agregarse lo concerniente a las particularidades presupuestarias que presentan las indemnizaciones por licencia de maternidad en el Poder Judicial, esto por cuanto se debitan de la partida de “Remuneraciones”, lo cual reitera y sustenta el carácter salarial de la erogación realizada a las funcionarias judiciales y por ende, la aplicación del impuesto sobre la renta. 
Respecto a la violación al principio de igualdad en la aplicación del régimen de indemnizaciones de este Poder de la República, debe mencionarse lo indicado por la Sala Constitucional en la resolución Nº 20473-2014 del 18 de diciembre de 2014, al señalar expresamente sobre la desigualdad que genera el trato diferenciado hacia los funcionarios del Poder Judicial con otros sistemas que: 
“La confrontación de las normas impugnadas con el principio de igualdad debe hacerse, conforme a las sentencias transcritas, analizando: a) la igualdad entre iguales; y b) la igualdad como razonabilidad. La primera exigencia se circunscribe a los beneficiarios entre sí del mismo sistema de incapacidades del Poder Judicial y no a una comparación entre los destinatarios de diversos sistemas. Las normas impugnadas no hacen distinción entre los servidores judiciales, por lo que la desigualdad debe descartarse en este primer aspecto. Restaría examinar el vinculado a la segunda noción de igualdad como razonabilidad.

(…) A partir del desarrollo jurisprudencial hecho la Sala en cuanto al principio de igualdad -supra Considerando IX- y a la seguridad social -supra Considerando XI- este Tribunal estima que, en el presente caso, no hay una lesión al artículo 33 de la Constitución Política. El legislador ordinario, dentro del conjunto más o menos amplio de opciones que tenía a su disposición al momento de reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial, estimó pertinente mantener como pago periódico producto de la incapacidad por enfermedad de los servidores judiciales una licencia con goce de salario. Para este Tribunal, dicho pago periódico resulta razonable ya que en materia laboral los beneficios que se establezcan en favor de los trabajadores, encuentran sustento en los principios de solidaridad humana y justicia social que contiene el artículo 74 de la Constitución Política, sea que los trabajadores pueden ser acreedores de garantías adicionales. El Estado Costarricense, de conformidad con el marco político social y económico de nuestra Constitución, puede disponer de una mayor protección y cobertura social. El otorgar una licencia con goce de salario como el pago periódico a un servidor judicial incapacitado resulta razonable y adecuado para el logro da la finalidad que se persigue, cual es protegerlo frente a una situación adversa e involuntaria que le impide trabajar y obtener los medios para satisfacer sus necesidades. En consecuencia, la acción también debe ser desestimada en cuanto a este extremo”.
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Por tanto, este Colegio con base en los argumentos jurídicos anteriormente señalados, considera que el monto económico otorgado a las funcionarias judiciales en estado de gravidez, para el disfrute de su licencia de maternidad constituye salario y por ende se encuentra sujeto a la aplicación del impuesto sobre la renta, por el régimen de carácter especial establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y reconocido por la Sala Constitucional, por lo que el presupuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no resulta aplicable para el caso concreto, al no contemplar en su texto el sistema legal, aplicable y jurídicamente reconocido en el Poder Judicial. 
Se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por Virginia Valverde Delgado, cédula de identidad 01-1112-0368, Jueza del Tribunal Penal de Heredia, por las razones indicadas. 2) Mantener el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII. Se declara acuerdo en firme. 
ARTÍCULO III
DOCUMENTO N° 9520-18, 13871-19
[bookmark: _Toc23839495]Manifiesta la señora Marcela Araya Rojas, cédula de identidad 02-0559-0468, contra lo resulto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, lo siguiente:
“Como ya es de su conocimiento, en el mes de agosto del año 2017, cuando me encontraba en la licencia de maternidad, por el nacimiento de hijo Esteban Jarquín Araya, formulé solicitud ante el Departamento de Gestión Humana, a fin de que se retribuyeran los montos correspondientes al impuesto sobre la renta que se me habían deducido de mi salario. En esa oportunidad señalé expresamente:  

“Según tengo conocimiento existe una resolución, propiamente la número DGT-1092-2016 de la Dirección General de Tributación Directa, de fecha 01 de noviembre de 2016, (misma que ya se encuentra incorporada en el Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ) como jurisprudencia administrativa, y la que se adjunta con el presente correo) mediante la cual ante consulta realizada a dicha Dirección, se estableció que a las mujeres que se encuentren gozando de una licencia por maternidad y posean un salario mayor al tramo exento establecido, no se les debe rebajar el impuesto sobre la renta.

 En esta resolución se efectuó un análisis de varias consultas a la Procuraduría General de la República sobre el tema, así como algunos pronunciamientos anteriores de la Dirección de Tributación Directa, y se concluyó que según una correcta interpretación del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, No. 7092 de 21 de abril de 1988 y sus reformas, las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo (dentro de éstas las que corresponden a licencias por maternidad) se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia.

 Con ocasión de esta petición, se emitió el criterio de la Dirección Jurídica, quien remitió el oficio N.º DJ-2523-2018 de fecha 26 de julio 2018, en el cual, entre otras cosas, señala lo siguiente:

 “[…] En este sentido, si bien los votos 1114-2006 de 10:35 de 30 de noviembre de 2006 y 9:45 de 30 de noviembre de 2006 de Sala Segunda indican que lo percibido en el Poder Judicial por concepto de una incapacidad, es salario, por cuanto lo pagado se equipara a una licencia y el voto Nº 2014-020473 de las quince horas veinte minutos del dieciocho de diciembre de dos mil catorce de la Sala Constitucional, reafirma tal concepto; para efectos estrictamente tributarios, no es procedente que la licencia por maternidad sea considerada como salario, habida cuenta que no posee la naturaleza remunerativa indicada. Estima esta unidad asesora que evidentemente el propósito del legislador era mantener el monto de la remuneración incólumne, mas sin que se estimara que la licencia por maternidad implicaba  que la misma era salario, cuando como en el caso está ausente el carácter contraprestacional del mismo. Consecuentemente al no tener carácter remuneratorio, la licencia por maternidad no está afecta al pago de impuesto sobre la renta […]”

Tomado en cuenta este criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en la sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, en Consejo Superior decidió: 

 “Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 3.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad, deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas. ”

Posteriormente, conociendo una nueva solicitud de mi parte en la cual consulté sobre el efecto retroactivo de la decisión, en la sesión del Consejo Superior del Poder Judicial Nº 83-18  celebrada el 20 de setiembre de 2018, se acordó: 

“1.) Comunicarle a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General, que este Consejo Superior en el artículo LXIV de la presente sesión, solicitó a la Dirección Jurídica que emitiera un criterio clarificando cual es el procedimiento a seguir en cuanto al reintegro de los citados montos, por lo anterior, se reserva el pronunciamiento de lo solicitado hasta tanto sea rendido el informe respectivo. 2.) La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes.” 

Además en fecha 13 de setiembre de 2018, formulé gestión para que se me devolviera el monto de impuesto sobre la renta que se me dedujo por la licencia de maternidad de mi hija Victoria Jarquín Araya. En esa oportunidad señalé:  
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“...he de informarles que en el periodo comprendido del 22 de setiembre de 2014 al 20 de enero del año 2015, también goce de una licencia de maternidad por el nacimiento de mi hija Victoria Jarquín Araya y durante dicho periodo me fueron deducidos quincenalmente los montos correspondientes por concepto de impuesto sobre la renta. Por lo que la presente solicitud tiene como finalidad la devolución de dichos dineros. 

Sobre la posibilidad de peticionar la restitución de estos rubros, el artículo 43 Código de Procedimientos Tributarios señala expresamente: 

Artículo 43.- Pagos en exceso y prescripción de la acción de repetición 

1.- Créditos por pagos indebidos: los contribuyentes y responsables tienen acción para reclamar la restitución de lo pagado indebidamente por concepto de tributos, sanciones e intereses. Solo se reconocerán intereses, si el pago fue inducido o forzado por la Administración Tributaria, en cuyo caso serán intereses del tipo establecido en el artículo 58. Dicho interés correrá a partir del día natural siguiente a la fecha del pago efectuado por el contribuyente. 

2.- Créditos por pagos debidos: los contribuyentes y responsables tendrán acción para reclamar la restitución de los pagos debidos en virtud de las normas sustantivas de los distintos tributos que generen un derecho de crédito a su favor, pagos a cuenta, siempre que no exista deber de acreditación para el pago de nuevas deudas, según la normativa propia de cada tributo. En estos casos, la Administración deberá reconocer un interés igual al establecido en el artículo 58 de este Código, interés que correrá a partir de los tres meses siguientes a la presentación de la solicitud de devolución, si no se ha puesto a su disposición el saldo a favor que proceda de conformidad con la normativa propia de cada tributo. 

En todos los casos, la acción para solicitar la devolución o compensación prescribe transcurridos cuatro años a partir del día siguiente a la fecha en que se efectuó el pago, o desde la fecha de presentación de la declaración jurada de la cual surgió el crédito. Transcurrido el término de prescripción, sin necesidad de pronunciamiento expreso de la Administración Tributaria, no procede devolución ni compensación alguna por saldos acreedores. 

De esta manera, considero que no ha prescrito la posibilidad de realizar el reclamo, toda vez que al día de hoy 13 de setiembre de 2018 no han transcurrido los cuatro años desde que se realizó el rebajo de mi salario, y disponiendo el Consejo Superior que la devolución debe efectuarse previa solicitud de la persona interesada, se solicita expresamente se proceda a compensarme con el dinero que se me dedujo durante el periodo citado. Agradeciendo la atención.”

Posteriormente, se me comunicó lo dispuesto por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, art XIV, en el cual se acordó:

“1.) Tomar nota del criterio N°DJ-3807-2018 del 7 de noviembre de 2018, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico. 2.) Comunicar el presente acuerdo a la Dirección de Gestión Humana para que, conforme al cuadro anterior, siga el procedimiento señalado en el referido informe a fin de devolver las sumas deducidas por impuesto al salario a las mujeres con licencias por maternidad valorando para ello los plazos de prescripción. 3.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 4.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas. 5.) Notifíquese el presente acuerdo a cada una de las gestionantes.”

Además, nuevamente conociendo sobre este tema el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial,  en sesión N°05-19 celebrada el 23 de enero de 2019, artículo XLVIIII, menciona:

“Se acordó:1.) Trasladar a la Dirección de Tecnología para que realice las modificaciones pertinentes al sistema e informe a este Consejo a la brevedad partir de cuándo se hará efectiva la aplicación. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, como medida provisional reintegrar el monto debitado por el sistema de pagos actual a las gestionantes afectadas.”

Así las cosas el Departamento de Gestión Humana, mediante el oficio N° PJ-DGH-SAS-1768-2019 de fecha 18 de junio de 2019, presentó un informe con el detalle de los montos de impuesto sobre la renta a devolver por las licencias de maternidad, según el acuerdo del Consejo Superior de la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, en el Artículo XIV. Así, en mi caso se realizó el siguiente resumen: 

[bookmark: app4]Resumen de devolución por efectuar:

	Periodo Incapacidad
	Monto

	22/09/2014 al 31/01/2015
	¢1,243,148.00

	21/08/2017 al 20/12/2017
	¢1,309,243.59

	Total por devolver
	¢2,552,391.59



“Del cuadro anterior, se desprende el cálculo del monto a devolver ¢2,552,391.59 (Dos millones quinientos cincuenta y dos mil trescientos noventa y un colones con 59/100), en el cual el cálculo realizado corresponde a los días de licencia por maternidad considerándose como salario, pero con una exoneración de renta.”
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Este informe de la Dirección de Gestión Humana, se conoció  por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 61-19 celebrada el 9 de julio del 2019 fecha en la cual se resolvió por este órgano:

“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe anterior. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, como órgano técnico realizar una propuesta concreta de solución a seguir por este Consejo, para la devolución de los montos rebajados a las servidoras judiciales quienes se encontraban con licencia por maternidad por concepto de impuesto sobre la renta. 3.) Solicitar a la Dirección Jurídica que emita una opinión jurídica indicando si el pago de la indexación debe ser gestionado por la persona interesada o bien debe ser cancelado de oficio.”

Así las cosas, el Consejo Superior reiteradamente ha mantenido el criterio de que procede la devolución de los montos que fueron retenidos correspondientes al impuesto sobre la renta durante las licencias de maternidad, siguiendo los parámetros definidos por la Dirección Jurídica del Poder Judicial. Estos acuerdos constituyen actos administrativos que adquirieron firmeza y que me fueron notificados oportunamente, declarándose a mi favor un derecho de reclamar dicha devolución. Sin embargo, en el último acuerdo por voto de mayoría, se cambia el criterio con base en el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y se decide revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. A mi criterio esta resolución no resulta procedente desde el punto de vista administrativo, pues las decisiones previas del Consejo Superior se consolidaron como actos administrativos finales que adquirieron firmeza desde su ratificación y aprobación. 

La posición asumida por la auditoría judicial, no contiene un fundamento jurídico sólido, en atención a los principios del derecho laboral y a la naturaleza del subsidio que se recibe durante las licencias de maternidad, lo que sí realiza de manera detallada el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial que fue la base para las anteriores decisiones del Consejo Superior. En este orden de ideas, los fundamentos que se exponen en el informe  número 1103-AUD2019,  más bien reflejan una clara violación al principio de igualdad consagrado en la Constitución Política en el artículo 33, al considerar que a las funcionarias judiciales se nos debe aplicar la Ley Orgánica del Poder Judicial y no la normativa general del Código de Trabajo, dejándonos en clara desventaja con respecto a las demás funcionarias públicas, al aplicarnos una ley especial, que en el tema en cuestión genera desigualdad y violación al principio un dubio pro operario.

No puede dejarse lado que el informe de la Auditoría Judicial se basa más en posiciones tendientes a la protección de las arcas estatales, y al impacto económico que puede generar en el presupuesto nacional, y deja de lado el reconocimiento de derechos laborales de las mujeres en licencia de maternidad, situación que resulta a todas luces es muy lamentable, pues se añora un abordaje del tema desde la perspectiva de género. 

Finalmente, como se ha indicado según se puede observar en el último acuerdo se decidió revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. No obstante, no se realiza pronunciamiento alguno con respeto al acuerdo tomado en la sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, en el cual el Consejo Superior decidió: 

 “Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General.   

Por ello, con el debido respeto solicito se mantenga incólume esta decisión y se reconsidere la posición del Consejo Superior, mediante la cual acordó que no era procedente la devolución del impuesto sobre la renta a las mujeres que gozan de la licencia de maternidad. Agradeciendo la atención”. 
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Sobre el particular, debe señalarse que este Consejo como parte de las razones esbozadas en el artículo XXVIII, de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, analizó aspectos jurídicos de importancia sobre el tema de la retención del impuesto sobre la renta en el importe económico devengado por las funcionarias judiciales que disfrutan de una licencia por maternidad y los cuales deber ser contemplados nuevamente para efectos de dar respuesta a la reconsideración planteada. 
De esta forma, se señaló que en el criterio de la Dirección General de Tributación, DGT-104 del 11 de febrero del 2002, si bien se establece que el importe económico devengado por la trabajadora durante el pre y post parto constituye un subsidio y por ende, no puede catalogarse como salario al no existir contraprestación laboral por parte de esta, sí se le otorga este carácter remunerativo salarial para los demás derechos laborales. 
Expresamente, se señala en el citado documento que: “la remuneración en caso de pre y posparto es salario solo para efecto de calcular los derechos laborales (antigüedad) derivados del contrato de trabajo, pero para efectos del impuesto sobre la renta rige lo dispuesto en el artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988, que establece que las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia”.
Es así, como el citado numeral 35 de la Ley No.7092 del 21 de abril de 1988, denominada Ley del Impuesto sobre la Renta, reza: 
“ARTICULO 35.- Ingresos no sujetos.

No serán gravados con este impuesto los ingresos que las personas perciban por los siguientes conceptos:

(…)

c) Las indemnizaciones que se reciban, mediante pago único o en pagos periódicos, por causa de muerte o por incapacidades ocasionadas por accidente o por enfermedad, ya sea que los pagos se efectúen conforme con el régimen de seguridad social, por contratos de seguros celebrados con el Instituto Nacional de Seguros, o en virtud de sentencia judicial; así como otras indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo.

(…)”.
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Realizando una lectura detallada del artículo anterior, se desprende que este inciso c), establece como no sujeto al citado impuesto de renta las indemnizaciones por accidente o enfermedad, siempre y cuando deriven de los supuestos ahí señalados, agregando por último, las indemnizaciones que se perciban de conformidad con lo establecido en el Código de Trabajo.
De ahí que, el análisis esbozado por la Auditoría General en su informe de advertencia No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, atienda el punto medular para el presente caso y es que si bien la figura de la licencia por maternidad opera grosso modo en iguales condiciones para las funcionarias judiciales como para las demás mujeres trabajadoras del país, la diferencia sustancial radica en que la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su 44 dispone lo siguiente: 
“Artículo 44.- (…)

Asimismo, los servidores varones tendrán derecho a una licencia con goce de sueldo, durante una semana, cuando naciere un hijo suyo, y las servidoras a tres meses con goce de sueldo, cuando adopten a un menor de edad.

Toda servidora judicial en estado de gravidez tendrá derecho a licencia con su salario completo por cuatro meses, distribuidos un mes antes y tres meses después del parto. Durante ese período, se pagará a la respectiva servidora en la forma dispuesta en el artículo 42 de esta Ley, y la Corte le garantizará los derechos acordados en el artículo 97 del Código de Trabajo.” (El resaltado no es del original)
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Es decir, la forma en que se remunerará a la servidora judicial obedece a las condiciones del citado ordinal 42, que textualmente señala: 
“Artículo 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva.” (Subrayado y negrita no pertenecen al original).
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Es decir, en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se regula de forma propia y especial para este Poder de la República, la aplicación de la licencia por maternidad, siendo que al hacer referencia al numeral 42 indicado supra, se consolida el carácter salarial de dicho importe devengado por las funcionarias en el pre y post parto, al señalar que se otorgará como una licencia con goce de sueldo, la cual debe entenderse como la posibilidad del trabajador de obtener el permiso solicitado sin que exista un perjuicio en su salario,  es decir, sin que exista ningún rebajo en su remuneración por el tiempo no laborado.
Esta regulación particular para Poder Judicial ocasiona que lo dispuesto en el artículo 35, inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no sea aplicable en la institución, por cuanto nuestro régimen de regulación de indemnizaciones no se encuentra contemplado en los supuestos indicados expresamente en el artículo en mención. De ahí, que el carácter salarial del citado importe económico devengado por las funcionarias judiciales se mantenga incólume y consecuentemente, sea sujeto de la aplicación tributaria correspondiente, por lo que debe deducirse el impuesto sobre la renta. 
Por tanto, si bien la licencia de maternidad como de indicó líneas atrás, opera en los mismos términos tanto para las funcionarias judiciales como para las demás trabajadoras del país, en razón del carácter orientador y de orden público de esta norma, en la cual se establecen los mínimos y máximos de garantía que deben existir en la relación obrero patronal, la excepción establecida en la norma tributaria no contempla el régimen aplicado en este Poder la República. 
Como bien lo señala la Auditaría en su informe, la materia tributaria es reserva de ley y por ende, sólo de forma expresa en un norma puede aplicarse el supuesto de que un ingreso no se encuentre sujeto al impuesto sobre la renta. Específicamente, se señala en la advertencia No. 1103-AUD2019 de la Auditoría Interna:
“Aunado a ello, esta Auditoría Judicial considera que las cuestiones tributarias son materia privativa de la ley, de conformidad con lo indicado por el artículo 5 de Código de Normas y Procedimientos Tributarios (Ley N°4755).

Artículo 5º.- Materia privativa de la ley. En cuestiones tributarias solo la ley puede:

a) Crear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho generador de la relación tributaria; establecer las tarifas de los tributos y sus bases de cálculo; e indicar el sujeto pasivo;

b) Otorgar exenciones, reducciones o beneficios;

c) Tipificar las infracciones y establecer las respectivas sanciones;

d) Establecer privilegios, preferencias y garantías para los créditos tributarios; y

e) Regular los modos de extinción de los créditos tributarios por medios distintos del pago. 

(El resaltado no es del original)

Por lo cual, es menester indicar que el supuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta, se refiere únicamente a las indemnizaciones percibidas de acuerdo con el Código de Trabajo, de modo que, no abarcan las licencias con goce de sueldo de conformidad con los artículos 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”.
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Señala a su vez el citado informe que: 
“Bajo esa línea, es indiscutible que el artículo 44 en concordancia con el artículo 42, ambos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, forman el bloque de legalidad específico para esta institución en materia de licencias e incapacidades de sus funcionarios. 

Es por esa razón que esta Auditoría Interna considera que los criterios emitidos por la Dirección General de Tributación (DGT), mediante oficios DGT-437-1996 del 11 de marzo de 1996, DGT-104-2002 de 11 de febrero de 2002 y DGT-1092-2016 del 01 de noviembre de 2016, no contemplan las regulaciones particulares del sistema que el legislador estableció para el Poder Judicial.

Esto se puede colegir, porque dicho ente utiliza como base el artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta para determinar que la licencia de maternidad es un ingreso no afecto al impuesto sobre la renta y enfatiza que se debe a que la remuneración percibida en esos casos, son consideradas indemnizaciones reguladas por el Código de Trabajo, lo cual –como se explicó supra- no aplica en el caso del Poder Judicial.

(…)

Por lo tanto, los citados oficios emitidos por el Órgano Tributario no son de aplicación para este Poder de la República, en virtud de que ninguno contempló el análisis de las normas particulares que engloban la forma de pago de las licencias de maternidad en el Poder Judicial, las cuales no se rigen por las indemnizaciones establecidas en el Código de Trabajo”.
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El criterio anteriormente citado, es compartido por este Colegio, al cual debe agregarse lo concerniente a las particularidades presupuestarias que presentan las indemnizaciones por licencia de maternidad en el Poder Judicial, esto por cuanto se debitan de la partida de “Remuneraciones”, lo cual reitera y sustenta el carácter salarial de la erogación realizada a las funcionarias judiciales y por ende, la aplicación del impuesto sobre la renta. 
Respecto a la violación al principio de igualdad en la aplicación del régimen de indemnizaciones de este Poder de la República, debe mencionarse lo indicado por la Sala Constitucional en la resolución Nº 20473-2014 del 18 de diciembre de 2014, al señalar expresamente sobre la desigualdad que genera el trato diferenciado hacia los funcionarios del Poder Judicial con otros sistemas que: 
“La confrontación de las normas impugnadas con el principio de igualdad debe hacerse, conforme a las sentencias transcritas, analizando: a) la igualdad entre iguales; y b) la igualdad como razonabilidad. La primera exigencia se circunscribe a los beneficiarios entre sí del mismo sistema de incapacidades del Poder Judicial y no a una comparación entre los destinatarios de diversos sistemas. Las normas impugnadas no hacen distinción entre los servidores judiciales, por lo que la desigualdad debe descartarse en este primer aspecto. Restaría examinar el vinculado a la segunda noción de igualdad como razonabilidad.

(…) A partir del desarrollo jurisprudencial hecho la Sala en cuanto al principio de igualdad -supra Considerando IX- y a la seguridad social -supra Considerando XI- este Tribunal estima que, en el presente caso, no hay una lesión al artículo 33 de la Constitución Política. El legislador ordinario, dentro del conjunto más o menos amplio de opciones que tenía a su disposición al momento de reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial, estimó pertinente mantener como pago periódico producto de la incapacidad por enfermedad de los servidores judiciales una licencia con goce de salario. Para este Tribunal, dicho pago periódico resulta razonable ya que en materia laboral los beneficios que se establezcan en favor de los trabajadores, encuentran sustento en los principios de solidaridad humana y justicia social que contiene el artículo 74 de la Constitución Política, sea que los trabajadores pueden ser acreedores de garantías adicionales. El Estado Costarricense, de conformidad con el marco político social y económico de nuestra Constitución, puede disponer de una mayor protección y cobertura social. El otorgar una licencia con goce de salario como el pago periódico a un servidor judicial incapacitado resulta razonable y adecuado para el logro da la finalidad que se persigue, cual es protegerlo frente a una situación adversa e involuntaria que le impide trabajar y obtener los medios para satisfacer sus necesidades. En consecuencia, la acción también debe ser desestimada en cuanto a este extremo”.
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Por tanto, este Colegio con base en los argumentos jurídicos anteriormente señalados, considera que el monto económico otorgado a las funcionarias judiciales en estado de gravidez, para el disfrute de su licencia de maternidad constituye salario y por ende se encuentra sujeto a la aplicación del impuesto sobre la renta, por el régimen de carácter especial establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y reconocido por la Sala Constitucional, por lo que el presupuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no resulta aplicable para el caso concreto, al no contemplar en su texto el sistema legal, aplicable y jurídicamente reconocido en el Poder Judicial. 
Se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por Marcela Araya Rojas, cédula de identidad 2-556-468, contra lo resuelto este Consejo Superior en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII. 2) Dejar sin efecto el acuerdo de este Órgano, de la sesión N° 75-18 del 23 de agosto de 2018, artículo XLI. en el que se dispuso: 
“Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 3.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad, deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas.”
- 0 -
3) Dejar sin efecto el acuerdo de este Órgano de la sesión N° 05-19 del 23 de enero de 2019, artículo XLVIII, en el que se dispuso: 
“Se acordó:1.) Trasladar a la Dirección de Tecnología para que realice las modificaciones pertinentes al sistema e informe a este Consejo a la brevedad partir de cuándo se hará efectiva la aplicación. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, como medida provisional reintegrar el monto debitado por el sistema de pagos actual a las gestionantes afectadas.”
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4) Hacer este acuerdo de conocimiento de las Direcciones de Gestión Humana y de Tecnologías de la Información, para lo de su cargo. Se declara acuerdo en firme. 
ARTÍCULO IV
DOCUMENTO N° 9520-18, 13881-19
[bookmark: _Toc23839498]Manifiesta la señora Jennifer Badilla Chaverri, cédula de identidad 06-0318-0906, contra lo resulto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, lo siguiente:
“Como ya es de su conocimiento, el 13 de setiembre de 2018, formulé solicitud ante el Departamento de Gestión Humana, a fin de que se retribuyeran los montos correspondientes al impuesto sobre la renta que se me habían deducido de mi salario durante el periodo de incapacidad por maternidad de mis hijos Jose Franco y Juan Pablo Lara Badilla, periodos de incapacidad que se extendieron para el nacimiento de Jose Franco del 02 de junio del 2015 al 02 de octubre de 2015 y el de Juan Pablo del 30 de noviembre del 2017 al 29 de marzo de 2018. En esa oportunidad señalé expresamente:  

“Recientemente, verificando las deducciones que sufrió mi salario durante esos dos periodos me he percatado que en todo momento se me rebajó el monto correspondiente al impuesto sobre la renta, siendo que la Ley del Impuesto Sobre la Renta, número 7092, en su artículo 35 inciso c, en consonancia con la resolución número DGT-1092-2016 de la Dirección General de Tributación Directa, complementada a su vez jurisprudencia administrativa, se estableció que a las mujeres que se encuentran gozando de una licencia por maternidad y posean un salario mayor al tramo exento establecido, no se les debe rebajar el impuesto sobre la renta.

En esta resolución se efectuó un análisis de varias consultas a la Procuraduría General de la República sobre el tema, así como algunos pronunciamientos anteriores de la Dirección de Tributación Directa, y se concluyó que según una correcta interpretación del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, No. 7092 de 21 de abril de 1988 y sus reformas, las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo (dentro de éstas las que corresponden a licencias por maternidad) se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia.

Existe un antecedente en el Poder Judicial, en el cual su Departamento solicitó a la Dirección Jurídica un criterio al respecto, como respuesta se emitió el oficio N.º DJ-2523-2018 de fecha 26 de julio 2018, en el cual, entre otras cosas, señala lo siguiente:

“[…] En este sentido, si bien los votos 1114-2006 de 10:35 de 30 de noviembre de 2006 y 9:45 de 30 de noviembre de 2006 de Sala Segunda indican que lo percibido en el Poder Judicial por concepto de una incapacidad, es salario, por cuanto lo pagado se equipara a una licencia y el voto Nº 2014-020473 de las quince horas veinte minutos del dieciocho de diciembre de dos mil catorce de la Sala Constitucional, reafirma tal concepto; para efectos estrictamente tributarios, no es procedente que la licencia por maternidad sea considerada como salario, habida cuenta que no posee la naturaleza remunerativa indicada. Estima esta unidad asesora que evidentemente el propósito del legislador era mantener el monto de la remuneración incólume, más sin que se estimara que la licencia por maternidad implicaba que la misma era salario, cuando como en el caso está ausente el carácter contraprestacional del mismo.

Consecuentemente al no tener carácter remuneratorio, la licencia por maternidad no está afecta al pago de impuesto sobre la renta 

Tomado en cuenta este criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en la sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, en Consejo Superior decidió: 

“Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 3.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad, deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas.”

Posteriormente, conociendo una nueva solicitud de mi parte en la cual consulté sobre el efecto retroactivo de la decisión, en la sesión del Consejo Superior del Poder Judicial Nº 83-18 celebrada el 20 de setiembre de 2018, se acordó: 

“1.) Comunicarle a la licenciada Jenniffer Badilla Chaverri, Defensora Pública, que este Consejo Superior en el artículo LXIV de la presente sesión, solicitó a la Dirección Jurídica que emitiera un criterio clarificando cual es el procedimiento a seguir en cuanto al reintegro de los citados montos, por lo anterior, se reserva el pronunciamiento de lo solicitado hasta tanto sea rendido el informe respectivo. 2.) La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes.”

Además, nuevamente conociendo sobre este tema el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial,  en sesión N°05-19 celebrada el 23 de enero de 2019, artículo XLVIIII, menciona:
 
“Se acordó:1.) Trasladar a la Dirección de Tecnología para que realice las modificaciones pertinentes al sistema e informe a este Consejo a la brevedad partir de cuándo se hará efectiva la aplicación. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, como medida provisional reintegrar el monto debitado por el sistema de pagos actual a las gestionantes afectadas.”

Así las cosas el Departamento de Gestión Humana, mediante el oficio N° PJ-DGH-SAS-1768-2019 de fecha 18 de junio de 2019, presentó un informe con el detalle de los montos de impuesto sobre la renta a devolver por las licencias de maternidad, según el acuerdo del Consejo Superior de la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, en el Artículo XIV. Así, en mi caso se realizó el siguiente resumen: 

Resumen de devolución por efectuar:

	Periodo Incapacidad
	Monto

	01/06/2015 al 15/10/2015
	¢1,040,003.79

	Total por devolver
	¢1,040,003.79



“Del cuadro anterior, se desprende el cálculo del monto a devolver ¢1,040,003.79 (Un millon cuarenta mil tres colones con 79/100), en el cual el cálculo realizado corresponde a los días de licencia por maternidad considerándose como salario, pero con una exone
ración de renta.”
Este informe de la Dirección de Gestión Humana, se conoció por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 61-19 celebrada el 9 de julio del 2019 fecha en la cual se resolvió por este órgano:

 “Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe anterior.  2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, como órgano técnico realizar una propuesta concreta de solución a seguir por este Consejo, para la devolución de los montos rebajados a las servidoras judiciales quienes se encontraban con licencia por maternidad por concepto de impuesto sobre la renta. 3.) Solicitar a la Dirección Jurídica que emita una opinión jurídica indicando si el pago de la indexación debe ser gestionado por la persona interesada o bien debe ser cancelado de oficio.”

Así las cosas, el Consejo Superior reiteradamente ha mantenido el criterio de que procede la devolución de los montos que fueron retenidos correspondientes al impuesto sobre la renta durante las licencias de maternidad, siguiendo los parámetros definidos por la Dirección Jurídica del Poder Judicial. Estos acuerdos constituyen actos administrativos que adquirieron firmeza y que me fueron notificados oportunamente, declarándose a mi favor un derecho de reclamar dicha devolución. Sin embargo, en el último acuerdo por voto de mayoría, se cambia el criterio con base en el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y se decide revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. A mi criterio esta resolución no resulta procedente desde el punto de vista administrativo, pues las decisiones previas del Consejo Superior se consolidaron como actos administrativos finales que adquirieron firmeza desde su ratificación y aprobación. 

La posición asumida por el auditoría judicial, no contiene un fundamento jurídico sólido, en atención a los principios del derecho laboral y a la naturaleza del subsidio que se recibe durante las licencias de maternidad, lo que sí realiza de manera detallada el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial que fue la base para las anteriores decisiones del Consejo Superior. En este orden de ideas, los fundamentos que se exponen en el informe  número 1103-AUD2019,  más bien reflejan una clara violación al principio de igualdad consagrado en la Constitución Política en el artículo 33, al considerar que a las funcionarias judiciales se nos debe aplicar la Ley Orgánica del Poder Judicial y no la normativa general del Código de Trabajo, dejándonos en clara desventaja con respecto a las demás funcionarias públicas, al aplicarnos una ley especial, que en el tema en cuestión genera desigualdad y violación al principio un dubio pro operario.

No puede dejarse lado que el informe de la Auditoría Judicial, se basa más en posiciones tendientes a la protección de las arcas estatales, y al impacto económico que puede generar en el presupuesto nacional, y deja de lado el reconocimiento de derechos laborales de las mujeres en licencia de maternidad, situación que resulta a todas luces es muy lamentable, pues se añora un abordaje del tema desde la perspectiva de género. 

Finalmente, como se ha indicado según se puede observar en el último acuerdo se decidió revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. No obstante, no se realiza pronunciamiento alguno con respeto al acuerdo tomado en la sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, en el cual el Consejo Superior decidió: 

“Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General.  

Por ello, con el debido respeto solicito se mantenga incólume esta decisión y se reconsidere la posición del Consejo Superior, mediante la cual acordó que no era procedente la devolución del impuesto sobre la renta a las mujeres que gozan de la licencia de maternidad.

Es importante resaltar, que el derecho se había otorgado a través de dicho acto administrativo estaba tan claramente definido al punto que se me respondió vía correo electrónico en fecha 24 de setiembre de 2018, que se estaba definiendo la manera a reintegrar los dineros, tal como consta a continuación:

Por todo lo antes expuesto, solicito se reconsidere la decisión tomada, pues abiertamente corresponde a un acto administrativo abiertamente lesivo de derechos fundamentales”.
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Sobre el particular, debe señalarse que este Consejo como parte de las razones esbozadas en el artículo XXVIII, de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, analizó aspectos jurídicos de importancia sobre el tema de la retención del impuesto sobre la renta en el importe económico devengado por las funcionarias judiciales que disfrutan de una licencia por maternidad y los cuales deber ser contemplados nuevamente para efectos de dar respuesta a la reconsideración planteada. 
De esta forma, se señaló que en el criterio de la Dirección General de Tributación, DGT-104 del 11 de febrero del 2002, si bien se establece que el importe económico devengado por la trabajadora durante el pre y post parto constituye un subsidio y por ende, no puede catalogarse como salario al no existir contraprestación laboral por parte de esta, sí se le otorga este carácter remunerativo salarial para los demás derechos laborales. 
Expresamente, se señala en el citado documento que: “la remuneración en caso de pre y posparto es salario solo para efecto de calcular los derechos laborales (antigüedad) derivados del contrato de trabajo, pero para efectos del impuesto sobre la renta rige lo dispuesto en el artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988, que establece que las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia”.
Es así, como el citado numeral 35 de la Ley No.7092 del 21 de abril de 1988, denominada Ley del Impuesto sobre la Renta, reza: 
“ARTICULO 35.- Ingresos no sujetos.

No serán gravados con este impuesto los ingresos que las personas perciban por los siguientes conceptos:

(…)

c) Las indemnizaciones que se reciban, mediante pago único o en pagos periódicos, por causa de muerte o por incapacidades ocasionadas por accidente o por enfermedad, ya sea que los pagos se efectúen conforme con el régimen de seguridad social, por contratos de seguros celebrados con el Instituto Nacional de Seguros, o en virtud de sentencia judicial; así como otras indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo.

(…)”.
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Realizando una lectura detallada del artículo anterior, se desprende que este inciso c), establece como no sujeto al citado impuesto de renta las indemnizaciones por accidente o enfermedad, siempre y cuando deriven de los supuestos ahí señalados, agregando por último, las indemnizaciones que se perciban de conformidad con lo establecido en el Código de Trabajo.
De ahí que, el análisis esbozado por la Auditoría General en su informe de advertencia No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, atienda el punto medular para el presente caso y es que si bien la figura de la licencia por maternidad opera grosso modo en iguales condiciones para las funcionarias judiciales como para las demás mujeres trabajadoras del país, la diferencia sustancial radica en que la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su 44 dispone lo siguiente: 
“Artículo 44.- (…)

Asimismo, los servidores varones tendrán derecho a una licencia con goce de sueldo, durante una semana, cuando naciere un hijo suyo, y las servidoras a tres meses con goce de sueldo, cuando adopten a un menor de edad.

Toda servidora judicial en estado de gravidez tendrá derecho a licencia con su salario completo por cuatro meses, distribuidos un mes antes y tres meses después del parto. Durante ese período, se pagará a la respectiva servidora en la forma dispuesta en el artículo 42 de esta Ley, y la Corte le garantizará los derechos acordados en el artículo 97 del Código de Trabajo.” (El resaltado no es del original)
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Es decir, la forma en que se remunerará a la servidora judicial, obedece a las condiciones del citado ordinal 42, que textualmente señala: 
“Artículo 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva.” (Subrayado y negrita no pertenecen al original).
- 0 -
Es decir, en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se regula de forma propia y especial para este Poder de la República, la aplicación de la licencia por maternidad, siendo que al hacer referencia al numeral 42 indicado supra, se consolida el carácter salarial de dicho importe devengado por las funcionarias en el pre y post parto, al señalar que se otorgará como una licencia con goce de sueldo, la cual debe entenderse como la posibilidad del trabajador de obtener el permiso solicitado sin que exista un perjuicio en su salario, es decir, sin que exista ningún rebajo en su remuneración por el tiempo no laborado.
Esta regulación particular para Poder Judicial, ocasiona que lo dispuesto en el artículo 35, inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no sea aplicable en la institución, por cuanto nuestro régimen de regulación de indemnizaciones no se encuentra contemplado en los supuestos indicados expresamente en el artículo en mención. De ahí, que el carácter salarial del citado importe económico devengado por las funcionarias judiciales se mantenga incólume y consecuentemente, sea sujeto de la aplicación tributaria correspondiente, por lo que debe deducirse el impuesto sobre la renta. 
Por tanto, si bien la licencia de maternidad como de indicó líneas atrás, opera en los mismos términos tanto para las funcionarias judiciales como para las demás trabajadoras del país, en razón del carácter orientador y de orden público de esta norma, en la cual se establecen los mínimos y máximos de garantía que deben existir en la relación obrero patronal, la excepción establecida en la norma tributaria no contempla el régimen aplicado en este Poder la República. 
Como bien lo señala la Auditaría en su informe, la materia tributaria es reserva de ley y por ende, sólo de forma expresa en un norma puede aplicarse el supuesto de que un ingreso no se encuentre sujeto al impuesto sobre la renta. Específicamente, se señala en la advertencia No. 1103-AUD2019 de la Auditoría Interna:
“Aunado a ello, esta Auditoría Judicial considera que las cuestiones tributarias son materia privativa de la ley, de conformidad con lo indicado por el artículo 5 de Código de Normas y Procedimientos Tributarios (Ley N°4755).

Artículo 5º.- Materia privativa de la ley. En cuestiones tributarias solo la ley puede:

a) Crear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho generador de la relación tributaria; establecer las tarifas de los tributos y sus bases de cálculo; e indicar el sujeto pasivo;

b) Otorgar exenciones, reducciones o beneficios;

c) Tipificar las infracciones y establecer las respectivas sanciones;

d) Establecer privilegios, preferencias y garantías para los créditos tributarios; y

e) Regular los modos de extinción de los créditos tributarios por medios distintos del pago. 

(El resaltado no es del original)

Por lo cual, es menester indicar que el supuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta, se refiere únicamente a las indemnizaciones percibidas de acuerdo con el Código de Trabajo, de modo que, no abarcan las licencias con goce de sueldo de conformidad con los artículos 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”.
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Señala a su vez el citado informe que: 
“Bajo esa línea, es indiscutible que el artículo 44 en concordancia con el artículo 42, ambos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, forman el bloque de legalidad específico para esta institución en materia de licencias e incapacidades de sus funcionarios. 

Es por esa razón que esta Auditoría Interna considera que los criterios emitidos por la Dirección General de Tributación (DGT), mediante oficios DGT-437-1996 del 11 de marzo de 1996, DGT-104-2002 de 11 de febrero de 2002 y DGT-1092-2016 del 01 de noviembre de 2016, no contemplan las regulaciones particulares del sistema que el legislador estableció para el Poder Judicial.

Esto se puede colegir, porque dicho ente utiliza como base el artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta para determinar que la licencia de maternidad es un ingreso no afecto al impuesto sobre la renta y enfatiza que se debe a que la remuneración percibida en esos casos son consideradas indemnizaciones reguladas por el Código de Trabajo, lo cual –como se explicó supra- no aplica en el caso del Poder Judicial.

(…)

Por lo tanto, los citados oficios emitidos por el Órgano Tributario no son de aplicación para este Poder de la República, en virtud de que ninguno contempló el análisis de las normas particulares que engloban la forma de pago de las licencias de maternidad en el Poder Judicial, las cuales no se rigen por las indemnizaciones establecidas en el Código de Trabajo”.
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El criterio anteriormente citado, es compartido por este Colegio, al cual debe agregarse lo concerniente a las particularidades presupuestarias que presentan las indemnizaciones por licencia de maternidad en el Poder Judicial, esto por cuanto se debitan de la partida de “Remuneraciones”, lo cual reitera y sustenta el carácter salarial de la erogación realizada a las funcionarias judiciales y por ende, la aplicación del impuesto sobre la renta. 
Respecto a la violación al principio de igualdad en la aplicación del régimen de indemnizaciones de este Poder de la República, debe mencionarse lo indicado por la Sala Constitucional en la resolución Nº 20473-2014 del 18 de diciembre de 2014, al señalar expresamente sobre la desigualdad que genera el trato diferenciado hacia los funcionarios del Poder Judicial con otros sistemas que: 
“La confrontación de las normas impugnadas con el principio de igualdad debe hacerse, conforme a las sentencias transcritas, analizando: a) la igualdad entre iguales; y b) la igualdad como razonabilidad. La primera exigencia se circunscribe a los beneficiarios entre sí del mismo sistema de incapacidades del Poder Judicial y no a una comparación entre los destinatarios de diversos sistemas. Las normas impugnadas no hacen distinción entre los servidores judiciales, por lo que la desigualdad debe descartarse en este primer aspecto. Restaría examinar el vinculado a la segunda noción de igualdad como razonabilidad.

(…) A partir del desarrollo jurisprudencial hecho la Sala en cuanto al principio de igualdad -supra Considerando IX- y a la seguridad social -supra Considerando XI- este Tribunal estima que, en el presente caso, no hay una lesión al artículo 33 de la Constitución Política. El legislador ordinario, dentro del conjunto más o menos amplio de opciones que tenía a su disposición al momento de reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial, estimó pertinente mantener como pago periódico producto de la incapacidad por enfermedad de los servidores judiciales una licencia con goce de salario. Para este Tribunal, dicho pago periódico resulta razonable ya que en materia laboral los beneficios que se establezcan en favor de los trabajadores, encuentran sustento en los principios de solidaridad humana y justicia social que contiene el artículo 74 de la Constitución Política, sea que los trabajadores pueden ser acreedores de garantías adicionales. El Estado Costarricense, de conformidad con el marco político social y económico de nuestra Constitución, puede disponer de una mayor protección y cobertura social. El otorgar una licencia con goce de salario como el pago periódico a un servidor judicial incapacitado resulta razonable y adecuado para el logro da la finalidad que se persigue, cual es protegerlo frente a una situación adversa e involuntaria que le impide trabajar y obtener los medios para satisfacer sus necesidades. En consecuencia, la acción también debe ser desestimada en cuanto a este extremo”.
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Por tanto, este Colegio con base en los argumentos jurídicos anteriormente señalados, considera que el monto económico otorgado a las funcionarias judiciales en estado de gravidez, para el disfrute de su licencia de maternidad constituye salario y por ende se encuentra sujeto a la aplicación del impuesto sobre la renta, por el régimen de carácter especial establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y reconocido por la Sala Constitucional, por lo que el presupuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no resulta aplicable para el caso concreto, al no contemplar en su texto el sistema legal, aplicable y jurídicamente reconocido en el Poder Judicial. 
Se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por Jennifer Badilla Chaverri, cédula de identidad 6-0318-0906, contra lo resuelto este Consejo Superior en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII. Se declara acuerdo en firme.
ARTÍCULO V
DOCUMENTO N° 9520-18, 13894-19
[bookmark: _Toc23839500]Manifiesta la señora Jaimmy Andrea Hernández Rojas, cédula de identidad 3-0362-0702, contra lo resulto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. 3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, lo siguiente:
“Como ya es de su conocimiento, y ante una solicitud formulada por mi persona ante el Departamento de Gestión Humana, a fin de que se retribuyeran los montos correspondientes al impuesto sobre la renta que se me habían deducido de mi salario en mi licencia de maternidad de mi hija Aitana Adelaida Pais Hernández y actualmente volvi a gestionar el reintegro de mi otra licencia de maternidad de mi hija Luana Andrea Pais Hernández, misma que se me ha reintegrado estas últimas dos quincenas.

En esta primera oportunidad señalé expresamente:

“Según tengo conocimiento existe una resolución, propiamente la número DGT-1092-2016 de la Dirección General de Tributación Directa, de fecha 01 de noviembre de 2016, (misma que ya se encuentra incorporada en el Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ) como jurisprudencia administrativa) mediante la cual ante consulta realizada a dicha Dirección, se estableció que a las mujeres que se encuentren gozando de una licencia por maternidad y posean un salario mayor al tramo exento establecido, no se les debe rebajar el impuesto sobre la renta.

En esta resolución se efectuó un análisis de varias consultas a la Procuraduría General de la República sobre el tema, así como algunos pronunciamientos anteriores de la Dirección de Tributación Directa, y se concluyó que según una correcta interpretación del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, No. 7092 de 21 de abril de 1988 y sus reformas, las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo (dentro de éstas las que corresponden a licencias por maternidad) se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia.

Con ocasión de esta petición, se emitió el criterio de la Dirección Jurídica, quien remitió el oficio N.º DJ-2523-2018 de fecha 26 de julio 2018, en el cual, entre otras cosas, señala lo siguiente:

“[…] En este sentido, si bien los votos 1114-2006 de 10:35 de 30 de noviembre de 2006 y 9:45 de 30 de noviembre de 2006 de Sala Segunda indican que lo percibido en el Poder Judicial por concepto de una incapacidad, es salario, por cuanto lo pagado se equipara a una licencia y el voto Nº 2014-020473 de las quince horas veinte minutos del dieciocho de diciembre de dos mil catorce de la Sala Constitucional, reafirma tal concepto; para efectos estrictamente tributarios, no es procedente que la licencia por maternidad sea considerada como salario, habida cuenta que no posee la naturaleza remunerativa indicada. Estima esta unidad asesora que evidentemente el propósito del legislador era mantener el monto de la remuneración incólumne, mas sin que se estimara que la licencia por maternidad implicaba que la misma era salario, cuando como en el caso está ausente el carácter contraprestacional del mismo. Consecuentemente al no tener carácter remuneratorio, la licencia por maternidad no está afecta al pago de impuesto sobre la renta […]”

Tomado en cuenta este criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en la sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, en Consejo Superior decidió:

“Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 3.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad, deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas.”

Además en fecha 13 de setiembre de 2019  formulé gestión para que se me devolviera el monto de impuesto sobre la renta que se me iba a deducir por la actual licencia de maternidad de mi hija Luana Andrea Pais Hernández misma que se me contesto indicando que ya estaba el sistema incorporado para realizar el reintegro y que los dias 12 al 15 setiembre 2019 iban a ser tramitados junto con mi primer solicitud , además en las dos últimas quincenas se me ha pagado el monto correspondiente.

Posteriormente el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, art XIV, en el cual se acordó:

“1.) Tomar nota del criterio N°DJ-3807-2018 del 7 de noviembre de 2018, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico. 2.) Comunicar el presente acuerdo a la Dirección de Gestión Humana para que, conforme al cuadro anterior, siga el procedimiento señalado en el referido informe a fin de devolver las sumas deducidas por impuesto al salario a las mujeres con licencias por maternidad valorando los plazos de prescripción.

Además, nuevamente conociendo sobre este tema el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N°05-19 celebrada el 23 de enero de 2019, artículo XLVIIII, menciona:

“Se acordó:1.) Trasladar a la Dirección de Tecnología para que realice las modificaciones pertinentes al sistema e informe a este Consejo a la brevedad partir de cuándo se hará efectiva la aplicación. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, como medida provisional reintegrar el monto debitado por el sistema de pagos actual a las gestionantes afectadas.”

El informe de la Dirección de Gestión Humana  N PJ-DGH-SAS-1768-2019, se conoció por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 61-19 celebrada el 9 de julio del 2019 fecha en la cual se resolvió por este órgano:

“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe anterior. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, como órgano técnico realizar una propuesta concreta de solución a seguir por este Consejo, para la devolución de los montos rebajados a las servidoras judiciales quienes se encontraban con licencia por maternidad por concepto de impuesto sobre la renta. 3.) Solicitar a la Dirección Jurídica que emita una opinión jurídica indicando si el pago de la indexación debe ser gestionado por la persona interesada o bien debe ser cancelado de oficio.”

Así las cosas, el Consejo Superior reiteradamente ha mantenido el criterio de que procede la devolución de los montos que fueron retenidos correspondientes al impuesto sobre la renta durante las licencias de maternidad, siguiendo los parámetros definidos por la Dirección Jurídica del Poder Judicial.

Estos acuerdos constituyen actos administrativos que adquirieron firmeza y que me fueron notificados oportunamente, declarándose a mi favor un derecho de reclamar dicha devolución y además se me ha devuelto en las últimas dos quincenas el impuesto.

Sin embargo, en el último acuerdo por voto de mayoría, se cambia el criterio con base en el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y se decide revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. A mi criterio esta resolución no resulta procedente desde el punto de vista administrativo, pues las decisiones previas del Consejo Superior se consolidaron como actos administrativos finales que adquirieron firmeza desde su ratificación y aprobación.

La posición asumida por el auditoría judicial, no contiene un fundamento jurídico sólido, en atención a los principios del derecho laboral y a la naturaleza del subsidio que se recibe durante las licencias de maternidad, lo que sí realiza de manera detallada el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial que fue la base para las anteriores decisiones del Consejo Superior. En este orden de ideas, los fundamentos que se exponen en el informe número 1103-AUD2019, más bien reflejan una clara violación al principio de igualdad consagrado en la Constitución Política en el artículo 33, al considerar que a las funcionarias judiciales se nos debe aplicar la Ley Orgánica del Poder Judicial y no la normativa general del Código de Trabajo, dejándonos en clara desventaja con respecto a las demás funcionarias públicas, al aplicarnos una ley especial, que en el tema en cuestión genera desigualdad y violación al principio un dubio pro operario.

No puede dejarse lado que el informe de la Auditoría Judicial, se basa más en posiciones tendientes a la protección de las arcas estatales, y al impacto económico que puede generar en el presupuesto nacional, y deja de lado el reconocimiento de derechos laborales de las mujeres en licencia de maternidad, situación que resulta a todas luces es muy lamentable, pues se añora un abordaje del tema desde la perspectiva de género.

Finalmente, como se ha indicado según se puede observar en el último acuerdo se decidió revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. 

Por ello, con el debido respeto solicito se mantenga incólume esta decisión y se reconsidere la posición del Consejo Superior, mediante la cual acordó que no era procedente la devolución del impuesto sobre la renta a las mujeres que gozan de la licencia de maternidad.”
- 0 -
Sobre el particular, debe señalarse que este Consejo como parte de las razones esbozadas en el artículo XXVIII, de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, analizó aspectos jurídicos de importancia sobre el tema de la retención del impuesto sobre en la renta en el importe económico devengado por las funcionarias judiciales que disfrutan de una licencia por maternidad y los cuales deber ser contemplados nuevamente para efectos de dar respuesta a la reconsideración planteada. 
De esta forma, se señaló que en el criterio de la Dirección General de Tributación, DGT-104 del 11 de febrero del 2002, si bien se establece que el importe económico devengado por la trabajadora durante el pre y post parto constituye un subsidio y por ende, no puede catalogarse como salario al no existir contraprestación laboral por parte de esta, sí se le otorga este carácter remunerativo salarial para los demás derechos laborales. 
Expresamente, se señala en el citado documento que: “la remuneración en caso de pre y posparto es salario solo para efecto de calcular los derechos laborales (antigüedad) derivados del contrato de trabajo, pero para efectos del impuesto sobre la renta rige lo dispuesto en el artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988, que establece que las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia”.
Es así, como el citado numeral 35 de la Ley No.7092 del 21 de abril de 1988, denominada Ley del Impuesto sobre la Renta, reza: 
“ARTICULO 35.- Ingresos no sujetos.

No serán gravados con este impuesto los ingresos que las personas perciban por los siguientes conceptos:

(…)

c) Las indemnizaciones que se reciban, mediante pago único o en pagos periódicos, por causa de muerte o por incapacidades ocasionadas por accidente o por enfermedad, ya sea que los pagos se efectúen conforme con el régimen de seguridad social, por contratos de seguros celebrados con el Instituto Nacional de Seguros, o en virtud de sentencia judicial; así como otras indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo.

(…)”.
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Realizando una lectura detallada del artículo anterior, se desprende que este inciso c), establece como no sujeto al citado impuesto de renta las indemnizaciones por accidente o enfermedad, siempre y cuando deriven de los supuestos ahí señalados, agregando por último, las indemnizaciones que se perciban de conformidad con lo establecido en el Código de Trabajo.
De ahí que, el análisis esbozado por la Auditoría General en su informe de advertencia No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, atienda el punto medular para el presente caso y es que si bien la figura de la licencia por maternidad opera grosso modo en iguales condiciones para las funcionarias judiciales como para las demás mujeres trabajadoras del país, la diferencia sustancial radica en que la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su 44 dispone lo siguiente: 
“Artículo 44.- (…)

Asimismo, los servidores varones tendrán derecho a una licencia con goce de sueldo, durante una semana, cuando naciere un hijo suyo, y las servidoras a tres meses con goce de sueldo, cuando adopten a un menor de edad.

Toda servidora judicial en estado de gravidez tendrá derecho a licencia con su salario completo por cuatro meses, distribuidos un mes antes y tres meses después del parto. Durante ese período, se pagará a la respectiva servidora en la forma dispuesta en el artículo 42 de esta Ley, y la Corte le garantizará los derechos acordados en el artículo 97 del Código de Trabajo.” (El resaltado no es del original)
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Es decir, la forma en que se remunerará a la servidora judicial, obedece a las condiciones del citado ordinal 42, que textualmente señala:
“Artículo 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva.” (Subrayado y negrita no pertenecen al original).
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Es decir, en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se regula de forma propia y especial para este Poder de la República, la aplicación de la licencia por maternidad, siendo que al hacer referencia al numeral 42 indicado supra, se consolida el carácter salarial de dicho importe devengado por las funcionarias en el pre y post parto, al señalar que se otorgará como una licencia con goce de sueldo, la cual debe entenderse como la posibilidad del trabajador de obtener el permiso solicitado sin que exista un perjuicio en su salario,  es decir, sin que exista ningún rebajo en su remuneración por el tiempo no laborado.
Esta regulación particular para Poder Judicial, ocasiona que lo dispuesto en el artículo 35, inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no sea aplicable en la institución, por cuanto nuestro régimen de regulación de indemnizaciones no se encuentra contemplado en los supuestos indicados expresamente en el artículo en mención. De ahí, que el carácter salarial del citado importe económico devengado por las funcionarias judiciales se mantenga incólume y consecuentemente, sea sujeto de la aplicación tributaria correspondiente, por lo que debe deducirse el impuesto sobre la renta. 
Por tanto, si bien la licencia de maternidad como de indicó líneas atrás, opera en los mismos términos tanto para las funcionarias judiciales como para las demás trabajadoras del país, en razón del carácter orientador y de orden público de esta norma, en la cual se establecen los mínimos y máximos de garantía que deben existir en la relación obrero patronal, la excepción establecida en la norma tributaria no contempla el régimen aplicado en este Poder la República. 
Como bien lo señala la Auditaría en su informe, la materia tributaria es reserva de ley y por ende, sólo de forma expresa en un norma puede aplicarse el supuesto de que un ingreso no se encuentre sujeto al impuesto sobre la renta. Específicamente, se señala en la advertencia No. 1103-AUD2019 de la Auditoría Interna:  
“Aunado a ello, esta Auditoría Judicial considera que las cuestiones tributarias son materia privativa de la ley, de conformidad con lo indicado por el artículo 5 de Código de Normas y Procedimientos Tributarios (Ley N°4755).

Artículo 5º.- Materia privativa de la ley. En cuestiones tributarias solo la ley puede:

a) Crear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho generador de la relación tributaria; establecer las tarifas de los tributos y sus bases de cálculo; e indicar el sujeto pasivo;

b) Otorgar exenciones, reducciones o beneficios;

c) Tipificar las infracciones y establecer las respectivas sanciones;

d) Establecer privilegios, preferencias y garantías para los créditos tributarios; y
e) Regular los modos de extinción de los créditos tributarios por medios distintos del pago. 

(El resaltado no es del original)

Por lo cual, es menester indicar que el supuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta, se refiere únicamente a las indemnizaciones percibidas de acuerdo con el Código de Trabajo, de modo que, no abarcan las licencias con goce de sueldo de conformidad con los artículos 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”.
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Señala a su vez el citado informe que: 
“Bajo esa línea, es indiscutible que el artículo 44 en concordancia con el artículo 42, ambos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, forman el bloque de legalidad específico para esta institución en materia de licencias e incapacidades de sus funcionarios. 

Es por esa razón que esta Auditoría Interna considera que los criterios emitidos por la Dirección General de Tributación (DGT), mediante oficios DGT-437-1996 del 11 de marzo de 1996, DGT-104-2002 de 11 de febrero de 2002 y DGT-1092-2016 del 01 de noviembre de 2016, no contemplan las regulaciones particulares del sistema que el legislador estableció para el Poder Judicial.

Esto se puede colegir, porque dicho ente utiliza como base el artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta para determinar que la licencia de maternidad es un ingreso no afecto al impuesto sobre la renta y enfatiza que se debe a que la remuneración percibida en esos casos son consideradas indemnizaciones reguladas por el Código de Trabajo, lo cual –como se explicó supra- no aplica en el caso del Poder Judicial.

(…)

Por lo tanto, los citados oficios emitidos por el Órgano Tributario no son de aplicación para este Poder de la República, en virtud de que ninguno contempló el análisis de las normas particulares que engloban la forma de pago de las licencias de maternidad en el Poder Judicial, las cuales no se rigen por las indemnizaciones establecidas en el Código de Trabajo”.
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El criterio anteriormente citado, es compartido por este Colegio, al cual debe agregarse lo concerniente a las particularidades presupuestarias que presentan las indemnizaciones por licencia de maternidad en el Poder Judicial, esto por cuanto se debitan de la partida de “Remuneraciones”, lo cual reitera y sustenta el carácter salarial de la erogación realizada a las funcionarias judiciales y por ende, la aplicación del impuesto sobre la renta. 
Respecto a la violación al principio de igualdad en la aplicación del régimen de indemnizaciones de este Poder de la República, debe mencionarse lo indicado por la Sala Constitucional en la resolución Nº 20473-2014 del 18 de diciembre de 2014, al señalar expresamente sobre la desigualdad que genera el trato diferenciado hacia los funcionarios del Poder Judicial con otros sistemas que: 
“La confrontación de las normas impugnadas con el principio de igualdad debe hacerse, conforme a las sentencias transcritas, analizando: a) la igualdad entre iguales; y b) la igualdad como razonabilidad. La primera exigencia se circunscribe a los beneficiarios entre sí del mismo sistema de incapacidades del Poder Judicial y no a una comparación entre los destinatarios de diversos sistemas. Las normas impugnadas no hacen distinción entre los servidores judiciales, por lo que la desigualdad debe descartarse en este primer aspecto. Restaría examinar el vinculado a la segunda noción de igualdad como razonabilidad.

(…) A partir del desarrollo jurisprudencial hecho la Sala en cuanto al principio de igualdad -supra Considerando IX- y a la seguridad social -supra Considerando XI- este Tribunal estima que, en el presente caso, no hay una lesión al artículo 33 de la Constitución Política. El legislador ordinario, dentro del conjunto más o menos amplio de opciones que tenía a su disposición al momento de reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial, estimó pertinente mantener como pago periódico producto de la incapacidad por enfermedad de los servidores judiciales una licencia con goce de salario. Para este Tribunal, dicho pago periódico resulta razonable ya que en materia laboral los beneficios que se establezcan en favor de los trabajadores, encuentran sustento en los principios de solidaridad humana y justicia social que contiene el artículo 74 de la Constitución Política, sea que los trabajadores pueden ser acreedores de garantías adicionales. El Estado Costarricense, de conformidad con el marco político social y económico de nuestra Constitución, puede disponer de una mayor protección y cobertura social. El otorgar una licencia con goce de salario como el pago periódico a un servidor judicial incapacitado resulta razonable y adecuado para el logro da la finalidad que se persigue, cual es protegerlo frente a una situación adversa e involuntaria que le impide trabajar y obtener los medios para satisfacer sus necesidades. En consecuencia, la acción también debe ser desestimada en cuanto a este extremo”.
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Por tanto, este Colegio con base en los argumentos jurídicos anteriormente señalados, considera que el monto económico otorgado a las funcionarias judiciales en estado de gravidez, para el disfrute de su licencia de maternidad constituye salario y por ende se encuentra sujeto a la aplicación del impuesto sobre la renta, por el régimen de carácter especial establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y reconocido por la Sala Constitucional, por lo que el presupuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no resulta aplicable para el caso concreto, al no contemplar en su texto el sistema legal, aplicable y jurídicamente reconocido en el Poder Judicial. 
Se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por Jaimmy Andrea Hernández Rojas, cédula de identidad 6- 0355-0412, contra lo resuelto este Consejo Superior en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII. Se declara acuerdo en firme.
ARTÍCULO VI
DOCUMENTO N° 9520-18, 13898-19
[bookmark: _Toc23839502]Manifiesta la señora Ariana Briceño Guevara, cédula de identidad 05-0330-0905, contra lo resulto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, lo siguiente:
“Como ya es de su conocimiento, el 14 de setiembre de 2018, formulé solicitud ante el Departamento de Gestión Humana, a fin de que se retribuyeran los montos correspondientes al impuesto sobre la renta que se me habían deducido de mi salario durante el periodo de incapacidad por maternidad de mi hija Marisa Gómez Briceño en periodo del 16 de abril al 15 de agosto del 2019. En esa oportunidad señalé expresamente:

“De la manera más atenta solicito hacerse efectivo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, en que el Consejo Superior aprueba la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante mi licencia de maternidad del periodo del 16/04/2018 al 15/08/2017 estando nombrada en propiedad como profesional 1 en Salud Ocupacional.

El día 14 de octubre del 2018 se notifica lo siguiente:

Estimada

 Ariana Briceño Guevara

 En atención a su solicitud, nos permitimos indicarle que el Consejo Superior en la sesión N°75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, ARTÍCULO XLI, analizó el criterio jurídico DJ-2523-2018 y resuelve autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la compañera que lo gestionó y además de realizar los ajustes en los sistemas informáticos para no aplicar la retención a futuro, también que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad, deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas. Sin embargo, el citado informe es omiso en indicar si existe un plazo que delimita la retroactividad de la devolución.  

Por otro lado, se deben valorar algunos aspectos relacionados con la disponibilidad de presupuesto para realizar el reintegro, por cuanto lo retenido por concepto de impuesto sobre la renta en forma quincenal es reportado a la Dirección de Contabilidad Nacional para el registro y traslado correspondiente e involucra a otras dependencias como lo son la Dirección de Presupuesto Nacional, Tesorería Nacional y la Dirección General de Tributación Directa, siendo que el disponible que se requiere para la devolución no está en el dominio del Poder Judicial.  Para tal efecto, se debe coordinar con las instancias mencionadas anteriormente y definir el procedimiento para la devolución acorde con las competencias de cada entidad.  Por lo anterior, nos encontramos informando al Consejo Superior, las limitaciones y solicitando ampliación de criterio en lo que respecta a la retroactividad. 

En virtud de lo externado anteriormente, las devoluciones no podrán realizarse hasta tanto no se tenga definido el procedimiento formal y el aval de todas las entidades involucradas en el proceso. Por lo anterior, se le estará informando el procedimiento a seguir.

Así las cosas, el Departamento de Gestión Humana, mediante el oficio N° PJ-DGH-SAS-1768-2019 de fecha 18 de junio de 2019, presentó un informe con el detalle de los montos de impuesto sobre la renta a devolver por las licencias de maternidad, según el acuerdo del Consejo Superior de la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, en el Artículo XIV. 
Este informe de la Dirección de Gestión Humana se conoció por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 61-19 celebrada el 9 de julio del 2019 fecha en la cual se resolvió por este órgano:

“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe anterior. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, como órgano técnico realizar una propuesta concreta de solución a seguir por este Consejo, para la devolución de los montos rebajados a las servidoras judiciales quienes se encontraban con licencia por maternidad por concepto de impuesto sobre la renta. 3.) Solicitar a la Dirección Jurídica que emita una opinión jurídica indicando si el pago de la indexación debe ser gestionado por la persona interesada o bien debe ser cancelado de oficio.”

El Consejo Superior reiteradamente ha mantenido el criterio de que procede la devolución de los montos que fueron retenidos correspondientes al impuesto sobre la renta durante las licencias de maternidad, siguiendo los parámetros definidos por la Dirección Jurídica del Poder Judicial. Estos acuerdos constituyen actos administrativos que adquirieron firmeza y que me fueron notificados oportunamente, declarándose a mi favor un derecho de reclamar dicha devolución. Sin embargo, en el último acuerdo por voto de mayoría, se cambia el criterio con base en el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y se decide revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. A mi criterio esta resolución no resulta procedente desde el punto de vista administrativo, pues las decisiones previas del Consejo Superior se consolidaron como actos administrativos finales que adquirieron firmeza desde su ratificación y aprobación.

La posición asumida por la auditoría judicial, no contiene un fundamento jurídico sólido, en atención a los principios del derecho laboral y a la naturaleza del subsidio que se recibe durante las licencias de maternidad, lo que sí realiza de manera detallada el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial que fue la base para las anteriores decisiones del Consejo Superior. En este orden de ideas, los fundamentos que se exponen en el informe número 1103-AUD2019, más bien reflejan una clara violación al principio de igualdad consagrado en la Constitución Política en el artículo 33, al considerar que a las funcionarias judiciales se nos debe aplicar la Ley Orgánica del Poder Judicial y no la normativa general del Código de Trabajo, dejándonos en clara desventaja con respecto a las demás funcionarias públicas, al aplicarnos una ley especial, que en el tema en cuestión genera desigualdad y violación al principio un dubio pro operario.

No puede dejarse lado que el informe de la Auditoría Judicial, se basa más en posiciones tendientes a la protección de las arcas estatales, y al impacto económico que puede generar en el presupuesto nacional, y deja de lado el reconocimiento de derechos laborales de las mujeres en licencia de maternidad, situación que resulta a todas luces es muy lamentable, pues se añora un abordaje del tema desde la perspectiva de género.

Finalmente, como se ha indicado según se puede observar en el último acuerdo se decidió revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. No obstante, no se realiza pronunciamiento alguno con respeto al acuerdo tomado en la sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, en el cual el Consejo Superior decidió:

“Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General.

Por ello, con el debido respeto solicito se mantenga incólume esta decisión y se reconsidere la posición del Consejo Superior, mediante la cual acordó que no era procedente la devolución del impuesto sobre la renta a las mujeres que gozan de la licencia de maternidad.

Es importante resaltar, que el derecho se había otorgado a través de dicho acto administrativo estaba tan claramente definido al punto que se me respondió vía correo electrónico en fecha 24 de setiembre de 2018, que se estaba definiendo la manera a reintegrar los dineros, tal como consta a continuación:

Por todo lo antes expuesto, solicito se reconsidere la decisión tomada, pues abiertamente corresponde a un acto administrativo abiertamente lesivo de derechos fundamentales”.
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Sobre el particular, debe señalarse que este Consejo como parte de las razones esbozadas en el artículo XXVIII, de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, analizó aspectos jurídicos de importancia sobre el tema de la retención del impuesto sobre la renta en el importe económico devengado por las funcionarias judiciales que disfrutan de una licencia por maternidad y los cuales deber ser contemplados nuevamente para efectos de dar respuesta a la reconsideración planteada. 
De esta forma, se señaló que en el criterio de la Dirección General de Tributación, DGT-104 del 11 de febrero del 2002, si bien se establece que el importe económico devengado por la trabajadora durante el pre y post parto constituye un subsidio y por ende, no puede catalogarse como salario al no existir contraprestación laboral por parte de esta, sí se le otorga este carácter remunerativo salarial para los demás derechos laborales. 
Expresamente, se señala en el citado documento que: “la remuneración en caso de pre y posparto es salario solo para efecto de calcular los derechos laborales (antigüedad) derivados del contrato de trabajo, pero para efectos del impuesto sobre la renta rige lo dispuesto en el artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988, que establece que las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia”.
Es así, como el citado numeral 35 de la Ley No.7092 del 21 de abril de 1988, denominada Ley del Impuesto sobre la Renta, reza: 
“ARTICULO 35.- Ingresos no sujetos.

No serán gravados con este impuesto los ingresos que las personas perciban por los siguientes conceptos:

(…)

c) Las indemnizaciones que se reciban, mediante pago único o en pagos periódicos, por causa de muerte o por incapacidades ocasionadas por accidente o por enfermedad, ya sea que los pagos se efectúen conforme con el régimen de seguridad social, por contratos de seguros celebrados con el Instituto Nacional de Seguros, o en virtud de sentencia judicial; así como otras indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo.

(…)”.
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Realizando una lectura detallada del artículo anterior, se desprende que este inciso c), establece como no sujeto al citado impuesto de renta las indemnizaciones por accidente o enfermedad, siempre y cuando deriven de los supuestos ahí señalados, agregando por último, las indemnizaciones que se perciban de conformidad con lo establecido en el Código de Trabajo.
De ahí que, el análisis esbozado por la Auditoría General en su informe de advertencia No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, atienda el punto medular para el presente caso y es que si bien la figura de la licencia por maternidad opera grosso modo en iguales condiciones para las funcionarias judiciales como para las demás mujeres trabajadoras del país, la diferencia sustancial radica en que la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su 44 dispone lo siguiente: 
“Artículo 44.- (…)

Asimismo, los servidores varones tendrán derecho a una licencia con goce de sueldo, durante una semana, cuando naciere un hijo suyo, y las servidoras a tres meses con goce de sueldo, cuando adopten a un menor de edad.

Toda servidora judicial en estado de gravidez tendrá derecho a licencia con su salario completo por cuatro meses, distribuidos un mes antes y tres meses después del parto. Durante ese período, se pagará a la respectiva servidora en la forma dispuesta en el artículo 42 de esta Ley, y la Corte le garantizará los derechos acordados en el artículo 97 del Código de Trabajo.” (El resaltado no es del original)
- 0 -
Es decir, la forma en que se remunerará a la servidora judicial, obedece a las condiciones del citado ordinal 42, que textualmente señala: 
“Artículo 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva.” (Subrayado y negrita no pertenecen al original).
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Es decir, en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se regula de forma propia y especial para este Poder de la República, la aplicación de la licencia por maternidad, siendo que al hacer referencia al numeral 42 indicado supra, se consolida el carácter salarial de dicho importe devengado por las funcionarias en el pre y post parto, al señalar que se otorgará como una licencia con goce de sueldo, la cual debe entenderse como la posibilidad del trabajador de obtener el permiso solicitado sin que exista un perjuicio en su salario,  es decir, sin que exista ningún rebajo en su remuneración por el tiempo no laborado.
Esta regulación particular para Poder Judicial, ocasiona que lo dispuesto en el artículo 35, inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no sea aplicable en la institución, por cuanto nuestro régimen de regulación de indemnizaciones no se encuentra contemplado en los supuestos indicados expresamente en el artículo en mención. De ahí, que el carácter salarial del citado importe económico devengado por las funcionarias judiciales se mantenga incólume y consecuentemente, sea sujeto de la aplicación tributaria correspondiente, por lo que debe deducirse el impuesto sobre la renta. 
Por tanto, si bien la licencia de maternidad como de indicó líneas atrás, opera en los mismos términos tanto para las funcionarias judiciales como para las demás trabajadoras del país, en razón del carácter orientador y de orden público de esta norma, en la cual se establecen los mínimos y máximos de garantía que deben existir en la relación obrero patronal, la excepción establecida en la norma tributaria no contempla el régimen aplicado en este Poder la República. 
Como bien lo señala la Auditaría en su informe, la materia tributaria es reserva de ley y por ende, sólo de forma expresa en un norma puede aplicarse el supuesto de que un ingreso no se encuentre sujeto al impuesto sobre la renta. Específicamente, se señala en la advertencia No. 1103-AUD2019 de la Auditoría Interna:  
“Aunado a ello, esta Auditoría Judicial considera que las cuestiones tributarias son materia privativa de la ley, de conformidad con lo indicado por el artículo 5 de Código de Normas y Procedimientos Tributarios (Ley N°4755).

Artículo 5º.- Materia privativa de la ley. En cuestiones tributarias solo la ley puede:

Crear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho generador de la relación tributaria; establecer las tarifas de los tributos y sus bases de cálculo; e indicar el sujeto pasivo;

b) Otorgar exenciones, reducciones o beneficios;

c) Tipificar las infracciones y establecer las respectivas sanciones;

d) Establecer privilegios, preferencias y garantías para los créditos tributarios; y

e) Regular los modos de extinción de los créditos tributarios por medios distintos del pago. 

(El resaltado no es del original)

Por lo cual, es menester indicar que el supuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta, se refiere únicamente a las indemnizaciones percibidas de acuerdo con el Código de Trabajo, de modo que, no abarcan las licencias con goce de sueldo de conformidad con los artículos 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”.
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Señala a su vez el citado informe que: 
“Bajo esa línea, es indiscutible que el artículo 44 en concordancia con el artículo 42, ambos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, forman el bloque de legalidad específico para esta institución en materia de licencias e incapacidades de sus funcionarios. 

Es por esa razón que esta Auditoría Interna considera que los criterios emitidos por la Dirección General de Tributación (DGT), mediante oficios DGT-437-1996 del 11 de marzo de 1996, DGT-104-2002 de 11 de febrero de 2002 y DGT-1092-2016 del 01 de noviembre de 2016, no contemplan las regulaciones particulares del sistema que el legislador estableció para el Poder Judicial.

Esto se puede colegir, porque dicho ente utiliza como base el artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta para determinar que la licencia de maternidad es un ingreso no afecto al impuesto sobre la renta y enfatiza que se debe a que la remuneración percibida en esos casos son consideradas indemnizaciones reguladas por el Código de Trabajo, lo cual –como se explicó supra- no aplica en el caso del Poder Judicial.

(…)

Por lo tanto, los citados oficios emitidos por el Órgano Tributario no son de aplicación para este Poder de la República, en virtud de que ninguno contempló el análisis de las normas particulares que engloban la forma de pago de las licencias de maternidad en el Poder Judicial, las cuales no se rigen por las indemnizaciones establecidas en el Código de Trabajo”.
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El criterio anteriormente citado, es compartido por este Colegio, al cual debe agregarse lo concerniente a las particularidades presupuestarias que presentan las indemnizaciones por licencia de maternidad en el Poder Judicial, esto por cuanto se debitan de la partida de “Remuneraciones”, lo cual reitera y sustenta el carácter salarial de la erogación realizada a las funcionarias judiciales y por ende, la aplicación del impuesto sobre la renta. 
Respecto a la violación al principio de igualdad en la aplicación del régimen de indemnizaciones de este Poder de la República, debe mencionarse lo indicado por la Sala Constitucional en la resolución Nº 20473-2014 del 18 de diciembre de 2014, al señalar expresamente sobre la desigualdad que genera el trato diferenciado hacia los funcionarios del Poder Judicial con otros sistemas que: 
“La confrontación de las normas impugnadas con el principio de igualdad debe hacerse, conforme a las sentencias transcritas, analizando: a) la igualdad entre iguales; y b) la igualdad como razonabilidad. La primera exigencia se circunscribe a los beneficiarios entre sí del mismo sistema de incapacidades del Poder Judicial y no a una comparación entre los destinatarios de diversos sistemas. Las normas impugnadas no hacen distinción entre los servidores judiciales, por lo que la desigualdad debe descartarse en este primer aspecto. Restaría examinar el vinculado a la segunda noción de igualdad como razonabilidad.

(…) A partir del desarrollo jurisprudencial hecho la Sala en cuanto al principio de igualdad -supra Considerando IX- y a la seguridad social -supra Considerando XI- este Tribunal estima que, en el presente caso, no hay una lesión al artículo 33 de la Constitución Política. El legislador ordinario, dentro del conjunto más o menos amplio de opciones que tenía a su disposición al momento de reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial, estimó pertinente mantener como pago periódico producto de la incapacidad por enfermedad de los servidores judiciales una licencia con goce de salario. Para este Tribunal, dicho pago periódico resulta razonable ya que en materia laboral los beneficios que se establezcan en favor de los trabajadores, encuentran sustento en los principios de solidaridad humana y justicia social que contiene el artículo 74 de la Constitución Política, sea que los trabajadores pueden ser acreedores de garantías adicionales. El Estado Costarricense, de conformidad con el marco político social y económico de nuestra Constitución, puede disponer de una mayor protección y cobertura social. El otorgar una licencia con goce de salario como el pago periódico a un servidor judicial incapacitado resulta razonable y adecuado para el logro da la finalidad que se persigue, cual es protegerlo frente a una situación adversa e involuntaria que le impide trabajar y obtener los medios para satisfacer sus necesidades. En consecuencia, la acción también debe ser desestimada en cuanto a este extremo”.
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Por tanto, este Colegio con base en los argumentos jurídicos anteriormente señalados, considera que el monto económico otorgado a las funcionarias judiciales en estado de gravidez, para el disfrute de su licencia de maternidad constituye salario y por ende se encuentra sujeto a la aplicación del impuesto sobre la renta, por el régimen de carácter especial establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y reconocido por la Sala Constitucional, por lo que el presupuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no resulta aplicable para el caso concreto, al no contemplar en su texto el sistema legal, aplicable y jurídicamente reconocido en el Poder Judicial. 
Se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por Ariana Briceño Guevara, cédula de identidad 05-0330-0905, contra lo resuelto este Consejo Superior en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII. Se declara acuerdo en firme.
ARTÍCULO VII
DOCUMENTO N° 9520-18, 13904-19
[bookmark: _Toc23839504]Manifiesta la señora Saylin Ballestero Mora, cédula de identidad 07-0131-0009, contra lo resulto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, lo siguiente:
“Por este medio, la suscrita Saylin Ballestero Mora, cédula de identidad número 701310009, en tiempo y forma presento solicitud de reconsideración del acuerdo tomado mediante sesión N° 84-19 celebrada el 26 de septiembre del 2019, el cual me fue notificado por correo electrónico el día miércoles 23 de octubre y en la cual se decidió: "...1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos.

2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  

3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 

Con ocasión a la licencia por maternidad de mis hijos Saúl y Camila Trejos Ballestero, de las cuales gocé en fechas 16 de setiembre de 2016 al 15 de enero de 2017 y del 05 de noviembre de 2018 al 04 de marzo de 2019, respectivamente, solicité ante el Departamento de Gestión Humana la devolución de los dineros retenidos en virtud del impuesto sobre la renta sobre el subsidio que se me dio por motivo de dicha licencia en fechas 13 de setiembre y 05 de noviembre de 2018, esto a tenor de lo resuelto por el Honorable Consejo mediante en sesión  N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, en la cual decidió: 

“Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 3.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad, deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas. ” (El subrayado es nuestro).

Siendo que no recibí ninguna comunicación de parte de la Dirección de Gestión Humana, y por el contrario, me rebajaron el impuesto sobre la renta sobre la licencia por maternidad de fecha 05 de noviembre de 2018 al 04 de marzo de 2019, presenté una nueva gestión, esta vez al Consejo Superior, dentro de la cual mediante el Oficio 738-2019 de la Secretaría de la Corte, de fecha 23 de enero de 2019, remitió mi gestión ante la Directora Interina de Gestión Humana, para que se acatara lo dispuesto por dicho Consejo mediante el acuerdo tomado mediante sesión 100-18 del 15 de noviembre de 2018, artículo XLV inciso 4, dentro del cual se acordó:  

“1.) Tomar nota del criterio N°DJ-3807-2018 del 7 de noviembre de 2018, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico. 2.) Comunicar el presente acuerdo a la Dirección de Gestión Humana para que, conforme al cuadro anterior, siga el procedimiento señalado en el referido informe a fin de devolver las sumas deducidas por impuesto al salario a las mujeres con licencias por maternidad valorando para ello los plazos de prescripción. 3.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 4.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas. 5.) Notifíquese el presente acuerdo a cada una de las gestionantes”

Al remitirse por su despacho mi gestión a Gestión Humana, en fecha 10 de setiembre de 2019 nuevamente consulté a dicho Departamento sobre el trámite de mi gestión, donde se me informó:  

" El pasado 30 de julio de 2019, el Consejo Superior nos brinda respuesta al oficio PJ-DGH-SAS-1768-2019, en donde se acordó:

"...2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, como órgano técnico realizar una propuesta concreta de solución a seguir por este Consejo, para la devolución de los montos rebajados a las servidoras judiciales quienes se encontraban con licencia por maternidad por concepto de impuesto sobre la renta. "

Además, nuevamente conociendo sobre este tema el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N°05-19 celebrada el 23 de enero de 2019, artículo XLVIIII, menciona:

“Se acordó:1.) Trasladar a la Dirección de Tecnología para que realice las modificaciones pertinentes al sistema e informe a este Consejo a la brevedad partir de cuándo se hará efectiva la aplicación. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, como medida provisional reintegrar el monto debitado por el sistema de pagos actual a las gestionantes afectadas.”

De acuerdo a los antecedentes, su Despacho acordó que ante mis gestiones previas (como en efecto se hizo) el Departamento de Gestión Humana debía devolver los dineros que me fueron retenidos por concepto de impuesto sobre la renta en período de licencia por maternidad, sin embargo, de manera errónea a mi criterio, dicho Consejo cambió su criterio mediante sesión 84-2019 de fecha 26 de setiembre de 2019, a partir del informe 1103-AUD-2019 de Auditoria Judicial, indicando que:   

Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. 3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción."

Es criterio de quien suscribe, que la posición de su honorable Despacho es errónea y afecta mis derechos como trabajadora, pues el Consejo Superior reiteradamente ha mantenido el criterio de que procede la devolución de los montos que fueron retenidos correspondientes al impuesto sobre la renta durante las licencias de maternidad, siguiendo los parámetros definidos por la Dirección Jurídica del Poder Judicial. Estos acuerdos constituyen actos administrativos que adquirieron firmeza y que me fueron notificados oportunamente, declarándose a mi favor un derecho de reclamar dicha devolución. Sin embargo, en el último acuerdo por voto de mayoría, se cambia el criterio con base en el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y se decide revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII, así como en los acuerdos antes mencionados. A mi criterio esta resolución no resulta procedente desde el punto de vista administrativo, pues las decisiones previas del Consejo Superior se consolidaron como actos administrativos finales que adquirieron firmeza desde su ratificación y aprobación. 

La posición asumida por el auditoría judicial, no contiene un fundamento jurídico sólido, en atención a los principios del derecho laboral y a la naturaleza del subsidio que se recibe durante las licencias de maternidad, lo que sí realiza de manera detallada el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial que fue la base para las anteriores decisiones del Consejo Superior. En este orden de ideas, los fundamentos que se exponen en el informe  número 1103-AUD2019,  más bien reflejan una clara violación al principio de igualdad consagrado en la Constitución Política en el artículo 33, al considerar que a las funcionarias judiciales se nos debe aplicar la Ley Orgánica del Poder Judicial y no la normativa general del Código de Trabajo, dejándonos en clara desventaja con respecto a las demás funcionarias públicas, al aplicarnos una ley especial, que en el tema en cuestión genera desigualdad y violación al principio un dubio pro operario, dentro del cual se debe aplicar las condiciones y la ley más favorable para el empleado, en este caso las servidoras judiciales.

No puede dejarse lado que el informe de la Auditoría Judicial, se basa más en posiciones tendientes a la protección de las arcas estatales, y al impacto económico que puede generar en el presupuesto nacional, y deja de lado el reconocimiento de derechos laborales de las mujeres en licencia de maternidad, situación que resulta a todas luces es muy lamentable, pues se añora un abordaje del tema desde la perspectiva de género. 

Finalmente, como se ha indicado según se puede observar en el último acuerdo se decidió revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. No obstante, no se realiza pronunciamiento alguno con respeto al acuerdo tomado en la sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, en el cual el Consejo Superior decidió que ante una licencia por maternidad no se debe deducir el impuesto sobre la renta, y en caso de hacerse, el mismo debe ser devuelto por a las servidoras judiciales que así lo gestionamos, como mi persona.

Por lo anterior, y por considerar que se han violentado groseramente mis derechos laborales, solicito respetuosamente al Consejo Superior, mantenga incólume los acuerdos tomados mediante las sesiones N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018 y N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3; y reconsidere la posición del Consejo Superior, mediante la cual acordó que no era procedente la devolución del impuesto sobre la renta a las mujeres que gozan de la licencia de maternidad”.
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Sobre el particular, debe señalarse que este Consejo como parte de las razones esbozadas en el artículo XXVIII, de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, analizó aspectos jurídicos de importancia sobre el tema de la retención del impuesto sobre la renta en el importe económico devengado por las funcionarias judiciales que disfrutan de una licencia por maternidad y los cuales deber ser contemplados nuevamente para efectos de dar respuesta a la reconsideración planteada. 
De esta forma, se señaló que en el criterio de la Dirección General de Tributación, DGT-104 del 11 de febrero del 2002, si bien se establece que el importe económico devengado por la trabajadora durante el pre y post parto constituye un subsidio y por ende, no puede catalogarse como salario al no existir contraprestación laboral por parte de esta, sí se le otorga este carácter remunerativo salarial para los demás derechos laborales. 
Expresamente, se señala en el citado documento que: “la remuneración en caso de pre y posparto es salario solo para efecto de calcular los derechos laborales (antigüedad) derivados del contrato de trabajo, pero para efectos del impuesto sobre la renta rige lo dispuesto en el artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988, que establece que las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia”.
Es así, como el citado numeral 35 de la Ley No.7092 del 21 de abril de 1988, denominada Ley del Impuesto sobre la Renta, reza: 
“ARTICULO 35.- Ingresos no sujetos.

No serán gravados con este impuesto los ingresos que las personas perciban por los siguientes conceptos:

(…)

c) Las indemnizaciones que se reciban, mediante pago único o en pagos periódicos, por causa de muerte o por incapacidades ocasionadas por accidente o por enfermedad, ya sea que los pagos se efectúen conforme con el régimen de seguridad social, por contratos de seguros celebrados con el Instituto Nacional de Seguros, o en virtud de sentencia judicial; así como otras indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo.

(…)”.
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Realizando una lectura detallada del artículo anterior, se desprende que este inciso c), establece como no sujeto al citado impuesto de renta las indemnizaciones por accidente o enfermedad, siempre y cuando deriven de los supuestos ahí señalados, agregando por último, las indemnizaciones que se perciban de conformidad con lo establecido en el Código de Trabajo.
De ahí que, el análisis esbozado por la Auditoría General en su informe de advertencia No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, atienda el punto medular para el presente caso y es que si bien la figura de la licencia por maternidad opera grosso modo en iguales condiciones para las funcionarias judiciales como para las demás mujeres trabajadoras del país, la diferencia sustancial radica en que la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su 44 dispone lo siguiente: 
“Artículo 44.- (…)

Asimismo, los servidores varones tendrán derecho a una licencia con goce de sueldo, durante una semana, cuando naciere un hijo suyo, y las servidoras a tres meses con goce de sueldo, cuando adopten a un menor de edad.

Toda servidora judicial en estado de gravidez tendrá derecho a licencia con su salario completo por cuatro meses, distribuidos un mes antes y tres meses después del parto. Durante ese período, se pagará a la respectiva servidora en la forma dispuesta en el artículo 42 de esta Ley, y la Corte le garantizará los derechos acordados en el artículo 97 del Código de Trabajo.” (El resaltado no es del original)
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Es decir, la forma en que se remunerará a la servidora judicial, obedece a las condiciones del citado ordinal 42, que textualmente señala: 
“Artículo 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva.” (Subrayado y negrita no pertenecen al original).
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Es decir, en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se regula de forma propia y especial para este Poder de la República, la aplicación de la licencia por maternidad, siendo que al hacer referencia al numeral 42 indicado supra, se consolida el carácter salarial de dicho importe devengado por las funcionarias en el pre y post parto, al señalar que se otorgará como una licencia con goce de sueldo, la cual debe entenderse como la posibilidad del trabajador de obtener el permiso solicitado sin que exista un perjuicio en su salario,  es decir, sin que exista ningún rebajo en su remuneración por el tiempo no laborado.
Esta regulación particular para Poder Judicial, ocasiona que lo dispuesto en el artículo 35, inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no sea aplicable en la institución, por cuanto nuestro régimen de regulación de indemnizaciones no se encuentra contemplado en los supuestos indicados expresamente en el artículo en mención. De ahí, que el carácter salarial del citado importe económico devengado por las funcionarias judiciales se mantenga incólume y consecuentemente, sea sujeto de la aplicación tributaria correspondiente, por lo que debe deducirse el impuesto sobre la renta. 
Por tanto, si bien la licencia de maternidad como de indicó líneas atrás, opera en los mismos términos tanto para las funcionarias judiciales como para las demás trabajadoras del país, en razón del carácter orientador y de orden público de esta norma, en la cual se establecen los mínimos y máximos de garantía que deben existir en la relación obrero patronal, la excepción establecida en la norma tributaria no contempla el régimen aplicado en este Poder la República. 
Como bien lo señala la Auditaría en su informe, la materia tributaria es reserva de ley y por ende, sólo de forma expresa en un norma puede aplicarse el supuesto de que un ingreso no se encuentre sujeto al impuesto sobre la renta. Específicamente, se señala en la advertencia No. 1103-AUD2019 de la Auditoría Interna:  
“Aunado a ello, esta Auditoría Judicial considera que las cuestiones tributarias son materia privativa de la ley, de conformidad con lo indicado por el artículo 5 de Código de Normas y Procedimientos Tributarios (Ley N°4755).

Artículo 5º.- Materia privativa de la ley. En cuestiones tributarias solo la ley puede:

a) Crear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho generador de la relación tributaria; establecer las tarifas de los tributos y sus bases de cálculo; e indicar el sujeto pasivo;

b) Otorgar exenciones, reducciones o beneficios;

c) Tipificar las infracciones y establecer las respectivas sanciones;

d) Establecer privilegios, preferencias y garantías para los créditos tributarios; y

e) Regular los modos de extinción de los créditos tributarios por medios distintos del pago. 

(El resaltado no es del original)

Por lo cual, es menester indicar que el supuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta, se refiere únicamente a las indemnizaciones percibidas de acuerdo con el Código de Trabajo, de modo que, no abarcan las licencias con goce de sueldo de conformidad con los artículos 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”.
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Señala a su vez el citado informe que: 
“Bajo esa línea, es indiscutible que el artículo 44 en concordancia con el artículo 42, ambos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, forman el bloque de legalidad específico para esta institución en materia de licencias e incapacidades de sus funcionarios. 

Es por esa razón que esta Auditoría Interna considera que los criterios emitidos por la Dirección General de Tributación (DGT), mediante oficios DGT-437-1996 del 11 de marzo de 1996, DGT-104-2002 de 11 de febrero de 2002 y DGT-1092-2016 del 01 de noviembre de 2016, no contemplan las regulaciones particulares del sistema que el legislador estableció para el Poder Judicial.

Esto se puede colegir, porque dicho ente utiliza como base el artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta para determinar que la licencia de maternidad es un ingreso no afecto al impuesto sobre la renta y enfatiza que se debe a que la remuneración percibida en esos casos son consideradas indemnizaciones reguladas por el Código de Trabajo, lo cual –como se explicó supra- no aplica en el caso del Poder Judicial.

(…)

Por lo tanto, los citados oficios emitidos por el Órgano Tributario no son de aplicación para este Poder de la República, en virtud de que ninguno contempló el análisis de las normas particulares que engloban la forma de pago de las licencias de maternidad en el Poder Judicial, las cuales no se rigen por las indemnizaciones establecidas en el Código de Trabajo”.
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El criterio anteriormente citado, es compartido por este Colegio, al cual debe agregarse lo concerniente a las particularidades presupuestarias que presentan las indemnizaciones por licencia de maternidad en el Poder Judicial, esto por cuanto se debitan de la partida de “Remuneraciones”, lo cual reitera y sustenta el carácter salarial de la erogación realizada a las funcionarias judiciales y por ende, la aplicación del impuesto sobre la renta. 
Respecto a la violación al principio de igualdad en la aplicación del régimen de indemnizaciones de este Poder de la República, debe mencionarse lo indicado por la Sala Constitucional en la resolución Nº 20473-2014 del 18 de diciembre de 2014, al señalar expresamente sobre la desigualdad que genera el trato diferenciado hacia los funcionarios del Poder Judicial con otros sistemas que: 
“La confrontación de las normas impugnadas con el principio de igualdad debe hacerse, conforme a las sentencias transcritas, analizando: a) la igualdad entre iguales; y b) la igualdad como razonabilidad. La primera exigencia se circunscribe a los beneficiarios entre sí del mismo sistema de incapacidades del Poder Judicial y no a una comparación entre los destinatarios de diversos sistemas. Las normas impugnadas no hacen distinción entre los servidores judiciales, por lo que la desigualdad debe descartarse en este primer aspecto. Restaría examinar el vinculado a la segunda noción de igualdad como razonabilidad.

(…) A partir del desarrollo jurisprudencial hecho la Sala en cuanto al principio de igualdad -supra Considerando IX- y a la seguridad social -supra Considerando XI- este Tribunal estima que, en el presente caso, no hay una lesión al artículo 33 de la Constitución Política. El legislador ordinario, dentro del conjunto más o menos amplio de opciones que tenía a su disposición al momento de reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial, estimó pertinente mantener como pago periódico producto de la incapacidad por enfermedad de los servidores judiciales una licencia con goce de salario. Para este Tribunal, dicho pago periódico resulta razonable ya que en materia laboral los beneficios que se establezcan en favor de los trabajadores, encuentran sustento en los principios de solidaridad humana y justicia social que contiene el artículo 74 de la Constitución Política, sea que los trabajadores pueden ser acreedores de garantías adicionales. El Estado Costarricense, de conformidad con el marco político social y económico de nuestra Constitución, puede disponer de una mayor protección y cobertura social. El otorgar una licencia con goce de salario como el pago periódico a un servidor judicial incapacitado resulta razonable y adecuado para el logro da la finalidad que se persigue, cual es protegerlo frente a una situación adversa e involuntaria que le impide trabajar y obtener los medios para satisfacer sus necesidades. En consecuencia, la acción también debe ser desestimada en cuanto a este extremo”.
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Por tanto, este Colegio con base en los argumentos jurídicos anteriormente señalados, considera que el monto económico otorgado a las funcionarias judiciales en estado de gravidez, para el disfrute de su licencia de maternidad constituye salario y por ende se encuentra sujeto a la aplicación del impuesto sobre la renta, por el régimen de carácter especial establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y reconocido por la Sala Constitucional, por lo que el presupuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no resulta aplicable para el caso concreto, al no contemplar en su texto el sistema legal, aplicable y jurídicamente reconocido en el Poder Judicial. 
Se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por Saylin Ballestero Mora, cédula de identidad 07-0131-0009, contra lo resuelto este Consejo Superior en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII. Se declara acuerdo en firme.
ARTÍCULO VIII
DOCUMENTO N° 9520-18, 13919-19, 13922-19
[bookmark: _Toc23839506]Manifiesta la señora Katherine Chaves Alvarado, cédula de identidad 01-1023-0347, contra lo resulto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, lo siguiente:
“Como ya es de su conocimiento, en fecha 25 de setiembre 2018 y 02 de octubre 2018, formulé solicitud ante el Departamento de Gestión Humana y ante el Consejo Superior respectivamente, a fin de que se retribuyeran los montos correspondientes al impuesto sobre la renta que se me habían deducido de mi salario tanto por la licencia por maternidad de mi hijo David Gabriel Orna Chaves, como de mi hijo Alejandro Jesús Orna Chaves. En esa oportunidad señalé expresamente:  

“De forma respetuosa me dirijo a ustedes a efectos de saludarles cordialmente y solicitarles se autorice la presente gestión.

ANTECEDENTES.

1.Que el Consejo Superior en la sesión N°75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, ARTÍCULO XLI, analizó el criterio jurídico DJ-2523-2018 y resuelve autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la compañera que lo gestionó y además de realizar los ajustes en los sistemas informáticos para no aplicar la retención a futuro, también que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad, deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas.

2. Que mediante correo electrónico del 14 de setiembre del 2018 la suscrita remitió a la Dirección de Gestión Humana la solicitud de devolución de los dineros correspondientes a la deducción aplicada por concepto de impuesto sobre la renta durante los dos períodos en que la suscrita estuvo en licencia por maternidad. Dicho correo señala "... Por medio de la presente les saludo y muy respetuosamente me permito solicitarles se proceda a la devolución de los dineros correspondientes a la deducción aplicada por concepto de impuesto sobre la renta durante los períodos en que la suscrita estuvo en licencia por maternidad. Al respecto, de fecha 02 de enero del 2014 al 02 de mayo del 2014 estuve gozando de licencia por maternidad en el puesto de Juez Penal 3 por mi hijo David Orna Chaves; y durante el período del 13 de julio del 2015 al 13 de noviembre del 2015 estuve gozando de licencia por maternidad en el puesto de Juez Penal 4 por mi hijo Alejandro Orna Chaves. Lo anterior se solicita con el pago adicional de los intereses legales correspondientes desde dichas fechas y hasta el efectivo pago. Fundamento mi petición en el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión número 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, artículo XLI".

3. En atención a lo anterior, en fecha 25 de setiembre del 2018, de la Unidad de Deducciones del Poder Judicial me responden vía correo electrónico lo siguiente: " En atención a su consulta, nos permitimos indicarle que el Consejo Superior en la sesión N°75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, ARTÍCULO XLI, analizó el criterio jurídico DJ-2523-2018 y resuelve autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la compañera que lo gestionó y además de realizar los ajustes en los sistemas informáticos para no aplicar la retención a futuro, también que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad, deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas. Sin embargo, el citado informe es omiso en indicar si existe un plazo que delimita la retroactividad de la devolución. Por otro lado, se deben valorar algunos aspectos relacionados con la disponibilidad de presupuesto para realizar el reintegro, por cuanto lo retenido por concepto de impuesto sobre la renta en forma quincenal es reportado a la Dirección de Contabilidad Nacional para el registro y traslado correspondiente e involucra a otras dependencias como lo son la Dirección de Presupuesto Nacional, Tesorería Nacional y la Dirección General de Tributación Directa, siendo que el disponible que se requiere para la devolución no está en el dominio del Poder Judicial. Para tal efecto, se debe coordinar con las instancias mencionadas anteriormente y definir el procedimiento para la devolución acorde con las competencias de cada entidad. Por lo anterior, nos encontramos informando al Consejo Superior, las limitaciones y solicitando ampliación de criterio en lo que respecta a la retroactividad. En virtud de lo externado anteriormente, las devoluciones no podrán realizarse hasta tanto no se tenga definido el procedimiento formal y el aval de todas las entidades involucradas en el proceso. Por lo anterior, se le estará informando el procedimiento a seguir..."

SOBRE LA GESTIÓN

En relación a lo anterior, solicito que se indique a las instancias que correspondan que se proceda al pago de lo solicitado por la suscrita. A saber: se proceda a la devolución de los dineros correspondientes a la deducción aplicada por concepto de impuesto sobre la renta durante los períodos en que la suscrita estuvo en licencia por maternidad. Al respecto, de fecha 02 de enero del 2014 al 02 de mayo del 2014 estuve gozando de licencia por maternidad en el puesto de Juez Penal 3 por mi hijo David Orna Chaves ; y , durante el período del 13 de julio del 2015 al 13 de noviembre del 2015 estuve gozando de licencia por maternidad en el puesto de Juez Penal 4 por mi hijo Alejandro Orna Chaves. Lo anterior se solicita con el pago adicional de los intereses legales correspondientes desde dichas fechas y hasta el efectivo pago.

Para ello, debe de tomarse en consideración que:

a) Que según el artículo 95 del Código de Trabajo, la trabajadora gozará de una licencia remunerada por maternidad, durante el mes anterior y los tres siguientes al parto, cuyo pago, equivalente al salario, lo cubrirán a partes iguales la Caja Costarricense de Seguro Social y el patrono. El tratamiento tributario fue definido por la Dirección General de Tributación, mediante oficio DGT-104 del 11 de febrero del 2002: “1. En primer término, la ley define el derecho al descanso pre y post parto como ‘licencia’. Es decir, dicho beneficio constituye un ‘permiso remunerado’. Ello significa que no existe prestación del servicio por parte de la trabajadora, en consecuencia la contraprestación, es decir, la remuneración, no puede considerarse salario, sino subsidio. 2. Dicho numeral establece que la remuneración se rige por lo dispuesto para el ‘riesgo de maternidad’ sea para el subsidio, y este concepto no armoniza con el de salario por ser excluyente. 3. Para que el reconocimiento al descanso produzca efectos patrimoniales en los derechos derivados del contrato-laboral, el legislador tuvo que indicarlo expresamente, hecho que nos lleva a considerar que si la remuneración en referencia es un salario, no sería necesario indicarlo en la ley por ser inherente a dicho concepto. 4. Para fijar el monto de la remuneración la ley estableció que dicho monto, será equivalente al salario, lo que significa que no es salario en sí mismo. De lo expuesto se desprende que la remuneración en caso de pre y posparto es salario solo para efecto de calcular los derechos laborales (antigüedad) derivados del contrato de trabajo, pero para efectos del impuesto sobre la renta rige lo dispuesto en el artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988, que establece que las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia”.

[bookmark: _Hlk23126966]b) El impuesto sobre la renta, conforme en los artículos 1,4 y 23 de la ley 7092 es un tributo compuesto, no es instantáneo. Se va generando o se “devenga” durante todo un período fiscal que va de primero de octubre a treinta de septiembre del año siguiente. Ante ello, le es aplicable lo que corresponde al artículo 51 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, pues expresa esa norma, que el conteo de la prescripción para el reclamo corre desde el primero de enero del año calendario siguiente a aquel en que el tributo debe pagarse. Así, en mi caso concreto aún conservo el derecho de devolución por el rebajo ilegítimo que la administración tributaria realizó a mi persona estando en licencia de maternidad por ambos hijos. A saber, en este caso el plazo es de 4 años (en una interpretación restrictiva de la norma); y la fecha de rebajo de renta más antigua data del 1 de enero del 2015, por lo que al 1 de enero del 2019 se mantiene vigente. Cabe destacar que al haberse tramitado gestiones administrativas tendientes al pago, los plazos se han interrumpido y vuelven a contar desde ese momento a la luz de la normativa tributaria, de lo cual se hace reserva.

A mayor abundamiento, pese a que claramente la normativa aplicable en mi caso concreto otorga un plazo suficiente para el reclamo de mi gestión y la misma es oportuna, es conveniente agregar que el período de prescripción para el ejercicio de las potestades por parte de las autoridades y del cumplimiento de las obligaciones por parte de los contribuyentes, se deberá siempre aplicar el período más corto en lo que favorezca al contribuyente y el más largo en lo que le afecte como un reflejo en esta materia de un principio fundamental del debido proceso en materia sancionatoria, que por imperativo de la aplicación de los principios que inspiran el ordenamiento jurídico de corte republicano y democrático, donde el individuo y no el Estado es el centro y razón del sistema. Es aplicable también para situaciones jurídicas que afecten al ciudadano y que no son necesariamente de carácter sancionatorio. Así, aunque verificado que conforme al artículo 51 del CNPT actual mi gestión es oportuna y atendible, dentro del plazo que debe de contarse a partir de que finalizara el período fiscal correspondiente a cada caso (sea al 1 de enero del año calendario siguiente a que finalizara dicho plazo), lo cierto es que debe aplicarse para la prescripción del derecho de reintegro el período más largo (en este caso 5 años) a favor del contribuyente que haya realizado pagos indebidos; o , más bien que la Administración los rebajó indebidamente del subsidio por licencia por maternidad.

A mayor abundamiento y en otro orden de ideas en cuanto a plazos se refiere, debo de indicar que la relación laboral con el Poder Judicial se ha mantenido activa durante antes y aún después del goce de la licencia por maternidad, hasta la actualidad. En virtud de lo anterior, la acción para el reclamo de derechos laborales está vigente.

c) Que conforme al artículo 58 y 43 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, se solicita el pago antes dicho y adicionalmente los intereses legales correspondientes desde dichas fechas y hasta el efectivo pago.

Dado que conforme a lo analizado por el Consejo Superior en la sesión N°75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, ARTÍCULO XLI, sea el estudio del criterio jurídico DJ-2523-2018 y demás consultas que resultaron fuente de dicho criterio; solicito respetuosamente se ordene el pago a la suscrita de lo que corresponde a la devolución de los dineros correspondientes a la deducción aplicada por concepto de impuesto sobre la renta durante los períodos en que la suscrita estuvo en licencia por maternidad. Al respecto, de fecha 02 de enero del 2014 al 02 de mayo del 2014 estuve gozando de licencia por maternidad en el puesto de Juez Penal 3 por mi hijo David Orna Chaves; y, durante el período del 13 de julio del 2015 al 13 de noviembre del 2015 estuve gozando de licencia por maternidad en el puesto de Juez Penal 4 por mi hijo Alejandro Orna Chaves. Lo anterior se solicita con el pago adicional de los intereses legales correspondientes desde dichas fechas y hasta el efectivo pago.”

Lo anterior además con el aval del criterio de la Dirección Jurídica, quien remitió el oficio N.º DJ-2523-2018 de fecha 26 de julio 2018, en el cual, entre otras cosas, señala lo siguiente:

“[…] En este sentido, si bien los votos 1114-2006 de 10:35 de 30 de noviembre de 2006 y 9:45 de 30 de noviembre de 2006 de Sala Segunda indican que lo percibido en el Poder Judicial por concepto de una incapacidad, es salario, por cuanto lo pagado se equipara a una licencia y el voto Nº 2014-020473 de las quince horas veinte minutos del dieciocho de diciembre de dos mil catorce de la Sala Constitucional, reafirma tal concepto; para efectos estrictamente tributarios, no es procedente que la licencia por maternidad sea considerada como salario, habida cuenta que no posee la naturaleza remunerativa indicada. Estima esta unidad asesora que evidentemente el propósito del legislador era mantener el monto de la remuneración incólumne, mas sin que se estimara que la licencia por maternidad implicaba que la misma era salario, cuando como en el caso está ausente el carácter contraprestacional del mismo. Consecuentemente al no tener carácter remuneratorio, la licencia por maternidad no está afecta al pago de impuesto sobre la renta […]”

Tomado en cuenta este criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en la sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, en Consejo Superior decidió: 

 “Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 3.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad, deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas. ” (la negrita y el subrayado no corresponden al original)

Que el Departamento de Gestión Humana, mediante el oficio N° PJ-DGH-SAS-1768-2019 de fecha 18 de junio de 2019, presentó un informe con el detalle de los montos de impuesto sobre la renta a devolver por las licencias de maternidad, según el acuerdo del Consejo Superior de la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, en el Artículo XIV. Así, en mi caso se realizó el siguiente resumen a lo que se debe de aplicar el pago de intereses SOBRE EL PERÍODO COMPRENDIDO EN CUANTO A MI HIJO ALEJANDRO JESUS ORNA CHAVES: 

Resumen de devolución por efectuar:



Este informe de la Dirección de Gestión Humana, se conoció  por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 61-19 celebrada el 9 de julio del 2019 fecha en la cual se resolvió por este órgano:

“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe anterior.  2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, como órgano técnico realizar una propuesta concreta de solución a seguir por este Consejo, para la devolución de los montos rebajados a las servidoras judiciales quienes se encontraban con licencia por maternidad por concepto de impuesto sobre la renta. 3.) Solicitar a la Dirección Jurídica que emita una opinión jurídica indicando si el pago de la indexación debe ser gestionado por la persona interesada o bien debe ser cancelado de oficio.”

De lo anterior, claramente se extrae que el Consejo ordena la devolución por los montos que corresponden a mi hijo Alejandro Orna Chaves, siendo omiso en relación a la gestión que desde el inicio planteé también  por la licencia comprendida por mi hijo David Orna Chaves. Es criterio de quien suscribe que es procedente en el caso de mi hijo David Orna también la devolución correspondiente, pues es lo cierto que pese a no tener legitimidad para hacerlo, el Estado me ha rebajado el monto por concepto de renta en mi período de licencia por maternidad en cuanto a dicho hijo y que dicho rebajo se realizó pese a que mi persona, como funcionaria y empleada del Poder Judicial, confiaba en la buena gestión de su patrono para con sus trabajadores.  Es a partir del mes de julio del 2018 que – habiéndose dado pronunciamiento por parte del Consejo Superior acerca del tema- surge la posibilidad de las funcionarias y de  mi persona como trabajadora  para conocer acerca del reclamo, siendo a partir de este momento que existe materialmente posibilidad de gestionar al respecto. En todo caso, también es criterio de quien suscribe que el impuesto sobre la renta, conforme en los artículos 1,4 y 23 de la ley 7092 es un tributo compuesto, no es instantáneo. Se va generando o se “devenga” durante todo un período fiscal que va de primero de octubre a treinta de septiembre del año siguiente. Ante ello, le es aplicable lo que corresponde al artículo 51 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, pues expresa esa norma, que el conteo de la prescripción para el reclamo corre desde el primero de enero del año calendario siguiente a aquel en que el tributo debe pagarse. Así, en mi caso concreto aún conservo el derecho de devolución por el rebajo ilegítimo que la administración tributaria realizó a mi persona estando en licencia de maternidad por ambos hijos. A saber, en este caso el plazo es de 4 años (en una interpretación restrictiva de la norma); y la fecha de rebajo de renta más antigua data del 1 de enero del 2015, por lo que al 1 de enero del 2019 (plazo que fue interrumpido en el año 2018 tras mi solicitud de devolución al Consejo) se mantiene vigente. Cabe destacar que al haberse tramitado gestiones administrativas tendientes al pago, los plazos se han interrumpido y vuelven a contar desde ese momento a la luz de la normativa tributaria, de lo cual se hace reserva. A mayor abundamiento, pese a que claramente la normativa aplicable en mi caso concreto otorga un plazo suficiente para el reclamo de mi gestión y la misma es oportuna, es conveniente agregar que el período de prescripción para el ejercicio de las potestades por parte de las autoridades y del cumplimiento de las obligaciones por parte de los contribuyentes, se deberá siempre aplicar el período más corto en lo que favorezca al contribuyente y el más largo en lo que le afecte como un reflejo en esta materia de un principio fundamental del debido proceso en materia sancionatoria, que por imperativo de la aplicación de los principios que inspiran el ordenamiento jurídico de corte republicano y democrático, donde el individuo y no el Estado es el centro y razón del sistema. Es aplicable también para situaciones jurídicas que afecten al ciudadano y que no son necesariamente de carácter sancionatorio. Así, aunque verificado que conforme al artículo 51 del CNPT actual mi gestión es oportuna y atendible, dentro del plazo que debe de contarse a partir de que finalizara el período fiscal correspondiente a cada caso (sea al 1 de enero del año calendario siguiente a que finalizara dicho plazo), lo cierto es que debe aplicarse para la prescripción del derecho de reintegro el período más largo (en este caso 5 años) a favor del contribuyente que haya realizado pagos indebidos; o , más bien que la Administración los rebajó indebidamente del subsidio por licencia por maternidad. A mayor abundamiento y en otro orden de ideas en cuanto a plazos se refiere, debo de indicar que la relación laboral con el Poder Judicial se ha mantenido activa durante antes y aún después del goce de la licencia por maternidad, hasta la actualidad. En virtud de lo anterior, la acción para el reclamo de derechos laborales está vigente. Que conforme al artículo 58 y 43 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, en cuanto a mi hijo David Orna Chaves se solicita el pago antes dicho y adicionalmente los intereses legales correspondientes desde dichas fechas y hasta el efectivo pago.

En igual sentido, en cuanto a mi hijo Alejandro Orna Chaves el Consejo Superior reiteradamente ha mantenido el criterio de que procede la devolución de los montos que fueron retenidos correspondientes al impuesto sobre la renta durante las licencia de maternidad por este hijo, siguiendo los parámetros definidos por la Dirección Jurídica del Poder Judicial. Estos acuerdos constituyen actos administrativos que adquirieron firmeza y que me fueron notificados oportunamente, declarándose a mi favor un derecho de reclamar dicha devolución. Sin embargo, en el último acuerdo por voto de mayoría, se cambia el criterio con base en el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y se decide revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. A mi criterio esta resolución no resulta procedente desde el punto de vista administrativo, pues las decisiones previas del Consejo Superior se consolidaron como actos administrativos finales que adquirieron firmeza desde su ratificación y aprobación. 

La posición asumida por el auditoría judicial, no contiene un fundamento jurídico sólido, en atención a los principios del derecho laboral y a la naturaleza del subsidio que se recibe durante las licencias de maternidad, lo que sí realiza de manera detallada el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial que fue la base para las anteriores decisiones del Consejo Superior. En este orden de ideas, los fundamentos que se exponen en el informe  número 1103-AUD2019,  más bien reflejan una clara violación al principio de igualdad consagrado en la Constitución Política en el artículo 33, al considerar que a las funcionarias judiciales se nos debe aplicar la Ley Orgánica del Poder Judicial y no la normativa general del Código de Trabajo, dejándonos en clara desventaja con respecto a las demás funcionarias públicas, al aplicarnos una ley especial, que en el tema en cuestión genera desigualdad y violación al principio un dubio pro operario.

No puede dejarse lado que el informe de la Auditoría Judicial, se basa más en posiciones tendientes a la protección de las arcas estatales, y al impacto económico que puede generar en el presupuesto nacional, y deja de lado el reconocimiento de derechos laborales de las mujeres, situación que resulta a todas luces muy lamentable. 

Finalmente, como se ha indicado según se puede observar en el último acuerdo se decidió revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. No obstante, no se realiza pronunciamiento alguno con respeto al acuerdo tomado en la sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, en el cual el Consejo Superior decidió: 

 “Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: ...3.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad, deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas.   

Por ello, con el debido respeto solicito se mantenga incólume esta decisión en cuanto al pago ordenado con intereses e indexación que corresponde por mi hijo ALEJANDRO ORNA CHAVES y además, se reconsidere la posición del Consejo Superior, mediante la cual acordó que no era procedente la devolución del impuesto sobre la renta a las mujeres que gozan de la licencia de maternidad. Finalmente, siendo que el Consejo- pese a mi gestión planteada desde 02 de octubre del 2018 ante dicha instancia – no se pronunció en ninguno de sus acuerdos en cuanto a mi solicitud dirigida a fin de que se retribuyeran los montos correspondientes al impuesto sobre la renta que se me habían deducido de mi salario por la licencia por maternidad de mi hijo David Gabriel Orna Chaves, solicito se opere el silencio positivo para mi caso concreto tras no haber recibido respuesta alguna a ese respecto, ordenándose el pago respectivo más intereses- tal y como se gestionó oportunamente- hasta su efectivo pago; subsidiariamente, solicito se pronuncie otorgando los montos correspondientes también en relación a la referida licencia.

En caso de no prosperar la presente gestión, se deja instaurada la apelación en subsidio para ante el órgano Superior del Consejo Superior del Poder Judicial a fin de agotar la vía administrativa correspondiente.
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Sobre el particular, debe señalarse que este Consejo como parte de las razones esbozadas en el artículo XXVIII, de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, analizó aspectos jurídicos de importancia sobre el tema de la retención del impuesto sobre en la renta en el importe económico devengado por las funcionarias judiciales que disfrutan de una licencia por maternidad y los cuales deber ser contemplados nuevamente para efectos de dar respuesta a la reconsideración planteada. 
De esta forma, se señaló que en el criterio de la Dirección General de Tributación, DGT-104 del 11 de febrero del 2002, si bien se establece que el importe económico devengado por la trabajadora durante el pre y post parto constituye un subsidio y por ende, no puede catalogarse como salario al no existir contraprestación laboral por parte de esta, sí se le otorga este carácter remunerativo salarial para los demás derechos laborales. 
Expresamente, se señala en el citado documento que: “la remuneración en caso de pre y posparto es salario solo para efecto de calcular los derechos laborales (antigüedad) derivados del contrato de trabajo, pero para efectos del impuesto sobre la renta rige lo dispuesto en el artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988, que establece que las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia”.
Es así, como el citado numeral 35 de la Ley No.7092 del 21 de abril de 1988, denominada Ley del Impuesto sobre la Renta, reza: 
“ARTICULO 35.- Ingresos no sujetos.

No serán gravados con este impuesto los ingresos que las personas perciban por los siguientes conceptos:

(…)

c) Las indemnizaciones que se reciban, mediante pago único o en pagos periódicos, por causa de muerte o por incapacidades ocasionadas por accidente o por enfermedad, ya sea que los pagos se efectúen conforme con el régimen de seguridad social, por contratos de seguros celebrados con el Instituto Nacional de Seguros, o en virtud de sentencia judicial; así como otras indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo.

(…)”.
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Realizando una lectura detallada del artículo anterior, se desprende que este inciso c), establece como no sujeto al citado impuesto de renta las indemnizaciones por accidente o enfermedad, siempre y cuando deriven de los supuestos ahí señalados, agregando por último, las indemnizaciones que se perciban de conformidad con lo establecido en el Código de Trabajo.
De ahí que, el análisis esbozado por la Auditoría General en su informe de advertencia No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, atienda el punto medular para el presente caso y es que si bien la figura de la licencia por maternidad opera grosso modo en iguales condiciones para las funcionarias judiciales como para las demás mujeres trabajadoras del país, la diferencia sustancial radica en que la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su 44 dispone lo siguiente: 
“Artículo 44.- (…)

Asimismo, los servidores varones tendrán derecho a una licencia con goce de sueldo, durante una semana, cuando naciere un hijo suyo, y las servidoras a tres meses con goce de sueldo, cuando adopten a un menor de edad.

Toda servidora judicial en estado de gravidez tendrá derecho a licencia con su salario completo por cuatro meses, distribuidos un mes antes y tres meses después del parto. Durante ese período, se pagará a la respectiva servidora en la forma dispuesta en el artículo 42 de esta Ley, y la Corte le garantizará los derechos acordados en el artículo 97 del Código de Trabajo.” (El resaltado no es del original)
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Es decir, la forma en que se remunerará a la servidora judicial, obedece a las condiciones del citado ordinal 42, que textualmente señala: 
“Artículo 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva.” (Subrayado y negrita no pertenecen al original).
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Es decir, en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se regula de forma propia y especial para este Poder de la República, la aplicación de la licencia por maternidad, siendo que al hacer referencia al numeral 42 indicado supra, se consolida el carácter salarial de dicho importe devengado por las funcionarias en el pre y post parto, al señalar que se otorgará como una licencia con goce de sueldo, la cual debe entenderse como la posibilidad del trabajador de obtener el permiso solicitado sin que exista un perjuicio en su salario,  es decir, sin que exista ningún rebajo en su remuneración por el tiempo no laborado.
Esta regulación particular para Poder Judicial, ocasiona que lo dispuesto en el artículo 35, inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no sea aplicable en la institución, por cuanto nuestro régimen de regulación de indemnizaciones no se encuentra contemplado en los supuestos indicados expresamente en el artículo en mención. De ahí, que el carácter salarial del citado importe económico devengado por las funcionarias judiciales se mantenga incólume y consecuentemente, sea sujeto de la aplicación tributaria correspondiente, por lo que debe deducirse el impuesto sobre la renta. 
Por tanto, si bien la licencia de maternidad como de indicó líneas atrás, opera en los mismos términos tanto para las funcionarias judiciales como para las demás trabajadoras del país, en razón del carácter orientador y de orden público de esta norma, en la cual se establecen los mínimos y máximos de garantía que deben existir en la relación obrero patronal, la excepción establecida en la norma tributaria no contempla el régimen aplicado en este Poder la República. 
Como bien lo señala la Auditoría en su informe, la materia tributaria es reserva de ley y por ende, sólo de forma expresa en un norma puede aplicarse el supuesto de que un ingreso no se encuentre sujeto al impuesto sobre la renta. Específicamente, se señala en la advertencia No. 1103-AUD2019 de la Auditoría Interna:  
“Aunado a ello, esta Auditoría Judicial considera que las cuestiones tributarias son materia privativa de la ley, de conformidad con lo indicado por el artículo 5 de Código de Normas y Procedimientos Tributarios (Ley N°4755).

Artículo 5º.- Materia privativa de la ley. En cuestiones tributarias solo la ley puede:
a) Crear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho generador de la relación tributaria; establecer las tarifas de los tributos y sus bases de cálculo; e indicar el sujeto pasivo;

b) Otorgar exenciones, reducciones o beneficios;

c) Tipificar las infracciones y establecer las respectivas sanciones;

d) Establecer privilegios, preferencias y garantías para los créditos tributarios; y

e) Regular los modos de extinción de los créditos tributarios por medios distintos del pago. 

(El resaltado no es del original)

Por lo cual, es menester indicar que el supuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta, se refiere únicamente a las indemnizaciones percibidas de acuerdo con el Código de Trabajo, de modo que, no abarcan las licencias con goce de sueldo de conformidad con los artículos 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”. 
- 0 -
Señala a su vez el citado informe que: 
“Bajo esa línea, es indiscutible que el artículo 44 en concordancia con el artículo 42, ambos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, forman el bloque de legalidad específico para esta institución en materia de licencias e incapacidades de sus funcionarios. 

Es por esa razón que esta Auditoría Interna considera que los criterios emitidos por la Dirección General de Tributación (DGT), mediante oficios DGT-437-1996 del 11 de marzo de 1996, DGT-104-2002 de 11 de febrero de 2002 y DGT-1092-2016 del 01 de noviembre de 2016, no contemplan las regulaciones particulares del sistema que el legislador estableció para el Poder Judicial.

Esto se puede colegir, porque dicho ente utiliza como base el artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta para determinar que la licencia de maternidad es un ingreso no afecto al impuesto sobre la renta y enfatiza que se debe a que la remuneración percibida en esos casos son consideradas indemnizaciones reguladas por el Código de Trabajo, lo cual –como se explicó supra- no aplica en el caso del Poder Judicial.

(…)

Por lo tanto, los citados oficios emitidos por el Órgano Tributario no son de aplicación para este Poder de la República, en virtud de que ninguno contempló el análisis de las normas particulares que engloban la forma de pago de las licencias de maternidad en el Poder Judicial, las cuales no se rigen por las indemnizaciones establecidas en el Código de Trabajo”
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El criterio anteriormente citado, es compartido por este Colegio, al cual debe agregarse lo concerniente a las particularidades presupuestarias que presentan las indemnizaciones por licencia de maternidad en el Poder Judicial, esto por cuanto se debitan de la partida de “Remuneraciones”, lo cual reitera y sustenta el carácter salarial de la erogación realizada a las funcionarias judiciales y por ende, la aplicación del impuesto sobre la renta. 
Respecto a la violación al principio de igualdad en la aplicación del régimen de indemnizaciones de este Poder de la República, debe mencionarse lo indicado por la Sala Constitucional en la resolución Nº 20473-2014 del 18 de diciembre de 2014, al señalar expresamente sobre la desigualdad que genera el trato diferenciado hacia los funcionarios del Poder Judicial con otros sistemas que: 
“La confrontación de las normas impugnadas con el principio de igualdad debe hacerse, conforme a las sentencias transcritas, analizando: a) la igualdad entre iguales; y b) la igualdad como razonabilidad. La primera exigencia se circunscribe a los beneficiarios entre sí del mismo sistema de incapacidades del Poder Judicial y no a una comparación entre los destinatarios de diversos sistemas. Las normas impugnadas no hacen distinción entre los servidores judiciales, por lo que la desigualdad debe descartarse en este primer aspecto. Restaría examinar el vinculado a la segunda noción de igualdad como razonabilidad.

(…) A partir del desarrollo jurisprudencial hecho la Sala en cuanto al principio de igualdad -supra Considerando IX- y a la seguridad social -supra Considerando XI- este Tribunal estima que, en el presente caso, no hay una lesión al artículo 33 de la Constitución Política. El legislador ordinario, dentro del conjunto más o menos amplio de opciones que tenía a su disposición al momento de reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial, estimó pertinente mantener como pago periódico producto de la incapacidad por enfermedad de los servidores judiciales una licencia con goce de salario. Para este Tribunal, dicho pago periódico resulta razonable ya que en materia laboral los beneficios que se establezcan en favor de los trabajadores, encuentran sustento en los principios de solidaridad humana y justicia social que contiene el artículo 74 de la Constitución Política, sea que los trabajadores pueden ser acreedores de garantías adicionales. El Estado Costarricense, de conformidad con el marco político social y económico de nuestra Constitución, puede disponer de una mayor protección y cobertura social. El otorgar una licencia con goce de salario como el pago periódico a un servidor judicial incapacitado resulta razonable y adecuado para el logro da la finalidad que se persigue, cual es protegerlo frente a una situación adversa e involuntaria que le impide trabajar y obtener los medios para satisfacer sus necesidades. En consecuencia, la acción también debe ser desestimada en cuanto a este extremo”.
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Por tanto, este Colegio con base en los argumentos jurídicos anteriormente señalados, considera que el monto económico otorgado a las funcionarias judiciales en estado de gravidez, para el disfrute de su licencia de maternidad constituye salario y por ende se encuentra sujeto a la aplicación del impuesto sobre la renta, por el régimen de carácter especial establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y reconocido por la Sala Constitucional, por lo que el presupuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no resulta aplicable para el caso concreto, al no contemplar en su texto el sistema legal, aplicable y jurídicamente reconocido en el Poder Judicial. 
Se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por Katherine Chaves Alvarado, cédula de identidad 1-1023-0347, contra lo resuelto este Consejo Superior en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII. Se declara acuerdo en firme.
ARTÍCULO IX
DOCUMENTO N° 9520-18, 13920-19
[bookmark: _Toc23839508]Manifiesta la señora María Cecilia Salazar Picado, cédula de identidad 2-0603-0690, contra lo resulto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, lo siguiente:
“Como ya es de su conocimiento, en el mes de marzo del año 2017, cuando me encontraba en la licencia de maternidad, por el nacimiento de hija Samantha Mora Salazar, formulé solicitud ante el Departamento de Gestión Humana, a fin de que se retribuyeran los montos correspondientes al impuesto sobre la renta que se me habían deducido de mi salario. En esa oportunidad señalé expresamente:  

“Según tengo conocimiento existe una resolución, propiamente la número DGT-1092-2016 de la Dirección General de Tributación Directa, de fecha 01 de noviembre de 2016, (misma que ya se encuentra incorporada en el Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ) como jurisprudencia administrativa, y la que se adjunta con el presente correo) mediante la cual ante consulta realizada a dicha Dirección, se estableció que a las mujeres que se encuentren gozando de una licencia por maternidad y posean un salario mayor al tramo exento establecido, no se les debe rebajar el impuesto sobre la renta.

 En esta resolución se efectuó un análisis de varias consultas a la Procuraduría General de la República sobre el tema, así como algunos pronunciamientos anteriores de la Dirección de Tributación Directa, y se concluyó que según una correcta interpretación del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, No. 7092 de 21 de abril de 1988 y sus reformas, las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo (dentro de éstas las que corresponden a licencias por maternidad) se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia.

Al igual que mi persona, otras compañera funcionarias judiciales, realizaron la petición de forma directa ante el Consejo Superior y con ocasión de estas peticiones, se emitió el criterio de la Dirección Jurídica, quien remitió el oficio N.º DJ-2523-2018 de fecha 26 de julio 2018, en el cual, entre otras cosas, señala lo siguiente:

“[…] En este sentido, si bien los votos 1114-2006 de 10:35 de 30 de noviembre de 2006 y 9:45 de 30 de noviembre de 2006 de Sala Segunda indican que lo percibido en el Poder Judicial por concepto de una incapacidad, es salario, por cuanto lo pagado se equipara a una licencia y el voto N.º 2014-020473 de las quince horas veinte minutos del dieciocho de diciembre de dos mil catorce de la Sala Constitucional, reafirma tal concepto; para efectos estrictamente tributarios, no es procedente que la licencia por maternidad sea considerada como salario, habida cuenta que no posee la naturaleza remunerativa indicada. Estima esta unidad asesora que evidentemente el propósito del legislador era mantener el monto de la remuneración incólume, más sin que se estimara que la licencia por maternidad implicaba que la misma era salario, cuando como en el caso está ausente el carácter contra prestacional del mismo. Consecuentemente al no tener carácter remuneratorio, la licencia por maternidad no está afecta al pago de impuesto sobre la renta […]”

Tomado en cuenta este criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en la sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, en Consejo Superior decidió: 

 “Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 3.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad, deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas. ”

Sobre la posibilidad de peticionar la restitución de estos rubros, el artículo 43 Código de Procedimientos Tributarios señala expresamente: 

Artículo 43.- Pagos en exceso y prescripción de la acción de repetición 

1.- Créditos por pagos indebidos: los contribuyentes y responsables tienen acción para reclamar la restitución de lo pagado indebidamente por concepto de tributos, sanciones e intereses. Solo se reconocerán intereses, si el pago fue inducido o forzado por la Administración Tributaria, en cuyo caso serán intereses del tipo establecido en el artículo 58. Dicho interés correrá a partir del día natural siguiente a la fecha del pago efectuado por el contribuyente. 

2.- Créditos por pagos debidos: los contribuyentes y responsables tendrán acción para reclamar la restitución de los pagos debidos en virtud de las normas sustantivas de los distintos tributos que generen un derecho de crédito a su favor, pagos a cuenta, siempre que no exista deber de acreditación para el pago de nuevas deudas, según la normativa propia de cada tributo. En estos casos, la Administración deberá reconocer un interés igual al establecido en el artículo 58 de este Código, interés que correrá a partir de los tres meses siguientes a la presentación de la solicitud de devolución, si no se ha puesto a su disposición el saldo a favor que proceda de conformidad con la normativa propia de cada tributo. 

En todos los casos, la acción para solicitar la devolución o compensación prescribe transcurridos cuatro años a partir del día siguiente a la fecha en que se efectuó el pago, o desde la fecha de presentación de la declaración jurada de la cual surgió el crédito. Transcurrido el término de prescripción, sin necesidad de pronunciamiento expreso de la Administración Tributaria, no procede devolución ni compensación alguna por saldos acreedores. 

De esta manera, considero que no ha prescrito la posibilidad de realizar el reclamo, toda vez que al día de hoy 13 de setiembre de 2018 no han transcurrido los cuatro años desde que se realizó el rebajo de mi salario, y disponiendo el Consejo Superior que la devolución debe efectuarse previa solicitud de la persona interesada, se solicita expresamente se proceda a compensarme con el dinero que se me dedujo durante el periodo citado. Agradeciendo la atención.”

Posteriormente, se comunicó lo dispuesto por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, art XIV, en el cual se acordó:

 “1.) Tomar nota del criterio N°DJ-3807-2018 del 7 de noviembre de 2018, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico. 2.) Comunicar el presente acuerdo a la Dirección de Gestión Humana para que, conforme al cuadro anterior, siga el procedimiento señalado en el referido informe a fin de devolver las sumas deducidas por impuesto al salario a las mujeres con licencias por maternidad valorando para ello los plazos de prescripción. 3.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 4.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas. 5.) Notifíquese el presente acuerdo a cada una de las gestionantes.”

Además, nuevamente conociendo sobre este tema el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N°05-19 celebrada el 23 de enero de 2019, artículo XLVIIII, menciona:

“Se acordó:1.) Trasladar a la Dirección de Tecnología para que realice las modificaciones pertinentes al sistema e informe a este Consejo a la brevedad partir de cuándo se hará efectiva la aplicación. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, como medida provisional reintegrar el monto debitado por el sistema de pagos actual a las gestionantes afectadas.”

Así las cosas, el Departamento de Gestión Humana, mediante el oficio N° PJ-DGH-SAS-1768-2019 de fecha 18 de junio de 2019, presentó un informe con el detalle de los montos de impuesto sobre la renta a devolver por las licencias de maternidad, según el acuerdo del Consejo Superior de la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, en el Artículo XIV. 

Este informe de la Dirección de Gestión Humana, se conoció por el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 61-19 celebrada el 9 de julio del 2019 fecha en la cual se resolvió por este órgano:

“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe anterior.  2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, como órgano técnico realizar una propuesta concreta de solución a seguir por este Consejo, para la devolución de los montos rebajados a las servidoras judiciales quienes se encontraban con licencia por maternidad por concepto de impuesto sobre la renta. 3.) Solicitar a la Dirección Jurídica que emita una opinión jurídica indicando si el pago de la indexación debe ser gestionado por la persona interesada o bien debe ser cancelado deoficio.”

Así las cosas, el Consejo Superior reiteradamente ha mantenido el criterio de que procede la devolución de los montos que fueron retenidos correspondientes al impuesto sobre la renta durante las licencias de maternidad, siguiendo los parámetros definidos por la Dirección Jurídica del Poder Judicial. Estos acuerdos constituyen actos administrativos que adquirieron firmeza y que me fueron notificados oportunamente, declarándose a mi favor un derecho de reclamar dicha devolución. Sin embargo, en el último acuerdo por voto de mayoría, se cambia el criterio con base en el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y se decide revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. A mi criterio esta resolución no resulta procedente desde el punto de vista administrativo, pues las decisiones previas del Consejo Superior se consolidaron como actos administrativos finales que adquirieron firmeza desde su ratificación y aprobación. 

La posición asumida por la auditoría judicial, no contiene un fundamento jurídico sólido, en atención a los principios del derecho laboral y a la naturaleza del subsidio que se recibe durante las licencias de maternidad, lo que sí realiza de manera detallada el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial que fue la base para las anteriores decisiones del Consejo Superior. En este orden de ideas, los fundamentos que se exponen en el informe  número 1103-AUD2019,  más bien reflejan una clara violación al principio de igualdad consagrado en la Constitución Política en el artículo 33, al considerar que a las funcionarias judiciales se nos debe aplicar la Ley Orgánica del Poder Judicial y no la normativa general del Código de Trabajo, dejándonos en clara desventaja con respecto a las demás funcionarias públicas, al aplicarnos una ley especial, que en el tema en cuestión genera desigualdad y violación al principio un dubio pro operario.

No puede dejarse lado que el informe de la Auditoría Judicial, se basa más en posiciones tendientes a la protección de las arcas estatales, y al impacto económico que puede generar en el presupuesto nacional, y deja de lado el reconocimiento de derechos laborales de las mujeres en licencia de maternidad, situación que resulta a todas luces es muy lamentable, pues se añora un abordaje del tema desde la perspectiva de género. 

Por ello, con el debido respeto solicito se reconsidere la posición del Consejo Superior, mediante la cual acordó que no era procedente la devolución del impuesto sobre la renta a las mujeres que gozan de la licencia de maternidad. Agradeciendo la atención”.

Sobre el particular, debe señalarse que este Consejo como parte de las razones esbozadas en el artículo XXVIII, de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, analizó aspectos jurídicos de importancia sobre el tema de la retención del impuesto sobre la renta en el importe económico devengado por las funcionarias judiciales que disfrutan de una licencia por maternidad y los cuales deber ser contemplados nuevamente para efectos de dar respuesta a la reconsideración planteada. 

De esta forma, se señaló que en el criterio de la Dirección General de Tributación, DGT-104 del 11 de febrero del 2002, si bien se establece que el importe económico devengado por la trabajadora durante el pre y post parto constituye un subsidio y por ende, no puede catalogarse como salario al no existir contraprestación laboral por parte de esta, sí se le otorga este carácter remunerativo salarial para los demás derechos laborales. 

Expresamente, se señala en el citado documento que: “la remuneración en caso de pre y posparto es salario solo para efecto de calcular los derechos laborales (antigüedad) derivados del contrato de trabajo, pero para efectos del impuesto sobre la renta rige lo dispuesto en el artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988, que establece que las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia”.
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Es así, como el citado numeral 35 de la Ley No.7092 del 21 de abril de 1988, denominada Ley del Impuesto sobre la Renta, reza: 
“ARTICULO 35.- Ingresos no sujetos.

No serán gravados con este impuesto los ingresos que las personas perciban por los siguientes conceptos:

(…)

c) Las indemnizaciones que se reciban, mediante pago único o en pagos periódicos, por causa de muerte o por incapacidades ocasionadas por accidente o por enfermedad, ya sea que los pagos se efectúen conforme con el régimen de seguridad social, por contratos de seguros celebrados con el Instituto Nacional de Seguros, o en virtud de sentencia judicial; así como otras indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo.

(…)”.
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Realizando una lectura detallada del artículo anterior, se desprende que este inciso c), establece como no sujeto al citado impuesto de renta las indemnizaciones por accidente o enfermedad, siempre y cuando deriven de los supuestos ahí señalados, agregando por último, las indemnizaciones que se perciban de conformidad con lo establecido en el Código de Trabajo.
De ahí que, el análisis esbozado por la Auditoría General en su informe de advertencia No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, atienda el punto medular para el presente caso y es que si bien la figura de la licencia por maternidad opera grosso modo en iguales condiciones para las funcionarias judiciales como para las demás mujeres trabajadoras del país, la diferencia sustancial radica en que la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su 44 dispone lo siguiente: 
“Artículo 44.- (…)

Asimismo, los servidores varones tendrán derecho a una licencia con goce de sueldo, durante una semana, cuando naciere un hijo suyo, y las servidoras a tres meses con goce de sueldo, cuando adopten a un menor de edad.

Toda servidora judicial en estado de gravidez tendrá derecho a licencia con su salario completo por cuatro meses, distribuidos un mes antes y tres meses después del parto. Durante ese período, se pagará a la respectiva servidora en la forma dispuesta en el artículo 42 de esta Ley, y la Corte le garantizará los derechos acordados en el artículo 97 del Código de Trabajo.” (El resaltado no es del original)
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Es decir, la forma en que se remunerará a la servidora judicial, obedece a las condiciones del citado ordinal 42, que textualmente señala: 
“Artículo 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva.” (Subrayado y negrita no pertenecen al original).
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Es decir, en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se regula de forma propia y especial para este Poder de la República, la aplicación de la licencia por maternidad, siendo que al hacer referencia al numeral 42 indicado supra, se consolida el carácter salarial de dicho importe devengado por las funcionarias en el pre y post parto, al señalar que se otorgará como una licencia con goce de sueldo, la cual debe entenderse como la posibilidad del trabajador de obtener el permiso solicitado sin que exista un perjuicio en su salario,  es decir, sin que exista ningún rebajo en su remuneración por el tiempo no laborado.
Esta regulación particular para Poder Judicial, ocasiona que lo dispuesto en el artículo 35, inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no sea aplicable en la institución, por cuanto nuestro régimen de regulación de indemnizaciones no se encuentra contemplado en los supuestos indicados expresamente en el artículo en mención. De ahí, que el carácter salarial del citado importe económico devengado por las funcionarias judiciales se mantenga incólume y consecuentemente, sea sujeto de la aplicación tributaria correspondiente, por lo que debe deducirse el impuesto sobre la renta. 
Por tanto, si bien la licencia de maternidad como de indicó líneas atrás, opera en los mismos términos tanto para las funcionarias judiciales como para las demás trabajadoras del país, en razón del carácter orientador y de orden público de esta norma, en la cual se establecen los mínimos y máximos de garantía que deben existir en la relación obrero patronal, la excepción establecida en la norma tributaria no contempla el régimen aplicado en este Poder la República. 
Como bien lo señala la Auditaría en su informe, la materia tributaria es reserva de ley y por ende, sólo de forma expresa en un norma puede aplicarse el supuesto de que un ingreso no se encuentre sujeto al impuesto sobre la renta. Específicamente, se señala en la advertencia No. 1103-AUD2019 de la Auditoría Interna:  
“Aunado a ello, esta Auditoría Judicial considera que las cuestiones tributarias son materia privativa de la ley, de conformidad con lo indicado por el artículo 5 de Código de Normas y Procedimientos Tributarios (Ley N°4755).

Artículo 5º.- Materia privativa de la ley. En cuestiones tributarias solo la ley puede:

a) Crear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho generador de la relación tributaria; establecer las tarifas de los tributos y sus bases de cálculo; e indicar el sujeto pasivo;

b) Otorgar exenciones, reducciones o beneficios;

c) Tipificar las infracciones y establecer las respectivas sanciones;

d) Establecer privilegios, preferencias y garantías para los créditos tributarios; y

e) Regular los modos de extinción de los créditos tributarios por medios distintos del pago. 

(El resaltado no es del original

Por lo cual, es menester indicar que el supuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta, se refiere únicamente a las indemnizaciones percibidas de acuerdo con el Código de Trabajo, de modo que, no abarcan las licencias con goce de sueldo de conformidad con los artículos 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”.
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Señala a su vez el citado informe que: 
“Bajo esa línea, es indiscutible que el artículo 44 en concordancia con el artículo 42, ambos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, forman el bloque de legalidad específico para esta institución en materia de licencias e incapacidades de sus funcionarios. 

Es por esa razón que esta Auditoría Interna considera que los criterios emitidos por la Dirección General de Tributación (DGT), mediante oficios DGT-437-1996 del 11 de marzo de 1996, DGT-104-2002 de 11 de febrero de 2002 y DGT-1092-2016 del 01 de noviembre de 2016, no contemplan las regulaciones particulares del sistema que el legislador estableció para el Poder Judicial.

Esto se puede colegir, porque dicho ente utiliza como base el artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta para determinar que la licencia de maternidad es un ingreso no afecto al impuesto sobre la renta y enfatiza que se debe a que la remuneración percibida en esos casos son consideradas indemnizaciones reguladas por el Código de Trabajo, lo cual –como se explicó supra- no aplica en el caso del Poder Judicial.

(…)

Por lo tanto, los citados oficios emitidos por el Órgano Tributario no son de aplicación para este Poder de la República, en virtud de que ninguno contempló el análisis de las normas particulares que engloban la forma de pago de las licencias de maternidad en el Poder Judicial, las cuales no se rigen por las indemnizaciones establecidas en el Código de Trabajo”.
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El criterio anteriormente citado, es compartido por este Colegio, al cual debe agregarse lo concerniente a las particularidades presupuestarias que presentan las indemnizaciones por licencia de maternidad en el Poder Judicial, esto por cuanto se debitan de la partida de “Remuneraciones”, lo cual reitera y sustenta el carácter salarial de la erogación realizada a las funcionarias judiciales y por ende, la aplicación del impuesto sobre la renta. 
Respecto a la violación al principio de igualdad en la aplicación del régimen de indemnizaciones de este Poder de la República, debe mencionarse lo indicado por la Sala Constitucional en la resolución Nº 20473-2014 del 18 de diciembre de 2014, al señalar expresamente sobre la desigualdad que genera el trato diferenciado hacia los funcionarios del Poder Judicial con otros sistemas que: 
“La confrontación de las normas impugnadas con el principio de igualdad debe hacerse, conforme a las sentencias transcritas, analizando: a) la igualdad entre iguales; y b) la igualdad como razonabilidad. La primera exigencia se circunscribe a los beneficiarios entre sí del mismo sistema de incapacidades del Poder Judicial y no a una comparación entre los destinatarios de diversos sistemas. Las normas impugnadas no hacen distinción entre los servidores judiciales, por lo que la desigualdad debe descartarse en este primer aspecto. Restaría examinar el vinculado a la segunda noción de igualdad como razonabilidad.

(…) A partir del desarrollo jurisprudencial hecho la Sala en cuanto al principio de igualdad -supra Considerando IX- y a la seguridad social -supra Considerando XI- este Tribunal estima que, en el presente caso, no hay una lesión al artículo 33 de la Constitución Política. El legislador ordinario, dentro del conjunto más o menos amplio de opciones que tenía a su disposición al momento de reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial, estimó pertinente mantener como pago periódico producto de la incapacidad por enfermedad de los servidores judiciales una licencia con goce de salario. Para este Tribunal, dicho pago periódico resulta razonable ya que en materia laboral los beneficios que se establezcan en favor de los trabajadores, encuentran sustento en los principios de solidaridad humana y justicia social que contiene el artículo 74 de la Constitución Política, sea que los trabajadores pueden ser acreedores de garantías adicionales. El Estado Costarricense, de conformidad con el marco político social y económico de nuestra Constitución, puede disponer de una mayor protección y cobertura social. El otorgar una licencia con goce de salario como el pago periódico a un servidor judicial incapacitado resulta razonable y adecuado para el logro da la finalidad que se persigue, cual es protegerlo frente a una situación adversa e involuntaria que le impide trabajar y obtener los medios para satisfacer sus necesidades. En consecuencia, la acción también debe ser desestimada en cuanto a este extremo”.
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Por tanto, este Colegio con base en los argumentos jurídicos anteriormente señalados, considera que el monto económico otorgado a las funcionarias judiciales en estado de gravidez, para el disfrute de su licencia de maternidad constituye salario y por ende se encuentra sujeto a la aplicación del impuesto sobre la renta, por el régimen de carácter especial establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y reconocido por la Sala Constitucional, por lo que el presupuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no resulta aplicable para el caso concreto, al no contemplar en su texto el sistema legal, aplicable y jurídicamente reconocido en el Poder Judicial. 
 Se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por María Cecilia Salazar Picado, cédula de identidad 2-0603-0690, contra lo resuelto este Consejo Superior en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII. Se declara acuerdo en firme.
ARTÍCULO X
DOCUMENTO N° 9520-18, 13933-19
[bookmark: _Toc23839510]Manifiesta la señora Adriana Muñoz Ugalde, cédula de identidad 06-0355-0412, contra lo resulto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, lo siguiente:
“Como ya es de su conocimiento, a raíz de una solicitud planteada por la compañera Marcela Araya Rojas, en el mes de agosto del año 2017, ante el Departamento de Gestión Humana, a fin de que se retribuyeran los montos correspondientes al impuesto sobre la renta que se habían deducido del salario en el período de la licencia de maternidad con base en la resolución número DGT-1092-2016 de la Dirección General de Tributación Directa, de fecha 01 de noviembre de 2016, (misma que ya se encuentra incorporada en el Sistema Costarricense de Información Jurídica (SCIJ) como jurisprudencia administrativa, mediante la cual ante consulta realizada a dicha Dirección, se estableció que a las mujeres que se encuentren gozando de una licencia por maternidad y posean un salario mayor al tramo exento establecido, no se les debe rebajar el impuesto sobre la renta. En esta resolución se efectuó un análisis de varias consultas a la Procuraduría General de la República sobre el tema, así como algunos pronunciamientos anteriores de la Dirección de Tributación Directa, y se concluyó que según una correcta interpretación del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, No. 7092 de 21 de abril de 1988 y sus reformas, las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo (dentro de éstas las que corresponden a licencias por maternidad) se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia.

Con ocasión de esa petición, se emitió el criterio de la Dirección Jurídica, quien remitió el oficio N.º DJ-2523-2018 de fecha 26 de julio 2018, en el cual, entre otras cosas, señala lo siguiente:

“[…] En este sentido, si bien los votos 1114-2006 de 10:35 de 30 de noviembre de 2006 y 9:45 de 30 de noviembre de 2006 de Sala Segunda indican que lo percibido en el Poder Judicial por concepto de una incapacidad, es salario, por cuanto lo pagado se equipara a una licencia y el voto Nº 2014-020473 de las quince horas veinte minutos del dieciocho de diciembre de dos mil catorce de la Sala Constitucional, reafirma tal concepto; para efectos estrictamente tributarios, no es procedente que la licencia por maternidad sea considerada como salario, habida cuenta que no posee la naturaleza remunerativa indicada. Estima esta unidad asesora que evidentemente el propósito del legislador era mantener el monto de la remuneración incólumne, mas sin que se estimara que la licencia por maternidad implicaba que la misma era salario, cuando como en el caso está ausente el carácter contraprestacional del mismo. Consecuentemente al no tener carácter remuneratorio, la licencia por maternidad no está afecta al pago de impuesto sobre la renta […]”

Así, la resolución Nº1591-2018 de la Secretaría General de la Corte, de las once horas y diez minutos del cinco de diciembre del dos mil dieciocho, se hizo de conocimiento de mi persona, que el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre del 2018, tomó acuerdos respecto a la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados, a saber;
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En sesión N°75-18 celebrada el 23 de agosto de 2018, artículo XLI, en lo conducente, este Consejo Superior tomó el siguiente acuerdo:

“(…) Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 3.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas.”
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Posteriormente, en sesión N°83-18 del 20 de setiembre de 2018, artículo LXIV, en lo conducente, este Consejo Superior indicó lo siguiente:

Una vez discutida la gestión anterior y de un mejor análisis, se acordó: 1.) Solicitar a la Dirección Jurídica que emita un criterio indicando cuál es el procedimiento a seguir para la devolución de los impuestos sobre la renta retenidos en las licencias por maternidad, lo anterior en coordinación con la licenciada Johanna Quirós Fonseca, Gestora encargada del Poder Judicial en el Área de Grandes Contribuyentes de la Dirección General de Tributación Directa del Ministerio de Hacienda, tomando en consideración que la situación anterior se generó por la particularidad que se presenta en este Poder de la República ya que nuestra Ley Orgánica, en su artículo 44 indica que toda servidora judicial, en estado de gravidez, tendrá derecho a una licencia con su salario completo por cuatro meses, y que durante ese período se le pagará en la forma dispuesta en el artículo 42 del mismo cuerpo legal. 2.) Comunicar a la Dirección de Gestión Humana que se deja en suspenso lo acordado por este Consejo Superior en sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto de 2018, artículo XLI, hasta tanto la Dirección Jurídica clarifique el procedimiento a seguir en cuanto al reintegro de los citados montos. La Dirección Ejecutiva tomará nota para los fines correspondientes.” 
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Además se detallaron los acuerdos respecto a las diferentes gestiones presentadas y lo resuelto por este Consejo Superior, en mi caso particular la Sesión N° 92-18 celebrada el 23 de octubre del 2018, Se acordó: Comunicar que en sesión N° 83-18 celebrada el 20 de setiembre de 20148, artículo LXIV, se solicitó a la Dirección Jurídica que emitiera un criterio clarificando cual es el procedimiento a seguir en cuanto al reintegro de los montos por concepto de impuesto de renta a las servidoras en periodo de maternidad, por lo anterior, se reserva el pronunciamiento de lo solicitado hasta tanto sea rendido el informe respectivo. (…)
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Se acordó: 1.) Tomar nota del criterio N°DJ-3807-2018 del 7 de noviembre de 2018, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico. 2.) Comunicar el presente acuerdo a la Dirección de Gestión Humana para que conforme al cuadro anterior, siga el procedimiento señalado en el referido informe a fin de devolver las sumas deducidas por impuesto al salario a las mujeres con licencias por maternidad valorando para ello los plazos de prescripción. 3.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 4.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas. 5.) Notifíquese el presente acuerdo a cada una de las gestionantes.”

Así las cosas, el Consejo Superior reiteradamente ha mantenido el criterio de que procede la devolución de los montos que fueron retenidos correspondientes al impuesto sobre la renta durante las licencias de maternidad, siguiendo los parámetros definidos por la Dirección Jurídica del Poder Judicial. Estos acuerdos constituyen actos administrativos que adquirieron firmeza y que me fueron notificados oportunamente, declarándose a mi favor un derecho de reclamar dicha devolución. Sin embargo, en el último acuerdo por voto de mayoría, se cambia el criterio con base en el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y se decide revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. A mi criterio esta resolución no resulta procedente desde el punto de vista administrativo, pues las decisiones previas del Consejo Superior se consolidaron como actos administrativos finales que adquirieron firmeza desde su ratificación y aprobación. 

La posición asumida por el auditoría judicial, no contiene un fundamento jurídico sólido, en atención a los principios del derecho laboral y a la naturaleza del subsidio que se recibe durante las licencias de maternidad, lo que sí realiza de manera detallada el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial que fue la base para las anteriores decisiones del Consejo Superior. En este orden de ideas, los fundamentos que se exponen en el informe número 1103-AUD2019,más bien reflejan una clara violación al principio de igualdad consagrado en la Constitución Política en el artículo 33, al considerar que a las funcionarias judiciales se nos debe aplicar la Ley Orgánica del Poder Judicial y no la normativa general del Código de Trabajo, dejándonos en clara desventaja con respecto a las demás funcionarias públicas, al aplicarnos una ley especial, que en el tema en cuestión genera desigualdad y violación al principio un dubio pro operario.

No puede dejarse lado que el informe de la Auditoría Judicial, se basa más en posiciones tendientes a la protección de las arcas estatales, y al impacto económico que puede generar en el presupuesto nacional, y deja de lado el reconocimiento de derechos laborales de las mujeres, situación que resulta a todas luces muy lamentable. 

Finalmente, como se ha indicado según se puede observar en el último acuerdo se decidió revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. No obstante, no se realiza pronunciamiento alguno con respeto al acuerdo tomado en la sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, en el cual el Consejo Superior decidió: 

“Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General, quien fue la compañera que inicialmente planteó la gestión que a su vez también planteó la suscrita. 

Por ello, con el debido respeto solicito se mantenga incólume esta decisión y se reconsidere la posición del Consejo Superior, mediante la cual acordó que no era procedente la devolución del impuesto sobre la renta a las mujeres que gozan de la licencia de maternidad”.
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Sobre el particular, debe señalarse que este Consejo como parte de las razones esbozadas en el artículo XXVIII, de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, analizó aspectos jurídicos de importancia sobre el tema de la retención del impuesto sobre en la renta en el importe económico devengado por las funcionarias judiciales que disfrutan de una licencia por maternidad y los cuales deber ser contemplados nuevamente para efectos de dar respuesta a la reconsideración planteada. 
De esta forma, se señaló que en el criterio de la Dirección General de Tributación, DGT-104 del 11 de febrero del 2002, si bien se establece que el importe económico devengado por la trabajadora durante el pre y post parto constituye un subsidio y por ende, no puede catalogarse como salario al no existir contraprestación laboral por parte de esta, sí se le otorga este carácter remunerativo salarial para los demás derechos laborales. 
Expresamente, se señala en el citado documento que: “la remuneración en caso de pre y posparto es salario solo para efecto de calcular los derechos laborales (antigüedad) derivados del contrato de trabajo, pero para efectos del impuesto sobre la renta rige lo dispuesto en el artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988, que establece que las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia”.
Es así, como el citado numeral 35 de la Ley No.7092 del 21 de abril de 1988, denominada Ley del Impuesto sobre la Renta, reza: 
“ARTICULO 35.- Ingresos no sujetos.

No serán gravados con este impuesto los ingresos que las personas perciban por los siguientes conceptos:

(…)

c) Las indemnizaciones que se reciban, mediante pago único o en pagos periódicos, por causa de muerte o por incapacidades ocasionadas por accidente o por enfermedad, ya sea que los pagos se efectúen conforme con el régimen de seguridad social, por contratos de seguros celebrados con el Instituto Nacional de Seguros, o en virtud de sentencia judicial; así como otras indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo.

(…)”.
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Realizando una lectura detallada del artículo anterior, se desprende que este inciso c), establece como no sujeto al citado impuesto de renta las indemnizaciones por accidente o enfermedad, siempre y cuando deriven de los supuestos ahí señalados, agregando por último, las indemnizaciones que se perciban de conformidad con lo establecido en el Código de Trabajo.
De ahí que, el análisis esbozado por la Auditoría General en su informe de advertencia No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, atienda el punto medular para el presente caso y es que si bien la figura de la licencia por maternidad opera grosso modo en iguales condiciones para las funcionarias judiciales como para las demás mujeres trabajadoras del país, la diferencia sustancial radica en que la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su 44 dispone lo siguiente: 
“Artículo 44.- (…)

Asimismo, los servidores varones tendrán derecho a una licencia con goce de sueldo, durante una semana, cuando naciere un hijo suyo, y las servidoras a tres meses con goce de sueldo, cuando adopten a un menor de edad.

Toda servidora judicial en estado de gravidez tendrá derecho a licencia con su salario completo por cuatro meses, distribuidos un mes antes y tres meses después del parto. Durante ese período, se pagará a la respectiva servidora en la forma dispuesta en el artículo 42 de esta Ley, y la Corte le garantizará los derechos acordados en el artículo 97 del Código de Trabajo.” (El resaltado no es del original)
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 Es decir, la forma en que se remunerará a la servidora judicial, obedece a las condiciones del citado ordinal 42, que textualmente señala: 
“Artículo 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva.” (Subrayado y negrita no pertenecen al original).
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Es decir, en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se regula de forma propia y especial para este Poder de la República, la aplicación de la licencia por maternidad, siendo que al hacer referencia al numeral 42 indicado supra, se consolida el carácter salarial de dicho importe devengado por las funcionarias en el pre y post parto, al señalar que se otorgará como una licencia con goce de sueldo, la cual debe entenderse como la posibilidad del trabajador de obtener el permiso solicitado sin que exista un perjuicio en su salario,  es decir, sin que exista ningún rebajo en su remuneración por el tiempo no laborado.
Esta regulación particular para Poder Judicial, ocasiona que lo dispuesto en el artículo 35, inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no sea aplicable en la institución, por cuanto nuestro régimen de regulación de indemnizaciones no se encuentra contemplado en los supuestos indicados expresamente en el artículo en mención. De ahí, que el carácter salarial del citado importe económico devengado por las funcionarias judiciales se mantenga incólume y consecuentemente, sea sujeto de la aplicación tributaria correspondiente, por lo que debe deducirse el impuesto sobre la renta. 
Por tanto, si bien la licencia de maternidad como de indicó líneas atrás, opera en los mismos términos tanto para las funcionarias judiciales como para las demás trabajadoras del país, en razón del carácter orientador y de orden público de esta norma, en la cual se establecen los mínimos y máximos de garantía que deben existir en la relación obrero patronal, la excepción establecida en la norma tributaria no contempla el régimen aplicado en este Poder la República. 
Como bien lo señala la Auditaría en su informe, la materia tributaria es reserva de ley y por ende, sólo de forma expresa en un norma puede aplicarse el supuesto de que un ingreso no se encuentre sujeto al impuesto sobre la renta. Específicamente, se señala en la advertencia No. 1103-AUD2019 de la Auditoría Interna:  
“Aunado a ello, esta Auditoría Judicial considera que las cuestiones tributarias son materia privativa de la ley, de conformidad con lo indicado por el artículo 5 de Código de Normas y Procedimientos Tributarios (Ley N°4755).

Artículo 5º.- Materia privativa de la ley. En cuestiones tributarias solo la ley puede:

a) Crear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho generador de la relación tributaria; establecer las tarifas de los tributos y sus bases de cálculo; e indicar el sujeto pasivo;

b) Otorgar exenciones, reducciones o beneficios;

c) Tipificar las infracciones y establecer las respectivas sanciones;

d) Establecer privilegios, preferencias y garantías para los créditos tributarios; y
e) Regular los modos de extinción de los créditos tributarios por medios distintos del pago. 

(El resaltado no es del original)
Por lo cual, es menester indicar que el supuesto del artículo 35 in
ciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta, se refiere únicamente a las indemnizaciones percibidas de acuerdo con el Código de Trabajo, de modo que, no abarcan las licencias con goce de sueldo de conformidad con los artículos 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”.
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Señala a su vez el citado informe que: 
“Bajo esa línea, es indiscutible que el artículo 44 en concordancia con el artículo 42, ambos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, forman el bloque de legalidad específico para esta institución en materia de licencias e incapacidades de sus funcionarios. 

Es por esa razón que esta Auditoría Interna considera que los criterios emitidos por la Dirección General de Tributación (DGT), mediante oficios DGT-437-1996 del 11 de marzo de 1996, DGT-104-2002 de 11 de febrero de 2002 y DGT-1092-2016 del 01 de noviembre de 2016, no contemplan las regulaciones particulares del sistema que el legislador estableció para el Poder Judicial.

Esto se puede colegir, porque dicho ente utiliza como base el artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta para determinar que la licencia de maternidad es un ingreso no afecto al impuesto sobre la renta y enfatiza que se debe a que la remuneración percibida en esos casos son consideradas indemnizaciones reguladas por el Código de Trabajo, lo cual –como se explicó supra- no aplica en el caso del Poder Judicial.

(…)

Por lo tanto, los citados oficios emitidos por el Órgano Tributario no son de aplicación para este Poder de la República, en virtud de que ninguno contempló el análisis de las normas particulares que engloban la forma de pago de las licencias de maternidad en el Poder Judicial, las cuales no se rigen por las indemnizaciones establecidas en el Código de Trabajo”.

-0-
El criterio anteriormente citado, es compartido por este Colegio, al cual debe agregarse lo concerniente a las particularidades presupuestarias que presentan las indemnizaciones por licencia de maternidad en el Poder Judicial, esto por cuanto se debitan de la partida de “Remuneraciones”, lo cual reitera y sustenta el carácter salarial de la erogación realizada a las funcionarias judiciales y por ende, la aplicación del impuesto sobre la renta. 
Respecto a la violación al principio de igualdad en la aplicación del régimen de indemnizaciones de este Poder de la República, debe mencionarse lo indicado por la Sala Constitucional en la resolución Nº 20473-2014 del 18 de diciembre de 2014, al señalar expresamente sobre la desigualdad que genera el trato diferenciado hacia los funcionarios del Poder Judicial con otros sistemas que: 
“La confrontación de las normas impugnadas con el principio de igualdad debe hacerse, conforme a las sentencias transcritas, analizando: a) la igualdad entre iguales; y b) la igualdad como razonabilidad. La primera exigencia se circunscribe a los beneficiarios entre sí del mismo sistema de incapacidades del Poder Judicial y no a una comparación entre los destinatarios de diversos sistemas. Las normas impugnadas no hacen distinción entre los servidores judiciales, por lo que la desigualdad debe descartarse en este primer aspecto. Restaría examinar el vinculado a la segunda noción de igualdad como razonabilidad.

(…) A partir del desarrollo jurisprudencial hecho la Sala en cuanto al principio de igualdad -supra Considerando IX- y a la seguridad social -supra Considerando XI- este Tribunal estima que, en el presente caso, no hay una lesión al artículo 33 de la Constitución Política. El legislador ordinario, dentro del conjunto más o menos amplio de opciones que tenía a su disposición al momento de reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial, estimó pertinente mantener como pago periódico producto de la incapacidad por enfermedad de los servidores judiciales una licencia con goce de salario. Para este Tribunal, dicho pago periódico resulta razonable ya que en materia laboral los beneficios que se establezcan en favor de los trabajadores, encuentran sustento en los principios de solidaridad humana y justicia social que contiene el artículo 74 de la Constitución Política, sea que los trabajadores pueden ser acreedores de garantías adicionales. El Estado Costarricense, de conformidad con el marco político social y económico de nuestra Constitución, puede disponer de una mayor protección y cobertura social. El otorgar una licencia con goce de salario como el pago periódico a un servidor judicial incapacitado resulta razonable y adecuado para el logro da la finalidad que se persigue, cual es protegerlo frente a una situación adversa e involuntaria que le impide trabajar y obtener los medios para satisfacer sus necesidades. En consecuencia, la acción también debe ser desestimada en cuanto a este extremo”.
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Por tanto, este Colegio con base en los argumentos jurídicos anteriormente señalados, considera que el monto económico otorgado a las funcionarias judiciales en estado de gravidez, para el disfrute de su licencia de maternidad constituye salario y por ende se encuentra sujeto a la aplicación del impuesto sobre la renta, por el régimen de carácter especial establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y reconocido por la Sala Constitucional, por lo que el presupuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no resulta aplicable para el caso concreto, al no contemplar en su texto el sistema legal, aplicable y jurídicamente reconocido en el Poder Judicial. 
Se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por Adriana Muñoz Ugalde, cédula de identidad 6- 0355-0412, contra lo resuelto este Consejo Superior en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII. Se declara acuerdo en firme.
ARTÍCULO XI
DOCUMENTO N° 9520-18, 13955-19
[bookmark: _Toc23839512]Manifiesta la señora Mariela Medina McTaggart, cédula de identidad 06-0341-0266, contra lo resulto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, lo siguiente:
“En fecha anterior, formulé solicitud ante el Departamento de Gestión Humana, a fin de que se retribuyeran los montos correspondientes al impuesto sobre la renta que se me habían deducido de mi salario durante el periodo de incapacidad por maternidad de mi hija Paula Zarela Rojas Medina, periodo de licencia que se extendió para su nacimiento de del 11 de agosto del 2017 al 10 de diciembre de 2017. En esa oportunidad señalé expresamente que durante ese período se me realizó el rebajo del monto correspondiente al impuesto sobre la renta.

En este sentido, la ley número 7092, en su artículo 35 inciso c, en consonancia con la resolución número DGT-1092-2016 de la Dirección General de Tributación Directa, complementada a su vez jurisprudencia administrativa, se estableció que a las mujeres que se encuentran gozando de una licencia por maternidad y posean un salario mayor al tramo exento establecido, no se les debe rebajar el impuesto sobre la renta.

En dicha resolución se efectuó un análisis de varias consultas a la Procuraduría General de la República sobre el tema, así como algunos pronunciamientos anteriores de la Dirección de Tributación Directa, y se concluyó que según una correcta interpretación del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, No. 7092 de 21 de abril de 1988 y sus reformas, las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo (dentro de éstas las que corresponden a licencias por maternidad) se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia.

Existe un antecedente en el Poder Judicial, en el cual su Departamento solicitó a la Dirección Jurídica un criterio al respecto, como respuesta se emitió el oficio N.º DJ-2523-2018 de fecha 26 de julio 2018, en el cual, entre otras cosas, señala lo siguiente:

“[…] En este sentido, si bien los votos 1114-2006 de 10:35 de 30 de noviembre de 2006 y 9:45 de 30 de noviembre de 2006 de Sala Segunda indican que lo percibido en el Poder Judicial por concepto de una incapacidad, es salario, por cuanto lo pagado se equipara a una licencia y el voto Nº 2014-020473 de las quince horas veinte minutos del dieciocho de diciembre de dos mil catorce de la Sala Constitucional, reafirma tal concepto; para efectos estrictamente tributarios, no es procedente que la licencia por maternidad sea considerada como salario, habida cuenta que no posee la naturaleza remunerativa indicada. Estima esta unidad asesora que evidentemente el propósito del legislador era mantener el monto de la remuneración incólumne, más sin que se estimara que la licencia por maternidad implicaba que la misma era salario, cuando como en el caso está ausente el carácter contraprestacional del mismo.

Consecuentemente al no tener carácter remuneratorio, la licencia por maternidad no está afecta al pago de impuesto sobre la renta.”

Tomado en cuenta este criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, en la sesión N° 75-18 celebrada el 23 de agosto del 2018, en Consejo Superior decidió:

 “Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar la devolución de los montos correspondientes del impuesto sobre la renta debitados durante la licencia de maternidad a la licenciada Marcela Araya Rojas, Fiscala de la Fiscalía General. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, realizar los ajustes correspondientes, para que a partir de la comunicación este acuerdo, no se deduzca el impuesto sobre la renta en aquellos casos donde exista una licencia por maternidad. 3.) Indicar a la citada Dirección, que las devoluciones que correspondan a los rebajos ya realizados a las servidoras en licencia de maternidad, deberán efectuarse previa solicitud de las interesadas. ”

Además, nuevamente conociendo sobre este tema el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial,  en sesión N°05-19 celebrada el 23 de enero de 2019, artículo XLVIIII, menciona:

 “Se acordó:1.) Trasladar a la Dirección de Tecnología para que realice las modificaciones pertinentes al sistema e informe a este Consejo a la brevedad partir de cuándo se hará efectiva la aplicación. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, como medida provisional reintegrar el monto debitado por el sistema de pagos actual a las gestionantes afectadas.”

Así las cosas, el Consejo Superior reiteradamente ha mantenido el criterio de que procede la devolución de los montos que fueron retenidos correspondientes al impuesto sobre la renta durante las licencias de maternidad, siguiendo los párametros definidos por la Dirección Jurídica del Poder Judicial. Estos acuerdos constituyen actos administrativos que adquirieron firmeza.

Sin embargo, en el último acuerdo del Consejo Superior por voto de mayoría, se modificó  el criterio con base en el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y se decide revocar y dejar sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por ese Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.

Considera la suscrita, que esta última resolución no resulta procedente desde el punto de vista administrativo, pues las decisiones previas del Consejo Superior se consolidaron como actos administrativos finales que adquirieron firmeza desde su ratificación y aprobación.

La posición asumida por el auditoría judicial, no contiene un fundamento jurídico sólido, en atención a los principios del derecho laboral y a la naturaleza del subsidio que se recibe durante las licencias de maternidad, lo que sí realiza de manera detallada el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial que fue la base para las anteriores decisiones del Consejo Superior.

En este orden de ideas, los fundamentos que se exponen en el informe  número 1103-AUD2019,  más bien reflejan una clara violación al principio de igualdad consagrado en la Constitución Política en el artículo 33, al considerar que a las funcionarias judiciales se nos debe aplicar la Ley Orgánica del Poder Judicial y no la normativa general del Código de Trabajo, dejándonos en clara desventaja con respecto a las demás funcionarias públicas, al aplicarnos una ley especial, que en el tema en cuestión genera desigualdad y violación al principio un dubio pro operario.

No puede dejarse lado que el informe de la Auditoría Judicial, se basa más en posiciones tendientes a la protección de las arcas estatales, y al impacto económico que puede generar en el presupuesto nacional, y deja de lado el reconocimiento de derechos laborales de las mujeres en licencia de maternidad, situación que resulta a todas luces es muy lamentable, pues se añora un abordaje del tema desde la perspectiva de género.

Por ello, con el debido respeto solicito se mantenga incólume la decisión en la que se ordene el reintegro del impuesto de la renta a las personas afectadas con dicho acto y se reconsidere la posición del Consejo Superior, mediante la cual acordó que no era procedente la devolución del impuesto sobre la renta a las mujeres que gozan de la licencia de maternidad”.
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Sobre el particular, debe señalarse que este Consejo como parte de las razones esbozadas en el artículo XXVIII, de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, analizó aspectos jurídicos de importancia sobre el tema de la retención del impuesto sobre en la renta en el importe económico devengado por las funcionarias judiciales que disfrutan de una licencia por maternidad y los cuales deber ser contemplados nuevamente para efectos de dar respuesta a la reconsideración planteada. 
De esta forma, se señaló que en el criterio de la Dirección General de Tributación, DGT-104 del 11 de febrero del 2002, si bien se establece que el importe económico devengado por la trabajadora durante el pre y post parto constituye un subsidio y por ende, no puede catalogarse como salario al no existir contraprestación laboral por parte de esta, sí se le otorga este carácter remunerativo salarial para los demás derechos laborales. 
Expresamente, se señala en el citado documento que: “la remuneración en caso de pre y posparto es salario solo para efecto de calcular los derechos laborales (antigüedad) derivados del contrato de trabajo, pero para efectos del impuesto sobre la renta rige lo dispuesto en el artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988, que establece que las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia”.
Es así, como el citado numeral 35 de la Ley No.7092 del 21 de abril de 1988, denominada Ley del Impuesto sobre la Renta, reza: 
“ARTICULO 35.- Ingresos no sujetos.

No serán gravados con este impuesto los ingresos que las personas perciban por los siguientes conceptos:

(…)

c) Las indemnizaciones que se reciban, mediante pago único o en pagos periódicos, por causa de muerte o por incapacidades ocasionadas por accidente o por enfermedad, ya sea que los pagos se efectúen conforme con el régimen de seguridad social, por contratos de seguros celebrados con el Instituto Nacional de Seguros, o en virtud de sentencia judicial; así como otras indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo.

(…)”.
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Realizando una lectura detallada del artículo anterior, se desprende que este inciso c), establece como no sujeto al citado impuesto de renta las indemnizaciones por accidente o enfermedad, siempre y cuando deriven de los supuestos ahí señalados, agregando por último, las indemnizaciones que se perciban de conformidad con lo establecido en el Código de Trabajo.
De ahí que, el análisis esbozado por la Auditoría General en su informe de advertencia No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, atienda el punto medular para el presente caso y es que si bien la figura de la licencia por maternidad opera grosso modo en iguales condiciones para las funcionarias judiciales como para las demás mujeres trabajadoras del país, la diferencia sustancial radica en que la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su 44 dispone lo siguiente: 
“Artículo 44.- (…)

Asimismo, los servidores varones tendrán derecho a una licencia con goce de sueldo, durante una semana, cuando naciere un hijo suyo, y las servidoras a tres meses con goce de sueldo, cuando adopten a un menor de edad.

Toda servidora judicial en estado de gravidez tendrá derecho a licencia con su salario completo por cuatro meses, distribuidos un mes antes y tres meses después del parto. Durante ese período, se pagará a la respectiva servidora en la forma dispuesta en el artículo 42 de esta Ley, y la Corte le garantizará los derechos acordados en el artículo 97 del Código de Trabajo.” (El resaltado no es del original)
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Es decir, la forma en que se remunerará a la servidora judicial, obedece a las condiciones del citado ordinal 42, que textualmente señala: 
“Artículo 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva.” (Subrayado y negrita no pertenecen al original).
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Es decir, en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se regula de forma propia y especial para este Poder de la República, la aplicación de la licencia por maternidad, siendo que al hacer referencia al numeral 42 indicado supra, se consolida el carácter salarial de dicho importe devengado por las funcionarias en el pre y post parto, al señalar que se otorgará como una licencia con goce de sueldo, la cual debe entenderse como la posibilidad del trabajador de obtener el permiso solicitado sin que exista un perjuicio en su salario,  es decir, sin que exista ningún rebajo en su remuneración por el tiempo no laborado.
Esta regulación particular para Poder Judicial, ocasiona que lo dispuesto en el artículo 35, inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no sea aplicable en la institución, por cuanto nuestro régimen de regulación de indemnizaciones no se encuentra contemplado en los supuestos indicados expresamente en el artículo en mención. De ahí, que el carácter salarial del citado importe económico devengado por las funcionarias judiciales se mantenga incólume y consecuentemente, sea sujeto de la aplicación tributaria correspondiente, por lo que debe deducirse el impuesto sobre la renta. 
Por tanto, si bien la licencia de maternidad como de indicó líneas atrás, opera en los mismos términos tanto para las funcionarias judiciales como para las demás trabajadoras del país, en razón del carácter orientador y de orden público de esta norma, en la cual se establecen los mínimos y máximos de garantía que deben existir en la relación obrero patronal, la excepción establecida en la norma tributaria no contempla el régimen aplicado en este Poder la República. 
Como bien lo señala la Auditaría en su informe, la materia tributaria es reserva de ley y por ende, sólo de forma expresa en un norma puede aplicarse el supuesto de que un ingreso no se encuentre sujeto al impuesto sobre la renta. Específicamente, se señala en la advertencia No. 1103-AUD2019 de la Auditoría Interna:  
“Aunado a ello, esta Auditoría Judicial considera que las cuestiones tributarias son materia privativa de la ley, de conformidad con lo indicado por el artículo 5 de Código de Normas y Procedimientos Tributarios (Ley N°4755).

Artículo 5º.- Materia privativa de la ley. En cuestiones tributarias solo la ley puede:

a) Crear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho generador de la relación tributaria; establecer las tarifas de los tributos y sus bases de cálculo; e indicar el sujeto pasivo;

b) Otorgar exenciones, reducciones o beneficios;

c) Tipificar las infracciones y establecer las respectivas sanciones;

d) Establecer privilegios, preferencias y garantías para los créditos tributarios; y

e) Regular los modos de extinción de los créditos tributarios por medios distintos del pago. 

(El resaltado no es del original)

Por lo cual, es menester indicar que el supuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta, se refiere únicamente a las indemnizaciones percibidas de acuerdo con el Código de Trabajo, de modo que, no abarcan las licencias con goce de sueldo de conformidad con los artículos 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”. 
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Señala a su vez el citado informe que: 
“Bajo esa línea, es indiscutible que el artículo 44 en concordancia con el artículo 42, ambos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, forman el bloque de legalidad específico para esta institución en materia de licencias e incapacidades de sus funcionarios. 

Es por esa razón que esta Auditoría Interna considera que los criterios emitidos por la Dirección General de Tributación (DGT), mediante oficios DGT-437-1996 del 11 de marzo de 1996, DGT-104-2002 de 11 de febrero de 2002 y DGT-1092-2016 del 01 de noviembre de 2016, no contemplan las regulaciones particulares del sistema que el legislador estableció para el Poder Judicial.

Esto se puede colegir, porque dicho ente utiliza como base el artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta para determinar que la licencia de maternidad es un ingreso no afecto al impuesto sobre la renta y enfatiza que se debe a que la remuneración percibida en esos casos son consideradas indemnizaciones reguladas por el Código de Trabajo, lo cual –como se explicó supra- no aplica en el caso del Poder Judicial.

(…)

Por lo tanto, los citados oficios emitidos por el Órgano Tributario no son de aplicación para este Poder de la República, en virtud de que ninguno contempló el análisis de las normas particulares que engloban la forma de pago de las licencias de maternidad en el Poder Judicial, las cuales no se rigen por las indemnizaciones establecidas en el Código de Trabajo”.
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El criterio anteriormente citado, es compartido por este Colegio, al cual debe agregarse lo concerniente a las particularidades presupuestarias que presentan las indemnizaciones por licencia de maternidad en el Poder Judicial, esto por cuanto se debitan de la partida de “Remuneraciones”, lo cual reitera y sustenta el carácter salarial de la erogación realizada a las funcionarias judiciales y por ende, la aplicación del impuesto sobre la renta. 
Respecto a la violación al principio de igualdad en la aplicación del régimen de indemnizaciones de este Poder de la República, debe mencionarse lo indicado por la Sala Constitucional en la resolución Nº 20473-2014 del 18 de diciembre de 2014, al señalar expresamente sobre la desigualdad que genera el trato diferenciado hacia los funcionarios del Poder Judicial con otros sistemas que: 
“La confrontación de las normas impugnadas con el principio de igualdad debe hacerse, conforme a las sentencias transcritas, analizando: a) la igualdad entre iguales; y b) la igualdad como razonabilidad. La primera exigencia se circunscribe a los beneficiarios entre sí del mismo sistema de incapacidades del Poder Judicial y no a una comparación entre los destinatarios de diversos sistemas. Las normas impugnadas no hacen distinción entre los servidores judiciales, por lo que la desigualdad debe descartarse en este primer aspecto. Restaría examinar el vinculado a la segunda noción de igualdad como razonabilidad.

(…) A partir del desarrollo jurisprudencial hecho la Sala en cuanto al principio de igualdad -supra Considerando IX- y a la seguridad social -supra Considerando XI- este Tribunal estima que, en el presente caso, no hay una lesión al artículo 33 de la Constitución Política. El legislador ordinario, dentro del conjunto más o menos amplio de opciones que tenía a su disposición al momento de reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial, estimó pertinente mantener como pago periódico producto de la incapacidad por enfermedad de los servidores judiciales una licencia con goce de salario. Para este Tribunal, dicho pago periódico resulta razonable ya que en materia laboral los beneficios que se establezcan en favor de los trabajadores, encuentran sustento en los principios de solidaridad humana y justicia social que contiene el artículo 74 de la Constitución Política, sea que los trabajadores pueden ser acreedores de garantías adicionales. El Estado Costarricense, de conformidad con el marco político social y económico de nuestra Constitución, puede disponer de una mayor protección y cobertura social. El otorgar una licencia con goce de salario como el pago periódico a un servidor judicial incapacitado resulta razonable y adecuado para el logro da la finalidad que se persigue, cual es protegerlo frente a una situación adversa e involuntaria que le impide trabajar y obtener los medios para satisfacer sus necesidades. En consecuencia, la acción también debe ser desestimada en cuanto a este extremo”.
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Por tanto, este Colegio con base en los argumentos jurídicos anteriormente señalados, considera que el monto económico otorgado a las funcionarias judiciales en estado de gravidez, para el disfrute de su licencia de maternidad constituye salario y por ende se encuentra sujeto a la aplicación del impuesto sobre la renta, por el régimen de carácter especial establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y reconocido por la Sala Constitucional, por lo que el presupuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no resulta aplicable para el caso concreto, al no contemplar en su texto el sistema legal, aplicable y jurídicamente reconocido en el Poder Judicial. 
Se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por Mariela Medina McTaggart, cédula de identidad 6- 0341-0266, contra lo resuelto este Consejo Superior en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII. Se declara acuerdo en firme.
ARTÍCULO XII
DOCUMENTO N° 9520-18, 13997-19
[bookmark: _Toc23839514]Manifiesta la señora Damaris Cruz Obregón, contra lo resulto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, lo siguiente:
“[…]

I. Previo:

a- De la devolución del impuesto sobre la renta: Mediante acuerdo tomado por el Consejo Superior el 15 de noviembre de 2018, en el artículo XLV, se dispuso establecer un “procedimiento de devolución del impuesto sobre la renta a las mujeres con licencia de maternidad, según lo dispuesto por la Dirección Jurídica, mediante oficio N° DJ-3807-2018 del 07 de noviembre del 2018”.

b- Solicitud de devolución: Con fundamento en este acuerdo, solicité la devolución de los montos del impuesto sobre la renta que me fueron rebajaron durante la licencia por maternidad con ocasión del nacimiento de mi hijo mayor Caleb Chávez Cruz en el año 2016, así como el periodo comprendido entre el 10 y 31 de mayo de 2019, con ocasión de la licencia por maternidad con ocasión del nacimiento de mi hijo menor Tomás Chávez Cruz.

c- Denegatoria de la devolución y “recuperación de montos”: La señora Patricia Bonilla Vindas me comunica, mediante correo electrónico recibido el 22 de octubre de 2019, que:

“En atención a su solicitud de devolución del impuesto sobre la renta por licencia de maternidad, nos permitimos indicar que el pasado 15 de octubre de 2019, el Consejo Superior nos informa que en sesión N°84-19 celebrada el 26 de septiembre del 2019 se acordó 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. 3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción…(...) Por lo anterior no procede la solicitud realizada ante esta Dirección. // Cualquier gestión adicional puede remitirla al Consejo Superior, para lo que bien estime. // Patricia Bonilla V. // Unidad de Deducciones Tel. 2295-4287 / 3774”. 

d- Aclaración y cobro: Por este motivo le solicité aclaración a la señora Bonilla mediante correo electrónico del 25 de octubre de 2019, el cual me respondió el día de hoy por el mismo medio, indicando lo siguiente: “Buenas tardes compañera, Se le estaría cobrando únicamente, el periodo del 10 de mayo al 8 de setiembre de los corrientes cuando estuvo incapacitada por maternidad. Le adjunto arriba el oficio emitido por acuerdo al Consejo Superior. Saludos,” (sic). Adjunto venía el Oficio 10629-19 que pone en conocimiento el acuerdo de la Sesión 84-19 arriba indicado.

II. Sobre el fondo:

1- Del ámbito de protección de la licencia de maternidad en Costa Rica: El derecho a la maternidad es considerado un derecho fundamental protegido en la Constitución Política:

Artículo 51- La familia, como elemento natural y fundamento de la sociedad, tiene derecho a la protección especial del Estado. Igualmente, tendrán derecho a esa protección la madre, el niño y la niña, las personas adultas mayores y las personas con discapacidad.

Asimismo, en el ordenamiento jurídico los legisladores han dispuesto una serie de leyes, decretos, reglamentos y políticas públicas destinadas a cumplir este objetivo, entre ellas está lo dispuesto en el Código de Trabajo, que protegen a las madres trabajadoras embarazadas y en periodo de lactancia, (artículos 94 al 100), derechos que deben ser respetados por todas las instituciones o empresas del país tanto públicas como privadas, ya que contemplan entre ellos la prohibición de despedir a la madre embarazada o en periodo de lactancia, la madre trabajadora debe informar al patrono de su condición de embarazo (articulo94 y 94 bis) y si fuera despedida, se puede gestionar ante el Juez de Trabajo su reinstalación inmediata. La trabajadora embarazada gozará de una licencia remunerada por maternidad (artículo 95) durante el mes anterior y tres meses posteriores al parto, tiene derecho al salario completo y no afecta el aguinaldo, este periodo se considera también como el tiempo mínimo de lactancia y puede prolongarse por prescripción médica, este articulo apoya la solicitud de la hora de lactancia y la madre tiene derecho a solicitarlo por el tiempo que amamanta a su hijo (a) previa certificación médica. 

2- Exoneración del impuesto sobre la renta durante la licencia de maternidad: La Dirección Jurídica, propiamente en el oficio N° DJ-2523-2018  del  26 de julio de 2018, refiere que, para efectos tributarios, la licencia de maternidad no se debe de considerar salario; en lo concerniente reza:

En este sentido, si bien los votos 1114-2006 de 10:35 de 30 de noviembre de 2006 y 9:45 de 30 de noviembre de 2006 de Sala Segunda indican que lo percibido en el Poder Judicial por concepto de una incapacidad, es salario, por cuanto lo pagado se equipara a una licencia y el voto Nº 2014-020473 de las quince horas veinte minutos del dieciocho de diciembre de dos mil catorce de la Sala Constitucional, reafirma tal concepto; para efectos estrictamente tributarios, no es procedente que la licencia por maternidad sea considerada como salario, habida cuenta que no posee la naturaleza remunerativa indicada. Estima esta unidad asesora que evidentemente el propósito del legislador era mantener el monto de la remuneración incólume, más sin que se estimara que la licencia por maternidad implicaba que la misma era salario, cuando como en el caso está ausente el carácter contraprestacional del mismo.

Esta opinión fue avalada por Consejo Superior en sesión del 15 de noviembre de 2018, artículo XLV arriba citado.

3- Revocación del acuerdo: Posteriormente, el Consejo Superior ha dispuesto el cobro del impuesto sobre la renta que no se me dedujo en los períodos ya indicados, con base en lo que respetuosamente considero que ha sido una interpretación errónea de la recomendación brindada por la Dirección Jurídica, ya que se ha sobrepuesto una opinión de carácter económico como la brindada por la oficina de Auditoría Judicial sobre lo establecido en la legislación especializada.

III. Cuestiones de admisibilidad

Tomando en cuenta que mediante Circular No. 16-2018 se previno a los servidores judiciales que no se conocerá ningún recurso de reconsideración hasta tanto el acto del Consejo Superior haya sido formalmente comunicado por la Secretaría General de la Corte a los medios señalados y transcurrido el plazo para interponerlo, hago de su conocimiento que dicho acuerdo nunca me fue notificado de manera personal sino que fue comunicado al Departamento de Personal y éste me lo comunicó a mí mediante los correos electrónicos ya citados.

Pretensión

Por lo anterior, solicito se acoja el presente recurso de reconsideración y se revoque lo dispuesto  sesión N°84-19 celebrada el 26 de septiembre del 2019 manteniéndose las políticas institucionales establecidas en el artículo XLV de la sesión del 15 de noviembre de 2018, toda vez que el cobro que se va a realizar va a afectar seriamente mi situación económica y la de mis hijos, aunado al hecho de que eventualmente el nuevo acuerdo podría surtir efectos a partir de su publicación y no de manera retroactiva.

Fundamento Jurídico

En los artículos 83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 173 inciso 2) de la Ley General de la Administración Pública.

[…]”
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Sobre el particular, debe señalarse que este Consejo como parte de las razones esbozadas en el artículo XXVIII, de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, analizó aspectos jurídicos de importancia sobre el tema de la retención del impuesto sobre en la renta en el importe económico devengado por las funcionarias judiciales que disfrutan de una licencia por maternidad y los cuales deber ser contemplados nuevamente para efectos de dar respuesta a la reconsideración planteada. 
De esta forma, se señaló que en el criterio de la Dirección General de Tributación, DGT-104 del 11 de febrero del 2002, si bien se establece que el importe económico devengado por la trabajadora durante el pre y post parto constituye un subsidio y por ende, no puede catalogarse como salario al no existir contraprestación laboral por parte de esta, sí se le otorga este carácter remunerativo salarial para los demás derechos laborales. 
Expresamente, se señala en el citado documento que: “la remuneración en caso de pre y posparto es salario solo para efecto de calcular los derechos laborales (antigüedad) derivados del contrato de trabajo, pero para efectos del impuesto sobre la renta rige lo dispuesto en el artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988, que establece que las indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo se consideran ingresos no sujetos al impuesto en referencia”.
Es así, como el citado numeral 35 de la Ley No.7092 del 21 de abril de 1988, denominada Ley del Impuesto sobre la Renta, reza: 
“ARTICULO 35.- Ingresos no sujetos.

No serán gravados con este impuesto los ingresos que las personas perciban por los siguientes conceptos:

(…)

c) Las indemnizaciones que se reciban, mediante pago único o en pagos periódicos, por causa de muerte o por incapacidades ocasionadas por accidente o por enfermedad, ya sea que los pagos se efectúen conforme con el régimen de seguridad social, por contratos de seguros celebrados con el Instituto Nacional de Seguros, o en virtud de sentencia judicial; así como otras indemnizaciones que se perciban de acuerdo con las disposiciones del Código de Trabajo.

(…)”.
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Realizando una lectura detallada del artículo anterior, se desprende que este inciso c), establece como no sujeto al citado impuesto de renta las indemnizaciones por accidente o enfermedad, siempre y cuando deriven de los supuestos ahí señalados, agregando por último, las indemnizaciones que se perciban de conformidad con lo establecido en el Código de Trabajo.
De ahí que, el análisis esbozado por la Auditoría General en su informe de advertencia No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, atienda el punto medular para el presente caso y es que si bien la figura de la licencia por maternidad opera grosso modo en iguales condiciones para las funcionarias judiciales como para las demás mujeres trabajadoras del país, la diferencia sustancial radica en que la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su 44 dispone lo siguiente: 
“Artículo 44.- (…)

Asimismo, los servidores varones tendrán derecho a una licencia con goce de sueldo, durante una semana, cuando naciere un hijo suyo, y las servidoras a tres meses con goce de sueldo, cuando adopten a un menor de edad.

Toda servidora judicial en estado de gravidez tendrá derecho a licencia con su salario completo por cuatro meses, distribuidos un mes antes y tres meses después del parto. Durante ese período, se pagará a la respectiva servidora en la forma dispuesta en el artículo 42 de esta Ley, y la Corte le garantizará los derechos acordados en el artículo 97 del Código de Trabajo.” (El resaltado no es del original)
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Es decir, la forma en que se remunerará a la servidora judicial, obedece a las condiciones del citado ordinal 42, que textualmente señala: 
“Artículo 42.- Cuando un servidor judicial sea incapacitado por enfermedad, la Dirección Ejecutiva tramitará la licencia con goce de sueldo. Cuando se trate de un Magistrado, esa función le compete al Presidente de la Corte. El servidor recibirá lo necesario hasta completar su salario a partir del monto que reciba de la Caja Costarricense del Seguro Social y, en materia de riesgos profesionales, lo que indique la ley respectiva.” (Subrayado y negrita no pertenecen al original).
- 0 -
Es decir, en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se regula de forma propia y especial para este Poder de la República, la aplicación de la licencia por maternidad, siendo que al hacer referencia al numeral 42 indicado supra, se consolida el carácter salarial de dicho importe devengado por las funcionarias en el pre y post parto, al señalar que se otorgará como una licencia con goce de sueldo, la cual debe entenderse como la posibilidad del trabajador de obtener el permiso solicitado sin que exista un perjuicio en su salario,  es decir, sin que exista ningún rebajo en su remuneración por el tiempo no laborado.
Esta regulación particular para Poder Judicial, ocasiona que lo dispuesto en el artículo 35, inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no sea aplicable en la institución, por cuanto nuestro régimen de regulación de indemnizaciones no se encuentra contemplado en los supuestos indicados expresamente en el artículo en mención. De ahí, que el carácter salarial del citado importe económico devengado por las funcionarias judiciales se mantenga incólume y consecuentemente, sea sujeto de la aplicación tributaria correspondiente, por lo que debe deducirse el impuesto sobre la renta. 
Por tanto, si bien la licencia de maternidad como de indicó líneas atrás, opera en los mismos términos tanto para las funcionarias judiciales como para las demás trabajadoras del país, en razón del carácter orientador y de orden público de esta norma, en la cual se establecen los mínimos y máximos de garantía que deben existir en la relación obrero patronal, la excepción establecida en la norma tributaria no contempla el régimen aplicado en este Poder la República. 
Como bien lo señala la Auditaría en su informe, la materia tributaria es reserva de ley y por ende, sólo de forma expresa en un norma puede aplicarse el supuesto de que un ingreso no se encuentre sujeto al impuesto sobre la renta. Específicamente, se señala en la advertencia No. 1103-AUD2019 de la Auditoría Interna:
“Aunado a ello, esta Auditoría Judicial considera que las cuestiones tributarias son materia privativa de la ley, de conformidad con lo indicado por el artículo 5 de Código de Normas y Procedimientos Tributarios (Ley N°4755).

Artículo 5º.- Materia privativa de la ley. En cuestiones tributarias solo la ley puede:

a) Crear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho generador de la relación tributaria; establecer las tarifas de los tributos y sus bases de cálculo; e indicar el sujeto pasivo;

b) Otorgar exenciones, reducciones o beneficios;

c) Tipificar las infracciones y establecer las respectivas sanciones;

d) Establecer privilegios, preferencias y garantías para los créditos tributarios; y

e) Regular los modos de extinción de los créditos tributarios por medios distintos del pago. 

(El resaltado no es del original)

Por lo cual, es menester indicar que el supuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta, se refiere únicamente a las indemnizaciones percibidas de acuerdo con el Código de Trabajo, de modo que, no abarcan las licencias con goce de sueldo de conformidad con los artículos 42 y 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial”. 
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Señala a su vez el citado informe que: 
“Bajo esa línea, es indiscutible que el artículo 44 en concordancia con el artículo 42, ambos de la Ley Orgánica del Poder Judicial, forman el bloque de legalidad específico para esta institución en materia de licencias e incapacidades de sus funcionarios. 

Es por esa razón que esta Auditoría Interna considera que los criterios emitidos por la Dirección General de Tributación (DGT), mediante oficios DGT-437-1996 del 11 de marzo de 1996, DGT-104-2002 de 11 de febrero de 2002 y DGT-1092-2016 del 01 de noviembre de 2016, no contemplan las regulaciones particulares del sistema que el legislador estableció para el Poder Judicial.

Esto se puede colegir, porque dicho ente utiliza como base el artículo 35 inciso c) de la Ley de Impuesto sobre la Renta para determinar que la licencia de maternidad es un ingreso no afecto al impuesto sobre la renta y enfatiza que se debe a que la remuneración percibida en esos casos son consideradas indemnizaciones reguladas por el Código de Trabajo, lo cual –como se explicó supra- no aplica en el caso del Poder Judicial.

(…)

Por lo tanto, los citados oficios emitidos por el Órgano Tributario no son de aplicación para este Poder de la República, en virtud de que ninguno contempló el análisis de las normas particulares que engloban la forma de pago de las licencias de maternidad en el Poder Judicial, las cuales no se rigen por las indemnizaciones establecidas en el Código de Trabajo”.
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El criterio anteriormente citado, es compartido por este Colegio, al cual debe agregarse lo concerniente a las particularidades presupuestarias que presentan las indemnizaciones por licencia de maternidad en el Poder Judicial, esto por cuanto se debitan de la partida de “Remuneraciones”, lo cual reitera y sustenta el carácter salarial de la erogación realizada a las funcionarias judiciales y por ende, la aplicación del impuesto sobre la renta. 
Respecto a la violación al principio de igualdad en la aplicación del régimen de indemnizaciones de este Poder de la República, debe mencionarse lo indicado por la Sala Constitucional en la resolución Nº 20473-2014 del 18 de diciembre de 2014, al señalar expresamente sobre la desigualdad que genera el trato diferenciado hacia los funcionarios del Poder Judicial con otros sistemas que: 
“La confrontación de las normas impugnadas con el principio de igualdad debe hacerse, conforme a las sentencias transcritas, analizando: a) la igualdad entre iguales; y b) la igualdad como razonabilidad. La primera exigencia se circunscribe a los beneficiarios entre sí del mismo sistema de incapacidades del Poder Judicial y no a una comparación entre los destinatarios de diversos sistemas. Las normas impugnadas no hacen distinción entre los servidores judiciales, por lo que la desigualdad debe descartarse en este primer aspecto. Restaría examinar el vinculado a la segunda noción de igualdad como razonabilidad.

(…) A partir del desarrollo jurisprudencial hecho la Sala en cuanto al principio de igualdad -supra Considerando IX- y a la seguridad social -supra Considerando XI- este Tribunal estima que, en el presente caso, no hay una lesión al artículo 33 de la Constitución Política. El legislador ordinario, dentro del conjunto más o menos amplio de opciones que tenía a su disposición al momento de reformar la Ley Orgánica del Poder Judicial, estimó pertinente mantener como pago periódico producto de la incapacidad por enfermedad de los servidores judiciales una licencia con goce de salario. Para este Tribunal, dicho pago periódico resulta razonable ya que en materia laboral los beneficios que se establezcan en favor de los trabajadores, encuentran sustento en los principios de solidaridad humana y justicia social que contiene el artículo 74 de la Constitución Política, sea que los trabajadores pueden ser acreedores de garantías adicionales. El Estado Costarricense, de conformidad con el marco político social y económico de nuestra Constitución, puede disponer de una mayor protección y cobertura social. El otorgar una licencia con goce de salario como el pago periódico a un servidor judicial incapacitado resulta razonable y adecuado para el logro da la finalidad que se persigue, cual es protegerlo frente a una situación adversa e involuntaria que le impide trabajar y obtener los medios para satisfacer sus necesidades. En consecuencia, la acción también debe ser desestimada en cuanto a este extremo”.
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Por tanto, este Colegio con base en los argumentos jurídicos anteriormente señalados, considera que el monto económico otorgado a las funcionarias judiciales en estado de gravidez, para el disfrute de su licencia de maternidad constituye salario y por ende se encuentra sujeto a la aplicación del impuesto sobre la renta, por el régimen de carácter especial establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial y reconocido por la Sala Constitucional, por lo que el presupuesto del artículo 35 inciso c) de la Ley del Impuesto sobre la Renta, no resulta aplicable para el caso concreto, al no contemplar en su texto el sistema legal, aplicable y jurídicamente reconocido en el Poder Judicial. 
Se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por Damaris Cruz Obregón, cédula de identidad 05-0330-0390, contra lo resuelto este Consejo Superior en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII. Se declara acuerdo en firme.
ARTÍCULO XIII
DOCUMENTO N° 9520-18, 13954-19
[bookmark: _Toc23839516]Se recibe solicitud de aclaración de la señora Ligia Jeannette Jiménez Zamora, respecto a lo resuelto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, manifestando lo siguiente:
“En virtud del correo remitido en fecha 22 de octubre de 2019, por parte de Patricia Bonilla Vindas, de la Unidad de Deducciones, el cual literalmente indica:

“En atención a su solicitud de devolución del impuesto sobre la renta por licencia de maternidad, nos permitimos indicar que el pasado 15 de octubre de 2019, el Consejo Superior nos informa que en sesión N°84-19 celebrada el 26 de septiembre del 2019 se acordó:

"...1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos.

2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  

3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 

4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 

5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción…"

Por lo anterior no procede la solicitud realizada ante esta Dirección.

Cualquier gestión adicional puede remitirla al Consejo Superior, para lo que bien estime.”

Con el mayor de los respetos me dirijo al estimable Consejo Superior del Poder Judicial, pues al ser parte de la gestión que se solicitó a fin de que se me devolvieran los importes correspondientes al impuesto sobre la renta, durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, soy afectada directa de su decisión, la cual me causa un agravio monetario importante, sin embargo, no se me ha puesto en conocimiento el Acuerdo de Consejo Superior en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII, y por ello no puedo ejercer el recurso de reconsideración en caso que procediera, aún y cuando considero que lo indicado supra, sobre los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, no deben ser considerados como salario, lo contrario violenta en Principio de Legalidad. 

Sumado a lo anterior, no se me ha puesto en conocimiento el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, por lo que se desconoce si existen o no argumentos al respecto y cuáles son. Por lo expuesto considero que se violenta el derecho de defensa y el debido proceso, de conformidad con los numerales 39 y 41 de la Constitución Política, 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 239 de la Ley General de la Administración Pública”.

- 0 -
Se entra a conocer la presente gestión, al tratarse de una solicitud de información referente al tema de la deducción del impuesto sobre la renta en el importe económico devengado por las funcionarias en licencia de maternidad, en donde la solicitante posee un interés directo. Se aclara, que el planteamiento realizado por la funcionaria Jiménez Zamora, no constituye un recurso de reconsideración sobre su caso, ni tampoco versa sobre alguna inconformidad con algún acto procesal o definitivo, sino más bien obedece a una solicitud de aclaración y requerimiento de la debida documentación para el ejercicio de su derecho de defensa en lo que corresponda. 
En virtud de lo anterior, este Consejo procede a comunicar para su conocimiento a la funcionaria Ligia Jeannette Jiménez Zamora, los siguientes documentos: acuerdo de la sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019.
Se acordó:1) Notificar a la funcionaria Ligia Jeannette Jiménez Zamora, el acuerdo de la sesión N° 61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, para su conocimiento. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XIV
DOCUMENTO N° 9520-18, 13999-19
[bookmark: _Toc23839518]Se recibe solicitud de aclaración de la señora Cristin Dayana Scott Núñez, cédula de identidad 1-1288-0213, respecto a lo resuelto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, manifestando lo siguiente:

“Reciban un cordial saludo y por medio de la presente hago solicitud formal remito lo siguiente: 

En fecha 22 de octubre del 2019 fue remitido correo electrónico por parte de la señora Patricia Bonilla Vindas, de la Unidad de Deducciones, de lo cual literalmente me informa lo siguiente: 

En atención a su solicitud de devolución del impuesto sobre la renta por licencia de maternidad, nos permitimos indicar que el pasado 15 de octubre de 2019, el Consejo Superior nos informa que en sesión N°84-19 celebrada el 26 de septiembre del 2019 se acordó:

"...1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos.

2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. 

3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 

4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 

5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción…"

Por lo anterior no procede la solicitud realizada ante esta Dirección.

Cualquier gestión adicional puede remitirla al Consejo Superior, para lo que bien estime.

En razón a ello me dirijo al estimable Consejo Superior del Poder Judicial,  en razón de que mi persona es parte de la gestión que se solicitó a fin de que se me devolvieran los importes correspondientes al impuesto sobre la renta, durante el pre y post parto, de mis dos licencias de maternidad y al ser mi persona la  afectada directa de su decisión, la cual me causa un agravio monetario importante, sin embargo, no se me ha puesto en conocimiento el Acuerdo de Consejo Superior en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII, y por ello no puedo ejercer el recurso de reconsideración en caso que procediera, aún y cuando considero que lo indicado supra, sobre los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, no deben ser considerados como salario, lo contrario violenta en Principio de Legalidad. 

Igualmente a la fecha no se me ha puesto en conocimiento el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, que se señala en el correo remitido, por lo que se desconoce si existen o no argumentos al respecto y cuáles son, siendo este criterio contrario a lo dispuesto por la Sala II mediante resolución 803-2011 del 29 de setiembre del año 2011 que se tramitó bajo el expediente número 06-000880-0166-LA, el cual es claro en indicar que el pago por incapacidad constituye un subsidio y no un salario.

De igual forma el Artículo 95 del Código de Trabajo nos señala: 

… Durante la licencia, el sistema de remuneración se regirá según lo dispuesto por la Caja Costarricense de Seguro Social para el "Riesgo de Maternidad". Esta remuneración deberá computarse para los derechos laborales que se deriven del contrato de trabajo. El monto que corresponda al pago de esta licencia deberá ser equivalente al salario de la trabajadora y lo cubrirán, por partes iguales, la Caja Costarricense de Seguro Social y el patrono. Asimismo, para no interrumpir la cotización durante ese período, el patrono y la trabajadora deberán aportar a esta Caja sus contribuciones sociales sobre la totalidad del salario devengado durante la licencia.

Los derechos laborales derivados del salario y establecidos en esta ley a cargo del patrono, deberán ser cancelados por él en su totalidad… 

Por lo antes expuesto considero que se violenta el derecho de defensa y el debido proceso, de conformidad con los numerales 39 y 41 de la Constitución Política, 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 239 de la Ley General de la Administración Pública”.
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Se entra a conocer la presente gestión, al tratarse de una solicitud de información referente al tema de la deducción del impuesto sobre la renta en el importe económico devengado por las funcionarias en licencia de maternidad, en donde la solicitante posee un interés directo. Se aclara, que el planteamiento realizado por la funcionaria Scott Núñez, no constituye un recurso de reconsideración sobre su caso, ni tampoco versa sobre alguna inconformidad con algún acto procesal o definitivo, sino más bien obedece a una solicitud de aclaración y requerimiento de la debida documentación para el ejercicio de su derecho de defensa en lo que corresponda. 
En virtud de lo anterior, este Consejo procede a comunicar para su conocimiento a la funcionaria Cristin Dayana Scott Núñez, los siguientes documentos: acuerdo de la sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019.
Se acordó:1) Notificar a la funcionaria Cristin Dayana Scott Núñez, el acuerdo de la sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, para su conocimiento. Se declara acuerdo firme.  
ARTÍCULO XV
DOCUMENTO N° 9520-18, 14032-19
[bookmark: _Toc23839520]Se recibe solicitud de aclaración de la señora Adriana Sobrado Elizondo, cédula de identidad 1-1291-0380, respecto a lo resuelto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, manifestando lo siguiente:
“Reciban un cordial saludo y por medio de la presente hago solicitud formal remito lo siguiente:

En fecha 22 de octubre del 2019 fue remitido correo electrónico por parte de la señora Patricia Bonilla Vindas, de la Unidad de Deducciones, de lo cual literalmente me informa lo siguiente:

En atención a su solicitud de devolución del impuesto sobre la renta por licencia de maternidad, nos permitimos indicar que el pasado 15 de octubre de 2019, el Consejo Superior nos informa que en sesión N°84-19 celebrada el 26 de septiembre del 2019 se acordó:
"
...1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos.

2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.

3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta.

4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación.

5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción…"

Por lo anterior no procede la solicitud realizada ante esta Dirección.

Cualquier gestión adicional puede remitirla al Consejo Superior, para lo que bien estime.

En razón a ello me dirijo al estimable Consejo Superior del Poder Judicial, a fin de que se me adicionen al anterior comunicado el Acuerdo de Consejo Superior en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y  informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019.

Lo anterior en virtud de que mi  persona es parte de la gestión que se solicitó a fin de que se me devolvieran los importes correspondientes al impuesto sobre la renta, durante el pre y post parto, de mis dos licencias de maternidad y al ser mi persona la  afectada directa de su decisión, la cual me causa un agravio monetario importante, sin embargo, no se me ha puesto en conocimiento el Acuerdo de Consejo Superior en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII, y por ello no puedo ejercer el recurso de reconsideración en caso que procediera, aún y cuando considero que lo indicado supra, sobre los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, no deben ser considerados como salario, siendo igualmente   este criterio contrario a lo dispuesto por la Sala II mediante resolución 803-2011 del 29 de setiembre del año 2011 que se tramitó bajo el expediente número 06-000880-0166-LA, el cual es claro en indicar que el pago por incapacidad constituye un subsidio y no un salario, así mismo contraviene con lo dispuesto en el articulo 95 de Código de Trabajo vigente a la fecha de mi gestión, todo lo anterior violenta en Principio de Legalidad.

Igualmente a la fecha no se me ha puesto en conocimiento el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, que se señala en el correo remitido, por lo que se desconoce si existen o no argumentos al respecto y cuáles son.

Por lo antes expuesto considero que se violenta el derecho de defensa y el debido proceso, de conformidad con los numerales 39 y 41 de la Constitución Política, 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 239 de la Ley General de la Administración Pública”.
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Se entra a conocer la presente gestión, al tratarse de una solicitud de información referente al tema de la deducción del impuesto sobre la renta en el importe económico devengado por las funcionarias en licencia de maternidad, en donde la solicitante posee un interés directo. Se aclara, que el planteamiento realizado por la funcionaria Sobrado Elizondo, no constituye un recurso de reconsideración sobre su caso, ni tampoco versa sobre alguna inconformidad con algún acto procesal o definitivo, sino más bien obedece a una solicitud de aclaración y requerimiento de la debida documentación para el ejercicio de su derecho de defensa en lo que corresponda. 
En virtud de lo anterior, este Consejo procede a comunicar para su conocimiento a la funcionaria Adriana Sobrado Elizondo, los siguientes documentos: acuerdo de la sesión N° 61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019.
Se acordó:1) Notificar a la funcionaria Adriana Sobrado Elizondo, el acuerdo de la sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, para su conocimiento. Se declara acuerdo firme.  
ARTÍCULO XVI
DOCUMENTO N° 9520-18, 14068-19
[bookmark: _Toc23839522]Se recibe solicitud de aclaración de la señora María Estela Tenorio Fernández, cédula de identidad 1-1200-0482, respecto a lo resuelto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, manifestando lo siguiente:
“Reciban un cordial saludo y por medio de la presente hago solicitud formal remito lo siguiente: 
En fecha 23 de octubre del 2019 fue remitido correo electrónico por parte de la señora Patricia Bonilla Vindas, de la Unidad de Deducciones, de lo cual literalmente me informa lo siguiente: 
En atención a su solicitud de devolución del impuesto sobre la renta por licencia de maternidad, nos permitimos indicar que el pasado 15 de octubre de 2019, el Consejo Superior nos informa que en sesión N°84-19 celebrada el 26 de septiembre del 2019 se acordó:
"...1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos.
2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. 
3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 
4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 
5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción…"
Por lo anterior no procede la solicitud realizada ante esta Dirección.
Cualquier gestión adicional puede remitirla al Consejo Superior, para lo que bien estime.
En razón a ello me dirijo al estimable Consejo Superior del Poder Judicial,  en razón de que mi persona es parte de la gestión que se solicitó a fin de que se me devolvieran los importes correspondientes al impuesto sobre la renta, durante el pre y post parto, de mis dos licencias de maternidad y al ser mi persona la  afectada directa de su decisión, la cual me causa un agravio monetario importante, sin embargo, no se me ha puesto en conocimiento el Acuerdo de Consejo Superior en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII, y por ello no puedo ejercer el recurso de reconsideración en caso que procediera, aún y cuando considero que lo indicado supra, sobre los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, no deben ser considerados como salario, lo contrario violenta en Principio de Legalidad. 
Igualmente a la fecha no se me ha puesto en conocimiento el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, que se señala en el correo remitido, por lo que se desconoce si existen o no argumentos al respecto y cuáles son, siendo este criterio contrario a lo dispuesto por la Sala II mediante resolución 803-2011 del 29 de setiembre del año 2011 que se tramitó bajo el expediente número 06-000880-0166-LA, el cual es claro en indicar que el pago por incapacidad constituye un subsidio y no un salario.
De igual forma el Artículo 95 del Código de Trabajo nos señala: 
… Durante la licencia, el sistema de remuneración se regirá según lo dispuesto por la Caja Costarricense de Seguro Social para el "Riesgo de Maternidad". Esta remuneración deberá computarse para los derechos laborales que se deriven del contrato de trabajo. El monto que corresponda al pago de esta licencia deberá ser equivalente al salario de la trabajadora y lo cubrirán, por partes iguales, la Caja Costarricense de Seguro Social y el patrono. Asimismo, para no interrumpir la cotización durante ese período, el patrono y la trabajadora deberán aportar a esta Caja sus contribuciones sociales sobre la totalidad del salario devengado durante la licencia.
Los derechos laborales derivados del salario y establecidos en esta ley a cargo del patrono, deberán ser cancelados por él en su totalidad… 
Por lo antes expuesto considero que se violenta el derecho de defensa y el debido proceso, de conformidad con los numerales 39 y 41 de la Constitución Política, 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 239 de la Ley General de la Administración Pública”.
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Se entra a conocer la presente gestión, al tratarse de una solicitud de información referente al tema de la deducción del impuesto sobre la renta en el importe económico devengado por las funcionarias en licencia de maternidad, en donde la solicitante posee un interés directo. Se aclara, que el planteamiento realizado por la funcionaria Tenorio Fernández, no constituye un recurso de reconsideración sobre su caso, ni tampoco versa sobre alguna inconformidad con algún acto procesal o definitivo, sino más bien obedece a una solicitud de aclaración y requerimiento de la debida documentación para el ejercicio de su derecho de defensa en lo que corresponda. 
En virtud de lo anterior, este Consejo procede a comunicar para su conocimiento a la funcionaria María Estela Tenorio Fernández, los siguientes documentos: acuerdo de la sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019.
Se acordó:1) Notificar a la funcionaria María Estela Tenorio Fernández, el acuerdo de la sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, para su conocimiento. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XVII
DOCUMENTO N° 9520-18, 14212-19
[bookmark: _Toc23839524]Se recibe solicitud de aclaración de la señora Carolina Zamora Arce, cédula de identidad 1-1183-0153, respecto a lo resuelto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, manifestando lo siguiente:
“Reciban un cordial saludo y por medio de la presente hago solicitud formal remito lo siguiente: 

Inconforme con la comunicación que se realiza a mi persona, de manera general, en fecha 29 de octubre del 2019 fue remitido correo electrónico por parte de la señora Marilyn Salazar Vargas, de la Unidad de Deducciones, de lo cual literalmente me informa lo siguiente: 

“De: Marilyn E. Salazar Vargas <msalazarv@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes 29/10/2019 04:14 p.m.
Asunto: Devolución del impuesto sobre la renta por licencia de maternidad

Buenas tardes.

En atención a su solicitud de devolución del impuesto sobre la renta por licencia de maternidad, nos permitimos indicar que el pasado 15 de octubre de 2019, el Consejo Superior nos informa que en sesión N°84-19 celebrada el 26 de septiembre del 2019 se acordó:

"...1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos.

2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  

3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 

4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 

5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción…"

Por lo anterior no procede la solicitud realizada ante esta Dirección.

Cualquier gestión adicional puede remitirla al Consejo Superior, para lo que bien estime.

Cualquier consulta estoy para servirle.”

En razón a ello me dirijo al estimable Consejo Superior del Poder Judicial,  en razón de que mi persona es parte de la gestión que se solicitó a fin de que se me devolvieran los importes correspondientes al impuesto sobre la renta, durante el pre y post parto, de mi  licencia de maternidad del 02 de febrero 2017 al 01 de junio 2017 y al ser mi persona la  afectada directa de su decisión, la cual me causa un agravio monetario importante, sin embargo, no se me ha puesto en conocimiento el Acuerdo de Consejo Superior en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII, y por ello no puedo ejercer el recurso de reconsideración en caso que procediera, aún y cuando considero que lo indicado supra, sobre los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, no deben ser considerados como salario, lo contrario violenta en Principio de Legalidad. 

Igualmente a la fecha no se me ha puesto en conocimiento el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, que se señala en el correo remitido, por lo que se desconoce si existen o no argumentos al respecto y cuáles son, siendo este criterio contrario a lo dispuesto por la Sala II mediante resolución 803-2011 del 29 de setiembre del año 2011 que se tramitó bajo el expediente número 06-000880-0166-LA, el cual es claro en indicar que el pago por incapacidad constituye un subsidio y no un salario. El pago por licencia maternidad es un derecho radicado en las personas recién nacidas y al igual que la hora de lactancia no responde a un derecho de la madre sino de la persona menor. Durante el tiempo en que se encuentra con la licencia pre y post parto, la madre recibe un subsidio y así lo ha dispuesto la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, mediante resolución 803-2011 no un salario, por lo que no procede el rebajo de impuesto de renta.

De igual forma el Artículo 95 del Código de Trabajo nos señala: 

… Durante la licencia, el sistema de remuneración se regirá según lo dispuesto por la Caja Costarricense de Seguro Social para el "Riesgo de Maternidad". Esta remuneración deberá computarse para los derechos laborales que se deriven del contrato de trabajo. El monto que corresponda al pago de esta licencia deberá ser equivalente al salario de la trabajadora y lo cubrirán, por partes iguales, la Caja Costarricense de Seguro Social y el patrono. Asimismo, para no interrumpir la cotización durante ese período, el patrono y la trabajadora deberán aportar a esta Caja sus contribuciones sociales sobre la totalidad del salario devengado durante la licencia.

Los derechos laborales derivados del salario y establecidos en esta ley a cargo del patrono, deberán ser cancelados por él en su totalidad… 

Por lo antes expuesto considero que se violenta el derecho de defensa y el debido proceso, de conformidad con los numerales 39 y 41 de la Constitución Política, 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 239 de la Ley General de la Administración Pública.

Esta gestión encuentra fundamento en el Pacto de San José (Art 7 y 8) y la Convención de los Derechos del Niño (Art 1 y siguientes), Código de la Niñez y Adolescencia; y artículos 50 y siguientes de la Constitución Política. Artículos 74, 78 y 79 del Código de Trabajo (siguientes y concordantes). Voto 00803-2011 de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia del 29 de setiembre del 2011”.
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Se entra a conocer la presente gestión, al tratarse de una solicitud de información referente al tema de la deducción del impuesto sobre la renta en el importe económico devengado por las funcionarias en licencia de maternidad, en donde la solicitante posee un interés directo. Se aclara, que el planteamiento realizado por la funcionaria Zamora Arce, no constituye un recurso de reconsideración sobre su caso, ni tampoco versa sobre alguna inconformidad con algún acto procesal o definitivo, sino más bien obedece a una solicitud de aclaración y requerimiento de la debida documentación para el ejercicio de su derecho de defensa en lo que corresponda. 
En virtud de lo anterior, este Consejo procede a comunicar para su conocimiento a la funcionaria Carolina Zamora Arce, los siguientes documentos: acuerdo de la sesión N° 61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019.
Se acordó:1) Notificar a la funcionaria Carolina Zamora Arce, el acuerdo de la sesión N° 61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, para su conocimiento. Se declara acuerdo firme.  
ARTÍCULO XVIII
DOCUMENTO N° 9520-18, 14029-19
[bookmark: _Toc23839526]Se recibe solicitud de aclaración de la señora María José Zamora Castillo, cédula de identidad 1-1144-0597, respecto a lo resuelto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, manifestando lo siguiente:
“Reciban un cordial saludo y por medio de la presente hago solicitud formal remito lo siguiente: 

En fecha 23 de octubre del 2019 fue remitido correo electrónico por parte de la señora Patricia Bonilla Vindas, de la Unidad de Deducciones, de lo cual literalmente me informa lo siguiente: 

En atención a su solicitud de devolución del impuesto sobre la renta por licencia de maternidad, nos permitimos indicar que el pasado 15 de octubre de 2019, el Consejo Superior nos informa que en sesión N°84-19 celebrada el 26 de septiembre del 2019 se acordó:

"...1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos.

2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. 

3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 

4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 

5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción…"

Por lo anterior no procede la solicitud realizada ante esta Dirección.

Cualquier gestión adicional puede remitirla al Consejo Superior, para lo que bien estime.

En razón a ello me dirijo al estimable Consejo Superior del Poder Judicial,  en razón de que mi persona es parte de la gestión que se solicitó a fin de que se me devolvieran los importes correspondientes al impuesto sobre la renta, durante el pre y post parto, de mis dos licencias de maternidad y al ser mi persona la  afectada directa de su decisión, la cual me causa un agravio monetario importante, sin embargo, no se me ha puesto en conocimiento el Acuerdo de Consejo Superior en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII, y por ello no puedo ejercer el recurso de reconsideración en caso que procediera, aún y cuando considero que lo indicado supra, sobre los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, no deben ser considerados como salario, lo contrario violenta en Principio de Legalidad. 

Igualmente a la fecha no se me ha puesto en conocimiento el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, que se señala en el correo remitido, por lo que se desconoce si existen o no argumentos al respecto y cuáles son, siendo este criterio contrario a lo dispuesto por la Sala II mediante resolución 803-2011 del 29 de setiembre del año 2011 que se tramitó bajo el expediente número 06-000880-0166-LA, el cual es claro en indicar que el pago por incapacidad constituye un subsidio y no un salario.

De igual forma el Artículo 95 del Código de Trabajo nos señala: 

… Durante la licencia, el sistema de remuneración se regirá según lo dispuesto por la Caja Costarricense de Seguro Social para el "Riesgo de Maternidad". Esta remuneración deberá computarse para los derechos laborales que se deriven del contrato de trabajo. El monto que corresponda al pago de esta licencia deberá ser equivalente al salario de la trabajadora y lo cubrirán, por partes iguales, la Caja Costarricense de Seguro Social y el patrono. Asimismo, para no interrumpir la cotización durante ese período, el patrono y la trabajadora deberán aportar a esta Caja sus contribuciones sociales sobre la totalidad del salario devengado durante la licencia.

Los derechos laborales derivados del salario y establecidos en esta ley a cargo del patrono, deberán ser cancelados por él en su totalidad… 

Por lo antes expuesto considero que se violenta el derecho de defensa y el debido proceso, de conformidad con los numerales 39 y 41 de la Constitución Política, 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 239 de la Ley General de la Administración Pública.
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Se entra a conocer la presente gestión, al tratarse de una solicitud de información referente al tema de la deducción del impuesto sobre la renta en el importe económico devengado por las funcionarias en licencia de maternidad, en donde la solicitante posee un interés directo. Se aclara, que el planteamiento realizado por la funcionaria Zamora Castillo, no constituye un recurso de reconsideración sobre su caso, ni tampoco versa sobre alguna inconformidad con algún acto procesal o definitivo, sino más bien obedece a una solicitud de aclaración y requerimiento de la debida documentación para el ejercicio de su derecho de defensa en lo que corresponda. 
En virtud de lo anterior, este Consejo procede a comunicar para su conocimiento a la funcionaria María José Zamora Castillo, los siguientes documentos: acuerdo de la sesión N° 61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019.
Se acordó:1) Notificar a la funcionaria María José Zamora Castillo, el acuerdo de la sesión N° 61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, para su conocimiento. Se declara acuerdo firme.  
ARTÍCULO XIX
DOCUMENTO N° 9520-18, 14182-19
[bookmark: _Toc23839529]Se recibe solicitud de aclaración de la señora Melanie Zamora Arce, cédula de identidad 1-1183-0152, respecto a lo resuelto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, manifestando lo siguiente:
“Reciban un cordial saludo y por medio de la presente hago solicitud formal remito lo siguiente: 

Inconforme con la comunicación que se realiza a mi persona, de manera general, en fecha 30 de octubre del 2019 fue remitido correo electrónico por parte de la señora Marilyn Salazar Vargas, de la Unidad de Deducciones, de lo cual literalmente me informa lo siguiente: 

“De: Marilyn E. Salazar Vargas <msalazarv@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 30 de octubre de 2019 15:55
Asunto: Devolución del impuesto sobre la renta por licencia de maternidad

Buenas tardes.

En atención a su solicitud de devolución del impuesto sobre la renta por licencia de maternidad, nos permitimos indicar que el pasado 15 de octubre de 2019, el Consejo Superior nos informa que en sesión N°84-19 celebrada el 26 de septiembre del 2019 se acordó:

"...1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos.

 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  

3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 

4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 

5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción…"

Por lo anterior no procede la solicitud realizada ante esta Dirección.

Cualquier gestión adicional puede remitirla al Consejo Superior, para lo que bien estime.

Cualquier consulta estoy para servirle.”

En razón a ello me dirijo al estimable Consejo Superior del Poder Judicial,  en razón de que mi persona es parte de la gestión que se solicitó a fin de que se me devolvieran los importes correspondientes al impuesto sobre la renta, durante el pre y post parto, de mi  licencia de maternidad del 06 de junio de 2016 al 05 de octubre del 2016 y al ser mi persona la  afectada directa de su decisión, la cual me causa un agravio monetario importante, sin embargo, no se me ha puesto en conocimiento el Acuerdo de Consejo Superior en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII, y por ello no puedo ejercer el recurso de reconsideración en caso que procediera, aún y cuando considero que lo indicado supra, sobre los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, no deben ser considerados como salario, lo contrario violenta en Principio de Legalidad. 

Igualmente a la fecha no se me ha puesto en conocimiento el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, que se señala en el correo remitido, por lo que se desconoce si existen o no argumentos al respecto y cuáles son, siendo este criterio contrario a lo dispuesto por la Sala II mediante resolución 803-2011 del 29 de setiembre del año 2011 que se tramitó bajo el expediente número 06-000880-0166-LA, el cual es claro en indicar que el pago por incapacidad constituye un subsidio y no un salario. El pago por licencia maternidad es un derecho radicado en las personas recién nacidas y al igual que la hora de lactancia no responde a un derecho de la madre sino de la persona menor. Durante el tiempo en que se encuentra con la licencia pre y post parto, la madre recibe un subsidio y así lo ha dispuesto la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, mediante resolución 803-2011 no un salario, por lo que no procede el rebajo de impuesto de renta.

De igual forma el Artículo 95 del Código de Trabajo nos señala: 

… Durante la licencia, el sistema de remuneración se regirá según lo dispuesto por la Caja Costarricense de Seguro Social para el "Riesgo de Maternidad". Esta remuneración deberá computarse para los derechos laborales que se deriven del contrato de trabajo. El monto que corresponda al pago de esta licencia deberá ser equivalente al salario de la trabajadora y lo cubrirán, por partes iguales, la Caja Costarricense de Seguro Social y el patrono. Asimismo, para no interrumpir la cotización durante ese período, el patrono y la trabajadora deberán aportar a esta Caja sus contribuciones sociales sobre la totalidad del salario devengado durante la licencia.

Los derechos laborales derivados del salario y establecidos en esta ley a cargo del patrono, deberán ser cancelados por él en su totalidad… 

Por lo antes expuesto considero que se violenta el derecho de defensa y el debido proceso, de conformidad con los numerales 39 y 41 de la Constitución Política, 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 239 de la Ley General de la Administración Pública.

Esta gestión encuentra fundamento en el Pacto de San José (Art 7 y 8) y la Convención de los Derechos del Niño (Art 1 y siguientes), Código de la Niñez y Adolescencia; y artículos 50 y siguientes de la Constitución Política. Artículos 74, 78 y 79 del Código de Trabajo (siguientes y concordantes). Voto 00803-2011 de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia del 29 de setiembre del 2011”.
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Se entra a conocer la presente gestión, al tratarse de una solicitud de información referente al tema de la deducción del impuesto sobre la renta en el importe económico devengado por las funcionarias en licencia de maternidad, en donde la solicitante posee un interés directo. Se aclara, que el planteamiento realizado por la funcionaria Zamora Arce, no constituye un recurso de reconsideración sobre su caso, ni tampoco versa sobre alguna inconformidad con algún acto procesal o definitivo, sino más bien obedece a una solicitud de aclaración y requerimiento de la debida documentación para el ejercicio de su derecho de defensa en lo que corresponda. 
En virtud de lo anterior, este Consejo procede a comunicar para su conocimiento a la funcionaria Melanie Zamora Arce, los siguientes documentos: acuerdo de la sesión N° 61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019.
Se acordó: Notificar a la funcionaria Melanie Zamora Arce, el acuerdo de la sesión N° 61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, para su conocimiento. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XX
DOCUMENTO N° 9520-18, 14205-19
[bookmark: _Toc23839531]Se recibe solicitud de aclaración de la señora Elvira Sibaja Fallas, cédula de identidad 1-1350-0795, respecto a lo resuelto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, manifestando lo siguiente:
“Reciban un cordial saludo y por medio de la presente hago solicitud formal remito lo siguiente: 

En fecha 30 de octubre del 2019 fue remitido correo electrónico por parte de la señora Marilyn E Salazar Vargas, de la Unidad de Deducciones, de lo cual literalmente me informa lo siguiente: 

En atención a su solicitud de devolución del impuesto sobre la renta por licencia de maternidad, nos permitimos indicar que el pasado 15 de octubre de 2019, el Consejo Superior nos informa que en sesión N°84-19 celebrada el 26 de septiembre del 2019 se acordó:

"...1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos.

2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. 

3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 

4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 

5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción…"

Por lo anterior no procede la solicitud realizada ante esta Dirección.

Cualquier gestión adicional puede remitirla al Consejo Superior, para lo que bien estime.

En razón a ello me dirijo al estimable Consejo Superior del Poder Judicial,  en razón de que mi persona es parte de la gestión que se solicitó a fin de que se me devolvieran los importes correspondientes al impuesto sobre la renta, durante el pre y post parto, de mis dos licencias de maternidad y al ser mi persona la  afectada directa de su decisión, la cual me causa un agravio monetario importante, sin embargo, no se me ha puesto en conocimiento el Acuerdo de Consejo Superior en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII, y por ello no puedo ejercer el recurso de reconsideración en caso que procediera, aún y cuando considero que lo indicado supra, sobre los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, no deben ser considerados como salario, lo contrario violenta en Principio de Legalidad. 

Igualmente a la fecha no se me ha puesto en conocimiento el informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, que se señala en el correo remitido, por lo que se desconoce si existen o no argumentos al respecto y cuáles son, siendo este criterio contrario a lo dispuesto por la Sala II mediante resolución 803-2011 del 29 de setiembre del año 2011 que se tramitó bajo el expediente número 06-000880-0166-LA, el cual es claro en indicar que el pago por incapacidad constituye un subsidio y no un salario.

De igual forma el Artículo 95 del Código de Trabajo nos señala: 

… Durante la licencia, el sistema de remuneración se regirá según lo dispuesto por la Caja Costarricense de Seguro Social para el "Riesgo de Maternidad". Esta remuneración deberá computarse para los derechos laborales que se deriven del contrato de trabajo. El monto que corresponda al pago de esta licencia deberá ser equivalente al salario de la trabajadora y lo cubrirán, por partes iguales, la Caja Costarricense de Seguro Social y el patrono. Asimismo, para no interrumpir la cotización durante ese período, el patrono y la trabajadora deberán aportar a esta Caja sus contribuciones sociales sobre la totalidad del salario devengado durante la licencia.

Los derechos laborales derivados del salario y establecidos en esta ley a cargo del patrono, deberán ser cancelados por él en su totalidad…

Por lo antes expuesto considero que se violenta el derecho de defensa y el debido proceso, de conformidad con los numerales 39 y 41 de la Constitución Política, 8 de la Convención Americana de Derechos Humanos y 239 de la Ley General de la Administración Pública”.
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Se entra a conocer la presente gestión, al tratarse de una solicitud de información referente al tema de la deducción del impuesto sobre la renta en el importe económico devengado por las funcionarias en licencia de maternidad, en donde la solicitante posee un interés directo. Se aclara, que el planteamiento realizado por la funcionaria Sibaja Fallas, no constituye un recurso de reconsideración sobre su caso, ni tampoco versa sobre alguna inconformidad con algún acto procesal o definitivo, sino más bien obedece a una solicitud de aclaración y requerimiento de la debida documentación para el ejercicio de su derecho de defensa en lo que corresponda. 
En virtud de lo anterior, este Consejo procede a comunicar para su conocimiento a la funcionaria Elvira Sibaja Fallas, los siguientes documentos: acuerdo de la sesión N° 61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019.
Se acordó:1) Notificar a la funcionaria Elvira Sibaja Fallas, el acuerdo de la sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII y el informe de auditoría No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, para su conocimiento. Se declara acuerdo firme.  
ARTÍCULO XXI
DOCUMENTO N° 9520-18, 13977-19
[bookmark: _Toc23839533]Manifiesta la señora Karina Redondo Gómez, cédula de identidad 01-0941-0032, contra lo resulto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, lo siguiente:
“Quien suscribe Karina Redondo Gómez, madre de dos hijas, trabajadora del Poder Judicial como Jueza de Juicio Penal, inconforme con la comunicación que se realiza a mi persona, de manera general, sin análisis de fondo ni cumplir con formalidades,  únicamente indicando " Por lo anterior no procede la solicitud realizada ante esta Dirección", suscrita por Patricia Bonilla V, sin especificar el cargo que ocupa ni el Departamento en el que labora, y, en razón de la aplicación del acuerdo sin identificar de la Sesión 84-19 del Consejo Superior del Poder Judicial, que simplemente indica: "Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos.";  presento impuganción por el rechazo ad portas de mi solicitud presentada en setiembre del 2018; a pesar de que aún no se me ha puesto en conocimiento del contenido integral del acuerdo del Consejo Superior, ni mucho menos del informe de la auditoria. Por las siguientes consideraciones de derecho y hecho procedó a impugnar el rechazo.
    
A. POR EL FONDO

1. El pago por licencia maternidad es un derecho radicado en las personas recién nacidas y al igual que la hora de lactancia no responde a un derecho de la madre sino de la persona menor. Durante el tiempo en que se encuentra con la licencia pre y post parto, la madre recibe un subsidio y así lo ha dispuesto la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, mediante resolución N° 00803-2011 no un salario, por lo que no procede el rebajo de impuesto de renta.

2. Las personas menores y sus intereses debieron de oficio ser valoradas y tomadas en cuenta al momento de iniciar un procedimiento de re interpretación normativa, más aún cuando se pretende reinterpretar en contra de la población más vulnerable y el sustento de sus primeros meses de vida. 

3. Corte Plena debe garantizar la no afectación del interés superior de la población menor de edad por parte de su órgano subordinado. Reconocer si hay afectación de las personas recién nacidas, con la disminución de los pagos por licencia de maternidad (deduciendo un impuesto sobre el subsidio que no corresponde) responde a un interés superior tutelado convencionalmente y por ende es responsabilidad y competencia del jerarca superior.

POR LA FORMA

4. Sin tutela o valoración del interés del menor. La competencia revisora de la Auditoría del Poder Judicial, no eximía al Consejo Superior de su obligación convencional de tutelar especialmente el interés del menor y los derechos laborales de las madres trabajadoras, siendo que tratándose de un pago denominado como licencia de maternidad, resulta evidente la condición intrínseca de una persona recién nacida, la que al menos debía de ser valorada en el contenido de lo impugnado, ya fuera para bien reconocerle o mal no reconocerle derechos afectados, no obstante se evidencia absoluta omisión de velar por los intereses de las personas menores, tanto de parte del Consejo como también de la Auditoria.  

5. Incompetencia de la Auditoria para desnaturalizar el concepto del salario y eliminar la contraprestación como un elemento esencial, a efecto de equiparar y gravar el pago de maternidad como si realmente fuera un salario. No es competencia de la Auditoría hacer una interpretación de la legislación laboral vigente de nuestro país y de la jurisprudencia que la misma ha generado.  No se ha puesto en conocimiento de la suscrita el informe, sin embargo, por la consecuencia observada, me lleva a pensar que se le otorga una calificación que conforme a la ley laboral no corresponde.

6.Consejo Superior omitió informarse de la Asesoría Jurídica, no se le dio contenido con criterio jurídico al acuerdo, sea que el acto fue completamente omiso en exponer las razones jurídicas que motivaron el cambio de criterio, una simple referencia a un informe que no fue puesto en conocimiento de las interesadas y tampoco se agrega su contenido al acuerdo. El Consejo Superior renunció a su facultad y decidió acoger el informe de auditoria renunciando a pedir previamente la recomendación de su abogado. 

7. Discrecionalmente la Secretaría Técnica de Género del Poder Judicial fue excluida de toda consulta sobre el concepto de maternidad, el cual esta ligado a la condición de mujer, resultado que a las trabajadoras judiciales madres se les está dando un trato discriminatorio, respecto a otras funcionarias públicas.

PRUEBA DOCUMENTAL

1) Rechazo Ad portas mediante
Correo electrónico  
De: Patricia Bonilla Vindas 
Enviado el: martes, 22 de octubre de 2019 04:10 p.m.
Para: Karina Redondo Gómez; kredondo@poder-judicial.go.cr

Asunto: Devolución del impuesto sobre la renta por licencia maternidad

Buenos días:

En atención a su solicitud de devolución del impuesto sobre la renta por licencia de maternidad, nos permitimos indicar que el pasado 15 de octubre de 2019, el Consejo Superior nos informa que en sesión N°84-19 celebrada el 26 de septiembre del 2019 se acordó:

"...1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos.

2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  

3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 

4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 

5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción…"

Por lo anterior no procede la solicitud realizada ante esta Dirección.

Cualquier gestión adicional puede remitirla al Consejo Superior, para lo que bien estime.

Patricia Bonilla V.
Unidad de Deducciones
Tel. 2295-4287 / 3774

2) Acuerdo sin identificar del Consejo Superior del 15 de octubre del 2019. 

- Solicito se me entregue copia junto con sus respectivos antecedentes; para garantizar debido proceso.

3) Informe de Auditoria 1103-2019.

- Solicito que también se me haga llegar copia junto con sus respectivos antecedentes.

PRUEBA TESTIMONIAL 

4) SECRETARÍA TÉCNICA DE GÉNERO DEL PODER JUDICIAL. Solicito llamar a la persona encargada de la oficina técnica de género del Poder Judicial para referirse a sobre los derechos laborales de las empleadas judiciales madres en licencia de maternidad y el rebajo del impuesto a la renta en dicho período. O en su defecto, que rinda un informe en lo concerniente. 

DERECHO Y JURISPRUDENCIA

Esta gestión encuentra fundamento en el Pacto de San José (Art 7 y 8) y la Convención de los Derechos del Niño (Art 1 y siguientes), Código de la Niñez y Adolescencia;  y artículos 50 y siguientes de la Constitución Política. Artículos 74, 78 y 79 del Código de Trabajo (siguientes y concordantes). Voto 00803-2011 de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia del 29 de setiembre del 2011.  

PRETENSIONES

a. Que Corte Plena se avoque el conocimiento de esta gestión. 

b. Que se reconozca de acuerdo a la legislación y jurisprudencia mencionada que el pago de la Licencia de Maternidad es un derecho de la madre trabajadora y las personas menores.

c. Que se reconozca que durante la licencia de maternidad no hay obligación de trabajar como contraprestación, y que el pago de licencia de maternidad no es un salario.

d. Que se declaren con lugar mi solicitud de devolución del impuesto de la renta, que se me retuvo durante los períodos de junio a setiembre del año 2006 y mayo a agosto del 2008; períodos en los que estuve en licencia de maternidad por el nacimiento de mis hijos menores de edad Ariana y Sofia Quesada Redondo.

e. Que se reconozcan vicios de nulidad absoluta del acuerdo del Consejo Superior del 26 de setiembre del 2019, por sustentarse exclusivamente en un informe de auditoría que también fue absolutamente omiso en valorar de oficio los intereses de las personas menores y tutelar sus derechos, violentando el derecho de defensa y debido proceso a población infantil más vulnerable.

g. Que se instruya a la auditoría para que en el futuro tome en consideración los derechos de las personas menores y los derechos laborales de las madres trabajadoras judiciales, al momento de auditar sobre actos y conductas que puedan generar afectación en sus derechos”.

Sobre los motivos de fondo señalados por la recurrente, debe señalarse que de conformidad con el análisis normativo efectuado, resulta claro que la licencia por maternidad, puede entenderse con base en lo dispuesto por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, como “un período de cuatro meses que tiene derecho la trabajadora en estado de embarazo, para reposar un mes antes del parto y tres meses después del nacimiento del o la bebé, estos tres meses se conceden para que exista un espacio de adaptación entre el o la bebé y la madre, y se considera un período mínimo de lactancia. Durante esta licencia la trabajadora tiene derecho a devengar el mismo salario que recibiría si estuviera laborando, por eso la Caja Costarricense de Seguro Social paga el 50% del salario y la persona empleadora tiene que pagar el otro 50%”. 
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Sin embargo, lo indicado por la recurrente, que este beneficio radica en la persona menor de edad no es de recibo, por cuanto es en la mujer embarazada en quien se encuentra el derecho de disfrutar de la licencia, ya que como se señala el oficio de la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, No. DAJ-AE-497-06 del 12 de julio de 2006, “en los casos de producto del parto viable, nacido muerto o muerto en el período de recién nacido (plazo no mayor de 30 días) y del producto de parto prematuro no viable...el resultado de la gestación es el mismo, es decir, se perdió el producto, por lo que a nuestro juicio si está previsto en el Código de Trabajo”.  
Es decir, aquellas mujeres que de forma lamentable sufren una pérdida del producto, gozan de una licencia de maternidad para recuperar su estabilidad emocional y su salud física, siendo que como se señala en citado documento, “al fallecer el bebé de la trabajadora tiene derecho a la licencia por maternidad, pero los plazos de descanso de pre y post natal, se reducen a la mitad, manteniéndose la prohibición de despedir a la trabajadora durante estos períodos. Otra circunstancia que se debe considerar en esta ocasión, es que lo legítimo, es que el período de lactancia se extingue”.  
Por tanto, resulta inminente que las funcionarias judiciales para el presente caso son quienes pueden gozar de la licencia de maternidad y es en ella sobre la que recaen todos los efectos jurídicos y económicos por su condición.   
Es menester señalar, que la naturaleza proteccionista de la reproducción social y por consecuencia, del bienestar de la madre y el niño, resultan de suma importancia para el Poder Judicial, siendo que en la Ley de Orgánica nuestra regula dicha figura de la licencia de maternidad para garantizar y apoyar su efectiva aplicación para las funcionarias judiciales que la requieran. 
De esta forma, el interés superior del niño que se menciona en el recurso bajo estudio, aplica en cuanto se tutela y protege en ese periodo que se otorga junto a su madre, para efectos de adaptación, ya que si bien este principio establece que los niños tienen derechos que deben ser respetados, o dicho de otro modo, que los niños tienen derecho a que antes de tomar una medida respecto de ellos se adopten aquellas que promuevan y protejan sus derechos y no las que los conculquen, el tema en análisis como se indicó supra recae sobre la madre. 
Asimismo, el tema que se encuentra en discusión en el caso del acuerdo de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII, radica no en demeritar la figura de protección de la mujer en estado de gravidez y por ende, del bienestar del menor de edad, sino en la aplicación regulatoria de tipo económico que corresponde, por cuanto la norma orgánica dispone en su artículo 44 que esta licencia tendrá el tratamiento de lo dispuesto en el artículo 42, el cual establece que las incapacidades para los funcionarios judiciales serán consideradas para todos los efectos como licencias con goce de sueldo.
Es decir, una licencia con goce de sueldo que puede entenderse como aquella que es solicitada por cualquier funcionario y otorgada por su jefatura conforme a las regulaciones, sin que necesariamente sea por enfermedad, la cual ocasiona que el trabajador en ningún momento vea disminuido el importe económico devengado, al recibir su salario habitual y por ende, todos los beneficios económicos derivados de ello. De ahí que, en el presente caso de las licencia por maternidad al tratarse como licencias con goce de sueldo, se apliquen las disposiciones tributarias correspondiente, es decir, el impuesto sobre la renta. 
Por su parte, respecto al motivo de forma sobre la omisión en la tutela del interés del menor de edad, como se indicó en párrafos anteriores, esta licencia recae sobra la madre por lo que no procede lo alegado por la recurrente. Igualmente, debe señalarse que en ningún momento, este Órgano ha desconocido su labor administrativa y la aplicación del ordenamiento jurídico que le rige y por ende la protección de las funcionarias judiciales en estado de gravidez. 
En cuanto a la competencia de la Auditoría para pronunciarse sobre el tema, este Consejo debe señalar que la Ley General de Control Interno, en su artículo 22, faculta a la auditoría a emitir informes de advertencia que permitan al superior tomar las decisiones que estime pertinentes respecto a un tema específico. Si bien las sugerencias esgrimidas en este tipo de producto no son de carácter obligatorio para la Administración, sí constituyen avisos de importancia para la toma fundamentada, oportuna y acorde al principio de legalidad de las decisiones administrativas. 
De ahí que, para el tema bajo estudio se estimó que los aspectos señalados en el citado informe de la Auditoría Interna No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, encuentran sustento jurídico y resultan de recibo para esta Cámara, lo cual como se indicó en el acuerdo de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII, generó el cambio de criterio. 
A su vez, debe señalarse que este Órgano solicitó en su oportunidad criterio a la Dirección Jurídica, la cual mediante oficio N° DJ-2523-2018 expuso sus argumentos, los cuales como se definió en el acuerdo de la sesión N°84-19 no fueron acogidos. 
Por último, en cuanto a la participación se la Secretaría Técnica de Género en la atención del presente asunto, estima este Consejo que el tema en discusión no versa sobre el derecho de las funcionarias a disfrutar de la licencia de maternidad y de la importancia y especial interés de proteger a la madre en este periodo, lo cual se reconoce por este Colegio y se contempla en la regulación propia del Poder Judicial; sino que el aspecto en discusión es de índole meramente salarial y tributaria, establecidos claramente en la Ley Orgánica del Poder Judicial al considerarla como licencia con goce de sueldo y como sujeta al impuesto sobre la renta al no estar contemplada en el excepción del artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988. 
Se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por Karina Redondo Gómez, cédula de identidad 1- 0941-0032, contra lo resuelto este Consejo Superior en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII. Se declara acuerdo en firme.
ARTÍCULO XXII
DOCUMENTO N° 9520-18, 13985-19
[bookmark: _Toc23839535]Manifiesta la señora Alejandra Quesada Chaves, cédula de identidad 01-1242-0821, contra lo resulto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, lo siguiente:
“Quien suscribe Alejandra Quesada Chaves, madre trabajadora del Poder Judicial como Defensora Pública; y en razón de la aplicación del acuerdo sin identificar de la Sesión 84-19 del Consejo Superior del Poder Judicial, que indica: "Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos."; se impugnan ambos acuerdos en razón de su aplicación en el rechazo ad portas de mi solicitud presentada en fecha 13 de setiembre del 2018 (gestión número 16200-2018); no obstante que aún no se me ha puesto en conocimiento del contenido integral ni del acuerdo del Consejo Superior ni del informe de la auditoria, ni del acuerdo que se deja sin efecto y menos aún de todos sus respectivos antecedentes. Por las siguientes consideraciones de derecho y hecho procedo a impugnar el rechazo.    

A. POR EL FONDO

1. El pago por licencia maternidad es un derecho radicado en las personas recién nacidas y al igual que la hora de lactancia no responde a un derecho de la madre sino de la persona menor. 

2. Las personas menores y sus intereses debieron de oficio ser valoradas y tomadas en cuenta al momento de iniciar un procedimiento de re interpretación normativa, más aún cuando se pretende reinterpretar en contra de la población más vulnerable y el sustento de sus primeros meses de vida. Esta reinterpretación no constituye un fundamento legal para dejar sin efecto un acuerdo del Consejo Superior que como tal se convirtió en un acto administrativo cuya anulación supone un proceso formal de conformidad con la Ley General de Administración Pública.

3. Corte Plena debe garantizar la no afectación del interés superior de la población menor de edad por parte de su órgano subordinado. Reconocer si hay afectación de las personas recién nacidas, con la disminución de los pagos por licencia de maternidad (deduciendo un impuesto sobre el salario que no corresponde) responde a un interés superior tutelado convencionalmente y por ende es responsabilidad y competencia del jerarca superior.

POR LA FORMA

4. Sin tutela o valoración del interés del menor. La competencia revisora de la Auditoría del Poder Judicial, no eximía al Consejo Superior de su obligación convencional de tutelar especialmente el interés del menor y los derechos laborales de las madres trabajadoras, siendo que tratándose de un pago denominado como licencia de maternidad, resulta evidente la condición intrínseca de una persona recién nacida, la que al menos debía de ser valorada en el contenido de lo impugnado, ya fuera para bien reconocerle o mal no reconocerle derechos afectados, no obstante se evidencia absoluta omisión de velar por los intereses de las personas menores, tanto de parte del Consejo como también de la Auditoria.  

5. Incompetencia de la Auditoria para desnaturalizar el concepto del salario y eliminar la contraprestación como un elemento esencial, a efecto de equiparar y gravar el pago de maternidad como si realmente fuera un salario. No es competencia de la Auditoría hacer una interpretación de la legislación laboral vigente de nuestro país y de la jurisprudencia que la misma ha generado.

6.Consejo Superior omitió informarse de la Asesoría Jurídica, no se le dio contenido con criterio jurídico al acuerdo, sea que el acto fue completamente omiso en exponer las razones jurídicas que motivaron el cambio de criterio. El Consejo Superior renunció a su facultad y decidió acoger el informe de auditoria renunciando a pedir previamente la recomendación de su abogado. 

7. Discrecionalmente la Secretaría Técnica de Género del Poder Judicial fue excluida de toda consulta sobre el concepto de maternidad, el cual está ligado a la condición de mujer, resultado que a las trabajadoras judiciales madres se les está dando un trato discriminatorio, respecto a otras funcionarias públicas.

PRUEBA DOCUMENTAL

1) Rechazo Ad portas mediante

Correo electrónico  
Patricia Bonilla Vindas 
Mié 23/10/2019 08:46 
alequecha@icloud.com; 
Alejandra Quesada Chaves

Oficio N° 10629-19 255 KB 

Buenos días:

En atención a su solicitud de devolución del impuesto sobre la renta por licencia de maternidad, nos permitimos indicar que el pasado 15 de octubre de 2019, el Consejo Superior nos informa que en sesión N°84-19 celebrada el 26 de septiembre del 2019 se acordó:

"...1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos.

2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. 

3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 

4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 

5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción…"

Por lo anterior no procede la solicitud realizada ante esta Dirección.

Cualquier gestión adicional puede remitirla al Consejo Superior, para lo que bien estime.
Patricia Bonilla V.
Unidad de Deducciones
Tel. 2295-4287 / 3774

2) Acuerdo sin identificar del Consejo Superior del 15 de octubre del 2019. 

- Solicito se me entregue copia junto con sus respectivos antecedentes; para garantizar debido proceso.

3) Informe de Auditoria 1103-2019.

- Solicito que también se me haga llegar copia junto con sus respectivos antecedentes.

PRUEBA TESTIMONIAL 

4) SECRETARÍA TÉCNICA DE GÉNERO DEL PODER JUDICIAL. Solicito llamar a la persona encargada de la oficina técnica de género del Poder Judicial para referirse sobre los derechos laborales de las empleadas judiciales madres en licencia de maternidad y el rebajo del impuesto a la renta en dicho período. O en su defecto, que rinda un informe en lo concerniente. 

DERECHO Y JURISPRUDENCIA

Esta gestión encuentra fundamento en el Pacto de San José (Art 7 y 8) y la Convención de los Derechos del Niño (Art 1 y siguientes), Código de la Niñez y Adolescencia;  y artículos 50 y siguientes de la Constitución Política. Artículos 74, 78 y 79 del Código de Trabajo (siguientes y concordantes). Voto 00803-2011 de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia del 29 de setiembre del 2011.  

PRETENSIONES

a. Que Corte Plena se avoque el conocimiento de esta gestión. 

b. Que se reconozca de acuerdo a la legislación y jurisprudencia mencionada que el pago de la Licencia de Maternidad es un derecho de la madre trabajadora y las personas menores.

c. Que se reconozca que durante la licencia de maternidad no hay obligación de trabajar como contraprestación, y que el pago de licencia de maternidad no es un salario.

d. Que se declaren con lugar mi solicitud de devolución del impuesto de la renta, que se me retuvo durante los períodos de julio a noviembre del año 2014 y de enero a mayo de 2018; períodos en los que estuve en licencia de maternidad por el nacimiento de mis hijos menores de edad Saúl y Lucía Zúñiga Quesada.

e. Que se reconozcan vicios de nulidad absoluta del acuerdo del Consejo Superior del 26 de setiembre del 2019, por sustentarse exclusivamente en un informe de auditoría que también fue absolutamente omiso en valorar de oficio los intereses de las personas menores y tutelar sus derechos, violentando el derecho de defensa y debido proceso a población infantil más vulnerable. Y sin haberse dado audiencia a todas las partes interesadas. 

g. Que se instruya a la auditoría para que en el futuro tome en consideración los derechos de las personas menores y los derechos laborales de las madres trabajadoras judiciales, al momento de auditar sobre actos y conductas que puedan generar afectación en sus derechos.
- 0 -
Sobre los motivos de fondo señalados por la recurrente, debe señalarse que de conformidad con el análisis normativo efectuado, resulta claro que la licencia por maternidad, puede entenderse con base en lo dispuesto por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, como “un período de cuatro meses que tiene derecho la trabajadora en estado de embarazo, para reposar un mes antes del parto y tres meses después del nacimiento del o la bebé, estos tres meses se conceden para que exista un espacio de adaptación entre el o la bebé y la madre, y se considera un período mínimo de lactancia. Durante esta licencia la trabajadora tiene derecho a devengar el mismo salario que recibiría si estuviera laborando, por eso la Caja Costarricense de Seguro Social paga el 50% del salario y la persona empleadora tiene que pagar el otro 50%”. 
Sin embargo, lo indicado por la recurrente, que este beneficio radica en la persona menor de edad no es de recibo, por cuanto es en la mujer embarazada en quien se encuentra el derecho de disfrutar de la licencia, ya que como se señala el oficio de la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, No. DAJ-AE-497-06 del 12 de julio de 2006, “en los casos de producto del parto viable, nacido muerto o muerto en el período de recién nacido (plazo no mayor de 30 días) y del producto de parto prematuro no viable...el resultado de la gestación es el mismo, es decir, se perdió el producto, por lo que a nuestro juicio si está previsto en el Código de Trabajo”.  
Es decir, aquellas mujeres que de forma lamentable sufren una pérdida del producto, gozan de una licencia de maternidad para recuperar su estabilidad emocional y su salud física, siendo que como se señala en citado documento, “al fallecer el bebé de la trabajadora tiene derecho a la licencia por maternidad, pero los plazos de descanso de pre y post natal, se reducen a la mitad, manteniéndose la prohibición de despedir a la trabajadora durante estos períodos. Otra circunstancia que se debe considerar en esta ocasión, es que lo legítimo, es que el período de lactancia se extingue”.  
Por tanto, resulta inminente que las funcionarias judiciales para el presente caso son quienes pueden gozar de la licencia de maternidad y es en ella sobre la que recaen todos los efectos jurídicos y económicos por su condición.   
Es menester señalar, que la naturaleza proteccionista de la reproducción social y por consecuencia, del bienestar de la madre y el niño, resultan de suma importancia para el Poder Judicial, siendo que en la Ley de Orgánica nuestra regula dicha figura de la licencia de maternidad para garantizar y apoyar su efectiva aplicación para las funcionarias judiciales que la requieran. 
De esta forma, el interés superior del niño que se menciona en el recurso bajo estudio, aplica en cuanto se tutela y protege en ese periodo que se otorga junto a su madre, para efectos de adaptación, ya que si bien este principio establece que los niños tienen derechos que deben ser respetados, o dicho de otro modo, que los niños tienen derecho a que antes de tomar una medida respecto de ellos se adopten aquellas que promuevan y protejan sus derechos y no las que los conculquen, el tema en análisis como se indicó supra recae sobre la madre. 
Asimismo, el tema que se encuentra en discusión en el caso del acuerdo de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII, radica no en demeritar la figura de protección de la mujer en estado de gravidez y por ende, del bienestar del menor de edad, sino en la aplicación regulatoria de tipo económico que corresponde, por cuanto la norma orgánica dispone en su artículo 44 que esta licencia tendrá el tratamiento de lo dispuesto en el artículo 42, el cual establece que las incapacidades para los funcionarios judiciales serán consideradas para todos los efectos como licencias con goce de sueldo.
Es decir, una licencia con goce de sueldo que puede entenderse como aquella que es solicitada por cualquier funcionario y otorgada por su jefatura conforme a las regulaciones, sin que necesariamente sea por enfermedad, la cual ocasiona que el trabajador en ningún momento vea disminuido el importe económico devengado, al recibir su salario habitual y por ende, todos los beneficios económicos derivados de ello. De ahí que, en el presente caso de la licencia por maternidad al tratarse como licencias con goce de sueldo, se apliquen las disposiciones tributarias correspondiente, es decir, el impuesto sobre la renta. 
Por su parte, respecto al motivo de forma sobre la omisión en la tutela del interés del menor de edad, como se indicó en párrafos anteriores, esta licencia recae sobra la madre por lo que no procede lo alegado por la recurrente. Igualmente, debe señalarse que en ningún momento, este Órgano ha desconocido su labor administrativa y la aplicación del ordenamiento jurídico que le rige y por ende la protección de las funcionarias judiciales en estado de gravidez. 
En cuanto a la competencia de la Auditoría para pronunciarse sobre el tema, este Consejo debe señalar que la Ley General de Control Interno, en su artículo 22, faculta a la auditoría a emitir informes de advertencia que permitan al superior tomar las decisiones que estime pertinentes respecto a un tema específico. Si bien las sugerencias esgrimidas en este tipo de producto no son de carácter obligatorio para la Administración, sí constituyen avisos de importancia para la toma fundamentada, oportuna y acorde al principio de legalidad de las decisiones administrativas. 
De ahí que, para el tema bajo estudio se estimó que los aspectos señalados en el citado informe de la Auditoría Interna No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, encuentran sustento jurídico y resultan de recibo para esta Cámara, lo cual como se indicó en el acuerdo de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII, generó el cambio de criterio. 
A su vez, debe señalarse que este Órgano solicitó en su oportunidad criterio a la Dirección Jurídica, la cual mediante oficio N° DJ-2523-2018 expuso sus argumentos, los cuales como se definió en el acuerdo de la sesión N°84-19 no fueron acogidos. 
Por último, en cuanto a la participación se la Secretaría Técnica de Género en la atención del presente asunto, estima este Consejo que el tema en discusión no versa sobre el derecho de las funcionarias a disfrutar de la licencia de maternidad y de la importancia y especial interés de proteger a la madre en este periodo, lo cual se reconoce por este Colegio y se contempla en la regulación propia del Poder Judicial; sino que el aspecto en discusión es de índole meramente salarial y tributaria, establecidos claramente en la Ley Orgánica del Poder Judicial al considerarla como licencia con goce de sueldo y como sujeta al impuesto sobre la renta al no estar contemplada en el excepción del artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988. 
 Se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por Alejandra Quesada Chaves, cédula de identidad 1-1242-0821, contra lo resuelto este Consejo Superior en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII. Se declara acuerdo en firme.
ARTÍCULO XXIII
DOCUMENTO N° 9520-178, 14162-19
[bookmark: _Toc23839543]Manifiesta la señora Ana Laura Arce Hidalgo, cédula de identidad 02-0622-0953, contra lo resulto por este Consejo, en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII; en la cual se acordó: “Por mayoría, se acordó: 1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos. 2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N° 100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61-19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII.  3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción. La máster Dinorah Alvarez Acosta, Integrante Suplente del Consejo Superior, salva su voto en mantener el criterio jurídico N° DJ-2523-2018.Las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, tomarán nota para lo de su cargo”, lo siguiente:
“Quien suscribe Ana Laura Arce Hidalgo, madre de un  hijo, trabajadora del Poder Judicial como Jueza de Juicio Penal, inconforme con la comunicación que se realiza a mi persona, de manera general, sin análisis de fondo ni cumplir con formalidades,  únicamente indicando " Por lo anterior no procede la solicitud realizada ante esta Dirección", suscrita por Patricia Bonilla V, sin especificar el cargo que ocupa ni el Departamento en el que labora, y, en razón de la aplicación del acuerdo sin identificar de la Sesión 84-19 del Consejo Superior del Poder Judicial, que simplemente indica: "Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos.";  presento impuganción por el rechazo ad portas de mi solicitud; a pesar de que aún no se me ha puesto en conocimiento del contenido integral del acuerdo del Consejo Superior, ni mucho menos del informe de la auditoria. Por las siguientes consideraciones de derecho y hecho procedo a impugnar el rechazo.    
A. POR EL FONDO

1. El pago por licencia maternidad es un derecho radicado en las personas recién nacidas y al igual que la hora de lactancia no responde a un derecho de la madre sino de la persona menor. Durante el tiempo en que se encuentra con la licencia pre y post parto, la madre recibe un subsidio y así lo ha dispuesto la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, mediante resolución N° 00803-2011 no un salario, por lo que no procede el rebajo de impuesto de renta.

2. Las personas menores y sus intereses debieron de oficio ser valoradas y tomadas en cuenta al momento de iniciar un procedimiento de re interpretación normativa, más aún cuando se pretende reinterpretar en contra de la población más vulnerable y el sustento de sus primeros meses de vida. 

3. Corte Plena debe garantizar la no afectación del interés superior de la población menor de edad por parte de su órgano subordinado. Reconocer si hay afectación de las personas recién nacidas, con la disminución de los pagos por licencia de maternidad (deduciendo un impuesto sobre el subsidio que no corresponde) responde a un interés superior tutelado convencionalmente y por ende es responsabilidad y competencia del jerarca superior.

POR LA FORMA

4. Sin tutela o valoración del interés del menor. La competencia revisora de la Auditoría del Poder Judicial, no eximía al Consejo Superior de su obligación convencional de tutelar especialmente el interés del menor y los derechos laborales de las madres trabajadoras, siendo que tratándose de un pago denominado como licencia de maternidad, resulta evidente la condición intrínseca de una persona recién nacida, la que al menos debía de ser valorada en el contenido de lo impugnado, ya fuera para bien reconocerle o mal no reconocerle derechos afectados, no obstante se evidencia absoluta omisión de velar por los intereses de las personas menores, tanto de parte del Consejo como también de la Auditoria.  

5. Incompetencia de la Auditoria para desnaturalizar el concepto del salario y eliminar la contraprestación como un elemento esencial, a efecto de equiparar y gravar el pago de maternidad como si realmente fuera un salario. No es competencia de la Auditoría hacer una interpretación de la legislación laboral vigente de nuestro país y de la jurisprudencia que la misma ha generado.  No se ha puesto en conocimiento de la suscrita el informe, sin embargo, por la consecuencia observada, me lleva a pensar que se le otorga una calificación que conforme a la ley laboral no corresponde.

6.Consejo Superior omitió informarse de la Asesoría Jurídica, no se le dio contenido con criterio jurídico al acuerdo, sea que el acto fue completamente omiso en exponer las razones jurídicas que motivaron el cambio de criterio, una simple referencia a un informe que no fue puesto en conocimiento de las interesadas y tampoco se agrega su contenido al acuerdo. El Consejo Superior renunció a su facultad y decidió acoger el informe de auditoria renunciando a pedir previamente la recomendación de su abogado. 

7. Discrecionalmente la Secretaría Técnica de Género del Poder Judicial fue excluida de toda consulta sobre el concepto de maternidad, el cual esta ligado a la condición de mujer, resultado que a las trabajadoras judiciales madres se les está dando un trato discriminatorio, respecto a otras funcionarias públicas.

PRUEBA DOCUMENTAL

1) Rechazo Ad portas mediante
Correo electrónico  
Devolución del impuesto sobre la renta por licencia maternidad 
Ana Laura Arce Hidalgo 
Mié 23/10/2019 20:58 
(Sin texto de mensaje) 
Patricia Bonilla Vindas 
Mar 22/10/2019 11:13 
Ana Laura Arce Hidalgo

Buenos días:

En atención a su solicitud de devolución del impuesto sobre la renta por licencia de maternidad, nos permitimos indicar que el pasado 15 de octubre de 2019, el Consejo Superior nos informa que en sesión N°84-19 celebrada el 26 de septiembre del 2019 se acordó:

"...1) Tomar nota del informe de advertencia de la Auditoría Judicial número 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, y acoger el mismo en todos sus extremos.

2) Con motivo de este nuevo informe de la Auditoría este Consejo deja sin efecto lo dispuesto en la sesión N°100-18 celebrada el 15 de noviembre de 2018, artículo XIV, así como los puntos 2 y 3 del acuerdo tomado por este Órgano, en sesión N°61- 19 del 09 de julio del 2019, artículo XVII. 

3) Se resuelve que los importes económicos pagados a las funcionarias durante el pre y post parto, como parte de la licencia de maternidad, serán considerados para todos los efectos como salario y por ende sujetos a la aplicación del impuesto sobre la renta. 

4) Deberá la Dirección de Gestión Humana en conjunto con la Dirección Jurídica establecer el proceso de recuperación de los montos que se han retenido desde el mes de abril de 2019, cumpliendo con el debido proceso que establece la Ley para estos efectos, una vez establecido el procedimiento ambas direcciones deberán de comunicar a esta Consejo la forma de recuperación. 

5) Con respecto a la exoneración de la retención del impuesto sobre la renta que se ha estado aplicando a las servidoras embarazadas a partir del 01 de abril del año en curso, le corresponde a la Dirección de Tecnología de la Información realizar los ajustes necesarios en el sistema de pagos, con el fin de que no siga aplicando esta excepción…"

Por lo anterior no procede la solicitud realizada ante esta Dirección.

Cualquier gestión adicional puede remitirla al Consejo Superior, para lo que bien estime.

Patricia Bonilla V.
Unidad de Deducciones
Tel. 2295-4287 / 3774

2) Acuerdo sin identificar del Consejo Superior del 15 de octubre del 2019. 

- Solicito se me entregue copia junto con sus respectivos antecedentes; para garantizar debido proceso.

3) Informe de Auditoria 1103-2019.

- Solicito que también se me haga llegar copia junto con sus respectivos antecedentes.

PRUEBA TESTIMONIAL 

4) SECRETARÍA TÉCNICA DE GÉNERO DEL PODER JUDICIAL. Solicito llamar a la persona encargada de la oficina técnica de género del Poder Judicial para referirse a sobre los derechos laborales de las empleadas judiciales madres en licencia de maternidad y el rebajo del impuesto a la renta en dicho período. O en su defecto, que rinda un informe en lo concerniente. 

DERECHO Y JURISPRUDENCIA

Esta gestión encuentra fundamento en el Pacto de San José (Art 7 y 8) y la Convención de los Derechos del Niño (Art 1 y siguientes), Código de la Niñez y Adolescencia; y artículos 50 y siguientes de la Constitución Política. Artículos 74, 78 y 79 del Código de Trabajo (siguientes y concordantes). Voto 00803-2011 de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia del 29 de setiembre del 2011.  

PRETENSIONES

a. Que Corte Plena se avoque el conocimiento de esta gestión. 

b. Que se reconozca de acuerdo a la legislación y jurisprudencia mencionada que el pago de la Licencia de Maternidad es un derecho de la madre trabajadora y las personas menores.

c. Que se reconozca que durante la licencia de maternidad no hay obligación de trabajar como contraprestación, y que el pago de licencia de maternidad no es un salario.

d. Que se declaren con lugar mi solicitud de devolución del impuesto de la renta, que se me retuvo durante los períodos de enero a abril del año 2016; períodos en los que estuve en licencia de maternidad por el nacimiento de mi hijo menor de edad Esteban Pereira Arce.

e. Que se reconozcan vicios de nulidad absoluta del acuerdo del Consejo Superior del 26 de setiembre del 2019, por sustentarse exclusivamente en un informe de auditoría que también fue absolutamente omiso en valorar de oficio los intereses de las personas menores y tutelar sus derechos, violentando el derecho de defensa y debido proceso a población infantil más vulnerable.

g. Que se instruya a la auditoría para que en el futuro tome en consideración los derechos de las personas menores y los derechos laborales de las madres trabajadoras judiciales, al momento de auditar sobre actos y conductas que puedan generar afectación en sus derechos.
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Sobre los motivos de fondo señalados por la recurrente, debe señalarse que de conformidad con el análisis normativo efectuado, resulta claro que la licencia por maternidad, puede entenderse con base en lo dispuesto por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, como “un período de cuatro meses que tiene derecho la trabajadora en estado de embarazo, para reposar un mes antes del parto y tres meses después del nacimiento del o la bebé, estos tres meses se conceden para que exista un espacio de adaptación entre el o la bebé y la madre, y se considera un período mínimo de lactancia. Durante esta licencia la trabajadora tiene derecho a devengar el mismo salario que recibiría si estuviera laborando, por eso la Caja Costarricense de Seguro Social paga el 50% del salario y la persona empleadora tiene que pagar el otro 50%”. 
Sin embargo, lo indicado por la recurrente, que este beneficio radica en la persona menor de edad no es de recibo, por cuanto es en la mujer embarazada en quien se encuentra el derecho de disfrutar de la licencia, ya que como se señala  el oficio de la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, No. DAJ-AE-497-06 del 12 de julio de 2006, “en los casos de producto del parto viable, nacido muerto o muerto en el período de recién nacido (plazo no mayor de 30 días) y del producto de parto prematuro no viable...el resultado de la gestación es el mismo, es decir, se perdió el producto, por lo que a nuestro juicio si está previsto en el Código de Trabajo”.  
Es decir, aquellas mujeres que de forma lamentable sufren una pérdida del producto, gozan de una licencia de maternidad para recuperar su estabilidad emocional y su salud física, siendo que como se señala en citado documento, “al fallecer el bebé de la trabajadora tiene derecho a la licencia por maternidad, pero los plazos de descanso de pre y post natal, se reducen a la mitad, manteniéndose la prohibición de despedir a la trabajadora durante estos períodos. Otra circunstancia que se debe considerar en esta ocasión, es que lo legítimo, es que el período de lactancia se extingue”.  
Por tanto, resulta inminente que las funcionarias judiciales para el presente caso son quienes pueden gozar de la licencia de maternidad y es en ella sobre la que  recaen todos los efectos jurídicos y económicos por su condición.   
Es menester señalar, que la naturaleza proteccionista de la reproducción social y por consecuencia, del bienestar de la madre y el niño, resultan de suma importancia para el Poder Judicial, siendo que en la Ley de Orgánica nuestra, regula dicha figura de la licencia de maternidad para garantizar y apoyar su efectiva aplicación para las funcionarias judiciales que la requieran. 
De esta forma, el interés superior del niño que se menciona en el recurso bajo estudio, aplica en cuanto se tutela y protege en ese periodo que se otorga junto a su madre, para efectos de adaptación, ya que si bien este principio establece que los niños tienen derechos que deben ser respetados, o dicho de otro modo, que los niños tienen derecho a que antes de tomar una medida respecto de ellos se adopten aquellas que promuevan y protejan sus derechos y no las que los conculquen, el tema en análisis como se indicó supra recae sobre la madre. 
Asimismo, el tema que se encuentra en discusión en el caso del acuerdo de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII, radica no en demeritar la figura de protección de la mujer en estado de gravidez y por ende, del bienestar del menor de edad, sino en la aplicación regulatoria de tipo económico que corresponde, por cuanto la norma orgánica dispone en su artículo 44 que esta licencia tendrá el tratamiento de lo dispuesto en el artículo 42, el cual establece que las incapacidades para los funcionarios judiciales serán consideradas para todos los efectos como licencias con goce de sueldo.
Es decir, una licencia con goce de sueldo que puede entenderse como aquella que es solicitada por cualquier funcionario y otorgada por su jefatura conforme a las regulaciones, sin que necesariamente sea por enfermedad, la cual ocasiona que el trabajador en ningún momento vea disminuido el importe económico devengado, al recibir su salario habitual y por ende, todos los beneficios económicos derivados de ello. De ahí que, en el presente caso de las licencia por maternidad al tratarse como licencias con goce de sueldo, se apliquen las disposiciones tributarias correspondiente, es decir, el impuesto sobre la renta. 
Por su parte, respecto al motivo de forma sobre la omisión en la tutela del interés del menor de edad, como se indicó en párrafos anteriores, esta licencia recae sobra la madre por lo que no procede lo alegado por la recurrente. Igualmente, debe señalarse que en ningún momento, este Órgano ha desconocido su labor administrativa y la aplicación del ordenamiento jurídico que le rige y por ende la protección de las funcionarias judiciales en estado de gravidez. 
En cuanto a la competencia de la Auditoría para pronunciarse sobre el tema, este Consejo debe señalar que la Ley General de Control Interno, en su artículo 22, faculta a la auditoría a emitir informes de advertencia que permitan al superior tomar las decisiones que estime pertinentes respecto a un tema específico. Si bien las sugerencias esgrimidas en este tipo de producto no son de carácter obligatorio para la Administración, sí constituyen avisos de importancia para la toma fundamentada, oportuna y acorde al principio de legalidad de las decisiones administrativas. 
De ahí que, para el tema bajo estudio se estimó que los aspectos señalados en el citado informe de la Auditoría Interna No. 1103-AUD2019, de fecha 11 de setiembre de 2019, encuentran sustento jurídico y resultan de recibo para esta Cámara, lo cual como se indicó en el acuerdo de la sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII, generó el cambio de criterio. 
A su vez, debe señalarse que este Órgano solicitó en su oportunidad criterio a la Dirección Jurídica, la cual mediante oficio N° DJ-2523-2018 expuso sus argumentos, los cuales como se definió en el acuerdo de la sesión N°84-19 no fueron acogidos. 
Por último, en cuanto a la participación se la Secretaría Técnica de Género en la atención del presente asunto, estima este Consejo que el tema en discusión no versa sobre el derecho de las funcionarias a disfrutar de la licencia de maternidad y de la importancia y especial interés de proteger a la madre en este periodo, lo cual se reconoce por este Colegio y se contempla en la regulación propia del Poder Judicial; sino que el aspecto en discusión es de índole meramente salarial y tributaria, establecidos claramente en la Ley Orgánica del Poder Judicial al considerarla como licencia con goce de sueldo y como sujeta al impuesto sobre la renta al no estar contemplada en el excepción del artículo 35 inciso c) de la Ley 7.092 de 21 de abril de 1988. 
Se acordó: 1) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por Ana Laura Arce Hidalgo, cédula de identidad 2-0622-0953, contra lo resuelto este Consejo Superior en sesión N° 84-19 celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo XXVIII. Se declara acuerdo en firme.
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DOCUMENTO N°13824-19, 14269-19
	En sesión N° 94-19 celebrada el 29 de octubre de 2019, artículo XCIV, se tomó nota de la comunicación del Tribunal de la Inspección Judicial, mediante oficio N° 1751-IJ-2019 del 24 de octubre de 2019, en que hizo de conocimiento la resolución de las quince horas y veinticuatro minutos del veintitrés de octubre del año dos mil diecinueve, mediante la cual se ordenó al servidor C C M, Técnico Judicial del (…), abstenerse de comunicarse o de perturbar por cualquier forma o por cualquier medio, a la ofendida y a los testigos que fueron ofrecidos en la denuncia inicial. La medida solicitada por el Tribunal de la Inspección Judicial se mantendrá por el término de tres meses, a partir del 29 de octubre de 2019 y hasta el 28 enero de 2020, lo anterior en amparo a las disposiciones del numeral 17 del Reglamento para Prevenir, Investigar y Sancionar el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial.
	La licenciada Karen Rojas Paniagua, Representante Legal Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, mediante nota del 31 de octubre de 2019, solicitó lo siguiente:
“de conformidad con los artículos 197 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 342, 343, 345 de la Ley General de la Administración Pública;   1, 2, 3, 7, 11 inciso a) de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de discriminación contra la Mujer;  1, 2, 3, 4, 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer (Convención Belem do Pará);  la Observación General Nº 28 sobre Igualdad de Derechos entre los Hombres y Mujeres del Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas;   la Declaración de la Política de Igualdad de Género: una política, un compromiso, una práctica,  me presento a interponer Recurso de Reconsideración y Revisión contra la resolución 3135-2019  del Tribunal de la Inspección Judicial dictada a  las quince horas y veinticuatro minutos del veintitrés de octubre del año dos mil diecinueve, la cual en el por tanto rechaza parcialmente la solicitud incoada por la suscrita de  medidas cautelares.

Mediante conversación telefónica con la víctima, informa que al haber rechazado el Tribunal de la Inspección Judicial el traslado del  encausado a otro Despacho, se siente sumamente afectada y revictimizada, dado que su ubicación dentro del Despacho es a solo una distancia aproximada de tres metros, del lugar donde se ubica el encausado, y  que debe tener contacto directo con el encausado, pues al recibir  llamadas telefónicas debe informarle  al encausado que es una llamada telefónica para él, causándole incomodidad y temor.

Mediante resolución de las diez horas y cincuenta cuatro minutos del veintitrés de octubre del año dos mil diecinueve, el órgano instructor, trasladó cargos al encausado C C M, cédula 0113960736, TECNICO JUDICIAL DEL (…), por conducta de Acoso Sexual, artículo 4 inciso 2 de la Ley contra el Hostigamiento Sexual por los siguientes hechos:  

1- En fecha 27 de mayo del presente año en los pasillos de los Tribunales de Justicia de (…), usted C C M, procedió a realizar comentarios verbales de naturaleza sexual en perjuicio de la quejosa M C C, siendo que usted le manifestó a la servidora V O V técnica judicial del (…), que usted había soñado que estaba teniendo relaciones sexuales con la quejosa M C C y que se despertó erecto. Siendo qué momento después la servidora M C le reclamó a su persona de la citada manifestación exponiéndole su disconformidad.  2- Al menos en dos ocasiones sin precisar fecha exacta pero si en el mes de septiembre de 2019, la quejosa M C C, se acercó al escritorio del servidor judicial M B esto en el Juzgado de (…), a preguntar sobre algunos asuntos laborales, siendo que la posición de su escritorio C C quedaba a la par del escritorio del servidor M B, siendo que usted C C procedió a hostigar sexualmente a la quejosa M C C, de manera que miraba de manera morbosa fijamente los glúteos de la quejosa. Conducta observada por la servidora judicial V O V.  3- Al menos en dos ocasiones sin precisar fecha exacta pero si en el mes de octubre de 2019, en el Juzgado de (…), usted C C procedió a hostigar sexualmente a la quejosa M C C, de manera que miraba fijamente los glúteos y el cuerpo de la quejosa, presuntamente de manera morbosa.  Conducta observada por el servidor judicial M B.  4- Sin precisar fecha pero si en el mes de marzo de 2019, antes del día 22 de dicho mes, usted C C M realizó comentarios verbales de naturaleza sexual en perjuicio de la quejosa M C C, siendo que usted le manifestó a la servidora V O V técnica judicial del (…) en dicho despacho, que estaba esperando el paseo a un hotel de playa que se había organizado en el despacho, para “levantarla” a la quejosa M C, refiriéndose a mantener relaciones sexuales con dicha servidora.  5- En fecha 24 de marzo del 2019, la quejosa M C publicó en su historial de Instagram una foto de ella en traje de baño del paseo realizado el 22 de marzo de 2019 a un hotel de playa en el que asistió el personal del Juzgado de (…). Usted C C, sin precisar fecha exacta pero si después de del 24 de marzo de 2019 al mes de abril de 2019, encontrándose en el citado despacho, procedió a hostigar sexualmente a la quejosa C C, a la cual observó, y de seguido le envío un mensaje escrito al celular de la servidora L F U técnica  judicial del citado despacho, indicándole que ya por eso tenía que ir a "jarlársela al baño", es decir tenía que ir al baño a masturbarse, luego de que usted había visto a la quejosa caminando en frente suyo. En ese mismo día sin precisar hora exacta, usted C C le envío mediante celular la fotografía de la publicación realizada por la quejosa en traje de baño, a la servidora L F U, siendo que usted C C le remitió un mensaje escrito vía telefónica realizando el siguiente comentario de tipo sexual; "Que rica esa perra", refiriéndose a la quejosa M C.  Comentarios observados por la servidora L F U y V O V.  6- En fecha 14 de octubre del presente año, a eso de las cuatro de la tarde y veintiocho minutos, ya era hora de la salida, siendo que la quejosa M C se encontraba en el Juzgado de (…), recogiendo sus pertenencias de su escritorio y apagando la computadora, y en ese momento se giró hacia atrás con la silla, momento en que usted C C, que se encontraba en una posición acomodado atrás de la quejosa, como a un costado, momento en que usted se encontraba con su celular en su mano enfocando hacia el cuerpo de la quejosa propiamente en la parte de atrás de su cuerpo, momento en que la quejosa le expresó su molestia, situación que fue percibida por la Coordinadora judicial Z M R, y A U S.  7- Sin precisar fecha exacta pero si aproximadamente entre los meses de enero de 2019 al mes de mayo de 2019, su persona C C M, procedió a realizar comentarios verbales de naturaleza sexual en perjuicio de la quejosa M C C, siendo que usted le manifestó a la servidora A U F técnica judicial del Juzgado de (…), que viera que “rica” andaba la quejosa C C, hecho sucedido en el citado despacho.  8- Sin precisar fecha exacta pero si  aproximadamente entre los meses de enero de 2019 al mes de mayo de 2019, su persona C C M, procedió a realizar comentarios verbales de tipo sexual en perjuicio de la quejosa M C C, siendo que usted le manifestó a la servidora M E técnica judicial  del Juzgado de (…), que a usted Ie gustaba la quejosa C C ya que se parecía a una novia que usted tuvo. Hecho sucedido en el citado despacho.  Todas las anteriores conductas fueron indeseadas, humillantes y ofensivas para la quejosa, siendo que le causó incomodidad y malestar en su bienestar personal y laboral. “

El motivo por el cual se interpone el recurso de reconsideración y revisión ante el Honorable Consejo Superior, es debido a la resolución del Tribunal de la Inspección Judicial  y  la información brindada por la víctima, en la cual informa la angustia y revictimización que están sufriendo  al sentirse perturbada y revictimizada  pues  las  medidas cautelares acordadas por el Tribunal de la Inspección Judicial afectan el rendimiento y ambiente laboral de la víctima y su estado de ánimo; dado que el encausado labora en el mismo Despacho donde labora la víctima, pues su ubicación dentro del Despacho del (…), es a solo una distancia aproximada de tres metros, del lugar donde se ubica el encausado, y  además que debe tener contacto directo con el encausado, pues al recibir  llamadas telefónicas debe informarle  al encausado de viva voz, que la llamada telefónica es para él;  lo que ha provocado una gran afectación y angustia a la víctima por tener que estar en contacto directo con el encausado;  y al considerar que los testigos igualmente laboran en el mismo Despacho; por lo que ante el potencial riesgo de que podría eventualmente obstaculizar la investigación que apenas se inicia.

Las medidas cautelares aprobadas por el Tribunal de la Inspección Judicial en contra del encausado fueron las siguientes: 

-Ordenar al encausado que se abstenga de comunicarse o de perturbar por cualquier forma o por cualquier,  medio a la ofendida y a los testigos que fueron ofrecidos en la denuncia inicial y no el traslado a otro despacho como se solicitó.  Las medidas cautelares se mantendrán vigentes por el término de tres meses…” ( el destacado no pertenece al original).

Tal y como ha sido desarrollado por la Sala Constitucional, la justicia cautelar responde a la necesidad de garantizar el principio constitucional de una justicia pronta y cumplida, al conservar las condiciones reales indispensables para la emisión y ejecución de la sentencia (Resolución 7190-1994, de las 15:24 horas del 6 de diciembre). Al respecto, el artículo 19 del Código Procesal Contencioso Administrativo, dispone que la finalidad de la fijación de una medida cautelar es proteger y garantizar, provisionalmente el objeto del proceso y la efectividad de la sentencia. La doctrina ha indicado que la justicia cautelar no tiene como fin declarar un hecho o una responsabilidad, ni la de constituir una relación jurídica, ni ejecutar un mandato y satisfacer el derecho que se tiene sin ser discutido, ni dirimir un litigio, sino prevenir los daños que el litigio pueda acarrear o que puedan derivarse de una situación anormal (Gallegos Fedriani, Pablo. Las medidas cautelares contra la Administración Pública. 2 ed. Buenos Aires, Argentina: Ábaco, 2006). De conformidad con el artículo 21 Código Procesal Contencioso Administrativo, el juez, a la hora de determinar la procedencia de una solicitud de medida cautelar, debe verificar que la pretensión del proceso de conocimiento no sea temeraria o, en forma palmaria, carente de seriedad, lo que constituye una valoración preliminar del fondo para determinar si existe en el caso en cuestión lo que la doctrina y la jurisprudencia han llamado apariencia de buen derecho o fumus boni iuris. Por otro lado, el mismo numeral 21 del Código establece la procedencia de la medida cautelar cuando la ejecución o permanencia de la conducta sometida a proceso produzca graves daños o perjuicios, actuales o potenciales, situación que ha sido definida en la doctrina como el periculum en mora o peligro en la demora, es decir, que en virtud de la demora patológica del proceso judicial, concurra un peligro actual, real y objetivo de que se genere a la parte promovente un daño grave (Jinesta Lobo, Ernesto. Manual del Proceso Contencioso- Administrativo. 1 ed. San José, Costa Rica, Editorial Jurídica Continental, 2008). Por último, el artículo 22 ibídem establece la obligación del juzgador de realizar, a la luz del principio de proporcionalidad, una ponderación de los intereses en juego, es decir, entre la circunstancia del particular, por un lado y el interés público y los intereses de terceros que puedan verse afectados con la adopción de la medida cautelar, por el otro. Sólo en la concurrencia de los tres elementos, es decir, de la apariencia de buen derecho, del peligro en la demora y que del análisis de la ponderación de intereses se considere que daño sufrido por el particular debe tutelarse por encima de los demás intereses en juego, puede proceder el despacho a conceder la medida cautelar solicitada.

Es necesario valorar en este caso, que nos encontramos en un proceso disciplinario especial por cuanto se está en actos de Hostigamiento Sexual, no un proceso disciplinario por alguna otra falta, y en razón de ello, debe de tenerse especial cuidado al considerar la gravedad de la presunta conducta cometida por el encausado; y reitero estar laborando en el mismo Despacho donde labora la víctima y los testigos.

Según se plantea en la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer-Convención de Belem do Pará: “…debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género-, que cause…daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer tanto en el ámbito público como en el privado (la negrita no es del original).   Es justamente por esa razón que se reconoce la existencia de un desbalance de poder entre las mujeres y los hombres que se han desarrollado normativas específicas, programas y proyectos de atención.   Por su parte el artículo 7 del mismo cuerpo normativo estatuye: “Los Estado Partes condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y llevar a cabo lo siguiente: 

a. Abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación…”  (la negrita no es del original)      

Para muestra de ello, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer-Convención de Belem do Pará-en su inciso a., indica lo siguiente: “abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra la mujer y velar por que las autoridades, sus funcionarios, personal y agentes e instituciones se comporten de conformidad con esta obligación;…”  (Las comillas, cursiva, negrita y subrayado no es propio del texto original).

En razón de  lo expuesto, solicito  vehemente y de forma respetuosa  al Honorable Consejo Superior se reconsidere lo solicitado y se admitan las medidas cautelares  mediante el traslado del encausado C C M, a otro Despacho, tal y como fue solicitado por la Secretaría Técnica de Género desde el inicio del proceso disciplinario; dado que la presencia del encausado en el mismo Despacho donde labora la víctima, está causando un mayor agravio a la víctima, el encausado podría entorpecer la investigación,  dado que podría influenciar a los eventuales testigos que laboran en el mismo Despacho;  lo solicitado es a fin de evitar mayores perjuicios al interés público, para evitar la revictimizacion, ya que tal situación podría afectar además de la imagen y el buen servicio público de la Institución.  Toda esta situación ha ocasionado un caos a la víctima y a los testigos, dado que las situaciones vividas por la violencia de género, son conductas no acordes a los valores propios de un funcionario Judicial, y la violencia ejercida por el encausado la desplegó en un Despacho Judicial, aunado al gran impacto que tal hecho pudiera haber tenido, somos una entidad que lucha día a día contra la violencia contra la mujer, convirtiéndose tal evento en una política totalmente contraria a la que promueve el Poder Judicial.  “Los casos sometidos a los tribunales, deben resolverse a luz de esas directrices, que protegen la integridad de la persona humana, sus derechos y le imponen funciones de respeto a quienes ejercen cargos con jerarquía, sobre todo, en la Administración Pública.” Resolución 2011-454 Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, de las trece horas nueve minutos del tres de junio del dos mil once.

De forma respetuosa, solicito a las y los Integrantes del Consejo Superior  se amplíen  las medidas cautelares en cuanto al traslado del encausado a otro despacho, sin afectar sus derechos laborales, aplicando la  perspectiva de género que debe regir en los casos de Hostigamiento Sexual, ya que con lo acordado por el Tribunal de la Inspección Judicial,  al mantener al encausado en el mismo Despacho donde labora la ofendida, y los testigos,  no se está protegiendo  en el seno del  Poder Judicial,  a la víctima lo que ha provocado  una gran incertidumbre, y genera una gran insatisfacción.

PETITORIA. De forma respetuosa solicito a las Señoras y Señores del Consejo Superior se declare con lugar el recurso de reconsideración y revisión, se modifiquen las medidas cautelares y se traslade al encausado C C M a otro Despacho, con el fin de evitar la revictimización, un daño al servicio que se brinda en la Institución, y evitar se dañe aún más la imagen del Poder Judicial.”
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En razón de lo expuesto y dado que la presencia del encausado en el mismo despacho donde labora la víctima, puede generar un mayor agravio a la ofendida, por cuanto el encausado podría entorpecer la investigación,  e influir en eventuales testigos que laboran en el mismo Despacho;  y con el fin de evitar mayores perjuicios al interés público y evitar la revictimización, ya que tal situación podría afectar además la imagen y el buen servicio público de este Poder Judicial, de mejor acuerdo; se dispone: Acoger el recurso de reconsideración presentado por la licenciada Karen Rojas Paniagua, Representante Legal Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, en consecuencia: 1.) De conformidad con lo que establece el artículo 81 inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y en concordancia con el artículo 17 del Reglamento para Prevenir, Investigar y Sancionar el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial, trasladar temporalmente al servidor C C M, Técnico Judicial del Juzgado de (…), a la Administración Regional de ese Circuito Judicial, por el plazo de tres meses, a partir del 11 de noviembre de 2019 y hasta el 10 febrero de 2020, lo anterior en el entendido que no se afecten sus derechos laborales. 2.) Por lo anteriormente expuesto, la Administración del (…), asignará el recurso supernumerario en el juzgado citado, debido al trasladado del servidor C M. 3.) Además deberá el encausado abstenerse de comunicarse o de perturbar por cualquier forma o por cualquier,  medio a la ofendida y a los testigos que fueron ofrecidos en la denuncia inicial, para esto la Administración deberá considerarlo para que no lo envíe a realizar labores en el citado despacho. 4.) Notifíquese el presente acuerdo a las partes.
El Tribunal de la Inspección Judicial y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXV
DOCUMENTO N° 9534-15, 14069-19
	En sesión Nº 30-16, celebrada el 31 de marzo de 2016, artículo III, se adjudicó la Licitación Pública 2015LN-000025-PROV denominada “Contratación de servicio de limpieza integral y jardinería para los diversos circuitos judiciales del país, bajo la modalidad según demanda”. conforme los requerimientos que señalaron en aquel momento.
El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, mediante oficio N° 4345-DP-07-2019 del 29 de octubre de 2019, remitió lo siguiente:
“En sesión Nº 30-16, artículo III, celebrada el 31 de marzo de 2016, el Consejo Superior dispuso adjudicar el grupo de evaluación N° 2, que corresponde a la línea 4: Servicios de jardinería en jornada diurna, bajo la modalidad según demanda, en todos los Circuitos Judiciales del país, de la Licitación Pública Nº 2015LN-000025-PROV, denominada "Contratación de servicio de limpieza integral y jardinería para los diversos circuitos judiciales del país, bajo la modalidad según demanda”, a Grupo Agroindustrial Eco Terra S.A., cédula jurídica 3-101-399437, la cual se formalizó mediante el contrato N° 047116. 

Siendo que ya se procedió a dar la orden de inicio para dicho contrato, es menester proceder con la incorporación de los servicios que se espera finalice su vigencia, en el mencionado contrato, el cual corresponde a oficinas Jurisdiccionales, Administrativas, Defensa Pública, Ministerio Público y Organismo de Investigación Judicial, así como cualquier otro circuito que surja posteriormente, debiendo procurar el servicio de jardinería de todas las oficinas judiciales del país.

Precio por metro cuadrado: ¢84,85

De conformidad con la circular 136-2017, de fecha 22 de setiembre de 2017 en la cual se indican las medidas que se establecieron para la Contención del Gasto en el Poder Judicial y específicamente en la cláusula que indica, “No se tramitará nuevas contrataciones o ampliaciones de contratos en áreas de limpieza, jardinería y seguridad, salvo los requeridos para atender leyes nuevas o servicios indispensables a juicio de la Dirección Ejecutiva o estudios de la Dirección de Planificación”. En virtud de lo anterior es importante señalar que, se requiere la inclusión del servicio en el Edificio de los Tribunales de Justicia de Osa, para lo cual se cuenta con autorización de la Dirección Ejecutiva mediante oficio 4445-DE-2019 y para el edificio de los Tribunales de Justicia de Siquirres, la autorización se da mediante oficio 4514-DE-2019. 

Cabe señalar que actualmente ninguno de los edificios cuenta con este servicio, por lo que es indispensable tenerlo disponible; inclusión que es avalada adicionalmente por la Licda. Stephanie Calvo López, Jefa a.í de la Sección de Limpieza y Jardinería mediante oficios 062-LJ-2019, de fecha 16 de octubre y 051-LJ-2019 de fecha 04 de octubre de 2019, respectivamente.

Por lo anterior se recomienda la ampliación y la inclusión de los servicios de conformidad con la siguiente tabla:

	Oficina
	Contrato Actual
	Fecha de inicio del nuevo Contrato
	Monto Total Mensual del Nuevo Contrato

	Tribunales de Justicia de Osa
	047116
	A partir de la orden de inicio que brinde Verificación y Ejecución Contractual
	Área: 4.106,00 m² 
Monto mensual: ¢348.394,10

	Tribunales de Justicia de Siquirres
	047116
	A partir de la orden de inicio que brinde Verificación y Ejecución Contractual
	Área:  120 m²
2 veces al mes
Monto mensual: ¢20.364,00



En cuanto a la disponibilidad presupuestaria, se tiene lo siguiente:

Mediante oficio No. 660-CE-2019, de fecha 09 de octubre de 2019, el Departamento Financiero Contable emitió la certificación de contenido presupuestario del 2019, para hacerle frente a la erogación que se requiere para atender los servicios para los Tribunales de Justicia de Osa, durante el período comprendido del 15 de octubre al 31 de diciembre, por la suma total de ¢1.045.182,30.

Mediante oficio No. 490-CE-2019, de fecha 27 de junio de 2019, el Departamento Financiero Contable emitió la certificación de contenido presupuestario del 2019, para hacerle frente a la erogación que se requiere para atender los servicios para los Tribunales de Justicia de Siquirres, durante el período comprendido del 01 de julio al 31 de diciembre, por la suma total de ¢183.726,00.

Conforme a lo indicado anteriormente, se solicita a esta instancia aprobar la incorporación de los servicios mencionados a partir de la orden de inicio que dicte el Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual, el detalle del puesto y jornada conforme a lo recomendado por la Sección de Limpieza y Jardinería se hará del conocimiento del contratista en la orden de inicio indicada.”

- 0 -
Se acordó: Acoger la propuesta remitida por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, mediante oficio N° 4345-DP-07-2019 del 29 de octubre de 2019, en consecuencia: Aprobar la incorporación de los servicios mencionados dentro de la Licitación Pública 2015LN-000025-PROV denominada “Contratación de servicio de limpieza integral y jardinería para los diversos circuitos judiciales del país, bajo la modalidad según demanda”, conforme al siguiente detalle:
	Oficina
	Contrato Actual
	Fecha de inicio del nuevo Contrato
	Monto Total Mensual del Nuevo Contrato

	Tribunales de Justicia de Osa
	047116
	A partir de la orden de inicio que brinde Verificación y Ejecución Contractual
	Área: 4.106,00 m² 
Monto mensual: ¢348.394,10

	Tribunales de Justicia de Siquirres
	047116
	A partir de la orden de inicio que brinde Verificación y Ejecución Contractual
	Área:  120 m²
2 veces al mes
Monto mensual: ¢20.364,00



Lo anterior, de conformidad con el costo mensual y anual de los servicios indicados en el oficio supracitado. Asimismo, será a partir de la orden de inicio que dicte el Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual. 
La Dirección Ejecutiva y el Departamento de Proveeduría, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839548]ARTÍCULO XXVI
DOCUMENTO Nº 7423-18, 14067-19
El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, mediante oficio N° 4433-DP-07-2019 del 29 de octubre de 2019, comunicó:
“En sesión Nº 61-18, artículo IX, celebrada el 10 de julio del 2018, el Consejo Superior dispuso adjudicar la Licitación Pública Nº 2017LN-000013-PROV, denominada "Contratación del servicio de limpieza integral para los diversos Circuitos Judiciales del país, según demanda”, al Consorcio Grupo Eulen: Eulen de Costa Rica S.A., cédula jurídica 3-101-229409 y Eulen S.A. (Consultora Europea de Servicios), la cual se formalizó mediante el contrato N° 038118. 

Siendo que ya se procedió a dar la orden de inicio para dicho contrato, es menester proceder con la incorporación de los servicios que se espera finalice su vigencia, en el mencionado contrato.

De conformidad con la circular 136-2017, de fecha 22 de setiembre de 2017 en la cual se indican las medidas que se establecieron para la Contención del Gasto en el Poder Judicial y específicamente en la cláusula que indica, “No se tramitará nuevas contrataciones o ampliaciones de contratos en áreas de limpieza, jardinería y seguridad, salvo los requeridos para atender leyes nuevas o servicios indispensables a juicio de la Dirección Ejecutiva o estudios de la Dirección de Planificación”. En virtud de lo anterior, para los servicios solicitados para el tercer piso del Edificio de los Tribunales de Justicia del Primer Circuito Judicial de San José, se cuenta con la autorización de la Dirección Ejecutiva mediante oficio 4693-DE-2019.

Adicionalmente, la Licenciada Stephanie Calvo López, Jefa a.í de la Sección de Limpieza y Jardinería, mediante oficio 063-LJ-2019 de fecha 18 de octubre de 2019, otorga el visto bueno a la incorporación del servicio para el edificio antes mencionado ya que la plaza que actualmente atiende el tercer piso se trasladará para realizar las labores en el edificio de la Corte, específicamente en la oficina de la Dirección Jurídica y zonas comunes del cuarto piso.

Por lo anterior se recomienda la ampliación de los servicios de conformidad con la siguiente tabla:

	Oficina
	Puesto
	Numero de Contrato Actual
	Fecha de Vencimiento del Contrato Actual
	Fecha en la que se debe iniciar el nuevo Contrato
	Monto Total Mensual de las horas adicionales 

	Tercer piso del Edificio de los Tribunales en San José
	1 puesto de 8 horas, de lunes a viernes de 07:30 a 12:00 y de las 13:00 a 16:30 horas
	038118
	N/A
	A partir de la orden de inicio que de Verificación y Ejecución Contractual
	¢519.064,81



[bookmark: _Hlk526959009]En cuanto a la disponibilidad presupuestaria, mediante oficio No. 663-CE-2019 de fecha 18 de octubre de 2019 del Departamento Financiero Contable emitió la certificación de contenido presupuestario, para hacerle frente a la erogación que se requiere durante el período comprendido del 01 de noviembre al 31 de diciembre del 2019, por la suma de ¢1.100.000,00.

Así las cosas, al determinar la jornada, la cantidad de personas y horas al día, que se requieren para brindar los servicios en el Edificio indicado, en el siguiente cuadro se proyecta el costo mensual y anual para incorporar el servicio de limpieza anteriormente mencionado, como sigue:

	PUESTO 8 HORAS DIURNO LUNES A VIERNES TERCER PISO DEL EDIFICIO DE LOS TRIBUNALES

	CANTIDAD PERSONAS
	HORAS AL DÍA EN CADA TURNO
	CANTIDAD HORAS DÍA/EMPLEADOS EN CADA TURNO
	CANTIDAD HORAS SEMANA        (LUNES A VIERNES) 8 HORAS AL DÍA  DE LAS 07:30 A 12:00 Y DE LAS 13:00 A LAS 16:30 HORAS
	COSTO JORNADA ORDINARIA/ EMPLEADO
	COSTO SERVICIO SEMANAL        (5 DÍAS) JORNADA ORDINARIA DIURNA 07:30 A 12:00 Y DE 13:00 A 16:30 HORAS
	COSTO SERVICIO MENSUAL (4,33 SEMANAS)
	COSTO ANUAL (12 MESES)

	1
	8
	8
	40
	₡2.996,91
	₡119.876,40
	₡519.064,81
	₡6.228.777,74



Conforme a lo indicado anteriormente, se solicita a esta instancia aprobar la incorporación del servicio indicado a partir de la orden de inicio que emitirá el Proceso de Verificación y Ejecución Contractual, el detalle del puesto y jornada conforme a lo recomendado por la Sección de Limpieza y Jardinería se hará del conocimiento del contratista en la orden indicada.”

- 0 -
Se acordó: Acoger la recomendación del Departamento de Proveeduría en su oficio N° 4433-DP-07-2019 del 29 de octubre de 2019, en consecuencia, aprobar la incorporación en la Licitación Pública Nº 2017LN-000013-PROV, denominada "Contratación del servicio de limpieza integral para los diversos Circuitos Judiciales del país, según demanda”, del siguiente servicio:
	Oficina
	Puesto
	Numero de Contrato Actual
	Fecha de Vencimiento del Contrato Actual
	Fecha en la que se debe iniciar el nuevo Contrato
	Monto Total Mensual de las horas adicionales 

	Tercer piso del Edificio de los Tribunales en San José
	1 puesto de 8 horas, de lunes a viernes de 07:30 a 12:00 y de las 13:00 a 16:30 horas
	038118
	N/A
	A partir de la orden de inicio que de Verificación y Ejecución Contractual
	¢519.064,81



En cuanto a la disponibilidad presupuestaria, mediante oficio No. 663-CE-2019 de fecha 18 de octubre de 2019 del Departamento Financiero Contable emitió la certificación de contenido presupuestario, para hacerle frente a la erogación que se requiere durante el período comprendido del 01 de noviembre al 31 de diciembre del 2019, por la suma de ¢1.100.000,00.

Así las cosas, al determinar la jornada, la cantidad de personas y horas al día, que se requieren para brindar los servicios en el Edificio indicado, en el siguiente cuadro se proyecta el costo mensual y anual para incorporar el servicio de limpieza anteriormente mencionado, como sigue:

	PUESTO 8 HORAS DIURNO LUNES A VIERNES TERCER PISO DEL EDIFICIO DE LOS TRIBUNALES

	CANTIDAD PERSONAS
	HORAS AL DÍA EN CADA TURNO
	CANTIDAD HORAS DÍA/EMPLEADOS EN CADA TURNO
	CANTIDAD HORAS SEMANA        (LUNES A VIERNES) 8 HORAS AL DÍA  DE LAS 07:30 A 12:00 Y DE LAS 13:00 A LAS 16:30 HORAS
	COSTO JORNADA ORDINARIA/ EMPLEADO
	COSTO SERVICIO SEMANAL        (5 DÍAS) JORNADA ORDINARIA DIURNA 07:30 A 12:00 Y DE 13:00 A 16:30 HORAS
	COSTO SERVICIO MENSUAL            (4,33 SEMANAS)
	COSTO ANUAL       (12 MESES)

	1
	8
	8
	40
	₡2.996,91
	₡119.876,40
	₡519.064,81
	₡6.228.777,74



La incorporación de los servicios mencionados será a partir de la orden de inicio que dicte el Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual, el detalle del puesto y jornada conforme a lo recomendado por la Sección de Limpieza y Jardinería se hará del conocimiento del contratista en la orden de inicio indicada.
La Dirección Ejecutiva, el Departamento Financiero Contable, el Departamento de Proveeduría, la Sección de Limpieza y Jardinería, así como el Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839550]ARTÍCULO XXVII
DOCUMENTO Nº 7423-18, 14066-19
[bookmark: _Toc23839552]El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, mediante oficio N° 4714-DP-07-2019 del 29 de octubre de 2019, comunicó:
“En sesión Nº 61-18, artículo IX, celebrada el 10 de julio del 2018, el Consejo Superior dispuso adjudicar la Licitación Pública Nº 2017LN-000013-PROV, denominada "Contratación del servicio de limpieza integral para los diversos Circuitos Judiciales del país, según demanda”, a la empresa Distribuidora y Envasadora de Químicos S.A., cédula jurídica 3-101-059070, la cual se formalizó mediante el contrato N° 039118. 

Siendo que ya se procedió a dar la orden de inicio para dicho contrato, es menester proceder con la incorporación de los servicios que se espera finalice su vigencia, en el mencionado contrato.

De conformidad con la circular 136-2017, de fecha 22 de setiembre de 2017 en la cual se indican las medidas que se establecieron para la Contención del Gasto en el Poder Judicial y específicamente en la cláusula que indica, “No se tramitará nuevas contrataciones o ampliaciones de contratos en áreas de limpieza, jardinería y seguridad, salvo los requeridos para atender leyes nuevas o servicios indispensables a juicio de la Dirección Ejecutiva o estudios de la Dirección de Planificación”. Es importante señalar que, para la inclusión del servicio de limpieza en el Juzgado Penal Juvenil de Pérez Zeledón y Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago sede Pérez Zeledón, se cuenta con autorización de la Dirección Ejecutiva mediante oficio 4513-DE-2019. 

Cabe señalar que actualmente dicho despacho es un local nuevo por lo que se hace indispensable el servicio de limpieza; dicha inclusión es avalada por la Licda. Stephanie Calvo López, Jefa a.í de la Sección de Limpieza y Jardinería mediante oficio 054-LJ-2019, de fecha 10 de octubre de 2019. 

Por lo anterior se recomienda la ampliación del servicio de conformidad con la siguiente tabla:

	Oficina
	Puesto
	Numero de Contrato Actual
	Fecha de Vencimiento del Contrato Actual
	Fecha en la que se debe iniciar el nuevo Contrato
	Monto Total Mensual de las horas adicionales 

	[bookmark: _Hlk9259521]Juzgado Penal Juvenil de Pérez Zeledón y Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago sede Pérez Zeledón
	1 puesto 8 horas diarias de lunes a viernes en horario de 07:00 a 11:30 y de 13:00 a 16:30 horas  
	039118
	N/A
	A partir de la orden de inicio que de Verificación y Ejecución Contractual
	¢511.398,98



En el entendido que el costo mensual y anual del servicio que se debe contratar conforme a la jornada elegida, la cantidad de personas y horas al día, que se requieren para brindar el servicio en el edificio indicado.

	PUESTO 8 HORAS DIURNO LUNES A VIERNES JUZGADO PENAL JUVENIL DE PEREZ ZELEDÓN Y JUZGADO DE EJECUCIÓN DE LA PENA DE CARTAGO SEDE PEREZ ZELEDÓN

	Cantidad personas
	Horas al día en cada turno
	Cantidad horas día/empleados en cada turno
	Cantidad horas semana (Lunes a viernes) 8 horas al día de las 07:00 a 11:30 y de las 13:00 a las 16:30 horas
	Costo jornada ordinaria / empleado
	Costo servicio semanal (5 días) jornada ordinaria diurna 07:00 a 11:30 y de 13:00 a 16:30 horas
	Costo servicio mensual (4,33 semanas)
	Costo anual (12 meses)

	1
	8
	8
	40
	₡2.952,65
	₡118.106,00
	₡511.398,98
	₡6.136.787,76



Conforme a lo indicado anteriormente, se solicita a esta instancia aprobar la incorporación del servicio mencionado a partir de la orden de inicio que dicte el Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual, el detalle del puesto y jornada conforme a lo recomendado por la Sección de Limpieza y Jardinería se hará del conocimiento del contratista en la orden de inicio indicada.”

- 0 -
Se acordó: Acoger la recomendación del Departamento de Proveeduría en su oficio N° 4714-DP-07-2019 del 29 de octubre de 2019, en consecuencia, aprobar la incorporación en la Licitación Pública Nº 2017LN-000013-PROV, denominada "Contratación del servicio de limpieza integral para los diversos Circuitos Judiciales del país, según demanda”, del siguiente servicio:
	Oficina
	Puesto
	Numero de Contrato Actual
	Fecha de Vencimiento del Contrato Actual
	Fecha en la que se debe iniciar el nuevo Contrato
	Monto Total Mensual de las horas adicionales 

	Juzgado Penal Juvenil de Pérez Zeledón y Juzgado de Ejecución de la Pena de Cartago sede Pérez Zeledón
	1 puesto 8 horas diarias de lunes a viernes en horario de 07:00 a 11:30 y de 13:00 a 16:30 horas  
	039118
	N/A
	A partir de la orden de inicio que de Verificación y Ejecución Contractual
	¢511.398,98


En el entendido que el costo mensual y anual del servicio que se debe contratar conforme a la jornada elegida, la cantidad de personas y horas al día, que se requieren para brindar el servicio en el edificio indicado.
	PUESTO 8 HORAS DIURNO LUNES A VIERNES JUZGADO PENAL JUVENIL DE PEREZ ZELEDÓN Y JUZGADO DE EJECUCIÓN DE LA PENA DE CARTAGO SEDE PEREZ ZELEDÓN

	Cantidad personas
	Horas al día en cada turno
	Cantidad horas día/empleados en cada turno
	Cantidad horas semana (Lunes a viernes) 8 horas al día de las 07:00 a 11:30 y de las 13:00 a las 16:30 horas
	Costo jornada ordinaria / empleado
	Costo servicio semanal (5 días) jornada ordinaria diurna 07:00 a 11:30 y de 13:00 a 16:30 horas
	Costo servicio mensual (4,33 semanas)
	Costo anual (12 meses)

	1
	8
	8
	40
	₡2.952,65
	₡118.106,00
	₡511.398,98
	₡6.136.787,76



La incorporación de los servicios mencionados será a partir de la orden de inicio que dicte el Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual, el detalle del puesto y jornada conforme a lo recomendado por la Sección de Limpieza y Jardinería se hará del conocimiento del contratista en la orden de inicio indicada.
La Dirección Ejecutiva, el Departamento Financiero Contable, el Departamento de Proveeduría, la Sección de Limpieza y Jardinería, así como el Subproceso de Verificación y Ejecución Contractual, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Hlk27485272]ARTÍCULO XXVIII
DOCUMENTO N° 14174-19
[bookmark: _Toc23839554]El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en oficio N° 4262-DP/58-2019 del 31 de octubre de 2019, remitio la adjudicación en relación con la Compra Directa por Excepción N° 2019CD-000010-PROVEX referente a la “Compra de una Solución de Enrutador de Alto Tráfico”, en ese de conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 106 de la Ley de Contratación Administrativa y 86 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría en el oficio anteriormente trascrito, se dispuso: Adjudicar la Compra Directa por Excepción N° 2019CD-000010-PROVEX denominada “Compra de una Solución de Enrutador de Alto Tráfico”, a la empresa Productive Business Solutions Costa Rica S.A., cédula Jurídica 3-101-009515, conforme al detalle que se indicó.
La Dirección Ejecutiva, los Departamentos de Financiero Contable y de Proveeduría tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXIX
DOCUMENTO N° 9102-14, 14309-19
[bookmark: _Toc23839556]El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en oficio N° 4562-DP/27-19 del 1 de noviembre de 2019, comunicó lo siguiente:
“En relación con la Compra Directa por Excepción N° 2018CD-000030-PROVEX referente a la “Compra de un terreno al Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo en la localidad de Hatillo”, se remite a usted la documentación adjunta, con el ruego de que sea sometida a conocimiento de los miembros del Consejo Superior para lo que consideren conveniente resolver. 

Conforme a lo establecido en el artículos 2 inciso c) de la Ley de Contratación Administrativa y 138 del Reglamento a la Ley de Contratación siendo que nos encontramos ante un procedimiento de actividad contractual desarrollada entre entes de Derecho Público, y como tal no existe sujeción a los procedimientos ordinarios de contratación, no existe plazo para adjudicar la presente contratación, no obstante se valoraran todos los aspectos que regulan dicha contratación los cuales se exponen a continuación. 

ANTECEDENTES:

Para la presente contratación se tiene lo siguiente:

Con motivo de la actualización de los planos para el proyecto del edificio que se erigirá en Hatillo, se ha determinado la necesidad de contar con un área de terreno adicional mediante la cual se posibilite el proyecto a construir en el futuro inmediato. De esta manera, y siendo que el Poder Judicial es dueño en el distrito de Hatillo, provincia de San José, de un terreno de 13.154 m2 inscrito en el Registro Público, con plano catastro 1-1958691-2017 y que esta propiedad posee un único acceso, en una calle paralela a la ruta 39 – Circunvalación de San José-, mientras que en los otros lados es colindante con otras fincas, incidiendo directamente en la factibilidad del proyecto denominado como Complejo Judicial de Hatillo, especialmente en el ingreso y salida de vehículos, se ha requerido ubicar una salida alterna vehicular para lo cual es necesaria la adquisición de un terreno aledaño. Es de indicar, que este proyecto, forma parte del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015. 

Dentro del desarrollo de actividades para establecer la viabilidad del proyecto denominado como Complejo Judicial de Hatillo, se elaboraron una serie de estudio previos, dentro de los cuales, se encuentra el Estudio Vial, elaborado por la firma Consultores Viales S. A. visible a folios 1 a 12, en el que se concluye lo siguiente:

El emplazamiento del proyecto tiene efectos considerables en la intersección 2, que implican el rebote de colas en las demás intersecciones cercanas, que por si mismas no presentan problemas pero su cercanía con la intersección 2 hacen que éstas se vean afectadas. 

El efecto en la intersección 2 se debe principalmente a que la salida del proyecto se puede hacer por una sola vía (calle marginal) que al encontrar con la Avenida 36, permite únicamente un giro derecho norte – este, llevando la totalidad del efecto generado a la zona de mayor volumen vehicular en hora pico. 

Si se habilita alguna otra salida, como una nueva calle en la parte posterior del proyecto, el efecto en la intersección 2 se reduciría en un 24%, según el modelo de distribución de viajes.

No se considera posible el acceso directo a la Ruta Nacional 39 debido a la cercanía con el intercambio con la Ruta Nacional 177 y sus carriles de cambio de velocidad que inician justo frente al proyecto.

Se realizó una nueva generación de viajes más acorde con el movimiento real tanto de la flotilla vehicular del Poder Judicial como de los vehículos de usuarios y empleados. Aun así, tanto los niveles de servicio en todas las intersecciones, como el efecto del proyecto en la vialidad se mantienen. 

Posteriormente, en reuniones con la firma encargada de los planos, Consultecnica S. A., se valoran posibilidades para dar salida a los vehículos, encontrando que la mejor opción posible, es adquirir una franja del terreno propiedad del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU), y que es colindante con la propiedad del Poder Judicial, aspecto que fue conocido y aprobado por el Consejo Superior mediante sesión N° 44-18 del 17 de mayo del año 2018, artículo III.  

Debido a lo anterior, la Dirección Ejecutiva, procedió a valorar alternativas para posibilitar la ejecución del proyecto encontrando en reunión sostenida con representantes del Ministerio de Obras Publicas y Transporte, que la mejor opción, es dar salida a los vehículos por medio de la adquisición de una franja de terreno propiedad del Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo (INVU).  La Dirección Ejecutiva realizó gestiones ante el INVU, para que se autorizara la venta de una franja de terreno, recibiendo como respuesta el oficio PE-1001-11-2018 suscrito por el señor Tomas Martínez Baldares, Presidente del INVU, en el que se comunica la anuencia de la Junta Directiva del INVU, para la venta de una franja de terreno.   

Es por lo expuesto que, siendo que el terreno colindante a la propiedad del Poder Judicial, y que pertenece actualmente al Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, permite la solución de salida alterna de vehículos, conforme a los requerimientos del estudio vial, es que se requiere tramitar la compra de una franja de este terreno a dicho Instituto, a fin de poder cumplir con el requerimiento indicado, y poder continuar con el proyecto de construcción del Complejo Judicial de Hatillo.

Esta solicitud, fue remitida a la Dirección Jurídica mediante los oficio 6273-DP/02-2018, visible a folio 51, para el respectivo análisis.

En este sentido la Dirección Jurídica manifestó, mediante el oficio 675-DJ/CAD-2018 de fecha 27 de noviembre del 2018, visible a folio 54 y 55, que en cuanto a la aplicación de la modalidad de excepción que se desea utilizar, estima dicha Dirección que se verifica que se cumplen los presupuestos que prevé el numeral 138 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, por cuanto según los oficios mencionados, estudios técnicos, la información brindada por el Departamento de Proveeduría, el acuerdo del Consejo Superior y oficios del INVU incorporados al expediente, se trata de la compra de un inmueble que pertenece a esta última institución, y que representa la alternativa para solucionar un problema de ingreso y salida de vehículos al proyecto que esta por construirse bajo la denominación de “Complejo Judicial de Hatillo”. 

INSTITUCIÓN OFERENTE: 

Para este concurso, se tiene la propuesta del :

Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, cédula jurídica 4-000-042134.-

ANÁLISIS Y VALORACIÓN:

Luego de haber obtenido los estudios de carácter legal y técnico de la propuesta de venta presentada por el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, se procede seguidamente a la exposición, análisis y valoración de las circunstancias concurrentes en el presente procedimiento de contratación.

Previo a iniciar con el análisis respectivo es importante indicar que en un inicio el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo propuso la venta de la franja de terreno requerido con una medida de 1.739,00 m2 con un costo total de ¢140.798.135,00, sin embargo el propio Instituto informó que existía un error en las medidas del lote ya que una parte del mismo le pertenecía a la Municipalidad de San José, y como tal no podía ser considerada dentro de la venta a realizar, siendo que la medida correcta del bien inmueble propuesto era de 1.191 m2 con un costo total de ¢125.692.185,00, para lo cual remitió el oficio CJD-068-2018 de fecha 29 de noviembre del 2018 visible a folio 83, en el cual define las nuevas condiciones, del inmueble propuesto.

Así las cosas. se tiene que el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, propone la venta de un terreno ubicado en el Distrito: 10 Hatillo, del Cantón: 01 San José, de la Provincia de San José, Hatillo 6 costado noreste del Centro Comercial Hatillo 6, contiguo al Ministerio de Seguridad Pública, con un área de 1.191 m2 según plano catastro SJ-2094993-2018, con un precio total de ¢125.692.185,00, cuyo acuerdo de la Junta Directiva del INVU fue comunicado al Poder Judicial mediante oficio CJD-068-2018 visible a folio 130.

En virtud de lo anterior, el Consejo Superior mediante en Sesión N° 44-18 del 17 de mayo del 2018, artículo III, autorizó continuar con el trámite de compra de la franja de terreno propiedad del INVU. 

Por su parte la Dirección Jurídica en su informe legal 723-DJ/CAD-2018 de fecha 19 de diciembre del 2018 visible a folios 122 y 123, en lo que interesa indicó que, hasta el momento en que se de la eventual segregación y la rectificación registral de las circunstancias del inmueble, el INVU podrá cumplir con lo establecido en la cláusula 3.2 del pliego de condiciones, y que además debido a que hubo una variación en la cantidad de metros y en el costo del inmueble propuesto inicialmente, dicha Dirección considera que resulta necesario que las nuevas circunstancias presentadas por el INVU sean analizadas desde el punto de vista técnico y jurídico en caso de requerirse para determinar la viabilidad técnica y jurídica para elevarlo a valoración y eventual aprobación de la Comisión de Construcciones y Consejo Superior.   

En cuanto a que las nuevas circunstancias presentadas por el INVU sean analizadas desde el punto de vista técnico y jurídico para elevarlo a valoración y eventual aprobación de la Comisión de Construcciones y Consejo Superior, se tiene que en su momento la viabilidad técnica de las nuevas condiciones del terreno (medidas y costo), fueron valoradas tanto por el Departamento de Servicios Generales (según correo electrónico emitido por el Arquitecto Héctor Maroto Astorga visible a folio 336 e informe de razonabilidad de precio N° 3735-DE-2019 de fecha 17-09-19, visible a folio 294 y 295), así como por la empresa Consultécnica S. A., (según nota de fecha 05 de julio del 2019 visible a folio 327), la cual concluye que una vez realizado el respectivo levantamiento de verificación de campo y conciliando las informaciones de los levantamiento que se han realizado, logra establecer que la información suministrada por el INVU así como el plano catastrado SJ-2094993-2018 son correctas y válidas, teniéndose así por aprobadas dichas condiciones, puesto que se establece que con dicho inmueble, así como con el inmueble que será segregado por la Municipalidad de San José, cuya segregación será expuesta más adelante, se logra cumplir con el requerimiento de la salida alterna de vehículos que requiere el proyecto de construcción del Complejo Judicial de Hatillo.

En cuanto al cumplimiento de lo establecido en la cláusula 3.2 del pliego de condiciones, se tiene que según informe legal N° 492-DJ/CAD-2019, visible a folios 368 a 371, la Dirección Jurídica indica que aún y cuando ya se cuenta con la segregación y la rectificación registral de las circunstancias del inmueble, este sigue arrastrando algunos gravámenes y anotaciones de la finca madre, no obstante, de acuerdo al análisis expuesto por la misma Dirección en el informe anteriormente indicado, los gravámenes o afectaciones que registra la finca resultante matrícula 704245-000, no ponen en riesgo la titularidad ni el derecho real del bien inmueble de interés, por lo que deja a criterio de la autoridad competente de esta Administración Judicial, la decisión de proceder o no con la compra o adquisición de la finca resultante de interés, en el entendido de que en caso de aceptar la compra se deben aceptar las limitaciones, gravámenes o afectaciones registrales que presenta dicha propiedad a adquirir, ya que dicho terreno formará parte del proyecto denominado “Complejo Judicial de Hatillo”, por lo que no se podrá variar su finalidad y acceso público, sea que no podrá constituir un acceso privado para dicho proyecto, en virtud de que se entraría en contradicción con la finalidad de la afectación del fundo enclavado que fue declarado como bien demanial y de uso publico por parte de la Municipalidad de San José. 

Por otra parte, se tiene que parte del terreno que se requiere para poder contar con la salida alterna de vehículos que se establece en el estudio vial, pertenece a la Municipalidad de San José, y mediante oficio DSM-3554-2018 de fecha 04 de julio del 2018, visible a folio 324 la Licda. Ileana Acuña Jarquín Jefa del Departamento Secretaria Municipal de la Municipalidad de San José, indicó que el Honorable Concejo Municipal de San José, autorizó al señor Alcalde Municipal, o que ejerza en su condición, gestionar todo lo necesario para que la calle a desarrollar como salida de las obras a ejecutar le sea asignada la condición de calle de acceso público con el fundo enclavado, de tal manera que, una parte de la propiedad del Municipio pase a ser parte de esa solución vial, sea el inmueble inscrito bajo la matrícula de folio real N° 1-567463-000 en donde hoy se ubica el CECUDI, para destinarla al uso público (segunda salida vial al Complejo Judicial de Hatillo), por lo que, mediante correo electrónico de fecha 16 de setiembre del 2019 visible a folio 326 el Ing. David Gamboa Villalobos Jefe de la Sección de Desarrollo de Obras de la Municipalidad de San José, remitió un croquis de la franja que la Municipalidad de San José está autorizando para que pase a ser parte de la solución vial requerida, en el cual se establece que dicha área es de 87,36 m2.

Con respecto a esta segregación que realiza la Municipalidad de San José, la Dirección Jurídica del Poder Judicial, mediante oficio 437-DJ/CAD-2019 visible a folio 329 a 331, en lo que interesa estableció:

“(…)

Como corolario de todo lo expuesto, el fragmento de terreno dispuesto por la Municipalidad de San José como legítima propietaria de fundo enclavado, mediante acto administrativo, para uso como calle de acceso público que atienda la necesidad técnica del proyecto constructivo del Poder Judicial en Hatillo, se estableció como bien demanial en virtud de la posibilidad de afectación que otorga al Estado y sus Instituciones el artículo 4 de la Ley N° 833, Ley de Construcciones. A partir de ese acuerdo municipal, esa franja de terreno se constituye en bien público, inalienable, inembargable e imprescriptible, y para esa categoría de bien público no es necesario que se proceda a traspasar o inscribir el fundo enclavado a nombre del Poder Judicial, ya que, en aplicación del principio de inmatriculación de los bienes públicos constituidos en demaniales, ese carácter de bien demanial lo establece la norma facultativa de afectación y el acto administrativo firme de la Municipalidad de San José.”

Por su parte el Arquitecto Héctor Maroto Cambronero, del Departamento de Servicios Generales, mediante correo electrónico de fecha 30 de julio del 2019 visible a folio 336, en su momento en lo que interesa indicó a la Máster Dinorah Alvarez Acosta Subdirectora Ejecutiva lo siguiente:

“(…)

En su momento se hizo la unificación de esa sección de terreno y el terreno que nos vende el INVU, y posteriormente se insertó la propuesta de salida que hizo Consultécnica, con el fin de verificar si en los dos terrenos mencionados se podía construir la propuesta hecha por Consultécnica, de la dinámica, que se realizó se determinó que efectivamente se entraba bien la propuesta. Por lo que se le remitió a Consultécnia para su valoración y criterio debido a que ellos fueron los que la propusieron. Como resultado del análisis que se hizo por parte de Consulténica mediante correo de fecha 5 de junio del 2019, la empresa Consultécnica nos ratifica que verificaron los planos y la propuesta y que efectivamente en la teoría con las dos secciones de terreno indicados se podía construir el segundo acceso propuesto. 

Por lo anterior, con base al criterio que emitió en su momento la empresa Consultécnica el cual se adjunta, se indica que la sección de terreno que envía la Municipalidad en el archivo adjunto es el necesario para desarrollar en conjunto con el terreno que vende el INVU el segundo acceso al edificio…” 

De lo expuesto anteriormente, se tiene que como parte de la solución requerida para la salida alterna de los vehículos del proyecto correspondiente a la construcción del Complejo Judicial de Hatillo, se estará segregando por parte de la Municipalidad de San José, una porción de terreno de 87,36 m2, del inmueble inscrito bajo matrícula de Folio Real 1-567463-000, propiedad del Municipio a fin de que esta pase a ser parte de la solución vial requerida, no obstante, siendo que dicha segregación no forma parte de la compra del inmueble que se estará tramitando dentro de la presente contratación con el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, pero que la misma se requiere para poder completar la solución requerida para el proyecto “Complejo Judicial de Hatillo”, se deberá aceptar dicha segregación por parte de la Municipalidad, para poder completar la solución vial requerida que da pie a la compra del terreno tramitado bajo esta contratación. 

Una vez iniciada la obra deberán coordinar los departamentos correspondientes lo que corresponda con la Municipalidad de San José a fin de finiquitar todos los trámites correspondientes a dicha segregación. 

ANÁLISIS DEL PRECIO: 

El Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, establece un monto de ¢125.692.185,00, por la franja de terreno propuesto, y sobre dicho precio se tiene lo siguiente: 

El Arquitecto Héctor Marto Cambronero, del Departamento de Servicios Generales, mediante oficio 434-09-ai-2019 de fecha 16 de setiembre del 2019 visible a folios 292 y 293, en lo que interesa estableció:

“(…)

Conclusión.

Como se puede apreciar en la tabla que se adjunta, la mayoría de los terrenos que se ubican alrededor de la zona donde está el terreno a comprar, la cual es una zona muy similar por las condiciones socioeconómicas que se presentan según el mapa de valores de terrenos del Ministerio de Hacienda la mayoría están en un rango de precios por metro cuadrado que van de ¢90.000/m2 a ¢150.000/m2.

Por lo anterior, considerando que el Invu estableció en el nuevo avaluó que realizó el Ing. Franklin Sandi Lizano, un precio de ¢105.535/m2, para el terreno requerido, el mismo se considera razonable, ya que está dentro del rango de precios para terrenos tipo en la zona, que estable el Ministerio de Hacienda mediante el Mapa de Valores de Terrenos en la zona de Hatillo.

Es importante indicar que no se está haciendo por parte de este departamento un avalúo, sino que se está realizando según lo solicitado por la Dirección Ejecutiva, una comparación de precios establecidos en la en la (sic) zona según el Mapa de Valores de Terrenos del Ministerio de Hacienda, en relación con el precio establecido por el Invu, mediante el avaluó correspondiente, para determinar si el mismo es razonable según precios de la zona.“  

De lo expuesto, se tiene que el Departamento de Servicios Generales como ente técnico, establece que el precio propuesto por el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, para la franja de terreno propuesto, es razonable al encontrarse dentro del rango de precios para terrenos tipo en la zona de acuerdo al mapa de valores de terrenos en la zona de Hatillo que establece el Ministerio de Hacienda, por lo que se tiene por aceptado desde el punto de vista técnico el precio propuesto por el Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo para la franja de terreno a adquirir.

DISPONIBILIDAD PRESUPUESTARIA: 

En cuanto a la disponibilidad presupuestaria, para atender al compra de dicho inmueble, se cuenta con la Solicitud de Pedido 301-283876-18 por un monto de ¢51.000.000,00 y la Solicitud de Pedido 301-283875-18 por un monto de ¢94.000.000,00, para un gran total de ¢145.000.000,00, ambas con cargo a la Subpartida 50301 “Terrenos”, Programa 926 “Dirección Administración y otros pórganos de Apoyo Jurisdiccional”, Centro Gestor 149 “Departamento de Servicios Generales”.

RECOMENDACIÓN: 

Conforme a todo lo anteriormente expuesto, y con base en lo establecido en los artículos 2 inciso c) de la Ley de Contratación Administrativa y artículo 138 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, y lo resuelto por la Dirección Jurídica mediante el oficio N° 437-DJ/CAD-2019 de fecha 09 de octubre del 2019 y N° 492-DJ/CAD-2019 de fecha 25 de octubre del 2019, se recomienda adjudicar la compra del terreno ubicado en el Distrito: 10 Hatillo, del Cantón 01 San José, de la Provincia de San José, costado noreste del Centro Comercial Hatillo 6, contiguo al Ministerio de Seguridad Pública, matrícula 704245-000, plano de catastro N° SJ-2094993-2018 con un área según el registro y el plano de 1.191,00 m2, por un monto de ¢125.692.185,00 al Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, cédula jurídica 4-000-042134, a fin de poder constituir dicho inmueble en la salida alterna de vehículos, conforme a los requerimientos del estudio vial, del proyecto denominado Complejo Judicial de Hatillo.

El inmueble deberá ser aceptado con las limitaciones, gravámenes o afectaciones registrales (33 servidumbres) que presentan en este momento, y que de acuerdo al criterio emitido por la Dirección Jurídica, no ponen en riesgo la titularidad (dominio o propiedad absoluta, posesión, usufruto, transformación y enajenación, entre otros) ni el derecho real (uso y aprovechamiento) de dicho inmueble. 

Como parte de la salida alterna de vehículos, la Municipalidad de San José, estará segregando, una porción de terreno de 87,36 m2, del inmueble inscrito bajo matrícula de Folio Real 1-567463-000, propiedad del Municipio a fin de que esta pase a ser parte de la solución vial requerida.

(…)”
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En sesión de Corte Plena N° 23-15 del 8 de junio de 2015, artículo XVI, se aprobó el Contrato de Fideicomiso Inmobiliario del Poder Judicial 2015, con el Banco de Costa Rica, así como los Reglamentos de Inversiones y de Adquisiciones y del Comité de Vigilancia, en los términos expuestos por la señora Directora Ejecutiva. 
Posteriormente, en sesión N° 95-17 celebrada el 17 de octubre de 2017, artículo XXXVI, se aprobó la suscripción del Addendum N° 6 al Contrato de Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial. 
Luego, en sesión N° 9-18 del 1 de febrero de 2018, artículo XVIII, se aprobó el Plan Anual Operativo y el Presupuesto para el Fideicomiso en el 2018. 
Asimismo, en sesión N° 13-18 celebrada el 14 de febrero de 2018, artículo XI, se tuvo por rendido el oficio N° 325-DE-2018 del 24 de enero de 2018, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins Directora Ejecutiva, referente al Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015.
Finalmente, en sesión N° 44-18 celebrada el 17 de mayo del 2018, artículo III, se acogió la gestión presentada mediante oficio N° 2133-DE-2018, suscrito por la máster Dinorah Álvarez Acosta, Directora Ejecutiva interina, por lo que se autorizó a la continuación del trámite de compra de la franja de terreno propiedad del INVU, así como incorporar, mediante modificación presupuestaria externa, la suma de noventa y cuatro millones de colones, a fin de dar contenido a la citada solución de salida para con el proyecto denominado como Complejo Judicial de Hatillo.
De conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 106 de la Ley de Contratación Administrativa y 86 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría en el oficio anteriormente trascrito, se dispuso: Adjudicar la Compra Directa por Excepción N° 2018CD-000030-PROVEX referente a la “Compra de un terreno al Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo en la localidad de Hatillo”, conforme al detalle siguiente:
Terreno ubicado en el Distrito: 10 Hatillo, del Cantón 01 San José, de la Provincia de San José, costado noreste del Centro Comercial Hatillo 6, contiguo al Ministerio de Seguridad Pública, matrícula 704245-000, plano de catastro N° SJ-2094993-2018 con un área según el registro y el plano de 1.191,00 m2, por un monto de ¢125.692.185,00 (cientos veinticinco millones seiscientos noventa y dos mil cientos ochenta y cinco colones exactos) al Instituto Nacional de Vivienda y Urbanismo, cédula jurídica 4-000-042134, a fin de poder constituir dicho inmueble en la salida alterna de vehículos, conforme a los requerimientos del estudio vial, del proyecto denominado Complejo Judicial de Hatillo.
El inmueble deberá ser aceptado con las limitaciones, gravámenes o afectaciones registrales (33 servidumbres) que presentan en este momento, y que de acuerdo al criterio emitido por la Dirección Jurídica, no ponen en riesgo la titularidad (dominio o propiedad absoluta, posesión, usufruto, transformación y enajenación, entre otros) ni el derecho real (uso y aprovechamiento) de dicho inmueble. 
Como parte de la salida alterna de vehículos, la Municipalidad de San José, estará segregando, una porción de terreno de 87,36 m2, del inmueble inscrito bajo matrícula de Folio Real 1-567463-000, propiedad del Municipio a fin de que esta pase a ser parte de la solución vial requerida.
La Dirección Ejecutiva y el Departamento de Proveeduría, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXX
DOCUMENTO Nº 14146-19
[bookmark: _Toc23839559]El máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en oficio N°4166-DP/11-2019 del 28 de octubre del 2019, presentó la siguiente gestión:
“En relación con la Licitación Abreviada Nº 2019LA-000016-PROV “Compra de ventiladores de pared, ventiladores de pie y ventiladores de torre, según demanda,”, se remite a usted la documentación adjunta, con el ruego de que sea sometida a conocimiento de los miembros del Consejo Superior para lo que consideren conveniente resolver. 

El plazo dispuesto para el vencimiento para adjudicar de conformidad con el artículo 87 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la cláusula 2.1.18 del cartel, quedó definido para el día 9 de setiembre del año en curso.

No obstante, en vista de que no fue posible cumplir  con  los plazos establecidos en el cronograma, mediante resolución N°56-LIC-2019 de las trece horas con treinta minutos del veintiocho de agosto del dos mil  diecinueve, visible a folio 268 del expediente, se resolvió ampliar el plazo para adjudicar esta contratación en 40 días hábiles más, conforme a la reforma parcial de la Ley N° 7494, Ley de Contratación Administrativa, publicada en la Gaceta N°20 del 29 de enero de 2009, en consecuencia el plazo para adjudicar vence el 4 de noviembre de dos mil diecinueve y  en vista de que no fue posible remitir el oficio de recomendación de adjudicación al Consejo Superior antes de la fecha indicada se confeccionó la resolución N° 67-LIC-2019 de las once horas del veintiocho de octubre del 2019, donde se deja constancia en el expediente (folio 339) y se establece el hecho de que resultó materialmente imposible adjudicar dentro del plazo de Ley.

Conforme lo disponen los artículos 42 bis de la Ley de Contratación Administrativa y 87 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se determina que: 

PARTICIPANTES: 

Para este concurso, se recibieron tres ofertas las cuales se describen a continuación:

Mobilite S.A., cédula jurídica 3-101-525142

Compañía de Máquinas de Costa Rica S.A., cédula jurídica 3-101-031534

Corporación Vado Quesada S.A., cédula jurídica 3-101-251650

ANÁLISIS LEGAL: 
Mediante oficio N° 2851-DP/11-2019, de fecha 17 de julio de 2019, visible a folio 324, se le solicitó a la Dirección Jurídica, el análisis legal de las ofertas presentadas.

En virtud de lo anterior, mediante oficio N° 282-DJ/CAD-2019, recibido el 29 de julio de 2019, visible a folio 345, el licenciado Jaime Sobalvarro Mojica, Asesor Jurídico, con el visto bueno del licenciado Alberto Mora Vega, Coordinador a.i. del Área de Contratación Administrativa y la Msc. Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica a.í., emitió el respectivo estudio legal de las ofertas, mediante el cual solicitó realizar una serie de prevenciones, las cuales serán analizadas en el apartado de “Análisis y Valoración de ofertas.” 

ANÁLISIS TÉCNICO:

Mediante correo electrónico de fecha 2 de julio de 2019, visible a folio 322, se le solicitó al Proceso de Administración de Bienes, el análisis técnico de las ofertas presentadas.

Al respecto, mediante oficio N° 2834-DP/PAB-2019, recibido el 13 de agosto de 2019 visible a folio 259, la licenciada Ericka López Alvarado, en ese momento Jefa a.í del Proceso de Administración de Bienes, remite el informe técnico que en lo que interesa manifiesta:

“…Para el criterio técnico, se contó con el análisis de las ofertas del Ing. Fabian Castro Molina, jefe de la Sección de Mantenimiento y Construcción, remitido mediante correo electrónico el 15 de julio (se adjunta):

Oferta presentada por la empresa Mobilite

En relación a la línea “Ventilador de pared”:

El ventilador tiene las aspas más grandes de lo solicitado (18”).

De acuerdo a revisión de la muestra se observa que la base metálica del ventilador presentado es muy débil y no sostiene el equipo al ser colocado en la pared, por lo tanto, no cumple con la fijación rígida a la pared.

No trae los espander necesarios para ser instalados, lo que provocará al Poder Judicial un gasto adicional y un retraso en la instalación del equipo, que no se tiene con los otros ventiladores ofertados.

Se observa que la estructura del ventilador es muy débil y en la función de oscilación se detiene fácilmente, demostrando que el equipo no es rígido.

En relación a la línea “Ventilador de pie”:

No cumple con las medidas solicitadas en el cartel, siendo de 14” (35 cms) menor a lo requerido en el cartel.

La canasta protectora es plástica y lo solicitado en el cartel es metálica.

La canasta tiene cierre de presión y no de seguridad con tornillo, lo que es un riesgo.

En relación a la línea “Ventilador de torre”:

El acabado de madera es en plástico.

La medida de la base es cuadrada, y el ofertado es redondo, sin embargo, existe una inconsistencia entre el modelo de referencia y esta medida, por lo que este elemento no afecta la funcionabilidad del equipo.

Por lo anterior:

El ventilador de pared ofertado no cumple con lo solicitado en el cartel.

El ventilador de pie ofertado no cumple con lo solicitado en el cartel.

El ventilador de torre ofertado cumple con lo solicitado en el cartel.

Para las 3 líneas, la oferta cumple con la garantía y plazo de entrega requeridos.

 En cuanto al precios ofrecidos para las líneas 1 y 2 se consideran ruinosos.  Para la línea n°3 de ventilador de torre, se considera el precio razonable en atención a la prevención realizada a la empresa en la que indica mediante correo del 29 de julio que son representantes directos de la casa matriz y que el precio del producto no va en detrimento de la calidad del mismo, además están en condiciones de cumplir con todos los extremos del concurso, según lo expresa el Representante Legal, Sr. Steve Phillips Salazar; todo lo anterior en comparación a estudio de mercado para ese proceso.  

En la revisión de las muestras se tiene que no cumple con lo requerido en el cartel los ventiladores de pared y pie, el ventilador de torre si se ajusta a lo solicitado. 

Por tanto, la oferta integral para los ventiladores de pared y pie no cumplen con lo requerido. En cuanto a la oferta integral de ventilador de torre cumple integralmente con lo requerido.

Oferta presentada por la casa comercial Codema, 

En relación a la línea “Ventilador de pared”:

Si cumple con lo solicitado en el cartel.

En relación a la línea “Ventilador de pie”:

Si cumple con lo solicitado en el cartel.

En relación a la línea “Ventilador de torre”:

El acabado de madera es en plástico.

La medida de la base es cuadrada, y el ofertado es redondo, sin embargo, existe una inconsistencia entre el modelo de referencia y esta medida, por lo que este elemento no afecta la funcionabilidad del equipo.

Por lo tanto:

El ventilador de pared cumple con lo solicitado en el cartel.

El ventilador de pie cumple con lo solicitado en el cartel.

El ventilador de torre ofertado cumple con lo solicitado en el cartel.

La oferta cumple con la garantía y plazo de entrega requeridos. La oferta literal se ajusta a los requerimientos solicitados en el cartel. 

En cuanto a los precios ofrecidos, se consideran excesivos en atención a estudio de mercado para ese proceso. 

En la revisión de las muestras se tiene que las presentadas se ajustan a lo requerido en el cartel. 

Por tanto, la oferta integral no cumple con lo requerido. 
Cabe indicar que en la empresa Codema presenta 2 precios en la oferta de todas las líneas, como se detalla:

Para ventiladores de pared se indica en la página 11 ¢108.710.00 y en la página 19 ¢100.350.00.

Para ventiladores de pie se indica en la página 11 ¢95.340.00 y en la página 19 ¢88.000.00.

Para ventiladores de torre se indica en la página 11 ¢77.950.00 y en la página 19 ¢71.950.00

Por lo anterior, en la evaluación se tomó el primer precio registrado en la oferta. 

Sin embardo, se indica que mediante oficio n° 282-DJ/CAD-2019 la Dirección Jurídica indica que “…al no tener certeza en cuanto al precio por el que se presenta la oferta a concurso, resulta improcedente solicitar aclaración a la oferente, y es por ello que lo único procedente es excluir del concurso la oferta.”

Para evaluar la experiencia en contratos similares, a pesar de que Codema presenta 3 cartas, en ninguna se cumple el monto requerido de los ¢30.000.000.00 anuales, por lo que no se asigna puntaje en este rubro.

La oferta presentada por la empresa Corporación Vado, 

En relación a la Línea “Ventilador de pared”:

Si cumple con lo solicitado en el cartel.

En relación a la Línea “Ventilador de pie”:

Si cumple con lo solicitado en el cartel.

En relación a la Línea “Ventilador de torre”:

El acabado de madera es en plástico.

La medida de la base es cuadrada, y el ofertado es redondo, sin embargo, existe una inconsistencia entre el modelo de referencia y esta medida, por lo que este elemento no afecta la funcionabilidad del equipo

Por lo tanto:

El ventilador de pared cumple con lo solicitado en el cartel.

El ventilador de pie cumple con lo solicitado en el cartel.

El ventilador de torre ofertado cumple con lo solicitado en el cartel.

La oferta cumple con la garantía y plazo de entrega requeridos. 

La oferta literal se ajusta a los requerimientos solicitados en el cartel. 

En cuanto a los precios ofrecidos, se consideran razonables en las líneas de ventiladores de pared y pie, según respuesta de la prevención suscrita por el sr. Erick Quesada, Representante Legal, en la que la empresa indica que al tener representación de la casa matriz, tiene precios de importador directo. Para el ventilador de torre se considera excesivo, en atención a estudio de mercado para ese proceso.  



En la revisión de las muestras se tiene que las presentadas en cada línea cumplen con lo requerido en el cartel. 

Por tanto, la oferta integral cumple con lo requerido para las líneas de ventilador de pared y pie y no cumple integralmente para la línea de ventilador de torre…”

Es importante indicar que mediante correo electrónico de fecha 16 de agosto del 2019, visible a folio 263, se solicitó al Proceso de administración de Bienes aclarar lo señalado en  el  informe  técnico  con  respecto  a la línea  N° 3  de los  ventiladores  de torre:

“La medida de la base es cuadrada, y el ofertado es redondo, sin embargo, existe una inconsistencia entre el modelo de referencia y esta medida, por lo que este elemento no afecta la funcionabilidad del equipo” 

Por lo que se solicitó indicar en cuál modelo de referencia se presenta la inconsistencia en el de la oferta o el del cartel, y a cuál medida se refiere, además se solicitó ampliar la justificación de por qué no afecta la funcionalidad del equipo. 

Al respecto, mediante correo electrónico del 30 de agosto del 2019, visible a folio 271, el Ingeniero Fabián Castro Molina, Jefe de la Sección de Mantenimiento y Construcción, señala lo siguiente:

En relación a este tema, en el cartel se indica en la línea 3 ventilador de torre “…13 pulgadas de largo x 13 pulgadas de ancho…” Esto corresponde a las medidas de la base del ventilador de torre, ya que en si el cuerpo del ventilador solicitado en cilíndrico.

En el caso de la oferta de Mobilite, se indica que el modelo ofertado es “… MODELO VE-72764 MARCA WESTINGHOUSE…” el cual al hacer el estudio respectivo se observa que tiene una base redonda.

En el caso de la oferta de Corporación Vado se indica que el modelo ofertado es “…Marca Lazko, modelo 2554…” el cual al hacer el estudio respectivo se observa que tiene una base redonda.

Las medidas brindadas en el cartel para la base se indican con el objetivo de que se oferte un elemento que sea estable, que no se presente ventiladores de torre que sean inestables y se caigan, o por el contrario que la base sea demasiado grande y llegue a estorbar, esto como una referencia a los proveedores para sus ofertas.

En ambos casos, en la oferta de Mobilite y Vado, al revisar las muestras se observa que si bien no son bases cuadradas, los ventiladores ofertados son estables, y más bien su diseño redondo permite es más estético y menos invasivo, lo que lo hace cumplir con la estabilidad y que no estorbe.

Por lo tanto, a mi criterio técnico, ambos ventiladores cumplen con lo solicitado con relación a las medidas.”

PREVENCIONES:

En cuanto a los aspectos que debieron subsanar los oferentes, a solicitud del Proceso de Administración de Bienes, así como la Dirección Jurídica, de conformidad con el artículo 81 inciso a) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se procedió a cursar las prevenciones, las cuales fueron atendidas en tiempo y las respuestas fueron remitidas a la oficina usuaria, por lo que serán analizadas en el apartado de “Análisis y Valoración de las Ofertas”. 

ANÁLISIS DE LOS PRECIOS: 

Para realizar el análisis de precio el Proceso de Administración de Bienes, al inicio del procedimiento presentó un estudio de mercado e indicó que el costo anual estimado para esta contratación es de ¢52.026.500,00. Posteriormente, mediante oficio 2834-DP/PAB-2019, visible a folio 259, aportó valoración de la razonabilidad de los precios cotizados que se detalla a continuación:

Para esta evaluación, solo se consideró la única oferta admisible que cumplen con los criterios técnicos establecidos en el pliego de condiciones.

En cuanto a la razonabilidad de los precios ofertados, para poder definir si los mismos resultan razonables, se consideró el estudio de mercado realizado, donde se estableció el precio promedio y el margen de tolerancia sea +/- 20% para definir si los precios ofertados se ubican dentro de dicho porcentaje, y así determinar si los mismos resultan razonables.

A continuación, se muestra un cuadro comparativo del precio de la oferta recibida y admisible a concurso por línea, donde se observa el margen de diferencia de estas con respecto al precio promedio del estudio de mercado:

Evaluación de precio ofertado vrs precio de mercado línea N°1

	LÍNEA N°1
	OFERTA No. 3

	Ventilador de pared
	Corporación Vado Quesada

	PRECIO ESTUDIO DE MERCADO
	77,450.00

	PRECIO OFERTA
	34,500.00

	PORCENTAJE DE RAZONABILIDAD +/-20%
	-55,45%



Con respecto al precio ofertado por Corporación Vado Quesada para la línea N°1, del cuadro anterior, se obtiene que el  mismo se  encuentra un 55.45% por debajo del margen de tolerancia establecido por el Proceso de Administración de Bienes, sin  embargo, al cursar  prevención a la oferente de conformidad con el artículo 30 inciso a) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, manifestaron que al tener representación de la casa matriz, tienen precios de importador directo y que su precio no les resulta ruinoso  ya que manejan márgenes razonables de utilidad, lo que les permite cumplir a cabalidad con las entregas que se soliciten en una eventual adjudicación, lo cual es aceptado por el Proceso de Administración de Bienes, además que esta Proveeduría pudo constatar en la nota aportada por el oferente visible a folio 335, que el porcentaje de utilidad señalado por la empresa es positivo.

Evaluación de precio ofertado vrs precio de mercado línea N° 2

	LÍNEA N°2
	OFERTA No. 3

	Ventilador de pie
	Corporación Vado Quesada

	PRECIO ESTUDIO DE MERCADO
	77,450.00

	PRECIO OFERTA
	34,500.00

	PORCENTAJE DE RAZONABILIDAD +/-20%
	-55,45%



Con respecto al precio ofertado por Corporación Vado Quesada para la línea N° 2, del cuadro anterior, se obtiene que el  mismo se  encuentra un 55.45% por debajo del margen de tolerancia establecido por el Proceso de Administración de Bienes, sin  embargo, al cursar  prevención a la oferente de conformidad con el artículo 30 inciso a) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, manifestaron que al tener representación de la casa matriz, tienen precios de importador directo y que su precio no les resulta ruinoso  ya que manejan márgenes razonables de utilidad, lo que les permite cumplir a cabalidad con las entregas que se soliciten en una eventual adjudicación, lo cual es aceptado por el Proceso de Administración de Bienes, además que esta  Proveeduría  pudo constatar  en la nota aportada por el oferente visible a folio 335, que el  porcentaje  de utilidad señalado por la empresa es positivo.

Evaluación de precio ofertado vrs precio de mercado línea N° 3

	LÍNEA N°3
	OFERTA No. 3

	Ventilador de torre
	Corporación Vado Quesada

	PRECIO ESTUDIO DE MERCADO
	58.500,00

	PRECIO OFERTA
	72.000,00

	PORCENTAJE DE RAZONABILIDAD +/-20%
	+23,08%



En cuanto al precio ofertado por Corporación Vado Quesada para la línea N°3, en el cuadro anterior, se puede observar que el mismo se  encuentra un 23,08% por encima del margen de tolerancia establecido por el Proceso de Administración de Bienes, sin embargo, al cursar  prevención a la oferente de conformidad con el artículo 30 inciso b) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, manifestaron que el precio ofertado no es excesivo, ya que se ajusta a los parámetros  existentes en el mercado, siendo que el producto cotizado para esta línea no son distribuidores directos sino más bien son intermediarios, el precio  ofertado oscila en el valor de mercado para este artículo, lo cual se ve reflejado en la oferta de CODEMA para este procedimiento que cotizó la misma marca y modelo a ¢71.950,00.

En virtud de lo anterior, la empresa ofreció un descuento sin afectar la utilidad final, quedando el mismo a ¢68.400,00 cada ventilador de torre, lo cual representa un 16.92% por encima del precio señalado en el estudio mercado, mismo que se encuentra dentro del margen de tolerancia establecido+/- 20%, lo cual es aceptado por el Proceso e Administración de Bienes por lo que el precio se considera razonable.

ANÁLISIS Y VALORACIÓN DE LA OFERTA:

Luego del análisis y valoración de las circunstancias concurrentes en el presente procedimiento y de haber obtenido los estudios de carácter legal y técnico, detallados en los puntos anteriores, se procede seguidamente a la exposición del análisis y la valoración de las ofertas presentadas a concurso:

Se tiene como primer resultado de la promoción de este procedimiento de contratación, la participación de tres oferentes a saber: Mobilite S.A., Compañía de Máquinas de Costa Rica S.A. y Corporación Vado Quesada S.A.

De conformidad con la valoración de las ofertas presentadas, realizada por la Dirección Jurídica y por el Proceso de Administración de Bienes, se tiene lo siguiente:
[bookmark: _Hlk854818]
Oferta N° 1 Mobilite S.A.:

Mediante correo electrónico de fecha 24 de julio del 2019, visible a folio 328, a solicitud del órgano técnico al amparo del artículo 30 inciso a) del Reglamento a la Ley  de Contratación Administrativa se le previno a este oferente para que indicaran si el precio cotizado les resultaba ruinoso o si bien les generaba utilidad, al respecto la oferente manifestó que al ser representante directo de la casa matriz Westinghouse Latinoamérica para Costa Rica en las líneas de ventiladores e iluminación les permite trasladar el descuento de distribuidor a las instituciones públicas del Estado ya que no son co-distribuidores, además garantizan que el precio del producto no va en detrimento de la calidad del mismo y que la empresa está en condiciones de cumplir con el concurso en todos su extremos.

En cuanto al cumplimiento de la oferta, el órgano técnico señaló que para la línea N° 1 correspondiente a los ventiladores de pared, la plica presenta los siguientes incumplimientos: el ventilador tiene las aspas más grandes de lo solicitado (18”), de conformidad con la revisión de la muestra se observa que la base metálica del ventilador presentado es muy débil y no sostiene el equipo al ser colocado en la pared, por lo tanto, no cumple con la fijación rígida a la pared, no trae los espander necesarios para ser instalados, lo que provocaría al Poder Judicial un gasto adicional y un retraso en la instalación del equipo, que no se tiene con los otros ventiladores ofertados, se observa que la estructura del ventilador es muy débil y en la función de oscilación se tiene  fácilmente, demostrando que el equipo no es rígido.

En la línea N° 2 ventiladores de pared, presenta los siguientes incumplimientos: No cumple con las medidas solicitadas en el cartel, siendo de 14” (35 cms) menor a lo requerido en el cartel, la canasta protectora es plástica y en el cartel se solicitó metálica, la canasta tiene cierre de presión y no de seguridad con tornillo, lo que es un riesgo.

En relación con la línea N°3 de los ventiladores de torre, la oferta cumple con lo solicitado en el pliego de condiciones.

En virtud de lo anterior, se evidencia que la oferta presentada contiene incumplimientos técnicos, tanto para la línea 1 como para la línea 2, por lo que al cumplir únicamente con la línea N°3, esta oferta resulta inadmisible, puesto que la adjudicación de este procedimiento tal y como se estableció en el punto 9 del cartel, recaerá sobre un solo proveedor para el grupo de evaluación N° 1 correspondiente a las tres líneas que conforman el objeto contractual.

Es importante señalar que si bien cierto, mediante correo electrónico del 4 de setiembre del 2019, visible a folio 273, se cursó prevención legal a esta oferente para que aportara carta de experiencia requerida en el punto 4.1, del apartado Requisitos de Admisibilidad, aportar el plan de manejo de residuos debidamente aprobado por el Ministerio de Salud y las declaraciones juradas requeridas en los puntos 7.1,7.4,7.5 y 7.6 del cartel, ésta se cursó por error, por cuanto tal y como se indicó anteriormente, esta oferta cumple únicamente para la línea 3 y por tratarse de una adjudicación por Grupo de Evaluación no puede ser admisible a concurso, al respecto, mediante correo electrónico la empresa manifestó que en vista que no cumplen con dos de las líneas ofrecidas, se abstienen de atender la prevención. 

Así las cosas, esta oferta resulta inadmisible a concurso.

Oferta N° 2 Compañía de Máquinas de Costa Rica S.A.

Mediante correo electrónico de fecha 24 de julio del 2019, visible a folio 330, a solicitud del órgano técnico se previno a esta oferente para que aportara las tres cartas de experiencia en las cuales se indicara el monto de los contratos, para dar cumplimiento a lo solicitado en el pliego de condiciones la cual fue atendida en tiempo y forma y posteriormente sometida a valoración del órgano técnico. 

Al respecto el Subproceso de Administración de Bienes en el informe técnico señala que para evaluar la experiencia en contratos similares a pesar que esta oferente aporta las 3 cartas en respuesta a la prevención cursada, ninguna cumple el monto requerido de los ¢30.000.000,00 anuales.

De conformidad con el informe legal externado por la Dirección Jurídica, esta oferta presenta un vicio grave, por cuanto a folio 278 de la plica se encuentra la cotización del precio indicando claramente el costo unitario de cada una de las líneas, posteriormente, visible a folios 267 a 270 en el apartado de la oferta económica se establecen otros precios distintos para las tres líneas, en virtud de lo anterior, al no tener certeza en cuanto al precio por el que se presenta la oferta a concurso y siendo que el precio constituye uno de los elementos esenciales de la oferta y el mismo debe ser cierto y definitivo, tal y como lo señala la cláusula 2.1.9 del pliego de condiciones, resulta improcedente solicitar aclaración al oferente y por lo tanto, lo único procedente es excluir del concurso esta oferta.

Por lo anterior, esta oferta resulta inadmisible a concurso.

Oferta N° 3 Corporación Vado Quesada S.A.

Mediante correo electrónico de fecha 24 de julio del 2019, visible a folio 275, a solicitud del órgano técnico al amparo del artículo 30 inciso a) del Reglamento a la Ley  de Contratación Administrativa se le previno a este oferente para que indicaran si los precios cotizados para las líneas 1 y 2 les resultaba ruinoso o si bien les generaba utilidad, al respecto la empresa indicó que manifestaron que al tener representación de la casa matriz, tienen precios de importador directo y que su precio no les resulta ruinoso ya que manejan márgenes razonables de utilidad, lo que les permite cumplir a cabalidad con las entregas que se llegaran a solicitar ante una eventual adjudicación, lo cual fue aceptado por el Proceso de Administración de Bienes, lo cual fue aceptado por el Proceso de Administración de Bienes, adicionalmente, que esta Proveeduría pudo constatar en la nota aportada por el oferente, que el porcentaje de utilidad señalado por la empresa es positivo.

Posteriormente, a solicitud del órgano legal, mediante correo electrónico del 4 de setiembre del 2019, se cursó prevención a la oferente para que aportara el plan de manejo de residuos aprobado por el Ministerio de Salud, para dar cumplimiento al punto 4.2 del apartado  “Requisitos de Admisibilidad” del  pliego  de condiciones, además  del aporte del desglose de los elementos  que  componen el precio  para eventuales reajustes de precios, de conformidad con lo requerido en la cláusula 14.1 del cartel, esta prevención fue atendida en un  tiempo prorrogado por esta Proveeduría a solicitud del oferente, debido a que requerían 7 días hábiles más para aportar el plan de manejo de residuos debidamente aprobado por el Ministerio de Salud, una vez aportada dicha documentación, fue sometida a valoración del órgano técnico, el cual mediante correo electrónico visible a folio 333 manifestó que la empresa cumple con lo requerido en el punto 4.2 del cartel.

En cuanto al desglose de los elementos que componen el precio, esta Proveeduría verificó el aporte de la información y se da por atendida la subsanación.

Adicionalmente, de  conformidad  con  el  estudio  técnico  realizado  a las  ofertas, se  logró  determinar  que  el  precio  ofrecido  para la línea N° 3 se  consideró  excesivo  con base  al  precio  promedio  del  estudio  de mercado realizado  de previo  al inicio del presente  procedimiento licitatorio  y al margen de  razonabilidad  establecido  por el  Proceso  de Administración  de Bienes, por lo que  al  amparo  del  artículo 30 inciso b) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, mediante  correo  electrónico  visible  a 334 y en  vista  de estar en presencia  de  una única oferta admisible, se solicitó al oferente para  que  valorara  la  posibilidad de  ajustar  su  precio, al  respecto,   en respuesta a  la prevención cursada el oferente señaló que el precio ofertado no es excesivo, ya que se ajusta a los parámetros  existentes en el mercado, siendo que de esta línea no son distribuidores directos sino más bien son intermediarios, el precio  ofertado oscila en el valor de mercado para este artículo, lo cual se ve reflejado en la oferta de CODEMA para este procedimiento que cotizó la misma marca y modelo a ¢71.950,00.

En virtud de lo anterior, la empresa ofreció un descuento sin afectar la utilidad final, quedando el mismo a ¢68.400,00 cada ventilador de torre, lo cual es aceptado por el Proceso e Administración de Bienes por lo que el precio se considera razonable.

En cuanto al cumplimiento técnico de la oferta, el Proceso de Administración manifiesta que esta oferta para las 3 líneas que conforman el Grupo  de Evaluación N° 1  de la presente  licitación, cumple con lo requerido en  el pliego  de condiciones.

Así las cosas, la oferta cumple legal y técnicamente, por lo tanto, es susceptible de adjudicación. 

EVALUACIÓN DE LA OFERTA: 

En el presente concurso no se aplicó el sistema de evaluación establecido en el cartel, en vista que, al existir una sola oferta admisible a concurso, por lo que la evaluación pierde trascendencia, sin embargo, el órgano técnico verificó el cumplimiento de las especificaciones técnicas requeridas, así como el cumplimiento de los requisitos de admisibilidad. 

DISPONIBILIDAD PRESUPUESTARIA:

Para atender las obligaciones que se generen de esta contratación en el presente ejercicio presupuestario, se cuenta con las siguientes certificaciones de contenido: 

	N° certificación
	Programa
	Subpartida
	FF
	Monto

	0011-CE-2019
	926
	50104
	280
	¢500.000,00

	0012-CE-2019
	927
	50104
	280
	¢200.000,00

	0013-CE-2019
	928
	50104
	280
	¢300.000,00

	0015-CE-2019
	929
	50104
	280
	¢100.000,00

	0016-CE-2019
	930
	50104
	280
	¢200.000,00

	0017-CE-2019
	950
	50104
	280
	¢100.000,00

	Monto Total
	¢1.400.000,00



Es importante aclarar que para esta ejercicio presupuestario únicamente se cuenta con un disponible de ¢1.400.000,00 en razón de que el Proceso de Administración de Bienes tomó las previsiones del caso al gestionar el trámite de una contratación directa de escasa cuantía, la cual permitirá cubrir las necesidades de los despachos en el presente periodo presupuestario, mientras se implementa el nuevo contrato. 

Conforme al artículo 9 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, el Proceso de Administración de Bienes del Departamento de Proveeduría, deberá tomar las previsiones necesarias para garantizar en su oportunidad el pago de las obligaciones que contraerá durante todos los ejercicios presupuestarios que involucran la relación contractual.

RECOMENDACIÓN: 

De acuerdo con todo lo indicado anteriormente, se recomienda adjudicar la presente licitación conforme al detalle siguiente: 

A: Corporación Vado Quesada S.A. cédula jurídica 3-101-251650:

Grupo de Evaluación N°1: Compra de ventiladores según demanda, bajo la modalidad de entrega según demanda, de acuerdo al siguiente detalle:

Línea N° 1: Compra de ventiladores de pared marca TMT, modelo WF-916, con un costo unitario de ¢34.500,00.

Línea N° 2: Compra de ventiladores de pie, marca TMT modelo SF-916, con un costo unitario de ¢34.500,00.

Línea N° 3: Compra de ventiladores de torre, marca Lazco, modelo 2554, con un costo unitario de ¢68.400,00.

Requiere exoneración de impuestos. 

Plazo de Entrega: Por tratarse de un contrato según demanda, el plazo para la entrega de los ventiladores será de 15 días hábiles, después de recibida la solicitud por parte del Proceso de Administración de Bienes la cual se puede comunicar vía fax o correo electrónico.

Lugar de entrega: Las entregas deberán realizarse en la Bodega de la Proveeduría ubicada en la Ciudad Judicial en San Joaquín de Flores Heredia, de conformidad con la solicitud recibida, para lo cual deberán solicitar cita, con al menos 4 días hábiles de anticipación, a los teléfonos 2267-1570 ó 2267-1571, con el Sr. Weslly Barrientos, para cada una de las entregas que sean requeridas.

Garantía: 13 meses a partir de su recibido en bodega, más 5 años adicionales de la existencia de repuestos y taller de servicio. Para el caso de cambio o reemplazos de equipos dañados o defectuosos 12 meses a partir de su recibido en bodega.

Forma de pago: transferencia bancaria, una vez que opere la recepción del objeto contractual y que esta sea a satisfacción del Proceso de Administración de Bienes.

Demás términos y condiciones conforme al pliego de condiciones y la oferta.”
- 0 -
De conformidad con lo que establecen los artículos 81, inciso 10, de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 106 de la Ley de Contratación Administrativa y 86 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría en el oficio anteriormente trascrito, se dispuso: Adjudicar la Licitación Abreviada Nº 2019LA-000016-PROV “Compra de ventiladores de pared, ventiladores de pie y ventiladores de torre, según demanda”, conforme al siguiente detalle:
A: Corporación Vado Quesada S.A. cédula jurídica 3-101-251650:
Grupo de Evaluación N° 1: Compra de ventiladores según demanda, bajo la modalidad de entrega según demanda, de acuerdo al siguiente detalle:
Línea N° 1: Compra de ventiladores de pared marca TMT, modelo WF-916, con un costo unitario de ¢34.500,00 (treinta y cuatro mil quinientos colones exactos).
Línea N° 2: Compra de ventiladores de pie, marca TMT modelo SF-916, con un costo unitario de ¢34.500,00 (treinta y cuatro mil quinientos colones exactos).
Línea N° 3: Compra de ventiladores de torre, marca Lazco, modelo 2554, con un costo unitario de ¢68.400,00 (sesenta y ocho mil cuatrocientos colones exactos).
Requiere exoneración de impuestos. 
Plazo de Entrega: Por tratarse de un contrato según demanda, el plazo para la entrega de los ventiladores será de 15 días hábiles, después de recibida la solicitud por parte del Proceso de Administración de Bienes la cual se puede comunicar vía fax o correo electrónico.
Lugar de entrega: Las entregas deberán realizarse en la Bodega de la Proveeduría ubicada en la Ciudad Judicial en San Joaquín de Flores Heredia, de conformidad con la solicitud recibida, para lo cual deberán solicitar cita, con al menos 4 días hábiles de anticipación, a los teléfonos 2267-1570 ó 2267-1571, con el Sr. Weslly Barrientos, para cada una de las entregas que sean requeridas.
Garantía: 13 meses a partir de su recibido en bodega, más 5 años adicionales de la existencia de repuestos y taller de servicio. Para el caso de cambio o reemplazos de equipos dañados o defectuosos 12 meses a partir de su recibido en bodega.
Forma de pago: transferencia bancaria, una vez que opere la recepción del objeto contractual y que esta sea a satisfacción del Proceso de Administración de Bienes.
Demás términos y condiciones conforme al pliego de condiciones y la oferta.
La Dirección Ejecutiva y el Departamento de Proveeduría, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXI
DOCUMENTO Nº 14295-19
[bookmark: _Toc23839562]La servidora María José Durán Ureña, Técnica Judicial del Tribunal de la Inspección Judicial, mediante oficio Nº 1780-IJ-2019 del 1 de noviembre de 2019, comunicó:
“Para los efectos pertinentes de conformidad con el artículo 81 inciso 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, me permito hacer de su conocimiento que el Tribunal de la Inspección Judicial mediante VOTO N° 3212-2019, de las nueve horas y cincuenta y siete minutos del treinta y uno de octubre del año dos mil diecinueve, acogió la solicitud de medida cautelar formulada por la Máster Loreley Solano Salas, Inspectora Instructora Judicial de este Tribunal Disciplinario. Por lo que "de conformidad con lo expuesto, se acoge la medida cautelar respecto al servidor judicial; R C A, para que el mismo sea reubicado en oficina distinta al (…), en la cual pueda desempeñar sus funciones durante la tramitación del expediente disciplinario, fuera de la jurisdicción laboral de la ofendida y de los testigos. Asimismo se prohíbe al encausado R C A, perturbar a la denunciante de cualquier forma y, no obstaculizar el presente proceso, ello con la finalidad de evitar posibles y futuros acontecimientos como los que se investigan en el proceso de marras".”
- 0 -
A continuación, se transcribe la resolución, que en lo conducente dice:
“(…)
POR TANTO

De conformidad con lo expuesto, se acoge la medida cautelar respecto al servidor judicial; R C A, para que el mismo sea reubicado en oficina distinta al (…), en la cual pueda desempeñar sus funciones durante la tramitación del expediente disciplinario, fuera de la jurisdicción laboral de la ofendida y de los testigos. Asimismo se prohíbe al encausado R C A, perturbar a la denunciante de cualquier forma y, no obstaculizar el presente proceso, ello con la finalidad de evitar posibles y futuros acontecimientos como los que se investigan en el proceso de marras. Notifíquese…”

- 0 -
Se acordó: 1.) Tomar nota de la resolución N° 3212-2019, de las nueve horas y cincuenta y siete minutos del treinta y uno de octubre del año dos mil diecinueve, dictado por el Tribunal de la Inspección Judicial. 2.) De conformidad con lo que establece el artículo 81 inciso 6° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y en concordancia con el artículo 17 del Reglamento para Prevenir, Investigar y Sancionar el Hostigamiento Sexual en el Poder Judicial, trasladar temporalmente al servidor R C A a otra oficina distinta al (…), a partir del 8 de noviembre de 2019 y hasta que se termine la tramitación del expediente disciplinario. 3.) Deberá la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, informar a este Consejo Superior, el despacho al cual será trasladado el servidor C A. 4.) Deberá don R, cumplir con las siguientes medidas cautelares adicionales citadas por el Tribunal de la Inspección Judicial: a) Se le prohíbe al encausado perturbar a la denunciante de cualquier forma y, no obstaculizar el presente proceso, ello con la finalidad de evitar posibles y futuros acontecimientos como los que se investigan en el proceso de marras.
La Dirección de Gestión Humana, el Tribunal de la Inspección Judicial, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXII
DOCUMENTO N° 12577-17, 13261-19
[bookmark: _Toc23839566]Mediante oficio N° 1689-IJ-2019 del 14 de octubre de 2019, la licenciada Leslye Jiménez Soto, Secretaria del Tribunal de la Inspección Judicial, remite el acta de la visita realizada en el Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón, del día 30 de setiembre al 01 de octubre de 2019, por el licenciado Cristian Ureña Rodríguez, Inspector Judicial Asistente. Además, se informa que la última visita realizada fue el 11 de octubre de 2017. El acta de visita refiere literalmente lo siguiente:
“ACTA DE VISITA

	FECHA INICIO: 30/09/2019
HORA: 09:10 horas
	DESPACHO: Juzgado de Familia y Violencia Doméstica 

	FECHA FINAL: 01/10/2019
HORA: 14:00 horas
	CIRCUITO JUDICIAL: Tercer Circuito Judicial de Alajuela (San Ramón)

	PERIODO DE ESTUDIO DEL 01/03/2019 al 31/08/2019
	DÍAS HÁBILES: 122

	CÓDIGO: 0688 / 0696
	ÚLTIMA VISITA: 11/10/2017

	[bookmark: __DdeLink__1429_3508172458]NOMBRE ARCHIVO PRESENTE ACTA: Acta de visita Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón 

	SERVIDOR A QUIEN SE DEJÓ COPIA: Roger Ruiz Chavarría, Coordinadora Judicial a.i.


Se hace la indicación que la presente visita se lleva a cabo sobre el tema de Controles y de Mora Judicial. Al inicio de la presente se conversó con la licenciada Dennia Magaly Chavarría Jiménez quien indica que la carga laboral en el despacho es muy alta, motivo por el cual se presentan algunos retrasos en virtud del poco personal con el que se cuenta. 

Además, señala que desde el año 2011 que ella ingresa a este despacho, se ha tenido la particularidad de que por distintos motivos el personal no es estable, lo que repercute directamente en el rendimiento, al tener que estar en una capacitación constante del personal interino y meritorio. 

Refiere que las relaciones interpersonales son buenas y que se tramitan dos procesos disciplinarios, pero en en razón del retraso en la tramitación.

ORGANIZACIÓN DEL DESPACHO

PERSONAL DE LA JUDICATURA

Jueza Coordinadora: Dennia Magaly Chavarría Jiménez, propietaria. 

Co – Jueza: Katherine Andrea Vargas Leal, interina, sustituye a Anabelle Umaña Quesada. 

PERSONAL DE APOYO

COORDINADORA JUDICIAL:

Roger Ruiz Chavarria, interino, sustituye a María de los Ángeles Mora Rojas.

PERSONAL TRAMITADOR:

Stephanie Carrillo Molina, interina. Sustituye a Mauricio Vargas García. 

Thairy Apu Leitón, interina, sustituye a Marco Méndez.

Alexa Chaves Aguilar, interina, sustituye a Roger Ruiz Chavarría. 

Juliana Lobo Araya, interina. Ocupa una plaza compartida con el Juzgado Civil y de Trabajo. 

MERITORIOS

No hay personal meritorio.

ANÁLISIS DE CONTROLES DE GESTIÓN Y OTRAS LABORES

1.- ACTUALIZACIÓN DE MOVIMIENTOS Y UBICACIONES EN SISTEMA DE GESTIÓN. (Circulares CSPJ: 127-2001, 16-2005, 142-2005 y 104-2009). 

Por tratarse de un despacho electrónico se omite realizar la muestra sobre ubicaciones.

2.- DETALLE CONTROLES DE GESTIÓN (Calificación M=MALO, R=REGULAR, B=BUENO, N/A=No aplica)

	Libros de entradas
	N/A
	Actualización de órdenes de captura
	N/A

	Sistema de Gestión, SDJ y buzones SAC, SOAP
	R
	Emisión informes estadísticos
	B

	Libro de juramentaciones
	B
	Informe labores jueces suplentes
	B

	Control causas disciplinarias
	R
	Índices de actuaciones
	N/A

	Control asuntos salidos en alzada
	M
	Control privados de libertad por apremio corporal
	N/A

	Control de sustitución de jueces(zas) y Técnicos (as)
	R
	Control vehículos decomisados

	N/A

	Libro de control de disponibilidad
	R
	Revisión Caja Fuerte
	--

	[bookmark: _Hlk16447480]Control de asuntos pasados a fallo
	R
	Copiador sentencias electrónico
	N/A

	Comisiones enviadas
	M
	Destrucción de documentos
	No hay

	Comisiones recibidas
	M
	Incorporación de recepción de pruebas al Sistema de Gestión
	N/A

	Boletas de Seguridad Reg. Nacional
	B
	Remisión de expedientes judiciales al Juzgado de Ejecución de la Pena
	N/A

	Boletas libertad, tener a la orden, remisión de detenidos
	M
	Remisión periódica al Departamento de Planificación sobre estado real del circulante y tramitación de asuntos anteriores al año 2000.
	N/A


Observaciones:

SISTEMA DE GESTIÓN, SDJ Y BUZONES SAC, SOAP: Se revisan los buzones y, 
	Buzón
	Cantidad de registros
	Fecha más antigua

	Notificaciones pendientes de enviar a la OCN
	19
	2
	11/09/18
	25/09/19

	Resultado notificaciones entregadas a la OCN
	14
	2
	27/05/19
	20/05/19

	Notif. Casillero / Fax / Estrados / Email / internas / Gest. Línea
	11
	2
	0/02/19
	29/01/19

	Materia 
	FA
	VD
	FA
	VD



Sobre el SDJ, se revisaron los depósitos con saldo mayor a cero, y se constata que el despacho mantiene treinta y cinco depósitos en esta condición, con un monto total de ₡98,187,446,66 (noventa y ocho millones, ciento ochenta y siete mil, cuatrocientos cuarenta y seis colones con sesenta y seis céntimos).  El depósito número 00262526 es el más antiguo es del 24/04/2007.

LIBRO DE JURAMENTACIONES: El control se encuentra actualizado, no se observan omisiones en relación con el control de sustituciones. 

INFORMES ESTADÍSTICOS: Los informes son generados oportunamente. Las inconsistencias son subsanadas en los casos existentes y para el mes de agosto únicamente se genera una inconsistencias en materia de Familia. 

CONTROL CAUSAS DISCIPLINARIAS: En el control se anota un registro, sin embargo, se omite indicar el tipo de falta y la fecha de inicio. (El proceso actualmente no ha finalizado)

CONTROL ASUNTOS SALIDOS EN ALZADA: El control existe hasta el año 2018. Existen registros del 2018 pendientes de cancelar. 

CONTROL DE SUSTITUCIÓN DE JUECES(ZAS) Y TÉCNICOS (AS): No se lleva por separado el control de profesionales en relación con el personal de apoyo. 

CONTROL DE ASUNTOS PASADOS A FALLO: El despacho lleva un control en un archivo electrónico y además lleva el control de pase a fallo en el escritorio virtual. En el control de excel, hay pendientes 59 causas, en el libro de pase a fallo del escritorio virtual hay 47 expedientes y en los buzones de las juezas hay 55 asuntos pendientes, es decir no hay concordancia entre el control y lo pendiente de fallo. 

LIBRO DE CONTROL DE DISPONIBILIDAD: En el control se omite la indicación de la hora de salida y regreso a la residencia. 

REVISIÓN CAJA FUERTE: El despacho no cuenta con este tipo de activos. 

CONTROL DE COMISIONES ENVIADAS Y RECIBIDAS: El despacho no lleva un control sobre las comisiones enviadas y recibidas.

DESTRUCCIÓN DE DOCUMENTOS: No se muestra ningún acta en donde se acredite la destrucción de documentación administrativa. 

BOLETAS DE SEGURIDAD REG. NACIONAL: El control se muestra actualizado y cuenta con la información necesaria. La última boleta registrada es la número Z9 1264971.

BOLETAS LIBERTAD, TENER A LA ORDEN, REMISIÓN DE DETENIDOS: El despacho únicamente utiliza Remisiones de detenidos. No hay un control consecutivo sobre las boletas, el copiador se muestra en orden. 

3.- SEGUIMIENTO DE LA UNIDAD DE CONTROL INTERNO. (Este cuestionario se fundamenta específicamente en los artículos 14 y 19 de la Ley General de Control Interno, las normas 3.1 y 3.2 del Manual de Normas de Control Interno para el sector público y la circular No. 99-09 de la Secretaría General de la Corte, publicada en el Boletín Judicial No. 188 del 28 de setiembre del 2009). 

Se entrevista a la Coordinadora Judicial y se obtiene la siguiente información:

	Controles
	Sí
	No

	¿El despacho remitió a la Unidad de Control Interno la documentación actualizada del SEVRI-PJ del último período?
	X
	

	¿El equipo de gestión de riesgos del despacho se reúne periódicamente (mensual, bimensual, trimestral, etc.) para revisar la información de su SEVRI-PJ y comprobar su adecuado cumplimiento?
	X
	

	¿El equipo de riesgos de la oficina confecciona actas, bitácoras o minutas numeradas de las reuniones que realiza sobre el SEVRI-PJ para documentar los acuerdos y acciones definidas? 
	
	X

	¿La jefatura o encargado(a) del despacho promueve la participación efectiva de todo el personal de la oficina en el proceso de valoración de riesgos?
	X
	

	¿La jefatura o encargado(a) del despacho junto al equipo de gestión de riesgos de la oficina, da seguimiento a las acciones que se definieron dentro de las estrategias de respuesta a los riesgos en el SEVRI-PJ?
	X
	

	Capacitación del personal en materia de riesgos
	
	X

	Seguimiento a las propuestas de mejora del PAI
	
	X

	Presentación de los informes del PAI y PAO
	X
	X



NOTA: El Coordinador Judicial, desconoce quienes son las personas que conforman el equipo de riesgos. Indica que se reúnen periódicamente, sin embargo, no hay actas de reuniones que comprueben esta circunstancia. No todo el personal cuenta con capacitación en materia de riesgos, y desconoce si el PAI ha sido elaborado. 

OTRAS ACTIVIDADES

01.- PUNTUALIDAD Y PRESENTACIÓN PERSONAL. (Circulares CSPJ: 62-2001, 98-2002, 45-2003, 31-2004, 28-2005, 123-2005, 200-2008, 78-1998 Y 63-2003). COMENTARIOS:  De la revisión del registro de asistencia de los meses de julio, agosto y setiembre se obtuvo los siguientes datos:

Siendo que no estaba presente la Coordinadora Judicial habitual, quien la sustituye no tiene permisos para la revisión del registro de reportes y marcas del SAEI de los meses de julio, agosto y setiembre.

De igual forma se procede a la revisión del registro de firmas físico y se obtienen los siguientes resultados. 

	Nombre
	Fecha
	Hora
	Observación

	Thairy Apú Leitón
	27/08/2019
	
	Omisión de firma en 2 jornada

	
	30/09/2019
	
	Omisión de firma en 1 jornada

	Stephanie Carillo Molina
	05/09/2019
	
	Omisión de firma en 2 jornada



Nota: Se hace una observación el 06/08/2019 y es escrita y firmada por la persona técnica judicial, no hay firma que avale la observación. 

El día 16/08/2019 no se respeta el orden cronológico en las horas de entrada. 

La servidora Stephanie Carrillo, en algunas fechas omite indicar la hora de ingreso en la segunda audiencia. Ej. 10/09/2019, 16/09/2019, 19/09/2019, 26/09/2019.

VESTIMENTA: En relación con la Circular número 197-2013,  sobre el “Reglamento de Vestimenta para las personas que laboran en el Poder Judicial, y reiterada en sendas circulares". Algunos funcionarios no utilizan el carné al momento de nuestra llegada y se observó un compañero sin su corbata. 

02.- USO DE LA PIZARRA INFORMATIVA. COMENTARIOS: Se utiliza de conformidad con las directrices institucionales. La persona encargada es Roger Ruiz Chavarría.. 

03.- IMPLEMENTACIÓN DE BUENAS PRACTICAS. COMENTARIOS: Las personas encargadas son María de los Ángeles Mora Rojas y Roger Ruiz Chavarría para la revisión de banco de buenas prácticas, no se registran buenas prácticas aplicadas al despacho. 

04.- CONTROL DE EVIDENCIAS Y BIENES DECOMISADOS: El despacho lleva un control electrónico de las evidencias, el mismo se encuentra actualizado. Igualmente se muestra acta de destrucción de evidencias con número de oficio 01-2019-0688 del cuatro de julio del 2019.

05.- CASILLA DE ATENCIÓN ESPECIAL PARA ASUNTOS DONDE PARTICIPAN PERSONAS ADULTAS MAYORES O BIEN EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD: 

COMENTARIOS: Por tratarse de un despacho electrónico no existe casilla exclusiva para los asuntos en trámite de las personas adultas mayores o en estado de vulnerabilidad. 

06.- CONTRALORÍA DE SERVICIOS: La Contraloría de Servicios Regional mediante informe trimestral de inconformidades y sugerencias señala que en el I Trimestre del 2019 se presentaron un total de 5 gestiones (4 por tiempos de respuesta y 1 por error humano), mismas que representan según criterio de la Contraloría de Servicios un 60% de afectación alas personas usuarias. 

07.- CONTROL DE BOLETAS DE INCAPACIDAD: (Circular 29-18 del Consejo Superior del 12-04-18,artículo XXVI, documento 3859-18). En el momento de la visita el Coordinador Judicial muestra las incapacidades del personal en un ampo. La documentación se encuentra debidamente sujeta y en orden cronológico. 

08.- APLICACIÓN DE LA LEY 8220 "SOBRE PROTECCIÓN AL CIUDADANO DEL EXCESO DE REQUISITOS Y TRÁMITES ADMINISTRATIVOS": COMENTARIOS: El despacho acata la normativa agilizando y facilitando el trámite para los usuarios, extrayendo la información que sea de acceso para el despacho, tal como consultas al Tribunal Supremo de Elecciones, Personerías Jurídicas, consultas al Registro Público de la Propiedad, cuenta cedular.

09.- SOLICITUD DE MEDIDAS DE PROTECCIÓN CONTRA PERSONAS SERVIDORAS JUDICIALES: Según lo manifestado por el Coordinador Judicial, actualmente en el despacho no se tienen medidas de protección contra personas servidoras judiciales. Ahora bien, el suscrito Inspector comunica que, de presentarse algún proceso a futuro, de conformidad con la sesión N° 34-19 celebrada el 23 de abril del 2019, artículo LXXXV, deberá comunicarse lo correspondiente ante el Tribunal de la Inspección Judicial, hasta que las medidas de protección adquieran firmeza. 

EXPEDIENTES A CARGO DEL PERSONAL DE LA JUDICATURA

(El día 01/10/2019 a las 09:50 horas se procedió con la revisión)

Jueza 1: Katerin Andrea Vargas Leal

MATERIA  DE VIOLENCIA DOMÉSTICA

	TAREA POR REALIZAR
	CANTIDAD
	FECHA DE PASE MAS ANTIGUA

	Aprobar registro agresores
	9
	27/09/2019

	Para firmar documento
	2
	27/09/2019

	TOTAL
	11
	



MATERIA  DE FAMILIA

	TAREA POR REALIZAR
	CANTIDAD
	FECHA DE PASE MAS ANTIGUA

	Exp. Listo para fallar e ingresar al libro fallo electrónico
	16
	07/08/2019

	Dictar Sentencia Abreviados (*)
	6
	12/08/2019

	Para firmar documento
	4
	01/10/2019

	TOTAL
	26
	


(*) Intervienen personas adultas mayores, se debe dar prioridad.

Jueza 2: Dennia Magaly Chavarría Jiménez

MATERIA  DE VIOLENCIA DOMÉSTICA

	TAREA POR REALIZAR
	CANTIDAD
	FECHA DE PASE MAS ANTIGUA

	Aprobar registro agresores
	11
	27/09/2019

	Exp. Listo para fallar e ingresar al libro fallo electrónico
	1
	01/10/2019

	TOTAL
	12
	



MATERIA DE FAMILIA

	TAREA POR REALIZAR
	CANTIDAD
	FECHA DE PASE MAS ANTIGUA

	Exp. Listo para fallar e ingresar al libro fallo electrónico
	30
	07/08/2019

	Para firmar documento
	29
	23/09/2019

	Para asignar firma
	4
	26/09/2019

	Resolver consulta
	2
	09/09/2019

	TOTAL
	65
	



ASUNTOS PARA TRAMITAR POR LAS PERSONAS TÉCNICAS JUDICIALES

(El día 01/10/2019 a las 10:30 horas se procedió con la revisión)

Roger Ruiz Chavarría, Coordinador Judicial

MATERIA DE VIOLENCIA DOMÉSTICA

	TAREA POR REALIZAR
	CANTIDAD
	FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD

	Cambiar fase y estado
	3
	30/09/2019

	Sentencia Dictada- Actualizar libro
	1
	30/09/2019

	TOTAL
	4
	



MATERIA DE FAMILIA

	TAREA POR REALIZAR
	CANTIDAD
	FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD

	Demandas nuevas gestión en linea
	7
	26/09/2019

	Ingresar edictos
	3
	26/09/2019

	Ordenar Remitir Expediente a otro Juzgado
	3
	27/09/2019

	Dar curso o traslado
	2
	25/09/2019

	Pase a fallo
	2
	27/09/2019

	Enviar edicto
	2
	26/09/2019

	Documento devuelto corregido -pendiente de firma-
	1
	26/09/2019

	Redactar Ejecutoria o Certificación
	1
	30/09/2019

	Distribuir expedientes
	1
	30/09/2019

	TOTAL
	22
	



Alexa Gabriela Chaves Aguilar, Técnica Judicial 01

MATERIA DE VIOLENCIA DOMÉSTICA

	TAREA POR REALIZAR
	CANTIDAD
	FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD

	--
	--
	--

	TOTAL
	--
	



MATERIA DE FAMILIA

	TAREA POR REALIZAR
	CANTIDAD
	FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD

	Atender Gestión de Partes
	40
	06/08/2019

	Resolución señalamiento
	24
	19/09/2019

	Documento firmado -cambiar ubicación-
	16
	23/08/2019

	Consulta al Juez(a)
	15
	06/08/2019

	Notificar
	12
	24/09/2019

	Demandas nuevas gestión en linea
	8
	18/09/2019

	Dar Audiencia s/ Notificación Fallida del Traslado
	4
	25/09/2019

	Tramitar expediente
	4
	25/09/2019

	ADN Asignar fecha
	1
	27/09/2019

	Dar Curso o Traslado
	1
	30/09/2019

	Resolver resultado de sentencia de alzada
	1
	274/09/2019

	TOTAL
	126
	



Thairy Lucía Apú Leitón, Técnica Judicial 02

MATERIA DE VIOLENCIA DOMÉSTICA

	TAREA POR REALIZAR
	CANTIDAD
	FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD

	Documento firmado -cambiar ubicación-
	1
	12/08/2019

	Para asignar firma
	1
	16/09/2019

	TOTAL
	2
	



MATERIA DE FAMILIA

	TAREA POR REALIZAR
	CANTIDAD
	FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD

	Espera actas de notificación
	65
	07/08/2019

	Atender Gestión de Partes
	40
	06/08/2019

	Tramitar expediente
	34
	07/08/2019

	Documento firmado -cambiar ubicación-
	28
	13/08/2019

	Demandas nuevas gestión en linea
	24
	22/08/2019

	Dar Curso o Traslado
	17
	06/08/2019

	Notificar
	16
	08/08/2019

	Resolución señalamiento
	4
	07/08/2019

	ADN Asignar fecha
	2
	26/08/2019

	Dar audiencia Excepciones Previas/ Informe
	1
	16/08/2019

	Dar Curso Contrademanda
	1
	27/08/2019

	Enviar a fallo
	1
	20/09/2019

	Confeccionar oficios
	1
	12/09/2019

	Recibir manifestación
	1
	06/08/2019

	Nombrar Perito/a, Ejecutor/a, Curador/a/ e Intérprete
	1
	10/09/2019

	Ordenar Remitir Expediente a otro Juzgado
	1
	17/09/2019

	Resolver Desistimiento de Demanda
	1
	10/09/2019

	TOTAL
	238
	



Stephanie Rebeca Carrillo Molina, Técnica Judicial 03

MATERIA DE VIOLENCIA DOMÉSTICA

	TAREA POR REALIZAR
	CANTIDAD
	FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD

	Vencimiento Plazo - Cumplimiento Medidas Cautelares (*)
	180
	07/08/2019

	Documento firmado -cambiar ubicación-
	23
	18/09/2019

	Resultados Comisión Fuerza Pública (**)
	20
	07/08/2019

	Resolución de señalamiento
	12
	27/08/2019

	Vencido plazo medidas de protección (1 año)
	12
	08/08/2019

	Devolución para corregir documento
	8
	19/09/2019

	Tramitar expediente
	6
	09/08/2019

	Crear testimonio de piezas
	6
	02/09/2019

	Auto de traslado
	5
	17/09/2019

	Tramitar manifestación
	4
	25/09/2019

	Resolver solicitud de archivo
	4
	19/09/2019

	Notificar
	4
	05/09/2019

	SRAG Registrar Persona Agresora
	4
	09/09/2019

	Consulta al Juez(a)
	3
	07/08/2019

	Tramitar Sentencia de rechazo de medidas
	2
	24/09/2019

	Tomar denuncia
	2
	01/10/2019

	TOTAL
	295
	



(*) Se debe depurar la tarea, hay algunas causas en las que el año de haberse otorgado las medidas de protección ya ha transcurrido. Ej. 18-000475-0696-VD, 18-000517-0696-VD, 18-000580-0696-VD.

(**) Se debe realizar una depuración de la tarea, en caso de que no haya respuesta por parte de la fuerza pública y haber transcurrido más de dos meses de haberse enviado la comisión, deberá realizarse el recordatorio correspondiente. 

MATERIA DE FAMILIA

	TAREA POR REALIZAR
	CANTIDAD
	FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD

	--
	--
	--

	TOTAL
	--
	



Yuliana Lobo Araya, Técnica Judicial 04

MATERIA DE VIOLENCIA DOMÉSTICA

	TAREA POR REALIZAR
	CANTIDAD
	FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD

	Documento firmado -cambiar ubicación-
	1
	12/09/2019

	TOTAL
	1
	



MATERIA DE FAMILIA

	TAREA POR REALIZAR
	CANTIDAD
	FECHA DE MAYOR ANTIGÜEDAD

	Demandas nuevas gestión en línea
	33
	22/08/2019

	Atender Gestión de Partes
	21
	26/08/2019

	Dar curso o traslado
	15
	05/08/2019

	Tramitar expediente
	7
	21/08/2019

	Documento firmado -cambiar ubicación-
	7
	22/08/2019

	Notificar
	4
	24/09/2019

	Confeccionar Ejecutoria de Sentencia
	3
	30/09/2019

	Dar curso a contrademanda
	1
	26/09/2019

	TOTAL
	91
	



RENDIMIENTO

Durante el período de estudio se obtuvieron los siguientes datos con relación al dictado de sentencias por los titulares o bien sus suplentes: 

SENTENCIAS 

	JUEZ/A
	Días hábiles
	MAR
	ABR
	MAY
	JUN
	JUL
	AGO
	TOTAL

	
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--

	Total
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--



El despacho no cuenta con un control de sentencias motivo por el cual no es posible determinar la cantidad de sentencias dictadas durante el lapso de estudio. Al realizar la consulta en el libro de pase a fallo del escritorio virtual, el resultado es cero. 

DESEMPEÑO DEL DESPACHO


AGENDA  DE VIOLENCIA DOMÉSTICA
	Jueces (as)
	TOTAL

	Total, convocados
	90

	Total, celebrados
	--

	Efectividad
	--

	Ultimo señalamiento
	07/10/2019 Exp. 19-000706-0696-VD  Aud Prueba
29/11/2019 Exp. 19-000472-0696-VD Seguimiento

	Promedio diario convocado
	0,73

	Promedio diario celebrado
	--

	Seguimientos en violencia Doméstica
	--

	suspendidos
	--



La agenda no se actualiza, todos los registros se encuentran pendientes de resultado. 

AGENDA DE FAMILIA

	Jueces (as)
	TOTAL

	Total, convocados
	294

	Total, celebrados
	120

	Efectividad
	--

	Ultimo señalamiento
	20/12/2019 Exp. 19-000458-0688-FA

	Promedio diario convocado
	2,40

	Promedio diario celebrado
	--



Se contabilizan un total de 120 registros pendientes de resultado. 

01.- ASUNTOS PENDIENTES DE SEÑALAR: De acuerdo con la información suministrada por la Coordinadora Judicial el despacho cuenta 3 con expedientes pendientes de señalar a la fecha de realizada la visita.

02.- CAUSAS DE SUSPENSIÓN DE SEÑALAMIENTOS: Debido a la gran cantidad de registros pendientes en la agenda no es posible establecer cual es la mayor causa de suspensión de señalamientos. 

DOCUMENTOS FIRMADOS POR LAS JUEZAS Y JUECES

MATERIA DE FAMILIA

	Jueza o Juez
	Cantidad de documentos

	Denia Magaly Chavarría Jiménez
	114

	Kenneth Monge Palma
	122

	Total
	236



Comentarios: El promedio diario de firmado de documentos del despacho es de 1,93 documentos.

MATERIA DE VIOLENCIA DOMÉSTICA

	Jueza o Juez
	Cantidad de documentos

	Denia Magaly Chavarría Jiménez
	89

	Kenneth Monge Palma
	98

	Total
	187



Comentarios: El promedio diario de firmado de documentos del despacho es de 1,53 documentos.

Durante el período de estudio en el despacho se han firmado un total de 423 documentos, lo que representa 3,46 documentos por día. 

RECOMENDACIONES QUE SE DEJAN EN LA PRESENTE VISITA

A LA SEÑORA JUEZA COORDINADORA:

Se debe completar la información faltante del registro de causas disciplinarias y mantener este control actualizado con todas las causas abiertas en el despacho. 

Debe el profesional encargado de la Coordinación del despacho, tomar nota del personal de la oficina que no ha recibido capacitación en materia de los cursos de valoración de riesgo en la oficina, con el fin que las personas que no hallan recibido esta instrucción la reciban y así puedan formar parte mas activa en la conformación de los planes del SEVRI su respectivo seguimiento. Igualmente en lo que corresponde al seguimiento del SEVRI, deben efectuarse reuniones periódicas de seguimiento de este tema, con plena participación del personal y al efecto deben levantarse actas de las reuniones, sea estas bimensuales, trimestrales o semestrales, con indicación de la hora, fecha, registro y  firma de las personas participantes, temas abordados y los acuerdos o disposiciones que se tomaron sobre los mismos.

Proceder de forma inmediata con la elaboración y presentación del Plan Autoevaluación Institucional, por cuanto la fecha determinada institucionalmente para su elaboración y presentación fue superada. En caso de haber sido elaborado, dar el seguimiento correspondiente. 

Se le recuerda a la persona profesional a cargo del despacho, que debe estar vigilante y expectante a que el personal de la judicatura que realice sustituciones en el Despacho, dejen rendido o rindan un informe de las labores realizadas durante su gestión. En caso de recibir informes de este tipo, deberá remitirlos a la persona que ocupe el puesto de Coordinación Judicial, a fin de que los incluya en la carpeta que existe para tal efecto. 
Se le hace saber al Juez Coordinador o a quien lo sustituya que ante el incumplimiento de las ordenanzas dadas por la inspección judicial, por trámite de personal a su cargo, debe proceder a tramitar el respectivo procedimiento disciplinario, pues de lo contrario en su condición de coordinador incurriría en la falta de supervisión y violentaria lo establecido en el artículo 192 inciso 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. (Acuerdo del Consejo Superior Sesión N- 58-19, del 27 de junio del 2019)

Plazo de cumplimiento: Inmediato a la lectura de la presente Acta.

AL PERSONAL DE LA JUDICATURA:

Se le recuerda al personal de la judicatura que en relación al Control de Disponibilidad y/o horas extras, debe identificarse necesariamente la información relacionada a la diligencia atendida, como lo es el número de causa, diligencia realizada, horas de salida y regreso a su residencia, horas de inicio y finalización de la diligencia, lo resuelto, cantidad de horas extras y por último el nombre completo y firma del juez que atiende la diligencia.

Debe el personal de la judicatura proceder a realizar la actualización de la Agenda Cronos una vez concluida la diligencia, esto con el objetivo de que en esta herramienta electrónica se pueda obtener de manera eficiente lo concerniente al resultado de las audiencias.

Plazo de cumplimiento: Inmediato a la lectura de la presente Acta.

AL COORDINADOR JUDICIAL:

Con relación al Control de las boletas de tener a la orden - remisiones y libertades, deberá mantener actualizado el control físico, en el cual se registren la totalidad de las boletas utilizadas. Asimismo dicho control debe permitir que el funcionario que utilice la boleta, consigne sus datos y rubrica, además de los datos habituales como el número de consecutivo, número de expediente, nombre del imputado, fecha de uso de la formula, nombre del funcionario y firma. Además en caso de anular alguna de las boletas debe consignarse en el control con lapicero preferiblemente color rojo la indicación "NULA". 

Proceda la persona que ocupe el puesto de Coordinación Judicial aperturar de forma electrónica el control de sustituciones de Juezas, Jueces y personal de apoyo, el cual debe emplearse en formato Excel en dos pestañas diferentes, y en cada una de ellas debe consignarse nombre del funcionario o funcionaria titular, el período de la sustitución, el motivo de la sustitución y nombre del funcionario o funcionaria que sustituye. En el caso del personal de la judicatura, dicho control debe ser utilizado a efectos de registrar las ocasiones en que el juez o jueza no este desempeñando su cargo (incapacidades, vacaciones, cursos, capacitaciones, etc. incluso hasta cuando su inasistencia sea sin sustitución.

Debe la persona que ocupe la coordinación judicial proceder a coordinar la destrucción de expedientes y documentación administrativa, conforme a la "Tabla de Plazos de Conservación".  Asimismo, deberá realizar esta práctica de forma recurrente, siempre respetando los plazos establecidos en las tablas de conservación que para tal efecto ha fijado la institución. 

Deberá la persona que ocupe la Coordinación Judicial promover las acciones necesarias, con el objetivo de mantener un control que establezca las razones que imposibiliten el giro de los depósitos existentes en el Sistema de Depósitos Judiciales con saldo mayor a cero. Este control deberá confeccionarse de manera paulatina, y mantenerse actualizado con todos los depósitos que vayan ingresando al despacho.		

Debe la persona que ocupe el puesto de Coordinación Judicial proceder a realizar los trámites necesarios para actualizar el Sistema de Depósitos Judiciales, específicamente aquellos depósitos que cuenten con un plazo mayor a los diez años, en acatamiento de la circular 167-2018 de la Secretaría de la Corte, en concordancia con la Ley 9578, para trasladar al Régimen no Contributivo de la C.C.S.S. recursos que provengan de procesos judiciales concluidos o abandonados por 10 años o más. 

De conformidad con lo establecido en la Circular N° 85-2015 emitida por el Consejo Superior en sesión No. 36-15 celebrada el 21 de abril de 2015, artículo LI, se le recuerda a las servidoras y servidores judiciales su obligación de mantener actualizados los sistemas de información (Sistema de Costarricense de Gestión, así como cualquier otro sistema que utilice el Juzgado), en razón de la concienciación en el cumplimiento de sus labores. En el mismo sentido, y por las responsabilidades que representa para la Jefatura la omisión de la debida actualización de los sistemas, se le recuerda a la persona que ostente el cargo de Jefe(a) de Oficina, el cumplimiento de las circulares que a continuación se citan:  134-2015, de la sesión número 63-15, celebrada el 9 de julio de 2015, artículo LXXXIX; 136-2015 de la sesión número 64-15, celebrada el 14 de julio de 2015, artículo LXV; 159-2015 en sesión número 73-2015 celebrada el 13 de agosto de 2015, artículo LXXXV; todas del Consejo Superior del Poder Judicial, con el fin de establecer controles para cumplir con lo solicitado, así como de las consecuencias que establece la Normativa General de Control Interno en caso de incumplimiento. Proceda de forma inmediata a la revisión y actualización de los registros en el buzón de notificaciones de gestión. 
[bookmark: __DdeLink__4347_3522809521]
Proceda la persona que ocupe la coordinación judicial a realizar la descarga de inconsistencias con antelación al cierre estadístico – se realiza el último día del mes – con el objetivo de que en caso de existir inconsistencias se procedan a subsanar. Esto permitirá que cuando se realice la descarga de las inconsistencias en la primera semana del mes siguiente, el informe estará libre de errores. 

Mantener actualizado el control de expedientes pasados a fallo, procede de forma inmediata a corregir los registros que se mantienen abiertos y a la fecha ya se ha realizado la devolución del expediente.

Debe la Coordinadora Judicial o quien tenga asignada esta función, proceder a aperturar un registro informático de comisiones enviadas por la oficina, donde  se incluirá el número de comisión, expediente, fecha de envío y fecha en que se recibe la comisión. De igual forma debe proceder  a aperturar un registro informático de comisiones recibidas por la oficina, donde  se incluirá el número de comisión, expediente, fecha de recibido y fecha en que se devuelve la comisión.

Se le recuerda a la persona que ocupe la Coordinación Judicial su deber de velar por la debida alimentación del Control de Comisiones enviadas y recibidas. En relación con las comisiones recibidas deben mantenerse en el despacho por un plazo no mayor a un mes, cumplido ese plazo deberá devolverse a la oficina de origen aún y cuando no se haya diligenciado. De igual forma cuando la comisión haya sido remitida a otra dependencia, debe solicitarse su devolución, si transcurridos dos meses no se cuenta con respuesta, o en su defecto hacer recordatorios para su diligenciamiento, circunstancia que debe quedar plasmada en el control de comisiones. 

Proceda la persona que ocupa la Coordinación Judicial a aperturar de forma electrónica el control de expedientes enviados en alzada, dicho control deberá efectuarse en formato Excel y mediante el sistema de columnas deberá contener la siguiente información: número de expediente, nombre de las partes, fecha de salida, fecha de ingreso y resultado de la resolución.

De conformidad con la Circular 38-2000, sobre “Procedimiento para el trámite de los asuntos listos para dictado de sentencia, reiterado en la Circular No. 170-2005, proceda la persona que ocupe la Coordinación Judicial, pasar a la oficina del personal de la judicatura de forma inmediata, los expedientes que se encuentran listos para fallo, y en lo sucesivo, todos aquellos que se encuentren en ese estado deben ser asignados a dichos  profesionales, evitando dilación alguna y su indebida acumulación.

En relación con los informes de los jueces suplentes debe la coordinación judicial proceder a implementar una carpeta en donde se resguarden los informes rendidos por el personal de la judicatura que realice sustituciones, además el nombre del archivo debe contener el nombre del profesional que sustituye, el profesional sustituido y el período de sustitución. En caso de que no se rinda el informe requerido, deberá guardar en la misma carpeta el correo electrónico en donde se hizo la solicitud del informe.  Incluso los informes dejados de manera física deberán ser escaneados y guardados en esta misma carpeta electrónica.

Proceda la persona que ocupe la Coordinación Judicial a iniciar un control de sentencias. Dicho control contendrá el número de voto, número de expediente, nombre de las partes, juez que dictó la resolución, fecha de resolución y resultado. 

Plazo de cumplimiento: Inmediato a la lectura de la presente Acta.

AL PERSONAL DE APOYO

De conformidad con lo establecido en la circula N- 88-2019 de fecha 2 de julio del 2019, emitida por la Dirección Ejecutiva, el personal que labore en los edificios que cuenten con el Sistema de Asistencia Electrónica Institucional (SAEI) deberán registrar la entrada en la primera y segunda audiencia, así como la salida, únicamente mediante le sistema electrónico, eliminando el uso del registro físico. 

En el mismo sentido, en el caso del personal con nombramientos interinos inferiores a un año o personal meritorio, que no cuentan con el carné para el registro de asistencia mediante el sistema SAEI, deberá registrar su asistencia mediante el control físico, únicamente para los servidores que presentan dicha condición. Es responsabilidad de la persona que ocupe el puesto de Coordinación Judicial velar por que se estampe fidedignamente la firma a la hora de ingreso real – incluyendo la segunda audiencia – y se indique en el apartado de observaciones las justificaciones respectivas. El apartado de observaciones es para uso exclusivo de la Coordinación, anotando las observaciones y estampando su firma como aval de lo indicado. Cuando la observación sea propia, el Juez Coordinador será quien avale lo expuesto. 

Se recuerda a todo el personal del Juzgado el debido cumplimiento de la Circular número 197-2013, donde pone en conocimiento el acuerdo de Corte Plena de la sesión N° 22-13, celebrada el 20 de mayo de 2013, artículo XXXVI, sobre el “Reglamento de Vestimenta para las personas que laboran en el Poder Judicial, y reiterada en sendas circulares, especialmente sobre el uso obligatorio de vestimenta formal, la debida medida de las faldas en las damas, y el uso de la corbata en los varones. 

Plazo de cumplimiento: Inmediato a la lectura de la presente Acta.

AL PERSONAL TRAMITADOR

Debe el personal de apoyo realizar una depuración de las tareas, debiendo ubicar los expedientes de acuerdo con el trámite pendiente y que esté relacionado con el nombre de la tarea.

Los expedientes que estén en las tareas “Espera de … (comisión, dictamen pericial, etc.)” se deben remitir los recordatorios cada dos meses. Las tareas denominadas “documentos firmados, devolución para corregir documentos, notificar”, se les debe dar prioridad  y realizar el trámite correspondiente dentro de los ocho días hábiles siguientes a la colocación del expediente en esa tarea.

Las causas ubicados en las tareas de “Vencimiento de plazos (3, 8, 15, 1 año, etc.)” se debe indicar la fecha de vencimiento, para que haya mayor facilidad de continuar con el trámite en el momento en que se venza el plazo. 

Los procesos ubicados en las tareas de espera de audiencia, debe indicarse la fecha de la audiencia, circunstancia que permitirá estar atentos a las audiencias a celebrarse. 

Plazo de cumplimiento: Inmediato a la lectura de la presente Acta.

A TODO EL PERSONAL DEL DESPACHO

Se recuerda al personal del despacho brindar una atención preferencial a las causas en las que participe población en estado de vulnerabilidad.

Plazo de cumplimiento: Inmediato a la lectura de la presente Acta.

APERTURA DE PROCESO DISCIPLINARIO

Tomando en consideración que la Coordinadora Judicial no tiene control sobre los asuntos salidos en alzada, el control de pase a fallo no está actualizado, el control de sentencias no existe, no se registra el resultado de las audiencias en la agenda cronos, no hay control sobre comisiones enviadas y recibidas, ni tampoco control sobre las boletas de remisión de detenidos, se ordena a la Jueza Coordinadora del despacho la apertura del régimen disciplinario contra María de los Ángeles Mora Rojas, a fin de que se determine si ha existido incumplimiento de funciones por parte de esta servidora y de ser necesario se establezca la sanción correspondiente. 

Plazo de cumplimiento: Inmediato a la lectura de la presente Acta.

RENDICIÓN DE INFORME

En el término de un mes, contado a partir de la firma del acta se deberá rendir un único informe sobre el cumplimiento de las recomendaciones hechas, el cual deberá ser dirigido, mediante correo electrónico únicamente al licenciado Cristian Ureña Rodríguez (curenaro@poder-judicial.go.cr), Inspector Asistente del Tribunal de la Inspección Judicial.  La no rendición del informe solicitado así como el incumplimiento de las recomendaciones dejadas, acarreará eventualmente la apertura del régimen disciplinario.  No se omite indicar que de conformidad con el acuerdo tomado por Corte Plena en sesión N° 10-12 del 12-03-12, artículo XXVII, titulado “Reglas Prácticas del Tribunal de la Inspección Judicial”, los informes solicitados a los Despachos Judiciales deberán ser rendidos bajo la fe de juramento con las consecuencias legales para quien falte a la verdad. 

Asimismo, la presente acta debe ser leída y comentada con todo el personal en el plazo de 5 días hábiles, para lo cual se levantará un acta donde se plasmarán la firma de todos los funcionarios, haciendo constar dicha diligencia.

[…]”.
[bookmark: _Toc23839564]- 0 -
Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 1689-IJ-2019 de la Inspección Judicial, mediante el cual remite los resultados de la visita realizada en el Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón, del día 30 de setiembre al 01 de octubre de 2019. 2.) El Tribunal de la Inspección Judicial verificará el cumplimiento de las recomendaciones dadas e informará a este Consejo lo que corresponda, por lo que de ser necesario deberá continuar tomando las acciones disciplinarias respectivas, ya que el objetivo de estas supervisiones es que los despachos judiciales corrijan las falencias detectadas y no se reiteren en visitas posteriores. 3.) Se le hace saber a la Jueza Coordinadora licenciada Dennia Magaly Chavarría Jiménez o quien ocupe ese puesto, que, ante el incumplimiento de las ordenanzas dadas por parte del personal a su cargo, debe proceder a tramitar el respectivo procedimiento disciplinario, de lo contrario incurriría en una falta de supervisión y, por ende, violentaría lo establecido en el artículo 192 inciso 3) de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le insta a implementar planes de trabajo adicionales que permitan agilizar el trámite de las causas judiciales, haciendo una distribución equitativa de los asuntos y fijando cuotas de trabajo razonables, para lo cual deberá permanecer vigilante con el rendimiento del personal colaborador para evitar atrasos injustificados en la ejecución de los procesos. 4.) Asimismo, se insta al mencionado despacho judicial a cumplir con las acciones contenidas dentro del Plan Estratégico Institucional, a saber: Acceso a la Justicia, Ambiente, Género, Innovación, Justicia Abierta, Valor del Servicio de Administración de Justicia y Valores Institucionales, por ser ejes transversales que se encuentra dentro del mismo. 5) De conformidad con lo dispuesto por este Consejo en sesión Nº 64-17 celebrada el 6 de julio del 2017, artículo XXI, deberá el Juez o Jueza Coordinadora del Despacho, hacer de conocimiento del personal a cargo el Acta de Visita que ahora se conoce, así como sus recomendaciones. 6.) Deberá el citado despacho tomar en consideración los requisitos que han de darse al trámite referente a las personas usuarias que podrían estar en estado de discapacidad o vulnerabilidad social. 7.) Además, se insta al Juzgado a cumplir con las acciones contenidas dentro de las políticas de ambiente del Poder Judicial por ser un eje transversal que se encuentra dentro de los planes operativos. 8.) Así también, deberá el Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón, cumplir con lo dispuesto en la Ley N° 9578, para trasladar al Régimen no Contributivo de la C.C.S.S (RNC) recursos que provengan de proceso judiciales concluidos o abandonados por 10 años o más, así como los lineamientos dados por este Consejo mediante Circulares 167-2018, 7-2019 y 90-2019, relacionados con ese tema. 9.) Hacer de conocimiento de la Oficina de Control Interno para que se brinde la capacitación correspondiente al Sistema Específico de Valoración de Riesgos (SEVRI). 10.) El Juzgado de Familia y Violencia Doméstica de San Ramón, del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, de la Comisión de la Jurisdicción de Familia y Violencia Doméstica, de la Contraloría de Servicios y de la Administración Regional de San Ramón, de la Auditoría Judicial, de la Dirección de Planificación y de la Inspección Judicial, para lo que a cada una corresponda. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XXXIII
DOCUMENTO N° 12400-19, 12957-19
[bookmark: _Toc23839568]En sesión N°031-10, celebrada el 6 de abril de 2010, artículo XLIV, se aprobó el informe SAP-179-2008, referente a la política para el pago por concepto de Riesgo a Nivel Institucional y se estableció el procedimiento para definir aquellos puestos a los cuales les corresponde este plus.  
Las licenciadas Maureen Siles Mata, Jefa de la Administración Salarial y Rosibel Brenes Alvarado, Coordinadora de la Unidad de Pago, mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-UPS-5924-2019 del 4 de octubre de 2019, gestionó lo siguiente:
“Mediante oficio Nº9976-19, se solicita a esta Dirección rendir informe sobre la gestión que realiza el señor Mauricio Jiménez Sequeira, Juez Coordinador del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil de Nicoya, quien mediante correo electrónico indica: 

“Por medio de la presente reciban un cordial saludo de mi parte y a su vez, por medio de la presente, les solicito se sirvan girar instrucciones al Departamento de Gestión Humana, propiamente a la oficina de Administración Salarial o a quien corresponda, se proceda a realizar cálculo y posterior pago de lo que enunciaré, no sin antes hacer un recuento de lo acontecido previamente en dicha oficina, ante el reclamo por mi persona planteado, de lo que diré: 1) El día 09 de enero del 2019, solicité vía correo electrónico a la Dirección de Gestión Humana, que se procediera a realizar el cálculo y posterior pago del extremo salarial correspondiente al riesgo con motivo del conocimiento de la materia penal juvenil, durante mi estancia en el Juzgado Mixto de Quepos, pues me tocaba conocer dicha materia, siendo el período de tiempo desempeñado y reclamado, desde el día 16 de junio del 2008 y hasta el día 11 de noviembre del 2012. 2) Ante el silencio a mi gestión anterior, el día 30 de mayo del 2019 adicioné mi petición inicial, solicitando que además del mencionado plus salarial, denominado como "Riesgo Administrativo Grupo 1", se me reconociera sobre el monto dinerario resultante de dicho plus, el pago de los intereses de ley, debiendo liquidarse y cancelarse desde la fecha en cada una de las sumas adeudadas por concepto de plus debieron pagarse y hasta su efectivo pago, entendidas esas sumas como los montos por conceptos del mencionado plus debieron pagarse quincena a quincena durante el periodo reclamado y, sumado a eso, pedí que dichas sumas por concepto de plus debían ser canceladas de manera indexada, siendo que los cálculos, tanto de los intereses como de la indexación, debían ser realizados hasta la fecha del efectivo pago dejado de cancelar por concepto del mencionado plus. 3) Posteriormente, mediante correo electrónico del 16 de julio de 2019, solicité que sobre el monto resultante del plus de "Riesgo Administrativo Grupo 1", se me cancelaran las diferencias resultantes dejados de percibir por mi persona, en lo correspondiente a los extremos laborales de aguinaldos y salarios escolares, pues estos se vieron afectados al no incluirse el plus mencionado como parte de mi salario efectivamente devengado desde el período del mes de junio del 2008 al mes de noviembre del 2012. Igualmente, solicité que sobre esas sumas resultantes, se me cancelaran los intereses legales desde la fecha en cada uno de esos extremos fueron pagados y hasta el efectivo pago de este reclamo y, también pedí que cada uno de esos rubros me fuera cancelado de manera indexada, a calcularse desde que cada una de esas partidas fue cancelada y hasta el efectivo pago que se realice. No hay ninguna duda de que el plus reclamado de "Riesgo Administrativo Grupo 1" forma parte integral del salario de la persona trabajadora y, por ende, tiene una efectiva repercusión sobre las partidas de aguinaldo y salario escolar, al menos siendo eso lo reclamado en este punto, para lo cual pueden consultarse los votos ns° 309-1997 y 996-2007 de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia. 4) Dicho esto y luego de un tortuoso camino administrativo en aras de lograr ver satisfecho mi reclamo, no es sino hasta el día 19 de setiembre del 2019, que se me comunica de que se va a proceder con el pago de lo reclamado, pero se me indica que " se procede a realizar el reajuste por concepto de Riesgo Administrativo Grupo 1, desde el 16 de junio del 2008 hasta el 11 de noviembre del 2012..." (la cursiva es propia); es decir, se dejó de lado el reclamo de los intereses e indexación sobre ese plus, tal cual lo pedí y, sumado a eso, no se me hizo el cálculo de lo que correspondería por concepto de aguinaldo y salario escolar, como tampoco el cálculo sobre estos extremos de intereses e indexación, tal cual lo gestioné. Y digo que se dejó de lado tales reclamos, pues lo he podido constatar el día de ayer (24 de setiembre del 2019) mediante la consulta a la planilla que está disponible en la página electrónica de la Dirección de Gestión Humana, que efectivamente, únicamente se va a proceder a realizar el pago del plus salarial de "Riesgo Administrativo Grupo 1", dejando por fuera todas y cada una de las partidas que enuncié líneas atrás.

Por lo anteriormente expuesto, solicito se instruya por parte de ustedes a la Dirección de Gestión Humana, para que se proceda a realizar estudio, cálculo y posterior pago de lo siguiente: 1) el pago de los intereses de ley sobre el dinero cancelado por concepto de "Riesgo Administrativo Grupo 1", debiendo liquidarse y cancelarse desde la fecha en cada una de las sumas de ese plus debieron pagarse y hasta su efectivo pago, ya que debió pagarse ese plus quincena a quincena durante el período reclamado y, que sobre dichas sumas, se realice cálculo y posterior pago  de indexación que corresponda, siendo que los cálculos, tanto de los intereses como de la indexación, deben ser realizados hasta la fecha del efectivo pago del mencionado plus, teniendo como fecha de partida en ambos casos, la fecha en que cada una de las sumas de ese plus debió ser pagado. 2) Se me cancelen las diferencias resultantes dejados de percibir por mi persona, en lo correspondiente a los extremos laborales de aguinaldos y salarios escolares, pues estos se vieron afectados al no incluirse el plus mencionado como parte de mi salario efectivamente devengado desde el periodo del mes de junio del 2008 al mes de noviembre del 2012. Que sobre esas sumas resultantes, se me cancelen los intereses legales desde la fecha en cada uno de esos extremos fueron cancelados y hasta el efectivo pago del monto principal de tales extremos que acá reclamo y, que cada uno de esos rubros (aguinaldo y salario escolar) me sea cancelado de manera indexada, siendo que en ambos casos (intereses e indexación), los cálculos deberán realizarse desde que cada una de esas partidas fue cancelada en cada período y hasta el efectivo pago que se realice en esta sede, tal y como manda el numeral 565 del Código de Trabajo.” 
   
Al respecto, nos permitimos indicar que si bien es cierto al señor Jiménez Sequeira se le canceló lo correspondiente al componente de Riesgo Administrado Grupo 1, hasta la segunda quincena de setiembre 2019, la Sección de Administración Salarial no es la responsable en el atraso del reconocimiento de dicho componente, ya que el Consejo Superior en sesión 31-10 del 6 de abril del 2010, artículo XLIV, aprobó el informe SAP-179-2008, referente a la política para el pago por concepto de Riesgo a Nivel Institucional y se estableció el procedimiento para definir aquellos puestos a los cuales les corresponde este plus, que en su parte dispositiva indica lo siguiente: 

"La Presidencia de la Corte comunicará a la Sección de Análisis de Puestos del Departamento de Personal, toda modificación, nombramiento o cese de nombramiento que realice en despachos en los cuales se aplique el pago por concepto de riesgo, con el fin de valorar cada situación particular y proceder a asignar, mantener o eliminar el pago por concepto de riesgo según corresponda. 3) El Juez o Jueza Coordinadora de los citados despachos, así como la persona ocupante del puesto, deberán comunicar al Departamento de Personal cualquier modificación en la dinámica del trabajo que suponga una mayor o menor injerencia en los asuntos penales o el derecho al plus correspondiente, con base en lo estipulado en los artículos 6 y 7 de las Normas para el Reconocimiento del Plus Salarial por Riesgo.”
 
Tal y como se indica en el extracto anterior, es responsabilidad del Despacho de la Presidencia (despacho encargado de registrar los nombramientos en ese momento) o bien del servidor interesado, realizar la gestión de pago del componente ante esta Dirección desde el momento que inició con la atención de la materia de Penal Juvenil.  

Como lo indica el señor Mauricio Jimenez y fue corroborado en los registros que para tal efecto se llevan en esta Dirección, el señor Jiménez laboró en el en el Juzgado Mixto de Quepos desde el 16 de junio 2008 hasta el 11 de noviembre 2012 y fue hasta enero de este año, como se puede observar en los correos electrónicos, que el señor Jiménez aporta, que realizó la solicitud del pago del componente de riesgo.

De inmediato esta Sección inicia las diligencias para hacer efectivo el pago solicitado, por lo que se procede a consultar a la Dirección de Planificación, encargada de las competencias territoriales y materias de los diferentes despachos a nivel nacional, si efectivamente el Juzgado Mixto de Quepos atiende la materia de Penal Juvenil en la zona. Una vez confirmada esta información, se solicita al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, nos confirme si el licenciado Jiménez Sequeira fue el funcionario encargado de atender la materia Penal Juvenil, en el Juzgado Mixto de Quepos.  Una vez recabada la información necesaria, se tramitan los ajustes correspondientes. 

Es por lo anterior descrito, que esta administración considera que no se incurrió en una retención indebida o en un pago tardío.

 De esta manera se brinda el informe solicitado a este consejo para lo que considere pertinente.”
- 0 -
[bookmark: marca0][bookmark: marca1]Previamente a someter esta gestión a conocimiento del Consejo, la Secretaría General de la Corte, mediante oficio Nº 9976-19 del 30 de setiembre del año 2019, le solicitó a la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, que, en el término de 10 días contados a partir del recibido de esa comunicación, informara sobre la situación expuesta por el licenciado Mauricio Jiménez Sequeira, Juez Coordinador del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil de Nicoya.
Se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° PJ-DGH-SAS-UPS-5924-2019 del 04 de octubre del 2019 sobre la gestión realizada por el licenciado Mauricio Jiménez Sequeira, sobre el reclamo de intereses indexación derivados de Riesgo Administrativo Grupo 1 al igual que diferencias sobre aguinaldos y salario escolar emitido por la Jefatura de Administración Salarial de la Dirección de Gestión Humana. 2) La Dirección de Gestión Humana procederá, a la brevedad posible, a realizar el cálculo para el pago de los intereses y diferencias resultantes en lo correspondiente a los extremos laborales de aguinaldos y salarios escolares que se le adeudan al funcionario Mauricio Jiménez Sequeira. 3) Comunicar la gestión anterior a la Dirección de Gestión Humana y al servidor Mauricio Jiménez Sequeira.
Hacer este acuerdo de conocimiento del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para que en lo sucesivo, comunique a la Dirección de Gestión Humana para lo pertinente. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXIV
DOCUMENTO Nº 12880-19	
I.- Conoce este Consejo el escrito de queja recibido en fecha 07 de  octubre de 2019, en la Secretaría General de la Corte, suscrito por Maurice Francis Ghesquiere Briceño, Luis Diego Muñoz Ramírez y Ana Isabel Chávez López, todos jueces y jueza del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz, mediante el cual hacen de conocimiento la situación acontecida con el abogado Frank Paniagua Mendoza, cédula de identidad No. 5-225-490, Carné 4601. 
II.- En resumen, se denuncia lo siguiente:
Que durante la tramitación del juicio oral y público del expediente 14-000423-0060-PE, el Lic. Paniagua Mendoza fungiendo como abogado de la parte imputada, quien a la vez es su hermano Jorge Manuel Paniagua Mendoza. Al momento en que el Tribunal se disponía a comunicar la decisión a la cual había llegado respecto del recurso de revocatoria presentado por el Lic. Paniagua Mendoza, éste sin que mediara ningún tipo de provocación o justificación, realizó unan serie de conductas que a su criterio podrían ser calificadas de injuriosas y/o difamatorias, las cuales son detalladas en el escrito que adjuntan y de la prueba de los audios del mencionado debate.
Señalan también que se tome en consideración que el abogado Paniagua Mendoza, ha sido sancionado previamente por el Consejo Superior, por hechos acontecidos en el trámite del mismo proceso judicial.
III.- Sobre la reincidencia de faltas en las que ha incurrido el denunciado Paniagua Mendoza. Este Consejo es conocedor de las múltiples quejas que se han resuelto en contra del abogado Lic. Frank Paniagua Mendoza, así como de otras que se han remitido al Colegio de Abogados para su trámite respectivo, en virtud de su reincidencia por hechos de similar naturaleza. Lo anterior, en aplicación de lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, específicamente en el capítulo VI “Del régimen disciplinario sobre las partes y sus abogados”, artículos 216 a 223 y lo establecido por la Sala Constitucional en su resolución 11596-2001. En virtud de lo antes indicado, este Órgano considera que la presente queja debe ser remitida a la Junta Directiva del Colegio de Abogados, en atención a la excepción que establece el artículo 218 ibídem, párrafo cuarto, en los siguientes términos: “En caso de reincidencia, la Corte o el Consejo comunicarán a la Junta Directiva del Colegio de Abogados la falta para que se resuelva si aplica el régimen disciplinario” (El resaltado no es del original).
Al respecto, debe considerarse que el Colegio de Abogados también se encuentra facultado para disciplinar a sus agremiados/as y, sobre ese aspecto en particular, el Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Sexta, mediante sentencia número 104-2018-VI de las diez horas veinte minutos del treinta y uno de agosto de dos mil dieciocho, consideró en lo que interesa: “VI- Sobre las potestades de fiscalización y sanción del Colegio de Abogados.  De previo a abordar el examen del alegato de fondo, es necesario establecer las funciones básicas que por ley han sido asignadas al Colegio Profesional demandado, en lo que se refiere a la fiscalización del correcto desempeño de sus agremiados. El Colegio de referencia ostenta la naturaleza de un ente público no estatal cuyos fines principales son, entre otros, velar por el correcto ejercicio de los profesionales, proteger y vigilar el desempeño de sus miembros, mantener el decoro y dignidad profesionales. Esta finalidad sienta las bases justificantes para atribuirle la potestad disciplinaria para corregir las faltas e infracciones de sus integrantes. Lo anterior supone una delegación del Estado de de (sic) una parte del poder de policía o de vigilancia que le es propio, respecto de una función profesional que resulta especialmente relevante en el contexto social del país. En este sentido pueden verse las resoluciones número 86 de las 14.50 horas del 31 de mayo de 1995 de la Sala Primera y fallo número 55 de las 9.35 horas del 19 de marzo del 2009 del Tribunal de Casación Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda (competencias ejercitadas a la fecha por la Sala Primera en virtud de lo estatuido por el transitorio primero del Código Procesal Contencioso Administrativo). Bajo esta tesitura, el Colegio de Abogados tiene la potestad, -entendida ésta como un poder-deber para la concreción y satisfacción del fin público conferido por ley-, de fiscalizar el ejercicio de la labor profesional de los abogados. (…) Así ante denuncias de administrados o de instituciones públicas o de cualquier otra índole, la entidad corporativa debe instar el procedimiento administrativo ordinario en aras de la búsqueda de la verdad real sobre los hechos denunciados respecto del abogado, y determinar así la procedencia o no de la aplicación del régimen disciplinario. En este sentido, sin duda, las sanciones disciplinarias se constituyen en la consecuencia ante el incumplimiento de los deberes impuestos y el potencial daño o perjuicio a los intereses de sus clientes, e incluso de los intereses públicos representados en la misma Administración de Justicia. Por eso el abogado debe ajustarse a los principios de lealtad, probidad y buena fe en el ejercicio de la defensa de los intereses de los clientes, así como en sus relaciones con otras instituciones, sean públicas o privadas. (…) Sobre la relevancia de esta potestad, ha dado cuenta la Sala Constitucional, en la resolución número 57 de las 10.50 horas del 16 de febrero del 2005 señaló: “Los Colegios Profesionales cumplen un fin de interés público que el Estado les ha encomendado, en resguardo del debido ejercicio de esa profesión. Este control y fiscalización lo debe ejercer sobre todos sus miembros, con el fin de que la actividad que se ejerce esté ajustada no solo a una adecuada preparación de éstos, sino a normas de ética y decoro profesional. En el cumplimiento de este fin, el legislador otorga a los colegios profesionales facultad de conocer y sancionar las faltas de sus miembros, lo que puede implicar, inclusive, la suspensión del ejercicio profesional. […]”. (Lo destacado no es del original).
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De conformidad con lo expuesto anteriormente, se acordó: 1.) Remitir las presentes diligencias de queja a la Junta Directiva del Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica, para que proceda conforme a derecho corresponda, para lo cual se remite la queja presentada por Maurice Francis Ghesquiere Briceño, Luis Diego Muñoz Ramírez y Ana Isabel Chávez López, todos jueces y jueza del Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Santa Cruz y la prueba que adjuntan 2.) Comunicar este acuerdo al licenciado Frank Paniagua Mendoza y a los quejosos, a los medios señalados. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839571]ARTÍCULO XXXV
[bookmark: _Toc23839573]DOCUMENTO N° 4600-14, 14079-19
[bookmark: _Toc23839574]	En sesión N° 89-19 celebrada el 15 de octubre de 2019, artículo XLIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
En sesión número 68-19 del 18 de agosto de 2019, artículo XVIII, se autorizó que las plazas de Médico de Empresa y Profesional en Enfermería del Servicio de Salud de Alajuela se conviertan en plazas de tiempo completo, a fin de que cada código de plaza fuera ocupado por dos personas, quienes se desempeñarían en la primera audiencia en Alajuela y la segunda audiencia en Grecia y así poder atender de manera efectiva el servicio médico en ambos circuitos, sin tener que trasladarse.

[bookmark: _Hlk14244355]La máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Waiman Hin Herrera, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJDGH-ADMSS-912-2019 del 1 de octubre de 2019, informaron: 

“De conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión número 68-19 del 18 de agosto de 2019, artículo XVIII, que literalmente indica lo siguiente:

“1.) Tener por recibido el oficio número PJ-DGH-ADMSS-636-2019 del 7 de julio de 2019, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, así como las manifestaciones realizadas por el licenciado José Alejandro Piedra Pérez, presidente del Consejo de Administración de Grecia y el licenciado Carlos Luis Mejías Quirós, Secretario interino del Consejo de Administración de Alajuela. 2.) Con el fin de maximizar los recursos institucionales y debido a que se cuenta con contenido presupuestario, se autoriza para que las plazas de Médico de Empresa y Profesional en Enfermería del Servicio de Salud de Alajuela se conviertan en plazas de tiempo completo, pero cada código de plaza se ocupara por dos personas, la audiencia de la mañana se ubicará en Alajuela y la audiencia de la tarde en Grecia, de esta manera el Servicio de Saludo de Alajuela, se garantiza seguir funcionando de la misma manera y el Circuito de Grecia tendrá a dos servidores consolidados sin la necesidad de trasladarse, es decir, dos funcionarios se ubicaran en Alajuela y dos se ubicaran en Grecia.”

En virtud de este acuerdo, desde la Administración de los Servicios de Salud, se procedió a iniciar con la logística necesaria, para implementar el Servicio tal y como lo aprobó ese Consejo Superior, considerando el puesto de Médico de Empresa y el Profesional en Enfermería.

Tal y como se ha planteado para la apertura de otros Servicios de Salud, el personal mínimo que se requiere incorpora también un Auxiliar Administrativo que es vital para el apoyo que requiere el proceso, donde se debe realizar el llenado de la papelería médica (incapacidades, referencias, recetas), debe realizarse la asignación de citas, escaneo de documentos para el expediente electrónico de cada persona, gestión y administración de medicamentos, control de la información estadística para completar los diferentes reportes obligatorios solicitados por el Ministerio de Salud y la  Caja Costarricense del Seguro Social, entre otras actividades de índole administrativo.

Por lo cual, se solicitó a la Unidad de Presupuesto de la Dirección de Gestión Humana, verificar si existe contenido presupuestario para contar con este recurso administrativo por medio tiempo, dadas las limitaciones presupuestarias.  De ahí que se adjunta la Certificación de Contenido Presupuestario, con número de oficio 0468-P-2019 para hacer frente al gasto por el período del 01-01-2019 al 31-12-2019 en el Programa 926.”
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Mediante oficio 0468-P-2019 del 23 de setiembre del dos mil diecinueve, la máster Floribel Campos Solano, jefa interina, del Departamento Financiero Contable certifica que en la Partida 0 “Remuneraciones”, del presupuesto del año 2019, se incorporaron recursos mediante Ley N.º 9632, para cubrir el costo estimado para otorgar permiso con goce de salario y sustitución para 1 Auxiliar Administrativo para “Apertura del Servicio de Salud de Grecia” por el período comprendido del 01/10/2019 al 31/12/2019, por un monto total estimado de ¢1.083.938,84 (Un millón ochenta y tres mil novecientos treinta y ocho colones con 84/100) distribuidos en los siguientes programas, subpartidas y fuente de financiamiento:
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Previamente a resolver la gestión presentada por la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJDGH-ADMSS-912-2019 del 1 de octubre de 2019, se acordó: solicitar a la Administración de Grecia valorar la viabilidad de brindar la colaboración del recurso humano requerido, para las labores descritas, a fin solventar la necesidad, sin tener que recurrir necesariamente a un gasto, en procura del uso adecuado de los fondos públicos. 

La Dirección de Gestión Humana tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
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	La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 5106-DE-2019 del 29 de octubre de 2019, remite el oficio N° 165-ARG-2019 de fecha 25 de octubre de 2019, suscrito por el licenciado Minor Arguedas Rojas, Administrador Regional de los Tribunales de Grecia, el cual dice:
“Reciba un cordial saludo, y a la vez con el debido respeto procedo a manifestarme sobre el contenido del oficio No.10922-19 del 22 de octubre de 2019, remitido por error al licenciado José Alejandro Piedra Pérez, como Administrador Regional de Grecia, mediante el cual se transcribe lo acordado por el Consejo Superior, en sesión No.89-19 celebrada el 15 de octubre de 2019, Artículo XLIII, referente a que esta Administración Regional valore la viabilidad de brindar la colaboración del recurso humano requerido, para las labores de apoyo administrativo que demandará el servicio médico, que se acordó restablecer, por el Órgano Institucional mencionado.

Ante la situación expuesta, y con la suma consciencia, hoy más que nunca de la imperiosa necesidad, de maximizar el aprovechamiento de los recursos públicos que se nos ha confiado, este servidor, como siempre, está en la mayor anuencia de asumir esta nueva tarea con el fin de coadyuvar con el buen funcionamiento del servicio médico, que se restablecerá en el Circuito Judicial de Grecia.

No obstante, es importante recordar que la estructura organizativa de esta Administración Regional es muy pequeña, hoy, continúa siendo la misma con la que inició en enero del 2010, para lo que constantemente se debe estar revisando y analizando las cargas de trabajo que cada integrante de la oficina debe atender, con el objetivo de hacer pequeñas reingenierías a los procesos administrativos y así lograr brindar de forma sostenible, servicios públicos de calidad.

Es por lo anterior, que con el debido respeto se solícita su importante colaboración para que se gestione ante el Órgano superior correspondiente, se nos autorice trasladar a las áreas de apoyo administrativa de esta Oficina, la plaza vacante No.44568, que se encontraba realizando funciones en la Oficina de Recepción de Documentos de estos Tribunales, y que ante análisis efectuados por este servidor con el encargado de esta Oficina, se ha determinado que por su volumen de trabajo, es suficiente atender la misma con una sola persona, ello amparado a resultado de un estudio realizado por la Dirección de Planificación, respecto a la cantidad de escritos y demandas debe una persona diligenciar por día.

La consideración de lo antes expuesto será determinante para que esta Administración Regional pueda atender sin contratiempos, sus funciones sustanciales, en virtud de asumir el apoyo administrativo requerido, por el Servicio Médico en Tribunales de Grecia.”
- 0 -
Se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio N°5106-DE-2019 del 29 de octubre de 2019 de la Dirección Ejecutiva. 2.) De conformidad con las atribuciones que confiere los artículos 81, inciso 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por las circunstancias descritas, trasladar la plaza vacante N° 44568 para que colabore con las funciones propias de apoyo administrativo que demandará el servicio médico de la Administración Regional de Grecia, a partir del 11 de noviembre de 2019. 
Las Direcciones Ejecutiva, Gestión Humana, de Planificación y la Administración Regional de Grecia, tomarán nota para lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXVI
DOCUMENTO N° 7733-17, 14027-19
[bookmark: _Toc23839577]La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 5048-DE-2019 del 28 de octubre de 2019, gestionó:
“En adición al oficio N°1888-DE-2019 del 26 de abril del año en curso, conocido por el Consejo Superior en la sesión N° 050-2019 celebrada el 31 de mayo de 2019, artículo XXI; se remite oficio N° 547-ADM-2019 del 23 de octubre de 2019 suscrito por la Máster Ericka Alfaro Chinchilla, Administradora del II Circuito Judicial de San José, en el cual se informa sobre el estado de los proyectos de mejora de las instalaciones del Anexo A de este circuito, a saber:

“Como parte del seguimiento de la gestión realizada por esta administración durante el primer semestre del 2019 para la mejora de las instalaciones del anexo A, le informo las siguientes acciones de interés:

[bookmark: _Hlk22724672]PROYECTOS

 Construcción de tres oficinas para las personas juzgadoras del Tribunal de Apelaciones: 

Conforme se determinó en el estudio de Salud Ocupacional N°40-SO-2019, en donde el Tribunal de Apelaciones obtuvo uno de los parámetros más elevados en temas de disconfort térmico, se procedió a realizar la contratación N° 2019CD-000023-ARIICSJCM para reubicar las tres oficinas de los y las juezas en un área que tuvieran luz y ventilación natural. Asimismo se tiene en proceso de compra los modulares para el personal técnico y el traslado para el área donde se ubica la administración del anexo A, el cual se tiene previsto realizar en noviembre.



Reubicación y remodelación del servicio sanitario de la Ley 7600: 

Al tomar el espacio donde se ubicaba el servicio sanitario de la Ley 7600 para construir las oficinas de las personas juzgadoras del Tribunal de Apelaciones, se procedió a reubicar el mismo en un lugar más visible y accesible para las personas usuarias , así como mejorar las condiciones que tenía anteriormente, esta acción permitió que se utilice de forma más continua dicho espacio, y simultáneamente con esta reubicación se habilitó la batería de baños con mayor cantidad de servicios sanitarios, para que fuera utilizado tanto por la población judicial como por las personas usuarias. Esta mejora fue realizada por medio de los obreros especializados del circuito.

                                  

[bookmark: _Hlk22728582] Sala de espera de testigos: 

También dentro de las mejoras que se han realizado es habilitar una sala de espera, en las áreas que quedaron disponibles de las oficinas de jueces y juezas que se reubicaron del Tribunal de Apelaciones, cerca de los pasillos principales para poder ser utilizado por las personas usuarias que deben presentarse en los juicios señalados en las diferentes salas de juicio. Esta área de espera fue realizado por medio de los obreros especializados del circuito.



[bookmark: _Hlk22728774] Cambio de orinales e Instalación de divisiones 

Como parte de las acciones realizadas dentro del mantenimiento de las instalaciones del edificio de cambiaron los orinales de los baños de los varones así como se instaló separadores de acero inoxidable, mediante la contratación N° 2019CD-000018-ARIICSJCM.

                  

[bookmark: _Hlk22732555] Instalación de botones de pánico:

En vista de las reiteradas situaciones que se presentaron durante el primer semestre del presente año en las salas de juicio ubicadas en el anexo A, en donde se tuvo en riesgo la integridad de las personas que laboran en dicho edificio, se procedió a iniciar la contratación N° 2019CD-000033-ARIICSJCM relacionada con la instalación de botones de pánico para ubicar en todas las salas de juicio y en áreas común del edificio donde se tenga atención a las personas usuarias.
                                   

[bookmark: _Hlk22733321]Proyectos en proceso:

Dentro de los proyectos que tenemos en proceso para finalizar en el mes de diciembre se tienen:

Instalación del sistema de aire acondicionado para 25 oficinas: Este proyecto desde el  11 de octubre se dio la orden de inicio y está para finalizar a finales de noviembre, mediante la contratación N° 2019CD-000137-PROVCD.

Sistema de bombeo e instalación del tanque de agua:  Mediante contratación N° 2018CD-000382-PROVCD, se inició la habilitación del tanque de agua junto con el sistema de bombeo, el cual ya se finalizó las obras civiles y se tiene en espera los resultados de laboratorio tanto bacteriológicos como físico-químico del agua, para poner en funcionamiento el mismo, se tiene como plazo el 1 de noviembre para habilitarlo.

Remodelación de la administración: Como parte de la continuidad de las mejoras en el Tribunal de Apelaciones se tiene previsto la remodelación de la administración para terminar de reubicar al personal de apoyo cerca de las oficinas que se construyeron y la administración mejorar el espacio de trabajo existente.

[bookmark: _Hlk22735637]Controles y registros:

Conforme lo establecido en la Ley de Control Interno y con el fin de poder tener datos de interés para la toma de decisiones en la gestión que desarrolla la Administración del Anexo A, se tienen lo siguientes registros y controles, los cuales semanalmente se rinde el informe respectivo a la administración central para valorar mejoras inmediatas en caso de encontrarse alguna oportunidad de mejora, a continuación, se detallan:

Registro de ingreso de personas al edificio. 



Trazabilidad del mantenimiento de los aires acondicionados.



Verificación de la presión de agua diariamente.

[image: ]

Control de personas atendidas en RDD y carga de trabajo.

[image: ]

Verificación contractual por medio de check list de forma mensual y trimestral de todos los contratos junto con su respectivo cronograma.





Es importante indicarle que conforme lo informado por esta administración mediante oficio fechado 9 de abril del año en curso, el cual fue conocido y aprobado por el Consejo Superior, ya fueron cumplidas en su totalidad las actividades y cronograma propuesto, quedando solamente pendiente la elaboración de especificaciones técnicas para continuar con el reacondicionamiento eléctrico en el primer semestre del 2020, el cual ya iniciamos coordinaciones con el Departamento de Servicios Generales.”
Como se observa en el anterior informe, las actividades señaladas en el cronograma han sido realizadas según lo planeado, además de la implementación de actividades de control interno relacionadas con labores de mantenimiento y para la verificación de los servicios brindados, tanto por la Administración del II Circuito Judicial, como por las empresas contratistas”

[bookmark: _Toc23839576]- 0 -
En sesión N° 50-19 celebrada el 31 de mayo del 2019, artículo XXI, se tomo nota de las comunicaciones realizadas por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 1888-DE-2019 de 26 de abril de 2019 recibido en la Secretaría General de la Corte en correo electrónico de 27 de mayo de 2019, así como de lo informado por la máster Sara Castillo Vargas, Integrante de este Consejo Superior, relativo a las condiciones del Edificio Anexo A del Segundo Circuito Judicial San José. 
Además, previamente a resolver, se solicitó a las oficinas que integraran dicho Edificio que en el plazo de 5 días hábiles se refirieran a la propuesta planteada en el oficio supra, con el fin de que este Consejo conforme a sus potestades; disponga lo que considere oportuno.
Luego, en sesión N° 58-19 celebrada el 27 de junio de 2019, artículo LXXXVI, en lo conducente, se informó a las personas juzgadoras que atendieron la audiencia otorgado por este Consejo que, debido a las limitaciones presupuestarias por las que atraviesa el Poder Judicial y en vista que la Corte Plena no incorporó dentro de las prioridades del Plan de Construcciones del Poder Judicial, el desarrollo de una nueva edificación para la Jurisdicción Contenciosa Administrativa, sería necesario continuar con el programa de mejoras en la infraestructura definido por la administración  y ese sentido se aprobaría la propuesta realizada por la Dirección Ejecutiva mediante oficio N° 1888-DE-2019, de 26 de abril de 2019. 
Se acordó: 1.-) Tener por recibido el informe N° 5048-DE-2019 del 28 de octubre de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, referente al estado de los proyectos de mejora de las instalaciones del Anexo A de este circuito judicial. 2.-) Hacer este acuerdo de conocimiento del Ministerio de Salud, así como de los despachos que se encuentran destacados en el Edificio Anexo A, así también, a la Comisión de lo Contencioso Administrativo.
La Dirección de Gestión Humana y la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José, tomarán nota para lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XXXVII
DOCUMENTO N° 13979-19
[bookmark: _Toc23839580]La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 5028-DE-2019 del 28 de octubre de 2019, gestiono lo siguiente:
“Mediante oficio N° 335-SC-2019 recibido el 2 de setiembre anterior, el Departamento Financiero Contable rindió informe sobre el “Saldo del Aporte Obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones (FJPPJ)” en los siguientes términos:

“Mediante oficio N ° 448-SC-2018 del 20 de diciembre 2018 se consultó a la Dirección de Gestión Humana sobre los saldos existentes en las cuentas por cobrar del aporte obrero, al no recibir respuesta se envió la reiteración del mismo mediante oficio N° 63-SC-2018 del 1 de marzo de 2019

De lo cual, con oficio N° 358-UD-AS-2019 recibido el 6 de marzo de 2019, la Dirección de Gestión Humana indica que no presenta sumas pendientes de cancelar por concepto de aporte obrero.

Posteriormente, se remite al Sistema Contable (compañeros de este Macroproceso) la consulta sobre los saldos junto con la respuesta dada por Gestión Humana para la revisión en el sistema, de lo cual indican que el sistema realiza los cálculos del aporte obrero tomando como base la información que dicha Dirección carga en las interfases ya establecidas, por lo cual los cálculos automáticos que realiza el sistema tienen la misma fuente.

Por tanto, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana mediante correo electrónico del 18 de julio 2019, la generación de reportes con información necesaria que permita un análisis y procurar determinar el origen de las diferencias: (con el número de cédula, año aplica, periodo aplica año de pago, etc.), sin embargo, con correo electrónico del 27 de agosto de 2019, dicha Dirección indica que no hay una forma de extraer la información solicitada. Debido a que en la actualidad los aportes no se guardan por persona, sino por subpartida, por lo que se solicitó la mejora ante la Dirección de Tecnología de Información para que los aportes se guarden desglosados por persona, de forma tal que a futuro, sea posible extraerlos, sin embargo, no es posible que los compañeros de Dirección de Tecnología de Información puedan atenderla de forma inmediata ya que tienen prioridades.

Por tal razón, se hace del conocimiento a la Dirección Ejecutiva para que indique si pese a que a nivel de sistema contable existen cuentas por cobrar, pero la Dirección de Gestión Humana informa que no presenta sumas pendientes de cancelar por concepto de aporte obrero, se autorice reversar los saldos, ya que como se explicó anteriormente no se cuentan con las bases de información para revisar a detalle la inconsistencia de dicha diferencia. Además, autorice para que mensualmente el Macroproceso Financiero Contable remita por oficio a la Dirección de Gestión Humana la consulta de los saldos por cobrar de aporte obrero y de mantenerse la respuesta dada por Gestión Humana de no existir rubros pendientes por pagar del aporte obrero, se procederá con la reversión, hasta tanto se cuente con los insumos necesarios para poder hacer un análisis de la información.

(…)

	2019
	I Quincena Julio
	Ordinaria
	1,328,958,910.25
	1,328,906,675.86
	52,234.39

	2019
	I Quincena Julio
	Adicional
	724,862.37
	0.00
	724,862.37

	2019
	II Quincena Julio
	Adicional
	1,761,751.72
	1,760,278.25
	1,473.47

	2019
	II Quincena Julio
	Ordinaria
	1,440,219,543.72
	1,440,131,695.46
	87,848.26

	 
	 
	 
	 
	 
	12,578,699.23



Por lo anterior, esta Dirección Ejecutiva mediante nota N° 3985-DE-2019 de fecha 3 de setiembre pasado, pidió a la Dirección de Gestión Humana que se refiriera, obteniendo como respuesta el oficio PJ-DGH-SAS-5509-2019, que se transcribe:

“En atención al oficio No. 3985-DE-2019, con fecha 03 de setiembre del 2019, donde se solicita se refiera a los saldos existentes en las cuentas por cobrar del aporte obrero del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, nos permitimos emitir las siguientes consideraciones 

Mediante oficio No. 448-SC-2018 del 20 de diciembre 2018, el Departamento Financiero Contable remite un cuadro con la información correspondiente a los montos por cuota obrera, de planillas con saldos pendientes de liquidar. Por otro lado, la Unidad de Deducciones brindó respuesta mediante oficio 358-UD-AS-2019 con fecha 15 de febrero 2019, donde se analizaron los montos de aporte obrero contra el Sistema Nacional de Pagos Electrónicos (SINPES), creando un archivo en Excel donde se evidencia los montos comunicados al Macroproceso de Financiero Contable, así como la línea con el código "9060000005" (Código asignado al rebajo del aporte obrero) reportado al Ministerio de Hacienda mediante el SINPE deducciones, de manera que se muestra que no presentan sumas pendientes de cancelar por concepto de aporte obrero. 

Adicionalmente, se hace de conocimiento que esta Dirección, dentro del procedimiento que realiza la Unidad de Deducciones, remite de forma quincenal los montos generados por el sistema SIGA (Sistema Integral de Gestión Administrativa), correspondientes al aporte obrero, tanto para las planillas ordinarias, extraordinarias y colectivas, siendo que, se remiten los archivos con los formatos así requeridos por el Macroproceso de Financiero Contable, por lo que al día de hoy se reitera que esta Dirección no cuenta con las diferencias presentadas por dicho Departamento. 

Aunado a lo anterior, esta Dirección reiterará la gestión remitida a la Dirección de Tecnología de la Información, con la finalidad de que los aportes obreros no se guarden por subpartida, sino por cada persona servidor o servidora judicial, según lo solicitado en el Departamento de Financiero Contable.”

Por lo anterior y salvo que el Consejo Superior disponga lo contrario la Dirección Ejecutiva girará instrucciones al Departamento Financiero Contable para que:

Proceda a reversar los saldos existentes en las cuentas por cobrar por aporte obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones que ascienden a ¢ 12,578,699.23 debido a que la Dirección de Gestión Humana, conforme lo explicó, carece de un detalle que permita, con información fehaciente, ejercer acciones de cobro a las personas servidoras.

En lo sucesivo, mensualmente la cuenta por cobrar que se genere producto del procedimiento seguido de registro previo de la reserva, se reversará por los motivos aludidos en el punto anterior.”

[bookmark: _Toc23839579]- 0 -

Por mayoría, se acordó: 1.-) Tomar nota del oficio N° 5028-DE-2019 del 28 de octubre de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, referente al “Saldo del Aporte Obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones (FJPPJ)”. 2.-) Deberá el Departamento Financiero Contable: a- Proceder a reversar los saldos existentes en las cuentas por cobrar por aporte obrero al Fondo de Jubilaciones y Pensiones que ascienden a ¢12.578.699,23. b- En lo sucesivo, mensualmente la cuenta por cobrar que se genere producto del procedimiento seguido de registro previo de la reserva, se reversará por los motivos aludidos en el punto anterior. 
La integrante Sandra Pizarro Gutiérrez se abstiene de votar, considerado que, a la fecha, el Consejo Superior no es competente para conocer asuntos referentes a la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene dichas competencias. Si bien es cierto el Consejo Superior, era el órgano máximo de dirección del citado Fondo, se estima que actualmente la Junta Administradora indicada en la Ley N°. 9544, está formalmente integrada, lo que evidentemente limita las facultades de este Órgano Colegiado para pronunciarse sobre temas relacionados con la Administración del Fondo de conformidad con el Transitorio I de la Ley 9544:“…En tanto se integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas. (El subrayado o pertenece al original). Además, el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo de un órgano que no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica de la ley indicada.
Las Direcciones de Gestión Humana, Ejecutiva y la Auditoria tomarán nota para lo que corresponda. 
ARTÍCULO XXXVIII
DOCUMENTO N° 5193-19, 13932-19
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 4915-DE-2019 del 18 de octubre de 2019, para conocimiento del Consejo Superior, en relación con el oficio N° 10807-19 de la sesión celebrada el 15 de octubre de 2019, artículo XXV, donde acordó tener por rendido el oficio Nº 1178-331-SEGA-2019 respecto el “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas a la Administración Regional de Golfito”, comunica que la citada Dirección ya emitió las directrices correspondientes, a través del oficio 4690-DE-2019, el cual literalmente dice:
“En el informe Nº 1178-331-SEGA-2019 de 7 de octubre en curso, la Auditoria remite el resultado del seguimiento del estudio denominado “Estudio Operativo de la Administración Regional de Golfito”, de donde se consignan las recomendaciones que literalmente dicen:
Informe N° 468-29-SAEE-2019

	RECOMENDACIÓN BAJO SEGUIMIENTO
	ACCIONES EMPRENDIDAS POR EL RESPONSABLE 
	ESTADO 
	NUEVO PLAZO DE IMPLEMENTACION

	
4.2

	Implementar actividades de control relacionadas con los plazos de asignación y realización de los casos que se tramitan en la Oficina de Comunicaciones Judiciales para obtener información sobre la efectividad del servicio que presta, según el resultado 2.1 de este informe.

	


Durante la visita, se indagó a la Coordinadora del Área Jurisdiccional manifestando que recibió instrucciones escritas por parte de la Administradora Regional mediante oficio 115-ARG-2019 del 9 de mayo de 2019, solicitándole instaurar controles relacionados con los plazos en los sistemas de la Oficina de Comunicaciones Judiciales (Sistema Unificado de Citaciones (SUC) y Sistema de Notificaciones y Comunicaciones (SNC) ), con el fin de monitorear la información que se registra (momento en que ingresan, se realizan y cuando se devuelven los documentos) en dichos sistemas.
Además, destacó que también mediante oficio 246-ARG-2019 del 27 de agosto de 2019, el nuevo Administrador Regional reiteró la solicitud de establecer controles mensuales relacionados con el SUC y SNC, con el fin de monitorear las fechas de entrada, asignación y cancelación específicamente.   
Cabe apuntar, que, en acatamiento a lo anterior, se dispuso un control en formato Excel para monitorear los plazos normados para la ejecución de las Comisiones y Notificaciones y en el cual se refleja la justificación para los casos en los que no se cumple con éstos y se puedan tomar las medidas de corrección.
No obstante, lo anterior, para el control de las Citaciones, el Administrador Regional solicitó mediante correo electrónico del 2 de octubre de 2019, una mejora al Departamento de Informática, de modo que la información pueda ser extraída mediante un reporte del SUC.
Ahora bien, para el caso específico de Puerto Jiménez, cuyas oficinas judiciales están a cargo del Circuito Judicial de Golfito y comparten los sistemas informáticos para la tramitación de las notificaciones, comisiones y citaciones, es criterio de esta Auditoría que no debe existir excepción para el cumplimiento de los plazos de ley que las rigen.
Por lo tanto, las funciones que lleva a cabo el técnico en comunicaciones judiciales destacado en el Juzgado Contravencional de Puerto Jiménez, para atender las solicitudes de esa zona y cumplir con otras funciones de apoyo correspondientes al despacho, es un tema meramente administrativo que debe resolver la Administración Activa (Dirección Ejecutiva, Administración Regional de Golfito, Juzgado Contravencional de Puerto Jiménez, Oficina de Comunicaciones Judiciales de Golfito, Dirección de Planificación y cualquier otra que tenga injerencia en el tema), y no a esta representada por ser un órgano fiscalizador.
Con base en lo expuesto, esta Auditoría concluye que se encuentra en proceso de una adecuada implementación, hasta tanto se logre poner en producción la mejora solicitada y se establezca el control requerido para las citaciones tramitadas con el fin de vigilar con énfasis los plazos de asignación y realización de éstas.  
Se procederá a practicar una segunda verificación en el nuevo plazo establecido.

	


En Proceso



	


30 de junio de 2020

	
4.4

Coordinar con los Despachos Judiciales para que previo a remitir a la Oficina de Comunicaciones Judiciales las diligencias solicitadas por las Autoridades Judiciales, verifiquen las calidades de las personas requeridas para conocer su condición de libertad y si esta fallecida, de acuerdo con los resultados que fueron citados en el apartado 2.2 del presente informe



	


Se confirmó que el 7 de mayo del 2019, se remitió a todos los despachos del circuito, un correo electrónico solicitándoles que previo a enviar a la Oficina de Comunicaciones Judiciales las diligencias, verifiquen las calidades de las personas requeridas para conocer su condición de libertad y si esta fallecida y de igual manera especificar de mejor forma las direcciones.
Además, se realizaron reuniones con personeros de la Fuerza Pública y Policía de Tránsito para atender puntos importantes sobre la información que deben suministrar para hacer más efectivas las notificaciones.
No obstante, pese a la coordinación efectuada, del análisis de los informes durante el periodo del 1 de junio al 31 de julio del 2019, se observó que los porcentajes de encargos no diligenciados se mantienen similares para las notificaciones y citaciones; sin embargo, en el caso de las comisiones el porcentaje se mantiene relativamente alto (56%), lo que evidencia que, a pesar de los esfuerzos de la Administración Regional, la gestión no ha mejorado.
Lo anterior, permitió a esta Auditoría determinar, que el fondo de esta ordenanza, todavía se encuentra en proceso de una adecuada implementación, hasta tanto se logre una mejora en la coordinación y se logre una disminución en los porcentajes de diligencias negativas. 
Se procederá a practicar una segunda verificación en el nuevo plazo establecido.
	


En Proceso


	


31 de diciembre de 2019

	
4.5

Gestionar en forma oportuna y con las coordinaciones requeridas la administración presupuestaria (modificación y ejecución) según los objetivos institucionales para lograr niveles óptimos de ejecución según lo descrito en el resultado 2.3 del informe.


	


De la revisión a la información aportada por la Administración Regional de Golfito, referente a la administración presupuestaria, se observaron los porcentajes de ejecución y modificaciones para el 2018 y segundo semestre de 2019; no obstante, para un análisis global por parte de esta Auditoría, se debe contar también con los porcentajes y montos comprometidos tanto para el 2018, como para el 2019, los cuales no fueron suministrados como se solicitó durante la visita a esa oficina administrativa.
Ahora bien, en vista de que el año en curso está pronto a concluir, se estima conveniente cerrar el proceso presupuestario 2019 y remitir lo solicitado para su evaluación.
Sobre la base de las consideraciones anteriores, se califica como en proceso. 
Se procederá a efectuar una segunda comprobación en el nuevo plazo asignado.
	


En Proceso



	


31 de enero de 2020

	
4.8

Coordinar con el Consejo de Administración a fin de que el puesto de Juez Supernumerario sea asignado a despachos que lo requieren de acuerdo con criterios técnicos para resolver necesidades de reducción de circulante y retraso judicial, de conformidad con el resultado 2.4 de este informe.

	


De la revisión del Acta de sesión N° 09-2019 del 11 de setiembre de 2019, celebrada por el Consejo de Administración del II Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Golfito, se confirmó que, se conoció el tema de los roles y la especialización en materia penal del Juez Supernumerario actual, se acordó por unanimidad incluir los despachos penales (Tribunal de Juicio y Juzgado Penal) en el rol de trabajo a partir de enero 2020, además, antes de su asignación, solicitarles un criterio técnico, que justifique la necesidad planteada con el fin de dar un mejor aprovechamiento de ese  recurso.
De acuerdo con la fecha de inicio de las nuevas directrices y en razón que no se procederá a alterar el rol de labores asignada al juez supernumerario por lo que resta del año, esta Auditoría califica esta ordenanza como en proceso de una adecuada implementación.
Se procederá a realizar una segunda verificación en el nuevo plazo establecido, para determinar si los criterios técnicos dados, justifican la asignación del recurso, independientemente del rol aprobado, en virtud de que éste no debe tomarse como un derecho adquirido, sino, dar prioridad a los requerimientos más urgentes de las oficinas de la zona. 
	


En Proceso
	


31 de marzo de 2020

	
4.10

[bookmark: _Hlk534962297]Monitorear adecuadamente que las actividades encomendadas al puesto de Juez Supernumerario se ajusten a criterios de razonabilidad y aprovechamiento de este recurso, evitando de esta manera situaciones como las citadas en el resultado 2.5 de este estudio.

	


Idéntico resultado de la recomendación 4.8 de este informe.
Además, se confirmó mediante análisis del correo electrónico del 22 de agosto de 2019, que la Administración Regional, procedió a consultar a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial sobre los atestados del Juez Supernumerario asignado al Circuito Judicial a partir del 23 de junio de 2019, con la finalidad de dar un mejor aprovechamiento a este recurso, especialmente en apoyo a la materia penal.
Adicionalmente, se ha reiterado mediante oficio a la Coordinadora del Área Jurisdiccional, monitorear que las labores asignadas sean propiamente de reducción de circulante y mora judicial. 
No obstante, lo anterior, como se señaló en la propuesta 4.8, la atención de la materia penal iniciará a partir del próximo año, por lo que esta Auditoría considera que esta ordenanza, también permanece en proceso de una adecuada implementación, hasta tanto dentro de las labores del juzgador supernumerario se incluya la atención en esa materia. 
Se procederá a realizar una segunda comprobación en el nuevo plazo establecido para determinar el efectivo cumplimiento de ésta.
	


En Proceso
	


31 de marzo de 2020

	
4.16

Monitorear de forma recurrente que la información que se registra en el Sistema de Notificación y Comunicación de la OCJ, esté actualizada reflejando adecuadamente el momento en que ingresan, se realizan y se devuelven los documentos, según lo comentado en resultado 2.10 de este informe.

	


De igual manera como se describió en el apartado 4.2 de este informe, el Administrador Regional giró instrucciones a la Coordinadora de Área mediante oficio N°246-ARG-2019, con el fin de monitorear que las fechas de entrada, asignación y cancelación dadas por los sistemas fueran congruentes con las contenidas en los documentos de respaldo.
Ahora bien, se estableció una herramienta para el control de los plazos normados en la ejecución de cada solicitud (notificaciones, citaciones y comisiones); no obstante, para verificar la confiabilidad y calidad de la información contenida en los sistemas utilizados por la Oficina de Comunicaciones Judiciales, no se aportó evidencia documental física o electrónica para determinar el cumplimiento de esta propuesta.
Por lo detallado, esta encomienda se califica como en proceso de una adecuada implementación.
Se procederá a realizar una segunda comprobación en el nuevo plazo asignado.
	


En Proceso
	


31 de enero de 2020



Por lo anterior, le ruego tener presente el cumplimiento de las recomendaciones antes transcritas, en el plazo concedido e informar sobre las acciones para su ejecución.”

[bookmark: _Toc23839582]- 0 -
En sesión N° 43-19 celebrada el 14 de mayo del 2019, artículo XXIII, se tomó nota del informe N°468-29«Staff_type»-SAEE-2019, remitido por el licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial y en lo conducente, se dispuso que la Administración Regional de Golfito, debía dar cumplimiento a las recomendaciones en el plazo establecido, he informara la Auditoría Judicial lo correspondiente.
Luego, en sesión N° 89-19 celebrada el 15 de octubre de 2019, artículo XXV, se tuvo por rendido el oficio Nº 1178-331-SEGA-2019, de 07 de octubre del 2019, suscrito por el licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial, donde adjuntó el “Informe sobre el resultado del primer seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas a la Administración Regional de Golfito.
Se acordó: 1) Tomar nota del oficio N° 4915-DE-2019 del 18 de octubre de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, referente al Cumplimiento de las directrices que la Auditoría dirigió a la Administración Regional de Golfito. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la citada Administración, así como de la Auditoría para lo de su cargo.
[bookmark: _Toc23839583]ARTÍCULO XXXIX
DOCUMENTO N° 9806-19, 14431-19
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 5050-DE-2019 del 28 de octubre de 2019, comunicó lo siguiente:
“Para conocimiento del Consejo Superior, se remite informe sobre la situación que se ha presentado con relación al servicio de vigilancia privada que se brinda por medio del contrato N° 046115 adjudicado al consorcio Servicio de Cuido Responsable Secure S. A. – Servicios de Protección Americanos APS S. A., dentro de la Licitación Pública 2014LN-000030-PROV denominada “Servicio de vigilancia, protección y seguridad para los diversos circuitos judiciales del país, bajo la modalidad según demanda”.

Mediante oficio N° 3145-DP/27-2019 del 7 de agosto del año 2019 suscrito por la Máster Hellen Poveda Montoya, en ese momento Jefa a.í. del Departamento de Proveeduría, remite justificación para solicitar a la Contraloría General de la República, permiso para la tramitación de una Compra Directa Concursada en los siguientes términos:

“Como es de su conocimiento, el contrato N° 046115 correspondiente al “Servicio de vigilancia, protección y seguridad para los diversos circuitos judiciales del país, bajo la modalidad según demanda”, suscrito con el consorcio Secure Costa Rica integrado por las empresas Servicios de Cuido Responsable SECURE S. A. y Servicios de Protección Americanos APS S. A., vence el 09 de noviembre del año 2019. 

Actualmente se encuentra en trámite la Licitación Pública 2019LN-000007-PROV para contratar a nuevas empresas que le den la continuidad a dicho servicio, misma que tiene prevista la apertura de ofertas para el día 06 de setiembre del 2019; sin embargo, debido a los plazos propios del trámite de una licitación pública, no se va a lograr contar con un contratista que le pueda dar la continuidad al servicio a partir de la fecha de vencimiento del contrato actual, ya que estimando los plazos para  esta licitación pública, bajo el escenario que se presenten recursos de objeción al cartel y recursos de apelación al acto de adjudicación, se requieren en promedio 11,5 meses, y como tal es materialmente imposible lograr contar con el contrato dentro de dicha licitación antes del vencimiento del contrato actual, por lo que resulta necesario que este Departamento contrate mediante procedimiento de contratación directa concursada, la contratación de una nueva empresa que brinde el servicio requerido por el plazo de 08 meses, mientras se tramita esta nueva licitación pública.

Dada la circunstancia anterior, respetuosamente le solicito su intervención, a efecto de que el Consejo Superior, en su condición de Órgano Superior Jerárquico, plantee ante la Contraloría General de la República, formal solicitud de autorización que posibilite al Poder Judicial el inicio inmediato de la tramitación de una contratación directa concursada, para de esta forma realizar un procedimiento con un plazo de apertura no mayor a 5 o 10 días hábiles, mediante la invitación de forma directa a las empresas Seguridad Eulen S.A., Servicio de Cuido Responsables Secure S. A. y Grupo VMA S. A., mismas que según los estudios de mercado adjuntos, cuentan con la mayor idoneidad técnica, para brindar el servicio que se requiere contratar. 

Adicionalmente se solicita por la urgencia, gestionar ante ese órgano Contralor que se flexibilicen los controles  en las etapas recursivas, de forma tal que el conocimiento y resolución de los recursos los pueda asumir el Órgano Interno de Legalidad Institucional, sea éste, la Dirección Jurídica del Poder Judicial, lo anterior considerando que la fecha de vencimiento del contrato en ejecución y los plazos propios del trámite de la licitación pública que se encuentra en trámite, no le permiten al Poder Judicial suplir los servicios en forma continua y expedida a partir de la fecha de vencimiento del contrato actual, ya que tramitar dicha contratación mediante un procedimiento en el que la materia recursiva atienda el trámite normal de una Licitación Pública no sería viable, pues esto provocaría que los plazos de la contratación se demoren  demasiado, lo que implicaría en estos momentos que la Institución corra el riesgo de no tener el servicio de vigilancia y seguridad en el plazo que lo requiere. 

Por otra parte, considerando la urgencia indicada y la dificultad que reviste el trámite de la licitación pública, es necesario que además se solicite que dicha  autorización se brinde para obtener un servicio por un plazo mínimo de 08 meses, período en el cual de acuerdo a los cronogramas estimados se espera ejecutar la nueva Licitación Pública para obtener el nuevo contrato, por lo que con base en lo establecido en los artículos 146 y 147 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, así como el artículo 2 bis inciso c) de la Ley de Contratación Administrativa, se requiere tramitar dicha autorización a la brevedad posible.

Para tal efecto a continuación se describe el cumplimiento de los requisitos establecidos por la normativa:  

1-Justificación detallada de las circunstancias por las cuales la utilización del procedimiento licitatorio no resulta apropiado o conveniente para la satisfacción del interés general:

El contrato 046115 adjudicado al consorcio Servicio de Cuido Responsable Secure S. A. – Servicios de Protección Americanos APS S. A., dentro de la Licitación Pública 2014LN-000030-PROV denominada “Servicio de vigilancia, protección y seguridad para los diversos circuitos judiciales del país, bajo la modalidad según demanda”, vence el 09 de noviembre del 2019, mismo que implicaba la prestación de los servicios de vigilancia y seguridad en todos los edificios y oficinas del Poder Judicial ubicados en todo el país. 

Sin embargo, a pesar de que se tiene claramente definida la fecha de vencimiento de dicho contrato, y la administración debió haber prevenido con suficiente antelación el inicio de una nueva contratación que le permitiera contar con un nuevo contrato para dar continuidad al servicio a la fecha de vencimiento del nuevo contrato, lo cierto es que la nueva licitación no se logró tramitar con la suficiente antelación, debido entre otras cosas a la anuencia de los posibles oferentes de brindar la información para el estudio de mercado previo, así como los aspectos implícitos en el desarrollo del borrador del cartel, y en estos momentos, aún y cuando el cartel de la nueva contratación ya fue publicado y su apertura de ofertas está programada para el 06 de setiembre del 2019, lo cierto es que por los plazos propios de ley para el trámite de una licitación pública, bajo el escenario de que se presenten recursos de objeción al cartel y recursos de apelación al acto de adjudicación, no se lograría contar con un nuevo contrato debidamente refrendado antes del 09 de noviembre del 2019, fecha en que vence el nuevo contrato. 

Aunado a esto el consorcio Secure Costa Rica, actual adjudicatario del contrato que se encuentra en ejecución, ante consulta realizada, manifiesta que únicamente estaría de acuerdo en aplicar una ampliación del contrato bajo la figura de lo que establece el artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, siempre y cuando se aumenten los precios que actualmente se le reconocen dentro de dicho contrato, aspecto que implica no poder llevar a cabo la aplicación de dicha normativa, por lo que, una vez vencido este contrato, el Poder Judicial no contaría con la vigilancia y seguridad que requiere tanto los edificios y oficinas así como el personal judicial y las personas usuarias, aspecto que constituye un riesgo muy grande para la Administración.

Es importante señalar que si bien la presente solicitud obedece en parte a una falta de planificación institucional, por cuanto, el procedimiento licitatorio debió iniciarse con suficiente antelación, lo cierto es que aún y cuando la Administración previo el inicio del trámite con la suficiente antelación, las empresas no brindaron la información para el estudio de mercado en forma oportuna, y el desarrollo del borrador del cartel conllevo bastante tiempo. Aunado a este aspecto, aunque se tiene la posibilidad de prorrogar el contrato actual a través de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, el contratista actual no está dispuesto a prorrogar dicho servicio bajo las mismas condiciones de dicho contrato, motivo por el cual se genera la situación que se expone, llegando a concluir que para lograr dotar del servicio a partir del día 10 de noviembre del 2019, la tramitación del procedimiento licitatorio ordinario que se encuentra en trámite, no logrará satisfacer el interés general, tal y como se regula en la anterior normativa, ya que lo pretendido con la utilización de este mecanismo, es evitar eventuales daños o lesiones a los intereses públicos, al no lograr satisfacer a la institución con un servicio de vigilancia y seguridad que le permita dar continuidad al mismo a partir del 10 de noviembre del 2019, y como tal seguir dando la protección y seguridad que actualmente se brinda tanto para el usuario interno como para el usuario externo.

No está por demás agregar que lo pretendido, versa básicamente en disminuir los plazos ordinarios que se están generando con la tramitación de la Licitación Pública, así como los plazos recursivos extensos, sin embargo, tal y como se expuso anteriormente, el procedimiento se realizaría de forma concursada, permitiéndoles la libre participación a los potenciales oferentes, para adjudicar el servicio por un plazo de 08 meses, prorrogable hasta por un plazo de 4 meses adicional, mientras se logra concluir el trámite de la nueva licitación pública, la cual le permitirá al Poder Judicial contar con el servicio según las disposiciones de ley.

Con el panorama anterior, el Poder Judicial se ve en la necesidad de contar con un contrato debidamente refrendado antes del 09 de noviembre del 2019, de modo que se pueda dar continuidad al servicio de protección y seguridad que actualmente se brinda a través del contrato 046115 el cual tal y como se indicó, vence el 09 de noviembre del 2019. 

En virtud de esto se realizó un sondeo previo del mercado, que permitiera determinar cuáles son los oferentes del mercado, que puedan llegar a atender el servicio con las condiciones mínimas que se requiere, mismo que reflejó que las empresas que pueden brindar este servicio y están dispuestas a participar en esta contratación directa por excepción, son las empresas Servicio de Cuido Responsable SECURE S. A., Seguridad Eulen S. A., y el Grupo VMA S. A.

2-Monto estimado del negocio:

De acuerdo al estudio de mercado efectuado y la cantidad de puestos y horas que se requieren para el servicio a contratar, se estima que el presente contrato ascendería a un monto total mensual de ¢199.621.636,93 de acuerdo a lo estimado por el Departamento de Seguridad, esto sin incluir el impuesto al valor agregado, y un costo de ¢225.572.449,73 incluyendo el impuesto al valor agregado, a partir de enero del 2020.

En el expediente constan las proformas presentadas por las empresas consultadas. 

Igualmente las actividades que se requieren realizar, la cantidad de personas, los turnos, y las líneas que componen el objeto a licitar, constan en el borrador del cartel que se adjunta.

3-La especificación de la partida presupuestaria que ampara la erogación.

Para atender la obligación de pago del contrato de este servicio,  se tomarán los recursos de los programas 926 “Dirección y Administración”, 927 “Servicio Jurisdiccional”, 928 “Organismo de Investigación”, 929 “Ministerio Público” y 930 “Defensa Pública”, Rubro  4 “Contratos”, subpartida 1.04.06 “Servicios Generales”, Fuente de Financiamiento 001 “Ingresos Corrientes”, lo anterior reservado mediante las certificaciones de contenido presupuestaria que se indican en el siguiente cuadro, las cuales se adjuntan, por un monto total de ¢420.956.121,67 correspondiente al pago en efectivo por el periodo que va de 10 de noviembre al 31 de diciembre del 2019.

Para los meses de enero a junio del 2020, la Administración tiene formulados dentro del presupuesto los recursos necesarios para hacerle frente al pago de dicho servicio.

	Existencia de recursos para hacerle frente al nuevo contrato de vigilancia y seguridad del período comprendido desde el 10/11/2019 al 31/12/2019

	Certificación de contenido
	Monto
	Certificación de contenido
	Monto

	114-CE-2019
	₡61.327.575,00
	243-CE-2019
	₡791.013,06

	152-CE-2019
	₡22.048.845,00
	246-CE-2019
	₡3.020.056,36

	154-CE-2019
	₡1.483.518,60
	247-CE-2019
	₡2.641.233,53

	163-CE-2019
	₡3.406.700,00
	248-CE-2019
	₡4.114.000,07

	165-CE-2019
	₡22.315.464,71
	249-CE-2019
	₡11.749.730,80

	180-CE-2019
	¢9.696.214,68
	250-CE-2019
	₡8.228.000,14

	181-CE-2019
	₡170.729,88
	251-CE-2019
	₡8.407.557,54

	205-CE-2019
	₡7.650.000,00
	252-CE-2019
	₡8.408.384,97

	209-CE-2019
	₡19.551.658,91
	253-CE-2019
	₡1.762.279,34

	212-CE-2019
	₡1.268.914,14
	259-CE-2019
	₡881.273,00

	214-CE-2019
	₡1.166.744,27
	260-CE-2019
	₡1.983.789,50

	215-CE-2019
	₡1.616.770,10
	266-CE-2019
	₡809.200,07

	216-CE-2019
	₡593.259,80
	267-CE-2019
	₡3.843.870,00

	217-CE-2019
	₡1.186.298,80
	268-CE-2019
	₡843.110,55

	219-CE-2019
	₡226.152,10
	270-CE-2019
	₡586.079,15

	220-CE-2019
	₡375.521,45
	271-CE-2019
	₡938.803,55

	221-CE-2019
	₡1.126.983,85
	273-CE-2019
	₡3.477.036,73

	229-CE-2019
	₡10.438.000,00
	274-CE-2019
	₡2.560.332,80

	230-CE-2019
	₡5.219.000,00
	275-CE-2019
	₡1.011.500,00

	231-CE-2019
	₡7.589.573,14
	277-CE-2019
	₡8.224.531,83

	232-CE-2019
	₡92.975,24
	278-CE-2019
	₡4.223.568,09

	233-CE-2019
	₡15.608.343,00
	279-CE-2019
	₡938.803,55

	234-CE-2019
	₡1.020.000,00
	281-CE-2019
	₡4.250.000,00

	235-CE-2019
	₡1.212.798,36
	292-CE-2019
	₡13.260.000,00

	236-CE-2019
	₡17.544.855,27
	293-CE-2019
	₡1.105.000,00

	237-CE-2019
	₡39.754.204,37
	294-CE-2019
	₡8.670.000,00

	238-CE-2019
	₡1.275.000,00
	295-CE-2019
	₡1.224.000,00

	239-CE-2019
	₡1.337.040,00
	346-CE-2019
	₡19.066.654,17

	240-CE-2019
	₡1.517.000,00
	369-CE-2019
	₡9.116.896,68

	241-CE-2019
	₡791.160,28
	497-CE-2019
	₡25.113.316,86

	242-CE-2019
	₡791.013,06
	547-CE-2019
	₡10.000.000,00

	Total
	₡420.956.121,67



4- Cronograma

Se adjunta el cronograma de actividades con los plazos estimados para el desarrollo de las tareas previstas a ejecutar en este concurso, el cual comprende desde la apertura de ofertas hasta la ejecución del contrato.

Es importante indicar que se adjunta además, el cronograma previsto para la ejecución del proceso de la Licitación Pública que se requiere para obtener el nuevo contrato, sea la Licitación Pública 2019LN-000007-PROV, si bien el mismo contempla un promedio de ejecución de 11,5 meses, se aclara que este plazo es a partir de la fecha de publicación del aviso de invitación y las posibles aclaraciones, objeciones y adiciones al cartel que presenten los proveedores interesados, y recursos de apelación al acto de adjudicación, ya que en el mismo no se refleja el plazo correspondiente a la confección del borrador del cartel, el trámite de revisión legal del cartel, la emisión y aprobación de la resolución de inicio, ni la publicación del mismo en la gaceta, ya que estas actividades ya fueron llevadas a cabo dentro de dicha licitación, por lo que en total el tiempo mínimo estimado para obtener un nuevo contrato mediante el proceso de licitación pública se estima en no menos de 11,5 meses en el mejor de los escenarios, esto desde el 05 de agosto del 2019 fecha en que fue publicado el cartel de la nueva licitación pública; considerando que el plazo para el cual se está pidiendo el permiso es por ocho meses a partir del 09 de noviembre del 2019 fecha de vencimiento del contrato que se encuentra en ejecución.  

5-Responsable de las actividades hasta concluir la ejecución.

Como se indicó en el punto anterior los responsables se designarán de acuerdo con la etapa del procedimiento en que este se encuentre, el cual comprende desde la apertura de ofertas hasta la ejecución del contrato.

6- La forma en la que se tiene previsto seleccionar al contratista.

De autorizarse la contratación directa concursada con las empresas anteriormente mencionadas, el adjudicatario, se seleccionará con el sistema de evaluación establecido en el apartado N° 14 “Normas para la Adjudicación de las Ofertas” del anteproyecto de cartel que se adjunta, el cual a rasgos generales establece lo siguiente: 

1- ) Se adjudicará la oferta que obtenga el mayor puntaje en el sistema de evaluación para el grupo de evaluación establecido.

De acuerdo a lo señalado anteriormente, lo que se pretende es la aprobación del ente Contralor para que se tramite una Contratación Directa por Excepción, contratando de forma concursada con las empresas Seguridad Eulen S. A., Servicio de Cuido Responsable Secure S. A., y Grupo VMA S. A.

La Dirección Ejecutiva valora la solicitud y la remite a conocimiento del Consejo Superior mediante oficio N° 3603-DE-2019 del 8 de agosto de 2019. 

En la sesión N° 70-19 celebrada el 8 de agosto de 2019, artículo III, el Consejo Superior conoce el oficio anteriormente citado y toma el siguiente acuerdo:

“Con motivo de la situación presentada con el consorcio Secure Costa Rica integrado por las empresas Servicios de Cuido Responsable SECURE S. A. y Servicios de Protección Americanos APS S. A, que tiene a cargo los servicios de seguridad del Poder Judicial, se acordó: Solicitar a la Contraloría General de la República la autorización para el inicio inmediato de la tramitación de una contratación directa por excepción concursada, con las empresas Seguridad Eulen S. A., Servicio de Cuido Responsable Secure S. A., y Grupo VMA S. A, conforme lo solicita la Proveeduría Judicial en oficio N° 3145-DP/27-2019, suscrito por la máster Hellen Poveda Montoya, Jefa interina del Referido Departamento. Se declara este acuerdo firme.”

Posteriormente, en la sesión N° 82-19 celebrada el 19 de setiembre de 2019, artículo XXIII, se conoce la respuesta de la Contraloría General de la República, por medio del oficio N° DCA-13495 del 11 de setiembre, suscrito por el Licenciado Elard Gonzalo Ortega Pérez, Gerente Asociado y la Licenciada Adriana Pacheco Vargas, Fiscalizadora, ambos de la Contraloría General de la República. En lo que interesa el acuerdo indica:

“(…) Asunto: Se otorga autorización a la Corte Suprema de Justicia para realizar una contratación directa concursada, para la prestación del servicio de seguridad y vigilancia, para los diversos circuitos judiciales del país, por un monto mensual máximo de ¢199.621.636,93 para el presente año y de ¢225.572.449,73 a partir de enero de 2020 (monto incluye IVA), por el plazo máximo de 8 meses. 

Nos referimos a su oficio No. 8052-19 del 09 de agosto de 2019, recibido en esta Contraloría General el mismo día, a través del cual solicita la autorización indicada en la referencia. 

Asimismo, mediante oficio No. 3910-DE-2019 del 29 de junio de 2019, se atendió la solicitud de información planteada por este órgano contralor por medio del oficio No. 12342 (DCA-3007) del 22 agosto de 2019. 

I. Antecedentes y justificación de la solicitud. 

Expresa la Administración como razones de su solicitud, las siguientes: 

1. Que el contrato No. 046115 correspondiente al "Servicio de vigilancia, protección y seguridad para los diversos circuitos judiciales del país, bajo la modalidad según demanda", suscrito con el consorcio Secure Costa Rica integrado por las empresas Servicios de Cuido Responsable SECURE S. A. y Servicios de Protección Americanos APS S. A., vence el 09 de noviembre de 2019. 

2. Que actualmente se encuentra en trámite la Licitación Pública No. 2019LN-000007-PROV para contratar a nuevas empresas que le puedan dar continuidad a dicho servicio, teniéndose prevista la apertura de ofertas para el día 06 de setiembre de 2019, sin embargo, debido a los plazos propios del trámite de una licitación pública, indica que no se va a lograr contar con un contratista que le pueda dar la continuidad al servicio a partir de la fecha de vencimiento del contrato actual. 

3. Que se solicita entonces la autorización para tramitar una contratación directa concursada, con un plazo de apertura no mayor a 5 o 10 días hábiles, mediante la invitación de forma directa a las empresas Seguridad Eulen SA., Servicio de Cuido Responsables Secure S. A. y Grupo VMA S. A., mismas que según los estudios de mercado adjuntos, cuentan con la mayor idoneidad técnica, para brindar el servicio que se requiere contratar. 

4. Que considerando lo perentorio del plazo en que se requiere que dé inicio la contratación directa respectiva, a efectos de no interrumpir la continuidad en la prestación del servicio, se solicita que se flexibilicen los controles en las etapas recursivas, de forma tal que el conocimiento de los recursos los pueda asumir la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 

5. Que solicita que la autorización se brinde para obtener un servicio por un plazo mínimo de ocho meses, período en el cual de acuerdo a los cronogramas estimados se espera tener por concluido el concurso. 

6. Que a pesar de que se tenía claramente definida la fecha de vencimiento de dicho contrato, la nueva licitación no se logró tramitar con la suficiente antelación, debido entre otras cosas a la falta de anuencia de los posibles oferentes de brindar la información para el estudio de mercado previo, así como por los aspectos implícitos en el desarrollo del borrador del cartel. 

7. Que para el trámite de una licitación pública, bajo el escenario de que se presenten recursos de objeción al cartel y recursos de apelación al acto de adjudicación no se lograría contar con un nuevo contrato refrendado antes del 09 de noviembre de 2019. 

8. Que el consorcio Secure Costa Rica, actual adjudicatario del contrato que se encuentra en ejecución, ante consulta realizada, manifiesta que únicamente estaría de acuerdo en aplicar una ampliación del contrato bajo la figura de lo que establece el artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, si se aumentan los precios que actualmente se le reconocen dentro de dicho contrato, aspecto que implica no poder llevar a cabo la aplicación de dicha normativa, por lo que una vez vencido este contrato, el Poder Judicial no contaría con la vigilancia y seguridad que requieren, tanto los edificios y oficinas así como el personal judicial y las personas usuarias, aspecto que constituye un riesgo muy grande para la Administración. 

9. Que de acuerdo al estudio de mercado efectuado y la cantidad de puestos y horas que se requieren para el servicio a contratar, se estima que el presente contrato ascendería a un monto total mensual de ¢199.621.636.93 de acuerdo a lo estimado por el Departamento de Seguridad, esto sin incluir el impuesto al valor agregado, y un costo de ¢225.572449.73 incluyendo el impuesto al valor agregado a partir de enero de 2020. 

10. Que para atender la obligación de pago del contrato de este servicio, se tomarán los recursos de los programas 926 "Dirección y Administración". 927 "Servicio Jurisdiccional" 928 "Organismo de Investigación" 929 "Ministerio Público" y 930 "Defensa Pública", Rubro 4 "Contratos" subpartida 104.06 "Servicios Generales" Fuente de Financiamiento 001 "Ingresos Corrientes". Adjunta las certificaciones de contenido presupuestario. 

11. Que esa Dirección Ejecutiva por medio de los oficios Nos. 3865-DE-2019 y 3873-DE-2019, ambos de fecha 27 de agosto de 2019, solicitó informe detallado a los Departamentos de Seguridad y Proveeduría, como parte de la investigación preliminar iniciada con la finalidad de determinar si las actuaciones ameritan la apertura del régimen disciplinario. 

12. Que la empresa ha venido alegando que dicho contrato no le está siendo rentable, y que aunque no ha logrado demostrar dicha condición, esta Administración no puede obviar tal aspecto, puesto que existe un riesgo que si efectivamente el contrato le esté produciendo un desequilibrio económico a la empresa, esta llegue a un estado de insolvencia que implique que la empresa deje de prestar el servicio de vigilancia, y la Administración se quede sin dicho servicio y sin la capacidad de cubrir el mismo con recursos internos, lo cual no es una opción para ese Poder, puesto que la seguridad que se brinda a través del servicio contratado es con el fin de proteger tanto a los edificios como al personal y usuarios. 

13. Que si bien es cierto la empresa presentó un reclamo administrativo en el cual ha alegado un desequilibrio económico derivado de la modalidad de cálculo que aplica esa Administración, lo cierto es que en ningún momento la empresa logró demostrar ante ese Poder, tal desequilibrio, puesto que el alegato esbozado por la misma se concentró en demostrar que los puestos no le eran reconocidos de acuerdo a las jornadas labores establecidas por ley, sin embargo, dicho contrato establecía claramente desde el inicio que el servicio era por hora y no por puesto, y que el pago se realizaría de acuerdo a la cantidad de horas contratadas según el tipo de jornada (ordinaria, nocturna o mixta) que correspondiera, y no a cantidad de puestos o jornadas laboradas, y pago de horas extras, y la empresa presentó su oferta teniendo pleno conocimiento de esas condiciones, mismas que estaban reguladas en el cartel de dicha contratación. 

14. Que el alegato presentado por la empresa lo que buscaba era que cada servicio le fuera pagado por puesto de acuerdo con las jornadas correspondientes y no por hora de acuerdo con la cantidad de horas laboradas según el tipo de jornada, lo cual modifica totalmente las condiciones del contrato que originalmente fue pactado, y como tal no puede ser aceptado. 

15. Que mediante el oficio No. 4685-19 el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión 36-19 del 26 de abril de 2019, artículo XXIII rechazó el reclamo económico presentado por la empresa contra el Poder Judicial. 

II. Criterio de la División 

La solicitud de contratación directa bajo estudio se regula en el artículo 2 bis inciso c) de la Ley de Contratación Administrativa, así como en el numeral 146 del Reglamento a dicha Ley. 

De acuerdo con esas normas, esta Contraloría General puede autorizar, mediante resolución motivada, la contratación directa o el uso de procedimientos sustitutivos a los ordinarios para actividades o casos específicos en los que se acrediten suficientes razones para considerar que es la mejor forma de alcanzar la debida satisfacción del interés general, o de evitar daños o lesiones a los intereses públicos. 

Es importante tener presente que si bien la licitación es el mecanismo establecido constitucionalmente para realizar las adquisiciones de bienes y servicios que requieran las administraciones públicas para el desempeño de sus cometidos, existen situaciones en las  cuales la aplicación de la regla general lejos de lograr su objetivo, más bien conlleva una afectación a la satisfacción oportuna y adecuada del interés público. 

Así, frente a dichas situaciones este órgano contralor otorgará la autorización a aquellas gestiones planteadas y justificadas por la Administración, que busquen garantizar en términos de eficiencia y eficacia un mejor uso de los fondos públicos a efectos de lograr la consecución del fin público perseguido. 

En el caso que nos ocupa, la Corte Suprema de Justicia expone que el contrato actualmente vigente suscrito con el consorcio Secure Costa Rica integrado por las empresas Servicios de Cuido Responsable SECURE S. A. y Servicios de Protección Americanos APS, S.A., para la prestación del servicio de seguridad y vigilancia para los distintos circuitos judiciales del país vence el 09 de noviembre de 2019, y que a pesar de encontrarse en trámite la Licitación Pública No. 2019LN-000007-PROV no será posible contar con un contrato listo para ejecutar antes de la fecha de vencimiento del actual. En ese sentido, menciona que no resulta factible aplicar una modificación unilateral en los términos previstos en el artículo 208 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, debido a que el contratista ha venido alegando que el contrato no le resulta rentable en los términos previstos de pago por hora y no por puesto. 

Bajo esa tesitura es claro para esta División, que la Administración se encuentra en una situación que amerita acudir a un procedimiento de excepción a efectos de contar con una solución a la mayor brevedad posible que permita darle continuidad a la prestación del servicio, puesto que en caso de que venza el contrato actualmente vigente y deba esperarse a que se tramite el actual procedimiento licitatorio, existiría necesariamente un lapso en el cual se interrumpiría la prestación del servicio, lo cual conllevaría un riesgo para la seguridad de los diferentes circuitos judiciales a nivel de todo el país. 

De esa forma, para este órgano contralor resulta justificada la necesidad de acudir a un procedimiento de excepción, que en este caso se plantea mediante la promoción de una contratación directa concursada. Lo anterior por cuanto, si bien los mecanismos previstos en el artículo 208 y 209 del RLCA le permitirían a la Administración extender el plazo en el que el actual contratista prestaría el servicio, lo cierto es que de acuerdo con lo manifestado por la Corte Suprema al momento de atender la solicitud de información adicional planteada por esta Contraloría General, se entiende que esa Administración decide replantear el esquema de cotización que venía aplicando, cambiando de un modelo de oferta del precio por hora a uno en el que se detalla la cantidad de puestos y horarios, tal y como se desprende del cartel para la contratación directa por concurso que se adjunta como parte del expediente administrativo (páginas 6, 7, 56 a 69). 

En este sentido, es importante aclarar, que la modificación prevista en el artículo 208 mencionado es unilateral, de forma que no requiere contar con la anuencia del contratista, sin embargo, ante un cambio del modelo de negocio que se venía aplicando, lo cual se parte del supuesto de que se origina en el interés de esa Administración de mejorar el modelo a partir de las experiencias aprendidas durante su ejecución, lo procedente es acudir a un procedimiento de excepción a efectos de lograr satisfacer en tiempo la necesidad requerida. 

Ahora bien, es importante señalar que esta Contraloría General en atención de los recursos de objeción interpuestos en contra del cartel de la referida Licitación Pública No. 2019LN-000007-PROV para la contratación de los servicios de seguridad y vigilancia, se percata que para efectos de dicho procedimiento licitatorio se vuelve, en términos generales, al esquema de cotización por hora (ver folio 51 vuelto del expediente del recurso de objeción), ante lo cual, resulta altamente recomendable que se valoren las posibles inconsistencias que pudieran existir entre el modelo previsto en el cartel de la licitación y los ajustes que se plantean en el pliego de condiciones establecido para la contratación directa concursada. 

En lo que respecta al plazo estimado en el cronograma aportado para llevar cabo el respectivo procedimiento de contratación directa concursado, considera este órgano contralor que en virtud de que la situación apremiante deberán aplicarse los plazos previstos para los procedimientos de escasa cuantía, según se establece en el artículo 144 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, eso sí, debiendo otorgarse un plazo mínimo de 5 días hábiles para recibir ofertas en aras de garantizar la mayor concurrencia de ofertas. 

Ahora bien, en lo que respecta a los resultados del estudio de mercado efectuado por esa Administración, con base en los cuales se opta por invitar a los tres potenciales oferentes mencionados, se debe indicar que la autorización que mediante el presente oficio se concede no implica que esta Contraloría General avale dicho estudio, quedando el mismo bajo la exclusiva responsabilidad de la Administración. En el caso de que se presentaran otras ofertas, deberá la Administración estudiarlas, según lo dispuesto en el mencionado artículo 144 del Reglamento. 

En lo que atañe a lo manifestado por esa Administración respecto a la investigación preliminar iniciada con la finalidad de determinar si las actuaciones ameritan la apertura del régimen disciplinario, ante una eventual falta de planificación, se entiende que se adoptarán las medidas necesarias a efectos de mejorar las prácticas y mecanismos seguidos para administrar los riesgos y atender las necesidades de forma oportuna. 
Con base en las consideraciones expuestas estima esta División oportuno otorgar la autorización para realizar un procedimiento de contratación directa concursado sujeto a las condiciones que serán expuestas en el apartado siguiente. 

III.-Condiciones bajo las que se otorga la autorización: 

La autorización se otorga sujeta al cumplimiento de las siguientes condiciones: 

1. Se otorga autorización a la Corte Suprema de Justicia para realizar una contratación directa concursada para la contratación del servicio de seguridad y vigilancia para los diversos circuitos judiciales del país. 

2. La presente autorización es por un monto mensual máximo de ciento noventa y nueve millones seiscientos veintiún mil seiscientos treinta y seis colones con noventa y tres céntimos (¢199.621.636.93) de acuerdo a lo estimado por el Departamento de Seguridad, esto sin incluir el impuesto al valor agregado, y de doscientos veinticinco millones quinientos setenta y dos mil cuatrocientos cuarenta y nueve colones con setenta y tres céntimos (¢225.572.449.73) incluyendo dicho impuesto, el cual será aplicable a partir de enero de 2020. 

3. Se deberá contar con el contenido presupuestario suficiente y disponible para hacer frente al contrato producto de la presente autorización, debiendo verificarse que los recursos pueden utilizarse válidamente para el fin propuesto. 

4. La razonabilidad del precio es responsabilidad exclusiva de la Administración. 

5. La presente autorización es por un plazo máximo de ocho meses. En caso de que antes de dicha fecha se cuente con el contrato derivado del procedimiento licitatorio listo para ejecución quedará sin efecto la presente autorización, aspecto que deberá advertirse en el cartel respectivo. 

6. La Administración asume la responsabilidad por las razones que motivaron la autorización en los términos indicados. 

7. Queda bajo exclusiva responsabilidad de la Administración la selección del contratista que finalmente resulte adjudicatario. Para ello deberán mediar los estudios técnicos y legales que amparen la selección, todo lo cual deberá quedar constando en el expediente administrativo que se levante al efecto. De igual manera, deberá existir un análisis de razonabilidad de precios que deberá ser suscrito por funcionario competente. 

8. El procedimiento de contratación directa concursado deberá tramitarse de acuerdo con los plazos previstos para el procedimiento de escasa cuantía a que se refiere el artículo 144 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 

9. Se deberá invitar al menos a los tres potenciales oferentes mencionados en su solicitud, y analizar las ofertas de cualquier otro proveedor que acuda al procedimiento. 

10. La Administración deberá confeccionar un pliego de condiciones donde se describan las condiciones técnicas y legales necesarias para la adecuada definición del objeto y condiciones de la negociación, así como también se fije la hora y fecha para la recepción de ofertas, y contenga un sistema de calificación de ofertas que permita seleccionar de manera objetiva la plica ganadora del concurso que será aquélla que obtenga la máxima calificación, dentro de las ofertas elegibles 

11. De conformidad con lo señalado en el artículo 14 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, la Administración podrá adjudicar ofertas que superen ese monto hasta en un diez por ciento. Si la propuesta que se debe adjudicar supera ese diez por ciento, deberá requerir autorización previa a esta Contraloría General para continuar con el procedimiento. 

12. Deberá quedar constancia en un expediente levantado al efecto, de todas las actuaciones relacionadas con esta contratación, ello para efectos de control posterior. 

13. Entre el día que se realicen todas las invitaciones y el día fijado para la apertura de ofertas deberá mediar al menos cinco días hábiles. 

14. El acto final deberá ser dictado por quien ostente la competencia para ello. 

15. Es deber de la Administración, tanto al momento de la formalización contractual como durante la fase de ejecución, verificar que el contratista se encuentre al día en la cancelación de las contribuciones sociales derivadas del artículo 74 de la Ley Constitutiva de la Caja Costarricense del Seguro Social, de forma tal que previo a cualquier pago, deberá corroborarse dicha situación. 

16. De igual manera, la Administración deberá verificar que el contratista se encuentre al día en el pago de las obligaciones previstas por el artículo 22 de la Ley No. 5662 en cuanto encontrarse al día con el pago de lo correspondiente al FODESAF. 

17. Es responsabilidad de la Administración velar porque el contratista se encuentre al día en el pago de obligaciones derivadas de los impuestos nacionales. Será responsabilidad de la Administración, verificar que en dicha contratación se observe el cumplimiento del régimen de prohibiciones establecido en la Ley de Contratación Administrativa y su Reglamento, así como velar porque la empresa a contratar no se encuentre inhabilitada para contratar con la Administración Pública según lo dispuesto en el numeral 100 de la Ley de Contratación Administrativa. 

18. Se exime del trámite de refrendo ante esta Contraloría General el contrato administrativo derivado del procedimiento de contratación directa concursado que mediante este oficio se autoriza, el cual quedará sujeto al trámite de refrendo interno, de conformidad con el artículo 17 inciso 3) del Reglamento sobre el Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública. 

19. En cuanto al régimen recursivo, se seguirán las reglas aplicables al procedimiento de escasa cuantía regulado en el artículo 144 del Reglamento a Ley de Contratación Administrativa, por lo que podrá interponerse recurso de revocatoria en contra del acto final dentro del plazo de dos días hábiles siguientes a su notificación, y si el recurso es admisible se concederá audiencia al adjudicatario por el plazo de dos días hábiles, debiendo la Administración resolver dentro de los tres días hábiles siguientes. 

20. Las modificaciones contractuales se regirán por lo dispuesto en los artículos 12 de la Ley de Contratación Administrativa y 208 del respectivo Reglamento, sin que para el ejercicio de esa potestad se requiera autorización de esta Contraloría General. Lo anterior en el tanto se cumplan los supuestos establecidos en el artículo 208, puesto que en caso de no ser así, deberá estarse a lo indicado en el párrafo penúltimo de esa norma, a saber: “Modificaciones que no se ajusten a las condiciones previstas en este artículo, sólo serán posibles con la autorización de la Contraloría General de la República (...)”. 

21. Al ser un procedimiento excepcional autorizado sobre la base de las explicaciones brindadas, no es viable aplicar una nueva contratación al amparo del artículo 209 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. 

22. La contratación autorizada deberá ser realizada a través del Sistema Integrado de Compras Públicas (SICOP), conforme lo establecido en el artículo 40 de la Ley de Contratación Administrativa y 140 de su Reglamento, salvo dispensa expresa establecida por el órgano rector del sistema. 

23. Queda entendido que los efectos de la presente autorización, corren a partir de la comunicación del presente oficio, de manera tal que eventuales actuaciones previas de la Administración con ocasión de lo aquí autorizado, corren bajo su absoluta responsabilidad. 

24. En cuanto al pago, debe observarse lo indicado en el artículo 203 del RLCA. 

25. La Administración deberá contar con el recurso humano calificado que verifique la correcta ejecución del contrato. 

26. Deberá quedar constancia en un expediente levantado al efecto, de todas las actuaciones relacionadas con esta contratación, ello para efectos de control posterior. 

Se advierte que la verificación del cumplimiento de las condiciones antes indicadas será responsabilidad del señor Carlos Mora Rodríguez, en su condición de Subsecretario General Interino de la Corte Suprema de Justicia, o quien ejerza este cargo. En el caso de que tal verificación no recaiga dentro del ámbito de su competencia, será su responsabilidad instruir a la dependencia que corresponda ejercer el control sobre los condicionamientos señalados anteriormente.”

Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación que hace el licenciado Elard Gonzalo Ortega Pérez, Gerente Asociado y la licenciada Adriana Pacheco Vargas, Fiscalizadora, ambos de la Contraloría General de la República, en oficio N° DCA 13495 del 11 de setiembre de 2019 2.) Hacer este acuerdo del conocimiento de la Dirección Ejecutiva, en razón de que la responsabilidad del cumplimiento de las condiciones indicadas será de esa Dirección. Se declara acuerdo firme.”

Mediante oficio N° 4507-DE-2019 la Dirección Ejecutiva traslada al Departamento de Proveeduría el citado acuerdo en los siguientes términos:

“Para su conocimiento, traslado acuerdo tomado por el Consejo Superior, en sesión N.º 82-19, celebrada el 19 de setiembre de 2019, artículo XXIII en relación con el contrato 046115 “Servicio de vigilancia, protección, y seguridad para los diversos circuitos judiciales del país, bajo la modalidad según demanda”. 

A la vez, me permito indicar que la persona responsable del cumplimiento de las condiciones de la autorización otorgada por la Contraloría General de la República en oficio Nº DCA 13495, lo será quien ocupe el puesto de Jefe del Departamento de Proveeduría.”

El Departamento de Proveeduría en atención a la autorización brindada por la Contraloría General de la República, procede con el trámite de la Compra Directa por Excepción N° 2019CD-000012-PROVEX. Se cursa invitación a las empresas Servicios Administrativos Vargas Mejías, S.A., Servicio de Cuido Responsable SECURE, S.A. y Seguridad EULEN, S.A., fijándose la fecha para la recepción de ofertas para el 02 de octubre de 2019 a las 14:00 horas.

En la fecha indica, se procede a la recepción de ofertas, siendo que la única empresa que presenta oferta para este procedimiento de contratación es la empresa Servicio de Cuido Responsable SECURE, S.A.

Con fecha 23 de octubre del año en curso, la empresa Servicio de Cuido Responsable SECURE, S.A., presenta oficio ante el Departamento de Proveeduría en el cual retira formalmente la oferta presentada para la Compra Directa por Excepción N° 2019CD-000012-PROVEX e informa que prestará los servicios de seguridad hasta el 10 de noviembre a las 6:00 horas.

Mediante oficio N° 4465-DP/27-2019 del 24 de octubre de 2019, suscrito por el Máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe a.í. del Departamento de Proveeduría, remite a la Secretaría de la Corte recomendación de declaración de infructuoso del referido procedimiento de contratación, ante el retiro de la oferta por parte de la empresa Servicio de Cuido Responsable SECURE, S.A., recomendación conocida por el Consejo Superior en la sesión N° 93-19 del 24 de octubre de 2019, artículo XC, en cual se acordó:

“(...) En razón que la empresa denominada “Servicios de Cuido Responsable” retiró su oferta dentro del presente concurso y que no existen más oferentes, se dispone lo siguiente: Acoger la recomendación formulada por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en oficio número 4465-DP/27-2019 del 24 de octubre de 2019, en consecuencia: 1.) Declarar infructuoso el presente concurso correspondiente a la Compra Directa por Excepción N° 2019CD- 000012-PROVEX referente a la “Contratación de servicios de vigilancia y seguridad para los diversos edificios y oficinas del Poder Judicial ubicados en los diferentes circuitos judiciales del país”. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Proceso de Verificación y Ejecución Contractual para que proceda conforme a la normativa legal correspondiente. “

 Dada la situación sobreviniente que se presenta y la urgencia de contar con el servicio de seguridad, esta Dirección Ejecutiva giró instrucciones a los Departamento de Seguridad y Proveeduría, para que de inmediato se proceda al inicio de una nueva Compra Directa por Excepción, procurando no afectar el servicio de seguridad que se presta en todo el país, al amparo de la autorización ya dada por la Contraloría General de la República.

Así las cosas, por medio de la resolución N°67-2019 (DJ/CAD-2167-19) de las dieciséis horas con treinta minutos del veinticinco de octubre de dos mil diecinueve, esta Dirección Ejecutiva ordena el inicio de la Compra Directa por Excepción N° 2019CD-000018-PROV, la cual se complementará con otras contrataciones que se han realizado en las Administraciones Regionales, con la finalidad de no afectar el servicio y brindar seguridad tanto al personal judicial, personas usuarias e instalaciones. La recepción de ofertas quedó fijada para el 01 de noviembre a las 10:00 horas. 

El cronograma de la contratación procura para que antes de la fecha de finalización de funciones de la empresa Servicio de Cuido Responsable SECURE, S.A., en tanto no se presenten situaciones imprevistas, se logre contar con una empresa adjudicada en esta nueva compra directa y paralelamente se continúe con el proceso de la Licitación Pública 2014LN-000030-PROV, la cual será una solución permanente para la prestación de los servicios de vigilancia, protección y seguridad para los diversos circuitos judiciales del país.

(…)”
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[bookmark: _Toc423623132]En la sesión N° 62-15 celebrada el 7 de julio del año en curso, artículo IV, se adjudicó la Licitación Pública Nº 2014LN-000030-PROV denominada “Contratación de servicio de vigilancia, protección y seguridad para los diversos circuitos judiciales del país, bajo la modalidad según demanda”, al Consorcio Secure Costa Rica: Servicio de Cuido Responsable Secure S.A., cédula jurídica 3-101-077363 y Servicios de Protección Americanos A P S S.A., cédula jurídica 3-101-185597.
Luego, en sesión N° 70-19 del 8 de agosto de 2019, artículo III, se solicitó a la Contraloría General de la República la autorización para el inicio inmediato de la tramitación de una contratación directa por excepción concursada, con las empresas Seguridad Eulen S. A., Servicio de Cuido Responsable Secure S. A., y Grupo VMA S. A, conforme lo solicita la Proveeduría Judicial en oficio N° 3145-DP/27-2019, suscrito por la máster Hellen Poveda Montoya, Jefa interina del Referido Departamento.
Seguidamente, en sesión N° 77-19 del 3 de setiembre de 2019, artículo XI, se acogió la solicitud presentada por el máster Miguel Ovares Chavarría, Jefe interino del Departamento de Proveeduría, en oficio N° 3319-DP-27-2019 de 20 de agosto de 2019, en consecuencia, se amplió el servicio de la Licitación Pública Nº 2014LN-000030-PROV, denominada "Contratación de Servicios de Vigilancia, Protección y Seguridad para los Diversos Circuitos Judiciales del País, bajo la Modalidad Según Demanda”, conforme al detalle que se indicó.
Posteriormente, en sesión N° 82-19 del 19 de setiembre de 2019, artículo XXIII, se tomó nota de la comunicación que hace el licenciado Elard Gonzalo Ortega Pérez, Gerente Asociado y la licenciada Adriana Pacheco Vargas, Fiscalizadora, ambos de la Contraloría General de la República, en oficio N° DCA 13495 del 11 de setiembre de 2019. En ese sentido el acuerdo se hizo del conocimiento de la Dirección Ejecutiva, en razón de que la responsabilidad del cumplimiento de las condiciones indicadas sería de esa Dirección.
Se acordó: Tomar nota del informe N° 5050-DE-2019 del 28 de octubre de 2019 de la Dirección Ejecutiva, sobre la situación que se ha presentado con relación al servicio de vigilancia privada que se brinda por medio del contrato N° 046115 adjudicado al consorcio Servicio de Cuido Responsable Secure S. A. - Servicios de Protección Americanos APS S. A., dentro de la Licitación Pública 2014LN-000030-PROV denominada “Servicio de vigilancia, protección y seguridad para los diversos circuitos judiciales del país, bajo la modalidad según demanda”.
[bookmark: _Toc23839586]ARTÍCULO XL
DOCUMENTO N° 6951-16, 14020-19
	En sesión N° 79-19 celebrada el 10 de setiembre de 2019, artículo XXVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
La licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-CAP-OIJ-437-2019 del 27 de Agosto del 2019, solicitó lo siguiente:

[bookmark: __DdeLink__1282_3771203502]“Ante ustedes con el debido respeto, les informamos que la Unidad de Capacitación para el OIJ como parte de las diligencias necesarias para el adelanto de materias del LXXX Programa de Formación Básica en Investigación Criminal, solicitó a la Dirección Jurídica del Poder Judicial la revisión del contrato de capacitación, dando respuesta la Dirección mediante el oficio No. 311-DJ/CAD-2019 de fecha 13 de agosto del 2019, mismo que realizan el análisis de las cláusulas del contrato y estima que no existe impedimento jurídico para la suscripción de dicho contrato, sin embargo, señalan “es importante acotar que, de previo a la suscripción del contrato, éste debe ser aprobado por el Consejo Superior y una vez aprobado, se debe incluir el número del acuerdo respectivo en cada contrato”.

Es por lo anterior, que por medio de la presente les solicitamos de forma respetuosa la aprobación del presente contrato de capacitación y cumplir con lo indicado por la Dirección Jurídica en el oficio el oficio No. 311-DJ/CAD-2019.”
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En sesión N°36-17 celebrada el 20 de abril de 2017, artículo XXII, se acogió el criterio de la Dirección Jurídica cuyas conclusiones y recomendaciones se trascriben a continuación:

“En conclusión, la relación que mantienen las personas participantes del Curso Básico de Investigación Criminal con el Poder Judicial, es una relación laboral, y de conformidad con lo expuesto, de previo a reconocer viáticos a los servidores solicitantes, es necesario que la Dirección de de Gestión Humana, determine si estos servidores se encuentran acogidos por la excepción para este reconocimiento, establecido por el Consejo Superior en sesión N° 35-01 celebrada el 8 de mayo de 2001, artículo XLII, reconocimiento que se hace de manera excepcional, para los servidores que cumplan con los requisitos del referido acuerdo y al ser un acto firme y válido, así debe acatarse y ejecutarse. 

En caso de estar cubiertos por la excepción indicada, esa misma Dirección debe determinar los montos de viáticos y días que estos correspondan ser pagados, de acuerdo a la tabla establecida por la Contraloría General de la República, para los servidores públicos.”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar la gestión de la Escuela Judicial a la Dirección Jurídica, para que consideren específicamente el tema de las terminaciones y suspensiones de los contratos por situaciones particulares extraordinarias, así como el criterio por ellos vertido en la sesión N° 36-17 celebrada el 20 de abril de 2017, artículo XXII, ya que en el proyecto en la cláusula cuarta se indica que no se dará ayuda económica y en el criterio por ellos expuesto se indica que si se debe pagar.
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El máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, mediante criterio N° 493-DJ/CAD-2019 del 29 de octubre de 2019, remitió lo siguiente:
“Por este medio nos referimos a la solicitud realizada en oficio N° 9997-19 de 30 de setiembre del año en curso, suscrito por Kenneth Aguilar Hernández, Prosecretario General interino, en el que transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 79-19, celebrada el 10 de setiembre de este año, artículo XXVIII, donde se conoció la solicitud de la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-CAP-OIJ-437-2019 del 27 de Agosto del 2019, para la aprobación del contrato de adiestramiento denominado “LXXX Programa de Formación Básica en Investigación Criminal” y se acordó: 

“…Trasladar la gestión de la Escuela Judicial a la Dirección Jurídica, para que consideren específicamente el tema de las terminaciones y suspensiones de los contratos por situaciones particulares extraordinarias, así como el criterio por ellos vertido en la sesión N°36-17 celebrada el 20 de abril de 2017, artículo XXII, ya que en el proyecto en la cláusula cuarta se indica que no se dará ayuda económica y en el criterio por ellos expuesto se indica que si se debe pagar…”.

ANTECEDENTES

I.- El Consejo Superior en N° 35-2001, celebrada el 8 de mayo del año 2001, artículo XLII, conoció el recurso de revocatoria con apelación en subsidio, interpuesto por la Asociación de Investigadores en Criminalística, por el no pago de viáticos de las personas asistentes al “XLII Curso Básico de Investigación Criminal”, y acordó: “…modificar lo resuelto por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en el artículo VI de la sesión N° 6-01 del 21 de febrero del año en curso, toda vez que si al momento de haber realizado el Curso Básico de Investigación Judicial, se encontraban designados en despachos fuera del Valle Central, de conformidad con lo que establece el artículo 74 de la Constitución Política, debe procederse a hacerles el reconocimiento correspondiente…”.

II.- En sesión Nº 7-17 celebrada el 31 de enero de 2017, artículo XXXIII, el Consejo Superior conoció lo resuelto por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión ordinaria Nº 002-2017, del 17 de enero del 2017, que textualmente señaló: “…En el presente año del 2017, se tiene previsto dentro del “Programa de Formación Básica en Investigación Criminal”, la participación de 30 personas provenientes de zonas regionales, a quienes se les tendrá que otorgar el pago de viáticos completo (…) se solicita respetuosamente a dicho Consejo, indicar cómo se solventará el faltante presupuestario para hacerle frente al pago de viáticos a las personas provenientes de las zonas fuera del Valle Central, de los programas de “Formación Básica en Investigación Criminal de la Unidad de Capacitación de OIJ” y otros programas de capacitación,  del año 2017 y de los sucesivos años. 2) Se deberá hacer la consulta a la Dirección Jurídica acerca de la naturaleza de la capacitación del “Programa de Formación Básica en Investigación Criminal de la Unidad de Capacitación de OIJ” en términos contractuales para definir si es más bien la figura de la “beca” la que aplica para este tipo de contrato…”.

Por lo anterior, el Consejo Superior acordó: “…Previamente a resolver lo que corresponda, hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Jurídica a fin de que realice un estudio integral e informe a este Consejo, considerando los argumentos expuestos por el máster Gerald Campos Valverde, Subdirector del Organismo de Investigación Judicial, y la Escuela Judicial, en cuanto a la naturaleza de la capacitación del “Programa de Formación Básica en Investigación Criminal de la Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial, y adicionar lo pertinente al informe supracitado, con el fin de analizar los puntos que se plantean y esclarecer el tema de pago de viáticos para aquellos funcionarios y funcionarias que participan en el citado Programa…”.

III.- Mediante criterio legal N° 74-DJ/CAD-2017, que tuvo como origen la solicitud indicada en el punto anterior, relativa al tipo de relación que mantienen con el Poder Judicial las personas que participan en el Curso Básico de Investigación Criminal, y a partir de ello, la procedencia o no, del reconocimiento de viáticos a estas personas, se expuso: 

“…En primera instancia, es menester aclarar que las personas participantes del Curso Básico de Investigación Criminal, mantienen, durante su capacitación, una relación laboral con el Poder Judicial; y así se indica en los contratos de adiestramiento establecidos por la Dirección de Gestión Humana al efecto, los cuales contemplan en su clausulado que, “La Corte concede a la persona beneficiaria licencia con goce de salario para separarse del cargo que ocupa actualmente como persona Investigadora 1, a participar cinco días por semana en el LXVIII Programa de Formación Básica en Investigación Criminal (…)” 

Seguidamente, es importante señalar, que el reconocimiento de viáticos que ha otorgado el Consejo Superior, a los servidores referidos supra, se acata en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 2 de la “Ley reguladora de los gastos de viaje y gastos por concepto de transporte para todos los funcionarios del Estado”, Nº 3462, el cual reza:

“Artículo 2º. Concepto. Por viático debe entenderse aquella suma destinada a la atención de gastos de hospedaje, alimentación y otros gastos menores, que los entes públicos reconocen a sus servidores cuando éstos deban desplazarse en forma transitoria de su centro de trabajo con el fin de cumplir con las obligaciones de su cargo.” (Énfasis agregado)

Para estos servidores, procede el pago de viáticos, en virtud de que, al estar destacados como empleados judiciales, en una zona alejada del Gran Área Metropolitana, y al ser elegidos para participar en el Curso Básico de Investigación Criminal –el cual es impartido en Ciudad Judicial, en Heredia– están amparados por los elementos objetivos y subjetivos, establecidos en el artículo 2 de la norma citada N° 3462.

No obstante lo anterior, el pago de viáticos a los estudiantes del Programa Básico, que cumplen con los requisitos indicados en el acuerdo supracitado, es una excepción a la regla dispuesta por el Consejo Superior sobre el no pago de viáticos a la generalidad de las personas participantes del Programa Básico para Investigadores, según acuerdo tomado en sesión N° 34-99 celebrada el 4 de mayo de 1999, artículo LXXII, en el que se acogió lo aprobado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, y se eliminó del presupuesto de dicha Escuela –a partir del mes de junio de 1999– la ayuda económica que se brindaba a los nuevos estudiantes del Curso Básico de Investigación Criminal, y se ordenó que en los contratos de adiestramiento respectivo, se debía indicar –mediante cláusula– que no recibirían dicha ayuda.

En síntesis, acatando la regla de referencia (sesión N° 34-99 celebrada el 4 de mayo de 1999, artículo LXXII), se mantiene la redacción de la cláusula cuarta de los contratos de adiestramiento que se suscriban entre los estudiantes del Curso Básico de Investigación Criminal y el Poder Judicial, en cuanto a que no se pagará la ayuda económica de viáticos. 

Sin embargo, esa regla no obsta para que las personas que se encuentren en el Curso Básico de Investigación Criminal, puedan recibir el beneficio de los viáticos, en los casos en que estos cumplan con los elementos fácticos establecidos dentro de la excepción indicada por el Consejo Superior en el acuerdo de sesión N° 35-01 celebrada el 8 de mayo de 2001, artículo XLII, en donde como ya se dijo, se reconoce el pago de viáticos en casos específicos y excepcionales, sea, únicamente a las personas que al momento de realizar el Curso Básico de Investigación Criminal, se encontraran previamente sirviendo para el Poder Judicial en una zona fuera del Área Metropolitana. 

Cabe mencionar, que en virtud de lo anterior, esta Dirección recomendó en su oportunidad a la Unidad de Capacitación del O.I.J., que para los contratos de adiestramiento que se suscriban en el futuro, se considere incluir al final de la citada cláusula cuarta (que indica que no se pagarán viáticos), la frase: “a excepción de los casos particulares contemplados mediante acuerdo del Consejo Superior, tomado en sesión N° 35-01 celebrada el 8 de mayo de 2001, artículo XLII”. Esto, dado que las personas estudiantes del Curso Básico que se encuentren en las condiciones descritas por el acuerdo del Consejo Superior tomado en el año 2001 que se citó supra, estarían facultados para solicitar el pago del monto de viáticos correspondiente.

(…)

En conclusión, la relación que mantienen las personas participantes del Curso Básico de Investigación Criminal con el Poder Judicial, es una relación laboral, y de conformidad con lo expuesto, de previo a reconocer viáticos a los servidores solicitantes, es necesario que la Dirección de Gestión Humana, determine si estos servidores se encuentran acogidos por la excepción para este reconocimiento, establecido por el Consejo Superior en sesión N° 35-01 celebrada el 8 de mayo de 2001, artículo XLII, reconocimiento que se hace de manera excepcional, para los servidores que cumplan con los requisitos del referido acuerdo y al ser un acto firme y válido, así debe acatarse y ejecutarse. 

En caso de estar cubiertos por la excepción indicada, esa misma Dirección debe determinar los montos de viáticos y días que estos correspondan ser pagados, de acuerdo a la tabla establecida por la Contraloría General de la República, para los servidores públicos…”  

IV.- El criterio anterior fue conocido por el Consejo Superior en sesión N° 36-17 celebrada el 20 de abril de 2017, artículo XXII, donde se indicó en lo atinente: 

“…En sesión N° 64-16 del 5 de julio de 2016, artículo XLI, se acogió la gestión presentada por los servidores (…) por su orden Investigadores Judiciales de las Delegaciones Regionales del Organismo de Investigación Judicial del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica y del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, por cuanto se trata de un curso obligatorio y se desempeñan en el puesto como investigadores;  en consecuencia se autorizó el pago de los  viáticos que correspondan,  durante el tiempo en que los citados servidores cumplan con el Curso Básico de Formación Policial, además de cancelar de manera retroactiva los viáticos que se le adeudan a los mencionados servidores; de conformidad con lo dispuesto por este Consejo en sesión Nº 35-01 celebrada el 8 de mayo de 2001, artículo XLII. (…) Se acordó: Acoger el informe de la Dirección Jurídica…”.

 V.- En sesión N° 79-19 celebrada el 10 de setiembre de 2019, el Consejo Superior conoció el oficio EJ-CAP-OIJ-437-2019 del 27 de agosto de este año, suscrito por la Directora de la Escuela Judicial, que solicitó la aprobación del contrato adiestramiento denominado “LXXX Programa de Formación Básica en Investigación Criminal”, esto contando con el criterio N° 311-DJ/CAD-2019 de 19 de agosto de 2019, el cual textualmente indica: 

“En atención al correo electrónico ingresado en fecha 31 de julio de los corrientes, relacionado con la revisión del contrato de adiestramiento denominado "LXXX PROGRAMA DE FORMACIÓN BÁSICA EN INVESTIGACIÓN CRIMINAL", me permito hacer de su conocimiento que los suscritos, luego del análisis de las cláusulas del contrato, estiman que no existe impedimento jurídico para la suscripción del presente contrato de adiestramiento.

Aunado a lo anterior, es importante acotar que de previo a la suscripción del contrato, éste debe ser aprobado por el Consejo Superior y una vez aprobado, se debe incluir el número del acuerdo respectivo en cada contrato.

En conclusión, esta Dirección considera oportuno, desde el punto de vista jurídico e institucional, la suscripción del contrato de adiestramiento denominado "LXXX PROGRAMA DE FORMACIÓN BÁSICA EN INVESTIGACIÓN CRIMINAL" entre los beneficiarios y el Poder Judicial. 

Es importante tener en consideración, que el visto bueno desde el punto de vista legal, no implica aprobación alguna de las obligaciones que el contrato establece para las partes, ya que no forma parte de las competencias de esta Dirección, autorizar temas como licencias con goce de salario; separación del cargo para estudiar; pago de salario, pluses, riesgo y disponibilidad; variación de jornada; pago de transporte y viáticos o el deber de participar en actividades educativas fuera del horario ordinario, entre otros análogos que se contemplan en el contrato sometido a revisión legal. Por el contrario, esos aspectos corresponden a decisiones administrativas que escapan a esta Dirección, no obstante, mientras se cuente con anuencia para reconocer tales derechos y obligaciones, no se encuentra obstáculo legal alguno sobre el particular.

A su vez es menester resaltar, que no es necesario mencionar el criterio jurídico respecto de los fiadores solidarios que firman como aval en los contratos; dado que esos requisitos son para que la Administración corrobore, al momento de la suscripción de cada contrato de adiestramiento. Por lo tanto, basta con que la Administración mantenga presente los requerimientos que deben tener esos fiadores y verificar que se cumplan en cada persona fiador ofrecida por los beneficiarios del curso de adiestramiento.”

CRITERIO DE LA DIRECCIÓN JURÍDICA:

En primera instancia, cabe aclarar que esta Dirección Jurídica no toma decisiones ni realiza recomendaciones de oficio, en cuanto a la procedencia o no del pago de viáticos, ya que como bien se indicó en el criterio N°311-DJ/CAD-2019 citado, ese es un aspecto que escapa a las funciones de esta Asesoría, toda vez que corresponden a decisiones administrativas, no obstante, se han llevado a cabo estudios a solicitud del Consejo Superior, a efecto de determinar la procedencia o no del pago de dichos estipendios.

Se debe partir del hecho que desde el año 2001 el Consejo Superior acordó que: “…si al momento de haber realizado el Curso Básico de Investigación Judicial, se encontraban designados en despachos fuera del Valle Central, de conformidad con lo que establece el artículo 74 de la Constitución Política, debe procederse a hacerles el reconocimiento correspondiente”, decisión que se mantiene hasta la fecha, sin que esto represente que deba cancelarse en todos los casos, sino únicamente en los debidamente justificados, donde la persona es servidora judicial y debe desplazarse de su sitio de trabajo hasta la Escuela Judicial, y es por ello que claramente se indicó en el criterio legal N° 74-DJ/CAD-2017, que la relación que mantienen las personas participantes del Programa de Formación Básica en Investigación Criminal, es de orden laboral, y es la Dirección de Gestión Humana, la oficina encargada de determinar si las personas servidoras se encuentran dentro de los casos de excepción para este reconocimiento, claramente definidos por el Consejo Superior en la N° 35-2001, celebrada el 8 de mayo del año 2001, artículo XLII.

Ahora bien, en cuanto a la solicitud formulada en oficio de esa Secretaría General N° 9997-19 supracitado, específicamente: “…Trasladar la gestión de la Escuela Judicial a la Dirección Jurídica, para que consideren específicamente el tema de las terminaciones y suspensiones de los contratos por situaciones particulares extraordinarias, así como el criterio por ellos vertido en la sesión N°36-17 celebrada el 20 de abril de 2017, artículo XXII, ya que en el proyecto en la cláusula cuarta se indica que no se dará ayuda económica y en el criterio por ellos expuesto se indica que si se debe pagar…”, se atiende en dos partes la consulta planteada.

Primeramente, es menester señalar que el borrador del contrato de adiestramiento denominado “LXXX Programa de Formación Básica en Investigación Criminal”, incorpora en sus cláusulas octava y novena, lo relativo a la terminación y suspensión de los contratos por situaciones particulares, en los siguientes términos: 

“…OCTAVA: Producirá incumplimiento de la persona beneficiaria a las obligaciones aquí contraídas, las siguientes causas: El retirarse injustificadamente del curso en cualquier momento. La pérdida de una o más materias y por ende del curso. El renunciar al cargo antes de dos años, tres meses y trece días a los que se encuentra obligado a prestar sus servicios a la institución luego de concluido el curso. En caso de incumplimiento por parte de la persona beneficiaria a cualquiera de las obligaciones aquí contraídas, producirá automáticamente el cese del interinato sin responsabilidad patronal alguna, aún antes de que concluya el programa de capacitación. Si la persona beneficiaria ocupara algún cargo en propiedad dentro del Poder Judicial, no será despedida salvo que existieren motivos para ello pero se le cesará el nombramiento interino como persona Investigadora 1 y se le aplicará lo dispuesto en la cláusula siguiente de este contrato. 

NOVENA: A los efectos de la cláusula anterior, la persona beneficiaria queda obligada a reintegrar los salarios percibidos durante el tiempo que participó en el curso o la suma proporcional que resulte si se hubiere reintegrado al servicio antes de concluir la capacitación, conforme a los términos de este contrato, así como los intereses al tipo paga el Banco Nacional de Costa Rica por los certificados de depósito a seis meses plazo sobre esas sumas, a partir del momento en que se produjo el incumplimiento y hasta su efectivo pago, calculados sobre los saldos. Si no devolviere el monto de lo adeudado a partir de la fecha en que se le comunique el monto debido por parte de la Dirección Jurídica habiéndose tramitado el correspondiente cobro administrativo, La Corte expedirá título ejecutivo u orden incondicional de pago la persona beneficiaria y de la persona fiadora solidaria a favor de La Corte, que contendrá la fijación del capital adeudado y sus intereses, pagadero en el domicilio de ésta. Este título lleva aparejada su ejecución en la vía simple…”

De lo que se desprende que el tema de las terminaciones y suspensiones de los contratos por situaciones particulares extraordinarias, se encuentra debidamente abordado dentro del borrador de convenio enviado por parte de la señora Directora de la Escuela Judicial, no obstante, también existen supuestos previstos por el Ordenamiento, bajo los cuales el presunto incumplimiento se encuentra enmarcado bajo elementos justificantes, por motivos de fuerza mayor o caso fortuito, los cuales llevan a determinar diferentes niveles de responsabilidad, sea atenuada, o en algunos casos hasta relevada, de acuerdo con los aspectos fácticos que se susciten en el caso concreto. 

Dicho lo anterior, los contratos de adiestramiento implementados por el Poder Judicial para suscribir con las personas servidoras, se emplean en los casos en que el Poder Judicial les otorga a estas personas, beneficios académicos (prestación), como el pago de los cánones de estudio, viáticos, permiso con goce de salario, en fin todos los rubros posibles según el caso y de acuerdo al programa de becas de que se trate. Esto, con el fin de que el servidor beneficiario, al gozar de los rubros descritos, se obligue a retribuir a la institución una contraprestación por ese beneficio académico recibido, y todo con el fin de satisfacer de una mejor manera los fines institucionales. 

De lo esbozado supra nace el elemento sinalagmático que define a toda relación contractual, y que al tratarse de contratos de adiestramiento, los beneficiarios se obligan a ciertas condiciones, tanto referidas a la capacitación y formación propiamente, como obligaciones a cumplir posteriormente, como permanecer en el puesto por un tiempo dado, transmitir el conocimiento adquirido, y en caso de no cumplir con estas obligaciones, se usa establecer una cláusula contractual de carácter penal, en la que se establece una sanción monetaria, como indemnización que, en caso que la persona beneficiaria no cumpla con las obligaciones emanadas del contrato de adiestramiento, en ocasión del beneficio académico dado a la persona por parte del Poder Judicial, y que además este incumplimiento sea imputable a la persona beneficiaria, acarreando responsabilidad contractual.

Sobre los casos de fuerza mayor, como eximente de responsabilidad contractual, cabe señalar que conforme al principio de buena fe que debe privar en toda relación contractual, pueden presentarse hechos fuera del alcance de las partes, que configuren situaciones eximentes de responsabilidad, y para que ello se configure, deben encontrarse elementos esenciales como la imprevisibilidad, sea que no se pueda prever el momento en que ocurrirá el hecho, pues aun cuando se puedan contemplar como posibles, es imprevisible el momento en que acaecerán estos; también se presenta un segundo elemento correspondiente a su inevitabilidad, sea que tomando todas las previsiones y ejecutando todas las medidas existentes, los hechos no se puedan evitar. 

Lo habitual es que estas causas sean ajenas a las personas obligadas y que les imposibilitan cumplir en parte o en todo, las prestaciones contractuales contraídas, por lo que se deberá analizar de forma casuística los incumplimientos que se vayan presentado en cada caso concreto, sin que sea posible elaborar una lista taxativa de las terminaciones y suspensiones de los contratos por situaciones particulares extraordinarias, más allá de lo señalado en el borrador del contrato de adiestramiento denominado “LXXX Programa de Formación Básica en Investigación Criminal” ya que se estima protege los intereses institucionales, sin resultar arbitrario o desmedido para la persona servidora que lo suscribirá.

Finalmente, en cuanto al segundo punto de lo solicitado en el oficio de esa Secretaría N° 9997-19, que transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 79-19, celebrada el 10 de setiembre de este año, artículo XXVIII, específicamente en cuanto a que: “…el criterio por ellos vertido en la sesión N°36-17 celebrada el 20 de abril de 2017, artículo XXII, ya que en el proyecto en la cláusula cuarta se indica que no se dará ayuda económica y en el criterio por ellos expuesto se indica que si se debe pagar…”, se informa que no existe contradicción al respecto, ya que como se expuso líneas arriba, el criterio N° 74-DJ/CAD-2017, que atendió lo solicitado por el Consejo Superior en sesión Nº 7-17  celebrada el 31 de enero de este año, artículo XXXIII, concluyó que se mantiene la redacción de la cláusula cuarta de los contratos de adiestramiento que se suscriban entre los estudiantes del Curso Básico de Investigación Criminal y el Poder Judicial, en cuanto a que no se pagará la ayuda económica de viáticos y se recomendó incluir al final de dicha cláusula, la frase: “a excepción de los casos particulares contemplados mediante acuerdo del Consejo Superior, tomado en sesión N° 35-01 celebrada el 8 de mayo de 2001, artículo XLII”, que como se ha desarrollado en este criterio, corresponde a las personas estudiantes al Programa de Formación Básica en Investigación Criminal que se encuentren en las condiciones descritas por el acuerdo del Consejo Superior tomado en el año 2001 supracitado, sí estarían facultados para solicitar el pago del monto de viáticos correspondiente, siempre y cuando al momento de haber realizado el Curso Básico de Investigación Judicial, se encuentren designados en despachos fuera del Valle Central, lo cual debe definirse por parte de la Dirección de Gestión Humana.”
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Se acordó: Turnar a la integrante Sara Castillo Vargas para estudio e informe a este consejo. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839588]ARTÍCULO XLI
DOCUMENTO Nº 2885-11, 14244-19
[bookmark: _Toc21011629]En sesión N° 87-19 celebrada el 08 de octubre del 2019, artículo XV, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N° 79-19 celebrada el 10 de setiembre de 2019, artículo LXXXVIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en oficio N° 942-DG-2019 del 26 de agosto de 2019, manifestó lo siguiente:

“Reciban un respetuoso saludo de parte de esta representación. Como es de su conocimiento, en años anteriores este Organismo ha venido informando a ese órgano superior acerca de la problemática que hemos venido experimentando, específicamente en la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense del Departamento de Medicina Legal debido al faltante de Médicos Psiquiatras.

Esa situación, evidentemente ha provocado muchos inconvenientes, no solamente a lo interno de esa sección, sino también a la Administración de Justicia como tal.

En virtud de lo anterior, preocupados por buscar soluciones para hacerle frente a ese escenario, se gestionó por parte de la Jefatura del Departamento de Medicina Legal la renovación de un convenio para la formación de médicos especialistas, entre ellos los Médicos Psiquiatras.

De conformidad con lo anterior, esta Dirección General remite el proyecto denominado “Convenio entre la Corte Suprema de Justicia y la Caja Costarricense de Seguro Social para formar médicos especialistas”. Lo anterior, con la finalidad de que se analice la conveniencia y oportunidad de suscribir el presente convenio, considerando que este Organismo no está facultado legalmente para suscribir este tipo de acuerdos. 

Quedando a sus órdenes para cualquier aclaración o adición, se despide atentamente;”
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En sesión N° 27-11 celebrada el 24 de marzo del año en curso, artículo XLVI, se autorizó la suscripción del addendum al convenio “Corte Suprema de Justicia y la Caja Costarricense de Seguro Social para Formar Médicos Especialistas”.

En sesión N° 78-11 celebrada el 13 de setiembre de 2011, artículo XL, por mayoría se aprobó las modificaciones del addendum al Convenio "Corte Suprema de Justicia y la Caja Costarricense de Seguro Social para Formar Médicos Especialistas".

La Magistrada Zarela Villanueva Monge se abstiene de votar, por considerar que la situación de los médicos forenses, su capacitación y nombramientos debe realizarse en forma general, con intervención del Departamento de Personal y de la Escuela Judicial.

Mediante Circular N° 160-2014 del 8 de agosto de 2014, se hizo de conocimiento de los despachos judiciales del país que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión N° 60-14, celebrada el 3 de julio de 2014, artículo LXXI, aprobó el “Manual para la formulación y trámite de convenios”, cuyo texto se encuentra disponible en las páginas electrónicas del Poder Judicial.

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Remitir el oficio N° 942-DG-2019 del 26 de agosto de 2019, suscrito por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, a la Dirección Jurídica para que en el plazo de un mes realice el análisis y estudio correspondiente. Se declara acuerdo firme.
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El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico y la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, Coordinadora del Área de Contratación Administrativa, mediante oficio N° 3662-DJ/CAD-19 del 26 de setiembre de 2019, comunicaron lo siguiente:

[bookmark: _Hlk20399233]“…Mediante oficio de esa Secretaría General N° 9319-19 de 12 de setiembre del 2019, comunicado el 13 de setiembre en curso, se otorga a esta Dirección Jurídica el plazo de un mes para realizar el análisis y estudio legal del “Convenio entre la Corte Suprema de Justicia y la Caja Costarricense del Seguro Social para formar médicos especialistas”, estudio que tiene como fecha de vencimiento el 13 de octubre de 2019.

No obstante, se hace de su conocimiento que la elaboración del estudio solicitado requiere la intervención del Director del Organismo de Investigación Judicial, así como del Departamento de Medicina Legal, con quienes se tiene programada una reunión el próximo 17 de octubre, con el fin de que expongan a esta Dirección temas como el de becas y contratación laboral.

Por lo anterior, dado que se encuentra pendiente la reunión indicada, y que el Convenio citado requiere de un análisis complejo, se solicita la prórroga del plazo otorgado.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación del máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico y la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, Coordinadora del Área de Contratación Administrativa, mediante oficio N° 3662-DJ/CAD-19 del 26 de setiembre de 2019. 2.) Estar a la espera del informe solicitado a la Dirección Jurídica en la sesión N° 79-19 celebrada el 10 de setiembre de 2019, artículo LXXXVIII, por lo que se les concede como plazo máximo hasta el 31 de octubre de 2019 para que informe lo correspondiente a este Consejo Superior. Se declara acuerdo firme.”
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El máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, Coordinadora del Área de Contratación Administrativa, mediante oficio N° 503-DJ/CAD-2019 del 31 de octubre de 2019, comunicaron:
“En atención a la copia del oficio de esa Secretaría N° 10479-19 de 10 de octubre del 2019, en el que se transcribió lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 87-19 celebrada el 8 de octubre del 2019, artículo XV; remitimos estudio jurídico, sobre la que en dicho oficio se denomina propuesta (proyecto) de “Convenio entre la Corte Suprema de Justicia y la Caja Costarricense de Seguro Social para formar médicos especialistas”, con las siguientes observaciones: 

INFORME: 

“Convenio entre la Corte Suprema de Justicia y la Caja Costarricense de Seguro Social para formar médicos especialistas”

I.-	ANTECEDENTES.-

Para brindar el servicio de psiquiatría forense en el Departamento de Ciencias Forenses, el Poder Judicial, en su momento, suscribió el convenio Nº 38-CG-98, con la Caja Costarricense de Seguro Social, para la formación de especialistas en psiquiatría, dicho convenio venció en el año 2001.

En sesión de ese Consejo Superior N° 27-11, celebrada el 24 de marzo de 2011, artículo XLVI, se autorizó la suscripción de un addendum al convenio indicado anteriormente.

En sesión N° 78-11, celebrada el 13 de setiembre de 2011, artículo XL, el Consejo Superior aprobó las modificaciones del addendum al Convenio entre Corte Suprema de Justicia y la Caja Costarricense de Seguro Social para Formar Médicos Especialistas. No obstante, la Presidenta de la Corte en ese entonces, Magistrada Zarela Villanueva Monge, se abstuvo de votar, por considerar que la situación de los médicos forenses, su capacitación y nombramientos debe realizarse en forma general, con intervención del Departamento de Personal y de la Escuela Judicial.

En sesión Nº 98-15, celebrada el 3 de noviembre de 2015, artículo XIX, el Consejo Superior conoció el informe de la Dirección de Planificación Nº 79-CE-2015, referente a la propuesta del rol de disponibilidad de las personas profesionales de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense, en el cual, en relación con el Convenio entre la CCSS y el Poder Judicial para la formación de especialistas, se indicó que “lo cierto del caso es que está vencido y se requiere su reactivación inmediata”.

En sesión No. 8-16, celebrada el 28 de enero de 2016, ese Consejo Superior conoció el criterio de esta Dirección Jurídica No. 22-DJ/CAD-2016 del 13 de enero de 2016, en el cual se manifestó la viabilidad jurídica de la suscripción de un nuevo convenio para la formación de especialistas en Psiquiatría Forense, recomendándose utilizar como base el clausulado del anterior Convenio N° 38-CG-98. Sin embargo, en la sesión indicada, ese Consejo Superior acordó: “(…) 5) No acoger la propuesta del “Convenio entre la Corte Suprema de Justicia y la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), para formar especialistas en psiquiatría”, por cuanto este carece de interés actual.”

En sesión No. 104-18, celebrada el 29 de noviembre de 2018, artículo XX, el Consejo Superior ante la solicitud del Organismo de Investigación Judicial, acordó: “(…) 2.) Acoger la propuesta de “Convenio entre la Corte Suprema de Justicia y la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), para formar especialistas en psiquiatría”, conocida en la sesión N° 8-16 celebrada el 28 de enero de 2016, artículo LXIX, e indicar a la Dirección Jurídica que continúe con el tramite respectivo, lo anterior por ser de interés institucional (…)”

Con base en lo anterior, esta Dirección, mediante criterio No. 3-DJ/CAD-2019 de 8 de enero de 2019, respecto al contenido de la propuesta de Convenio remitido en el año 2016, el cual no fue aprobado en su momento por falta de interés actual, reiteró lo manifestado en el criterio jurídico N° 22-DJ/CAD-2016 citado supra, aclarando que en este criterio no se incluyó ninguna propuesta de convenio para los efectos requeridos por el Departamento de Medicina Legal, sino que solamente se manifestó la procedencia legal de un eventual convenio, por lo que, al no haberse realizado una propuesta entre las partes de un nuevo Convenio, lo procedente era confirmar nuevamente la viabilidad jurídica de este instrumento.

Del mismo modo, en el criterio N° 22-DJ/CAD-2016, también se le indicó a las partes interesadas, sean el Departamento de Medicina Legal y el Organismo de Investigación Judicial, que el Convenio debía realizarse de acuerdo con el trámite establecido en el “Manual para Elaboración de Convenios del Poder Judicial”, circular de la Secretaría General de la Corte Nº 160-2014, emitida según acuerdo del Consejo Superior, tomado en sesión Nº 60-14, celebrada el 3 de julio de 2014, artículo LXXI. 

II.-	SOBRE EL TRÁMITE DE CONVENIOS.-

El “Manual para Elaboración de Convenios del Poder Judicial”, establece el procedimiento que las oficinas usuarias deben seguir al momento de negociar y proponer la suscripción de un Convenio o Carta de Entendimiento, el cual se resume de la siguiente forma:

El trámite para la suscripción de un Convenio inicia con el acuerdo entre las instituciones u entes interesados para su firma.

Una vez manifestada la voluntad de las partes en la elaboración de un Convenio, la instancia interesada en el Convenio por parte del Poder Judicial realiza la redacción de un Borrador del instrumento, para ser enviado a las Unidades Legales de las partes y realizar los estudios y análisis respectivos. Es decir, el proyecto de convenio debe ser elaborado y redactado por las oficinas o dependencias interesadas. 

Como parte de esa negociación y elaboración que realizan las partes interesadas, es necesario determinar la pertinencia institucional del objeto de convenio a suscribir, para cuyo efecto el Manual señala como requisitos preliminares los siguientes aspectos:

“- Verificar el objeto del convenio: Es necesario establecer las razones del por qué se pretende llevar a cabo el convenio o carta de entendimiento. Este objeto debe ser lícito, posible y determinado.

- Verificar el tipo de compromisos y obligaciones que asumirán ambas partes: El convenio debe establecer obligaciones y beneficios entre las partes de conformidad con el principio de reciprocidad. En aquellos convenios que se involucren recurso humano o la utilización de algún bien en específico, deberá verificarse la disponibilidad de éste.” (Énfasis agregado)

El Convenio por suscribir debe, también, respetar el clausulado mínimo establecido en el “Manual para Elaboración de Convenios del Poder Judicial”, por lo que, la dependencia que lo redacte debe seguir los lineamientos de este documento al momento de establecer el contenido de los acuerdos que se pretenden plasmar en el Convenio.

Acordado un documento final por las partes conforme al punto anterior, el proyecto de convenio debe remitirse a estudio jurídico ante esta Dirección, pero solo una vez que el objeto de fondo haya sido enteramente analizado y determinado por las dependencias correspondientes.

III.-	ASUNTO.-

Según el artículo primero del borrador remitido por ese Consejo, el convenio de cooperación interinstitucional propuesto tiene como objeto, la coordinación entre el Poder Judicial y la CCSS, quien a través del Centro de Desarrollo Estratégico e Información en Salud y Seguridad Social (CENDEISSS) y el Sistema de Estudios de Posgrados de la Universidad de Costa Rica, para la formación de especialistas. Objeto que se estima es jurídicamente factible.

II.-	TEXTO PROPUESTO.-

Tal y como se indicó anteriormente, el procedimiento para la suscripción de Convenios, se lleva a cabo por medio de ciertas etapas, en las que la negociación entre las partes interesadas es un requisito sine qua non para la suscripción de cualquier acuerdo. 

Ahora bien, entiende esta Dirección Jurídica que el borrador remitido no es producto de una negociación con la contraparte, sea la Caja Costarricense del Seguro Social, de ahí que, el Convenio por suscribir se encuentre en un estado larvario, por lo que, las observaciones que se realizarán, será con el afán de colaborar con el Organismo de Investigación Judicial y el Departamento de Medicina Legal -con quienes la Dirección Jurídica sostuvo una reunión el pasado 17 de octubre de 2019- en la consecución de un borrador para presentarlo a la contraparte, sin que estas observaciones se entiendan como la revisión de legalidad que posteriormente debe realizar esta Dirección Jurídica, previo a la suscripción del Convenio. 

Dicho lo anterior, analizado el borrador del Convenio, consideramos que el mismo debe ser modificado en la forma y el fondo para que se ajuste al debido contenido de los convenios de cooperación interinstitucional. 

Del estudio del borrador remitido, se desprende que se trata de un acuerdo que pretende crear nexos formales entre las partes suscribientes que contiene cláusulas con un carácter específico, en las cuales se establecen los lineamientos para implementar la especialización en materia de psiquiatría por medio de una beca otorgada por el Poder Judicial.  

Así las cosas, si bien en principio, el contenido del proyecto en estudio, concuerda con la descripción y propósito de los convenios específicos de cooperación interinstitucional, según el “Manual para la Formulación y Trámite de Convenios”, circular de la Secretaría General de la Corte Nº 160-2014, emitida según acuerdo del Consejo Superior, tomado en sesión Nº 60-14, celebrada el 3 de julio de 2014, artículo LXXI; consideramos que debe ser modificado de conformidad con las siguientes observaciones: 

III.- OBSERVACIONES.-

En virtud de todo lo expuesto, considera esta Dirección Jurídica que previamente a la presentación del borrador a la contraparte, se debe valorar la incorporación de las observaciones que siguen:

Si bien es cierto, las partes suscribientes son el Poder Judicial y la CCSS, en varias cláusulas del borrador se hace referencia tanto al CENDEISSS cuanto, al SEP, por lo que es saludable, que, en la parte considerativa del Convenio se aclare la calidad de estos órganos, para que así se entienda su participación en el Convenio.

 En la cláusula PRIMERA, es recomendable que se indique la materia en la cual se especializarán los médicos, asimismo, que esta formación se hará con la finalidad que una vez terminada la especialidad, las personas se incorporen al Departamento de Medicina Legal u O.I.J. 

Igualmente, el objeto del Convenio debe especificarse, para que se indique que la formación será costeada por medio de una beca otorgada por el Poder Judicial. Véase que la cláusula SEGUNDA inicia haciendo referencia a los “candidatos a la beca”, sin que se entienda de dónde surge esta beca ni su naturaleza.

Tal y como se indicó, en la cláusula SEGUNDA no queda claro a cuál beca se hace referencia. Además, en el párrafo segundo, se indica que las personas que opten por “laborar” con el Poder Judicial, verbo que no es saludable se utilice en el presente caso, dado que la naturaleza de la relación no es laboral, por lo que puede variarse por expresiones como, o similares a: “opten por realizar la especialidad con el Poder Judicial”, o bien, “opten por finalizar el Posgrado con el Poder Judicial”; ya que, es de suma importancia que no pueda interpretarse que existe una relación laboral entre el becario y el Poder Judicial.

En el párrafo tercero de la cláusula en comentario se da una redacción que mezcla diferentes reglamentaciones a las que se verá sometida la persona becaria, lo cual, resulta confuso, por lo que, resulta mejor separar cada uno de estos regímenes por aparte, sea en un párrafo, o bien, en una cláusula. Es decir, que de forma separada se especifique bajo qué condiciones rigen los lineamientos de la UCR, de la CCSS el CENDEISSS y del Poder Judicial, tal y como se encuentra redactado en la cláusula CUARTA.

En el último párrafo de la cláusula segunda se hace referencia a “contratación laboral”, lo cual, conforme se indicó anteriormente, debe ser sustituido de forma tal que deje claro que no existe una relación laboral con el Poder Judicial. Dicha expresión puede variarse por ejemplo por: en cuanto a la “eventual incorporación como servidor judicial”.

Debe quedar claro que la persona no tendrá una relación de empleo con el Poder Judicial y que la actividad formativa para la cual opera la beca se realizará en la CCSS y en el Poder Judicial, definiendo que con posterioridad a la misma, el becario prestará servicios por el tiempo que técnicamente sea definido. 
 
En relación con la cláusula TERCERA, no queda claro cuáles son los “mecanismos internos” para la selección o “aceptación” de la persona. En este orden de ideas, debe delimitarse el proceso de selección propio de la CCSS del que realice el Poder Judicial para poder optar a ser beneficiario de la beca, toda vez que no sería suficiente con la determinación que hace CENDEISS, sino que nuestros funcionarios deben tener la posibilidad de admitir o no a un eventual becario.

En esta cláusula también se hace referencia al “salario”, que debe sustituirse en los términos ya explicados anteriormente: “La CCSS no asumirá los gastos por concepto de Residencia Académica de los becarios, los cuales son pagados como parte de la beca por el Poder Judicial, es decir, corresponde a este último cancelar esos montos como parte de la beca otorgada a quienes reciban la formación como médicos especialistas”.

Esta cláusula señala que la CCSS asume el pago de las guardias y horas extra de las personas becarias, no obstante, no consta que esa Entidad haya aceptado estos términos, lo cual debe ser negociado por las partes, y en caso de ser necesario plasmado de forma diferente.

En la cláusula quinta se menciona la relación de los estudiantes con la Universidad de Costa Rica, mas debe delimitarse la relación de esta con el Poder Judicial y la CCSS, siendo inclusive necesario cuestionar si no debería ser parte en el instrumento jurídico. En este sentido, debe valorarse que consecuencias tendría si el beneficiario fuera sancionado por la Universidad en su relación con el Poder Judicial o que pasaría si por el contrario, incurriera en una falta que amerita la suspensión de la beca y la consecuencia que tendría dicha decisión con la CCSS y la Universidad de Costa Rica.

En la cláusula SEXTA se hace referencia a que la persona becada podría optar por una plaza de servicio social como psiquiatra forense, lo cual, no es del todo claro, por cuanto la plaza que sea destinada a la persona becaria, no parece ser de interés para la contraparte, sea la CCSS, sino, parece un aspecto de interés para la persona becada, que debe ser regulado en el respectivo contrato de adiestramiento.

La cláusula SÉTIMA, al igual que las expuestas anteriormente, hace referencia a un “contrato laboral”, redacción que debe ser sustituida por una que evite las interpretaciones y deje claro que se trata de el otorgamiento de una beca. 

Por último, en virtud de que las personas que serán beneficiarias de la formación como especialistas, estarán bajo el régimen de persona becaria, es recomendable establecer en el Convenio que dichos beneficiarios deberán firmar un contrato de adiestramiento que determinará las obligaciones correspondientes.

En este sentido, no queda claro en el convenio los beneficios que el Poder Judicial con motivo de becar a los beneficiarios, siendo necesario lo anterior para que se pueda determinar la oportunidad y conveniencia de rubricar el instrumento jurídico. 

De manera adicional debe tenerse clara la existencia de disponibilidad presupuestaria para financiar los compromisos institucionales a lo largo del tiempo, así como los encargados del seguimiento y fiscalización del objeto convencional pactado. 

Realizadas las anteriores observaciones en cuanto al clausulado del borrador, se reitera que la suscripción de un eventual convenio nuevo entre el Poder Judicial y la Caja Costarricense de Seguro Social, es jurídicamente viable; sin embargo, en apego a lo establecido en el Manual para la Elaboración de Convenios institucional, es necesario realizar el trámite de estilo, por lo que esta Dirección quedará a la espera del correspondiente proyecto, a efecto de realizar el análisis jurídico que procede, previo a continuar el trámite del convenio hasta su suscripción por las partes.”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar el presente acuerdo al Departamento de Medicina Legal para estudio e informe a este Consejo.
[bookmark: _Toc23839591]ARTÍCULO XLII
DOCUMENTO N° 9400-12, 14148-19, 14149-19, 14150-19
	El licenciado Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino, remite los siguientes oficios: N° 1277-110-SATI-2019, N°1278-110-SATI-2019 y N° 1279-110-SATI-2019, dirigidos a la licenciada Silvia Navarro Romanini, a la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y al máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, los tres con fecha del del 30 de octubre de 2019, comunicando lo siguiente:
“De conformidad con lo dispuesto en el Artículo 36 de la Ley General de Control Interno, le remito informe final correspondiente al Estudio efectuado por la Sección Auditoría de Tecnología de Información del Despacho a mi cargo, denominado Evaluación de la seguridad de la información de las Actas de Consejo Superior y Corte Suprema de Justicia.

No omito indicar que con la implementación de las recomendaciones emitidas se pretende minimizar el riesgo de que en el futuro se presenten situaciones de incumplimiento de la legislación vigente en esta materia. Además, es relevante señalar que, de conformidad con lo establecido en la Ley General de Control Interno, esta Auditoría efectuará en su momento un seguimiento, para asegurarse de que las acciones establecidas por las instancias competentes se hayan implementado eficazmente y dentro de los plazos definidos en cada caso.

Finalmente, en caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley Nº 8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”.”
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Se trascribe literalmente el informe.
“Informe de auditoría para el mejoramiento del sistema de control interno sobre la Seguridad de la Información de las Actas de Consejo Superior y Corte Suprema de Justicia
Evaluación de la seguridad de la información de las Actas de Consejo Superior
 y Corte Suprema de Justicia
[bookmark: _RESUMEN_EJECUTIVO][bookmark: _Toc16233794][bookmark: _Toc22730126][bookmark: _Toc23839593]
RESUMEN EJECUTIVO

El presente estudio es de tipo operativo y tuvo como objetivo evaluar si la información contenida en las actas del Consejo Superior y Corte Plena cuenta con la seguridad que deben tener los documentos en formato electrónico, conforme a la normativa vigente. Esta evaluación consideró la situación encontrada al momento de la auditoría con una fecha de corte al 6 de setiembre de 2019. 

Debido a la importancia de atender lo dispuesto con el artículo 22 de la Ley de Control Interno, referente a la legalización de las actas por parte de esta Auditoría, de los órganos sujetos a su competencia institucional, se da seguimiento a las actividades acordadas por Corte Plena en sesión 37-12 del 29 de octubre del 2012, artículo IX, de proveer seguridad razonable a la información contenida en las actas de Consejo Superior y Corte Plena, a fin de reducir la probabilidad de que se materialicen riesgos operativos, tales como: acto ilegal, información inaccesible o incorrecta, pérdida de información, publicación de información sensible y afectación a la imagen institucional.

En el presente informe, se describen oportunidades de mejora relacionadas con las medidas de seguridad de estos documentos y la necesidad de una reglamentación en cumplimiento con la legislación sobre el uso de documentos electrónicos, a fin de mitigar el riesgo de incumplimiento legal y regulaciones en materia de gestión de documentos electrónicos, lo cual persigue que la información no sea utilizada de forma indebida, alterando el contenido para provecho propio o de terceros, o revelando información sensible. 

Dada esta situación, se considera pertinente establecer mecanismos de mayor eficacia a los actualmente implementados que permitan garantizar la integridad, confidencialidad y disponibilidad de dichos documentos, así como agilizar el proceso de reglamentación, de manera que permita a esta Auditoría realizar el proceso de legalización de estas actas.

Evaluación de la seguridad de la información de las Actas de Consejo Superior y Corte Suprema de Justicia

[bookmark: _Toc44897644][bookmark: _Toc293405767][bookmark: _Toc293406869][bookmark: _Toc293407057][bookmark: _Toc376937149][bookmark: _Toc376938107][bookmark: _Toc376938422][bookmark: _Toc376939194][bookmark: _Toc532388813][bookmark: _Toc22730127][bookmark: _Toc23839594]INTRODUCCIÓN
[bookmark: _Toc22730128][bookmark: _Toc1052732][bookmark: _Toc1046399][bookmark: _Toc376939195][bookmark: _Toc376938423][bookmark: _Toc376938108][bookmark: _Toc376937150][bookmark: _Toc293407058][bookmark: _Toc293406870][bookmark: _Toc23839595]Trámite de los informes de auditoría según la Ley General de Control Interno

El artículo 36 de la Ley General de Control Interno, establece el tratamiento que los titulares subordinados encargados de las áreas evaluadas deben dar a los informes de fiscalización que emite la Auditoría Interna, el cual incluye, la orden de implementación de las recomendaciones vertidas en el informe o el planteamiento de discrepancia ante el Jerarca, en el plazo de diez días hábiles a partir de la fecha de recibido el documento.

A su vez, el artículo 39 de la citada Ley advierte de la responsabilidad administrativa o civil que puede acarrear sobre los responsables, la inobservancia de las recomendaciones emitidas por la Auditoría Interna. 

[bookmark: _Toc293406871][bookmark: _Toc293407059][bookmark: _Toc376937151][bookmark: _Toc376938109][bookmark: _Toc376938424][bookmark: _Toc376939196][bookmark: _Toc532388814][bookmark: _Toc22730129][bookmark: _Toc23839596]Origen del estudio

Estudio no programado realizado de conformidad con las competencias que son atinentes a esta Auditoría, establecidas en el artículo 22 de la Ley General de Control Interno.

[bookmark: _Toc293406872][bookmark: _Toc293407060][bookmark: _Toc376937152][bookmark: _Toc376938110][bookmark: _Toc376938425][bookmark: _Toc376939197][bookmark: _Toc532388815][bookmark: _Toc22730130][bookmark: _Toc23839597]Objetivo general

Evaluar si la información contenida en las actas del Consejo Superior y Corte Plena, poseen integridad, confidencialidad y disponibilidad, conforme a la normativa vigente.

[bookmark: _Toc293406873][bookmark: _Toc293407061][bookmark: _Toc376937153][bookmark: _Toc376938111][bookmark: _Toc376938426][bookmark: _Toc376939198][bookmark: _Toc532388816][bookmark: _Toc22730131][bookmark: _Toc23839598]Alcance y naturaleza

El estudio es de naturaleza operativo y comprendió la revisión de las acciones realizadas por la Dirección de Tecnología de Información y Secretaría de la Corte Suprema de Justicia, en cumplimiento del acuerdo de Corte Plena en sesión 37-12 del 29 de octubre del 2012, artículo IX, para proveer seguridad razonable a la información contenida en las actas de Consejo Superior y Corte Plena. La evaluación consideró la situación encontrada al momento de la Auditoría, con fecha de corte al 6 de setiembre de 2019.

[bookmark: _Toc376937154][bookmark: _Toc376938112][bookmark: _Toc376938427][bookmark: _Toc376939199][bookmark: _Toc532388817][bookmark: _Toc22730132][bookmark: _Toc23839599]Equipo de trabajo

El estudio fue desarrollado por el auditor Carlos Venegas Castro, bajo la coordinación de Alicia Sancho Brenes, jefa de la Sección de Auditoría de Tecnología de Información.

[bookmark: _Toc293406874][bookmark: _Toc293407062][bookmark: _Toc376937155][bookmark: _Toc376938113][bookmark: _Toc376938428][bookmark: _Toc376939200][bookmark: _Toc532388818][bookmark: _Toc22730133][bookmark: _Toc23839600]Normativa técnica aplicada

Para la ejecución de este estudio se observaron las Normas para el Ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público y las Normas Generales de Auditoría para el Sector Público, ambas promulgadas por la Contraloría General de la República.

[bookmark: _Toc293406876][bookmark: _Toc293407064][bookmark: _Toc376937157][bookmark: _Toc376938115][bookmark: _Toc376938430][bookmark: _Toc376939202][bookmark: _Toc860656][bookmark: _Toc1748253][bookmark: _Toc22730134][bookmark: _Toc23839601][bookmark: _Toc44897645][bookmark: _Toc293405768][bookmark: _Toc293406878][bookmark: _Toc293407066][bookmark: _Toc376937159]Difusión verbal de los resultados

Este estudio fue puesto en conocimiento de la Secretaría de la Corte Suprema de Justicia, el 24 de setiembre de 2019, mediante informe borrador N° 1132-97-SATI-2019. La conferencia final se efectuó el 17 de octubre de 2019, en la cual participaron:

Silvia Navarro Romanini, Secretaría General de la Corte.

Indira Jiménez González, Administradora de la Corte

Alicia Sancho Brenes, Jefa de Auditoría de Tecnología de Información

Carlos Venegas Castro, Auditoría de Tecnología de Información

Por su parte, se comunicó a la Dirección de Tecnología de Información mediante informe borrador N° 1131-97-SATI-2019, el 24 de setiembre de 2019. La conferencia final se efectuó el 4 de octubre de 2019, con la participación de los siguientes funcionarios:

Vivian Rímola Soto, Jefa del Subproceso de Sistemas Jurisdiccionales

Henry Méndez Chavarría, Analista de Sistemas de Información

Indira Calvo Gould, Analista de Sistemas de Información

Marilú Barquero Murillo, Analista de Sistemas de Información

Josué Alvarado Gamboa, Encargado de Infraestructura

Alicia Sancho Brenes, Jefa de Auditoría de Tecnología de Información

Carlos Venegas Castro, Auditoría de Tecnología de Información

Adicionalmente, el informe borrador fue puesto en conocimiento de la Dirección Jurídica, el 24 de setiembre de 2019, mediante oficio N° 1132-97-SATI-2019. No se realizó conferencia final debido a que la Coordinadora de Análisis Jurídico Silvia Calvo Solano, siguiendo instrucciones de la Directora Jurídica a.i. Argili Gómez Siu, indicó que no se requeriría, por estar de acuerdo con el contenido del informe y la recomendación. 

Los participantes aceptaron los resultados y las conclusiones de la evaluación. La discusión de las recomendaciones permitió considerar las observaciones expuestas por el área auditada y las responsables de implementación de las mejoras propuestas; las cuales se incorporaron al informe en lo pertinente.

[bookmark: _Toc376938117][bookmark: _Toc376938432][bookmark: _Toc376939204][bookmark: _Toc532388819][bookmark: _Toc22730135][bookmark: _Toc23839602]RESULTADOS DEL ESTUDIO

Como producto de la auditoría desarrollada en el área bajo estudio, se determinaron los aspectos que se detallan a continuación:

[bookmark: _Toc22730136][bookmark: _Toc23839603][bookmark: _Toc376937160]Necesidad de fortalecer la seguridad de la información de las actas de Corte Plena y Consejo Superior 

La Corte Suprema de Justicia, en sesión 37-12 del 29 de octubre del 2012, artículo IX, solicitó a la Secretaría General de la Corte y la Dirección de Tecnología de Información (DTI), realizar acciones en conjunto para proveer de mecanismos de seguridad adecuados a las actas de Consejo Superior y Corte Plena, dado que estos documentos se llevan en archivos digitales y no en físico. 

 Sin embargo, en la evaluación ejecutada por esta Auditoría, se identificaron debilidades similares a las observadas y comunicadas en su momento mediante el informe de Auditoría N° 849-50-ATI-2012. Esta Auditoría comprobó que estas actas se llevan en documentos de Word y se custodian dentro de los equipos de cómputo de los Prosecretarios de la Secretaría de la Corte, sin contar con mecanismos adecuados de seguridad de información.

Entre los controles que se pueden implementar, están, por ejemplo, el uso de firma digital, respaldos periódicos en un servidor de datos de la DTI, controles de acceso que imposibiliten modificar las actas una vez aprobadas, mecanismos que permitan su conservación y acceso a largo plazo y otras medidas que protejan la confidencialidad de estos documentos, como el evitar que sean extraídos sin autorización mediante correo electrónico a direcciones de correo ajenas a la Institución, copiarlos mediante una llave USB o imprimirlos en papel. Cabe agregar que con los Prosecretarios no se suscribe ningún tipo de acuerdo de confidencialidad, que preventivamente establezca una responsabilidad directa de parte de estos funcionarios por el uso adecuado de esta información. 

Al respecto, La Ley de Certificados, Firmas Digitales y Documentos Electrónicos Nº 8454, en su artículo 6º, establece lo siguiente:

 "Cuando legalmente se requiera que un documento sea conservado para futura referencia, se podrá optar por hacerlo en soporte electrónico, siempre que se apliquen las medidas de seguridad necesarias para garantizar su inalterabilidad, se posibilite su acceso o consulta posterior y se preserve, además, la información relativa a su origen y otras características básicas.”

Adicionalmente, esta Ley establece el uso de la firma digital como mecanismo de verificación de la integridad de los documentos electrónicos y su vinculación con el autor o autores:

"Artículo 9º Valor equivalente. Los documentos y las comunicaciones suscritos mediante firma digital, tendrán el mismo valor y la eficacia probatoria de su equivalente firmado en manuscrito. En cualquier norma jurídica que se exija la presencia de una firma, se reconocerá de igual manera tanto la digital como la manuscrita. Los documentos públicos electrónicos deberán llevar la firma digital certificada." (El subrayado es nuestro)

Cabe agregar que el artículo 56º de la Ley General de la Administración Pública instituye que las actas de sesiones “…serán firmadas por el Presidente y por aquellos miembros que hubieren hecho constar su voto disidente.” Adicionalmente, el dictamen C-021-2009 del 2 de febrero del 2009, emitido por la Procuraduría General de la República, agrega lo siguiente: “…Es esa acta levantada la que debe ser firmada por el Presidente, Secretario y quienes hubieren hecho constar su voto disidente…” 

Por otra parte, el Reglamento de la Ley del Sistema Nacional de Archivos Nº 7202, establece las medidas de preservación de documentos en soporte electrónico en su artículo 87º:

"Los archivos del Sistema deben establecer los mecanismos y procedimientos necesarios para asegurar la autenticidad, integridad, inalterabilidad y disponibilidad de los documentos electrónicos de archivo, en el largo plazo, entre ellas los siguientes: 

Seguridad Física y Lógica. Prever un entorno de almacenamiento estable y seguro. Se refiere a la instalación de seguridad perimetral, políticas de acceso a la información, espacios físicos seguros y con control de ambiente, así como políticas de respaldo, replicación de información en localizaciones alternas al original, uso de varios tipos de soportes de respaldo y planes de contingencia y recuperación. 

Cambio de Soporte. Establecer procesos continuos de transferencia de los documentos electrónicos a nuevos soportes, previendo su eventual obsolescencia en donde se almacenan o mantienen. Para ello deberán considerarse características como capacidad de almacenamiento, tasa de transferencia, durabilidad aproximada del soporte, presencia y estabilidad del soporte en el mercado.

Metadatos. Prever la generación de metadatos vinculados a los documentos electrónicos que permitan la inteligibilidad de la información en el futuro, por lo menos, información sobre los contextos en que se creó y usó el documento, así como técnicos, de preservación, descriptivos, y cualquier otro que garantice la conservación y acceso a largo plazo de los documentos.

Componentes. Deberá generarse información que identifique al documento electrónico, su ubicación y los eventuales vínculos con componentes que lo integran (tales como links, componentes multimediales, base de datos). La ubicación (ruta lógica) donde se podrá acceder al documento en el dispositivo de almacenamiento (soporte en el que se almacena) debe quedar debidamente establecida para su consulta posterior. Para el caso de documentos electrónicos multimediales, deberá documentarse y ubicarse donde encontrar los componentes que los integran, para que la consulta sea completa e integra. 

Formatos. Utilizar formatos normalizados e interoperables que permitan la independencia del software en los que se producen los documentos electrónicos. El uso de este tipo de formatos facilitará el intercambio de documentos electrónicos, así como su difusión y acceso. Para los documentos electrónicos con valor científico cultural la Junta dictará la normativa correspondiente. 

Estrategia de Migración. Prever una estrategia que permita migrar información de un entorno a otro diferente, sin pérdida de contenido ni de contexto, y con la menor pérdida posible de estructura. Debe quedar documentado el proceso que implicó la generación de la información a partir de la ya existente y el mecanismo para autenticar nuevamente el contenido.”

La razón por la cual se presenta esta situación es debido a la falta de una priorización acorde a su relevancia, en atender el acuerdo de Corte Plena antes mencionado, de octubre del 2012, que solicitó solventar estas debilidades hace casi 7 años. En su momento la DTI señaló que se proporcionaría una mayor seguridad a las actas mediante el Sistema de Votación del Poder Judicial (SVPJ), sin embargo, esto no se concretó.

Al respecto, la Secretaría General de la Corte manifestó que está en proceso la inclusión del tema de firma digital en la agenda de la Comisión Gerencial de Tecnologías de la Información, y la Dirección Jurídica se encuentra reglamentando las actas de Corte Plena y Consejo Superior, desde el 2016, las cuales serían acciones encaminadas a la implementación de controles de seguridad para estos documentos. 

La ausencia de un sistema o mecanismos de seguridad de la información para garantizar la integridad, disponibilidad y confidencialidad de la información de estos documentos, imposibilita mitigar de manera eficaz el riesgo de incumplimiento de las leyes y regulaciones en materia de gestión de documentos electrónicos y por ende, su legalización, lo cual persigue que la información no sea utilizada de forma indebida, alterando el contenido para provecho propio o de terceros, o revelando información sensible, afectando a las personas involucradas y desmejorando la imagen institucional, que además podría traer demandas legales. Este riesgo incrementa debido a que no se tiene como práctica la preparación y aprobación de estas actas mediante documentos en físico.

[bookmark: _Toc44897646][bookmark: _Toc293405769][bookmark: _Toc293406879][bookmark: _Toc293407067][bookmark: _Toc376937163][bookmark: _Toc376938121][bookmark: _Toc376938436][bookmark: _Toc376939208][bookmark: _Toc532388822][bookmark: _Toc22730137][bookmark: _Toc23839604]CONCLUSIONES DEL ESTUDIO

Se concluye que las actas de Consejo Superior y Corte Plena no cumplen con la normativa aplicable en cuanto a aspectos de seguridad de la información. 

Se identificó la necesidad de implementar los mecanismos de seguridad de manera oportuna para solventar las debilidades descritas, considerando la importancia y riesgo identificados, así como el tiempo transcurrido en que no ha sido atendida su mitigación. 

[bookmark: _Toc293405770][bookmark: _Toc293406880][bookmark: _Toc293407068][bookmark: _Toc376937164][bookmark: _Toc376938122][bookmark: _Toc376938437][bookmark: _Toc376939209][bookmark: _Toc532388823][bookmark: _Toc22730138][bookmark: _Toc23839605]RECOMENDACIONES DEL ESTUDIO

Al Director Jurídico

Realizar las gestiones necesarias para agilizar el proceso de reglamentación de las actas de Corte Plena y Consejo Superior hasta su culminación, para cumplir la normativa relacionada con la legalización de los documentos en soporte electrónico. 

Plazo de implementación: 12 meses.

A la Secretaría de la Corte Suprema de Justicia y la Directora de Tecnología de Información

Realizar y aplicar en conjunto, un plan de evaluación y ajuste del Sistema de Votación del Poder Judicial, para determinar si cumple con la reglamentación de las actas de Consejo Superior y Corte Plena que será elaborada por la Dirección Jurídica y si cuenta con los mecanismos de seguridad que garanticen la integridad, disponibilidad y confidencialidad de la información.  

Plazo de implementación: 14 meses.”

- 0 -
Se acordó: 1.) Acoger las recomendaciones del informe de Auditoría sobre el estudio para el mejoramiento del sistema de control interno sobre la Seguridad de la Información de las Actas de Consejo Superior y Corte Suprema de Justicia. 2.) Deberán las Direcciones de Tecnología de la Información, Jurídica y de la Secretaría General de la Corte, cumplir con las recomendaciones citadas, dentro del plazo establecido, y una vez que hayan sido implementadas informará a la Auditoría sobre lo actuado. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839608]ARTÍCULO XLIII
DOCUMENTO Nº 14063-19
[bookmark: _Toc23839611]Mediante circular Nº 216-2014 del 8 de octubre de 2014, publicada en el Boletín Judicial Nº 213 del 5 de noviembre de 2014, la Secretaría General de la Corte hizo de conocimiento de las servidoras y servidores judiciales, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 83-14, celebrada el 18 de setiembre de 2014, artículo XLIX, en que adicionó la circular Nº 176-2013 denominada “Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial”, publicada en el Boletín Judicial No. 233 del 3 de diciembre de 2013.
La servidora Kristel Inés Chinchilla Zamora, Auxiliar de Servicios Generales 2 de la Oficina de INTERPOL-OIJ, mediante nota recibida el 30 octubre de 2019, solicitó permiso con goce de salario y sustitución para cuidar a su mamá, del 11 al 22 de noviembre de 2019.
De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, publicado en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013, se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia, conceder permiso con goce de salario y sustitución a la servidora Kristel Inés Chinchilla Zamora, Auxiliar de Servicios Generales 2 de la Oficina de INTERPOL-OIJ, por el plazo de 10 días hábiles a partir del 11 al 22 de noviembre de 2019, tiempo en el que deberá organizarse con el cuido de su madre.
La Dirección de Gestión Humana, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XLIV
DOCUMENTO N° 14170-19
[bookmark: _Toc23839614]El servidor Erick Antonio Mora Leiva, Jefe de Proceso Planeación y Evaluación de la Dirección de Planificación, mediante oficio N° 1812-PLA-PP-2019 del 30 de octubre de 2019, comunico lo siguiente:
“Le remito el informe suscrito por el Lic. Minor Alvarado Chaves, Jefe del Subproceso Formulación de Presupuesto y Portafolio de Proyectos Institucionales relacionado con la solicitud de incorporar a la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos en la formulación presupuestaria 2021, a fin de contar con recursos para destinar al desarrollo y ejecución de diversas actividades para el cumplimiento de las metas y objetivos propuestos.”
[bookmark: _Toc23839613]- 0 -

Seguidamente, se trascribe el informe que a continuación dice:
“Mediante correo electrónico del pasado 19 de setiembre dirigido a su persona, el Lic. Manuel Sánchez Sánchez, Jefe del Archivo Judicial, remitió el oficio CISED-57-2019, en el que indica que con instrucciones de la Master Sara Castillo Vargas, Coordinadora de la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos, la cual fue creada por acuerdo de Corte Plena  tomado en sesión N° 82-90 del 29 de octubre de 1990, artículo XXXVI, solicita se incorpore a dicha Comisión en la formulación presupuestaria 2021, a fin de contar con recursos para destinar al desarrollo y ejecución de diversas actividades para el cumplimiento de las metas y objetivos propuestos.

Una vez revisado el tema y a la luz de las restricciones presupuestarias emanadas a nivel general por parte del Ministerio de Hacienda para el proceso de formulación presupuestaria 2020, se recomienda elevar esta solicitud para conocimiento del Consejo Superior, a efectos de que valore lo pertinente en relación con la formulación 2021.

Para efectos de referencia se tiene que para el 2020 formularon presupuesto un total de 18 Comisiones y el presupuesto promedio que se aprobó a cada una de ellas fue de ¢1.916.313. Seguidamente se presenta el detalle.

…”
- 0 -
Se acordó: Incorporar a la Comisión Institucional de Selección y Eliminación de Documentos en la formulación presupuestaria 2021, para lo cual deberá presentar un plan de trabajo, así como una estimación de gastos de las diferentes actividades que desean desarrollar, a conocimiento de este Consejo, con el fin de trasladarlo a la Dirección de Planificación para que se incluya en dicho presupuesto.
[bookmark: _Toc23839616]ARTÍCULO XLV
DOCUMENTO N° 13413-19, 14100-19
[bookmark: _Toc23839620]Informa la Secretaría General de la Corte, que mediante oficio N° 10736-19 del 17 de octubre de 2019, hizo de conocimiento de la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y Comunicaciones, lo siguiente:
“Muy respetuosamente le remito 6 expedientes disciplinarios, para que de carácter urgente, la información sea subida al escritorio virtual:
17-001957-0031-IJ de Olman Ugalde González, junto con el audio del voto de la Comisión de Relaciones Laborales, 2 discos.
18-001847-0031-IJ de Miguel Gamboa Claudel, 1 disco.
18-001239-0031-IJ de Juan Luis Ureña Álvarez, 1 disco.
18-000708-0031-IJ de Lilliam Álvarez Villegas, 1 disco.
17-0001626-0031-IJ de Jesús Atencio Atencio, 1 disco.
17-000769-0031-IJ de Olivia Ulate Castillo, 1 disco.
Lo anterior, en razón de que esta Secretaría no cuenta con el personal capacitado para esa función.”
[bookmark: _Toc23839618]- 0 -

La máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, mediante oficio N° 2876-DTI-2019, entregado en la Secretaría General de la Corte el 30 de octubre de 2019, gestiono:
“Recibido el oficio 10736-19 en que se le solicita la inclusión de 6 expedientes disciplinarios del Consejo Superior al Escritorio Virtual, me permito indicar sobre la solicitud realizada, no es posible por cuanto el proceso de implementación del Escritorio Virtual en el Consejo Superior finalizó y actualmente no contamos con recurso para asumir la labor y previendo esta situación se capacitó a las siguientes personas en dichos trámites:

• Alexander Montero Ureña
• Walter Rojas Barboza
• Lizeth Esquivel Bermúdez

En caso de requerir un refrescamiento de los trámites o bien capacitar a otras personas, el trámite a seguir es realizar el reporte en la aplicación GIS en la intranet o bien por medio de la extensión 014777.

Aunado a lo anterior, por los diferentes acuerdos del Consejo Superior, citados en la circular 87- 2015 de la Secretaría General de la Corte, donde se señalan que la responsabilidad del registro y la actualización de los datos de los expedientes es de cada oficina.

Por último, en los archivos adjuntos se aporta la minuta de la reunión del 15 de julio de 2019, sobre los asuntos pendientes del proceso de implantación, en el primer acuerdo se establece que el apoyo para la inclusión se daría mientras se estuviere en proceso de implantación. De la minuta se extrae:

1. La Dirección de Tecnología apoyará en la inclusión de los casos que ya existen en el contexto de Consejo Superior, así mismo, mientras se esté en dicho proceso se apoyará con la inclusión de los casos viejos que ingresen de la Comisión de Relaciones Laborales.”
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Seguidamente, se trascribe informe rendido por las servidoras Yacira Segura Guzmán y María José Alfaro Rojas, Prosecretarias Generales de la Secretaría General de la Corte, el cual literalmente dice:
“En atención al oficio N° 2876-DTI-2019, recibido en esta fecha, suscrito por la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información y como coordinadoras del área de trámite de esta oficina, nos oponemos a que el compañero Walter Rojas Barboza o en su defecto la compañera Liseth Esquivel Bermúdez, se encarguen de asumir la labor de subir al Escritorio Virtual, los expedientes disciplinarios que se encuentran en disco y que hemos estado recibiendo por parte de la Comisión de Relaciones Laborales, por las siguientes razones:

Walter, es el encargado entre sus funciones más importantes, de alimentar el Sistema Interno de Correspondencia Electrónica, con las gestiones que se reciben por correo electrónico en la cuenta oficial de la Secretaría de la Corte, las cuales ascienden a más de 70 correos diarios. A  Además el compañero debe estar atento a que si ingresan asuntos urgentes debe darles prioridad, para incluirlos y trasladárnoslos para que nosotras podemos canalizarlo conforme corresponde y por esa razón se requiere que esté a tiempo completo y atento a esa labor. Asimismo es el encargado de tramitar los expedientes del escritorio virtual, por lo que debe estar atento a la inclusión y trámite correcto de ambos sistemas.

Relacionado con lo anterior,  el compañero Rojas nos indicó que el tiempo aproximado que duró en intentar incluir un expediente, que por cierto fue fallido, fue de aproximadamente 30 min, lo cual es muy preocupante Para más claridad transcribimos textualmente lo indicado por el señor Rojas Barboza:

“…les informo que al intentar crear las carpetas de los expedientes en el escritorio virtual después de aproximadamente 30 pasos y al finalizar el proceso,  el sistema daba error, esto a la hora de incluir los documentos (oficio, expediente, etc), según me comentó la compañera Shirley de Informática, el sistema no permite subir documentos superiores a 10 MB, la mayoría de los PDF que incluyen los expedientes pesan más, por lo tanto estos no podría incluirse, para esto tendríamos que realizar un reporte para que la persona encargada en TI realice la inclusión de este documento, lo que atrasaría aun más el proceso de creación de estos expedientes, que ya de todas formas es largo, lo que podría estimar en unos 20 a 30 minutos por expediente, en el entendido que no exista ningún error y que el sistema me permita realizar todos los pasos del proceso de manera diligente, de lo contrario se tardaría más tiempo en incluir un solo expediente, (sin tomar en cuenta el tiempo en que se responda el reporte para la inclusión de documentos pesados). Debemos tomar en cuenta que el tiempo que se tarde creando cada expediente es muy relativo, ya que en algunos casos el mismo contiene muchas partes (denunciante(s), acusado(s), defensor(es), etc), cada parte se debe incluir con sus datos personales específicos y medio de notificación, procedimiento que no es nada sencillo, ya que se debe buscar esta información en el expediente.  Por lo que si un expediente tiene 10 partes, el proceso se alarga considerablemente. 

Tomando en cuenta que son asuntos disciplinarios, no puedo tomar el riesgo de tratar de crear estos expedientes en un tiempo menor, adicional al hecho de me corresponde también colaborar con la atención del público, lo que podría generar que al estar en medio proceso, deba atender a un usuario y esto retrase más la inclusión del expediente y que pueda cometer algún error al no estar en esa única labor.”

En cuanto a la compañera Lizeth Esquivel, si bien es cierto ella al igual que Walter recibieron la explicación por parte de la compañera de Tecnología de la Información, ella no cuenta con escritorio virtual, pero recibió la capacitación por si en algún momento debe cubrir al compañero. En todo caso, ella se encarga de alimentar las referencias que nos pasa Walter, con los antecedentes que requiere el Consejo Superior y Corte Plena, labor que le demanda todo el día y que para nosotras también es muy importante que su tiempo se dedique por completo a ella.

También se refiere doña Kattia Morales, a la circular 87-2015 de esta Oficina, en que señala que la responsabilidad del registro y actualización de los datos  de los expedientes es de cada oficina, pero en este caso, los expedientes que se están tramitando en disco, quien los ha estado remitiendo es la Comisión de Relaciones Laborales, por lo que si cumplimos a cabalidad con la circular 87-2015 debería ser la Comisión la encargada, la razón por la cual de nuestra parte se hace la consulta para que la información se suba al escritorio virtual, fue justamente por una solicitud de Tecnología de la Información, pues entendemos que la Dirección de Planificación lo requiere como parte de la estadística.

En razón de lo anterior, consideramos que lamentablemente no contamos con las capacidades de conocimientos en informática para solucionar los problemas que genera el sistema, ni con el personal suficiente para destinar de manera exclusiva a una persona a realizar esa labor tan minuciosa y delicada, y mucho menos con el tiempo para realizar esa labor.”
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Se acordó: 1.-) Tomar nota del oficio N° 2876-DTI-2019 del 17 de octubre de 2019, de la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones, así como del informe rendido por las servidoras Yacira Segura Guzmán y María José Alfaro Rojas, Prosecretarias Generales de la Secretaría General de la Corte. 2.-) Solicitar a Dirección de Tecnología de la Información para que colabore con la Secretaría General de la Corte, a fin de facilitar apoyo para la revisión del sistema y verificación de los equipos, referente a la inclusión de expedientes disciplinarios que son trasladados en alzada a conocimiento de este Consejo en el escritorio virtual.
[bookmark: _Toc23839622]ARTÍCULO XLVI
DOCUMENTO Nº 5732-16, 13863-19
El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 1185-DG-2019 del 24 de octubre de 2019, solicitó:
“Reciban un respetuoso saludo de parte de esta representación. Por este medio adjunto toda la documentación remitida por la licenciada Rocío Valverde Gallegos, Rectora de la Universidad Santa Paula, relacionada con la solicitud de donación de cuerpos y órganos. Lo anterior, en cumplimiento de los requisitos contenidos en el artículo 14 del “Reglamento para la inhumación y donación de cadáveres, órganos y otros materiales biológicos humanos ingresados a la sección de patología forense del Departamento de Medicina Legal del Organismo de Investigación Judicial”, a saber:

“a) Autorización del Consejo Nacional de Educación Superior Privada o del Consejo Directivo de las instituciones de educación superior estatal con rango universitario, según corresponda en cada caso, para impartir la respectiva carrera. Las materias en las cuales se requiera efectuar el análisis de los cadáveres, órganos o material biológico humano, deberán estar incluidas en el programa de estudios autorizado. (Modificado por Corte Plena N° 033-01 del 17 de setiembre de 2001, artículo XXXII).

b) Contar con el Permiso Sanitario de Funcionamiento para la utilización de cadáveres o sus partes anatómicas en la enseñanza exclusiva de anatomía u otras ramas de las ciencias médicas, reconocidas como tales por el Colegio de Médicos y Cirujanos de Costa Rica. (Modificado por Corte Plena N° 036-05 del 20 de diciembre de 2006, artículo XXVII). 

c) Informar la Secretaría General de la Corte el nombre y demás calidades de los profesionales que realizarán los exámenes o embalsamamiento de los cadáveres. Estos profesionales deberán estar debidamente registrados y autorizados por el Colegio de Médicos y Cirujanos para este tipo de prácticas…”. 

A continuación, se adjunta los datos de la persona encargada de realizar los exámenes o embalsamiento de los cadáveres, a saber: 

Dra. Tatiana Monge Jiménez, cédula de Identidad # 3-0336-0140, estado civil casada, Profesión: Especialista en Medicina Legal, domicilio: San Rafael del Alajuela.

En virtud de lo anterior, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 27 del reglamento en mención, someto a su estimable consideración la solicitud presentada por la Universidad Santa Paula, con el visto bueno de esta Dirección General, para que si a bien lo tiene ese órgano superior se proceda a la formalización del respectivo convenio ante la Secretaría General de la Corte.

Se adjunta la documentación en mención.



…”
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Se acordó: 1.-) Tomar nota del oficio N° 1185-DG-2019 del 24 de octubre de 2019, suscrito por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial. 2.-) Autorizar la donación de material biológico solicitado por el Universidad Santa Paula. 3.-) De conformidad con el artículo 27 del Reglamento para la inhumación y donación de cadáveres, órganos y otros materiales biológicos humanos ingresados a la sección de patología forense del Departamento de Medicina Legal del Organismo de Investigación Judicial”, deberá la citada Universidad, formalizar el convenio respectivo ante el Organismo de Investigación Judicial.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial tomará nota para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc23839624]ARTÍCULO XLVII
DOCUMENTO N° 7035-19, 14060-19
[bookmark: _Toc23839628]En sesión N° 87-19 celebrada el 8 de octubre de 2019, artículo XXIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 1080-DG-2019 del 26 de setiembre de 2019, gestionó lo siguiente:

“…En atención a lo acordado por el Consejo Superior en sesión Nº 07-19 artículo IX: “1.) Tomar nota del acuerdo tomado por el Consejo de Administración del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Nicoya. 2.) Solicitar al máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, un informe sobre lo indicado por el Consejo de Administración de Nicoya, respecto al estado de las instalaciones del edificio que aloja la Oficina del Organismo de Investigación Judicial de Nicoya.”, respetuosamente me permito indicar que mediante oficio 0701-DG-2019 de fecha 17 de junio 2019 dirigido al Consejo de Administración Tribunales de Nicoya, con copia al Consejo Superior, se manifestó lo siguiente:

“En atención a la solicitud realizada mediante los oficios 07-CAN-2019, 12-CAN-2019 y 15-CAN-2019, respetuosamente me permito indicar que el pasado 28 de mayo 2019, vía correo electrónico se le consultó la Dirección Ejecutiva lo siguiente: “[…] sería tan amable de informarnos si existe dentro de los proyectos de fideicomiso la construcción de un edificio para la zona de Nicoya? Lo anterior por cuanto los compañeros del OIJ están atravesando un tema de hacinamiento y es necesario conocer si están contemplados a futuro o analizar a lo interno qué posibilidades encontramos para ayudarles.”; ante la consulta realizada se obtuvo la siguiente respuesta: “[…]  en el Acta de Corte Plena No 050-18, artículo XXV, Nicoya está en el Fideicomiso; se aclara que para este año no se contempló este proyecto, en el Plan Anual Operativo-2019. Estará sujeto a la disponibilidad presupuestaria”

Una vez analizada la respuesta brindada por la Dirección Ejecutiva al no existir fecha cierta para la construcción del edificio de Nicoya y determinarse que el contrato de arrendamiento n° 15-ARN-1998 en el cual se ubica la Oficina Regional de Nicoya, cuenta con un plazo de vencimiento indefinido, se procedió a revisar las propuestas realizadas por el Consejo de Administración de Nicoya mediante el 12-CAN-2019 determinando lo siguiente:

“El día de hoy, se conoce nota (adjunta) remitido por el representante del propietario del inmueble donde está ubicado el Organismo de Investigación Judicial, en la que indica no estar de acuerdo en realizar mejoras ni ampliaciones solicitadas en el local, también indica que ofrece locales que tiene desocupados al costado norte del actual BCR o bien construir un nuevo edificio, con los requerimientos del OIJ en un lote que se encuentra en la misma ubicación.”

De acuerdo con lo indicado vía telefónica por el señor Edgardo Ortega Sánchez jefe de la Oficina Regional de Nicoya, los locales propuestos por el  propietario del inmueble donde está ubicado el Organismo de Investigación Judicial, no cuentan con el espacio físico requerido para instalar al personal que conforma dicha oficina ni con parqueo por lo que se tendría que negociar con el dueño del inmueble para que  permita seguir utilizando el espacio en el que actualmente se ubican los vehículos y contratar un oficial de seguridad. Aunado a lo anterior, para concretar el traslado a los locales propuestos se debe contar con el aval de Salud Ocupacional y Servicios Generales situación que posiblemente no sea factible por lo expuesto por el señor Ortega Sánchez.

Por otra parte, la construcción del nuevo edificio propuesto por el propietario tomaría tiempo, lo cual nos sería una solución inmediata a la situación que actualmente enfrenta la oficina. En igual situación se encuentra la disposición indicada en el oficio que nos ocupa: “se pone a su disposición un terreno donado por la Municipalidad de Nicoya al Poder Judicial con una extensión de 20.956,26 metros cuadrados, según folio real N° 5 171369-000, plano catastro G – 1271484-2008, el cual puede ser utilizado para la construcción de la oficina del OIJ y un complejo médico forense para Guanacaste” además de que no se cuenta con el presupuesto salvo en el momento que sea atendido por el Fideicomiso del Poder Judicial.

[bookmark: _Hlk20726866]Consiente de la situación en la que se encuentra la  Oficina Regional del OIJ de Nicoya y aras de resolver con carácter de urgencia como se señala en los oficios  07-CAN-2019, 12-CAN-2019 y 15-CAN-2019 el problema de infraestructura de dicha oficina, agradezco se me indique una propuesta concreta que supla de manera integral y expedita las necesidades de dicha oficina, ya que como Consejo de Administración son los llamados para determinar las alternativas de solución sobre los problemas que afectan al circuito judicial de su competencia y responsabilidad, una vez se nos brinden la propuesta concreta de solución, esta representación la trasladará a la Dirección Ejecutiva, quien se encarga de atender la problemática entorno a la infraestructura del Poder Judicial. “

Mediante oficio 18-CAN-2019 de fecha 08 de julio 2019, el Consejo de Administración Tribunales de Nicoya, manifiesta lo siguiente:

“Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo acuerdo tomado por el Consejo de administración de Nicoya, en la sesión Nº 08-19, celebrada el cinco de julio de dos mil diecinueve. 
ARTÍCULO VI

Se conoce oficio adjunto, suscrito por el MSc. Gerald Campos Valverde, Director General del Organismo de Investigación Judicial.

Indica el Lic. Jairo Álvarez López que, mediante oficio N° 12-CAN-2019, este Consejo de Administración le había comunicado a la Dirección del Organismo de Investigación Judicial que el Departamento de Servicios Generales determinó que requieren el OIJ de Nicoya requería un área 756 metros cuadrados de construcción, según estudio de mercado el precio por metro cuadrado es de ¢ 9.297,18. Es importante indicar que actualmente existe contrato de alquiler para las oficinas del OIJ de Nicoya el cual tiene un costo mensual de ¢ 779.772,50.

En virtud de lo anterior, en el costo mensual del alquiler se deben considerar los siguientes elementos:  
 

Ampliamente discutido el tema. Se acordó: hacer del conocimiento del Organismo de Investigación Judicial que, el Consejo de Administración ha reiterado dos propuestas concretas para solucionar hacinamiento en el OIJ de Nicoya, la primera es la construcción de un edificio por medio del Fideicomiso del Poder Judicial y la segunda es que la Dirección del OIJ asigne contenido económico para el alquiler de un nuevo local. ACUERDO FIRME.”

Tomando en consideración que las alternativas propuestas por el Consejo de Administración Tribunales de Nicoya, no resuelven a corto plazo la situación aquejada en la Oficina Regional del OIJ de Nicoya, por tratarse de la construcción de un edificio o el alquiler de un inmueble que por las características requeridas por la Oficina Regional del OIJ, no se encuentra disponible en la zona; respetuosamente solicito a los miembros del Consejo Superior, trasladar la presente gestión a la Dirección Ejecutiva, quien se encarga de atender la problemática entorno a la infraestructura del Poder Judicial.
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En sesión de Corte Plena N° 50-18 celebrada el 29 de octubre de 2018, artículo XXV, por mayoría de catorce votos, se acogió el acuerdo adoptado por la Comisión de Construcciones en que se recomendó modificar el orden de prioridades que se tiene previsto en el Plan de Construcciones y por ende en el contrato de servicios correspondiente al Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, en la forma propuesta.

Posteriormente, en sesión N° 55-19 celebrada el 18 de junio de 2019, artículo LXXX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

El licenciado Jairo J. Álvarez López, Secretario del Consejo de Administración del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Nicoya, mediante oficio N° 15-CAN-2019 del 10 de junio de 2019, transcribió el acuerdo tomado por el citado Consejo de Administración, en la sesión Nº 07-19, celebrada el 07 de junio de 2019, artículo XIV, que dice:

“En la sesión Nº 06-19, celebrada el tres de mayo de dos mil diecinueve, se conoció lo siguiente:

“En la sesión Nº 05-19, celebrada el cinco de abril de dos mil diecinueve, se conoció lo siguiente. 

ARTÍCULO IX

El Lic. Jairo José Álvarez López, informa a los integrantes del Consejo de Administración que la situación de infraestructura de la Oficina Regional del OIJ, es un tema que se debe atender con URGENCIA, lo anterior por las siguientes razones.

Antigüedad de local: mediante contrato N° 15-AR-98, el OIJ desde el año 1998 está ubicado en el mismo local, el cual anteriormente fue una casa de habitación. 

Dificultad para gestionar los mantenimientos: desde el año 1998 ha resultado complejas las comunicaciones con el propietario de la vivienda para que realice los diferentes mantenimientos, por lo que los mantenimientos en su mayoría han quedado sin atender.  

Permiso sanitario de funcionamiento: el local no cuenta con permiso sanitario de funcionamiento, para su trámite se requiere una lista de mantenimientos. 

Informes de Salud Ocupacional: N° 09 SO-IICGTE-2010, estudio de hacinamiento, N° 492-SO-II-CJGTE-2014, seguridad e higiene ocupacional, N° 281-SO-IICJGTE-2015, estudio de hacinamiento y N° 190-SO-ICJGTE-2016, sobre condiciones de seguridad, higiene y accesibilidad. En todos los estudios anteriores las recomendaciones apuntan a la realización de un mantenimiento integral que incluya demoler paredes, piso y puertas; con respecto al hacinamiento el tema es más complejo y urgente porque las condiciones en las que laboran los investigadores no son adecuadas. 

Gestión del jefe Regional del OIJ: mediante oficio N° 237-SDRN-19, el Lic. Edgardo Ortega Sánchez, manifiesta las condiciones preocupantes sobre infraestructura los cuales afectan sensiblemente las labores sustantivas, solicita también el Lic. Ortega que se amplíe el área del OIJ hasta el 50% del área actual. 

Acercamiento con el propietario del inmueble: en presencia del Lic. Edgardo Ortega Sánchez, jefe de la Oficina Regional del OIJ, Adriana Gómez Rojas, asistente administrativa del OIJ, Lic. Argerie Leal García, Coordinadora de área y el Lic. Jairo Álvarez López, Administrador Regional, en dos oportunidades han mantenido reuniones con el propietario a efectos de informarle las necesidades de infraestructura para la oficina, la última reunión se llevó a cabo el pasado 29 de marzo de 2019, en la que se le entregó el oficio N° 166-ARN-2019, de la Administración Regional, donde se indica lo establecido en la estandarización de procesos de arrendamientos, por lo que deberá atender primero el mantenimiento, después mejora y ampliación, actualmente estamos a la espera de la respuesta del oficio por parte del propietario. 

Se acordó: 1. Remitir todos los informes y oficios indicados en el presente acuerdo a la Dirección del OIJ. 2. Solicitar a la Dirección del OIJ que atienda con carácter de urgencia y de forma integral el tema de infraestructura del OIJ de Nicoya, todo lo anterior antes de hacerle frente a una orden sanitaria o cierre del local del OIJ de la comunidad. Se declara acuerdo firme. La cursiva es propia. 

El día de hoy, se conoce nota (adjunta) remitido por el representante del propietario del inmueble donde está ubicado el Organismo de Investigación Judicial, en la que indica no estar de acuerdo en realizar mejoras ni ampliaciones solicitadas en el local, también indica que ofrece locales que tiene desocupados al costado norte del actual BCR o bien construir un nuevo edificio, con los requerimientos del OIJ en un lote que se encuentra en la misma ubicación. 

Por su parte el Lic. Jairo Álvarez López indica que, de acuerdo con requerimientos establecidos por Servicios Generales, la oficina del OIJ necesita 756 metros cuadrados de construcción, según el estudio de mercado adjunto el precio por metro cuadrado es de ¢ 9.297,18, lo cual ascendería un costo mensual de ¢ 7.028.673,12 y anual de ¢ 84.344.077,40.
 
	Administración Regional de Nicoya

	Estudio de mercado

	10 de enero de 2019

	Local
	Costo por metro cuadro $
	TC 06-05-19
	Costo metro cuadro ¢

	Local Coopenae
	$ 16,00
	¢598.34
	9.573,44

	Oferta local Defensa Pública
	$ 22,00
	¢598.34
	13.163,48

	Local Registro Civil
	
	
	5,154.64

	Promedio
	
	
	9.297.18


Elaboración, datos propios. 
 
Manifiestan los integrantes del Consejo de Administración que este tema es sumamente delicado, en virtud de la disconformidad de varios compañeros del OIJ por el hacinamiento, preocupa que el Ministerio de Salud clausure el local por los graves incumplimientos que presenta. 

Ampliamente discutido el tema. Se acordó: Solicitar al director del Organismo de Investigación Judicial, resolver con carácter de URGENCIA el problema de infraestructura en la delegación Regional del OIJ en Nicoya. También se pone a su disposición un terreno donado por la Municipalidad de Nicoya al Poder Judicial con una extensión de 20.956,26 metros cuadrados, según folio real N° 5 171369-000, plano catastro G – 1271484-2008, el cual puede ser utilizado para la construcción de la oficina del OIJ y un complejo médico forense para Guanacaste. SE DECLARA ACUERDO FIRME”. 

El consejo de Administración considera que este tema es urgente resolverlo, siendo que el propietario manifestó de forma expresa su intención de no realizar mantenimientos, mejoras ni ampliaciones que se requieren para el adecuado uso del inmueble, se reitera la disconformidad de varios compañeros de la Subdelegación por el hacinamiento, por lo que de recurrir a otras instancias nos enfrentaríamos a un cierre de las instalaciones. SE ACORDÓ: 1. Remitir las diligencias que se han compartido con la Dirección del OIJ al Consejo Superior, para lo que consideren conveniente. 2. Solicitar respetuosamente al director del OIJ, respuesta con propuestas claras por parte de esa dirección a los oficios de este Consejo de Administración N° 07-CAN-2019 y oficio N° 12-CAN-2019, los cuales le informan sobre el precario estado de las instalaciones del OIJ en Nicoya.  Así votaron los siguientes integrantes: Licda. Jairo Acuña Fallas, Bertha Lidieth Araya, José Tomás Jiménez Baltodano, José Carlos Aguilar Bonilla, Yuny Villalobos Moreno, Steven Caravaca Mora. Por su parte el Lic. Edgardo Ortega, indica que no está de acuerdo con la decisión y considera que se debe esperar respuesta de la Dirección del OIJ. SE DECLARA ACUERDO FIRME.”
 
          

- 0 -
Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo tomado por el Consejo de Administración del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Nicoya. 2.) Solicitar al máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, un informe sobre lo indicado por el Consejo de Administración de Nicoya, respecto al estado de las instalaciones del edificio que aloja la Oficina del Organismo de Investigación Judicial de Nicoya.”
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Se acordó: Solicitar al máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, informe a este Consejo si esa dependencia cuenta con el contenido presupuestario para la construcción de un edificio o bien para alquilar un inmueble en el cual se pueda alojar la Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Nicoya.”
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El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 1196-DG-2019 del 29 de octubre de 2019, gestionó lo siguiente:
“En atención a lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 87-19 celebrada el 8 de octubre de 2019, “artículo XXIII: “Solicitar al máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, informe a este Consejo si esa dependencia cuenta con el contenido presupuestario para la construcción de un edificio o bien para alquilar un inmueble en el cual se pueda alojar la Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Nicoya.”, respetuosamente me permito indicar que el OIJ, no cuenta con contenido presupuestario para la construcción o el alquiler de un edificio para realizar el traslado de la Oficina Regional de Nicoya. Lo anterior, de acuerdo con la consulta realizada al señor Mauricio Fonseca Ureña, jefe de la Administración del OIJ.

Aunado a lo anterior, tal como se ha expuesto en los oficios 0701-DG-2019 Y 1080-DG-2019 remitidos al Consejo Superior, por las características requeridas por la Oficina Regional del OIJ, no se encuentra disponible un inmueble para alquiler en la zona; en cuanto a la construcción, el requerimiento de la oficina en mención se encuentra dentro del proyecto de fideicomiso administrado por la Dirección Ejecutiva, sin embargo, aún no se cuenta con fecha cierta para el inicio de la construcción del edificio.

Así las cosas, me resulta materialmente imposible solventar la necesidad de la Oficina Regional del OIJ de Nicoya, a pesar de ser consciente de la situación en la que se encuentra.”
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Se acordó: 1.-) Tomar nota del oficio N° 1196-DG-2019 del 29 de octubre de 2019, suscrito por el Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial. 2.-) Comunicar al Director General del Organismo de Investigación Judicial, que deberá dar prioridad dentro del presupuesto de ese Organismo y realizar los movimientos que estime pertinentes dentro del presupuesto que le sea asignado a esa dependencia, para que atender la necesidad de reubicar en otro inmueble a la Oficina Regional del Organismo de Investigación Judicial de Nicoya, por cuanto existe un alto riesgo para los servidores de ese despacho, así como para el público en general.
[bookmark: _Toc23839630]ARTÍCULO XLVIII
DOCUMENTO N°8446-16, 14046-19
El máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, mediante oficio N° DP-710-2019 del 29 de octubre de 2019, gestionó lo siguiente:
[bookmark: _Toc531621646]“En atención al acuerdo tomado por este Consejo, en sesión N°84-18, celebrada el 25 de setiembre del 2018, Artículo XV, en el cual se dispuso: 

“…Trasladar el presente acuerdo a la Presidencia de la Corte,  con el fin que valore la posibilidad de reunirse con el señor Presidente de la República, señor Carlos Alvarado Quesada y le exponga la situación de las retenciones de Impuesto sobre la Renta, pago de premios e intereses moratorios por inversión en títulos valores de dineros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que se reclaman al Ministerio de Hacienda, y con ello hacer una instancia para una devolución de esos dineros a las arcas del Fondo…”

[bookmark: _Toc6847632]Adicionalmente, en sesión N° 36-19, celebrada el 26 de abril del 2019, Artículo LXXVI, se acordó: 

“…Tomar nota de la comunicación del máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, en oficio N° DP-226-2019…”

Por lo antes expuesto, respetuosamente, me permito remitir para lo que se estime pertinente respuesta por parte del Ministerio de Hacienda mediante oficio TN-1650-2019, suscrito por Mauricio Arroyo Rivera, Subtesorero Nacional. 
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En sesión N° 84-18 celebrada el 25 de septiembre de 2018, artículo XV, se trasladó el presente acuerdo a la Presidencia de la Corte,  con el fin que valorara la posibilidad de reunirse con el señor Presidente de la República, señor Carlos Alvarado Quesada y le exponerle la situación de las retenciones de Impuesto sobre la Renta, pago de premios e intereses moratorios por inversión en títulos valores de dineros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, que se reclaman al Ministerio de Hacienda, y con ello hacer una instancia para una devolución de esos dineros a las arcas del Fondo.
Finalmente, en sesión N° 36-19 celebrada el 26 de abril de 2019, artículo LXXVI, se tomó nota de la comunicación del máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, en oficio N° DP-226-2019.
Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar la gestión presentada por el máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, a estudio de la Dirección Jurídica, a fin de que informe a este Consejo lo correspondiente.
[bookmark: _Toc23839632]ARTÍCULO XLIX
DOCUMENTO Nº 8877-15, 14014-19
[bookmark: _Toc23839634]En sesión N° 22-16 del 8 de marzo de 2016, artículo XIII, se tomó el acuerdo que dice:
“(…)

Con vista en el informe de la Dirección de Gestión Humana y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y los artículos 11, 12 y 13 del nuevo Reglamento de Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras Instituciones del Estado para Efectos del Pago de Anualidades y la Jubilación en el Poder Judicial, se acordó: 1.) Reconocer para efectos de anualidades y jubilación al licenciado Freddy Miguel Fernández Barquero, cédula 01-0673-0494, Auxiliar de Seguridad de la Administración Regional de Heredia, veintinueve años, un mes y siete días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública , a partir del 2 de febrero de 2015, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢88.668.497,54( ochenta y ocho millones seiscientos sesenta y ocho mil cuatrocientos noventa y siete colones con cincuenta y cuatro céntimos), que se le deducirá de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas corrientes números 174961-7 del Banco de Costa Rica o 1234-0 del Banco Nacional de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomará nota para lo que corresponda. 2.) Asimismo, se previene al licenciado Fernández Barquero que conforme lo dispuso este Consejo en sesión Nº 16-16 del 18 de febrero del 2016, artículo XCV, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.

El Departamento Financiero y la Dirección de Gestión Humana tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.”
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El servidor Freddy Fernández Barquero, Auxiliar de Seguridad de la Administración Regional de Heredia, mediante nota recibida el 29 de octubre de 2019, presentó la siguiente gestión:
“(…)

En fecha 08 de mayo del 2019, mediante el correo electrónico realicé la solicitud de jubilación a partir del 30 de noviembre del año en curso. 

Por lo anterior fui convocado al curso de preparación para la jubilación, al cual asistí en el mes de setiembre. 

Que en fecha 25 de octubre recibo correo electrónico del licenciado Fabricio Villalta González, profesional de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones que literalmente transcribo: 

"Reciba un cordial saludo, en atención a su correo de fecha 08 de mayo de 2019 en el cual solicita acogerse a su jubilación a partir de 30 de noviembre de 2019, nos permitimos indicar lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión N° 22-16, celebrada el 08 de marzo de 2016, artículo XIII, que literalmente indica:

1.) Reconocer para efectos de anualidades y jubilación al licenciado Freddy Miguel Fernández Barquero, cédula 01-0673-0494, Auxiliar de Seguridad de la Administración Regional de Heredia, veintinueve años, un mes y siete días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 2 de febrero de 2015, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢88.668.497,54 (ochenta y ocho millones seiscientos sesenta y ocho mil cuatrocientos noventa y siete colones con cincuenta y cuatro céntimos), que se le deducirá de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas corrientes números 174961-7 del Banco de Costa Rica o 1234-0 del Banco Nacional de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomará nota para lo que corresponda. 2.) Asimismo, se previene al licenciado Fernández Barquero que conforme lo dispuso este Consejo en sesión Nº 16-16 del 18 de febrero del 2016, artículo XCV, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.

Ahora bien, como parte de los trámites que debe gestionar esta Dirección en el estudio de su solicitud de jubilación, se recibe certificación N° 855-TI-2019, de fecha 11 de octubre de 2019, emitida por el Departamento de Financiero Contable, que indica que usted mantiene un saldo pendiente por concepto de “reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial” de ¢73,261,903.81 (setenta y tres millones doscientos sesenta y un mil novecientos tres colones con 81/100).

En razón de lo anterior, al encontrarse esta Dirección sujeta a lo dispuesto por el Consejo Superior conforme a sus acuerdos, quedamos imposibilitados de momento para gestionar su jubilación hasta tanto no cancele la suma indicada en el párrafo anterior." 

Es por lo anterior que inconforme con lo acá indicado solicito, con todo respeto, se valore la solicitud de jubilación ya presentada, ya que considero que se me está limitando esa posibilidad, no se me dan opciones de ningún otro tipo y si bien es cierto y claro que desde el año 2016 se resolvió que para acogerme a mi jubilación debía cancelar el monto indicado de  ¢88.668.497,54 (ochenta y ocho millones seiscientos sesenta y ocho mil cuatrocientos noventa y siete colones con cincuenta y cuatro céntimos), lo cierto es que es materialmente imposible la cancelación de ese dinero en un solo tracto, ya que estariamos hablando de una cantidad de dinero casi imposible de recolectar en el transcurso de la vida y que de tener que cancelar estando sujeto a ser empleado activo del Poder Judicial no podría hacer efectiva la jubilación. 

Nótese que en 5 años se ha cancelado un aproximado de 15 millones de colones que en proporción a la deuda y en caso de tener como única opción la jubilación a los 62 años, no alcanzaría a cancelar ni la mitad de lo adeudado, y se me pondría la misma limitación por cuanto no sería viable para mi persona la cancelación de la deuda total en los próximos 9 años que me restan para cumplir los 62 de edad.   

Además, es bien sabido por ustedes que aún y cuando se acoge a la jubilación un empleado, éste sigue cotizando al fondo de pensiones, por lo que mi situación estando jubilado, sería exactamente a la actual ya que sigo aportando, incluso con la posibilidad de seguir pagando ese 10% de más que estoy aportando al día de hoy.

Es por lo anterior y por considerar que es desproporcionado e incluso grosero que en éste momento de mi vida, que cumplo con la edad y el tiempo de servicio acordado a la hora de reclutarme en ésta honorable Institución, se me limite ese derecho, aunado a los motivos que me mantendrían siempre ligado a la institución. 

Cabe indicar que ésta situación además me causa un desequilibrio emocional, ya que me afecta psicológicamente el hecho de no tener una respuesta positiva a un derecho solicitado, y no se me dan opciones más que la de cancelar una cantidad de dinero con el que evidentemente no cuento. Actualmente me cuesta conciliar el sueño, o el mismo no es reparador, y me preocupa que esta situación derive en padecimientos físicos ya superados por mi persona, producto del estrés que estoy cursando. 

Señalo para notificaciones el correo electrónico (…)

Adjunto cálculo preliminar de jubilación, según Gestión Humana: 



…”
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Por mayoría, se acordó: Comunicar al servidor Freddy Fernández Barquero, Auxiliar de Seguridad de la Administración Regional de Heredia, que no es posible acceder a lo solicitado, por cuanto al momento de reconocerle el tiempo servido en otras instituciones del estado, este Consejo en sesión N° 22-16 del 8 de marzo de 2016, artículo XIII, le previno que al momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación, deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado, lo anterior debido a que se considera que debe prevalecer el principio “pro fondo”, con el fin evitar una afectación a los intereses económicos, para la preservación, mantenimiento del acervo de recursos del fondo y protección de la masa jubilados y pensionados; actuales y futuros.
La integrante Sandra Pizarro Gutiérrez se abstiene de votar, considerado que, a la fecha, el Consejo Superior no es competente para conocer asuntos referentes a la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene dichas competencias. Si bien es cierto el Consejo Superior, era el órgano máximo de dirección del citado Fondo, se estima que actualmente la Junta Administradora indicada en la Ley N°. 9544, está formalmente integrada, lo que evidentemente limita las facultades de este Órgano Colegiado para pronunciarse sobre temas relacionados con la Administración del Fondo de conformidad con el Transitorio I de la Ley 9544:“…En tanto se integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas. (El subrayado o pertenece al original). Además, el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo de un órgano que no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica de la ley indicada.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. 
[bookmark: _Toc23839636]ARTÍCULO L
DOCUMENTO N° 15105-17, 14178-19, 14589-19
[bookmark: _Toc501724046]En sesión número 1-18 celebrada el 09 de enero del 2018, artículo XXXVII, se conoció el oficio N° 1444-80-SATI-2017 del 13 de diciembre de 2017, dirigido a la máster Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento a la Función Jurisdiccional, con copia a este Consejo, mediante el cual el máster Roy Díaz Chavarría, Subauditor Judicial interino, remitió el estudio efectuado por la Sección de Auditoría de Tecnología de Información, denominado “Evaluación de la seguridad lógica del Sistema de Obligados a Pensión Alimentaria”.
En esa oportunidad se dispuso que debía el citado Centro y la Dirección de Tecnología de la Información cumplir con la recomendación que se encontraba pendiente de ejecutar en el plazo establecido, y una vez implementada informar a la Auditoría sobre lo actuado, con la advertencia que de no hacerlo se aplicaría el régimen disciplinario.
En oficio número 434-CACMFJ-JEF-2019, del 31 de octubre de 2019, el licenciado Erick Monge Sandí, Director interino del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, remitió el siguiente informe:
“Le remito el informe suscrito por el Lic. Alejandro Torres Castro, a la fecha de emisión del informe, Jefe interino a.i. del Área de Coordinación y Mejoramiento; en cumplimiento con lo establecido por el Consejo Superior en sesión N° 01-18 del 9 de enero del 2018, artículo XXXVII, donde se solicita al “Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento en coordinación con la Dirección de Planificación, el establecer un procedimiento formal a nivel institucional para la revisión de permisos y cuentas de acceso al Sistema de Obligados a Pensión Alimentaria (SOAP)”, se remite oficio No. 039-CACMFJ-ACM-2019; con la propuesta de procedimiento para accesos y permisos al SOAP.

Con el fin de que se manifestaran al Respecto, se puso en conocimiento el preliminar de este documento a la Magistrada Patricia Solano Castro, coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Penal; a la Jefa del Archivo Judicial, Licenciada Itzia Araya García; a la Directora Ejecutiva, Máster  Ana Eugenia Romero Jenkins, a la Directora de Tecnología de la Información, Máster Kattia Morales Navarro; a la Magistrada Julia Varela Araya, Coordinadora de la Comisión de Familia; y al Licenciado Cristian Martínez Hernández, Gestor de la Jurisdicción de Familia.

Como respuesta, se recibió por parte de la Comisión de la Jurisdicción Penal mediante correo electrónico, el oficio CJP187-2019 el 28 de agosto, adicionalmente, se recibió el oficio 2005-DTI-2019, de fecha 05 de agosto del 2019 por parte de la Dirección de Tecnología de la Información; cuyas observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que se presenta.  De parte de la Comisión de familia no se recibieron observaciones.

(…).”
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A esos efectos se transcribe el citado informe que en lo que interesa dice:
ANTECEDENTES

De conformidad con lo ordenado por el Consejo Superior en sesión N°01-18 del 09 de enero del 2018, Artículo XXXVII, donde se pone en conocimiento del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento el oficio N°307-18, en el cual el Consejo Superior aprueba el informe N°1444-80-SATI-2017, de la Auditoría Judicial denominado “Evaluación de la Seguridad lógica del Sistema de Obligados a Pensión Alimentaria”, conocido como SOAP.

Acuerdo del Consejo Superior en Sesión N°94-2017, de fecha 12 de octubre del 2017, Artículo XXIV, en el cual se ordena la realización del Procedimiento de Inconsistencias del SOAP.

Acuerdo del Consejo Superior N°03-18 de fecha 16 de enero del 2018, Artículo XXIV, donde se aprueba el informe de la Auditoría Judicial “Evaluación para mejorar el Sistema de Control interno sobre el registro, actualización y aprobación de la información que se incluye en el SOAP, para lo cual el Centro de Apoyo debe diseñar e implementar el proceso de seguimiento permanente del cumplimiento de los juzgados de Pensiones Alimentarias de las disposiciones institucionales sobre la actualización de la información incluida en el SOAP.

Circulares emitidas por el Consejo Superior:

 N°022-2015, de fecha 28 de enero de 2015, sobre la Actualización de los expedientes en el Sistema  

N°195-2016 de fecha 22 de setiembre del 2016, artículo XVII; donde se reitera la circular N°16-2016 sobre la obligación de mantener debidamente actualizada la información en el Sistema de Obligados Alimentarios y Penal (SOAP).

N°52-2016, Aplicación obligatoria del “Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Poder Judicial y la Dirección General de Migración y Extranjuería.

N°185-2016, Addendum al Convenio de Cooperación Interinstitucional entre el Poder Judicial y la Dirección General de Migración y Extranjería.

N°194-2016, Reiteración de la Circular N°22-2015. 

N°196-2016, Reiteración de la Circular N°52-2016.

N°22-2018 de fecha 23 de febrero del 2018, sobre Revisión y actualización al Sistema de Pbligados Alimentarios y Penal (SOAP).

Informe 890-PLA-2018, sobre el Procedimiento de atención de los impedimentos de salida a las personas que no corresponden en el SOAP, informe que aún no ha sido aprobado por el Consejo Superior, ya que se encuentra en revisión. 

Reunión sostenida el día 14 de mayo del 2019, en la Dirección de Planificación con la Licenciada Ginette Retana Ureña, Jefa del sub proceso de Organización Institucional y la licenciada Marlene Alpízar López profesional de esa sección, para coordinar la realización de este procedimiento; acordando que el Centro de Apoyo realice el procedimiento requerido y la Dirección de Planificación lo validará.

Reunión sostenida el 14 de mayo del 2019 en horas de la tarde con la Jefa del Registro Judicial con la Licenciada Itzia Araya García y el Licenciado Elliot Jinesta Taylor de la Dirección de Tecnología de la Información, para consultar sobre reglamentos en uso de sistemas que se hayan creado con respecto a los diferentes sistemas informáticos, específicamente el SOAP. 

Reunión 2 de julio en la Dirección de Planificación con la Licenciada Marlen Alpízar López, para revisión, asesoramiento y retroalimentación del procedimiento elaborado, donde se recomienda realizar algunas modificaciones al procedimiento, las cuales son acatadas para mejor comprensión del documento.

En dicho documento se evidencia la importancia de establecer formalmente procedimientos relacionados con la revisión de cuentas de acceso.

OBJETIVO
[bookmark: _Hlk480536542]
Realizar el Procedimiento de Accesos y Permisos al Sistema de Obligados a Pensión Alimentaria, con el fin de dar cumplimiento a lo ordenado por el Consejo Superior en la Sesión del 09 de enero del 2018, asimismo, se elabora un procedimiento para que este Centro pueda brindar un  seguimiento eficiente en la revisión de las inconsistencias presentadas en el SOAP en cada uno de los despachos judiciales que deben utilizar esta herramienta, las cuales fueron evidenciadas por la Auditoría Judicial en el informe indicado y por último, se realiza un procedimiento para la atención de solicitudes de levantamiento de impedimentos de salida del país por parte de los usuarios, en horas no hábiles. 

 PROCEDIMIENTO DE ACCESOS Y PERMISOS EN EL SOAP (Sistema de Obligados Alimentarios y de Pensiones):

Debido a la ausencia de un procedimiento estandarizado a nivel Institucional para la revisión periódica de cuentas de acceso al SOAP, detectado por la Auditoría Judicial y encomendado a este Centro la realización de un Procedimiento de accesos y permisos en el Sistema de Obligados Alimentarios; a continuación, se procede a mostrar el procedimiento solicitado que pretende establecer de manera formal la solicitud y otorgamientos de permisos en el SOAP, por parte de las oficinas usuarias; además de establecer responsabilidades, brindar directrices y solicitar mejoras a dicho sistema informático.

Se considera necesario establecer además un procedimiento para la revisión y control de las inconsistencias presentadas, además de la realización de un procedimiento para la tramitación de levantamientos de impedimentos de salida en horario no hábil, debido a que se detectó una debilidad en ambos procesos. 

En acatamiento del artículo 36 de la Ley General de Control interno, se cumple con la orden de implementación de las recomendaciones emitidas por la Auditoría Judicial en el informe N°1444-80-SATI-2017, de fecha 13 de diciembre del 2017, con respecto a las Normas de Control Interno para el Sector Público (N°2-2009-CO-DFOE) de la Contraloría General de la República, que menciona los “requisitos de las actividades de Control”; para lo cual debe documentarse mediante su incorporación de manuales de procedimientos, en las descripciones de puestos y procesos, o en documentos de naturaleza similar, además debe estar disponible, en forma ordenada conforme a criterios previamente establecidos, para su uso, consulta y evaluación.

En ese sentido, este procedimiento responde a los requisitos de Divulgación y Control de Acceso, ya que se pretende que la asignación de los derechos de acceso a los usuarios será definida por la persona jefa de oficina (Jueces y Juezas Coordinadoras) quienes limitarán su uso, de acuerdo a las características y responsabilidades del personal de apoyo y personal juzgador y para ello cada persona tendrá su propio usuario y contraseña, donde bajo ninguna circunstancia podrá una persona usuaria ingresar con la clave de acceso de otra persona.

A continuación, se muestra el procedimiento propuesto para la solicitud de permisos de acceso al SOAP.


	PROCEDIMIENTO:     Actual: ____                  Propuesto: __X___
NOMBRE: Procedimiento para la solicitud de permisos de acceso al Sistema de Obligados Alimentarios (SOAP) 
OFICINAS PARTICIPANTES: Administraciones Regionales, Registro Judicial, Juzgados de Pensiones Alimentarias, Juzgados de Familia y Juzgados Penales de Turno.
FECHA: Julio 2019

	Paso
	Responsable
	Actividad
	
Observaciones


	1
	Administrador/a Regional de cada Circuito Judicial.
        (A.R.)
	 Solicita mediante correo electrónico el permiso correspondiente ante la Jefatura del Registro Judicial, de la(s) persona(s) usuaria(s) de cada Unidad Administrativa que se encargarán de la asignación de permisos en el SOAP a los despachos solicitantes.
 

	Previendo que la persona autorizada por motivos de fuerza mayor no se presente a laborar o en el momento de requerirlo no se encuentre en el Edificio, la Unidad Administrativa debe contar con otra persona titular que cuente con los permisos respectivos y la capacitación en el uso del SOAP, para evitarle inconvenientes a las personas que están por salir del país en pocas horas.
La Unidad Administrativa debe comunicar a los despachos usuarios del Sistema SOAP, por medio del correo electrónico institucional al Juez/a Coordinador/a y a la persona Coordinadora Judicial, la ausencia de la persona encargada de los accesos al sistema y en su lugar informar el nombre de la persona que va a atender las solicitudes de las oficinas.

	2
	Jefe/a del Archivo y Registro Judicial
       (J.A.R.J.)
	Recibe el correo electrónico de parte del/la A.R, y asigna el permiso correspondiente a las personas autorizadas de cada Unidad Administrativa.

Comunica a la A.R por medio de correo electrónico la asignación del permiso.

	El Registro Judicial debe llevar un control electrónico de las solicitudes recibidas por las diferentes Unidades Administrativas por mes y por año, para facilidad de revisión de la Auditoría Judicial.

	3
	          A.R.
	Recibe por medio del correo electrónico del J.R.J. la autorización de los permisos de las personas que se encargarán de asignar los accesos al SOAP a los servidores judiciales de los despachos.

Comunica por medio de correo electrónico a los juzgados de Pensiones Alimentarias, Familia y Penales los nombres de las personas autorizadas por parte de la Administración para que gestionen los permisos.

	[bookmark: _Hlk12954233]Según la estructura de personal de la Administración Regional, asignará el puesto para desarrollar esta labor, sea: Coordinador de Área, Profesional 2 o Profesional 1.

	Gestión de permisos de acceso al SOAP por parte del despacho judicial: es importante anotar que en los Juzgados de Turno se asignará el perfil de registrador al personal de apoyo y el de aprobador a las personas juzgadoras. No obstante, en los despachos en los que sólo quede el Juez Penal disponible, de igual forma como medida temporal, se deberá autorizar que el Juez asuma ambos perfiles, en concordancia con el artículo 36 de la Ley de Control Interno.

	4
	Coordinador/a Judicial[footnoteRef:1] [1:  De los juzgados de Pensiones Alimentarias, Familia y Penal.] 

        (C.J)
	Imprime el formulario denominado “Solicitud de Permisos en el SOAP”[footnoteRef:2], llena los siguientes datos: [2:  Ver anexo N°2] 

Nombre completo de la persona a otorgarle el permiso, 
Cédula de identidad, 
El perfil correspondiente (consulta, registrador o aprobador) 
El período durante el cual hará uso del sistema.

Traslada a la persona Juzgadora Jefa de Oficina del Despacho para su aprobación.  
	Si es un usuario en propiedad debe tener el permiso de forma indefinida; en caso de ser una persona interina en una plaza vacante o extraordinaria, puede darse el permiso por un plazo de un año, para posteriormente renovarlo.

En el caso de las personas meritorias, solamente se le deben otorgar permisos para consulta, esto por la responsabilidad que conlleva esta labor.

	5
	Juez/a Coordinador/a del Juzgado.
(J.C.D)
	Recibe el formulario de permisos del SOAP, verifica que todos los datos sean correctos y lo aprueba mediante su firma y sello del despacho. 

Devuelve el formulario al C.J. para su respectivo trámite.

	La solicitud de permisos puede ser para un usuario/a nuevo/a, prórroga de permisos o eliminación de personas usuarias.

	6
	C.J.
	Recibe el formulario de permisos del SOAP, verifica que esté firmado y sellado por el Juez/a Coordinador/a, escanea el formulario y mediante correo electrónico, lo remite a la persona encargada de otorgar los accesos al SOAP de la Unidad Administrativa, para que proceda a otorgar los permisos. 
	Es obligación de la persona Coordinadora Judicial, estar pendiente de la asignación del permiso.

	7
	Persona Encargada de otorgar permisos en el SOAP en la Unidad Administrativa[footnoteRef:3]. [3:  De acuerdo a la Administración Regional puede ser el/la Coordinador/a de Área, Profesional 2 o Profesional.] 

(P.E.P)
	Recibe el formulario del despacho solicitante, revisa que esté completo, asigna de forma prioritaria los permisos solicitados por el Juzgado de Pensiones Alimentarias, Familia o Penal. 

Informa mediante correo electrónico al despacho la asignación de los permisos.
	Es deber de la persona encargada de otorgar los permisos en el SOAP de las Unidades Administrativas, tramitar de forma prioritaria los permisos requeridos, debido a que lo que se pretende es evitar inconvenientes y atrasos a las personas que van a salir del país en pocas horas y que no corresponden a obligados alimentarios. (para los casos de horas inhábiles)

	Nota: Para la deshabilitación de accesos, en caso de ausencia por más de una semana, o bien por cambio de persona autorizada, se realiza los siguientes pasos:

	8

	A.R
	Reporta al J.A.R.J. por medio de correo electrónico la deshabilitación o ampliación de permisos en el SOAP de la(s) persona(s) responsable de asignar permisos en el SOAP.
	

	9
	J.A.R.J.
	Recibe el correo electrónico y aplica la deshabilitación de la persona que indique la Administradora o Administrador Regional. 
Comunica mediante correo electrónico a la A.R la deshabilitación o ampliación solicitada.
	



A continuación, se presenta la propuesta de procedimiento para la remisión al Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional de las inconsistencias revisadas y corregidas por parte de los Juzgados que cuentan con el sistema SOAP.

	PROCEDIMIENTO:     Actual: ____                  Propuesto: __X___
NOMBRE: Procedimiento para el seguimiento de inconsistencias en el Sistema de Obligados Alimentarios (SOAP) 
OFICINAS PARTICIPANTES: Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ); Juzgados de Pensiones Alimentarias, Juzgados de Familia y Juzgados Penales.
FECHA: Julio 2019

	1
	Persona Coordinadora Judicial del Juzgado
C.J
	[bookmark: _Hlk23328717]Genera la información requerida por el CACMFJ del sistema SOAP, explicada con detalle en las figuras 1 a 5 de este documento; donde se muestre que no hay inconsistencias por corregir, mediante un “pantallazo” de las inconsistencias y alertas

[bookmark: _Hlk13046613]Remite la información solicitada a la dirección de correo oficial del CACMFJ[footnoteRef:4]. Lo anterior, en la primera semana del mes siguiente. [4:  Se definirá una cuenta de correo oficial del Centro de Apoyo para esos efectos.	] 

	Con el fin de cumplir con lo ordenado por el Consejo Superior en el sentido que el CACMFJ brinde el seguimiento permanente sobre el cumplimiento de las disposiciones institucionales con respecto a la debida alimentación del SOAP por parte de las oficinas judiciales que lo utilizan. (acta Consejo Superior N°003-18, del 16 de enero del 2018, artículo XXIV. (Ver anexo 1).

	2
	Persona encargada en el Centro de Apoyo
(P.E)
	Recibe mensualmente la información brindada por los juzgados que utilizan el SOAP (pantallazo de inconsistencias), además de:
Archivar electrónicamente los correos recibidos.
Realizar de forma trimestral el informe de seguimiento dirigido al Consejo Superior y la Auditoría Judicial.
	Con el fin de dar cumplimiento a la Circular 03-18, el Centro de Apoyo realizará el seguimiento de estas oficinas y verificará mensualmente el cumplimiento de lo ordenado por el Consejo Superior en las circulares (N°22-15, N°16-2016, N°52-2016, N°185-2016, N°211-2016, N°167-2017, N°22-2018 entre otras) que obligan a los despachos judiciales usuarios del SOAP a mantener actualizada la información.



Como parte de la información que se solicita en el Procedimiento anteriormente propuesto, la cual deberá ser remitida mensualmente al Centro de Apoyo, el juzgado respectivo usuario del SOAP, debe tener presente lo siguiente:

Para cumplir con el punto 1 del Procedimiento de Seguimiento de Inconsistencias, el Sistema SOAP tiene la opción de generar un reporte de expedientes pendientes de revisar, el cual la persona Coordinadora Judicial de la oficina respectiva debe deputar y remitir al correo del Centro de Apoyo (se designará un correo oficial para este efecto en caso de aprobarse este procedimiento).  Este reporte indicado es el siguiente:

Figura 1.

Al accesar el sistema SOAP, se puede visualizar un menú para generar el reporte requerido, en el cual se reflejan los expedientes pendientes de revisar y los que ya fueron revisados.  En la figura 2 se muestra la pantalla con las cejillas que deben revisarse (Obligados Fallecidos, Actores Fallecidos, Beneficiarios Mayores de Edad y Actores con Alerta de 25 años). Todos los datos deben estar en cero a la hora de remitir el informe al Centro de Apoyo.

Figura 2.

Cuando se genera en el SOAP las alertas de inconsistencias, la persona coordinadora judicial procede a revisar cada una de las cejillas que van a aparecer con la cantidad de inconsistencias por corregir; así por ejemplo, en el la figura anterior, la cejilla de Obligados Fallecidos  aparece en 0, pero los Actores Fallecidos muestra 7 expedientes por revisar; así como los Beneficiarios Mayores de edad (22) y los Actores con Alerta de 25 años,  al momento de enviar el reporte al Centro de Apoyo, todas las cejillas deben aparecer en 0.

El sistema SOAP, también permite visualizar alertas sobre posibles inconsistencias, en la información, las cuales deben revisarse igualmente por parte del Coordinador Judicial y el Juez/a Coordinador/a del Juzgado, antes de enviar la información mensual al CACMFJ, para lo cual se muestra en la figura 3 que ese despacho no tiene inconsistencias por corregir.

Figura 3.


Al igual que en el caso de las inconsistencias, cada una de las cejillas se deben revisar y corregir, en la figura 4 se muestra que no hay expedientes por revisar; pero en caso de aparecer expedientes pendientes se deben corregir.

Figura 4.


La figura 5, muestra el “pantallazo” que se debe remitir mensualmente al CACMFJ, en el cual aparece en el ejemplo un expediente (pueden ser varios) al que se le activó una alerta por cuanto la persona cumplió los 25 años y debe registrarse en el Sistema; una vez corregido, se procederá por parte del/la Coordinador/a Judicial a enviar un correo a la persona encargada del Centro de Apoyo al siguiente correo (Inconsistencias SOAP, CACMFJ), en caso de aprobarse este procedimiento. 

Figura 5.



Es importante indicar que todas las cejillas (Obligados Fallecidos, Actores Fallecidos, Beneficiarios Mayores de Edad y Actores con Alerta de 25 años), deben estar en 0, es decir que no presentan ninguna inconsistencia.

Si bien es cierto, el CACMFJ ha venido realizando el seguimiento mensual de las inconsistencias presentadas en el SOAP de los diferentes despachos de Pensiones Alimentarias y de Familia; dicho seguimiento ha consistido en la revisión del propio sistema de cada oficina, para visualizar la cantidad de inconsistencias presentadas; las cuales son informadas a las oficinas judiciales mediante correo electrónico para que procedan a corregirlas.  

Esta labor descrita anteriormente, consume un tiempo considerable al personal de este Centro; el cual tiene además asignados otros seguimientos tales como programas de descongestionamiento en diferentes materias, seguimiento de Indicadores de Gestión; entre otros, por lo que la propuesta del procedimiento para envío de las inconsistencias pretende cambiar la dinámica actual, al solicitar al despachos el envío del ´´pantallazo´´ obligando a estar pendiente de la corrección de inconsistencias tal como se ha insistido con múltiples circulares al respecto por parte del Consejo Superior. 

Por otro lado, se determinó la necesidad de estandarizar y clarificar la labor que realiza el Juzgado Penal de Turno en caso de recibir una solicitud de levantamiento de impedimento de salida del país; para lo cual, la persona juzgadora de turno debe contar con el acceso al Escritorio Virtual de los juzgados de Pensiones Alimentarias y de Familia, mediante reporte a la Dirección de Tecnología de la Información y la coordinación con ambos despachos del acceso a modo de consulta del Escritorio Virtual (si el despacho cuenta con esta herramienta). 

Lo anterior, con el fin de verificar en el propio expediente si la solicitud de levantamiento de impedimento procede o no; para lo cual se propone el siguiente procedimiento:

	PROCEDIMIENTO:     Actual: ____                  Propuesto: __X___
NOMBRE: Procedimiento para levantamiento de impedimentos de salida del país, en horas no hábiles. 
OFICINAS PARTICIPANTES: Administraciones Regionales, Registro Judicial, Juzgados Penales de Turno.
FECHA: Julio 2019

	Las modificaciones que sean necesarias para levantar un impedimento de salida del país, para las personas que viajan en horario no hábil y tienen un impedimento de salida que no les corresponde, fuera del horario ordinario de trabajo, deben proceder conforme a lo dispuesto en acuerdo del Consejo Superior de sesión N°54-2007 del 2 de junio de 2017, artículo LXXI, y atendiendo el siguiente procedimiento:

	1
	Persona Usuaria
P.U.
	Solicita el levantamiento del impedimento de salida del país.
	

	2
	Juezas y Jueces penales de turno, J.P.T.
	Recibe la solicitud de la P.U para levantar un impedimento de salida del país, de las personas que viajan en horario no hábil y tienen un impedimento de salida que no les corresponde, fuera del horario de trabajo del Juzgado de Pensiones Alimentarias correspondiente.[footnoteRef:5]    [5:  El Juez debe haber realizado la solicitud del permiso de acceso al SOAP, descrito en el Procedimiento de Solicitud, descrito en los puntos 1 al 9.] 

	El impedimento puede estar a nombre del Juzgados de Pensiones Alimentarias y o el de Familia, (por cuanto hay juzgados de Familia que tramitan incidentes de pensión alimentaria y también incluyen en el SOAP).  


	2
	J.P.T
	Ingresa al sistema de Escritorio Virtual y revisa las partes del proceso para verificar si procede o no el levantamiento del impedimento de salida del país (del Juzgado bajo el cual se encuentra la orden del impedimento, Familia o Pensiones Alimentarias).[footnoteRef:6] [6:   Debe contar con el perfil que le permita realizar en el (SOAP), las modificaciones necesarias, para levantar un impedimento de salida del país,
] 

Ingresa al Sistema SOAP. Si procede, realiza la modificación solicitada.

Informa al Juzgado de Pensiones Alimentarias o de Familia según corresponda, notificando mediante correo electrónico a la cuenta oficial, el impedimento levantado.
	La persona juzgadora de turno siempre deberá realizar la diligencia solicitada; (en caso de que la persona Juzgadora no pueda realizar la diligencia, por motivo de fuerza mayor; deberá confeccionar un acta haciendo constar la situación presentada y la razón por la cual se imposibilitó realizarla). Esta acta debe ponerla en conocimiento del Juzgado de Pensiones o de Familia mediante correo electrónico; con el fin de que se realice por parte del despacho lo antes posible.


	3
	Coordinador/a Judicial
C.J
	Recibe el correo electrónico proveniente del Juzgado Penal de Turno 

Revisa las modificaciones efectuadas al SOAP, por parte de las Juezas y Jueces penales de turno o disponibles a la oficina del Registro Judicial. 

Comunica al Juez/a Coordinador/a dicha modificación para que tenga conocimiento. 
	El encargado de la cuenta oficial del despacho (en caso de no ser el/la Coordinador/a Judicial) debe remitir el correo al Coordinador/a Judicial para que tenga conocimiento y lleve un control de estas gestiones.


	*1Nota:  En los Juzgados de Turno se asignará el perfil de registrador al personal de apoyo y el de aprobador a las personas juzgadoras. No obstante, en los despachos en los que sólo quede el Juez penal disponible, de igual forma como medida temporal, se deberá autorizar que el Juez asuma ambos perfiles. 



Para que los Juzgados puedan cumplir con el procedimiento anteriormente descrito, para realizar el levantamiento de impedimento de salida del país en horas no hábiles, es indispensable que la Dirección de Tecnología de la Información realice una mejora al SOAP; esto por cuanto es necesario que la persona Coordinadora Judicial de los Juzgados de Pensiones Alimentarias y de los Juzgados de Familia, pueda visualizar en dicho sistema las diligencias que fueron realizadas por el Juzgado Penal, situación que en este momento no es posible realizarlo.

HALLAZGOS ENCONTRADOS

Como se mencionó al inicio de este documento; se evidenció la necesidad de realizar mejoras que permitan el cumplimiento de los procedimientos descritos anteriormente; debido a que en este momento el sistema SOAP no cuenta con una bitácora de asignación de permisos otorgados (Esto para la Unidad Administrativa); por lo que para mantener un control de lo actuado del uso de esta herramienta; es necesario que la Dirección de Tecnología de la Información realice una mejora en ese sentido, para que la persona encargada de la asignación de los permisos en las unidades administrativas pueda acceder al histórico de permisos asignados a los despachos y a su vez, la Auditoría Judicial al contar con esta herramienta, se le facilite la fiscalización de la labor de la Unidad Administrativa en este sistema.

Los Juzgados de Pensiones Alimentarias y de Familia no contaban con la posibilidad de ver los antecedentes históricos de los movimientos de los expedientes en el SOAP, ya que solamente el Registro Judicial tiene este acceso. Por ello, recientemente se desarrolló por parte de Tecnología de la Información una reporte que permite consultar la bitácora existente en el sistema, donde se puede apreciar los distintos movimientos que realizan los usuarios, entre ellos la asignación de permisos de salida otorgado.

Dado lo anterior, se detectó la necesidad de capacitar a las personas Coordinadoras Judiciales para que puedan utilizar eficientemente esta herramienta.  

El sistema SOAP genera una alerta a la hora de que el actor fallece; no así en el caso del beneficiario; por lo que, como propuesta de mejora, se solicita que cuando el beneficiario fallece, también muestre una alerta.  

Por otro lado, el SOAP también genera una alerta cuando una persona beneficiaria cumple los 25 años, pero el sistema actualmente no hace la diferencia en el caso de las personas con discapacidad, las cuales continúan recibiendo el beneficio; reflejándose actualmente como una inconsistencia.  Es importante que se establezca en el sistema cuando la persona tenga discapacidad, porque en ese caso, la pensión no se acaba a los 25 años, según se establece el código de Familia cuando los hijos incapaces de mantenerse por sí solos.

CONCLUSIONES:

El Consejo Superior acordó que el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional en coordinación con las Direcciones de Planificación y Tecnología de la Información, realizara un procedimiento formal a nivel institucional para la revisión de los permisos y cuentas de acceso al sistema SOAP.

Se determinó que los despachos judiciales usuarios del SOAP, no cuentan con una herramienta dentro de este sistema que les permita visualizar una bitácora de actuaciones para ver el histórico de movimientos en cuanto a permisos de salida efectuados, por lo que se requiere una implementar una mejora en ese sentido; sin embargo, recientemente la Dirección de Tecnología de la Información ha realizado varias modificaciones que vienen a solventar el problema de las inconsistencias reportadas por la Auditoría Judicial.

No se está reportando mensualmente a ningún ente superior el estado del sistema SOAP; es decir, que las oficinas de acuerdo al estudio de la Auditoría Judicial continúan manejando inconsistencias en la información que no se detectan oportunamente.

Se determinó que los Juzgados Penales de Turno no cuentan con el acceso a los sistemas de Escritorio Virtual de los juzgados de Familia y Pensiones Alimentarias (En el caso de que el despacho sea electrónico); por lo que, al recibir una solicitud de levantamiento de impedimento de salida del país en horarios no hábiles, se les imposibilita visualizar el expediente completo, ya que el SOAP no cuenta con esa posibilidad, y el levantamiento (si se realiza) no se verifica contra el expediente si procede o no.

No se está reportando por parte de los Juzgados Penales de Turno a los Jugados de Pensiones Alimentarias o los Juzgado de Familia los levantamientos de impedimentos de salidas del país, por lo que los últimos desconocen si se realizó alguna gestión de levantamiento de impedimento de salida del país en los horarios no hábiles.

Las Unidades Administrativas no cuentan con una herramienta o módulo en el SOAP que les permita contar con una bitácora de asignación de permisos otorgados. 

Se requieren mejoras al sistema SOAP para poder cumplir a cabalidad con las propuestas de procedimiento expuestas en este documento.

 “RECOMENDACIONES:

Al Consejo Superior:

La aprobación de este documento conteniendo el Procedimiento de Accesos y Permisos para la utilización del Sistema de Obligados Alimentarios y de Pensiones (SOAP), así como las indicaciones sobre la forma en que deben revisar las inconsistencias para proceder con su corrección y envío de la información corregida al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional de manera mensual.

Definir si la medida tomada en sesión número 54-17 del Consejo Superior en el articulo LXXI, donde se autorizó el acceso al Sistema de Obligados a Pensión Alimentaria para los jueces penales de turno extraordinario, pero como una medida temporal y urgente continuará, o bien se define otra alternativa para solventar el problema de atención de levantamientos de salidas del país en horas no hábiles

Delegar al Registro Judicial y no la Dirección Ejecutiva el otorgamiento de los permisos de accesos al SOAP, ya que se considera que esta dependencia judicial es quien custodia este sistema y lo correcto es que tenga el control de las personas que accesan a dicho sistema informático, ya que la Dirección Ejecutiva no tiene el control efectivo del buen uso del sistema SOAP, por lo que las solicitudes deben ser validadas y aprobadas por la persona Jefa del Archivo y Registro Judicial. 

A la Dirección de Tecnología de la Información:

Realizar las siguientes mejoras al SOAP, con el fin de mejorar el control y supervisión del uso de esta herramienta; sean:

La habilitación de la bitácora a los despachos de Pensiones Alimentarias y Familia, donde se pueda consultar el histórico de asignación de permisos de salida otorgados y en caso de estar ya habilitada realizar la capacitación a las personas coordinadoras judiciales para su uso.

Una vez aprobado este documento por parte del Consejo Superior, proceder con la habilitación del sistema de Escritorio Virtual de los Juzgados de Familia y Pensiones Alimentarias a los Juzgados Penales (en modo de consulta) de cada circuito judicial, con el fin de que puedan consultar el expediente completo y estar seguros si procede la solicitud de levantamiento de impedimento de salida del país, con el fin de aplicar el procedimiento descrito en el presente informe.

Comunicar a los despachos judiciales de Pensiones Alimentarias, Familia y Juzgados Penales para que tengan conocimiento y estén pendientes de la alerta de “Discapacidad” para que se pueda identificar fácilmente en el Escritorio Virtual si la persona tiene algún tipo de discapacidad que obligue al actor a pagar pensión de forma indefinida. De esta forma se evita que el sistema genere una inconsistencia todos los meses.

 Habilitar una mejora para las Unidades Administrativas que otorgan permisos en el SOAP de tal forma que puedan contar con una herramienta que les permita visualizar una bitácora de permisos asignados a los diferentes juzgados (Histórico de permisos).”
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Mediante oficio N° 5203-DE-2019 del 4 de noviembre de 2019, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, comunicó lo siguiente:
“En atención al oficio 434-CACMFJ-JEF-2019 de 31 de octubre último, suscrito por el licenciado Erick Monge Sandí, Director a.í. del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ), mediante el cual se refiere al acuerdo del Consejo Superior, de la sesión N° 01-18 celebrada el 9 de enero de 2018, artículo XXXVII, donde se solicita establecer un procedimiento formal a nivel institucional para la revisión de permisos y cuentas de acceso al Sistema de Obligados a Pensión Alimentaria (SOAP), debo informar que esta Dirección recibió el 19 de julio último, el oficio 296-CACMFJ-JEF-2019 mediante el cual se no solicita revisar el procedimiento y formular las observaciones pertinentes.

Con oficio 3339-DE-2019 enviado a la Jefatura del Registro Judicial, para que efectuara la revisión solicitada, en lo que interesa, esta Dirección literalmente indica: “Se advierte que el procedimiento 4.1 “PROCEDIMIENTO DE ACCESOS Y PERMISOS EN EL SOAP (Sistema de Obligados Alimentarios y de Pensiones”, indica “Solicita mediante correo electrónico el permiso correspondiente ante la Jefatura del Registro Judicial”, cuando lo correspondiente es que sea la Dirección Ejecutiva la que otorgue los permisos.”

Al respecto la licenciada Itzia Araya García, Jefa del Registro, remite el oficio 261-RJ-2019 directamente al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.

Por último, con oficio 3475-DE-2019 de esta Dirección Ejecutiva, enviado a la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, literalmente se dice “…mediante nota 261-RJ-2019, la licenciada Itzia Araya García, Jefa del Registro Judicial, emitió observaciones a dicha propuesta, las cuales son compartidas por esta Dirección Ejecutiva”.

No obstante lo anterior, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, con oficio 434- CACMFJ-JEF-2019, enviado a ese Consejo recomienda:  “Delegar al Registro Judicial y no la Dirección Ejecutiva el otorgamiento de los permisos de accesos al SOAP, ya que se considera que esta dependencia judicial es quien custodia este sistema y lo correcto es que tenga el control de las personas que accesan a dicho sistema informático, ya que la Dirección Ejecutiva no tiene el control efectivo del buen uso del sistema SOAP, por lo que las solicitudes deben ser validadas y aprobadas por la persona Jefa del Archivo y Registro Judicial”, recomendación que no comparte esta Dirección, ya que el personal del Registro Judicial, no está en la capacidad de atender a todos los usuarios del país.

El esquema de trabajo establecido entre esta Dirección Ejecutiva y la Dirección de Tecnología de la Información para la asignación de dichos permisos dentro del Sistema de Seguridad, es que la Dirección de Tecnología otorga los permisos a esta Dirección, posteriormente esta Dirección Ejecutiva, asigna los perfiles necesarios a 3 servidores de cada Administración Regional, quienes a su vez dan los permisos a los despachos judiciales de su circuito, para el uso del SOAP.

De esta forma, se atiende de manera directa y cercana las solicitudes de los despachos judiciales.

Así las cosas, esta Dirección Ejecutiva solicita que este extremo del procedimiento se mantenga como hasta ahora.

(…)”
- 0 -
Se acordó: 1.) Tener por recibido el informe N° 434-CACMFJ-JEF-2019, del 31 de octubre de 2019, suscrito por el licenciado Erick Monge Sandí, Director interino del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, así como el informe N° 5203-DE-2019 del 4 de noviembre de 2019, presentado por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.  2.) Aprobar las recomendaciones presentadas dentro del informe N° 434-CACMFJ-JEF-2019, con excepción de la tercera que se dirige a este Consejo, y en su lugar se mantiene el esquema de seguridad acordado entre la Dirección Ejecutiva y la Dirección de Tecnología de la Información de la manera que se ha venido realizado; a saber: que la Dirección de Tecnología otorgue los permisos a la Dirección Ejecutiva, y  posteriormente esa Dirección asigne los perfiles necesarios a 3 servidores de cada Administración Regional, quienes a su vez darán los permisos a los despachos judiciales de su circuito, para el uso del SOAP.
La Dirección Ejecutiva, el Registro Judicial y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para lo que corresponda. 
ARTÍCULO LI
DOCUMENTO N° 9055-16, 13973-19
[bookmark: _Toc23839638]En sesión Nº 26-17 celebrada el 21 de marzo del 2017, artículo LI y de conformidad con el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se concedió permiso sin goce de salario al servidor Ismael Quirós Vanegas, Investigador de la INTERPOL, por el plazo de tres meses a partir del 16 de marzo de 2017, para que continuara con la Maestría en Derecho Penal Internacional y Derechos Humanos, en la Universidad de Bangor, Inglaterra. 
Además, se solicitó al Consejo de Personal que valorara la solicitud de permiso sin goce de salario para la realización de estudios conforme al reglamento de becas existente.
Informa la Secretaría General de la Corte, que mediante oficio N° 11034-19 del 23 de octubre de 2019, se hizo de conocimiento de la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, que de conformidad con lo dispuesto por el Consejo Superior del Poder Judicial, mediante acuerdo tomado en la sesión Nº 26-17, celebrada el 21 de marzo del 2017, artículo LI, comunicado con el oficio N° 3520-17, a fin de que informara  si el servidor Ismael Quirós Vanegas, Investigador de la INTERPOL, concluyó la Maestría en Derecho Penal Internacional y Derechos Humanos, en la Universidad de Bangor, Inglaterra. 
En relación a lo anterior, la servidora Carolina Zamora Arce de la Unidad de Gestión Documental y Archivo de Subproceso de Administración de Personal mediante oficio N° PJ-DGH-AP-5048-2019, comunicó:
“Que revisados los índices respectivos que para tal efecto se llevan en esta Dirección, nos permitimos comunicar que, a la fecha, el señor ISMAEL QUIRÓS VANEGAS, cédula de identidad número 01-1107-0902; no registra título de maestría en su expediente personal. Por otro lado, el señor Quirós Vanegas presentó su renuncia al Poder Judicial el día 11 de junio 2019 en carta dirigida al licenciado Luis Cordero Morales del Servicio Especial de Respuesta Táctica.

ES CONFORME: Se extiende la presente el 28 de octubre de 2019, a solicitud de Yacira Segura Guzmán, de la Secretaría General de la Corte, planteado mediante correo electrónico de fecha 25 de octubre de 2019, recibido en la Dirección de Gestión Humana el 28 de octubre de 2019.”
- 0 -
Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, que informe a este Consejo si el servidor Ismael Quirós Vanegas, contrajo algún contrato de beca u obligación con este Poder de la República.
[bookmark: _Toc23839639]ARTÍCULO LII
DOCUMENTO N° 13948-19
[bookmark: _Toc23839643]Mediante documento recibido el 28 de octubre de 2019 en la Secretaría General de la Corte, la señora Alice Pinnock Mc Kenzie, gestionó lo siguiente:
“Con todo respeto, acudo a éstas instancias Judiciales para interponer una DENUNCIA en contra de: JUEZA. ANDREA RAMIREZ SOLANO. POR SUPUESTAS ANOMALÍAS DURANTE LOS DÍAS DE JUICIO, ABUSÓ DE AUTORIDAD, FALTA DE CONOCIMIENTO, IMPARCIALIDAD, EQUIDAD, IGUALDAD, ÉTICA PROFESIONAL, FALTA DE PRINCIPIO DE LEGALIDAD, TIPICIDAD, PROBIDAD, E INCUMPLIMIENTO DE SU DEBER Y CONDUCTA COMO JUEZA DE LA REPÚBLICA, LO ANTERIOR BASADO EN LOS SIGUIENTE:

El 10 de setiembre 2019, presenté en la Fiscalía General de la República, una DENUNCIA FORMAL contra la JUEZA. ANDREA RAMIREZ SOLANO. por una serie de anomalías suscitadas durante los días de juicio que ella presidió, las cuales, de manera muy amplia y detallada me di a la tarea de explicar y de respaldar con pruebas contundentes de todo lo acontecido en un DVD que aporté, sin embargo, la FISCALIA, remitió mí denuncia a la INSPECCION JUDICAL como consta, pero ese despacho Judicial, en fecha 23 de Octubre 2019, mediante voto No. 3127-2019, me hace saber que mi DENUNCIA contra la JUEZ, RAMIREZ SOLANO, FUE DESESTIMADA, lo cual no me causó sorpresa, ya que al parecer es lo único que saben hacer mejor, no obstante, eso no me detendrá en la búsqueda de la JUSTICIA que merezco, razón por la que hago del conocimiento de ésta Instancia para que me diga, si la Jueza en cuestión, sea merecedora de una sanción disciplinaria por su incompetencia a raíz de los cuestionamientos reprochables e inaceptables que le hice con fundamentos basados y respaldados en pruebas fehacientes contenidas en el DVD que aporté, que dicho sea de paso, la DENUNCIADA y CUESTIONADA CONDUCTA DE LA JUEZA RAMIREZ SOLANO, en su defensa, solo se limitó a responder lo que a conveniencia pudo responder, lo mismo hizo la Inspectora Judicial, IRENE MONTOYA FLORES, respaldado por la Inspectora Judicial General, Lcda., MARÍA MORA SAPRISSA.

Por todo lo anterior, solicito con todo respeto, que ésta Instancia Judicial llamada CONSEJO SUPERIOR, sea el Organo Disciplinario competente para éstos casos o deba ser elevado a CORTE SUPREMA DE JUSTICIA, para que proceda de esa manera, a fin de que me den el derecho de respuesta a los cuestionamientos que le hiciera a la JUEZA, RAMIREZ SOLANO en mí denuncia y respuesta a su informe ante la Inspección judicial con fecha 30 de setiembre 2019, mismas que son bastante extensas y detalladas, las cuales, solo citaré las que por alguna razón fueron eludidas:

- Se observa en el video al imputado subido en una escalera manipulando la cámara con una pata de chancho, la cámara se movía al ritmo mientras grababa y de pronto se apagó.

- La anterior acción es tipificado como delito ya que ocasionó daños a la propiedad privada o no es así.

- La Jueza en cuestión, no logró reconocer el delito cometido que se observa en el video.

- La Jueza, no conoce un elemento de prueba cuando está embalado.

- La Jueza, intentó convencerme de conciliar adelantando su criterio al decir que no entendía por qué no aceptaba la conciliación, cuyo comentario no fue más que el anticipo y el presagio de la absolutoria del imputado.

- La Jueza no grabó la intervención de la Fiscal Zita Forbes, y no permitió que el imputado dejara en claro una pregunta que le hiciera la Fiscal, la Jueza respondió por él.

- La Jueza, no supo si se podía mandar a traer al testigo de la defensa en éste caso.

- La jueza, el primer día de juicio lo atrasó por más de dos horas estando TODAS LAS PARTES PRESENTES, sin ningún motivo, Y SOLO YO DECLARE ESE DIA, DESPUES DE CASI DOS HORAS DE ESPERA.

- La Jueza, justificó y defendió el actuar del imputado, haciendo una interpretación, irracional y absurda de lo que vio en el video, demostrando una total incompetencia.

- La Jueza, en todo el desarrollo del juicio mostró total simpatía y parcialidad a favor del imputado.

- La jueza, a quien conocí el día del juicio, en la lectura de la sentencia, se atrevió a criticarme y a juzgarme al decir: “se ve que es una persona Problemática, no se deja”, quién es ésta Jueza y de dónde me conoce, bajo qué criterio o fundamento se expresó de mí así.

- La Jueza, no supo y titubeó si procedía o no otorgarme protección contra los ataque del imputado durante la etapa de conciliación.

- La Jueza, dejó por fuera las amenazas infringidas por el imputado, y solo juzgo por daños ocasionados por los que me interrumpió en varias ocasiones, pero irónicamente, a la hora de dictar sentencia lo omitió.

De ésta manera hice una breve reseña de los motivos de mi DENUNCIA CONTRA LA JUEZA RAMIREZ SOLANO, quien por su cuestionable e irreprochable proceder, es sujeta de una severa sanción disciplinaria, ya que consta en el DVD aportado como prueba de lo que la estoy denunciando, y lo más grave de todo es que se ampara bajo la licencia otorgada de “JURISPRUDENCIA E INDEPENDENCIA”, ES DECIR, QUE BAJO ESE PRECEPTO, TIENE LA LIBERTAD DE PROCEDER ASI, PREGUNTO: ¿PARA ESO FUE CREADO Y OTORGADO DICHO PRIVILEGIO, PARA JUZGAR A PLACER, A SU VOLUNTAD, SUS REGLAS Y CRITERIOS, Y HASTA POR ENCIMA DE LA LEY, ASÍ SON LAS COSAS?,

POR LO QUE PREGUNTO: ¿ENTONCES, A DÓNDE ACUDO EN BUSCA DE JUSTICIA?, YA QUE LA SOBERANA Y HONORABLE JUEZA, RAMÍREZ SOLANO, AL PARECER, HA DEJADO MUY EN CLARO QUE NO ES DE TAL PROCEDER, PUES, EN SU JUICIO NUNCA SE TRATÓ DE HACER JUSTICIA CON EQUIDAD Y TRANSPARENCIA, NI SE TRATÓ DE LLEGAR A LA VERDAD REAL DE LOS HECHOS, Nl VALORAR LOS ELEMENTOS APORTADOS COMO PRUEBA, NI TAN SIQUIERA LE DIO IMPORTANCIA A LA DECLARACIÓN DEL IMPUTADO WAGNER RIVERA PORRAS, QUIEN DEJÓ MUY EN CLARO QUE: YO NO LO CONTRATÉ, QUE NO ME HIZO EL TRABAJO, QUE ENVIÓ A UN EMPLEADO SUYO PARA QUE SE PUSIERA DE ACUERDO CONMIGO PARA HACERME LA CAJA PROTECTORA DE MI CÁMARA DE SEGURIDAD Y COBRARME, QUE ÉL NO ESTUVO PRESENTE EN EL ACUERDO AL QUE LLEGAMOS EL JOVEN QUE ME HIZO EL TRABAJO, Y PESE A TODO ESO, FUE EL IMPUTO QUIEN LLEGÓ EN COMPAÑÍA DE DOS DE SUS EMPLEADOS, UNO DE ELLOS FUE EL QUE REALIZÓ EL MAL TRABAJO Y QUIEN QUEDÓ EN REGRESAR AL DÍA SIGUIENTE PARA HACERLO DE NUEVO, MÁS NO LLEGÓ, PERO SU PATRÓN FUE QUIEN LLEGÓ A COBRARME, BAJO LA AMENAZA DE QUE SI NO LE PAGABA ME DESTRUIRÍA EL TRABAJO REALIZADO POR SU EMPLEADO, POR LO QUE LLEGÓ CON ESCALERA Y PATA DE CHANCHO EN MANOS, SE SUBIÓ CON TODA LA INTENCIÓN DE ARRANCARME Y DAÑARME TODO LO QUE ÉL NO HABÍA PUESTO NI HECHO, LOGRANDO ASÍ SU COMETIDO EL TAL DELINCUENTE, TAL Y COMO SE DEJA VER EN EL VIDEO, EL MISMO QUE TODOS VIMOS EN EL JUICIO, PERO QUE LA INCOMPETENCIA, INEFICIENCIA Y FALTA DE SANO JUICIO DE LA JUZGADORA, NO LO QUISO VER ASÍ, VALORARLO, INTERPRETARLO NI JUZGARLO ASÍ BASADO EN SU TOTAL Y ABSOLUTA INDEPENDENCIA Y JURISDICCIÓN QUE LA COBIJA, DEJANDO MUCHO QUE DESEAR, CUESTIONAR Y REPROCHAR LA DESIDIA Y LA INCOMPETENCIA CON LA QUE PROCEDIÓ LA JUEZA, RAMÍREZ SOLANO.

ASÍ LAS COSAS, SOLICITO REPETUOSAMENTE, NO PASAR POR ALTO ÉSTAS SITUACIONES, YA QUE LA DENUNCIADA HIZO UN MUY MAL USO DE SUS POTESTADES, DEJANDO EN ENTRE DICHO LA HONORABILIDAD Y CREDIBILIDAD NO SOLO DE ELLA, SINO TAMBIÉN DE LOS DEMÁS JUECES A LA QUE REPRESENTA Y A TODO EL SISTEMA JUDICIAL, Y RESULTA MUY ATERRADOR IMAGINARSE A TANTAS PERSONAS VÍCTIMAS QUE TAMBIÉN PUDIERON HABER SIDO PERJUDICADOS POR ÉSTA JUEZ DENUNCIADA BAJO ESOS MISMOS PRECEPTOS CON QUE SE AMPARA, HACIENDO TODA CLASE DE INJUSTICIAS PROVABLEMENTE, AUNQUE SI BIEN ES CIERTO, QUEDA LA OPCIÓN DE APELACIÓN, YA EL DAÑO HECHO POR LA JUEZA EN CUESTIÓN, LA CUAL QUEDÓ EVIDENCIADO, POR LO QUE UNA JUEZA CON ESA CLASE DE CONDUCTA, DE ACTUAR DE MALA FE Y CON ABSOLUTO DOLO, JAMÁS, PUEDE SEGUIR SIENDO JUEZA DE LA REPÚBLICA, ESTO, POR EL BIEN COMÚN, LA JUSTICIA, LA PAZ SOCIAL, TRANSPARENCIA EN EL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES, LA DEMOCRACIA, EN FAVOR DE LA LEY ANTICORRUPCIÓN, Y POR ENDE, EL SANEAMIENTO DE LA EVIDENTE DETEREORADA IMAGEN DEL PODER JUDICIAL QUE REQUIERE URGENTEMENTE UN FUERTE TRATAMIENTO CON BISTURÍ, QUE ES LO QUE LA MAYORÍA DE LOS Y LAS COSTARRICENSES NECESITAMOS Y ESPERAMOS PARA VOLVER A CREER EN NUESTRO SISTEMA JUDICIAL. ES TODO.”
[bookmark: _Toc23839641]- 0 -

Seguidamente, se trascribe en lo conducente, el voto 3127-2019 de las catorce horas y treinta y dos minutos del veintitrés de octubre del año dos mil diecinueve, que dice:
“CONSIDERANDO

I.- Solicita la Inspectora Judicial Instructora, Irene Montoya Flores, se desestime la queja, en los términos que de seguido expone:

"SE SOLICITA DESESTIMACIÓN”
Expediente: 19-003200-0031-IJ.
Quejosa: Alice Pinnock Mc Kenzie.
Denunciado: Andrea Ramírez Solano
Síntesis de la denuncia:

-En fechas cinco y diez de setiembre del dos mil diecinueve, la usuaria Alice Pinnock Mc Kenzie, presenta escritos mediante los cuales interpone queja contra la servidora Andrea Ramírez Solano, quién se desempeña como Jueza del Tribunal de Pavas, y quién fue la jueza encargada de presidir las audiencias de los días dieciseis de agosto y tres de setiembre ambas del año en curso, dentro de la causa 18-009253-0042-PE, que resuta de interés para la señora Alice Pinnock.

-Manifiesta la quejosa que la jueza Andrea Ramírez Solano antes de juramentarla para dar su declaración, la abordó haciéndole una serie de advertencias y prevenciones, indicándole de que el caso era únicamente sobre daños, que no se refiriera a ninguna otra cosa que no sea por el delito de daño que es de lo que se trata el caso y que solo en ese sentido resolverá.

-Indica que ella decidió, no aceptar la conciliación y solicitó irse a juicio, y que a partir de ahí, la actitud y trato de la licenciada Ramírez hacia ella cambió por completo.

-Menciona que cuando llegó su turno de declarar, como fue tan amplia en su declaración, casi no le hicieron preguntas, cuando la defensora del sujeto le hizo una pregunta y la estaba contestando, la Jueza la interrumpió dando por terminada su participación.

-Indica que durante el interrogatorio del imputado, Wagner Rivera Porras, éste se dio el lujo y el placer de mentir descabelladamente y cuando fue interrogado por su Defensora, al terminar de contestar, éste quiso agregar algo más, y la Jueza se lo concedió, que fue lo contrario que hizo con ella.

-Alega la quejosa que al hacer lectura de la sentencia, la Jueza denunciada no escatimó en demostrar y defender la inocencia del imputado.

-Refiere que inexplicablemente, sin fundamentos legales, éticos, morales ni válidos y contra todo pronóstico viable, absolvió al imputado de toda culpa y condena.

Solicita que se investigue el actuar de la Jueza, Ramírez Solano.

Diligencias Realizadas:

-Mediante resolución de las trece horas veintitres minutos del dieciséis de setiembre del dos mil diecinueve se solicitó a la Jueza del Tribunal de Pavas, rendir informe respecto al contenido de la queja.

Informe rendido por la Jueza Andrea Ramírez Solano:

-En informe rendido por la licenciada Andrea Ramírez Solano en fecha veinte de setiembre del año en curso indica que: Como cuadro fáctico, se discutió en este proceso: Un delito de daños a la propiedad de la señora quejosa, porque se acusaba al señor Rivera Porras, haber arrancado una caja de perlin y metal que la señora quejosa le contrató construir al imputado, trabajo que se realizó y se acordó un precio de 20.000 colones. La señora quejosa además presentó acción civil resarcitoria por la suma de ocho millones de colones contra el señor Rivera Porras. Aclara la jueza Ramírez Solano que a grandes rasgos sin entrar a fundamentar su decisión, pues no procede en ésta vía, se determinó que la caja que fue contratada al señor acusado, al dia de la sentencia todavía estaba en la casa de habitación de la quejosa, ella la utilizaba y le daba el fin para el cual fue contratada, por que ella misma lo reconoció, así como la inspección ocular que realiza el organismo de investigación judicial que todavía la tiene, la usa y no ha sido reparada por nadie más.

Refiere la Jueza Ramírez Solano, que al ser un tema de criterio jurisdiccional y haber concluido su participación en dicho proceso, su persona no podría referirse al fondo del asunto, pues su criterio ya está fundamentado, externado y no podría justificar las razones por las cuales tomó la decisión de absolver a la parte acusada. Lo anterior por que dicha sentencia todavía no se encuentra firme.

FUNDAMENTACIÓN DE LA SOLICITUD:

Luego de haber analizado los extremos de la queja, considera este órgano instructor que en el presente caso no existe mérito para ordenar la apertura de un procedimiento disciplinario, toda vez que los hechos denunciados se encuentran directamente relacionado con cuestiones estrictamente jurisdiccionales que no son susceptibles de generar responsabilidad administrativa.

La queja interpuesta por la señora Alice Pinnock Mc Kenzie, consiste concretamente en la inconformidad de la misma, en cuanto a la forma en que se llevaron a cabo las audiencias de fecha dieciseis de agosto y tres de setiembre ambas del año en curso, dentro de la causa judicial número 19-003200-0031-IJ las cuales fueron presididas por la licenciada Andrea Ramírez Solano.

Asimismo manifestó la quejosa su inconformidad con el resultado de la sentencia del proceso judicial indicado, la cual fue dictada por la licenciada Ramírez Solano.

Ahora bien de las inconformidades manifestadas por la quejosa por la forma en que se desarrollaron las audiencias, por aspectos como que se le haya limitado su participación en la misma, y se le haya otorgado a imputado la oportunidad de apliar una de sus respuestas, por parte de la licenciada Ramírez Solano, son aspectos que consituyen actuaciones propias de la dirección y manejo de la audiencia, actuaciones para las cuales los juzgadores gozan de independencia respaldada constitucionalmente, por lo que no resultaría válido ordenar la apertura de una causa disciplinaria en cuanto a este aspecto en contra de la servidora Ramírez Solano.

En cuanto a la inconformidad alegada por la quejosa por el resultado de la sentencia dictada por la juzgadora Ramírez Solano, es otro aspecto que no es susceptible de ser analizado en esta sede administrativa, por lo que debió la señora Alice Pinnock Mc Kenzie, accionar los medios de impugnación correspoondiente contra la sentencia de marras, ante la autoridad judicial competente, para que sea valorada su inconformidad dentro del mismo proceso judicial, lo anterior en virtud de que los criterios vertidos por un Juez de la República en el ejercicio de su cargo, al analizar los elementos de prueba allegados por las partes al proceso, previo a emitir pronunciamiento de fondo, constituyen una actuación que no es susceptible de ser analizada en esta sede disciplinaria, toda vez que este tipo de actividad se encuentra protegida por el principio de independencia judicial, tutelado constitucionalmente.

En armonía con lo anterior, desde vieja data la Sala Constitucional ha sostenido que el comportamiento de un Juez o Jueza en una audiencia, corresponde a su labor jurisdiccional y por ende, se encuentra protegida por el principio de independencia judicial. Al respecto, el Alto Tribunal Constitucional ha señalado lo siguiente:

“… Se desprende del expediente administrativo, concretamente de la resolución que impuso la sanción de advertencia al recurrente, que la queja fue declarada con lugar "al acreditarse que el denunciado Manuel Rojas Salas, en una audiencia judicial, trató con irrespeto, de una manera descortés, al licenciado Eduardo Alfaro Ramos, que actuó en condición de Abogado Defensor..." (folio 69 del expediente disciplinario). De lo anterior se desprende que la sanción impuesta contra el amparado obedeció a la forma en que se comportó en la audiencia judicial, lo cual considera esta Sala forma parte de su labor jurisdiccional puesto que no puede entenderse que dentro de esa audiencia existen unos actos que pueden considerarse como jurisdiccionales y otros no. Lo anterior, no quiere decir que el Tribunal de la Inspección Judicial no tenga competencia para sancionar a los jueces, sin embargo, esta sanción no puede obedecer a la forma en que se comportan durante un debate o una audiencia judicial en general, los cuales evidentemente forman parte de su función jurisdiccional. Tal como se dijo en la sentencia 2001-06632 citada "No quiere afirmar esta Sala que no se deba o no se pueda hacer nada en la materia, si se produjeran situaciones repetitivas y/o reticentes de parte de un juez o jueza y si es que se hubieran hecho constar y advertido de modo reiterado, porque es también un deber de los Tribunales llamados "superiores" (en grado) el de educar a través de sus sentencias y este campo del estilo, del modo o de las formas de los jueces, perfectamente lo permite y lo demanda. En tales circunstancias, actuaciones que se estiman inapropiadas o de manejo evidentemente desviado y hasta absurdo, si pudiera decirse, de los debates por parte de un juez o una jueza, por supuesto que podrían llegar a ser consideradas, en su conjunto, previos procesos técnicamente diseñados de evaluación, o de formación, como pasibles del régimen disciplinario…" (El subrayado no corresponde al original) (Resolución número 2002-04251 de las doce horas con cincuenta y nueve minutos del tres de mayo del dos mil dos. Expediente número 01-006832-0007-CO).

Entonces, este órgano disciplinario se encuentra imposibilitado de ordenar la apertura de un procedimiento disciplinario por los hechos aquí denunciados, ya que estos se encuentran relacionados con el comportamiento de un Juez de la República en el ejercicio de sus funciones, conducta que se encuentra protegida por el principio de independencia judicial, tutelado constitucionalmente en el artículo 154 de la Constitución Política; supraconstitucionalmente en los artículos 8 de la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) y artículo 10 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos; y legalmente, en el artículo 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

En ese orden de ideas, es preciso hacerle ver muy respetuosamente al usuario que interpuso la presente queja, que sobre las funciones y competencia de la Inspección Judicial, ya la Sala Constitucional ha establecido los límites de funcionalidad del Tribunal de la Inspección Judicial, sobre lo conducente: "… de manera que, ni por disposición expresa de la ley, ni por interpretación de la normativa vigente, puede entenderse que se otorgan facultades extensivas al Tribunal de la Inspección Judicial como las señaladas por el accionante, sino únicamente las que la ley le confiere –y anteriormente se comentaron-, y mucho menos, que dicho Tribunal se pueda arrogar atribuciones que la ley no contempla, porque ello sería contrario a la naturaleza de la función que se le tiene encomendada, que es únicamente la aplicación del régimen disciplinario del Poder Judicial.

Esta norma no estaba en la Ley Orgánica del Poder Judicial derogada, sin embargo, en razón de la naturaleza de las funciones encomendadas al Tribunal de la Inspección Judicial, el principio si era efectivamente aplicado, por cuanto únicamente le corresponde el ámbito de lo disciplinario, no la valoración técnico-jurídica de la labor del juez en los casos concretos. Debe anotarse que la actividad fiscalizadora del

Tribunal no puede interferir sobre la función jurisdiccional, porque estas sanciones -las disciplinarias- no tienen el efecto de anular o alterar las resoluciones jurisdiccionales, o de influir directamente sobre el asunto en cuestión, y los fallos del Tribunal de la Inspección Judicial nunca producirán cosa juzgada respecto del caso subjudice, pues son dos cosas totalmente apartes: el contenido jurídico de la sentencia, y la actuación del juez como funcionario público…" (Lo subrayado ni letra cursiva pertenecen al original) (Voto 1265-95 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, de las 15:36 horas del 7 de marzo de 1995).

En cuanto a la petición que formula la señora Alice Pinnock Mc Kenzie para que se investigue al imputado Wagner Rivera Porras, en una petición que debe gestionar la señora Pinnock en la vía judicial correspondiente, ya que este órgano disciplinario carece de competencia para atender tal pretensión.

De acuerdo a lo antes expuesto, en este caso no resulta procedente ordenar la apertura de un procedimiento administrativo disciplinario, toda vez que no se configuran los elementos de la falta disciplinaria y la queja se refiere a una cuestión de índole estrictamente jurisdiccional.

PETITORIA:

Por las razones antes expuestas, se determina que en el presente caso no existe mérito para ordenar la apertura de un procedimiento administrativo, pues se refiere a una cuestión estrictamente jurisdiccional que no es susceptible de aplicación del régimen disciplinario, por lo que se solicita la desestimación de la queja de conformidad con lo establecido por los artículos 207 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Licda. Irene Montoya Flores, Inspectora Judicial Instructora.

II. Pues bien, analizada la información rendida por la Inspectora Instructora, se estima que la solicitud de desestimación resulta procedente. Se tiene que la parte quejosa se muestra inconforme con el desarrollo de la audiencia de un proceso judicial de su interés así como con la sentencia dictada por una Juez de la República, y aduce que existió trato desigual, en favor del imputado del proceso, en la audiencia realizada así como en la sentencia dictada. No obstante, es menester indicar, que los criterios vertidos motivo de inconformidad, deben discutirse dentro del mismo proceso judicial y solamente pueden ser revisados por el Superior, cuando medien los recursos de ley. Lo anterior, en aplicación del artículo 199 párrafo primero de la Ley Orgánica del Poder Judicial y Jurisprudencia de la Sala Constitucional Voto número 1265-95 de las 15 horas 36 minutos del 7 de marzo de 1995, que limita la competencia de este Tribunal únicamente al ámbito disciplinario. En cuanto a la petición que formula la señora Alice Pinnock Mc Kenzie para que se investigue al imputado Wagner Rivera Porras, deberá dilucidar dicha pretensión en la vía judicial correspondiente. 

Consecuencia de lo expuesto y al tenor de lo regulado en el numeral 207 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, lo procedente es desestimar la presente queja y ordenar el archivo del expediente como en efecto se hace.

POR TANTO

Se desestima la queja y se ordena el archivo del expediente.-
COMUNÍQUESE.-


…”
[bookmark: _Toc23839642]- 0 -
Se acordó: Comunicar a la señora Alice Pinnock Mc Kenzie, que éste Órgano no resulta competente para resolver la gestión anteriormente presentada, en razón por ser un tema jurisdiccional.
ARTÍCULO LIII
DOCUMENTO N° 845-10, 14172-19
[bookmark: _Toc23839646]En sesión N° 63-17 celebrada el 4 de julio del 2017, artículo LXXXII, se tuvo por rendido el informe N° 1064-PLA-2017 de la Dirección de Planificación, sobre los roles de la disponibilidad jurisdiccional a nivel nacional de las materias: Penal, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Contencioso Administrativo. 
También se aprobaron los roles descritos en el punto 5.14 (5.13. Los Juzgados Penales; así como, los Contravencionales, también atenderán órdenes de apremio en materia de Pensiones Alimentarias, cuando así se amerite.) del citado informe para el servicio que se brindaría bajo esa modalidad, ya que considera la especialización de las materias Penal, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Contencioso Administrativo, la creación de nuevos despachos y separaciones, que modificarían los roles anteriores.
También, la Escuela Judicial debería velar por impartir un refrescamiento continuo a los jueces y juezas involucrados en los roles descritos, para una efectiva aplicación de la atención que se llevaría a cabo en esos períodos y de las medidas cautelares involucradas. 
Los licenciados Arnoldo Samudio Samudio, Carlos Álvarez Arrieta, por su orden Juez Coordinador y Juez Penal de Sarapiquí, mediante correo electrónico del 31 de octubre de 2019, comunicaron lo siguiente:
“Los suscritos Arnoldo Samudio Samudio, juez coordinador del Juzgado Penal de Sarapiquí, y Carlos Álvarez Arrieta, cojuez del citado despacho, ante ustedes, con el mayor de los respetos, sometemos a consideración lo siguiente.

El motivo del presente correo es solicitar se sirvan valorar la posibilidad de quitarle a este despacho la obligación de atender por disponibilidad asuntos de pensión alimentaria y trasladar esa función al Juzgado de Familia de Sarapiquí. Petición que fundamentamos en los siguientes aspectos.

Economía de recursos. Como jueces del juzgado Penal de Sarapiquí tenemos a cargo cubrir en horario inhábil de disponibilidad, además de los asuntos propios del área penal, también lo relacionado con la recepción de dineros a las personas aprehendidas por adeudar pensión alimentaria. Como ustedes saben, en esa función de horario de disponibilidad, cada vez que un aprehendido por deuda de pensión alimentaria consigue o tiene el dinero para cancelar lo adeudado, la fuerza pública nos localiza al teléfono de disponibilidad y nosotros debemos desplazarnos a la oficina, allí nos llevan al aprehendido, le recibimos el dinero, confeccionamos la respectiva acta y ordenamos la libertad de la persona, luego, en horario hábil enviamos el dinero y documentos al juzgado correspondiente. En cuanto a ese tiempo laborado cubriendo la disponibilidad, como como también ustedes conocen, se nos paga mediante horas extras. Ahora bien, resulta que en la competencia territorial de Sarapiquí también hay un Juzgado de Familia, cuya oficina está contigua a la nuestra, despacho que también cubre disponibilidad en horario inhábil al igual que nosotros, pero en las materias de Violencia Doméstica y Penal Juvenil, lo que ha generado que en no pocas ocasiones hemos tenido los suscritos jueces penales que atender por disponibilidad asuntos de pensión alimentaria cuando el juez o la jueza de familia disponible también están en el despacho contiguo atendiendo asuntos propios de su disponibilidad, situación que, a todas luces, representa el pago innecesario de horas extras a nosotros, pues estamos dos jueces disponibles trabajando horas extras cuando esos dinero de pensión alimentaria pueden ser recibidos por parte del juez o jueza disponible en el juzgado de Familia que de todos modos está en el despacho, con la correspondiente disminución el el pago de horas extras. Al respecto, no ignoramos que podría hacerse un calculo matemático y decirse que el gasto en horas extras es el mismo con independencia de cual juzgado atienda pensiones alimentarias, bajo el supuesto de que el juez de familia también debe tomar tiempo para realizar la diligencia propia de la recepción de dinero, sin embargo, debe tomarse en cuenta que la disponibilidad es en horario inhábil no es un impedimento para que, en la media de lo posible y con las limitantes reglamentadas, los jueces tengamos otras actividades propias de nuestra vida privada y familiar, es por ello que, inclusive, el reglamento de disponibilidad permite estar hasta treinta kilómetro de distancia de la sede laboral, eso es importante analizarlo pues más allá del mismo tiempo que invertiría el jueza o la jueza de familia en la diligencia concreta, se genera un mayor gasto en el pago de horas extras hacia nosotros pues el citado reglamento autoriza la cancelación de horas extras desde el momento en que salimos a atender el asunto de pensión alimentaria, con lo que el gasto sigue siendo mayor que si fuera el juez o jueza de familia quienes atiendan el asunto alimentario, con mucho más razón si ya están en el despacho atendiendo asuntos de disponibilidad como ha sucedido. En consecuencia, desde nuestra visión, consideramos que cubrir por aparte de los jueces penales la disponibilidad en asuntos de pensión alimentaria existiendo también jueces o juezas de familia disponibles en la misma competencia territorial, representa un mayor gasto de dinero para el Poder judicial. 

Mejor servicio a la persona usuaria. En virtud de que en nuestra función de jueces penales atendemos audiencias de medidas cautelares, levantamientos de cadáver, solicitudes de allanamiento, ejecución de allanamientos y otras diligencias que no son desconocidas para ustedes, ha sucedido que no hemos podido atender de manera inmediata y oportuna la recepción de dinero y ordenar la consecuente libertad de personas aprehendidas en debido a que nos hemos encontrado realizando diligencias de las mencionadas, aspecto que consideramos perjudicial para el mejor servicio al usuario, en este caso las personas aprehendidas que deben esperar a que nos desocupemos de aquellas diligencias. 

Competencia por la Materia: como podrá ustedes notar, la materia de pensiones alimentarias es en realidad un derivado de la materia de Familia, más afín que con penal que es lo que nosotros conocemos, esto significa que la especialidad de la materia también deja ver que serían los jueces de familia más idóneos y con mayor competencia que los jueces penales para atender las eventualidades que en pensión alimentaria puedan presentarse, situación que también redunda en un mejor servicio al usuario. Al respecto, sobre las situaciones que a veces se presentan, es importante destacar que, no en pocas ocasiones, la actora se presenta al puesto policial y pide hasta halar con el juez y expone que quiere llegar a un arreglo con el imputado indicando que es su deseo que lo dejen en libertad pues le entregará una parte del dinero adeudado, que ella ocupa ese dinero aunque sea de manera parcial y que no objeta que el imputado le pague el resto e notro momento, situación que consideramos puede ser resuelta o afrontada de mejor forma por los competentes en materia de familia dada la especialidad de la materia.”

[bookmark: _Toc23839645]- 0 -
Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar el presente acuerdo a estudio e informe por parte de la Dirección de Planificación, para que dentro del plazo de un mes, valore en razón de la materia cual de los despachos de esa jurisdicción debe de atender la disponibilidad en la materia de Pensiones Alimentarias.
ARTÍCULO LIV
DOCUMENTO Nº 14185-19, 14619-19
[bookmark: _Toc23839654]El licenciado Erick Monge Sandí, Director interino del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y el licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo, mediante oficio N° 1197-CACMFJ-AGA-2019 del 30 de octubre del 2019, comunicó:

“El licenciado Armando Fuentes Quesada cédula 02-0266-0179, en correo electrónico del 13 de febrero de 2019, informa:
[bookmark: _Toc23839648]
“De: Armando Fuentes <fuentesquesadaarmando@gmail.com>
[bookmark: _Toc23839649]
Enviado el: miércoles, 13 de febrero de 2019 03:06 p.m.
[bookmark: _Toc23839650]Para: Despacho de la Presidencia de la Corte <despacho_pre@Poder-Judicial.go.cr>
[bookmark: _Toc23839651]
Asunto: Re: Reunión 20 de diciembre de 2018 Director del Despacho de la Presidencia

Buenas tardes señorita Yuliana.-

Con respecto a la última nota del 14 de enero del año en curso que se me envió, me presenté al Consejo de la Judicatura el viernes 8 de febrero y luego de varias diligencias en la misma oficina, me indicaron de que yo estaba incorporado en el ESCALAFÓN, que más bien nunca había salido, pero debido a una aplicación que lo bloquea no aparecía, a pesar según me indicó el funcionario que me atendió que yo cumplía con todos los requisitos. El joven es de nombre Andres quien es accesible en la extensión 013781, quien luego me envió a otra oficina de la presidencia, donde el señor Mariano, quien me atendió muy amablemente y éste se comunicó con una funcionaria de otro despacho indicándole que todo lo mío estaba en regla y que inclusive si el lunes 11 de este mes se me quisiera nombrar, no habría ningún problema pues todo estaba en regla y estaba debidamente incorporado en el escalafón.

Con el debido respeto, informo las diligencias que se me solicitaron hacer para lo concerniente en mi interés en trabajar.

De ustedes con toda consideración y respeto,

Armando Fuentes Quesada”

Con relación a lo indicado y según la consulta realizada en el escalafón de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, don Armando registra la siguiente condición de elegibilidad:

	Condición 
	Edad
	Clase
	Materia
	Nota
	Observaciones SACJ

	Activo
	70
	JUEZ 4
	Penal
	80,85
	REINCORPORADO



En atención a la solicitud planteada y de conformidad con el artículo 69 de la Ley de Carrera Judicial, don Armando a partir del 25 de febrero de 2019, asumió nombramientos interinos:

	Clase
	Tribunal
	Inicio
	Fin

	JUEZ 4
	TRIBUNAL DEL II CIR.JUD. DE ALAJUELA
	25/2/2019
	3/3/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA SUR
	4/3/2019
	10/3/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL I CIRC. JUD. GUANACASTE
	11/3/2019
	17/3/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL I CIRC. JUD. GUANACASTE
	18/3/2019
	24/3/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL I CIRC. JUD. ZONA SUR
	26/3/2019
	29/3/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL I CIRC. JUD. ZONA SUR
	1/4/2019
	7/4/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL I CIRC. JUD. ZONA SUR
	8/4/2019
	8/4/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL DE II CIRCUITO JUDICIAL DE LA ZONA ATLANTICA
	10/4/2019
	10/4/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL DEL II CIR.JUD. DE ALAJUELA
	12/4/2019
	12/4/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL DEL II CIR.JUD. DE ALAJUELA
	15/4/2019
	17/4/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL DEL II CIR.JUD. DE ALAJUELA
	22/4/2019
	30/4/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL I CIRC. JUD. ZONA SUR
	2/5/2019
	3/5/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL I CIRC. JUD. ZONA SUR
	6/5/2019
	12/5/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL I CIRC. JUD. ZONA SUR
	13/5/2019
	14/5/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL DEL I CIRC. JUD. DE LA ZONA ATLANTICA
	17/5/2019
	17/5/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL DEL I CIRC. JUD. DE LA ZONA ATLANTICA
	20/5/2019
	24/5/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL DEL I CIRC. JUD. DE LA ZONA ATLANTICA
	25/5/2019
	26/5/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL DEL I CIRC. JUD. DE LA ZONA ATLANTICA
	27/5/2019
	2/6/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL II CIRC. JUD. ZONA SUR, SEDE GOLFITO
	3/6/2019
	31/8/2019

	JUEZ 4
	TRIBUNAL II CIRC. JUD. ZONA SUR, SEDE GOLFITO
	1/9/2019
	30/11/2019



A partir del 3 de junio de 2019, aceptó el nombramiento como Juez 4, en el Tribunal Penal del II Circuito Judicial de la Zona Sur, Sede Golfito y se mantiene designado hasta el 30 de noviembre de 2019, en sustitución del licenciado Randy Morera González por permiso otorgado por el Consejo Superior según el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

En razón del nombramiento actual, adjunto trasladamos correo electrónico de fecha 22 de octubre de 2019 enviado por el licenciado Enrique Calvo Moya, Juez Coordinador del Tribunal Penal de Golfito que contiene la minuta de Consejo de Jueces con relación al “Caso Juez don Armando Fuentes Quesada” y correo electrónico del licenciado Randy Morera González, remitido el 25 de octubre de 2019 que refiere: “se remite el presente documento a su persona, con el fin de que sea agregado al informe que días atrás remitimos en razón de la situación que afronta este Tribunal de Juicio a causa de la deficiente gestión del compañero Fuentes Quesada.”

Se rinde el presente informe para conocimiento y consideraciones del Consejo Superior…”

- 0 -
Los licenciados Randy Morera González, Juan Acosta Arquín y el servidor Enrique Calvo Moya, por su orden Jueces y Coordinador del Tribunal de Juicio de Golfito, mediante correo electrónico del 6 de noviembre de 2019, comunicaron:
“en relación al caso con numeración 14185, que será conocido el día de mañana 07 de noviembre del presente año, por el Consejo Superior, donde el tribunal de Juicio de Golfito, explica el riesgo latente, que existe, tanto para los usuarios como para quienes integramos el tribunal colegiado, debemos hacer su conocimiento, que el compañero Armando Fuentes Quesada, fue eximido del roll que se sigue para efectos de presidir los debates, por su problema de salud y su imposibilidad para expresarse de manera normal; así mismo consideramos que producto de los errores tan graves que comete en la redacción de sentencias, donde incluso frente a la deliberación, varía el análisis intelectivo, el valor que se le otorga a la prueba y aunque parezca insólito hasta  las penas acordadas, debemos de relevarlo lo antes posible y necesariamente del roll para la redacción de sentencias, siendo que actualmente nos esta correspondiendo al Juez Acosta y a mi persona, corregir todas las sentencias incluyendo hasta los nombres de quienes participaron en los debates (esto no es un hecho aislado, es cuestión de cada sentencia que redacta el Juez Fuentes Quesada). Por las razones supra mencionadas y aunado a lo indicado en los informes que hemos remitido a presidencia de la corte nos vemos en la obligación con todo respeto solicitar a este Consejo, tomar una medida que podría ser de carácter provisional, mientras se resuelve de manera definitiva,  en caso de que sea considerado procedente llevar una investigación del caso, se propone por los suscritos, el traslado del compañero Fuentes a otra función de menos responsabilidad y no en un programa de descongestionamiento como en el que nos encontramos. Es de nuestro conocimiento que el asunto de don Armando Fuentes ha provocado problemas en diferentes Tribunales, como Guápiles y San Carlos, por lo que la investigación y o valoración podría llevar su tiempo, de tal forma que para garantizar el bienestar tanto del compañero Fuentes como de los suscritos, porque debemos dejar claro quienes trabajamos con él, que no se trata de un tema de voluntad, sino de capacidad. Así las cosas con el mayor de los respetos solicitamos una solución provisional, que nos garantice realizar la función pública asignada sin un riesgo tan elevado que pueda conllevar sanciones y hasta procesos en nuestro perjuicio.”

- 0 -
Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Conceder audiencia al licenciado Armando Fuentes Quesada, Juez del Tribunal de Juicio de Golfito, para que dentro del plazo de 3 días hábiles se refiera al respecto e informe lo estime pertinente a este Consejo Superior. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LV
DOCUMENTO N° 13300-19, 14003-19
[bookmark: _Toc23839658]Mediante circular N° 78-2018 del 10 de julio de 2018, se hizo de conocimiento de todas las servidoras y servidores judiciales, que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 57-18, celebrada el 26 de junio de 2018, artículo VIII, acordó reiterarles la circular No. 104-2015, sobre “Inhabilitación para realizar actividades remuneradas o no, intelectuales, físicas o recreativas durante un período de incapacidad.”
En sesión N° 92-19 celebrada el 22 de octubre del 2019, artículo XCVI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La servidora, Técnica Judicial en propiedad del, en correo electrónico del 10 de octubre de 2019, solicitó lo siguiente:

Soy Yerlyn Salazar Vega, técnica judicial en propiedad del Juzgado de Niñez y Adolescencia.

Quisiera me ayudarán con una consulta, el día de hoy fui incapacitada por primera vez (…), por 14 días, hasta el 28/10/2019, el Doctor me autorizó a realizar actividades académicas y lúdicas, ya que actualmente me encuentro cursando la Especialidad en Derecho Notarial y Registral, en la Universidad Fidelitas, Sede Heredia, y me indican unas compañeras que en estos casos no basta la autorización del médico, sino que además necesito el permiso de ustedes.

Por lo anterior es que les solicito de la manera más atenta me indiquen si es así, y si lo es por favor me autoricen asistir a clases, ya que he hecho un gran esfuerzo económico, inclusive saque un préstamo para poder estudiar y si falto creo que dos o tres veces pierdo el curso, por lo anterior es que les pido que me ayuden con esté trámite.

Cabe agregar que como el expediente de la CCSS es digital, solicite al departamento de archivo del hospital una certificación de la cita de hoy en donde se consigna esa autorización, pero me las dan en cinco u ocho días y yo tengo clases los Martes y Jueves, ósea el día de hoy y este Jueves y así hasta que termine el curso, y tenemos trabajos en clase que tienen un porcentaje de 20%.

(…)
- 0 -

Previamente a resolver lo que corresponda; se dispuso: Solicitar a la servidora Yerlyn Salazar Vega, Técnica Judicial del Juzgado de Niñez y Adolescencia, presente una constancia de su médico tratante en donde señale que no existe ningún inconveniente y que no se verá afectada su estado de salud para asistir a lecciones estando incapacitada. Se declara este acuerdo firme.”

[bookmark: _Toc23839656]- 0 -
La servidora Yerlyn Salazar Vega, Técnica Judicial del Juzgado de Niñez y Adolescencia, mediante correo electrónico del 29 de octubre de 2019, gestionó:
“Conforme lo solicitado le adjunto copia dada por el Departamento de Archivo del Hospital San Vicente de Paul de la última cita en Psiquiatría, en donde el médico Especialista, me incapacita, ¡pero a su vez recomienda continuar con actividades académicas y lúdicas! 

Cabe agregar que además llame a la Secretaría de la Corte en donde me indicaron, que no había problema en asistir a clases y hacer actividades lúdicas, ya que había un médico que lo estaba autorizando y se respetaba el criterio médico, por lo que podía hacer este tipo de actividades, que inclusive hay una circular al respecto.

En este momento lo que tengo es esa copia, no tengo constancia o certificación como tal, así que agradezco me indique si la tengo que solicitar para estos efectos, ya que hoy termino la incapacidad, mañana tengo que presentarme a laborar y si se requiere el documento tengo que pedir permiso en la oficina para ir al hospital hacer la solicitud de la constancia solicitada.

¡Agradezco me indique como procedo!

Le adjunto archivo con el documento arriba indicado


…”
[bookmark: _Toc23839657]- 0 -
De conformidad con lo solicitado en sesión N° 92-19 celebrada el 22 de octubre del 2019, artículo XCVI y el documento emitido por el centro de salud Hospital San Vicente de Paul y la recomendación formulada por el médico especialista Luis Diego Rojas Valverde, funcionario 10764, Se acordó: Autorizar a la servidora Yerlyn Salazar Vega, Técnica Judicial del Juzgado de Niñez y Adolescencia, para que realice actividades académicas y lúdicas estando en condición de incapacidad laboral.
El Tribunal de la Inspección Judicial y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LVI
DOCUMENTO N° 8900-19, 13980-19
[bookmark: _Toc23839660]En sesión N° 67-19 celebrada el 30 de julio de 2019, artículo LXIV, se tomó el acuerdo, cuya parte dispositiva literalmente dice:
“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 1113-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el “Plan de descongestionamiento en los Juzgados Especializados de Familia en expedientes pendientes del dictado de sentencia”. 2.) Tomar nota de los resultados obtenidos en el estudio, tales como el la necesidad identificada de implementar un plan de trabajo para el descongestionamiento de los expedientes en espera de dictado de sentencia, específicamente en los despachos del Juzgado Segundo de Familia de San José, Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de San José y Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de Alajuela, toda vez que se tiene un total de 605 asuntos pendientes y el expediente de mayor antigüedad con un plazo de espera de 505 días. 3.) Aprobar la incorporación de plazas de Jueza o Juez 3 para el Plan de Descongestionamiento propuesto por la Dirección de Planificación en coordinación con el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional por lo que resta del año 2019. 4.) Aprobar el plan de descongestionamiento de los asuntos pendientes para el dictado de sentencia planteado por parte de la Dirección de Planificación, en donde se establece el cumplimiento de la misma cuota de trabajo para las Juezas o Jueces del Juzgado de Cartago según acuerdo del Consejo Superior para las Juezas y Jueces de la estructura organizacional ordinaria, más la colaboración de una Jueza o Juez para el dictado de sentencia de 30 asuntos mensuales de los asuntos de vieja data sin distinción de complejidad alguna. 5.) Aprobar las cuotas establecidas para las personas juzgadoras dentro del plan de trabajo. 6.) Aprobar que las cuotas establecidas en el Juzgado de Cartago en el acuerdo del Consejo Superior de la sesión 80-16 celebrada el 24 de agosto del 2016, artículo XXXIV, sean de cumplimiento obligatorio en el resto de los juzgados Especializados en materia de Familia. 7.) Aprobar las recomendaciones dirigidas al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a los despachos especializados en materia de Familia y a la Dirección Ejecutiva, las cuales deberán cumplirse tal y como se detalla en el estudio. Se declara acuerdo firme.”

- 0 -
El licenciado José Chaves Mora, Juez Coordinador del Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, mediante correo electrónico del 28 de octubre de 2019, comunicó lo siguiente:
“Por medio del presente expongo encarecida solicitud de que se otorguen recursos extraordinarios al Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, esto de acuerdo a una serie de factores condicionantes externos e internos que han incidido en la respuesta de la oficina, mismos que se indicarán a continuación, al lado de datos recientes que clarifiquen las circunstancias y evolución laboral. 

[bookmark: __DdeLink__663_1340330050]En primer orden y aprovechando la labor recientemente realizada por el Departamento de Planificación, en informe N° 1113-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el “Plan de descongestionamiento en los Juzgados Especializados de Familia en expedientes pendientes del dictado de sentencia”, donde fijando la estructura de todos los despachos del país,  se sitúo al Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica como la tercer oficina con mayor ingreso de asuntos en el período del 2016 al 2018,  (Cuadro que se adiciona), resaltándose que como medida ante esos resultados el distinguido Consejo, dispuso dotar de recursos extraordinarios a las dos primeras oficinas, precisamente buscando mejorar la respuesta de estas, más en el caso del Juzgado ubicado en Guápiles, también es una necesidad latente el recibir este tipo de apoyo, máxime que se han sumado para el  2019  como se desarrollará una serie de particularidades que han provocado que a pesar del gran esfuerzo que se realiza, las cargas laborales superen la respuesta diaria del grupo de trabajo, sobre ello se expone que al día de esta gestión con el grupo constituido por dos jueces/as titulares, un coordinador judicial, y cuatro técnicos/as judiciales, de los cuales tres se ocupan del trámite y una compañera de la atención al público, se han generado resultados positivos, pero que no alcanzan para equipararse al número de asuntos que ingresan, en ese sentido en el cuadro siguiente se pueden ver los resultados obtenidos y presentados el distinguido Consejo Superior, en relación al promedio mensual por Juez en los años 2016 a 2018 
: 
Cuadro 1. 
Carga de trabajo por plaza de Juez o Jueza en relación con el promedio mensual de casos entrados, período del 2016 al 2018 

	Juzgado 
	Promedio de entrados por año durante el 2016-2018 
	Promedio de asuntos entrados por mes 
	Cantidad de personas juzgadoras 
	Promedios entrados por mes por Juez o Jueza durante el 2016-2018

	Juzgado de Familia de Cartago
	3239
	288
	2
	144

	Juzgado de Familia del I Circ.Jud. de Alajuela
	2339
	208
	3
	69

	Juzgado de Familia II Circ. Jud. De la Zona Atlántica
	1386
	123
	2
	62

	Juzgado de Familia de Heredia
	2682
	238
	4
	60

	Juzgado de Familia II Circ.Jud. de San José
	2677
	238
	4
	59

	Juzgado de Familia III Circ. Jud. de San José (Desamparados)
	1989
	177
	3
	59

	Juzgado de Familia de Puntarenas
	1321
	117
	2
	59

	Juzgado de Familia del II Circ. Jud. de Alajuela
	1154
	103
	2
	51

	Juzgado de Familia, de Niñez y Adolescencia
	934
	83
	2
	42

	Juzgado de Familia del I Circ. Jud. Zona Sur (Pérez Zeledón)
	921
	82
	2
	41

	Juzgado Primero de Familia de San José
	1365
	121
	3
	40

	Juzgado Segundo de Familia de San José
	1289
	115
	3
	38

	Juzgado de Familia del I Circuito Judicial de la Zona Atlántica
	830
	74
	2
	37

	Promedio de la media nacional 
	1702
	151
	3
	59



Ahora bien también para el año 2019 se mantiene ese tercer lugar a nivel nacional  según los datos del Departamento de Planificación, con un promedio de 606 asuntos,  también se extraer el informe una labor acorde en lo referente con los expedientes terminados, por cuanto  el Juzgado mantiene el cuarto lugar a nivel nacional en asuntos resueltos por Juzgador en el periodo de 2016 a 2018, y el tercer lugar  en señalamientos según los datos de la agenda cronos, por lo que queda manifiesto con esos datos concretados desde una óptica externa al Despacho, tanto el ingreso elevado de asuntos como la adecuada respuesta del Juzgado, resultando que el crecimiento del circulante se debe exclusivamente a que las posibilidades reales del personal humano se ven superadas por la carga laboral. Para complementar lo anterior se hace ver que al día de hoy 29 de octubre del 2019, el despacho contabiliza 1068 sentencias dictadas, y se han finalizado 1223 asuntos,  pero el ingreso en este año ha sufrido un importante aumento, dado que en se contabilizan 1572 asuntos ingresados al mes de octubre del presente año,  suma que por si sola supera los ingresos de los años pasados en su totalidad, es decir,  en este año la estadística mantiene un curva ascendente en temas de ingreso de asuntos capaz de provocar un desequilibrio y evidentes riesgos para el funcionamiento del Juzgado e imagen del Poder Judicial, lo cuál tiene una explicación en diversos factores externos, que se detallan a continuación: Como circunstancia que potencia al aumento de casos nuevos ingresados además de la propia naturaleza de expansión social y crecimiento de los cantones que integran la competencia territorial del Despacho, principalmente Pococí, se presenta  a apertura de nuevas oficinas que  han generado un crecimiento en la presentación de demandas, sobre ello se apunta que ya hay una Oficina Local del Patronato Nacional de la Infancia en el distrito de Cariari, que resulta autónoma de la que se ubican en Guápiles y Siquirres, esto por la gran población que se ubica en esa zona, de la misma manera a la previa existencia de una oficina de defensoría social del Colegio de Abogados en el cantón de Pococí,  se han sumado dos oficinas más de esa naturaleza, una en el cantón de Guácimo y otra en el cantón de Siquirres, y es que en ese sentido sin duda el acceso que implica para algunas personas el contar con patrocinio letrado de forma gratuita es un factor positivo, pero a su vez repercute en un aumento en lo que era el flujo de ingreso normal  de casos, máxime que se ha ampliado el apoyo por parte del Colegio de Abogados, a la gran mayoría de asuntos que se tramitan en esta sede judicial y no solo a procesos especiales de filiación como se daba en algún momento, dado que ahora se presentan asuntos de interrelación familiar, guarda, crianza y  divorcios contenciosos. De la misma manera y aunque con menos incidencia también con la apertura efectiva del PISAV en Siquirres, las compañeras destacadas como defensoras públicas para esa oficina(Siquirres), en la actualidad también han presentado gestiones  como reconocimientos de hijo de mujer casada y divorcios por separación de hecho,   constituyéndose  estas circunstancias externas en notables factores de incidencia para el aumento de asuntos sometidos a conocimientos del Juzgado, aspecto que queda apoyado en la estadística de este año.   Por otro lado se suman una serie de factores internos dentro de la estructura del Despacho, dentro de la cuál cabe apuntar que hace algunos años existía un atraso importante que ameritó una serie de acciones que fueron de conocimiento de los distinguidos miembros que integraban el Consejo Superior, mediando apoyo del Centro de Apoyo de la Función Jurisdiccional,  sin embargo la situación del despacho había ido en mejoría, al grado de que  para el año 2018, a pesar del significativo ingreso de asuntos que supera a muchas zonas del país, se había alcanzado una disminución en el circulante en mese previos a la huelga, que aunque leve si reflejó un avance importante con las labores del personal ordinario, y una variante en la percepción que anteriormente se tenía del Juzgado, pero que se vio truncada por la citada huelga de empleados judiciales, de la misma manera en la estructura de la oficina por aspectos disciplinarios se dieron grandes variantes en menos de un año, con la salida de la coordinadora judicial titular(Lesbia Duarte Grillo), una técnica judicial en condición de propietaria(Mariela Fallas Jiménez) y otra compañera técnica que no pertenecía al despacho, pero que por medidas cautelares en procesos disciplinarios se mantuvo brindando apoyo por periodos extensos dentro del Juzgado (Edith Zúñiga Araya),  y aunque es claro que  fueron merecedoras de las sanciones respectivas que las separaron de la institución, cabe apuntar que eran personas que mantenían experiencia considerable en los roles que desempeñaban, por lo que  como factor positivo se ha recobrado de forma considerable la imagen del Juzgado en torno a la ética laboral y extra labores de los servidores, pero se ha tenido que pasar por un proceso de  capacitación y adaptación del personal nuevo, ejemplo adicional de ello es que también después de más de tres años de ser el coordinador del Juzgado Penal Juvenil del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica el compañero Oscar Escalante Méndez, tuvo que retornar a la plaza de técnico judicial en materia de familia de la que es propietario, lo que implicó también que debiera readaptarse a ese rol. En lo que respecta a los juzgadores, se ha mantenido la compañera María Marta Corrales Cordero desde hace aproximadamente cinco años y este servidor con el lamentable fallecimiento del Licenciado Juan Damián Brilla Ramírez, es el que desde hace un poco más de dos años ha ocupado la otra plaza, siendo que se realiza el anterior resumen de acontecimientos para evidenciar que ha mediado una significativa inestabilidad en el personal auxiliar del Juzgado. Dos factores adicionales que nuevamente han limitado el mejoramiento del funcionamiento han sido el hecho de que en el año se han arrastrado las consecuencias del movimiento de huelga que en relación al personal auxiliar se extendió desde mediados de setiembre hasta mediados de diciembre,  circunstancia que alteró totalmente el rol de trámite, y recientemente se tuvo que dar la adaptación al modelo de Escritorio Virtual, herramienta que mantiene sus utilidades pero que en lo que fue su implantación y capacitación requirió de tiempo y necesaria adaptación.  

Se recalca que a pesar de lo anterior se ha tratado de potenciar los recursos y mejorar la estructura, y en cuanto a ello  se señala que posterior al movimiento de huelga que en lo que fue esta zona se extendió por prácticamente tres meses,  se adoptaron por parte de la jefatura del despacho planes remediales desde el inicio del año 2019, como lo fue la fijación de cuotas al personal técnico y acciones conjuntas de apoyo para minimizar el rezago, pero a pesar de ello la carga laboral supera al recurso humano a pesar de mantener esfuerzos importantes. Sobre esto se puede ver que el número de sentencias dictadas es bastante aceptable  desde la humilde óptica de este servidor (1068),  número que en su gran mayoría han sido dictadas por los jueces titulares, dado que el apoyo ha sido esporádico y con grupos pequeños de expedientes por parte de los Jueces Supernumerarios destacados en este circuito, y en este número no se incluyen los acuerdos alcanzados en el Centro de Conciliación evidentemente, en igual sentido se mantiene una resolución diaria aceptable de los técnicos y se celebran reuniones mensuales para revisar los avances, pero la carga laboral supera las posibilidades reales de dar un respuesta acorde,  cada técnico en trámite mantiene según el circulante actual un número de  397 asuntos,  a su cargo para tramitación y por ende cada juez  un número de  596 expedientes, si a esto se le suma que han ingresado 227 expedientes en segunda instancia, se alcanzan sumas de ingreso que se denotan como superiores a la posibilidad de respuesta real, aún con la media de resolución y esfuerzos que se vienen realizando, saltando como consecuencias ineludibles el atraso en la resolución final, y el hecho de que la agenda del Despacho no puede dar una respuesta en tiempos cortos, al grado de que en lo que va de este año, principalmente por efecto de la huelga,  se ha pasado de agendar a prácticamente tres meses plazo, cuando se traía una media de un mes a mes y medio en el año 2018, aspectos que se buscan minimizar antes de entrar en una condición   crítica, máxime con la potencial entrada en vigencia del Código Procesal de Familia que implicará otro espacio de adaptación y variantes, pero se insiste humildemente que para lograr mitigar los riesgos actuales, resulta necesario contar con apoyo adicional, como ya le fue otorgado a los únicos dos juzgados que en el país mantienen una carga superior al Juzgado de Familia del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica.- 

Cabe sumar que en reciente reunión en temas de control interno se indicó por parte de la administración regional que no hay apoyo supernumerario extraordinario ni con juzgadores, ni en personal técnico, por lo que no hay coordinación regional a efectuar. – 

Por todo lo anterior y con conciencia plena de las limitaciones presupuestarias, se solicita encarecidamente se atienda esta gestión y se dote  de apoyo extraordinario, requiriéndose apoyo con una persona juzgadora para labores generales, o con  énfasis en la resolución de asuntos principalmente de segunda instancia y para la realización de audiencias en miras de que el despacho no experimente un deterioro en su imagen volviendo a condiciones que se han logrado ir superando, de la misma manera se solicita designar extraordinariamente una persona que asuma labores en roles de apoyo técnico, específicamente colaborando con  la tramitación de asuntos nuevos y resolución de gestiones pendientes, siendo lo ideal de acuerdo a las necesidades que este recurso se designara de forma indefinida, pero en caso de no ser posible al menos que se designe por un periodo considerable y que los resultados sean revisados para valorar si operó una estabilización o si será requerido de forma definitiva. No omito indicar que de lo contrario se torna imposible el cumplimiento de las metas desarrolladas que tienen como norte siempre la disminución del circulante y el que el Juzgado de Familia de Pococí, trasmita una imagen positiva y eficiente del Poder Judicial. – 

Sin más por el momento agradeciendo de sobremanera la atención que se le brinde a esta gestión y ratificando el compromiso de dar el máxime empeño para alcanzar las metas institucionales, de despide;”
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Se acordó: Trasladar la presente gestión al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, para que asigne recurso jurisdiccional al Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, por el término de tres meses, para que colabore en las funciones de ese despacho.
El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, el Área de Gestión y Apoyo y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo correspondiente.
[bookmark: _Toc23839661]ARTÍCULO LVII
DOCUMENTO N° 5957-19, 14165-19
[bookmark: _Toc23839663]En sesión N° 66-19 celebrada el 24 de julio de 2019, artículo LXXXVI, se tomó nota de los informes correspondientes a las reuniones realizadas con motivo del Consejo Ampliado, realizado en el Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Corredores, se reiteró el compromiso de este Consejo por mejorar las condiciones del Circuito y atender las inquietudes de las y los servidores, así como de la sociedad civil. 
Además, se solicitó a las jefaturas que participaron de las reuniones, que informen a este Consejo sobre las acciones realizadas para dar cumplimiento a los compromisos adquiridos.
La licenciada Yarmila Ulate Young, Jueza Coordinadora del Tribunal de Juicio de Corredores, mediante nota del 28 de octubre de 2019, gestionó:
“Atendiendo a la visita realizada por el Consejo Superior, a la Zona Sur Sur (Sic) del país, 20 y 21 de junio de 2019, se redactó el acuerdo N° 7713-19 en el cual se indicó: "Se acordó: 1.) Tomar nota de los informes correspondientes a las reuniones realizadas con motivo del Consejo Ampliado, realizado en el Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Corredores y reiterar el compromiso de este Consejo por mejorar las condiciones del Circuito y atender las inquietudes de las y los servidores, así como de la sociedad civil. 2.) Solicitar a las jefaturas que participaron de las reuniones antes mencionadas, que informen a este Consejo sobre las acciones realizadas para dar cumplimiento a los compromisos adquiridos. "Debo hacer mención que ese día fui sustituida por el subcoordinador del Tribunal don Omar Retana, quien me informó que no se asumió ningún acuerdo de parte del Despacho. 

En primera instancia, agradecer a la institución, se haya destinado recurso humano a esta zona, el cual se ha utilizado para hacer los juicios colegiados de vieja data, en su su (Sic) mayoría son delitos sexuales, drogas, tráfico ilícito de personas, delitos ambientales tanto en la localidad de Coto Brus como en Corredores, además de conocer otras diligencias de escritorio propias del Despacho. En cuanto al personal técnico, se han distribuido las cargas laborales, haciendo más llevadera la misma y además el margen de errores en la tramitación ha disminuido considerablemente, lo que consecuente lleva a mejorar la efectividad en los juicios y brindar un mejor servicio. 

Se cuenta con la anuencia de la Administración y el Departamento de Informática locales, en cuanto a mantener los equipos de grabación en las salas de juicios en óptimas condiciones, así como una quinta sala de juicios que si bien, posee algunas limitaciones como es el aire acondicionado y el ruido que hace éste en la sala, la Administración se comprometió a cambiarlo lo antes posible apenas se disponga con el recurso. 

En cuanto a los señalamientos en la Agenda Cronos, se ha promovido un canal de comunicación principalmente con la Fiscalía y este Despacho (Jueza de Trámite) para hacer coordinaciones en Cronos y distribución de debates. La Jueza de Trámite, ha mostrado gran compromiso en cuanto a la agenda Cronos, por cuanto llegó al Despacho en junio de 2019 como propietaria. Se han maximizado y aprovechado los tiempos de trabajo, siendo que nuestro horario laboral inicia a las 7:00 horas, se señalan vistas de apelación y otros a las 7:15 horas y 13:00 horas, fomentando la puntualidad a efectos de iniciar el resto de señalamientos agendados también de manera puntual. Con la visita del Departamento de Planificación a la zona, la cual ha sido muy positiva, se ha organizado el Despacho tanto en su parte personal técnico como profesional, se trabaja con una sección primera colegiada, una sección segunda o emergente colegiada, que es la que está sacando el rezago del tribunal, que cuenta con Fiscal y Defensor para la sección, así como una sección Unipersonal que conjunto a Flagrancia realizan los debates. Aunado a que la Sección de Flagrancia conoce no sólo de inhibitorias colegiadas, juicios unipersonales, se ha fusionado con el Tribunal ordinario, para alcanzar las metas propuestas por la institución, sobre todo dar un servicio público más pronto y de calidad, esperando que en un año estemos a la mitad del plazo para señalar o agendar, que es de dos años aproximadamente. En ese mismo sentido, se ha aprovechado recursos de Flagrancia, quienes actualmente están conociendo además de lo antes apuntado, al menos 3 juicios ordinarios por semana, en el cual participa Fiscal, Defensor Público y Juez de Flagrancia. Ha mejorado considerablemente la efectividad en los debates, suspendiéndose sólo aquellos que realmente lo ameriten y que se justifique por razones procesales. 

Este esfuerzo no sólo es del Tribunal, sino de todas las partes involucradas, sin embargo, ha existido discrepancias con la Defensa Pública y la cantidad de asuntos agendados, ya que entre otras circunstancias con las que lidiamos los jueces y juezas a diario, hay una situación puntualmente que se necesita y es de una plaza más de Defensor Público para que puedan asumir diligencias en las tres etapas procesales, en la Fiscalía, Juzgado Penal y en la Etapa de Debate.”
- 0 -
Se acordó: Trasladar la gestión de la licenciada Yarmila Ulate Young, Jueza Coordinadora del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, a la Defensa Pública, para que se valore lo solicitado e informe al Consejo lo correspondiente. 
[bookmark: _Toc23839664]ARTÍCULO LVIII
DOCUMENTO N° 5957-19, 14114-19
La servidora Andrea González Céspedes, Secretaria General del Sindicato de la Defensa Pública, mediante correo electrónico del 30 de octubre de 2019, gestionó lo siguiente:
“Quien suscribe Andrea González Céspedes, en mi condición de Secretaria General del Sindicato de la Defensa Pública ante esa entidad procedemos a manifestar nuestra preocupación en cuanto al tema de las personas interinas dentro de la Defensa Pública y la perdida de estabilidad por aceptar ascensos. 

Esta preocupación surge no sólo porque el personal de la Defensa Pública estaría perdiendo posibilidades de ascenso dentro del Poder Judicial. Además, es este Poder de la República el que estaría perdiendo el conocimiento y capacitación de las personas que están dentro de la misma institución.

Por otro lado, la afectación con este tema se está dando incluso cuando las personas nombradas se encuentran con la posibilidad de ascenso dentro del mismo periodo por el cual fueron nombradas y se les indica que pierden la posibilidad de regresar al puesto anterior, a pesar de que su nombramiento se encuentra vigente y va más allá del ascenso que aceptaron. Para mayor claridad, y por ejemplo, si una persona se encuentra nombrada desde el 1 de enero del 2019 al 20 de diciembre del 2019 como persona técnica jurídica y en ese lapso surge la posibilidad de ascenso como Defensor o Defensora Pública, se le está impidiendo regresar al puesto que ocupada con anterioridad. 

Ahora bien, el Poder Judicial, en cuanto al tema de la sustitución por ascenso de los funcionarios interinos, ha estipulado en el plan anual de vacaciones correspondiente al periodo 2018-2019 en el punto 11.3 que, en virtud del principio de estabilidad impropia, las personas que asciendan a otros puestos pierden el derecho al interinazgo anterior. Lo anterior implica que cuando el funcionario reciba algún nombramiento en ascenso, no pueda volver a ocupar el puesto que dejó por el ascenso, sin importar la duración de dicho nombramiento, ni el tiempo que tuviese de laborar en la misma plaza ocupada de forma interina.

Este aspecto como tal no encuentra sustento ni en la Ley Orgánica del Poder Judicial, ni en el Estatuto de Servicio Judicial, pues con la interpretación realizada se ocasiona una lesión evidente a la estabilidad laboral de las personas que desean ascender en puestos dentro del mismo Poder Judicial.

Como ente gremial, las personas afiliadas se acercan a nuestro sindicato en aras de contar apoyo y en consecuencia nos exponen sus casos particulares que a continuación se detallan:

En el caso de una persona técnica jurídica que labora como tal en la Defensa Pública de desde el año 2013, cuando concluye sus estudios universitarios inicia el proceso de formación como defensora y lo concluye con éxito, por lo que empieza a ser tomada en cuenta para realizar sustituciones en ascensos a partir de finales del año 2017, en todas las ocasiones cuando culminó su en ascenso regresó a su puesto como persona técnica jurídica, en virtud de que no fueron ascensos con periodos estables, sin embargo, recientemente cuando iba a cubrir una plaza de defensor público por el término de un día, se le indicó por parte de la jefatura de San José que, de asumirlo, perdería el derecho a regresar como persona interina a la plaza de técnico jurídico en la cual se ha mantenido estable desde el 2013, el fundamento que se le brinda es que en aplicación estricta del plan de vacaciones ya mencionado, no puede regresar a la plaza en donde estaba nombrada y cuyo nombramiento vence en el mes de diciembre. En virtud de lo anterior, se ve en la obligación de rechazar el nombramiento ofrecido con tal de no perder el puesto interino en la plaza que se viene desempeñando todos estos años.

Otro de los casos puestos en conocimiento de este Sindicato consiste en una persona que inicia igualmente como asistente jurídico de forma interina y realiza ascensos como Defensora Pública y una vez concluido su nombramiento no se le permite regresar a su puesto aunque el nombramiento inicial estuviese vigente.

Además hay casos en los cuales personas administrativas, pueden ascender a otros puestos como Defensores o Defensoras, como Investigadores o Investigadoras, o bien otros profesionales que puedan ascender en sus áreas de especialización. 

Consideramos que la reciente aplicación de ese plan de vacaciones en el apartado específico en cuestión, atenta contra la estabilidad laboral como derecho protegido incluso a nivel internacional en la Declaración Universal de Derechos Humanos que en su articulo 23 resguarda el derecho al trabajo como medio digno y estable de satisfacción de necesidades personales y sociales, en relación con el artículo 56 y 192 de nuestra Constitución Política.

A estos efectos indicó la Sala Constitucional en el voto 00867-1991 

“La figura del servidor interino ha sido concebida con el fin de hacer posible la sustitución temporal de los servidores regulares, garantizando de esta forma la continuidad de la labor del Estado, pero no para que mediante el uso de esta figura, la Administración viole lo dispuesto en el artículo 192 de la Constitución Política, ni lesione el derecho de los individuos a la estabilidad laboral, el cual deriva de la concepción de trabajo como un derecho fundamental del hombre (…) El nombramiento de servidores interinos por plazos que se prolongan de forma indefinida y la posterior remoción de un interino para nombrar a otro en las mismas condiciones de inestabilidad solo puede conducir a lo que nuestros constituyentes pretendieron evitar: que existan funcionarios públicos laborando de forma regular para la Administración, pero sin contar con la garantía de inamovilidad que establece la Constitución ”

Si bien es cierto los servidores interinos no gozan de la misma estabilidad que los propietarios, sí ostentan una estabilidad impropia. La Sala Constitucional ha indicado cuales son los supuestos en los que un servidor interino puede ser removido de su puesto, sea por aspectos de nombramiento en propiedad en la plaza sacada a concurso, retorno de funcionario propietario dueño de la plaza, por causa disciplinaria, por nombramiento de persona más idónea poniendo fin a un nombramiento por inopia, o por personal más calificado para el puesto, recientemente también por tema de ascensos -Voto 2019-9332 del 24 de mayo del 2019-

Bajo estos temas la Sala Constitucional en Voto 12071-2019 del 02 de julio de 2019 aclaró el tema en cuestión admitiendo que establece la posibilidad de que el funcionario regrese a la plaza que venía ocupando previo al ascenso cuando, a criterio de la Administración, el servidor sea más idóneo para el puesto en comparación con la persona que realizó la sustitución. Es decir LA ADMINISTRACIÓN DEBE PERMITIR QUE LA PERSONA MÁS IDÓNEA REGRESE AL PUESTO, a través de un proceso de idoneidad que debe establecer la persona responsable de la entidad y a la fecha no se cuenta con dicha tramitología. Sin dejar de lado el desgate administrativo en este tema.

En consecuencia el aspecto de idoneidad, va aparejado, con el tema del aprendizaje y formación socio-laboral, pues a partir de las labores iniciales se va forjando un perfil, se acerca a la persona a la misión, visión y objetivos de una institución.

Tampoco se puede dejar de lado que el proceso de formación profesional-laboral es gradual y en ocasiones con mucho esfuerzo se inicia desde antes de iniciar o concluir los estudios universitarios con el fin de poder ir forjando un currículum con base en la experiencia, por eso cuando un servidor tiempo de laborar para la misma Institución y en la misma sede, se sobre entiende que la persona ya ha conformado cierta estabilidad en su estilo de vida, tanto en un aspecto económico, como domiciliar y muchos otros más, aspecto que se ve afectado por la aplicación de un plan de vacaciones como el indicado que sería el único que limitaría los derechos de las personas interinas. 

El tema en cuestión no solo atañe a la imposibilidad de regresar al puesto que se deja temporalmente, si no a toda la pérdida de derechos adquiridos con el paso de los años, considerando que el ascenso que se realiza no implica ya en sí mismo una estabilidad en un puesto mejor, si no, el inicio de apenas una transición en la cadena profesional. 

La perdida de derechos es otro tema que debe llevar a la valoración, pues incluso se pone en riesgo los rubros de prohibición o dedicación exclusiva, según corresponda, por la aplicación de la Ley de Fortalecimiento de Finanzas Públicas.

Esta situación generaría la pérdida de funcionarios públicos que han dedicado gran parte de sus años a la formación profesional en la Institución, servidores en los que la propia Administración ha invertido recursos para su capacitación y selección de acuerdo a los estándares de idoneidad que logran captar las personas con más mística para los respectivos puestos. 

Lo anterior por cuanto, es difícil, de forma repentina, perder la estabilidad que se ha venido ostentando en un puesto para retroceder en la cadena profesional y volver a un puesto meritorio, sin ninguna garantía de nombramiento oportuno en el espacio geográfico en el que se viene laborando por un tiempo específico y sin ninguna garantía de la continuidad periódica en el nombramiento de ascenso, pues no se sabe en qué momento volvería la persona a ser llamada para otra sustitución, ni las condiciones de la misma. 

En razón de lo anterior, la solicitud que se plantea tiene como fin solicitar al Consejo Superior un análisis adecuado del plan de vacaciones correspondiente al periodo 2018-2019 en el punto 11.3 y se valore la posibilidad de que dicha regulación sea eliminada de dicho plan y para futuros planes de vacaciones, siendo que es el mismo el que limita el regreso de las personas interinas a sus puestos previos, afectando todas las condiciones personales, sociales y económicas de las personas servidoras judiciales.

Aunado a ello, se solicita enmendar la ausencia de un procedimiento de idoneidad del puesto de conformidad a lo indicado en el voto 2019-12071 ya indicado, lo anterior por la urgencia del mismo debe insistirse a las Jefaturas respectivas contar con dicho procedimiento y que se ponga en práctica.

Además, se solicita se considere que estas actuaciones, implican un ruptura injustificada de la relación laboral, que pone en riesgo la estabilidad laboral de las personas meritorias y la perdida de sus derechos.

Se tome nota y se ordene a la Dirección de Gestión Humana, se proceda a realizar los concursos en propiedad de TODAS LAS PLAZAS correspondientes a la Defensa Pública, con ello evitar situaciones como las narradas.

Así las cosas considera quien suscribe, que debe meditarse adecuadamente el tema en cuestión y resolverse en definitiva el punto 11.3 del plan anual de vacaciones del Poder Judicial para el año 2018-2019 y en los sucesivos, pues con ello se eliminaría la discusión que se plantea ante la Sala Constitucional como se indico supra no se regula una limitación de este tipo en la Ley Orgánica del Poder Judicial ni en el Estatuto de Servicio Judicial.

Para futuras notificaciones se deja señalado los correos sindepu@gmail.com o sindepu@poder-judicial.go.cr”

[bookmark: _Toc23839666]- 0 -
Mediante aviso N° 10-2018 del 14 de diciembre de 2018, se hizo de conocimiento de las instituciones, abogadas, abogados, servidoras, servidores judiciales y público en general, que el Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 93-18, celebrada el 25 de octubre de 2018, artículo XXXIII, acordó establecer el cierre colectivo para el período 2018-2019 durante los días 24, 26, 27, 28, 31 de diciembre de 2018, 2, 3, 4 de enero de 2019, incluyendo además los días 15, 16 y 17 de abril de 2019 (Semana Santa de 2019). 
[bookmark: marca2][bookmark: marca3]Luego, en sesión No. 106-18, celebrada el 6 de diciembre del 2018, artículo LVIII, se aprobó el Plan de Vacaciones Colectivas del Poder Judicial 2018-2019, así como los lineamientos generales sobre sustituciones.
Asimismo, en sesión N° 108, del 13 de diciembre de 2018, artículo III, se tomó nota de la aclaración al Plan de Vacaciones Colectivas del Poder Judicial 2018-2019, así como los lineamientos generales sobre sustituciones.
Luego, en sesión N° 52-19 celebrada el 07 de junio del 2019, artículo XXVII, se tomó nota de la comunicación emitida por la Dirección Jurídica, así como de la resolución de las nueve horas veinte minutos del veinticuatro de mayo de dos mil diecinueve, dictada por la Sala Constitucional, en el expediente N° 19-007293-0007-CO, el cual se declaró sin lugar el recurso de amparo presentado por el señora Marianela Luna Morales, contra el Poder Judicial. 
Finalmente, en sesión N° 64-19 celebrada el 18 de julio del 2019, artículo XX, se tomó nota de la comunicación que hace la licenciada Ana Patricia Álvarez Mondragón, Subdirectora Jurídica interina de la Corte Suprema de Justicia, así como de la resolución de la Sala Constitucional N° 2019012071, de las once horas quince minutos del dos de julio de dos mil diecinueve, dictada dentro del expediente número 19-007293-0007-CO, recurso de amparo interpuesto por Marianela Luna Morales contra el Poder Judicial; donde aclara la sentencia número 2019-9332.
Previamente a resolver, se acordó: Solicitar a las Direcciones de Gestión Humana y Jurídica, para que de forma conjunta valoren el último voto  emitido por  la Sala Constitucional e informen a este Consejo lo correspondiente. 
[bookmark: _Toc23839668]ARTÍCULO LIX
DOCUMENTO N° 14207-19, 14399-19, 14634-19
[bookmark: _Toc23839679]El Magistrado Orlando Aguirre Gómez y las másteres Roxana Arrieta Meléndez, Lucrecia Chaves Torres, por su orden Presidente del Consejo de la Judicatura, Directora interina de Gestión Humana y Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, mediante oficio N° PJ-DGH-SACJ-2008-19 (TJ-087-19), del 21 de octubre de 2019, remitieron lo siguiente:
“En atención a los oficios No. 8920-19, 9140-19 y 10389-19 de fechas 02 y 09 de setiembre, 09 de octubre de 2019, se remite la terna para el cargo de Juez (a) 1 Familia, para nombrar en los despachos que a continuación se detallan:

La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 26/09/2019 y finalizó el 01/10/2019. Se incluyen los datos de la Inspección Judicial del Sistema de Gestión de cada uno de los aspirantes al 07/10/2019.

Se consultó el Sistema de Imputados Área Penal y Gestión en Línea de cada uno de los aspirantes al 07/10/2019.

Según correo electrónico del 21/10/2019 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, se incluyen los datos de cada uno de los aspirantes.

	
	
	

	Despacho (s)
	Códigos de Puesto
	Observaciones

	[bookmark: _Hlk515975628]1. Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.
	100846
	Plaza vacante, en sustitución de la señora María Elsa Azofeifa Méndez, quien pasó a otro cargo.

	2. Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de la Unión.
	44690
	Plaza interina hasta el 31-12-2019, en sustitución de la señora Erika Viviana Sanabria Salazar, quien pasó a otro cargo.

	3. Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Alajuela.
	371081
	Plaza interina hasta el 20-12-2019, en sustitución del señor Pablo Aaron Amador Villanueva, quien pasó a otro cargo.




PRIMERA TERNA

Despacho: Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur.

Plaza vacante, número de puesto 100846. 

ASPIRANTES:

	[bookmark: _Toc23839671]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1. Fonseca Esquivel Ingrid Patricia 
0106980988 
	95.6750
	34
	

	2. Cabezas Arce Evelyn Tatiana 
0304480900 
	87.7377
	260
	

	3. Hernández González Omar Donal 
0502690836
	86.8110
	292
	



SUPLENTES:

	[bookmark: _Toc23839672]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4. Castro Solís Franz Loney 0205750224 
	86.5798
	302
	

	5. Lezama López Ruth Mary 
0602640191
	84.8811
	369
	

	6. Rivera Chinchilla Edith Eunice 
0303450877 
	84.3585
	392
	



Interina en el puesto: Sra. Mariam Tatiana Calderón Villegas
Cédula: 0206290923
Condición Laboral: Interina
Vigencia del nombramiento: 03/11/2019

SEGUNDA TERNA

Despacho: Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de la Unión.
Plaza interina hasta el 31/12/2019, número de puesto 44690. 

ASPIRANTES:

	[bookmark: _Toc23839673]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1. Fonseca Esquivel Ingrid Patricia 
0106980988 
	95.6750
	34
	

	2. García Acuña Wendy Pamela 
0701500474 
	89.0344
	212
	

	3. Matamoros Durán Ayleen Yanela 
0110690389 
	87.9056
	252
	



SUPLENTES:

	[bookmark: _Toc23839674]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4. Cabezas Arce Evelyn Tatiana 
0304480900 
	87.7377
	260
	

	5. Dittel Masis Ana Cristina 0303460750
	87.3763
	274
	

	6. Peña Salas Milena Rosa 0700680538
	85.8780
	327
	

	7. Mata Gómez Susana Cristina 
0113870756
	84.8894
	368
	



Interina en el puesto: Sra. Giselle Piedra Cortes
Cédula: 0106680996
Condición Laboral: Interina
Vigencia del nombramiento: 31/12/2019

TERCERA TERNA

Despacho: Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Alajuela.
Plaza interina hasta el 20/12/2019, número de puesto 371081. 

ASPIRANTES:

	[bookmark: _Toc23839675]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1. Fonseca Esquivel Ingrid Patricia 
0106980988 
	95.6750
	34
	

	2. Quesada Quirós Ivannia 
0110460757
	90.0125
	181
	

	3. Cabezas Arce Evelyn Tatiana 
0304480900 
	87.7377
	260
	



SUPLENTES:

	[bookmark: _Toc23839676]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4. Mejia Sáenz Mercedes 
0204870553 
	86.9943
	288
	

	5. Marin Angulo Carlos Alberto 
0602090714
	85.3443
	348
	

	6. Mata Gómez Susana Cristina 
0113870756
	84.8894
	368
	

	7. Rivera Chinchilla 
Edith Eunice 
0303450877 
	84.3585
	392
	



Interino en el puesto: Sr. Carlos Alonso Cascante Calvo
Cédula: 0111120686
Condición Laboral: Propietario como Técnico Judicial 2, Juzgado Primero Civil de San Jose
Vigencia del nombramiento: 22/12/2019

Observaciones Generales:

1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.

2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 1 Familia y Juez (a) 1 Genérico 

3. Los nombramientos interinos están sujetos a que finalicen, si regresa el titular del puesto o bien si la plaza queda vacante, por lo tanto, al cambiar la condición se deberá de realizarse un nuevo concurso.

4. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos que se realicen en plazas vacantes quedarán sujetos a que tanto la persona nombrada como la persona que se sustituye, cumpla con el período de prueba establecido.

5. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten     nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba. 

Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as).

…”
[bookmark: _Toc23839677]- 0 -

En relación a lo anterior, la licenciada Evelyn Cabezas Arce, Jueza Contravencional de Paraíso, Cartago, mediante correo electrónico del 4 de noviembre de 2019, gestionó:
“la presente es para informar que el día 01 de noviembre 2019 me notificaron el oficio PJ-DGH-SACJ-2008-19 TJ-0087-2019, en el cual se me incluye en las plaza 100846, 44690, 371081, sin embargo hago de su conocimiento que no tengo interés en ninguna de estas plazas, en razón de que en este momento tengo propiedad en el Juzgado Contravencional de Paraíso, Cartago siendo mi lugar de residencia, no omito en manifestar que generalmente contesto las consultas que realizan, desconozco el motivo por el cual en este caso no es así,  no obstante reitero no es de mi interés las plazas mencionadas en el oficio indicado.”

[bookmark: _Toc23839678]- 0 -
La máster Ayleen Matamoros Durán, Jueza Coordinadora interina del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago, mediante correo electrónico del 7 de noviembre de 2019, gestionó:
“Por medio de la presente, solicito se excluya mi participación en la terna para plaza interina del Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de la Unión, plaza 44690, lo anterior por cuanto, en el despacho en que me encuentro nombrada en propiedad he asumido nuevas funciones y compromisos, que requieren mi total atención en este momento y a las cuales debo dar seguimiento, razón por la que no podría en este momento dejar el despacho.”

- 0 -
Se acordó: 1.) Tomar nota de la manifestación realizada por la licenciada Evelyn Cabezas Arce, Jueza Contravencional de Paraíso y la máster Ayleen Matamoros Durán, Jueza Coordinadora interina del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago. 2.) Se procede a realizar el nombramiento en propiedad en la plaza vacante N° 100846 de Juez (a) 1 de Familia en el Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, a partir del 16 de noviembre de 2019, conforme a la siguiente terna de profesionales:
Ingrid Patricia Fonseca Esquivel
Omar Donal Hernández González
Franz Loney Castro Solís
Por mayoría, se nombró: Al licenciado Omar Donal Hernández González, cédula 0502690836 quién recibió cuatro votos, el licenciado Franz Loney Castro Solís obtuvo un voto.
Seguidamente se procede a realizar el nombramiento en la plaza interina N° 44690 de Juez (a) 1 Familia en el Juzgado de Pensiones Alimentarias y Contra la Violencia Doméstica de La Unión, a partir del 16 de noviembre y hasta el 31 de diciembre de 2019, conforme a la siguiente terna:
Ingrid Patricia Fonseca Esquivel
Wendy Pamela García Acuña
Ana Cristina Dittel Masís
Por mayoría, resulto electa: La licenciada Ana Cristina Dittel Masís, cédula 0303460750 quién recibió tres votos, la licenciada Wendy Pamela García Acuña obtuvo un voto y un voto por ampliar terna.
Finalmente, se procede a realizar el nombramiento en la plaza interina N° 371081 de Juez (a) 1 de Familia en el Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de Alajuela, a partir del 16 de noviembre y hasta el 20 de diciembre de 2019, conforme a la siguiente terna:
Ingrid Patricia Fonseca Esquivel
Ivannia Quesada Quirós
Mercedes Mejía Sáenz
Por unanimidad, se nombró: A la licenciada Ivannia Quesada Quirós, cédula 0110460757.
[bookmark: marca21]El Consejo de la Judicatura remitirá las ternas para llenar la siguiente plaza:
a.) Para ocupar la plaza vacante N° 92783 de Juez (a) 1 en el Juzgado de Pensiones Alimentarias y Contra la Violencia Doméstica de Pavas, con motivo del nombramiento del licenciado Omar Donal Hernández González. 
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las personas nombradas, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fueron designadas deberán suscribir la póliza de fidelidad respectiva y debidamente actualizada.
Asimismo, las personas nombradas asumirán su cargo en la fecha indicada y procederán a su juramentación. Además, se les recuerda que los nombramientos interinos están sujetos a que regrese su titular o que la plaza quede vacante y se nombre en propiedad a otro funcionario o funcionaria.
Al mismo tiempo, se hace del conocimiento de las personas juzgadoras, que de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deberán de apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece.
El Consejo de la Judicatura, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839689]ARTÍCULO LX
DOCUMENTO Nº 14184-19, 14186-19, 14215-19, 14541-19, 14585-19
El Magistrado Orlando Aguirre Gómez, en carácter de Presidente del Consejo de la Judicatura, la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana y la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio Nº PJ-DGH-SACJ-2010-19/TJ-0095-2019 recibido el 31 de octubre de 2019, comunicaron lo siguiente:
“En atención a los oficios Nos. 9391-19, 9793-19 y 9939-19 de fechas 13, 24 y 27 de setiembre de 2019, se remite la terna para el cargo de Juez (a) 3 Familia, para nombrar en los despachos que a continuación se detallan:

La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 10/10/2019 y finalizó el 15/10/2019. Se incluyen los datos de la Inspección Judicial del Sistema de Gestión de cada uno de los aspirantes al 18/10/2019.

Se consultó el Sistema de Imputados Área Penal y Gestión en Línea de cada uno de los aspirantes al 18/10/2019.

Según correo electrónico del 21/10/2019 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, se incluyen los datos de cada uno de los aspirantes.

	
	
	

	Despacho (s)
	Códigos de Puesto
	Observaciones

	1. Juzgado de Familia de Heredia.
	103145
	Plaza vacante, en sustitución de la señora Gabriela Alejandra Morera Guerrero, quien pasó a otro cargo. 

	2. Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 
	92974
	Plaza vacante, en sustitución de la señora Angela Jiménez Chacón, quien pasó a otro cargo.



PRIMERA TERNA

Despacho: Juzgado de Familia de Heredia.
Plaza vacante, número de puesto 103145.

ASPIRANTES:

	[bookmark: _Toc23839683]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1. Alvarez Rojas Yanela
0111200584
	93.1033
	25
	

	2. Méndez Gómez Annia Patricia
0401370821
	91.8854
	37
	

	3. Vargas Cousin Marianela
0601780798
	91.5650
	41
	



SUPLENTES:

	[bookmark: _Toc23839684]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4. García Acuña Wendy Pamela
0701500474
	89.0900
	64
	

	5. Zapata Sojo Anthony Francisco
0111140705
	88.9418
	67
	

	6. Jara Benavides Cesar Alberto
0109830121
	88.4338
	68
	



Interino en el puesto: Sr. Ricardo Núñez Montes de Oca 
Cédula: 0109070618
Condición Laboral: Propietario como Juez Supernumerario, Administración Regional de Heredia 
Vigencia del nombramiento: 01/12/2019

SEGUNDA TERNA

Despacho: Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
Plaza vacante, número de puesto 92974.

ASPIRANTES:

	[bookmark: _Toc23839685]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	1. Vásquez MongeSilvia Elena
0112080217
	83.7424
	103
	

	2. Cruz Chaves Kensy Carolina
0603710486
	83.1528
	105
	

	3. Guevara Vásquez Ruben
0113420819
	82.7969
	107
	



SUPLENTES:

	[bookmark: _Toc23839686]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones

	4. Jacobo Portuguez
Luis Fernando
0111080059
	82.4113
	109
	

	5. Gutiérrez Bermúdez
Yendry Maria
0108200371
	82.4093
	110
	

	6. Céspedes Oviedo Sofia
0206880861
	82.2750
	112
	



Interina en el puesto: Sra. Sofía Céspedes Oviedo
Cédula: 0206880861
Condición Laboral: Propietaria como Auxiliar Servicios Generales 2, Tribunal de Familia 
Vigencia del nombramiento: 01/12/2019

Observaciones Generales:

1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.

2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 3 Familia.

3. Los nombramientos interinos están sujetos a que finalicen, si regresa el titular del puesto o bien si la plaza queda vacante, por lo tanto, al cambiar la condición se deberá de realizarse un nuevo concurso.

4. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos que se realicen en plazas vacantes quedarán sujetos a que tanto la persona nombrada como la persona que se sustituye, cumpla con el período de prueba establecido.

5. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba. 

Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as)...”
- 0 -
La máster Patricia Méndez Gómez, Jueza Primera de Familia de San José, mediante correo recibido el 31 de octubre de 2019, declina de su participación en la terna para el Juzgado de Familia de Heredia y por lo tanto solicita, con todo respeto, se le excluya de dicho concurso.
Por su parte, la licenciada Yanela Álvarez Rojas, Defensora Pública de Heredia, mediante correo electrónico del 31 de octubre de 2019, comunicó:
“…Por este medio quisiera hacer de su conocimiento que declino mi participación en el concurso de la plaza de Jueza de Familia del Juzgado de Familia de Heredia, por favor para que se me excluya del mismo.”
- 0 -
El licenciado Anthony Zapata Sojo, Juez Segundo de Familia del Primer Circuito Judicial de San José, mediante correo electrónico del 5 de noviembre de 2019, gestionó:
“En razón que luego de analizarlo detenidamente, por razones relativas al reciente nacimiento de mi hija, me resulta inconveniente la localidad de Heredia, dado que resido en Cartago. Por ello, declino de la aspiración de ser nombrado en el Juzgado de Familia de Heredia, respecto a la terna que se conocerá bajo SACJ-2010-19. Pido disculpas por los inconvenientes.”
- 0 -
En relación a lo anterior, la licenciada Marianela Vargas Cousin, Juez 4 Penal del Tribunales de Alajuela, mediante correo electrónico del 6 de noviembre de 2019, gestionó:
“Por este medio muy respetuosamente les solicito ser excluida para el nombramiento  de la terna de Juez 3 de Familia, para los Tribunales de Heredia, la cual les fue remitida mediante Oficio PJ-DGH-SACJ-2010-19 Juez 3 Familia.”

-0-
Se acordó: 1.) Tomar nota de las manifestaciones presentadas por la máster Patricia Méndez Gómez, Jueza Primera de Familia de San José, de la  licenciada Yanela Álvarez Rojas, Defensora Pública de Heredia, el licenciado Anthony Zapata Sojo, Juez Segundo de Familia del Primer Circuito Judicial de San José y la licenciada Marianela Vargas Cousin, Juez 4 Penal del Tribunales de Alajuela. 2.) Se procede a realizar el nombramiento en propiedad en la plaza vacante N° 103145 de Juez (a) 3 de Familia en el Juzgado de Familia de Heredia, a partir del 16 de noviembre de 2019, conforme a la siguiente lista de postulantes:
Wendy Pamela García Acuña
César Alberto Jara Benavides
En primera, segunda y tercera votación, se recibieron cinco votos por solicitar al Consejo de la Judicatura ampliar la terna con los profesionales que participaron en el concurso para la plaza N° 103145.
Seguidamente se procede a realizar el nombramiento en propiedad en la plaza vacante N° 92974 de Juez (a) 3 de Familia en el Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, a partir del 16 de noviembre de 2019, con la siguiente terna de profesionales:
Silvia Elena Vásquez Monge
Kensy Carolina Cruz Chaves
Rubén Guevara Vásquez
Por mayoría, se nombró: A la licenciada Kensy Carolina Cruz Chaves, cédula 0603710486 quién obtuvo tres votos, la licenciada Silvia Elena Vásquez Monge recibió dos votos.
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las personas nombradas, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fueron designadas deberán suscribir la póliza de fidelidad respectiva y debidamente actualizada.
Asimismo, las personas nombradas asumirán su cargo en la fecha indicada y procederán a su juramentación. Además, se les recuerda que los nombramientos interinos están sujetos a que regrese su titular o que la plaza quede vacante y se nombre en propiedad a otro funcionario o funcionaria.
Al mismo tiempo, se hace del conocimiento de las personas juzgadoras, que de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deberán de apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece.
El Consejo de la Judicatura, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO LXI
DOCUMENTO N° 14248-19
	En sesión N° 43-19 celebrada el 14 de mayo de 2019, artículo XXVII, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional remitió la designación de la nómina de jueces y jueza para atender el Proyecto de Reducción de Circulante para autorizar la competencia en diferentes despachos judiciales; y se le indicó al Centro que tomara medidas pertinentes y remita a conocimiento de este Consejo, con la debida antelación y de previo a las fechas de designación, la nómina de las y los jueces que atenderán los proyectos de reducción de circulante.
	El licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo, en oficio N°1202-CACMFJ-AGA-2019 del 31 de octubre de 2019, remitió lo siguiente:
“En cumplimiento de lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión Nº 43-19 celebrada el 14 de mayo de 2019, artículo XXVII. Se procede a solicitar la designación de los siguientes jueces y juezas del Proyecto de Reducción de Circulante, adscrito al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, con el fin de autorizar la competencia en los despachos que se detalla a continuación: 

	Juez o Jueza
	Juzgados 
	Período

	Licda. Tania Sánchez Rodríguez
Lic. Marco Méndez Sánchez 
Licda. Yadira Montero González 
	
Juzgado Penal del I Circuito Judicial de San José
	8 al 30 de noviembre 2019.
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En ejecución de lo dispuesto por la Corte Plena en sesión Nº 35-00 celebrada el 11 de setiembre del 2000, artículo XXIX, en que se aprobó el “proyecto Piloto para disminuir el retraso judicial”, se acordó: Acoger la solicitud presentada por el licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo, en consecuencia, tener por designado como Jueza y Jueces en el Juzgado del Primer Circuito Judicial de San José, a partir del 8 y hasta el 30 de noviembre de 2019, a las licenciadas Tania Sánchez Rodríguez, Yadira Montero González y el licenciados Marco Méndez Sánchez. 
La Dirección de Gestión Humana y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839691]ARTÍCULO LXII
DOCUMENTO N° 13623, 14265-19
[bookmark: _Toc23839694]En sesión N° 95-19 celebrada el 31 de octubre de 2019, artículo XLVII, se nombró a la licenciada Wendy Martínez Garbanzo, Jueza 3 Civil en el Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, plaza N° 369941, a partir del 16 de noviembre de 2019.
La licenciada Wendy Martínez Garbanzo, Jueza del Juzgado Civil y de Trabajo de Grecia, en correo electrónico de 31 de octubre de 2019, comunicó lo siguiente:
“por este medio me permito saludarles y a la vez, manifestar la siguiente situación:

En la sesión de fecha 31/10/2019, se nombró a la suscrita en la plaza número 369941 en el Juzgado Civil y de Trabajo de Upala. 

Lo anterior, por cuanto mi participación en la terna seda por un error involuntario y no me encuentro interesada en dicha plaza. Por lo expuesto y a fin de evitar inconvenientes que podrían presentarse, externo las disculpas del caso y solicito que mi renuncia se acepte.

Para notificaciones señalo el correo electrónico wmartinez@poder-judicial.go.cr

Sin otro particular, agradeciendo de antemano su comprensión y solicitando las disculpas del caso, se suscribe atentamente;

(…)”
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Se acordó: 1.) Aceptar la renuncia de la licenciada Wendy Martínez Garbanzo al cargo de Juez (a) 3 Civil en el Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, plaza N° 369941, por los motivos indicados. 2.) El Consejo de la Judicatura remitirá la terna correspondiente para llenar la plaza citada, con motivo de la renuncia de la licenciada Martínez Garbanzo. 3.) Hacer una atenta instancia a la licenciada Wendy Martínez Garbanzo, para que a futuro, de considerar de su parte que va a tener alguna imposibilidad de asumir algún nombramiento del cual fue consultado, lo haga saber de forma oportuna a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, para que no lo integren en ninguna terna, y con ello evitar trámites innecesarios y retraso en los nombramientos.
El Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, la Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, tomarán nota para lo que corresponda a cada uno. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXIII
DOCUMENTO N° 14176-19
[bookmark: _Toc23839696]	El máster Yuri López Casal, Jueza del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil de Hacienda, mediante correo electrónico del 31 de octubre de 2019, solicitó lo siguiente:
“…De manera atenta y respetuosa les pido, por favor, que me den su autorización, para poder dedicarme a impartir, a partir del año 2020, una serie de charlas y seminarios sobre el campo de la responsabilidad civil (parte general y parte especial), dado que profesionales de otros campos de conocimiento humano, conocedores de mis conocimientos técnico-jurídicos en el campo del Derecho de Daños costarricense, español y alemán, me han pedido que les imparta ese tipo de actividades, para adquirir mayor certeza, seguridad y amplitud en relación con ese campo del Derecho Privado.

Deseo aclararles que, dada mi situación particular de vida (soy una persona casada una vez, con dos hijas pequeñas, de 6 y 3 años), no es mi interés impartir tales charlas y seminarios después de la jornada laboral ordinaria que, como Juez, cumplo a cabalidad para el Poder Judicial y tampoco se trata de fungir como profesor de alguna universidad pública o privada. Nada de eso. Se trata, simplemente, de que, durante cierta cantidad de días sábados, yo impartiría esas charlas o seminarios, a un grupo específico de profesionales de otros campos, interesados en la responsabilidad civil, quienes pagarían el costo de la charla o del seminario, de modo que una parte le correspondería al organizador y otra parte me correspondería a mí, como experto.

Como buen Juez de la República que soy, por supuesto que cumpliré, a cabalidad, con las obligaciones tributarias que tenga que asumir, en razón de esas actividades y cualquier otra que Ustedes me indiquen que debo obedecer y cumplir.

Como ya les he mencionado, la posible realización de las actividades mencionadas en esta petición, de ninguna manera afectarán el horario de trabajo que cumplo, en el Poder Judicial, de lunes a viernes, pues, por mi situación de vida, yo solamente puedo dedicarme, los días sábados, a impartir las charlas y seminarios que he indicado en esta nota. Reitero y les aseguro que no se trata de impartir lecciones bajo el auspicio de universidades públicas o privadas, sino, simplemente, de divulgar mis conocimientos específicos sobre la responsabilidad civil, a grupos específicos de profesionales de otros campos (a saber, por ejemplo, arquitectos, médicos, fabricantes de productos, prestadores de servicios), quienes necesitan certeza, claridad y profundidad sobre los diversos y concurrentes regímenes de responsabilidad existentes en nuestro Ordenamiento Jurídico, por ejemplo, Código Civil, Ley de Tránsito, Ley de Promoción de la Competencia y Defensa Efectiva del Consumidor, Ley General de la Administración Pública, etc...”
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De conformidad con el artículo 9 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acordó: Denegar la gestión del máster Yuri López Casal, Juez del Tribunal Colegiado de primera instancia Civil de Hacienda, además que al conceder este tipo de permisos puede incurrir dentro de lo establecido en la Ley Contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, tal como se indica en el pronunciamiento emitido por la Contraloría General de la República, conocido en la sesión Nº 66-05 del 25 de agosto del 2005, artículo LI y comunicado mediante circular Nº 138-2005 publicado en el Boletín Judicial Nº 207 del 27 de octubre del 2005, así como también al acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión Nº 03-2006 del 27 de febrero del 2006, artículo XII. Será el petente quien deba valorar las obligaciones que tiene debido al cargo que ocupa en este Poder de la República.
El Tribunal Colegiado de primera instancia Civil de Hacienda y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara este acuerdo firme.
ARTÍCULO LXIV
DOCUMENTO N° 14099-19
	La servidora Denise Frago Piedra, Técnica Judicial de la Fiscalía General de la República, mediante oficio N° FGR-289-2019 del 30 de octubre de 2019, solicitó lo siguiente:
“…, siguiendo instrucciones de la señora Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, con respecto a la invitación cursada al Ministerio Público para participar en la actividad: Primer Encuentro Regional de Fiscales Contra el Narcotráfico, que se llevará a cabo en la Antigua Guatemala, durante los días del 20 al 21 de noviembre de 2019. Siendo las fechas de viaje el 19 de noviembre de 2019 y el 22 de noviembre de 2019, fechas de salida y regreso del país respectivamente. 

Se adjunta la nota de invitación con los detalles. Los organizadores estarán cubriendo los gastos de boletos aéreos ida y vuelta, hospedaje y alimentación.

En virtud de lo anterior, con el visto bueno de la señora Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República, se solicita muy cordialmente se conceda:

[bookmark: _Hlk23427049]La autorización del permiso con goce de salario sin sustitución a la señora Laura María Méndez Porras, Fiscal Auxiliar, Fiscalía Adjunta contra el Narcotráfico y Delitos Conexos, cédula de identidad: 2-0671-0725, quien no requiere pasaporte de servicio ya que viajará con su pasaporte ordinario en esta ocasión.
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[bookmark: _Hlk23427200]Se acordó: Acoger la solicitud presentada en oficio N° FGR-289-2019 del 30 de octubre de 2019, por la servidora Judicial Denise Frago Piedra, Técnica Judicial de la Fiscalía General de la República, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación sin sustitución a la licenciada Laura María Méndez Porras, Fiscal Auxiliar de la Fiscalía Adjunta contra el Narcotráfico y Delitos Conexos, para que, del 19 al 22 noviembre de 2019, asista al Primer Encuentro Regional de Fiscales Contra el Narcotráfico, que se llevará a cabo en la Antigua Guatemala. 2.) Es entendido que la licenciada Méndez Porras deberá coordinar con la Jefatura correspondiente para que el servicio al público no se vea afectado. 3.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá la licenciada Laura, coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 
La Fiscalía General de la República y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839698]ARTÍCULO LXV
DOCUMENTO Nº 12223-19, 14076-19
[bookmark: _Toc23839700]En sesión N° 86-19 celebrada el 3 de octubre de 2019, artículo XXI, se autorizó la participación de las personas servidoras judiciales indicadas en el cuadro transcrito, en lo conducente, Mario Alfaro Saborío, Minor Zúñiga González y Sujey Sánchez Segura, en la Asamblea General que realizará la Asociación Nacional de Profesionales de Poder Judicial (ANPROJUD), durante la segunda audiencia del día viernes 18 de octubre de 2019, en la provincia de Puntarenas.
Los licenciados Juan Carlos Sebiani Serrano, Juan de Dios Salon López, en su orden, Presidente y Secretario de la Asociación Nacional de Profesionales de Poder Judicial (ANPROJUD), mediante oficio N° 116-ANPROJUD-2019 del 22 de octubre del 2019, 
“En atención al oficio Nº 10434-19 en que se comunica el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 86-19 celebrada el 3 de octubre en curso, artículo XXI, donde se concede permiso a las personas de la lista remitida, para participar en la Asamblea de la Asociación Nacional de Profesionales de Poder Judicial, que se realizaría el 18 de los corrientes, muy respetuosamente, les solicitamos excluir a las siguientes personas, que por diferentes motivos no asistieron:

	Mario Alfaro Saborío
	1-1037-0475
	Perito Judicial 2
	Organismo de Investigación Judicial

	Minor Zúñiga González
	3-0316-0212
	Profesional 2
	Sección Auditoría de Seguimientos y Gestión Administrativa

	Sujey Sánchez Segura
	4-0161-0921
	Profesional 2
	Departamento Financiero Contable
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Se acordó: Tomar nota de la comunicación anterior, en consecuencia, dejar sin efecto el permiso concedido en sesión N° 86-19 celebrada el 3 de octubre de 2019, artículo XXI, a los servidores Mario Alfaro Saborío, Minor Zúñiga González y a la servidora Sujey Sánchez Segura, para que participaran en la Asamblea General que realizó la Asociación Nacional de Profesionales de Poder Judicial (ANPROJUD), durante la segunda audiencia del día viernes 18 de octubre de 2019, en la provincia de Puntarenas.
La Dirección de Gestión Humana, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXVI
DOCUMENTO Nº 13164-19, 14126-19
[bookmark: _Toc23839703][bookmark: _Toc22235618]En sesión N° 92-19 celebrada el 22 de octubre de 2019, artículo LIX, se autorizó la participación de la doctora Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Comisionada de la Comisión de Justicia Medioambiental de la Cumbre Judicial Iberoamericana e Integrante de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional y Coordinadora Proyecto Implementación del Código Procesal Agrario, en la Conferencia Internacional “El Rol de las Ciencias en la Resolución de Conflictos Ambientales: una aproximación transdisciplinaria”, del 6 al 8 de noviembre de 2019, en la ciudad de Puerto Varas en Chile. 
La doctora Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Comisionada de la Comisión de Justicia Medioambiental de la Cumbre Judicial Iberoamericana e Integrante de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional y Coordinadora Proyecto Implementación del Código Procesal Agrario, mediante correo electrónico del 30 de octubre de 2019, comunicó:
“…A la vez, hago de su conocimiento para los fines consiguientes, en relación con el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 92-19 celebrada el 22 de octubre de 2019, Artículo LIX, lo siguiente:

El día de hoy fui comunicada de la suspensión oficial de la actividad programada por el Tercer Tribunal Ambiental de Valdivia (Chile) y la Comisión Medioambiental de Naciones Unidas vinculada con la Conferencia Internacional “El Rol de las Ciencias en la Resolución de Conflictos Ambientales: una aproximación transdisciplinaria”, planteada para los días 7 y 8 de noviembre en la ciudad de Puerto Varas en Chile…”
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Se acordó: Tomar nota de la comunicación hecha por la doctora Damaris Vargas Vásquez, en calidad de Comisionada de la Comisión de Justicia Medioambiental de la Cumbre Judicial Iberoamericana e Integrante de la Comisión de Gestión Ambiental Institucional y Coordinadora Proyecto Implementación del Código Procesal Agrario y dejar sin efecto el permiso concedido a la doctora Vargas, para que participara de la Conferencia Internacional “El Rol de las Ciencias en la Resolución de Conflictos Ambientales: una aproximación transdisciplinaria”, del 6 al 8 de noviembre de 2019, en la ciudad de Puerto Varas en Chile.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXVII
DOCUMENTO N°13053-19, 14095-19
	En sesión N° 83-19 celebrada el 24 de setiembre de 2019, artículo LXXV, se le indicó a la Dirección de Gestión Humana que debió de ejercer el control adecuado en cuanto a la realización de los cálculos finales para pensiones y jubilaciones, de previo a remitirlos a este Órgano Colegiado, con la finalidad de evitar pagos indebidos a los gestionantes.
	La licenciada Olga Guerrero Córdoba, Directora interina de Gestión Humana y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe de Administración de Personal, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-4982-AP-2019 del 30 de octubre de 2019, remitieron lo siguiente:
“El Consejo Superior en la sesión 83-2019, celebrada el 24 de septiembre 2019, artículo LXXV, tomo el acuerdo que indica:

“Deberá la citada Dirección ejercer un control adecuado en cuanto a la realización de los cálculos finales para pensiones y jubilaciones, de previo a remitirlos a este Órgano Colegiado, con la finalidad de evitar pagos indebidos a los gestionantes.”

Sobre el acuerdo anterior es de interés de la Dirección de Gestión Humana realizar las siguientes aclaraciones y manifestaciones al órgano superior.

Como primer punto se desea indicar al Consejo Superior, que la Dirección de Gestión Humana, conforme a la competencia que le asigna el Estatuto de Servicio Judicial en su Capítulo XI, artículo LX,  garantiza a través de sus procesos y los controles establecidos al efecto, que el monto de jubilación consignado en los informes remitidos a su conocimiento son correctos, se encuentran apegados a la normativa legal y determinados sobre la base de salarios debidamente verificados mes a mes, componente por componente.

En segundo lugar, es importante señalar, que es una prioridad de ésta Dirección que el personal que se encuentra involucrado en el cálculo de los beneficios de jubilación y pensión, cuente con el conocimiento técnico practico requerido para la ejecución de los estudios, lo anterior en aras de brindar mayor seguridad y certeza al proceso.

Como tercer punto, en cuanto al tema de controles efectivos, en todos lo casos la Dirección de Gestión Humana elabora para cada uno de los estudios de jubilación informes actualizados sobre tiempo servido, verificación de componentes, estudios de carrera profesional y la estimación del monto de jubilación en hojas de trabajo, los cuales permiten la verificación de los datos obtenidos en el cálculo vía sistema, legitimando de esta forma la aprobación de montos de beneficio correctos.

Lo citado anteriormente se encuentra debidamente documentado tanto en las bitácoras de Sistema como en la carpeta electrónica que se confecciona para cada estudio de jubilación y como aspecto más relevante a resaltar, es que la labor de la Unidad de jubilaciones se encuentra sujeta a la supervisión tanto de la Auditoría Judicial como de la propia Superintendencia de Pensiones, las cuales año tras año se encargan de revisar la exactitud de los cálculos ejecutados, así como la efectividad de los controles existentes, obteniendo informes favorables en cuanto a los puntos evaluados.

En cuanto a los presuntos errores en los montos netos y brutos detectados en los informes de jubilación, ésta Dirección aclara al Consejo Superior que, estos reportes contienen información preliminar que se genera de forma automática del Sistema SIGA FJP y que por lo tanto se encuentra sujeta a rectificaciones, ya que se pueden presentar en el cálculo variables como sumas de más, compensaciones automáticas y demás singularidades del Sistema de Pagos. Lo anterior requiere de la correcta interpretación y aplicación de los conceptos citados, lo cual conlleva un profundo e intricado análisis de todas las variables que inciden en el resultado, afectando en alguna medida y no para todos los casos, la descarga de la información que procesa el Sistema SIGA Fondo de Jubilaciones y Pensiones.

Sobre este punto es importante indicar al Consejo Superior, que la Dirección de Gestión Humana ha discutido el tema ampliamente con la Dirección de Tecnología de la Información, en procura de impulsar las mejoras requeridas para la corrección de los informes, así como otros aspectos del proceso, no obstante, la definición de prioridades por la cual se atienden las mejoras en el Poder Judicial, sumado al tema de los costos probables asociados, se han convertido en la principal barrera que enfrenta esta Dirección para encausar las modificaciones necesarias al Sistema SIGA FJP.

Finalmente, de la mano con lo anterior, la Dirección de Tecnología de la Información nos señala que por disposición adoptada por el propio Consejo Superior conforme al acuerdo de la sesión 101-2018, del fecha 20 de noviembre 2018, artículo XCIV, el órgano superior acordó:   “Indicar a la Dirección de Tecnología de la Información que con motivo de la entrada en vigencia de la Ley 9544 modificación del Reglamento para el otorgamiento de Jubilaciones y Pensiones contemplado en la Ley Orgánica del Poder Judicial y a la creación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, no es conveniente destinar recursos públicos para continuar con la mejoras indicadas a fin de lograr la migración del sistema del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”

Por lo tanto, en razón de lo anteriormente acotado, se aclara de parte de la Dirección de Gestión Humana que no se presentan errores de cálculo en los informes de jubilación y de pensión, ya que la situación apuntada por el órgano superior no es una constante y obedece a los impedimentos que enfrenta ésta Dirección para implementar mejoras al Sistema SIGA Fondo, teniendo la capacidad de demostrar que lo señalado responde a las razones expuestas y plasmando una respetuosa reiteración sobre el hecho de que los montos de jubilación comunicados para aprobación son correctos conforme al procedimiento y no propician pagos indebidos debido a los controles instaurados al efecto.”
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Se acordó: Tomar nota del Oficio N° PJ-DGH-AP-4982-AP-2019 de la Dirección de Gestión Humana, relacionado con el control adecuado en cuanto a la realización de los cálculos finales para pensiones y jubilaciones. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839705]ARTÍCULO LXVIII
DOCUMENTO Nº 6951-16, 12459-19, 12931-19, 14130-19
[bookmark: _Toc23839710]El servidor Carlos Vinicio Varela Vargas, Investigador del Organismo de Investigación Judicial de San Carlos, mediante nota recibida el 27 de setiembre de 2019, presentó la siguiente gestión:
“Después de un cordial saludo y a la vez deseándoles éxitos en sus labores cotidianas, yo Carlos Vinicio Varela Vargas, cédula de identidad 205510525, Investigador Judicial destacado actualmente en la Delegación Regional de San Carlos, Zona Norte, me dirijo de la manera más atenta y respetuosa, para solicitar se realice un estudio para analizar si procede o no el derecho al cobro de viáticos y hospedaje de acuerdo al reglamento de viáticos del Poder Judicial, lo anterior con ocasión a mi participación en el año 2007, en “LVI Programa de Formación Básica en Investigación Criminal”, del 06 de agosto al 21 de diciembre del 2007; todo conocido como Curso Básico del O.I.J, siendo que para ese momento mi persona ya había sido nombrado como Investigador en la Delegación Regional de San Carlos, siendo que dicho  programa fue impartido en la Escuela Judicial Lic. Edgar Cervantes Villalta en San Joaquín de Flores, Heredia, lo anterior en vista de que para mi participación en dicho programa requería el trasladarme desde la zona de San Carlos y hospedarme en la zona de Heredia, San Joaquín de Flores, para participar a dicho curso Básico en  la Escuela Judicial, siendo que todos los gastos para ese momento se generaron de mi salario. 

Agradeciendo que mi solicitud sea analizada, aporto como medio para notificaciones el correo (…)”
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Previamente a someter a conocimiento de este Consejo, la Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 10175-19 del 3 de octubre de 2019, solicitó a la licenciada Kattia Campos Zúñiga, Jefa de la Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial, que de conformidad con lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión N° 22-19 del 12 de marzo del 2019, artículo LXXIII, remitiera el contrato de adiestramiento correspondiente al servidor Carlos Vinicio Varela Vargas, Investigador de la Delegación del Organismo de Investigación Judicial de San Carlos, debido a que solicitaba se le realizara el pago de viáticos (transporte, alimentación y hospedaje), mientras asistió al “LVI Programa Formación Básica en Investigación Criminal”.
Asimismo, se remitió mediante oficio N° 10951-19 del 25 de octubre de 2019, a la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, correo electrónico suscrito por el servidor Carlos Vinicio Varela Vargas, Investigador de la Delegación del Organismo de Investigación Judicial de San Carlos, con el fin de que se indicara a la brevedad, si se encontraba acogido a la excepción acordada por el Consejo Superior en sesión N° 35-01 del 08 de mayo de 2001 artículo XLII.
En relación con lo anterior, el servidor Julio García López, Asistente Administrativo de la Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial de la Escuela Judicial, mediante correo electrónico del 8 de octubre de 2019, remitió el contrato de adiestramiento y la certificación de curso, del servidor Carlos Vinicio Varela Vargas, Investigador de la Delegación del Organismo de Investigación Judicial de San Carlos.



Mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-UPS-6536-2019 del 29 de octubre de 2019, la máster Adriana Steller Hernández, Jefa interina de Subproceso Administración Salarial y la licenciada Rosibel Brenes Alvarado, Coordinadora de la Unidad de Pagos Salariales de la Dirección de Gestión Humana, comunicaron:
[bookmark: x__Hlk20209998][bookmark: _Hlk20209998][bookmark: _Hlk21933742][bookmark: _Hlk21707962][bookmark: _Hlk21435277]“Mediante oficio N° 10951-19, se requiere que esta Dirección rinda informe sobre la gestión presentada por el servidor Carlos Vinicio Varela Vargas, Investigador de la Delegación del Organismo de Investigación Judicial de San Carlos, Zona Norte, en la que indica: 

“Después de un cordial saludo y a la vez deseándoles éxitos en sus labores cotidianas, yo Carlos Vinicio Varela Vargas, cédula de identidad 205510525, Investigador Judicial destacado actualmente en la Delegación Regional de San Carlos, Zona Norte, me dirijo de la manera más atenta y respetuosa, para solicitar se realice un estudio para analizar si procede o no el derecho al cobro de viáticos y hospedaje de acuerdo al reglamento de viáticos del Poder Judicial, lo anterior con ocasión a mi participación en el año 2007, en “LVI Programa de Formación Básica en Investigación Criminal”, del 06 de agosto al 21 de diciembre del 2007; todo conocido como Curso Básico del O.I.J, siendo que para ese momento mi persona ya había sido nombrado como Investigador en la Delegación Regional de San Carlos, siendo que dicho  programa fue impartido en la Escuela Judicial Lic. Edgar Cervantes Villalta en San Joaquín de Flores, Heredia, lo anterior en vista de que para mi participación en dicho programa requería el trasladarme desde la zona de San Carlos y hospedarme en la zona de Heredia, San Joaquín de Flores, para participar a dicho curso Básico en  la Escuela Judicial, siendo que todos los gastos para ese momento se generaron de mi salario.”

Le informamos que revisados los registros que para tal efecto se llevan en esta oficina, se tiene que el señor Carlos Vinicio Varela Vargas, durante el año 2007 laboró como Investigador 1 en la Delegación Regional de San Carlos.

De esta manera se rinde informe al Honorable Consejo para lo que bien estime pertinente…”
- 0 -
En lo que interesa la cláusula tercera indica “La Corte reconocerá a “El beneficiario”, durante el lapso del adiestramiento, el salario base y los otros pluses con excepción del cuarenta por ciento por riesgo, disponibilidad y variación de jornada. “La Corte “no reconocerá a “El beneficiario” durante el lapso de la capacitación, ayuda económica alguna.
[bookmark: _Hlk20991396]En sesión N° 34-99 celebrada el 4 de mayo de 1999, artículo LXXII, se acogió lo aprobado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, por lo que se eliminó del presupuesto de la Escuela Judicial, a partir del mes de junio de 1999, la ayuda económica que se brindaba a los nuevos estudiantes del Curso Básico de Investigación Criminal, en los contratos, se debía indicar, mediante cláusula, que no recibirían dicha ayuda.
Después, en sesión N° 35-01 del 8 de mayo del 2001, artículo XLII, en lo conducente, se dispuso, que si al momento de haber realizado el Curso Básico de Investigación Judicial, el funcionario o funcionaria se encuentra designado en despachos fuera del Valle Central, de conformidad con lo que establece el artículo 74 de la Constitución Política, se debía proceder al reconocimiento económico respectivo.
Mediante Circular N° 36-19 fechada el 14 de marzo de 2019, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento de los servidores y las servidoras judiciales lo siguiente:
“El Consejo Superior del Poder Judicial en sesión No. 20-19 celebrada el 5 de marzo de 2019, artículo XVII, a solicitud de la Dirección Ejecutiva, dispuso aprobar la adición a la circular No. 127-2016 del 10 de agosto de 2016 “Pago de viáticos”, para que en adelante se lea de la siguiente manera:

“El Consejo Superior en sesión N° 60-16 celebrada el 21 de junio del 2016, acordó ratificar el acuerdo de la sesión celebrada el 15 de diciembre de 2015, artículo CXXXIV, donde se indica que el pago por concepto de viáticos procede cuando la persona servidora judicial deba desplazarse una distancia superior a los 10 kilómetros de su centro de trabajo, o bien, de su domicilio o residencia. 

Además, para el cálculo de la distancia desplazada por el servidor o servidora judicial, deberá utilizarse como referencia la “Tabla de Distancias” de la Secretaría de Planificación Sectorial del Ministerio de Obras Públicas y Transportes (se adjunta).”
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[bookmark: _Toc2867525]Finalmente, en la sesión N° 22-19 celebrada el 12 de marzo del 2019, artículo LXXIII, se acogió la solicitud presentada mediante oficio N°223-DG-2019 del 28 de febrero de 2019, suscrito por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, por lo que se indicó que la Secretaría General de la Corte, en lo sucesivo y previo a conocimiento de este Consejo Superior, deberá solicitar a la Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial, que verifiquen la participación en el “curso básico de formación policial” de los funcionarios que presentan este tipo de gestiones, además, deberán remitir una copia del contrato de adiestramiento suscrito por el gestionante, lo anterior, para determinar si procede el pago de viáticos, por su participación en el citado curso.
[bookmark: _Hlk20896491]Conforme a lo establecido en la Circular N° 39-19 de la Secretaría General de la Corte, mediante la cual se comunicó el acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 20-19 celebrada el 5 de marzo de 2019, artículo XVII, en que se dispuso que el pago por concepto de viáticos procede cuando la persona servidora judicial deba desplazarse una distancia superior a los 10 kilómetros de su centro de trabajo, o bien, de su domicilio o residencia, se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° PJ-DGH-SAS-UPS-6536-2019 del 29 de octubre de 2019, suscrito por la máster Adriana Steller Hernández, Jefa interina de Subproceso Administración Salarial y la licenciada Rosibel Brenes Alvarado, Coordinadora de la Unidad de Pagos Salariales de la Dirección de Gestión Humana y con base en el estudio: Acoger la solicitud de reconocimiento de viáticos presentada por el servidor Carlos Vinicio Varela Vargas, Investigador de la Delegación del Organismo de Investigación Judicial de San Carlos. 2.) Deberá la Administración de la Escuela Judicial; verificar que no se haya realizado ningún pago a favor del servidor Varela Vargas; y así proceder con el pago respectivo, para lo cual el Departamento Financiero Contable tomará nota. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del gestionante.
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXIX
DOCUMENTO Nº 12537-19
[bookmark: _Toc23839712]Mediante oficio Nº 1623-PLA-ES-2019 del 30 de setiembre de 2019, el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso de Ejecución de la Operaciones de la Dirección de Planificación, remite el informe elaborado por la licenciada Ana Ericka Rodríguez Araya, relacionado con los movimientos de trabajo en los Juzgados Penales Juveniles durante el 2018, que literalmente dice:
“[...]

JUZGADOS PENALES JUVENILES

A continuación se analizan las labores desarrolladas en los juzgados competentes en materia Penal Juvenil, durante el 2018 y el último quinquenio.  

Antecedentes

Mediante oficios N° 859-PLA-2018 y N° 146-ES-2018 se presentó el análisis estadístico, relacionado con los movimientos de trabajo en los juzgados penales juveniles, durante el 2017.  

Este informe se sometió a conocimiento de la Magistrada Rosibel López Madrigal, Coordinadora a.í. de la Comisión de la Jurisdicción Penal, con la finalidad de que se externaran las observaciones pertinentes, las cuales se recibieron mediante oficio N° SPJ-008-2018, suscrito por el Máster Rafael Segura Bonilla, Magistrado Suplente de la Sala Tercera y Coordinador de la Sub Comisión Penal Juvenil, en el sentido de solicitar al Consejo Superior que se giren las instrucciones a la Dirección de Planificación, con la finalidad de que se realice un estudio, en aras de evidenciar las razones por las cuales existen comportamientos crecientes en los cálculos de las duraciones de las sentencias dictadas, en forma independiente a su resultado (sean: absolutorias o condenatorias), a pesar de la tendencia descendente de las causas entradas.

En convergencia con esta gestión, se encuentra en agenda de Corte Plena la discusión de los resultados y de los alcances del informe N° 486-PLA-2018, que contiene el informe N° 6-EV-2018-B, del Sub Proceso de Evaluación, de la Dirección de Planificación.

Personal Profesional del Sub Proceso de Estadística se ha mantenido en contacto constante con la Coordinación de la Sub Comisión Penal Juvenil del Poder Judicial, con la finalidad de atender el requerimiento expuesto en el inciso anterior, así como de discutir los contenidos de otros oficios presentados por la Dirección de Planificación, tales como el N° 1148-PLA-2018, que contiene el N° 211-ES-2018, en el cual se abordan los resultados de los informes más recientes, en los que se analiza el trabajo desarrollado en estos despachos judiciales.  
  
Hechos relevantes 

Los resultados asociados a los principales indicadores de gestión judicial confirman, una vez más, la tendencia hacia la reducción de la carga trabajo en estos despachos judiciales, dada la cuarta baja anual consecutiva en el cálculo de la razón de congestión, obtenida en 1,70 en para el presente año.

Los juzgados penales juveniles recibieron 8.019 causas en este período, interrumpiendo su entrada -en forma leve- el comportamiento decreciente del trienio 2015-2017.  

De estos nuevos expedientes, 7.229 se recibieron en los juzgados especializados en esta materia (90,1%), lo cual consolida la tendencia hacia la especialización en el trámite.

En estos juzgados se terminaron 9.679 procesos en la actualidad, por lo que su resolución ratifica el tercer descenso anual progresivo.  

Los principales motivos que condujeron al finiquito de estos asuntos se relacionan con la determinación de 4.021 desestimaciones (41,5%), además de 3.462 sobreseimientos definitivos (35,8%), complementado con el dictado de 585 sentencias (6,0%), con la acumulación de 259 causas (2,7%), con el registro de 214 sanciones cumplidas (2,2%) y con la declaratoria de 207 incompetencias (2,1%), para el 90,4% de lo dilucidado.
 
El detalle de los 585 casos terminados por sentencia durante el 2018 establece que en 288 oportunidades se decretó un fallo absolutorio (49,2%), en 276 uno condenatorio (47,2%) y en 21 se dictaminó otro tipo de resoluciones (3,6%). 

Por su parte, el desglose de los 3.462 sobreseimientos definitivos actuales determina el registro de 1.461 casos por el cumplimiento del plazo de la suspensión del proceso a prueba (42,2%), de 793 prescripciones (22,9%), de 748 conciliaciones entre las partes (21,6%) y de 351 aplicaciones al artículo N° 311, incisos a), b), c) y e) del Código Procesal Penal (10,1%).

En forma análoga, en estos despachos se dictaron 10.829 resoluciones a las personas menores de edad, en el último año.     

De este conjunto de resoluciones, sobresale el registro de 4.478 desestimaciones (41,4%), de 1.870 sobreseimientos definitivos por el cumplimiento del plazo de la suspensión del proceso a prueba (17,3%), de 990 prescripciones (9,1%) y de 946 conciliaciones entre las partes (8,7%), para el 76,5% del total. 

Sobre este particular, se aclara que estas resoluciones no necesariamente corresponden a casos terminados, dado que este detalle considera a todo tipo de disposiciones, dentro de la tramitología de los procesos, lo cual no solamente incluye a las carpetas principales del expediente, sino a la totalidad de las carpetas que lo componen.

Los juzgados penales juveniles acumularon un circulante de 6.763 casos al finalizar el 2018, por lo que esta variable confirma nuevamente el modelo descendente de los últimos años, explicado -en esencia- por una mayor resolución, versus el volumen ingresado en estos despachos.  

El detalle de este circulante según el estado de los expedientes expresa que 3.198 asuntos permanecen en trámite (47,3%), 1.612 con una suspensión del proceso a prueba (23,8%), 1.111 con una rebeldía por parte de la persona menor imputada (16,4%), 397 con una ausencia (5,9%) y 319 con una conciliación condicionada (4,7%). En forma complementaria, se visualiza la participación del Programa de Justicia Juvenil Restaurativa, con el registro de 89 causas activas con una suspensión del proceso a prueba (1,3%) y de 35 con una conciliación condicionada (0,5%). 

En el 2018 se dictó sentencia a 671 personas menores de edad, por lo que esta población evidencia un descenso significativo en este período, recuperando la tendencia hacia la baja, mostrada en el bienio 2015-2016. 

El resultado de estas sentencias evidencia que a 360 menores se les decretó un fallo absolutorio (53,7%), mientras que a 306 una condena (45,6%) y a tan solo cinco una combinación de estos escenarios (0,7%). 

Las características demográficas de la población sentenciada en el último año indican que 575 menores corresponden a varones (85,7%) y 96 a mujeres (14,3%).  

Por su parte, la edad -en años cumplidos- de este grupo determina que 20 menores registran los 12 años (3,0%), 33 los 13 años (4,9%), 53 los 14 años (7,9%), 105 los 15 años (15,6%), 207 los 16 años (30,8%) y 253 los 17 años (37,7%).

Para la emisión de las sentencias dictadas a estas 671 personas menores en el 2018 se requirió de 28 meses con tres semanas, en promedio (cerca de dos años y medio).       

El resultado de estas sentencias expone que para los 360 fallos absolutorios se empleó una media de 29 meses exactos, mientras que para los 306 veredictos condenatorios 28 meses una semana y para los cinco casos en los cuales se presentó una combinación de estos escenarios se requirió de 25 meses una semana. 

Asimismo, destaca que los cálculos asociados a las duraciones totales y a las absolutorias mostraron una reducción en la actualidad, interrumpiendo ambas el patrón ascendente de los años anteriores, mientras que los cálculos vinculados con las sentencias de índole condenatorio corroboraron el modelo alcista de los años recientes. 

Finalmente, en el 2018 se refirieron 9.863 personas menores a los juzgados penales juveniles, mostrando esta población una substancial merma en este año (5.462 casos), confirmando, además del modelo fluctuante de los años recientes, la presencia de variaciones con magnitudes considerables; en especial, en el último bienio.    

Las características de este estrato por sexo determinan la presencia de 7.034 varones (71,3%), de 1.991 mujeres (20,2%) y en 838 casos se desconoce este detalle (8,5%). 

Por otro lado, las particularidades según el tipo de investigación contra la persona menor imputada expresan que a 6.935 individuos se les atribuye la comisión de un delito (70,3%), a 2.136 de una contravención (21,7%), a 103 una infracción a la Ley de Tránsito (1,0%) y a 689 se les vincula con la participación en un hecho no catalogado o tipificado como delito (7,0%). 

Indicadores de Gestión Judicial 

En el cuadro 3.1 contiene los cambios presentados por los principales indicadores de gestión judicial, desde el 2014. 

Cuadro 3.1.
Juzgados Penales Juveniles: Indicadores de Gestión Judicial
durante el período 2014-2018

	
	Año

	Descripción
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	
	 
	

	Variables
	 
	 
	
	 
	

	Circulante al iniciar
	10.754
	10.814
	9.725
	9.200
	7.757

	Casos entrados
	9.753
	9.218
	8.475
	7.946
	8.019

	Casos reentrados
	715
	823
	1.015
	593
	594

	Testimonios de piezas
	0
	0
	60
	58
	72

	Casos terminados
	10.408
	11.130
	10.742
	10.040
	9.679

	Circulante al finalizar
	10.814
	9.725
	8.533
	7.757
	6.763

	
	 
	 
	
	 
	

	Indicadores
	 
	 
	
	 
	

	Razón de congestión
	2,04
	1,87
	1,79
	1,77
	1,70

	Tasa de pendencia
	51,0
	46,6
	44,3
	43,6
	41,1

	Tasa de resolución
	49,0
	53,4
	55,7
	56,4
	58,9

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	* El circulante al iniciar el 2017 supera al circulante al finalizar el 2016 en

	   667 casos, debido al traslado de expedientes a los juzgados especializados,

	   con sedes en San Ramón, Nicoya y Corredores. 

	   Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



Estos resultados confirman, una vez más, la tendencia hacia la reducción de la carga trabajo en estos despachos judiciales, dada la cuarta baja anual consecutiva en el cálculo de la razón de congestión[footnoteRef:7], obtenida en 1,70 en para el presente año, según se observa en el gráfico 1.  [7:  La razón de congestión mide el nivel de saturación o de retraso de las oficinas judiciales y su cálculo se obtiene al dividir la carga de trabajo, entre el número de casos terminados, en un período definido. ] 




Este resultado implica que los juzgados que conocen la materia Penal Juvenil debieron tramitar 1,70 veces de los casos que finalizaron en el último año, para que no exista saturación en su carga de trabajo.  

La notación fraccionaria de este valor  refiere que por cada 170 asuntos que componen la carga de trabajo en estas oficinas, se terminaron 100, en la actualidad. 

Por su parte, en el gráfico 2 la tasa de pendencia[footnoteRef:8] exhibe un patrón idéntico al reflejado por la congestión, llegado ahora a 41,1%, mientras que la tasa de resolución[footnoteRef:9] acusó un modelo simétricamente inverso a la pendencia, al arrojar un 58,9%, debido al factor complementario de estos dos últimos indicadores (suman 100%).  [8:  La tasa de pendencia se calcula al dividir la cantidad de asuntos activos, entre la carga de trabajo, multiplicado por 100, al ser su resultado un porcentaje. ]  [9:  La tasa de resolución se calcula al dividir el número de procesos terminados, entre la carga de trabajo, multiplicado por 100, al ser su resultado un porcentaje.   ] 



Estos porcentajes sugieren que, por cada 100 expedientes ingresados en los juzgados penales juveniles durante el 2018, 41 se mantienen activos y 59 obtienen una resolución, que termina el proceso. 

Casos entrados 

Los juzgados penales juveniles acogieron 8.019 causas en el presente año, cifra que supera en 73 unidades al volumen admitido en el 2017, para un aumento porcentual de 0,9%, según el cuadro 4.1.

Cuadro 4.1.
Juzgados Penales Juveniles: Casos entrados según Circuito Judicial durante el período 2014-2018

	 
	Casos Entrados

	Circuito Judicial
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	
	 
	

	Absolutos
	9.753
	9.218
	8.475
	7.946
	8.019

	Primero San José
	3.128
	3.088
	2.909
	2.588
	2.823

	Primero Alajuela
	512
	589
	549
	530
	554

	Segundo Alajuela
	514
	450
	472
	440
	387

	Tercero Alajuela
	284
	324
	316
	293
	248

	Cartago
	1.112
	881
	863
	742
	764

	Heredia
	707
	744
	718
	561
	526

	Primero Guanacaste
	491
	517
	450
	364
	460

	Segundo Guanacaste
	332
	268
	280
	297
	284

	Puntarenas
	498
	590
	460
	528
	505

	Primero Zona Sur
	403
	329
	286
	333
	322

	Segundo Zona Sur
	423
	375
	292
	377
	295

	Primero Zona Atlántica
	619
	522
	435
	412
	371

	Segundo Zona Atlántica
	730
	541
	445
	481
	480

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



Por lo tanto, se interrumpe -en forma leve- el comportamiento decreciente mostrado por la entrada, durante el trienio 2015-2017, según se visualiza en la próxima gráfica 3. 



La distribución de los casos entrados por tipo de oficina revela para esta ocasión que de los 8.019 nuevos expedientes, 7.229 se recibieron en los juzgados especializados en la materia (90,1%), mientras que 381 en los de Familia, Penal Juvenil y/o Violencia Doméstica (4,8%) y 409 en los civiles y de trabajo, que además conocen otras materias (5,1%), lo cual confirma la gran tendencia hacia la especialización, en el último quinquenio, como se observa en el cuadro 4.2. 

Cuadro 4.2.
Juzgados Penales Juveniles: Casos entrados según tipo de oficina durante el período 2014-2018

	 
	Casos Entrados

	Tipo de Oficina
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	
	 
	

	Absolutos
	9.753
	9.218
	8.475
	7.946
	8.019

	Especializados
	8.484
	7.724
	7.158
	6.999
	7.229

	Familia, Pen. Juv. y Viol. Dom.
	685
	661
	690
	379
	381

	Civil, Trabajo y Otras 
	584
	833
	627
	568
	409

	
	 
	 
	
	 
	

	Porcentajes
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Especializados
	87,0
	83,8
	84,5
	88,1
	90,1

	Familia, Pen. Juv. y Viol. Dom.
	7,0
	7,2
	8,1
	4,8
	4,8

	Civil, Trabajo y Otras 
	6,0
	9,0
	7,4
	7,1
	5,1

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



En el cuadro 4.3 contiene los juzgados que aceptaron las cantidades más altas y bajas de causas penales juveniles en el presente período, para cada tipo de oficina. 

Cuadro 4.3.
Juzgados Penales Juveniles: Despachos con mayores y menores cifras de casos entrados según tipo de despacho durante el 2018

	 
	Casos
	 

	Juzgado
	Entrados
	Detalle

	
	 
	

	Especializados
	 
	

	Penal Juvenil San José
	2.754
	Mayores Cifras

	Penal Juvenil Cartago
	624
	

	Penal Juvenil II Circuito Zona Sur (Corredores y Golfito)
	245
	Menores Cifras

	Penal Juvenil I Circuito Zona Sur (Pérez Zeledón)
	240
	

	
	 
	

	Penal Juvenil, Familia y Violencia Doméstica
	 
	

	Penal Juvenil, Familia y Violencia Doméstica Turrialba
	140
	Únicos

	Penal Juvenil, Familia y Violencia Doméstica Cañas
	134
	

	Penal Juvenil, Familia y Violencia Doméstica Quepos 
	107
	

	
	 
	

	Civil, Trabajo y Otras 
	 
	

	Civil y Trabajo Upala
	105
	Únicos

	Civil y Trabajo Sarapiquí
	103
	

	Civil y Trabajo Buenos Aires
	82
	

	Civil y Trabajo Puriscal
	69
	

	Civil y Trabajo Osa
	50
	

	 
	 
	 

	Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 


Casos terminados 

En los juzgados penales juveniles se terminaron 9.679 demandas en el 2018, por lo que su resolución muestra una baja de 361 finiquitos versus la tención lograda el año anterior, para una reducción relativa de 3,6%, según cuadro 5.1.

Cuadro 5.1.
Juzgados Penales Juveniles: Casos terminados según Circuito Judicial durante el período 2014-2018

	 
	Casos Terminados

	Circuito Judicial
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	
	 
	

	Absolutos
	10.408
	11.130
	10.742
	10.040
	9.679

	Primero San José
	3.471
	3.527
	3.343
	3.227
	3.273

	Primero Alajuela
	520
	524
	607
	599
	550

	Segundo Alajuela
	710
	492
	455
	505
	364

	Tercero Alajuela
	320
	373
	356
	412
	576

	Cartago
	1.131
	1.034
	1.089
	874
	855

	Heredia
	502
	1.198
	838
	741
	705

	Primero Guanacaste
	445
	542
	577
	419
	418

	Segundo Guanacaste
	389
	325
	316
	510
	332

	Puntarenas
	670
	663
	841
	599
	562

	Primero Zona Sur
	495
	417
	375
	400
	371

	Segundo Zona Sur
	574
	483
	365
	413
	500

	Primero Zona Atlántica
	548
	650
	695
	581
	565

	Segundo Zona Atlántica
	633
	902
	885
	760
	608

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



Por consiguiente, el número de asuntos fenecidos en estas dependencias ratifica su tercer descenso anual progresivo, comportamiento que se explica por la heterogeneidad existente entre los diversos juzgados a nivel nacional, al brindar el servicio a poblaciones usuarias muy disímiles entre sí, según la zona geográfica en la cual se localizan y de acuerdo al tipo de despacho que les caracteriza, dado que además de los aspectos relacionados con el acceso al servicio público de las personas usuarias, se debe considerar que existen despachos mixtos, que atienden de dos hasta seis materias, en algunos casos, según se observa en el gráfico 4. 




Otro evento que repercute -en forma directa- la labor desarrollada en los juzgados penales juveniles atañe a las particularidades que se presentan en las fiscalías penales juveniles, en las cuales se realizará un estudio vinculado con las cargas de trabajo de su personal, por cuanto los fiscales y las fiscalas realizan una serie de labores adicionales a las asignadas en su naturaleza ordinaria, lo cual les implica una mayor cantidad de tiempo consumido en sus respectivas jornadas laborales, que no se refleja en el contenido de los expedientes, ni en los informes estadísticos que se remiten, al Sub Proceso de Estadística. 

La clasificación de los asuntos fenecidos en esta ocasión según el tipo de despacho indica que 8.789 causas se dilucidaron en los juzgados especializados (90,8%), 415 en los de Familia, Penal Juvenil y/o Violencia Doméstica (4,3%) y 475 en los civiles y de trabajo, que además tramitan otras materias (4,9%), según el cuadro 5.2.

Cuadro 5.2.
Juzgados Penales Juveniles: Casos terminados según tipo de oficinadurante el período 2014-2018

	 
	Casos Terminados

	Tipo de Oficina
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	
	 
	

	Absolutos
	10.408
	11.130
	10.742
	10.040
	9.679

	Especializados
	9.064
	9.422
	9.247
	8.595
	8.789

	Familia, Pen. Juv. y Viol. Dom.
	597
	769
	781
	817
	415

	Civil, Trabajo y Otras 
	747
	939
	714
	628
	475

	
	 
	 
	
	 
	

	Porcentajes
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Especializados
	87,1
	84,7
	86,1
	85,6
	90,8

	Familia, Pen. Juv. y Viol. Dom.
	5,7
	6,9
	7,3
	8,1
	4,3

	Civil, Trabajo y Otras 
	7,2
	8,4
	6,6
	6,3
	4,9

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



En el cuadro 5.3, los principales motivos que condujeron al finiquito de estos asuntos se relacionan con la determinación de 4.021 desestimaciones (41,5%), además de 3.462 sobreseimientos definitivos (35,8%), complementado con el dictado de 585 sentencias (6,0%), con la acumulación de 259 causas (2,7%), con el registro de 214 sanciones cumplidas (2,2%) y con la declaratoria de 207 incompetencias (2,1%), para el 90,4% de lo dilucidado.

Cuadro 5.3.
Juzgados Penales Juveniles: Casos terminados según motivo de término durante el período 2016-2018

	 
	Casos Terminados
	 
	Porcentajes

	Motivo de Término
	2016
	2017
	2018
	 
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	 
	 
	
	 
	

	Absolutos
	10.742
	10.040
	9.679
	 
	100,0
	100,0
	100,0

	Acumulación
	364
	338
	259
	 
	3,4
	3,4
	2,7

	Sentencia
	760
	705
	585
	 
	7,1
	7,0
	6,0

	Desestimación
	3.921
	4.041
	4.021
	 
	36,5
	40,2
	41,5

	Devuelto MP Sanear Act. Proc. Defect.
	29
	32
	34
	 
	0,3
	0,3
	0,4

	Devuelto MP Deniega Gestión
	108
	42
	68
	 
	1,0
	0,4
	0,7

	Just. Juv. Rest. Conciliación
	8
	75
	94
	 
	0,1
	0,7
	1,0

	Just. Juv. Rest. Cump. Plazo Susp. Proc. Prueba
	0
	38
	71
	 
	0,0
	0,4
	0,7

	Just. Juv. Rest. Cump. Plazo Susp. Proc. Prueba Con Repar. Int. Daño
	0
	1
	4
	 
	0,0
	0,0
	0,0

	Just. Juv. Rest. Cump. Conciliación Con Repar. Int. Daño
	0
	1
	3
	 
	0,0
	0,0
	0,0

	Incompetencia o remitido a otra jurisdicción
	226
	560
	207
	 
	2,1
	5,6
	2,1

	Remitido Centro de Conciliación
	39
	2
	95
	 
	0,4
	0,0
	1,0

	Sanción Cumplida 
	82
	104
	214
	 
	0,8
	1,0
	2,2

	Sobreseimiento Definitivo
	4.492
	4.039
	3.462
	 
	41,8
	40,2
	35,8

	Terminado por Inconsistencia*
	426
	0
	0
	 
	4,0
	0,0
	0,0

	Otros
	287
	62
	562
	 
	2,7
	0,6
	5,8

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	* Se refiere a asuntos terminados, producto de la ejecución de un inventario de expedientes y sus ajustes. 

	Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



Por su parte, el detalle específico de los 585 casos terminados por sentencia durante el 2018 expone que en 288 causas se dictó un fallo absolutorio (49.2%), en 276 uno condenatorio (47,2%) y en 21 se emitió otro tipo de resolución (3,6%), se visualiza en el siguiente cuadro 5.4: 

Cuadro 5.4.
Juzgados Penales Juveniles: Casos terminados por sentencia según tipo de sentencia durante el período 2016-2018

	 
	Sentencias
	 
	Porcentajes

	Tipo de Sentencia
	2016
	2017
	2018
	 
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	

	Absolutos
	760
	705
	585
	
	100,0
	100,0
	100,0

	Absolutoria
	364
	331
	288
	
	47,9
	47,0
	49,2

	Absolutoria y Sin Lugar
	5
	3
	4
	
	0,7
	0,4
	0,7

	Absolutoria y Con Lugar
	28
	11
	5
	
	3,7
	1,6
	0,9

	Condenatoria
	313
	322
	276
	
	41,2
	45,7
	47,2

	Condenatoria y Con Lugar
	36
	26
	6
	
	4,7
	3,7
	1,0

	Condenatoria y Sin Lugar
	1
	0
	0
	
	0,1
	0,0
	0,0

	Condenatoria - Absolutoria
	11
	9
	6
	
	1,4
	1,3
	1,0

	Condenatoria - Absolutoria Con Lugar
	2
	3
	0
	
	0,3
	0,4
	0,0

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



En forma análoga, el detalle de los 3.462 sobreseimientos definitivos concedidos en la actualidad determina el registro de 1.461 asuntos por el cumplimiento del plazo de la suspensión del proceso a prueba (42,2%), de 793 prescripciones (22,9%), de 748 conciliaciones entre las partes (21,6%) y de 351 aplicaciones al artículo N° 311, incisos a), b), c) y e) del Código Procesal Penal (10,1%), para el 96,9% de los sobreseimientos, entre estos cuatro escenarios, en el siguiente cuadro 5.5:

Cuadro 5.5.
Juzgados Penales Juveniles: Casos terminados por sobreseimiento definitivo según tipo de sobreseimiento durante el período 2016-2018

	 
	Sobreseimientos
	 
	Porcentajes

	Tipo de Sobreseimiento
	2016
	2017
	2018
	 
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	 
	 
	
	 
	

	Absolutos
	4.492
	4.039
	3.462
	 
	100,0
	100,0
	100,0

	Sobreseimiento Definitivo (Art 311, Inc a,b,c, e, C.P.P)
	739
	445
	351
	 
	16,5
	11,0
	10,1

	Sobreseimiento Definitivo (Art 313, C.P.P)
	75
	0
	0
	 
	1,7
	0,0
	0,0

	Sob. Def. Conciliación
	776
	851
	748
	 
	17,3
	21,1
	21,6

	Sob. Def. Crit. Oport. (Art. 56, Inc a, C.P.P)
	1
	0
	5
	 
	0,0
	0,0
	0,1

	Sob. Def. Crit. Oport. (Art. 56, Inc b, C.P.P)
	0
	0
	5
	 
	0
	0
	0,1

	Sob. Def. Prescrip. (Art. 31, C.P.P)
	1.016
	1.071
	793
	 
	22,6
	26,5
	22,9

	Sob. Def. Cumpl. Pla. Susp. Proc. Pba
	1.820
	1.554
	1.461
	 
	40,5
	38,5
	42,2

	Sob. Def. Ext. Acc. Pen. Cumpl. Repar. Daño
	18
	31
	57
	 
	0,4
	0,8
	1,6

	Sob. Def. Ext. Acc. Pen. Desest. Querella
	0
	1
	1
	 
	0,0
	0,0
	0,0

	Sob. Def. Ext. Acc. Pen. Incum. Fijac. Plazo
	0
	5
	0
	 
	0,0
	0,1
	0,0

	Sob. Def. Ext. Acc. Pen. Muerte Imputado
	38
	62
	26
	 
	0,8
	1,5
	0,8

	Sob. Def. Ext. Acc. Pen. Venc. Plazo. Sobr. Prov.
	9
	19
	15
	 
	0,2
	0,5
	0,4

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



La próxima tabla 5.6 contiene los juzgados que arrojaron las mayores y menores cantidades de causas terminadas en el presente año, según el tipo de oficina. 

Cuadro 5.6.
Juzgados Penales Juveniles: Despachos con mayores y menores cifras de casos terminados según tipo de despacho durante el 2018

	 
	Casos
	 

	Juzgado
	Terminados
	Detalle

	
	 
	

	Especializados
	 
	

	Penal Juvenil San José
	3.171
	Mayores Cifras

	Penal Juvenil Cartago
	696
	

	Penal Juvenil I Circuito Guanacaste (Liberia)
	267
	Menores Cifras

	Penal Juvenil II Circuito Alajuela (San Carlos)
	258
	

	
	 
	

	Penal Juvenil, Familia y Violencia Doméstica
	 
	

	Penal Juvenil, Familia y Violencia Doméstica Turrialba
	159
	Únicos

	Penal Juvenil, Familia y Violencia Doméstica Cañas
	151
	

	Penal Juvenil, Familia y Violencia Doméstica Quepos 
	105
	

	
	 
	

	Civil, Trabajo y Otras 
	 
	

	Civil y Trabajo Sarapiquí
	113
	Únicos

	Civil y Trabajo Upala
	106
	

	Civil y Trabajo Puriscal
	102
	

	Civil y Trabajo Buenos Aires
	87
	

	Civil y Trabajo Osa
	67
	

	 
	 
	 

	Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 


Circulante al finalizar el año 

Los juzgados penales juveniles acumularon un circulante de 6.763 expedientes al finalizar el 2018, volumen inferior en 994 unidades versus las existencias habidas hace un año exacto, para una merma porcentual de 12,8%, según se visualiza el cuadro 6.1:

Cuadro 6.1.
Juzgados Penales Juveniles: Circulante al finalizar el año según Circuito Judicial durante el período 2014-2018

	 
	Circulante al Finalizar el Año

	Circuito Judicial
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	
	 
	

	Absolutos
	10.814
	9.725
	8.533
	7.757
	6.763

	Primero San José
	3.431
	3.208
	2.968
	2.568
	2.335

	Primero Alajuela
	235
	304
	301
	255
	274

	Segundo Alajuela
	438
	419
	474
	453
	514

	Tercero Alajuela
	234
	203
	181
	475
	176

	Cartago
	766
	652
	536
	439
	383

	Heredia
	1.234
	931
	865
	721
	591

	Primero Guanacaste
	389
	399
	353
	349
	433

	Segundo Guanacaste
	315
	280
	267
	249
	207

	Puntarenas
	682
	697
	404
	366
	343

	Primero Zona Sur
	413
	363
	304
	267
	254

	Segundo Zona Sur
	252
	225
	198
	319
	138

	Primero Zona Atlántica
	1.108
	1.052
	863
	741
	614

	Segundo Zona Atlántica
	1.317
	992
	819
	555
	501

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



En consecuencia, el número de casos activos en estos despachos mantiene la tendencia estrictamente descendente de los últimos años, modelo que se explica -en esencia- por la mayor resolución, versus el volumen de asuntos ingresados, en todos los años del último quinquenio, según se colige de la tabla N° 3.1, del tercer apartado, en el presente análisis.  


En el cuadro 6.2, la conformación del circulante al cierre del 2018 por tipo de oficina evidencia que 6.066 asuntos permanecen en los juzgados que únicamente tramitan la materia Penal Juvenil (89,7%), mientras que 339 se atienden en los de Familia, Penal Juvenil y/o Violencia Doméstica (5,0%) y 358 en los civiles y de trabajo, que además conocen otras materias (5,3%), confirmándose -una vez más- la tendencia hacia la especialización en esta materia. 

Cuadro 6.2.
Juzgados Penales Juveniles: Circulante al finalizar el año según tipo de oficina durante el período 2014-2018

	 
	Circulante al Finalizar el Año

	Tipo de Oficina
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	
	 
	

	Absolutos
	10.814
	9.725
	8.533
	7.757
	6.763

	Especializados
	9.642
	8.605
	7.416
	7.024
	6.066

	Familia, Pen. Juv. y Viol. Dom.
	641
	583
	564
	256
	339

	Civil, Trabajo y Otras 
	531
	537
	553
	477
	358

	
	 
	 
	
	 
	

	Porcentajes
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Especializados
	89,2
	88,5
	86,9
	90,6
	89,7

	Familia, Pen. Juv. y Viol. Dom.
	5,9
	6,0
	6,6
	3,3
	5,0

	Civil, Trabajo y Otras 
	4,9
	5,5
	6,5
	6,1
	5,3

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 


En el cuadro 6.3, se observa el detalle de este circulante según el estado de los expedientes expresa que 3.198 asuntos permanecen en trámite (47,3%), 1.612 con una suspensión del proceso a prueba (23,8%), 1.111 con una rebeldía por parte de la persona menor imputada (16,4%), 397 con una ausencia (5,9%) y 319 con una conciliación condicionada (4,7%). En forma complementaria, se visualiza la participación del Programa de Justicia Juvenil Restaurativa, con el registro de 89 causas activas con una suspensión del proceso a prueba (1,3%) y de 35 con una conciliación condicionada (0,5%). 

Cuadro 6.3.
Juzgados Penales Juveniles: Circulante al finalizar el año según estado del expediente durante el período 2014-2018

	 
	Circulante al Finalizar el Año
	 
	Porcentajes

	Estado del Expediente
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018
	 
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	
	
	
	
	

	Absolutos
	10.814
	9.725
	8.533
	7.757
	6.763
	 
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	En Trámite
	6.042
	5.299
	4.220
	3.752
	3.198
	 
	55,9
	54,5
	49,5
	48,4
	47,3

	Rebeldía
	1.577
	1.277
	1.246
	1.266
	1.111
	 
	14,6
	13,1
	14,6
	16,3
	16,4

	Suspensión Proceso a Prueba
	2.116
	2.158
	2.089
	1.795
	1.612
	 
	19,6
	22,2
	24,5
	23,1
	23,8

	Conciliación Condicionada
	545
	430
	438
	405
	319
	 
	5,0
	4,4
	5,1
	5,2
	4,7

	Ausencia
	517
	525
	492
	433
	397
	 
	4,8
	5,4
	5,8
	5,6
	5,9

	Just. Rest. Suspensión Proceso a Prueba
	0
	0
	27
	66
	89
	 
	0,0
	0,0
	0,3
	0,9
	1,3

	Just. Rest. Conciliación Condicionada
	0
	0
	17
	33
	35
	 
	0,0
	0,0
	0,2
	0,4
	0,5

	Just. Rest. Reparación de Daño Integral
	0
	0
	1
	0
	0
	 
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	Otros con Resolución Provisional
	17
	36
	3
	7
	2
	 
	0,2
	0,4
	0,0
	0,1
	0,0

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



De seguido en el cuadro 6.4 se muestra el detalle de los juzgados que aglutinaron las cifras más altas y bajas en cuanto al circulante al finalizar el presente período, según tipo de oficina.  

Cuadro 6.4.
Juzgados Penales Juveniles: Despachos con mayores y menores circulantes al finalizar el 2018, según tipo de despacho

	 
	Circulante
	 

	Juzgado
	Final
	Detalle

	
	 
	

	Especializados
	 
	

	Penal Juvenil San José
	2.296
	Mayores Cifras

	Penal Juvenil I Circuito Zona Atlántica (Limón)
	614
	

	Penal Juvenil I Circuito Zona Sur (Pérez Zeledón)
	130
	Menores Cifras

	Penal Juvenil II Circuito Zona Sur (Corredores y Golfito)
	126
	

	
	 
	

	Familia, Pen. Juv. y Viol. Dom.
	 
	

	Penal Juvenil, Familia y Violencia Doméstica Cañas
	122
	Únicos

	Penal Juvenil, Familia y Violencia Doméstica Turrialba
	115
	

	Penal Juvenil, Familia y Violencia Doméstica Quepos 
	102
	

	
	 
	

	Civil, Trabajo y Otras 
	 
	

	Civil y Trabajo Buenos Aires
	124
	Únicos

	Civil y Trabajo Upala
	92
	

	Civil y Trabajo Sarapiquí
	91
	

	Civil y Trabajo Puriscal
	39
	

	Civil y Trabajo Osa
	12
	

	 
	 
	 

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 


[bookmark: _Hlk17388218]Menores sentenciados (as)  

Durante el 2018, en los juzgados penales juveniles se dictó sentencia a 671 personas menores de edad, población que experimenta una baja de 157 casos versus el registro correspondiente al año anterior, para una reducción relativa de 19,0%, se observa en el cuadro 7.1.

Cuadro 7.1.
Juzgados Penales Juveniles: Menores sentenciados (as) según Circuito Judicial durante el período 2014-2018

	 
	Menores sentenciados (as)

	Circuito Judicial
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	
	 
	

	Absolutos
	962
	881
	813
	828
	671

	Primero San José
	403
	377
	316
	316
	318

	Primero Alajuela
	58
	44
	76
	54
	41

	Segundo Alajuela
	30
	27
	25
	34
	19

	Tercero Alajuela
	17
	36
	31
	33
	20

	Cartago
	39
	67
	47
	41
	26

	Heredia
	46
	78
	102
	91
	84

	Primero Guanacaste
	24
	39
	37
	29
	32

	Segundo Guanacaste
	5
	6
	9
	2
	5

	Puntarenas
	189
	60
	37
	59
	37

	Primero Zona Sur
	36
	29
	16
	30
	25

	Segundo Zona Sur
	34
	25
	17
	21
	18

	Primero Zona Atlántica
	54
	65
	66
	71
	30

	Segundo Zona Atlántica
	27
	28
	34
	47
	16

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



De esta manera, el grupo de personas menores sentenciadas experimenta un descenso importante en la actualidad, recuperando la tendencia hacia la baja, mostrada en el bienio 2015-2016, conforme se aprecia en la siguiente gráfica 6. 



El resultado de estas 671 sentencias evidencia que a 360 menores se les decretó un fallo absolutorio (53,7%), mientras que a 306 una condena (45,6%) y a tan solo cinco una combinación de estos escenarios (0,7%), en el siguiente cuadro 7.2:

Cuadro 7.2.
Juzgados Penales Juveniles: Menores sentenciados (as) según tipo de sentencia durante el período 2014-2018

	 
	Menores Sentenciados (as)

	Tipo de Sentencia
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	
	 
	

	Absolutos
	962
	881
	813
	828
	671

	Absolutoria
	527
	484
	438
	418
	360

	Condenatoria
	435
	397
	375
	399
	306

	Absolutoria - Condenatoria
	0
	0
	0
	11
	5

	
	 
	 
	
	 
	

	Porcentajes
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Absolutoria
	54,8
	54,9
	53,9
	50,5
	53,7

	Condenatoria
	45,2
	45,1
	46,1
	48,2
	45,6

	Absolutoria - Condenatoria
	0,0
	0,0
	0,0
	1,3
	0,7

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



Al profundizar sobre la naturaleza de las sanciones impuestas a las 311 personas menores condenadas en esta oportunidad[footnoteRef:10] se tiene que en 119 casos se ordenó una libertad asistida (38,3%), en 103 un internamiento en un centro especializado (33,1%), en 79 una amonestación y advertencia (25,4%), en siete una orden de orientación y supervisión (2,3%), en dos una medida de seguridad (0,6%) y en tan solo un caso se decretó una prestación de servicios a la comunidad (0,3%), según el siguiente cuadro 7.3: [10:  Se consideran las 306 sentencias condenatorias y las cinco combinaciones de absolutorias – condenatorias.   ] 


Cuadro 7.3.
Juzgados Penales Juveniles: Menores condenados (as) según sanción impuesta durante el período 2014-2018

	 
	Menores Condenados (as)
	 
	Porcentajes

	Sanción Impuesta
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018
	 
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	
	 
	
	 
	

	Absolutos
	435
	397
	375
	410
	311
	 
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Amonestación y Advertencia
	40
	40
	50
	81
	79
	 
	9,2
	10,1
	13,3
	19,8
	25,4

	Libertad Asistida
	229
	165
	169
	194
	119
	 
	52,6
	41,6
	45,1
	47,3
	38,3

	Prestac. Servicios a la Comunidad
	3
	1
	2
	1
	1
	 
	0,7
	0,3
	0,5
	0,2
	0,3

	Orden Orientación y Supervisión
	17
	21
	20
	12
	7
	 
	3,9
	5,3
	5,3
	2,9
	2,3

	Ejecución Condicional de la Pena
	1
	9
	2
	0
	0
	 
	0,2
	2,3
	0,5
	0,0
	0,0

	Internamiento Centro Especializado
	145
	161
	132
	122
	103
	 
	33,3
	40,6
	35,2
	29,8
	33,1

	Medida de Seguridad
	0
	0
	0
	0
	2
	 
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,6

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



Por su parte en el cuadro 7.4, las características demográficas de la población sentenciada en el último año indican que 575 menores corresponden a varones (85,7%) y 96 a mujeres (14,3%). 

Cuadro 7.4.
Juzgados Penales Juveniles: Menores sentenciados (as) según
sexo durante el período 2014-2018

	
	Menores Sentenciados (as)

	Sexo
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	
	 
	

	Absolutos
	962
	881
	813
	828
	671

	Masculino
	847
	828
	709
	708
	575

	Femenino
	115
	53
	104
	104
	96

	Desconocido*
	0
	0
	0
	16
	0

	
	 
	 
	
	 
	

	Porcentajes
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Masculino
	88,0
	94,0
	87,2
	85,5
	85,7

	Femenino
	12,0
	6,0
	12,8
	12,6
	14,3

	Desconocido*
	0,0
	0,0
	0,0
	1,9
	0,0

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



Asimismo, en el cuadro 7.5, la edad -en años cumplidos- de esta población determina que 20 menores registran los 12 años (3,0%), 33 los 13 años (4,9%), 53 los 14 años (7,9%), 105 los 15 años (15,6%), 207 los 16 años (30,8%) y 253 los 17 años (37,7%). 

Cuadro 7.5.
Juzgados Penales Juveniles: Menores sentenciados (as) según edad durante el período 2014-2018

	 
	Menores Sentenciados (as)
	 
	Porcentajes

	Edad*
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018
	 
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	 
	 
	
	 
	
	 
	
	 
	

	Absolutos
	962
	881
	813
	828
	671
	 
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	12
	0
	2
	1
	11
	20
	 
	0,0
	0,2
	0,1
	1,3
	3,0

	13
	25
	13
	10
	17
	33
	 
	2,6
	1,5
	1,2
	2,1
	4,9

	14
	123
	37
	40
	58
	53
	 
	12,8
	4,2
	4,9
	7,0
	7,9

	15
	81
	99
	98
	117
	105
	 
	8,4
	11,2
	12,1
	14,1
	15,6

	16
	207
	225
	239
	233
	207
	 
	21,5
	25,5
	29,4
	28,1
	30,8

	17
	526
	505
	425
	392
	253
	 
	54,7
	57,3
	52,3
	47,3
	37,7

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	* Se refiere a la edad en años cumplidos. 

	Elaborado por: Sub Proceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



Otro aspecto importante a examinar se relaciona con las especificidades de los delitos o de las faltas cometidas, que motivaron al dictado de las sentencias a las personas menores de edad, sobresaliendo de la población actual el registro de 213 casos por delitos contra la propiedad (31,7%), de 161 contra la vida (24,0%), de 138 de índole sexual (20,6%), de 50 contra la autoridad pública (7,5%) y de 34 por la comisión de diversas contravenciones (5,1%), representado estas cinco figuras al 88,8% de la población sentenciada, de conformidad con los títulos establecidos en el Código Penal costarricense, como se observa en el cuadro 7.6.

Cuadro 7.6.
Juzgados Penales Juveniles: Menores sentenciados (as) según título del delito durante el período 2014-2018

	 
	Menores Sentenciados (as)
	 
	Porcentajes

	Título del Delito*
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018
	 
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	
	 
	
	 
	

	Absolutos
	962
	881
	813
	828
	671
	 
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Contra la vida
	203
	218
	227
	200
	161
	 
	21,1
	24,7
	27,9
	24,2
	24,0

	Sexuales
	144
	168
	137
	155
	138
	 
	15,0
	19,1
	16,9
	18,7
	20,6

	Contra la propiedad
	385
	342
	300
	313
	213
	 
	40,0
	38,8
	36,9
	37,8
	31,7

	Contra la seguridad común
	2
	6
	2
	2
	0
	 
	0,2
	0,7
	0,2
	0,2
	0,0

	Contra la libertad
	43
	23
	21
	16
	15
	 
	4,5
	2,6
	2,6
	1,9
	2,2

	Contra la administración de justicia
	8
	4
	5
	2
	5
	 
	0,8
	0,5
	0,6
	0,2
	0,7

	Contra el ámbito de la intimidad
	5
	1
	1
	2
	1
	 
	0,5
	0,1
	0,1
	0,2
	0,1

	Contra los deberes de la función publica
	2
	3
	2
	3
	1
	 
	0,2
	0,3
	0,2
	0,4
	0,1

	Contra la autoridad pública
	52
	69
	40
	68
	50
	 
	5,4
	7,8
	4,9
	8,2
	7,5

	Contra la familia
	0
	0
	0
	0
	0
	 
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	Contra leyes especiales
	1
	2
	1
	1
	0
	 
	0,1
	0,2
	0,1
	0,1
	0,0

	Contra la Ley de Penaliz. Viol. Ctra. Mujer
	12
	6
	7
	10
	11
	 
	1,2
	0,7
	0,9
	1,2
	1,6

	Contra la Ley de Psicotrópicos
	20
	12
	7
	12
	19
	 
	2,1
	1,4
	0,9
	1,4
	2,8

	Contra la Ley de Armas y Explosivos
	20
	21
	18
	13
	22
	 
	2,1
	2,4
	2,2
	1,6
	3,3

	Contra la Ley de Tránsito
	8
	4
	2
	0
	0
	 
	0,8
	0,5
	0,2
	0,0
	0,0

	Contra la Ley de Violencia Doméstica
	0
	0
	0
	0
	1
	 
	0
	0
	0
	0
	0,1

	Contra la fe pública
	1
	2
	0
	2
	0
	 
	0,1
	0,2
	0,0
	0,2
	0,0

	Otros delitos
	0
	0
	16
	0
	0
	 
	0,0
	0,0
	2,0
	0,0
	0,0

	Contravenciones
	55
	0
	27
	29
	34
	 
	5,7
	0,0
	3,3
	3,5
	5,1

	Hecho atípico
	1
	0
	0
	0
	0
	 
	0,1
	0,0
	0,0
	0,0
	0,0

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	* Se refiere al título del delito en el Código Penal. 

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



En el siguiente cuadro 7.7 se visualiza, para la emisión de las sentencias dictadas a estas 671 personas menores de edad durante el 2018 se requirió de 28 meses con tres semanas, en promedio (cerca de dos años y medio). 

Los resultados particulares de estas sentencias exponen que para los 360 fallos absolutorios se empleó una media de 29 meses exactos, mientras que para los 306 veredictos condenatorios 28 meses una semana y para los cinco casos en los cuales se presentó una combinación de estos escenarios se requirió de 25 meses una semana, en promedio. 
Cuadro 7.7.
Juzgados Penales Juveniles: Duración promedio de las sentencias dictadas a los menores durante el período 2014-2018

	 
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	Tipo de Sentencia
	Sent
	M
	S
	Sent
	M
	S
	Sent
	M
	S
	Sent
	M
	S
	Sent
	M
	S

	
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	
	
	

	Total
	962
	22
	3
	881
	24
	3
	813
	25
	3
	828
	29
	2
	671
	28
	3

	
	 
	
	 
	 
	
	 
	 
	
	 
	 
	
	 
	
	
	

	Absolutorias
	527
	23
	0
	484
	25
	2
	438
	27
	3
	418
	31
	0
	360
	29
	0

	
	 
	
	 
	 
	
	 
	 
	
	 
	 
	
	 
	
	
	

	Condenatorias
	435
	22
	2
	397
	23
	3
	375
	24
	0
	410
	28
	0
	306
	28
	1

	Libertad asistida
	229
	21
	1
	165
	26
	0
	169
	27
	1
	194
	27
	3
	116
	38
	0

	Amonestación y advertencia
	40
	23
	3
	40
	24
	3
	50
	19
	0
	81
	28
	1
	79
	22
	0

	Internamiento en centro especializado
	145
	23
	0
	161
	21
	2
	132
	21
	2
	122
	27
	2
	101
	22
	2

	Orden de orientación y supervisión
	17
	33
	3
	21
	28
	1
	20
	26
	3
	12
	28
	3
	7
	20
	3

	Prestación de servicio a la comunidad
	3
	16
	0
	1
	3
	3
	2
	21
	2
	1
	48
	1
	1
	20
	1

	Ejecución condicional de la pena
	1
	38
	3
	9
	13
	2
	2
	23
	1
	0
	--
	--
	0
	--
	--

	Medida de Seguridad
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	2
	25
	1

	
	 
	
	
	 
	
	
	 
	
	
	 
	
	
	 
	
	

	Absolutorias - Condenatorias
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	5
	25
	1

	Libertad asistida
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	3
	17
	0

	Internamiento en centro especializado
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	--
	2
	37
	1

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



Al profundizar este diagnóstico en cuanto a las sentencias de carácter condenatorio, sobresale que para la determinación de las 116 libertades asistidas otorgadas en este período los jueces y las juezas requirieron en promedio de 38 meses exactos, mientras que para el ordenamiento de los 101 internamientos en centro especializado se ocupó una media de 22 meses dos semanas (casi dos años). 

Finalmente, destaca que los cálculos relacionados con las duraciones totales y con las absolutorias mostraron una reducción en el 2018, interrumpiendo ambas el patrón ascendente de los años anteriores, mientras que los cálculos vinculados con las sentencias de índole condenatorio corroboraron ahora el modelo creciente de los últimos años. 

La siguiente tabla 7.8 brinda el detalle individual de los juzgados que presentaron las mayores y las menores duraciones promedio, en el último año. 

Cuadro 7.8.
Juzgados Penales Juveniles: Duración promedio de las sentencias dictadas a los menores por despacho durante el 2018

	 
	Sentencias
	Duración

	Juzgado
	Dictadas
	Promedio

	
	 
	

	Total
	671
	28 meses 3 semanas

	
	 
	

	Mayores Duraciones
	 
	

	Penal Juvenil I Circuito Zona Atlántica (Limón)
	30
	42 meses 3 semanas

	Penal Juvenil II Circuito Zona Atlántica (Pococí) 
	16
	40 meses 1 semana

	Penal Juvenil Heredia
	83
	38 meses 2 semanas

	
	 
	

	Menores Duraciones
	 
	

	Penal Juvenil Cartago
	25
	14 meses 2 semanas

	Penal Juvenil I Circuito Alajuela
	41
	10 meses 1 semana

	Civil y Trabajo Sarapiquí
	1
	9 meses 1 semana

	 
	 
	 

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 


 
Menores acusados (as)   

Este apartado explora la situación relacionada con las personas menores de edad, acusadas o referidas a los juzgados penales juveniles. Esta población no se debe confundir con la relacionada con las personas menores sentenciadas, abordadas en el apartado anterior. 

Hecha esta diferenciación, durante el 2018 se refirieron 9.863 personas menores a los juzgados penales juveniles, por lo que este conglomerado experimenta una abrupta caída de 5.462 casos en comparación con el grupo de personas acusadas el año previo, para un descenso porcentual de 35,6%, según se observa en el cuadro 8.1:

Cuadro 8.1.
Juzgados Penales Juveniles: Menores acusados (as) según Circuito Judicial
durante el período 2014-2018

	 
	Menores acusados (as)

	Circuito Judicial
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	
	 
	

	Absolutos
	11.406
	12.755
	10.341
	15.325
	9.863

	Primero San José
	3.637
	5.137
	3.364
	7.752
	3.436

	Primero Alajuela
	597
	734
	663
	788
	655

	Segundo Alajuela
	535
	589
	536
	661
	493

	Tercero Alajuela
	332
	394
	344
	346
	306

	Cartago
	1.328
	1.035
	998
	1.116
	960

	Heredia
	733
	951
	862
	816
	643

	Primero Guanacaste
	575
	661
	1.262
	533
	628

	Segundo Guanacaste
	400
	303
	325
	379
	365

	Puntarenas
	552
	680
	352
	687
	677

	Primero Zona Sur
	549
	430
	308
	375
	371

	Segundo Zona Sur
	486
	441
	330
	522
	308

	Primero Zona Atlántica
	826
	765
	482
	673
	500

	Segundo Zona Atlántica
	856
	635
	515
	677
	521

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



En virtud de lo anterior, esta población confirma el modelo fluctuante de los años más recientes, con la presencia de variaciones con magnitudes considerables; especialmente, en el último bienio, como se visualiza en el gráfico 7:



Las características de la población actual por sexo determinan la presencia de 7.034 varones (71,3%), de 1.991 mujeres (20,2%), mientras que en 838 casos se desconoce el detalle de esta variable (8,5%), según el cuadro 8.2:

Cuadro 8.2.
Juzgados Penales Juveniles: Menores acusados (as) según
sexo durante el período 2014-2018

	 
	Menores Acusados (as)

	Sexo
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	
	
	
	

	Absolutos
	11.406
	12.755
	10.341
	15.325
	9.863

	Masculino
	8.133
	9.622
	7.787
	10.584
	7.034

	Femenino
	2.673
	2.543
	2.329
	2.469
	1.991

	Ignorado
	600
	590
	225
	2.272
	838

	
	 
	
	
	
	

	Porcentajes
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Masculino
	71,3
	75,4
	75,3
	69,1
	71,3

	Femenino
	23,4
	19,9
	22,5
	16,1
	20,2

	Ignorado
	5,3
	4,6
	2,2
	14,8
	8,5

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



Por otro lado, el detalle según el tipo de investigación contra la persona menor imputada expresa que a 6.935 individuos se les atribuye la comisión de un delito (70,3%), a 2.136 de una contravención (21,7%), a 103 una infracción a la Ley de Tránsito (1,0%) y a 689 se les vincula con la participación en un hecho no catalogado o tipificado como delito (7,0%), en el siguiente cuadro 8.3: 
Cuadro 8.3.
Juzgados Penales Juveniles: Menores acusados (as) según clasificación
del delito durante el período 2014-2018

	 
	Menores Acusados (as)

	Tipo de Delito
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	
	 
	

	Absolutos
	11.406
	12.755
	10.341
	15.325
	9.863

	Delito
	9.019
	10.102
	7.648
	10.390
	6.935

	Contravención
	2.348
	2.647
	2.266
	2.468
	2.136

	Tránsito
	39
	6
	0
	171
	103

	No Delito*
	0
	0
	427
	2.197
	689

	Ignorado
	0
	0
	0
	99
	0

	
	 
	 
	
	 
	

	Porcentajes
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Delito
	79,1
	79,2
	74,0
	67,8
	70,3

	Contravención
	20,6
	20,8
	21,9
	16,1
	21,7

	Tránsito
	0,3
	0,0
	0,0
	1,1
	1,0

	No Delito*
	0,0
	0,0
	4,1
	14,3
	7,0

	Ignorado
	0,0
	0,0
	0,0
	0,6
	0,0

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	* Se refiere a hechos atípicos, averiguar desaparición y averiguar muerte.

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 



La siguiente tabla 8.4 contiene los delitos que exhiben las mayores cifras de personas menores acusadas en los juzgados, según el tipo de delito, durante el 2018. 

Cuadro 8.4.
Juzgados Penales Juveniles: Delitos con mayores cifras de menores acusados según tipo de delito durante el 2018

	 
	Menores

	Tipo de Delito
	Acusados

	
	 

	Delito / Tránsito
	 

	Robo agravado
	1.129

	Abusos sexuales contra menores e incapaces
	702

	Agresión con arma
	481

	Hurto Simple
	458

	Desobediencia 
	353

	Daños
	309

	 
	

	Contravenciones
	

	Lesiones levísimas (golpes)
	1.025

	Amenazas personales
	790

	Palabras o actos obscenos
	58

	Provocación En Riña
	54

	Desórdenes 
	51

	 
	

	No delitos
	

	Hecho atípico
	672

	Ignorado
	17

	 
	 

	Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación. 


Otras variables 

En este apartado se describe una breve reseña, relacionada con los movimientos registrados por otras variables, como parte del trabajo desarrollado en los juzgados penales juveniles, durante el 2018. 

En los juzgados penales juveniles se dictaron 10.829 resoluciones a las personas menores de edad, en el último año.     

De este conjunto de resoluciones, sobresale el registro de 4.478 desestimaciones (41,4%), de 1.870 sobreseimientos definitivos por el cumplimiento del plazo de la suspensión del proceso a prueba (17,3%), de 990 prescripciones (9,1%) y de 946 conciliaciones entre las partes (8,7%), para el 76,5% del total. 

Se aclara que estas resoluciones no necesariamente corresponden a casos terminados, dado que este detalle considera a todo tipo de disposiciones, dentro de la tramitología de los procesos, lo cual no solamente incluye a las carpetas principales del expediente, sino a la totalidad de las carpetas que lo componen.

En los juzgados penales juveniles se señalaron 2.184 audiencias preliminares y 2.926 audiencias de fondo.    

De las 2.184 audiencias preliminares se registraron 860 realizadas (39,4%), 21 conciliadas (1,0%), 55 suspendidas (2,5%), 124 sin efecto (5,7%), una que continúa su trámite (0,0%), 684 no realizadas (31,3%) y 439 pendientes (20,1%). 

Por su lado, de las 2.926 audiencias de fondo se registraron 1.017 realizadas (34,8%), 12 conciliadas (0,4%), 44 suspendidas (1,5%), 245 sin efecto (8,4%), 77 que continúan su trámite (2,6%), 1.086 no realizadas (37,1%) y 445 pendientes (15,2%). 

En estas dependencias ingresaron 46 solicitudes, las cuales consistieron en 10 acusaciones y solicitudes de apertura a juicio (21,7%), cinco allanamientos (10,9%), 16 allanamientos, registros y/o secuestros (34,8%), 11 comisiones tramitadas (23,9%) y cuatro medidas cautelares (8,7%). 

En forma paralela, se terminaron 25 solicitudes, de las cuales 22 fueron diligenciadas (88,0%) y tan solo tres no se diligenciaron (12,0%). 

En estos despachos se reportaron 125.094 comisiones y/o notificaciones, cuyos trámites consistieron en 34.937 expedientes pasados a la Oficina de Comunicaciones Judiciales (27,9%), 57.833 cédulas de notificación pasadas a la Oficina de Comunicaciones Judiciales (46,2%), 32.222 notificaciones realizadas en forma positiva por el despacho (25,8%) y 102 comisiones recibidas (0,1%). 

Proyecciones estadísticas 
[bookmark: _Hlk9863951]
En este análisis se incorpora -por primera vez- un apartado, relacionado con las proyecciones estadísticas a futuro, aplicadas a los casos entrados, a los asuntos terminados y al circulante al finalizar el año, en los juzgados competentes en materia Penal Juvenil. 

Este nuevo ejercicio implica la ejecución de una serie de simulaciones y de pruebas, con diversos modelos matemáticos, desarrollados con la herramienta Excel de Microsoft Office, para cada una de estas tres variables, sin que ello signifique que los resultados obtenidos sean perfectos o infalibles, en virtud de la considerable serie de factores exógenos o externos, tanto desde el punto de vista estadístico, como del relacionado con el ámbito judicial (por ejemplo: reformas o variaciones en las legislaciones, entre otros aspectos), que podrían afectar o dejar sin efecto estas proyecciones; esto además de la no disponibilidad de programas informáticos o de “software”, especializados en la rama de la Estadística, a lo interno del Poder Judicial. 

En virtud de las consideraciones anteriores, se estima improcedente y precipitado desarrollar este ejercicio, para períodos anuales a largo plazo y por esta razón, se presentan las proyecciones estadísticas, para el próximo bienio 2019-2020. 

Cuadro 10.1.
Juzgados Penales Juveniles: Casos entrados, casos terminados y circulante al finalizar el año, 
durante el período 2009-2018 y proyecciones estadísticas, para el bienio 2019-2020

	 
	Movimientos ocurridos por año
	Proyecciones

	Variable
	2009
	2010
	2011
	2012
	2013
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018
	2019
	2020

	
	 
	 
	
	 
	
	 
	
	 
	
	 
	 
	

	Entrados
	14.344
	16.383
	17.084
	11.418
	10.713
	9.753
	9.218
	8.475
	7.946
	8.019
	8.057
	7.822

	Terminados
	14.394
	15.887
	15.192
	11.570
	11.160
	10.408
	11.130
	10.742
	10.040
	9.679
	9.660
	9.753

	Circulante
	5.711
	6.894
	9.634
	10.328
	10.754
	10.814
	9.725
	8.533
	7.757
	6.763
	5.406
	4.321

	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 


Oportunidades de mejora   

11.1 La generación del informe de inconsistencias en el área Penal (oficio 581-PLA-ES-2019) indica que se tiene un total de 6.859 procesos que presentan este tipo de problemas, de los cuales el 1,43% (98 casos) se concentraron en los juzgados penales juveniles, por lo que se insta a los despachos en mantener los sistemas actualizados de manera que la información requerida sea registrada correctamente en los sistemas informáticos y así evitar contratiempos en la remisión de los informes finales. 

Documentación anexa 

	Documento
	Anexo

	Juzgados Penales Juveniles 2018
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Se acordó: 1) Tener por rendido el informe N° 1623-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con los movimientos de trabajo en los Juzgados Penales Juveniles durante el 2018. 2) Tomar nota de los principales resultados obtenidos del estudio, entre ellos, que la tendencia hacia la reducción de la carga trabajo en estos despachos judiciales, dada la cuarta baja anual consecutiva en el cálculo de la razón de congestión, obtenida en 1,70 en para el presente año. Asimismo, se señala que de los 8019 nuevos expedientes, 7.229 se recibieron en los juzgados especializados en esta materia (90,1%), lo cual consolida la tendencia hacia la especialización en el trámite. Por su parte, los juzgados penales juveniles acumularon un circulante de 6.763 casos al finalizar el 2018, por lo que esta variable confirma nuevamente el modelo descendente de los últimos años, explicado -en esencia- por una mayor resolución, versus el volumen ingresado en estos despachos. Por último, que para la emisión de las sentencias dictadas a estas 671 personas menores en el 2018 se requirió de 28 meses con tres semanas, en promedio (cerca de dos años y medio).  El resultado de estas sentencias expone que para los 360 fallos absolutorios se empleó una media de 29 meses exactos, mientras que para los 306 veredictos condenatorios 28 meses una semana y para los cinco casos en los cuales se presentó una combinación de estos escenarios se requirió de 25 meses una semana. 3) Se ordena a la Dirección de Planificación desarrollar un estudio en el cual se evidencien las razones por las cuales existen comportamientos crecientes en los cálculos de las duraciones de las sentencias dictadas, en forma independiente a su resultado (sean: absolutorias o condenatorias), a pesar de la tendencia descendente de las causas entradas. 4) Hacer este informe de conocimiento de los Juzgados Penales Juveniles, de la Comisión de la Jurisdicción Penal y de los Consejos de Administración del país. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXX
DOCUMENTO N°2760-15, 14214-19
	En sesión Nº 80-18 celebrada el 11 de setiembre de 2018, artículo LV, se tuvo por recibido el informe Nº 992-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, relacionado con el proyecto realizado en el Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Heredia, en el marco del Nuevo Código Procesal Civil. Y se acogió las recomendaciones indicadas, y se aprobó que el plan de trabajo, los Indicadores de Gestión, el Modelo de Sostenibilidad y sus recomendaciones, con la finalidad del que el Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Heredia inicie con la implementación de las mejoras. Además, se le indicó a la Dirección de Planificación realizará el seguimiento correspondiente e informará oportunamente a este Consejo lo pertinente.
El ingeniero Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso Ejecución de las Operaciones de la Dirección de Planificación, en oficio N° 1808-PLA-MI-2019 del 30 de octubre de 2019, remitió informe suscrito por la ingeniera Elena Gabriela Picado González, Jefa del Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con el abordaje realizado al Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Heredia en el marco del Nuevo Código Procesal Civil:
“Mediante el oficio número 9520-18 de la Secretaría General de la Corte (ver apéndice 1 “Oficio N° 9520-18”), se comunicó el acuerdo correspondiente a la sesión 80-18 celebrada el 11 de setiembre de 2018, Artículo LV; el cual indica:

 “La Dirección de Planificación realizará el seguimiento correspondiente e informará oportunamente a este Consejo lo pertinente.”. 

En respuesta y acatamiento de lo anterior, se informa lo siguiente:

Como parte del abordaje realizado en el Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Heredia en el marco del Nuevo Código Procesal Civil, se implementó y capacitó por parte de la Dirección de Planificación en el uso de la matriz de Indicadores de Gestión de acuerdo al Modelo de Sostenibilidad y Seguimiento de Proyecto. Una vez concluido ese abordaje se brindó seguimiento al Despacho por medio del profesional a cargo, con base en la revisión de los Indicadores de Gestión, acta de reunión o minuta, matriz de planes remediales y la fotografía de la pizarra cuando el Juzgado tuvo a bien su envío; la revisión y realimentación mensual al despacho se dio  durante los meses que van de noviembre de 2017 a setiembre de 2018 (ver los apéndices 2 y 3,  ejemplos de la realimentación brindada y la revisión y aclaración de dudas sobre los Indicadores de Gestión (en los meses de junio y marzo de 2018, respectivamente).

 Una vez entrado en vigencia el Nuevo Código Procesal Civil; el Juzgado Civil de Mayor Cuantía del Circuito de Heredia perdería vigencia; ya que; se conformaría en el Circuito de Heredia, a partir del 9 de octubre del 2019, el Juzgado Civil y el Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil. Lo anterior implica; que el Juzgado a que atañe el acuerdo del Consejo Superior a esta fecha no se encuentra en funcionamiento. 

Una vez entradas las nuevas estructuras de despacho en funcionamiento, esta Dirección brindó acompañamiento al Juzgado Civil de Heredia,  informe 732-PLA-MI-2019, aprobado por el Consejo Superior en el oficio 6005-19, sesión  052-2019, en fecha 07 de junio de 2019, artículo XLIII; y al Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil de Heredia, informe 721-PLA-MI-2019, aprobado por el Consejo Superior en el oficio 5915-19, sesión 50-19 celebrada el 31 de mayo de 2019, artículo XLVII, ambos relacionado con el resumen de hallazgos y propuestas de plan de trabajo en cada uno de esos despachos a raíz del acompañamiento brindado al despacho durante la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal 

El subproceso de Control y Evaluación de la Dirección de Planificación, además, realiza un informe integral de la Reforma al Código Procesal Civil; este informe se encuentra en etapa de elaboración y se espera remitir al Consejo Superior antes de que finalice el 2019 para su eventual aprobación.

Dicho lo anterior, se da por atendido lo solicitado por el Consejo Superior en su oficio 9520-18. 

A continuación, se detallan los apéndices del presente oficio, en donde se incluyen archivos y correos relevantes:

Apéndices

	Apéndice
	Descripción
	Archivo adjunto

	[bookmark: _Hlk9417283]Apéndice 1
	Oficio N° 9520-18
	


	Apéndice 2
	Correo de retroalimentación Junio 2018
	


	Apéndice 3
	Correos de mes de febrero 2018 sobre aclaración de dudas a en el uso de la matriz de Indicadores de Gestión.
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[bookmark: _Hlk23753932]Se acordó: Tener por recibido el informe N° 1808-PLA-MI-2019 del 30 de octubre de 2019 de la Dirección de Planificación, en el que hace de conocimiento el abordaje realizado al Juzgado Civil de Heredia en el marco del Nuevo Código Procesal Civil.
La Comisión de la Jurisdicción Civil y el citado Juzgado, tomarán nota para lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839715]ARTÍCULO LXXI
DOCUMENTO N° 8569-17, 14187-19
[bookmark: _Toc23839717][bookmark: _Toc488322724]En sesión número sesión Nº 69-17 celebrada el 26 de julio de 2017, artículo IX, en lo que interesa, se adjudicó la Licitación Abreviada 2017LA-000024-PROV denominada “Servicio para desarrollo de una solución que permita la búsqueda sobre documentos jurídicos y administrativos de una manera ágil y eficiente” a la casa comercial Search Technologies Latam S.A.
En oficio número 2894-DTI-2019, del 31 de octubre de 2019, la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, remitió el siguiente informe:
“Mediante la licitación abreviada 2017LA-000024-PROV “SERVICIO PARA DESARROLLO DE UNA SOLUCIÓN INFORMÁTICA QUE PERMITA LA BÚSQUEDA SOBRE DOCUMENTOS JURÍDICOS Y ADMNINISTRATIVOS DE UNA MANERA ÁGIL Y EFICIENTE” se desarrolló el buscador Nexus.PJ, por parte de la empresa Accenture.

Como el mismo se considera un caso de éxito, la empresa desarrolladora solicita autorización para publicar un artículo en su sitio web, referente al sistema Nexus.PJ y al Poder Judicial como cliente. Adicionalmente desean realizar una charla en la empresa en donde explicarían la necesidad inicial del Poder Judicial, la solución realizada y el impacto a nivel del cliente.

Por lo anterior se eleva la solicitud realizada por la empresa Accenture para su valoración y anuencia.

(…).”
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Se acordó: Comunicar a la la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, que no es factible acceder a lo solicitado por un tema de conveniencia y con el fin de evitar riesgos que expongan la imagen institucional.
ARTÍCULO LXXII
DOCUMENTO N° 7429-19, 14109-19
	La máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, mediante oficio N° 2877-DTI-2019 del 30 de octubre de 2019, solicitó lo siguiente:
“Las instituciones del gobierno de Costa Rica enfrentan diferentes retos para incorporarse a esquemas modernos de trabajo apoyados en las tecnologías de la información, con los cuales se consiga mayor productividad, se disminuya los costos, se obtenga mayor capacidad de respuesta y; se trabaje en un ambiente laboral que promueva el alto desempeño de los colaboradores. El Poder Judicial, a la luz del Decreto Nº 39225-MP-MTSSMICITT que promueve el teletrabajo en las instituciones del gobierno, ha implementado esta modalidad y los resultados han sido positivos; por cuanto se ha demostrado --con el paso del tiempo-- que es un elemento que contribuye de manera fundamental en la modernización que se busca.

La Dirección de Tecnología por su parte, ha hecho grandes esfuerzos por disponer de una infraestructura tecnológica, tanto en hardware como en software, que facilite esta modalidad y contribuya con los medios digitales suficientes para el éxito. Estos esfuerzos se ven reforzados y se complementan gracias a la infraestructura de conexión a internet que hay en Costa Rica, la disponibilidad de teléfonos inteligentes, tabletas, portátiles y otros dispositivos que permiten que el país pueda apostar por estilos modernos de trabajo.

Hoy, el Poder Judicial tiene gran cantidad de colaboradores en teletrabajo y cada día se incorporan más en esta modalidad, alcanzando una madurez significativa que permite que Jueces, letrados y Jefaturas de diferentes despachos y oficinas se sumen a este moderno estilo de trabajo, promoviendo la apertura de espacios adecuados para el análisis de casos y la toma de decisiones en ambientes más favorables, dado la criticidad de las labores que se desempeñan en este tipo de puestos.

En el caso particular de la Dirección de Tecnología --posterior a la implementación de la nueva estructura organizacional-- se gestionó la autorización de teletrabajo para los puestos de Subdirectores y Jefaturas de Subprocesos, solicitud que fue aprobada en sesión del Consejo Superior Nº 58-19 celebrada el 27 de junio de 2019 y que en la práctica ha brindado resultados muy favorables en el logro de los objetivos, ya que con esta modalidad da espacio para enfocarse en el análisis de temas y casos críticos que demandan mucha concentración para la toma de decisiones, lo cual en el día a día no es posible atender por la cantidad de reuniones, llamadas, temas técnicos y operativos que como jefaturas deben atenderse.

En este sentido, someto  a ustedes como superior jerárquico  el análisis de la posibilidad de que en mi puesto de Directora de la Dirección de Tecnología se me otorgue un día de teletrabajo a la semana, en virtud de que hay trabajo de escritorio, planificación, definición de estrategia, investigación, entre otros;  que ameritan mayor concentración para la revisión y análisis de casos que vienen acompañados de estudios o informes críticos y técnicos que son de gran trascendencia a nivel de Dirección y en muchas ocasiones a nivel institucional. Este día de teletrabajo se utilizaría para ejecutar las tareas indicadas que justifican y ameritan mayor nivel de concentración, en el entendido de que se hace siempre y cuando la agenda lo permita, asimismo mediante las herramientas de office 365 se atendería las labores del día de la oficina.

Los beneficios de apostar en la institución con esta modalidad son innumerables ya que se optimizan los recursos, se aprovechan los espacios físicos --dado los altos niveles de hacinamiento que se manejan-- se aumenta significativamente la productividad y la calidad, en virtud de que hay puestos que – por su naturaleza-- ameritan mayor nivel de concentración para realizar ciertas labores.

Es importante manifestar que si se me autoriza un día de teletrabajo, se haría en coordinación estricta con los dos Subdirectores de la Dirección, de manera tal que siempre quede alguno a cargo de manera física en la oficina para atender asuntos del día a día, además debe considerarse que al existir diversos medios que permiten de manera efectiva la comunicación hacia la oficina, los usuarios y jefaturas superiores y siempre habrá disponibilidad de mi parte para atender situaciones que así lo ameriten, de manera que se garantizará que no habrá afectación del servicio. De igual forma, de presentarse alguna situación que amerite mi presencia, por la cercanía de mi casa de habitación estaría en la oficina en máximo de 40 minutos.

Por lo anterior, respetuosamente solicito analizar la posibilidad de otorgar un día de teletrabajo a la semana para el puesto que ocupo como Directora de Tecnología y con ello alcanzar mayores niveles de productividad, cuando las labores ameritan mayor nivel de concentración y aislamiento para la lectura, análisis, planificación, investigación, estrategia y la toma de decisiones que impactan de manera directa o indirecta en la institución.   

[bookmark: _Hlk23757224]En caso de que se apruebe esta gestión, valorar si debe ir a la Comisión de Teletrabajo la gestión con el VB. del Consejo superior como jefatura inmediata.”
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Se acordó: 1.) Comunicarle a la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, que este Consejo le concede el visto bueno, para que presente su gestión a la Comisión de Teletrabajo. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Teletrabajo. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc23839720]ARTÍCULO LXXIII
DOCUMENTO N° 14023-19, 14239-19
[bookmark: _Toc23839726]El licenciado Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M. Director interino de la Escuela Judicial, mediante oficio N° EJ-DIR-211-2019 del 28 de octubre de 2019, comunicó lo siguiente:
“En mi calidad de Director a.í. de la Escuela Judicial he recibido una atenta invitación para participar en  la “X Asamblea General de la Red Iberoamericana de Escuelas Judiciales RIAEJ”. Ello en virtud  La Escuela Judicial como integrante de la Red Iberoamericana de Escuelas Judiciales, a celebrarse los días 25 y 26 de noviembre del 2019, en ciudad de Brasilia, Brasil.

Se señala que los organizadores del evento asumirán el costo del transporte local, alimentación y hospedaje, llegada el día, hasta la salida el día 27 de noviembre del presente año.  No obstante, cada Escuela Judicial tendrá que asumir el costo del boleto aéreo. Es por ello, que cordialmente se solicita al Consejo Superior de Poder Judicial, se me conceda permiso con goce de salario 23 al 27 de noviembre del 2019, para asistir a la actividad antes mencionada, así como que se autorice el pago de la compra del boleto áereo Se adjunta la certificación de contenido presupuestario del Despacho de la Presidencia, correspondiente al programa 926 "Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo", subpartida 10503 "Transporte en el exterior", en donde se separan los recursos para viáticos en el exterior, para un monto total de ¢645,000.00 (SEISCIENTOS CUARENTA Y CINCO MIL COLONES EXACTOS). 

Es por lo anterior, que se solicita se me autorice permiso con goce de salario para asistir al evento antes mencionado. 

Se agradece el apoyo que el Consejo Superior del Poder Judicial siempre ha dado a la participación de Costa Rica en la RIAEJ. De igual manera, de acogerse lo anterior, se solicita sea declarada firme, por cuanto a los trámites por realizarse y la fecha cercana para el viaje.


…”
[bookmark: _Toc23839722]- 0 -

Seguidamente, se trascribe Separación N° 0673-CE-2019 del 28 de octubre de 2019, que a continuación se detalla:
“DESPACHO DE LA PRESIDENCIA indica que, en el programa 926 "Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo", subpartida 10503 "Transporte en el exterior", Centro Gestor 653 "DESPACHO DE LA PRESIDENCIA", fuente de financiamiento 001 "Ingresos Corrientes", del presupuesto del año 2019 aprobado mediante la ley 9632, se separan recursos para Tiquete aéreo el Sr. Mateo Ivankovich Fonseca, Director a. í. de la Escuela Judicial para que participe en "X Asamblea General de la Red Iberoamericana de Escuelas Judiciales-RIAEJ" en la ciudad de Brasilia, Brasil, en la ENFAM, los días 25 y 26 de noviembre de 2019. para un monto total de ¢645,000.00 (SEISCIENTOS CUARENTA Y CINCO MIL COLONES EXACTOS); según el siguiente recuadro:

…”
[bookmark: _Toc23839723]- 0 -

En virtud de lo anterior, el licenciado Ivankovich Fonseca de calidades anteriormente indicadas, mediante oficio N° EJ-DIR-217-2019 del 31 de octubre de 2019, gestionó:
“En adendum al oficio EJ-DIR-211-2019, del 28 de octubre de 2019, bajo la referencia 14023 de la Secretaria de la Corte, relativo a mi solicitud de participación en la “X Asamblea General de la Red Iberoamericana de Escuelas Judiciales RIAEJ”,  a celebrarse los días 25 y 26 de noviembre del 2019, en ciudad de Brasilia, Brasil, así como la solicitud de autorización para la compra del boleto aéreo a cargo de la subpartida 10503 "Transporte en el exterior", del Poder Judicial. Al respecto, solicito a los honorables integrantes del Consejo Superior que en caso de acogerse la gestión, se autorice que la compra del boleto sea de la siguiente manera: salida de Costa Rica a Brasilia el 23 de noviembre; regreso de Rio de Janeiro a Costa Rica el 01 de diciembre, del presente año.

No omito señalar que, asumiré los costos adicionales relativo a la emisión de boleto de regreso en fecha distinta al 27 de noviembre, así como en referencia al costo adicional por cuanto a la partida de un aeropuerto distinto. Igualmente, gestionaré vacaciones para los días 28 y 29 de noviembre del presente año.


…”
[bookmark: _Toc23839724]- 0 -

Se acordó: 1.-) Acoger la gestión presentada en oficio N° EJ-DIR-211-2019 del 28 de octubre de 2019, suscrito por el licenciado Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M. Director interino de la Escuela Judicial. 2.-) Autorizar la participación del funcionario Ivankovich Fonseca, a fin de que asista de la “X Asamblea General de la Red Iberoamericana de Escuelas Judiciales RIAEJ”, a realizarse los días 23 al 27 de noviembre del 2019, en ciudad de Brasilia, Brasil. 3.-) Autorizar la compra del boleto aéreo, a cargo del presupuestario del Despacho de la Presidencia, correspondiente al programa 926 "Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo", subpartida 10503 "Transporte en el exterior" para un monto total de ¢645,000.00 (seiscientos cuarenta y cinco mil colones exactos). 4.-) Conceder permiso a Don Mateo, para que su fecha de regreso sea el 1 de diciembre de 2019, con la advertencia que deberá pagar de su propio peculio los gastos en los que incurra, a lo relativo de la emisión de un boleto de regreso en fecha distinta al 27 de noviembre, así como el costo adicional de partir de un aeropuerto distinto. 5.-) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá el funcionario Ivankovich Fonseca coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 
La Escuela Judicial la Dirección de Gestión Humana y los Departamentos de Proveeduría y Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXIV
DOCUMENTO N° 13347-19, 14086-19
	En sesión N° 93-19 celebrada el día 24 de octubre de 2019, artículo XL, se le aclaró al licenciado Daniel Jiménez Rodríguez que debía contar con el visto bueno por parte de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, con el propósito de determinar si la citada Dirección puede colaborar con un cambio de horario en el puesto que desempeña el licenciado Jiménez Rodríguez.
	 El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N°1201-DG-2019 del 28 de octubre de 2019, remitió lo siguiente:
“…El investigador judicial Daniel Jiménez Rodríguez destacado en la Delegacion Regional de Alajuela, solicitó admisión ante la Universidad de Costa Rica para cursar la maestría en Ciencias Penales, fue aceptado y el horario interfiere de alguna forma con la jornada ordinaria normal; así las cosas con la anuencia de esta Dirección General se traslada gestión a ese Consejo Superior para solicitar la autorización respectiva, aceptando las condiciones de modificación de su horario que propone el servidor de ingresar a laborar  a las 6:30 de la mañana y retirarse a las 15:30 horas de lunes a jueves, o sea adelantar una hora de la jornada, quien coordinará con otros servidores para que sea suplido en esos menesteres; además que no desatenderá sus responsabilidades de disponibilidad luego de las clases; esto por el tiempo de los dos años que dura la maestría de su interés.
Para los efectos, se adjunta el correo del investigador Jimenez, así como los documentos de aceptación de la Universidad de Costa Rica.


”
- 0 -
Se acordó: Acoger la gestión anterior del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N°1201-DG-2019 del 28 de octubre de 2019, en consecuencia; 1.-) Autorizar al servidor Daniel Jiménez Rodríguez, Investigador del Organismo de Investigación Judicial del Primer Circuito Judicial de Alajuela, para que ingrese a laborar a las 6:30 de la mañana y hasta las 15:30 horas, cuatro veces a la semana con excepción de los viernes, durante dos años, a partir del 7 de noviembre de 2019, con el fin de que curse la maestría en Ciencias Penales en la Universidad de Costa Rica, sede San Pedro. 2.) Deberá la jefatura a cargo, velar por el cumplimiento de la jornada laboral y de las funciones del servidor. 3.) El servidor Jiménez Rodríguez, deberá comprobar ante el Dirección de Gestión Humana el resultado final que obtenga en las materias matriculadas. Debe entenderse, además, que el consentimiento de la jefatura respectiva se da, porque esa oficina cuenta con personal suficiente para hacerle frente a la ausencia temporal de don Daniel y no requiere de recurso humano adicional. Lo anterior, en el entendido que se minimice la afectación al servicio público a su cargo, lo cual implica que en caso de tener diligencias programadas no podrá alterar en modo alguno la fecha de su realización y deberá atenderlas, asimismo de presentarse algún asunto urgente suspenderá su participación para conocerlo. Asimismo, es entendido que el servidor no desatenderá sus responsabilidades de disponibilidad luego de las clases.
Las Direcciones de Gestión Humana y del Organismo de Investigación Judicial, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839728]ARTÍCULO LXXV
DOCUMENTO N° 11529-19, 14236-19
[bookmark: _Toc23839731]El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 1213-DG-19 del 31 de octubre de 2019, gestionó:
“Mediante sesión N° 93-19 celebrada el 24 de octubre del 2019, artículo LXXXIV, documento N° 11529-19/3693-19, donde se acordó “autorizar la participación sin sustitución del licenciado Roelis Ángel Reyes Pichardo, jefe de investigación 3, de la Delegación Regional de Pérez Zeledón, del 27 de octubre y hasta el 23 de noviembre de 2019, en el “Curso sobre Desarrollo y Liderazgo para Cuerpos Policiales (LELD)” a realizarse en El Salvador, se informa que se omitió indicar que la solicitud corresponde a un permiso con goce y sustitución del señor Reyes Pichardo quien por su condición de jefatura, hace necesario tanto contar con la firma que apruebe y avalé las gestiones que se realizan en la Oficina, por lo anterior se adjunta la certificación de contenido presupuestario correspondiente.”
[bookmark: _Toc23839730]- 0 -

A esos efectos, adjunta oficio Nº 0513-P-2019, fechado el 18 de octubre de 2019, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Departamento Financiero Contable, donde remitió certificación de contenido presupuestario para cubrir el costo estimado para otorgar permiso con goce de salario y sustitución de 1 Jefe de Investigación 3, para que participe “Curso sobre Desarrollo y Liderazgo para Cuerpos Policiales (LELD)” a realizarse en El Salvador, por un monto total estimado de ¢2.415.948,68 (Dos millones cuatrocientos quince mil novecientos cuarenta y ocho colones con 68/100) distribuidos en el siguiente registro presupuestario:

-0-
[bookmark: _Toc19552565]En sesión número 82-19 celebrada el 19 de setiembre de 2019, artículo LXXVIII, se autorizó la participación sin sustitución del servidor Luis David Marchena Cruz, Oficial Intervención táctica del Servicio Especial de Respuesta Táctica (SERT) del Organismo de Investigación Judicial, del 27 de octubre y hasta el 23 de noviembre de 2019, en el “Curso sobre Desarrollo y Liderazgo para Cuerpos Policiales (LELD)” a realizarse en El Salvador. 
Luego, en sesión N° 93-19 celebrada el 24 de octubre del 2019, artículo LXXXIV, se autorizó la participación sin sustitución del licenciado Roelis Ángel Reyes Pichardo, jefe de investigación 3, de la Delegación Regional de Pérez Zeledón, del 27 de octubre y hasta el 23 de noviembre de 2019, a fin de que asistiera en el “Curso sobre Desarrollo y Liderazgo para Cuerpos Policiales (LELD)” a realizarse en El Salvador. 
Se acordó: 1.-) Tomar nota del oficio N° 1213-DG-19 del 31 de octubre de 2019, suscrito por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial. 2.-) Tener por modificado en el acuerdo tomado en sesión N° 93-19 celebrada el 24 de octubre del 2019, artículo LXXXIV, en el sentido, que se autoriza la participación del licenciado Roelis Ángel Reyes Pichardo, Jefe de investigación 3, de la Delegación Regional de Pérez Zeledón, con sustitución. Lo anterior, a cargo del  Presupuesto Actual del programa 928.
En lo demás se mantiene incólume el acuerdo de cita.
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXVI
DOCUMENTO N° 12663-19, 14128-19
[bookmark: _Toc23839736]El servidor Nelson Gabriel Santamaría Rojas, Investigador 1 Investigador en la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Garabito, Jacó, mediante correo electrónico del 2 de octubre de 2019, manifestó  formalmente la posibilidad de que me ayuden con mi traslado para la Delegación Regional de San Ramón, lugar donde tengo mi casa y mi familia.
Informa la Secretaría General de la Corte, que mediante oficio N° 10910-19 del 21 de octubre de 2019, se hizo de conocimiento del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, a fin de que rindiera informe referente a la solicitud del Investigador Santamaría Rojas, de calidades anteriormente citadas en que solicita se autorice su traslado para la Delegación Regional de San Ramón.
En respuesta a lo anterior, el máster Espinoza Espinoza, de calidades anteriormente citadas, mediante oficio N° 1207-D.G.-19 del 30 de octubre de 2019, comunicó:
“En respuesta al correo electrónico suscrito por el servidor Nelson Santamaría Rojas, Investigador Uno de la Subdelegación Regional de Garabito-Jacó y quien solicita ser trasladado a laborar a la Delegación Regional de San Ramón; es necesario indicar que en consulta realizada el día de viernes 25 de los corrientes, a la Administración de este Organismo y que está estrechamente relacionada con el reporte relacionado al Sistema de la Dirección de Gestión Humana-PIN; se indica que no hay plazas disponibles ni desocupadas en nuestra sede ubicada en San Ramón; por lo que se imposibilita a esta Dirección General el poder realizar el traslado de oficina solicitado por el servidor Santamaría Rojas.

De igual manera la solicitud del servidor se mantendrá a la espera de poder subvencionar su solicitud.”

[bookmark: _Toc23839735]- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 1207-D.G.-19 del 30 de octubre de 2019, suscrito por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial. 2.) Hacer de conocimiento el informe presentado al servidor Nelson Santamaría Rojas, Investigador de la Subdelegación Regional de Garabito-Jacó. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXVII
DOCUMENTO N° 14071-19
[bookmark: _Toc23839738]El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 1198-DG-19 del 29 de octubre de 2019, solicitó lo siguiente:
“…Mediante oficio No. 1329-DG-2019, el Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses de Bogotá-Colombia, con fecha 24 de octubre, remitió solicitud formal ante la jefatura del Departamento de Ciencias Forenses de nuestro Organismo, con el fin de que se conceda permiso a la funcionaria Luz Elena Fuentes Cifuentes, bióloga del Grupo de Biología Forenses de dicho Instituto, pueda realizar una pasantía dentro de la Sección de Biología Forense, su finalidad, según explica en la nota recibida, es adquirir conocimientos en pericia de Entomología Forenses para su aplicación dentro del mencionado instituto.  

La actividad está siendo programada para realizarse los días 2 a 13 de diciembre del presente año, asimismo la entidad sufragara los gastos que se tengan lugar con ocasión a esta, por lo que no representa gasto para la institución.

No omito indicar que dicha pasantía cuenta con el aval de la Dirección General y que la pasante cuenta con póliza. Para estos efectos se solicita el permiso respectivo para que la señora Cifuentes pueda desarrollar la pasantía en la Sección de Biología Forense de nuestro Organismo.



- 0 -
Se acordó: Acoger la gestión presentada por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 1198-DG-19 del 29 de octubre de 2019, en consecuencia: Autorizar la pasantía de la funcionaria Luz Elena Fuentes Cifuentes, Bióloga del Grupo de Biología Forenses del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, ciudadana colombiana, durante los días del 2 al 13 de diciembre de 2019, la cual se realizará en la Sección de Biología Forense del Organismo de Investigación Judicial. Asimismo, deberá la citada profesional suscribir una póliza de seguros que los proteja durante el tiempo que estén en las instalaciones del Complejo Médico Forense, que abarque muerte o incapacidad permanente accidental y seguro por gastos médicos por accidente. Es entendido que cualquier eventualidad que llegaren a sufrir durante el tiempo que permanezcan en las instalaciones del Poder Judicial, no acarrearía ninguna responsabilidad para la Institución. 
Las Direcciones de Gestión Humana, del Organismo de Investigación Judicial y la Sección de Biología Forense, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXVIII
DOCUMENTO N° 14105-19
[bookmark: _Toc23839740]El máster Gerald Campos Valverde, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 1192-DG-19 del 28 de octubre de 2019, solicitó lo siguiente:
“El Organismo Internacional de Energía Atómica, cursa invitación al funcionario Daniel Gerardo Gomez Murillo, cédula 204480498, inspector aseguramiento calidad del Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses de este Organismo, con el fin de que participe en la “Segunda Reunión de Expertos Jurídicos y Técnicos para preparar a la Conferencia de 2021 de las partes en la Enmienda de la Convención sobre la Protección Física de los Materiales Nucleares” a realizarse en Viena, Austria del 12 al 15 de noviembre de 2019, siendo las fechas de viaje el 09 y 16 de noviembre respectivamente.

Según lo dispuesto por el Consejo Superior mediante acuerdo tomado en la sesión Nº 26-14 celebrada el 25 de marzo del 2014, artículo LXIII, y en virtud de la importancia de este tipo de convocatorias para la labor que realiza este Organismo, se solicita el permiso respectivo para que el funcionario, participe de tan importante actividad.

Por lo anterior se solicita el permiso con goce de salario del servidor. Asimismo, solicito se proceda a través de su persona, extender la nota para el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, a fin de que se tramite el pasaporte oficial. Tal actividad no tiene costo alguno para la institución, por cuanto los gastos serán cubiertos por la entidad anfitriona.”

- 0 -
Se acordó: Acoger la solicitud del máster Gerald Campos Valverde, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial, en oficio N° 1192-DG-19 del 28 de octubre de 2019, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación sin sustitución del servidor Daniel Gerardo Gómez Murillo, Inspector del Departamento de Laboratorio de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial, en el en el “Segunda Reunión de Expertos Jurídicos y Técnicos, para preparar a la Conferencia de 2021 de las partes en la Enmienda de la Convención sobre la Protección Física de los Materiales Nucleares”, del 9 al 16 de noviembre de 2019, que se llevará a cabo en Viena, Austria. Lo anterior, en el entendido que los gastos de la actividad serán cubiertos por la entidad anfitriona. 2.) En razón de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá don Daniel coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forman parte, en lo que les pueda ser de beneficio en el cumplimiento de sus labores, según los requerimientos institucionales. 3.) La Secretaría General de la Corte tramitará lo correspondiente al pasaporte de servicio, en los casos en que la persona interesada así lo solicite y se cuente con el plazo establecido para ello.
Las Direcciones General del Organismo de Investigación Judicial, de Gestión Humana, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXIX
DOCUMENTO N° 14106-19
[bookmark: _Toc23839742]	El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 1209-DG-19 del 31 de octubre de 2019, solicitó lo siguiente:
“…La Oficina para Asuntos Antinarcóticos y Seguridad Ciudadana y Justicia-INL, cursa invitación a los funcionarios que se enlistan a continuación, con el fin de que participen en el “Diplomado Agente Encubierto” a realizarse en el Comedor del Edificio de Torre Zeta, San Pedro, los días del 18 al 29 de noviembre de 2019. 

Según lo dispuesto por el Consejo Superior mediante acuerdo tomado en la sesión Nº 26-14 celebrada el 25 de marzo del 2014, artículo LXIII, y en virtud de la importancia de este tipo de convocatorias para la labor que realiza este Organismo, se solicita el permiso respectivo para que los funcionarios, participen de tan importante actividad.

Por lo anterior se solicita el permiso con goce de salario de los siguientes servidores, así como el pago de viáticos en los casos estrictamente necesarios. 

	Primer Nombre
	Segundo Nombre
	
Primer Apellido
	Segundo Apellido
	Cedula #
	Nombre de La Unidad
	Rango/ 

	Charles
	Francisco
	Gamboa
	Chaves
	109530596
	Unidad de Recolección de Información Policial
	investigador de vigilancia y seguimiento

	JOSE
	Antonio
	Badilla
	Rivas
	1-1245-0068
	Unidad de Vigilancia Y Seguimiento
	investigador especializado en vigilancia y seguimiento

	Jose
	María
	Garcia
	Prado
	114680221
	Sección de Estupefacientes
	investigador 1

	Alexander
	Aurelio
	Rodriguez
	Chacon
	111530152
	Sección de Estupefacientes
	investigador 1

	José
	David
	García
	Retana
	113520584
	Sección Legitimación e Capitales
	perito judicial 2

	CARLOS
	
	Herrera
	Umanña
	4-0219-0389
	Seccion de Homicidios
	investigador

	Angelo
	Gabriel
	Leiton
	Vega
	3-429-825
	Delegación Regional de Cartago
	investigador uno

	Luis
	Manuel
	Pereira
	Meza
	108860270
	Seccion Especializada Contra Crimen Organizado
	oficial de investigacion

	Garniel
	Alexis
	Gómez
	Ortega
	603000910
	Delegación Regional de Puntarenas
	investigador

	Roldán
	Wilfredo
	Campos
	Ramírez
	701100211
	Delegación Regional de Guapiles
	investigador 1

	AARÓN
	Roberto
	Navarro
	Sánchez
	06-0404-0537
	Subdelegación Regional de Garabitd
	investigador judicial 1

	Luis
	Alejandro
	Solano
	Fernández
	3-403-376
	Subdelegación Regional de Siquirres
	investigador judicial uno

	Anthony
	Josue
	Vargas
	González
	2-0653-0041
	Delegación Regional de Heredia
	investigador

	ULISES
	
	Guevara
	Brenes
	503030859
	Subdelegación Regional OIJ Santa Cruz
	investigador

	JOSE
	Steve
	Mendez
	Angulo
	303720440
	Subdelegación Regional de la Unión
	investigador

	DANIEL
	
	Jiménez
	Rodríguez
	113210884
	Delegación Regional de Alajuela
	oficial de investigación

	Jose
	Paulo
	Jiménez
	Sánchez
	1-1444-0649
	Delegación Regional de Limón
	investigador 2
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Se acordó: Acoger la gestión presentada por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 1209-DG-19 del 31 de octubre de 2019, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación de las personas servidoras indicadas en la lista trascrita en el “Diplomado Agente Encubierto”, a realizarse en el Comedor del Edificio de Torre Zeta, San Pedro, los días del 18 al 29 de noviembre de 2019. 2.) Autorizar el pago de viáticos en los casos estrictamente necesarios. 3.) Indicar a las personas participantes, que la inasistencia a la actividad de referencia deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXX
DOCUMENTO Nº 13385-19, 14357-19
[bookmark: _Toc23839745][bookmark: m_-3618285811158056851__Toc22565212][bookmark: m_-3618285811158056851__Hlk17792527]En sesión N° 93-19 celebrada el 24 de octubre del 2019, artículo XLII, se autorizó la participación con sustitución al máster Walter Efrén Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial y sin sustitución al licenciado Randall Antonio Zúñiga López, Jefe de Planes y Operaciones de este Organismo, en la “Reunión de Enlace e Interacción y Cooperación con el Servicio de Policía de Dubai” a realizarse en Dubai, Emiratos Árabes Unidos; del 07 y 13 de noviembre de 2019. Lo anterior en el entendido que los gastos serán cubiertos por la entidad anfitriona y la sustitución del señor Walter conforme a la certificación N° 0505-P-2019. 
El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 1212-DG-19 del 31 de octubre de 2019, comunicó:
“…Mediante sesión N° 93-19 celebrada el 24 de octubre del 2019, oficio 11270-19, de fecha 28 de octubre del 2019, donde se acordó conceder permiso con goce de salario y sustitución al suscito y permiso sin sustitución para el funcionario Randall Antonio Zúñiga López, Jefe de Planes y Operaciones de este Organismo, con el fin de participar en la “Reunión de Enlace e Interacción y Cooperación con el Servicio de Policía de Dubai” a realizarse en Dubai, Emiratos Árabes Unidos; del 07 y 13 de noviembre de 2019; no obstante se hace de conocimiento que ambos funcionarios laboraremos normalmente el día 07 de noviembre, lo anterior debido al itinerario de vuelo, siendo la hora de salida a partir de las 22:00 horas, hora local. Por lo anterior se solicita modificar las fechas siendo las correctas del 08 al 13 de noviembre del año en curso.”

- 0 -
Se acordó: Tomar nota de lo comunicado por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en consecuencia, modificar el permiso concedido a su persona y al servidor Randall Antonio Zúñiga López, Jefe de Planes y Operaciones, para participar en la “Reunión de Enlace e Interacción y Cooperación con el Servicio de Policía de Dubai” a realizarse en Dubai, Emiratos Árabes Unidos, en el entendido, que será del 8 al 13 de noviembre de 2019, y no como se indicó. 
En lo demás, se mantiene incólume dicho acuerdo.
La Dirección de Gestión Humana, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXXI
DOCUMENTO N° 1422-19, 14116-19
[bookmark: _Toc23839750]La servidora Sandra Agüero Monge, Secretaria de la Comisión de Construcciones, mediante oficio N° 82-CC-2019 del 29 de octubre de 2019, remitió el acuerdo de la sesión ordinaria N°8-2019, celebrada el 16 de octubre de 2019, artículo I, que literalmente dice:
“Se conoce oficio N°4683-DE -2019, de 9 de octubre de 2019, suscrito por las máster Dinorah Álvarez Acosta y Ana Eugenia Romero Jenkins, por su orden, Subdirectora Ejecutiva a cargo del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial-BCR 2015 y Directora Ejecutiva:

“4683-DE -2019
9 de octubre de 2019
Magistrado
Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Presidente
Comisión de Construcciones 
Su Despacho

Estimado señor Magistrado:

Conforme el procedimiento prestablecido se solicita autorización a la Comisión de Construcciones, para proceder con la compra de un terreno (s) adecuado para la construcción de un “Edificio para albergar a las oficinas del Organismo de Investigación Judicial” con el fin de lograr la unificación de la atención, mejoramiento del servicio, mayor accesibilidad, cumplimientos con la normativa en construcciones, entre otros, a través del Fideicomiso Inmobiliario 2015. 

Lo anterior mediante la modalidad de un proceso de contratación que determinó la UAP y el Fiduciario a través de la realización de un estudio previo de mercado que se mostrará posteriormente. 

Antecedentes 

1) El Poder Judicial, en el año 2015, suscribió un contrato de servicios con el Banco de Costa Rica, para desarrollar el Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, el cual fue debidamente refrendado por la Contraloría General de la República. 

En la Adenda # 5 al Contrato de Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, en el punto 4, se establece:

 “(…) 

4) Que las partes han convenido en incluir el siguiente proyecto: 

……….b. La Corte Plena, en Sesión No. 15-17, celebrada el día 30 de mayo del 2017,  en el artículo II acordó “Sin objeción de las señoras magistradas y los señores magistrados presentes, se acordó: Acoger la solicitud de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, por ende, los ingresos que se obtienen a través de la ley de Impuestos a las Sociedades Anónimas, los cuales a la subpartida 50302 del Edificios Preexistente, será direccionados a la subpartida 70107 denominada, “Fondos en Fideicomiso para Gastos de Capital” con el fin de que este Organismo pueda participar en el Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, que aprobó la Corte con el Banco de CR, e iniciar la construcción de sus propios edificios.

En virtud de lo anterior, se modifica la Cláusula 8.1 del contrato, denominado como “DE LOS DERECHOS DE USO SOBRE LOS TERRENOS DEL PROYECTO…”, donde en lo que en lo que interesa se establece:

“(…) SEGUNDO: Se modifica el inciso d) de la Clausula 8.1 DE LOS DERECHOS DE USO SOBRE LOS TERRENOS DEL PROYECTO, específicamente en los lugares donde se desarrollan las edificaciones, a efectos de incluir los siguientes proyectos:

……. Construcción de un complejo judicial, para el Organismo de Investigación Judicial, el contará de cuatro torres, destinadas a: 1) Gerencia. 2) Investigación Criminal. 3) Planes, Operaciones y Crimen Organizado, 4) Transportes y Servicios Comunes. “

2). En el Plan Anual Operativo del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, de este año 2019, se encuentra incluido el proyecto para la compra del terreno del OIJ, el cual fue debidamente aprobado por la Comisión de Construcciones y el Consejo Superior, este último mediante acuerdo de la sesión No 13-19, del 15 de febrero del año 2019, artículo XIII.

3). En el efectivo disponible de la Caja Única del Estado, para efectos del fideicomiso se dispone en el Fondo 5 de ₡7,411,278,128.11 para el proyecto Organismo de Investigación Judicial. 

4) Existe la adenda No. 3 al contrato, refrendada el 12 de octubre del año 2018 por el Órgano Contralor, y que permite el uso de aportes del presupuesto del Poder Judicial, dentro del Fideicomiso.

5) Adicionalmente, el Fideicomiso, conforme la estructura requerida, cuenta con los servicios de la Unidad Administradora del Proyecto (UAP) para tramitar el procedimiento de contratación, lo que permitirá la compra del terreno antes indicada. Asimismo, se cuenta con el Protocolo para la elección de los proyectos constructivos a desarrollar, los terrenos a adquirir o los edificios a comprar con recursos del fideicomiso, el cual fuera aprobado por la Comisión de Construcciones y el Consejo Superior, esto último en la sesión N° 82-16, celebrada el 1 de setiembre del año en curso, artículo CIX.

6) Según requerimientos establecidos por el OIJ, en información recibida el 19 de marzo del 2019, el edificio tendría un total de 62. 198. 85 m2 de construcción, compuestos por 35.940m2 para parqueos y 26 258. 85m2 de oficinas y otros. 

Estudio de Mercado 

Para lo anterior, como metodología de trabajo, a efectos de definir el procedimiento de contratación a seguir, la Unidad Administradora del Proyecto ICC, realizó un estudio de mercado que permite determinar la existencia o no de posibles terrenos ubicados en el radio y otros parámetros definidos por el OIJ, el cual se divide en dos fases que se exponen de seguido:
 
La primera fase:

Se realizó publicación en la Nación, el 14 de mayo del 2019, donde se indicaron las características generales de la propiedad y las condiciones que debe cumplir el terreno para determinar la idoneidad de la propiedad para la posible compra.

Se recibieron en total 27 muestras de interés, que fueron valoradas por parte de la UAP, considerando la idoneidad de las propiedades según los siguientes aspectos generales:


Que se encuentren dentro de la zona enmarcada por el OIJ (3 kilómetros).

Que cuente con al menos dos accesos a vías principales distintas, y así evitar cuellos de botella.

Que de manera preliminar se pueda determinar que la zona en que se encuentra la propiedad se pueden construir edificios públicos y que es construible un área de 62,000 m2.

Como resultado del análisis realizado por la UAP, se definieron 9 potenciales muestras de interés que se ajustaban, a lo requerido por el OIJ.

Dichas muestras fueron revisadas y analizadas por la Administración y Dirección del OIJ, dependencias que en primera instancia estimaron que tres de ellas (8A;8B y 15) se ajustan funcionalmente a la naturaleza de sus funciones, posteriormente bajo un análisis más profundó determinó que solo dos muestras cumplen los requerimientos, a saber, la 8a y 8b.

Segunda Fase: 

Por medio del oficio FIDOP-2019-06-483 del fiduciario, se instruye a la UAP realizar la revisión del oficio 419-ADM-OIJ-2019, del OIJ, e iniciar la fase II del Estudio de Mercado. 

Con oficio FIDOP -2019- 10 803, de fecha 1 de octubre de 2019, el Fiduciario BCR- Esfera remite el oficio No PJU4-009-2019, de fecha 24 de setiembre de 2019, elaborado por la UAP de la empresa ICC, que contiene el informe final y resultado de la Fase II: 

Dichos oficios se transcriben de seguido, FIDOP -2019- 10 803:

“Con respecto al proyecto del OIJ, por este medio remito el Informe final de la Fase II del Estudio de Mercado (PJU4-009-2019) por parte de la Unidad Administradora del Proyecto, mediante el cual se detalla el resultado obtenido en dicha fase. Cabe mencionar, que este estudio se realizó con el objeto de identificar muestras de interés que cumplan con las necesidades planteadas por el Organismo de Investigación Judicial (OIJ), para así determinar la necesidad de recurrir a un procedimiento de contratación formal como lo es un concurso de ofertas, o bien, de contratación directa si solo existiera un oferente único.  

 Así las cosas, una vez obtenidos los resultados del estudio, se concluye que existe más de una propiedad con potencial de adquisición, por tanto con sustento en la serie de hechos detallados, así como en el análisis de la información de las muestras de interés recibidas, ambos del informe final en referencia, se recomienda proceder con la apertura de un procedimiento concursal (concurso de ofertas), a efectos de recibir ofertas formales para la adquisición de la propiedad para el proyecto del OIJ. 

En virtud de lo anterior, quedamos anuentes a cualquier observación que considere pertinente, asimismo se estará remitiendo el cronograma o plan de trabajo actualizado con la finalidad de contemplar el procedimiento de contratación indicado y las tareas asociadas a este.”

Informe de la UAP No PJU4-009-2019:

La Unidad Administradora de Proyectos del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015 presenta para su consideración el resultado final de la Fase II del estudio de mercado realizado para identificar muestras de interés que cumplan con las necesidades planteadas por el Organismo de Investigación Judicial (OIJ). Se procedió según las instrucciones establecidas en el oficio FIDOP-2019-06-483 Remisión de Análisis de Terrenos O I J cfd y sus adjuntos.

Antecedentes:

El 29 de abril del 2019, se recibe el oficio 1788-DE-2019 por parte del Poder Judicial con las especificaciones técnicas que deben cumplir las propiedades. Se hace referencia a los oficios del OIJ y de Servicios Generales. Con base a estas necesidades se realiza la Fase I del estudio de mercado.

El 24 de mayo del 2019, la UAP envía el comunicado 1606 PJU4-CO-004-Muestras recibidas Estudio de Mercado de Propiedades-190523, en el cual se muestra la información de 27 muestras de interés recibidas, la revisión llevada a cabo por la UAP quién concluye que hay 9 muestras de interés con potencial para cumplir con los 4 parámetros iniciales incluidos en las necesidades de los requerimientos definidos por el OIJ.

El 5 de junio del 2019, en reunión de Comité Técnico, y según consta en el documento de minuta “1606 PJU 4-MCT03- Minuta Comité Técnico- 190605”, se establece el siguiente acuerdo: “En caso de que la fase II del estudio de mercado muestre que hay más de una propiedad con potencial para cumplir las necesidades del OIJ, se deberá iniciar un concurso para la adquisición de la propiedad.”.

El 11 de junio 2019 se recibe el “FIDOP-2019-06-483 Remisión de Análisis de Terrenos O I J cfd,” con instrucciones para iniciar la fase II de estudio de mercado en base a los oficios oficio N.º 2566-DE-2019 trasladando el oficio N.º 419-ADM-OIJ-2019.

El 13 de junio 2019 la UAP envía el oficio “1606 PJU4-CO- 006- Inicio fase II Estudio de Mercado-190613” con la aclaración de varios términos empleados en los oficios FIDOP-2019-06-483 Remisión de Análisis de Terrenos O I J cfd,” con instrucciones para iniciar la fase II de estudio de mercado en base a los oficios oficio N.º 2566-DE-2019 trasladando el oficio N.º 419-ADM-OIJ-2019.

El día 13 de junio del 2019 la UAP procedió a enviar los interesados de las muestras 8-a, 8-b y 15 la información acordada para la fase II del estudio de mercado. Vía correo electrónico el archivo “1606 PJU4-CO- 007- Consulta a Interesados al Estudio de Mercado propiedades-190613” en el cual se solicita lo siguiente:

7. “DOCUMENTACIÓN A PRESENTAR:

Para que se someta a consideración la propiedad, se debe presentar la siguiente información de ésta:

Uso de suelo.

Documento emitido por la Dirección General de Aviación Civil en la que se acredite si las eventuales construcciones que se realizarían en esa propiedad se encuentran sometida a alguna restricción de altura por razones de seguridad aeronáutica.

Notas de disponibilidad de servicios públicos. (Electricidad, telecomunicaciones, Agua potable, Alcantarillado pluvial, Saneamiento y Aguas residuales, recolección de basura, entre otras).

Otros documentos que se estiman de relevancia en relación con la propiedad tales como afectaciones, anotaciones, embargos, servidumbres, procedimientos expropiatorios o cualquier otra circunstancia de relevancia que recaiga sobre el derecho de propiedad “.

Esta información deberá ser enviada al correo electrónico fipj@icc.co.cr o por medio físico a las oficias de la UAP ubicadas San José, Pavas, en Oficentro La Virgen, torre #7 primer nivel. En caso de ser físico, traer una copia para el respectivo sello de recibido de la información.

Los documentos deberán ser presentados a más tardar el miércoles 4 de julio del año en curso a las diecisiete horas (5pm).

El 3 de junio se recibe correo del Señor Randall Obando indicando que el trámite ante el “AYA no lo recibieron por un tema del representante legal que estamos resolviendo.  También nos hace falta lo de aviación civil.”

El 4 de julio 2019 se recibe documentación de la muestra 15 en correo envido por el Arquitecto Allan Carmona acarmona@hsolis.com.

El 1 de agosto de 2019 se reciben los oficios N°3494-DE-2019, oficio Nº 493-ADM-OIJ-2019 como respuesta definitiva y en sustitución de la nota 419-ADM-OIJ-2019. 

El 6 de agosto 2019 se recibe el correo de Señor Randall Obando indicando: “De acuerdo con nuestra conversación telefónica, y a manera de contexto, le recapitulo cómo estamos con los requisitos a presentar:

USO DE SUELO.  Ya está en nuestro poder.

DIRECCION GENERAL DE AVIACION CIVIL.  Es muy posible que la semana entrante nos entreguen el documento sobre las restricciones de altura por seguridad aeronáutica.

DISPONIBILIDAD DE SERVICIOS PÚBLICOS.  Ya está en nuestro poder lo relacionado con la CNFL. En relación con la disponibilidad de agua, hasta el pasado 24 julio, logramos que AYA nos recibiera la solicitud de disponibilidad de agua.  Ellos nos indicaron que este trámite tarda un mes.”

El 29 de agosto 2019 se recibe la información por parte de José Arce Montero información de las muestras 8-a y 8-b.

El 29 de agosto 2019 se informa al Señor Jose Arce Montero que en la documentación entregada hace falta lo siguiente: “Con respecto a la información suministrada tenernos las siguientes observaciones:

En la información no están las respuestas del Aviación Civil, solo las solicitudes.

En la información del A y A no están las respuestas solo las solicitudes.

En el punto # 3 del del oficio PJU4-Solicitud de documentación -005-2019 se solicita también el documento "Notas de disponibilidad de servicios públicos. (Electricidad, telecomunicaciones, Agua potable, Alcantarillado pluvial, Saneamiento y Aguas residuales, recolección de basura, entre otras)." Solo se logró identificar notas de disponibilidad de Electricidad.

Con respecto al punto # 4 se solicitó: "Otros documentos que se estiman de relevancia en relación con la propiedad tales como afectaciones, anotaciones, embargos, servidumbres, procedimientos expropiatorios o cualquier otra circunstancia de relevancia que recaiga sobre el derecho de propiedad".

Le agradecemos con confirme cuando entregarán la documentación completa.”

Análisis de la información.

Según se solicitó a los diferentes interesados en el oficio “1606 PJU4-CO- 007- Consulta a Interesados al Estudio de Mercado propiedades-190613”, se presenta a continuación un análisis de la información reciba de las Muestras 8a, 8b y 15. 
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La muestra 8a está compuesta por tres propiedades, con los siguientes números de planos de Catastro: SJ-808781-2002, SJ-808357-2002 y SJ-803556-2002. Análisis de documentación recibida de la propiedad:

Uso de suelo: se destaca que el uso de suelo de las tres propiedades presenta una resolución “Permitido condicionado”. Según el Plan Regulador de la Municipalidad de San José, en su Reglamento de Zonificación de Uso del Suelo, Capítulo I Disposiciones Generales Sobre el Uso de Suelo, Artículo 2.4 Usos Condicionados se define que “Son todas aquellas actividades y obras de edificación que pueden darse en una zona, siempre y cuando cumplan requisitos especiales para evitar contaminación, ruidos, molestias, o bien algún otro requisito, los cuales deben estar especificados en el PR lo en otras leyes y reglamentos conexos. Estas condiciones se indicarán en el Certificado de Uso de Suelo correspondiente.”. Para estos casos en particular, La Municipalidad de San José solicita el Visto Bueno de Setena, Visto Bueno de Hidrología de la Municipalidad de San José por desfogue pluvial, se solicita 1 estacionamiento por cada 60m2 de construcción, patente debe ajustarse a lo permitido en la zona y respetar normativa a conforme Reglamento de Diseño Urbano y Ley de Construcciones.

Documento emitido por la Dirección General de Aviación Civil en la que se acredite si las eventuales construcciones que se realizarían en esa propiedad se encuentra sometida a alguna restricción de altura por razones de seguridad aeronáutica: 

Documento DGAC-DA-IA-RA-0421-2019, con referencia al plano de catastro SJ-0808781-2002, la Dirección General de Aviación Civil informa que el terreno se localiza en el Circuito Visual de Tránsito Aéreo Sector Este de las áreas de influencia del Aeropuerto Internacional Tobías Bolaños Palma, aproximadamente a una distancia de 5124 metros, por lo tanto, se autoriza una altura de 147 metros desde el nivel natural de terreno. 

Documento DGAC-DA-IA-RA-0420-2019, con referencia al plano de catastro SJ-0803557-2002, la Dirección General de Aviación Civil informa que el terreno se localiza en el Circuito Visual de Tránsito Aéreo Sector Este de las áreas de influencia del Aeropuerto Internacional Tobías Bolaños Palma, aproximadamente a una distancia de 5124 metros, por lo tanto, se autoriza una altura de 147 metros desde el nivel natural de terreno. 

Documento DGAC-DA-IA-RA-0425-2019, con referencia al plano de catastro SJ-0803556-2002, la Dirección General de Aviación Civil informa que el terreno se localiza en el Circuito Visual de Tránsito Aéreo Sector Este de las áreas de influencia del Aeropuerto Internacional Tobías Bolaños Palma, aproximadamente a una distancia de 5115 metros, por lo tanto, se autoriza una altura de 149 metros desde el nivel natural de terreno. 

Notas de disponibilidad de servicios públicos. (Electricidad, telecomunicaciones, Agua potable, Alcantarillado pluvial, Saneamiento y Aguas residuales, recolección de basura, entre otras).

Electricidad: se presentan los documentos emitidos por la Compañía Nacional de Fuerza y Luz números 4160-0590-219, 4160-0588-2019 y 4160-0589-2019, en cual se confirma que sí existe disponibilidad del servicio para las tres propiedades que conforman la muestra de interés 8a.

Telecomunicaciones: No se aporta documentación que acredite la disponibilidad del servicio.

Agua potable: según documentación aportada, las propiedades cuentan con la disponibilidad para la eventual dotación de 1 servicio con caudal de 137m3/día. Se destaca que, en el documento aportado, se hace el análisis de 5 propiedades, de las cuales 3 son las que forman parte de la muestra 8a. 

Alcantarillado Pluvial: No se aporta documentación que acredite la disponibilidad del servicio.

Saneamiento y aguas residuales: según la documentación aportada, las propiedades NO cuentan con la disponibilidad del servicio.

Recolección de basura: No se aporta documentación que acredite la disponibilidad del servicio

Otros documentos que se estiman de relevancia en relación con la propiedad tales como afectaciones, anotaciones, embargos, servidumbres, procedimientos expropiatorios o cualquier otra circunstancia de relevancia que recaiga sobre el derecho de propiedad: en la documentación aportada se indica que las propiedades no cuentan con anotaciones sobre las fincas, gravémenes o afectaciones. Se destaca que los estudios registrales aportados tienen fecha del 22 de marzo del 2019.

De seguido la Tabla #1 con la información consolidada y observaciones de los documentos aportados para la Muestra 8a: 



Nota. En el Anexo I está la información suministarda por el BCR de la muestra 8 a.
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La muestra 8b está compuesta por dos propiedades, con los siguientes números de planos de Catastro: SJ-1071286-2006 y SJ-1059129-2006. Análisis de documentación recibida de la propiedad:

Uso de suelo: se destaca que el uso de suelo de las dos propiedades presenta una resolución “Permitido condicionado”. Según el Plan Regulador de la Municipalidad de San José, en su Reglamento de Zonificación de Uso del Suelo, Capítulo I Disposiciones Generales Sobre el Uso de Suelo, Artículo 2.4 Usos Condicionados se define que “Son todas aquellas actividades y obras de edificación que pueden darse en una zona, siempre y cuando cumplan requisitos especiales para evitar contaminación, ruidos, molestias, o bien algún otro requisito, los cuales deben estar especificados en el PR lo en otras leyes y reglamentos conexos. Estas condiciones se indicarán en el Certificado de Uso de Suelo correspondiente.”. Para estos casos en particular, La Municipalidad de San José solicita el Visto Bueno de Setena, Visto Bueno de Hidrología de la Municipalidad de San José por desfogue pluvial, se solicita 1 estacionamiento por cada 60m2 de construcción para el caos de la propiedad con plano de catastro SJ-105921-2006 y 1 estacionamiento por cada 50m2 de construcción para el caso de la propiedad con plano de catastro SJ-1071286-2006, patente debe ajustarse a lo permitido en la zona y respetar normativa a conforme Reglamento de Diseño Urbano y Ley de Construcciones.

Documento emitido por la Dirección General de Aviación Civil en la que se acredite si las eventuales construcciones que se realizarían en esa propiedad se encuentra sometida a alguna restricción de altura por razones de seguridad aeronáutica: 

Documento DGAC-DA-IA-RA-0422-2019, con referencia al plano de catastro SJ-1071286-2006, la Dirección General de Aviación Civil informa que el terreno se localizan en el Circuito Visual de Tránsito Aéreo Sector Este de las áreas de influencia del Aeropuerto Internacional Tobías Bolaños Palma, aproximadamente a una distancia de 5168 metros, por lo tanto, se autoriza una altura de 144 metros desde el nivel natural de terreno. 

Documento DGAC-DA-IA-RA-0423-2019, con referencia al plano de catastro SJ-1059129-2006, la Dirección General de Aviación Civil informa que el terreno se localizan en el Circuito Visual de Tránsito Aéreo Sector Este de las áreas de influencia del Aeropuerto Internacional Tobías Bolaños Palma, aproximadamente a una distancia de 5292 metros, por lo tanto, se autoriza una altura de 139 metros desde el nivel natural de terreno.

Notas de disponibilidad de servicios públicos. (Electricidad, telecomunicaciones, Agua potable, Alcantarillado pluvial, Saneamiento y Aguas residuales, recolección de basura, entre otras).

Electricidad: se presentan los documentos emitidos por la Compañía Nacional de Fuerza y Luz números 4160-0592-219 y 4160-0592-2019, en cual se confirma que sí existe disponibilidad del servicio para las dos propiedades que conforman la muestra de interés 8b.

b.	Telecomunicaciones: No se aporta documentación que acredite la disponibilidad del servicio.

c.	Agua potable: según documentación aportada, las propiedades cuentan con la disponibilidad para la eventual dotación de 1 servicio con caudal de 137m3/día. Se destaca que, en el documento aportado, se hace el análisis de 5 propiedades, de las cuales 2 son las que forman parte de la muestra 8b. 


d. Alcantarillado Pluvial: No se aporta documentación que acredite la disponibilidad del servicio.

e. Saneamiento y aguas residuales: según la documentación aportada, se otorga la disponibilidad de alcantarillado sanitario únicamente a la propiedad con número de plano de catastro SJ-1071289-2006. Adicional se indica que el “desarrollador debe de realizar estudio de niveles para determinar si se puede realizar la conexión a la red sanitaria del sector”. 

f. Recolección de basura: No se aporta documentación que acredite la disponibilidad del servicio

Otros documentos que se estiman de relevancia en relación con la propiedad tales como afectaciones, anotaciones, embargos, servidumbres, procedimientos expropiatorios o cualquier otra circunstancia de relevancia que recaiga sobre el derecho de propiedad: en la documentación aportada se indica que la propiedad con plano de catastro SJ-1059129-2006 cuenta Gravámenes o Afectaciones. Se destaca que los estudios registrales aportados tienen fecha del 22 de marzo del 2019.

De seguido la Tabla #2 con la información consolidada y observaciones de los documentos aportados para la Muestra 8b: 


Nota. En el Anexo I está la información suministarda por el BCR de la muestra 8 b.
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La muestra 15 está compuesta por dos propiedades, con los siguientes números de planos de Catastro: SJ-0658462-1986 y SJ-2064007-2018. Análisis de documentación recibida de la propiedad:

Uso de suelo: según la documentación aportada el Uso de Suelo es No Permitido. Según el Plan Regulador de la Municipalidad de San José, en su Reglamento de Zonificación de Uso del Suelo, Capítulo I Disposiciones Generales Sobre el Uso de Suelo, Artículo 2.2 Usos No Permitidos se define como “todas aquellas actividades y obras de edificación que no pueden ser llevadas a cabo en un lote, por no cumplir con los requisitos y lineamientos del Plan Regulador”. Para ambas propiedades, la Municipalidad de San José indica que los metros cuadrados de construcción de la solicitud exceden al máximo permitido. Para el caso de la propiedad con plano de catastro SJ-2064007-2018, la solicitud de metros cuadrados de construcción es de 31.000 m2, y lo máximo permitido es de 28.424m2. Para el caso de la propiedad con plano de catastro SJ-0658462-1986, la solicitud de metros cuadrados de construcción es de 31.000 m2, y lo máximo permitido es de 23.500 m2. En total, como las propiedades están separadas, el máximo construible seria 53,500 m2. Se tendría que hacer la reunión de fincas y solicitar de nuevo el uso de suelos para obtener el CAS máximo que establece la tabla del plan regulador de la Municipalidad de San José. Para tal caso el resultado si alcanzaría los 62 mil metros cuadrados requeridos.

Documento emitido por la Dirección General de Aviación Civil en la que se acredite si las eventuales construcciones que se realizarían en esa propiedad se encuentra sometida a alguna restricción de altura por razones de seguridad aeronáutica: 

Documento DGAC-DA-IA-RA-0715-2018, con referencia al plano de catastro SJ-2064007-2018, la Dirección General de Aviación Civil informa que el terreno se encuentra fuera de las áreas de influencia de cualquier aeródromo de la zona, por lo tanto, la determinación de altura máxima para cualquier construcción es competencia municipal.
 
Documento DGAC-DA-IA-RA-0572-2018, con referencia al plano de catastro SJ-658462-2018, la Dirección General de Aviación Civil informa que el terreno se encuentra fuera de las áreas de influencia de cualquier aeródromo de la zona, por lo tanto, la determinación de altura máxima para cualquier construcción es competencia municipal. 

Notas de disponibilidad de servicios públicos. (Electricidad, telecomunicaciones, Agua potable, Alcantarillado pluvial, Saneamiento y Aguas residuales, recolección de basura, entre otras).

Electricidad: se presentan los documentos emitidos por la Compañía Nacional de Fuerza y Luz números 4180-7-2019 y 4180-9-2019, en cual se confirma que sí existe disponibilidad del servicio para las dos propiedades que conforman la muestra de interés 15.

Telecomunicaciones: No se aporta documentación que acredite la disponibilidad del servicio.

Agua potable: según documentación aportada, las propiedades cuentan con la disponibilidad para la eventual dotación de 1 servicio con caudal de 308m3/día.

Alcantarillado Pluvial: según documento SCMRP-991-2018 existe disponibilidad de sistema pluvial. Se indica que si es necesario desfogar a la Ruta No. 1, se debe contar con el visto bueno del MOPT.

Saneamiento y aguas residuales: según la documentación aportada, no hay disponibilidad de sistema alcantarillado frente a la propiedad. Se indica que para otorgar la disponibilidad, se debe construir un ramal de 250 mm de diámetro, de aproximadamente 350 metros de longitud, a conectar a un pozo de registro del Subcolector Play Boy. 

Recolección de basura: Se aporta el oficio SSR-169-2019, en el cual se indica que las propiedades cuentan con la disponibilidad para la recolección de desechos ordinarios.

Otros documentos que se estiman de relevancia en relación con la propiedad tales como afectaciones, anotaciones, embargos, servidumbres, procedimientos expropiatorios o cualquier otra circunstancia de relevancia que recaiga sobre el derecho de propiedad: las propiedades cuentan con un retiro de 3 metros frente a la Ruta No. 1. La propiedad con número de catastro SJ-0658462-1986 cuenta con 3 gravámenes.

De seguido la Tabla #3 con la información consolidada y observaciones de los documentos aportados para la Muestra 15: 


Nota. En el Anexo II está la información suministarda por HSolís de la muestra 15.

Conclusiones de información recibida: 

Habiendo revisado la información recibida de las propiedades, se identifica que las 3 propiedades  a las que inicialmente se le solicitó la información  tienen el potencial de cumplir  con los parámetros solicitados por el OIJ, siempre y cuando los encargados de diseños tomen en cuenta todas las indicaciones establecidas en la documentación entregada por las instituciones gubernamentales y municipales, como por ejemplo la necesidad de construir infraestructura adicional para obtener el servicio de alcantarillado sanitario, o la complejidad en cuanto a diseño geométrico y trámites para obtener la aprobación por parte del MOPT para el acceso desde la Ruta No. 1, ambos factores de la Muestra de Interés 15. Para el caso de la Muestra 8a, se debe tener presente que esta no cuenta con disponibilidad de alcantarillado sanitario frente a la propiedad, por lo que habría que hacer un acercamiento al AYA para definir si es necesario construir infraestructura adicional para obtener el servicio. 

Recomendación

La Unidad Administradora de Proyectos del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015 procedió -de acuerdo con lo indicado en el oficio FIDOP-2019-05-410- realizó un estudio de mercado con el fin de determinar la existencia o no de más de un potencial oferente de una propiedad apta para este proyecto.

Como producto de esta publicación, se recibieron 27 muestras de interés, de las cuales 9 propiedades tenían potencial de compra de conformidad con los requisitos mínimos establecidos en el Estudio de Mercado, a saber:

1.	Que se encontraran dentro de un radio de 3 kilómetros del Primer Circuito Judicial de San José.

2.	Que contara como mínimo con 2 (dos) salidas que encausen a diferentes vías principales.

3.	Que se permitiera la construcción de oficinas públicas.

4.	Que de manera preliminar se pudiera determinar que era factible construir un área de 62,000 m2.

Mediante oficio 493-ADM-OIJ-2019 del 30 de julio de 2019 el Área Administrativa del Poder Judicial realizó una valoración de aspectos adicionales con base en la cual, se concluye que algunas de las propiedades deben ser descartadas y que existen únicamente dos que cumplen los nuevos parámetros establecidos, las cuales son:

1. Propiedad número 8B, TC Hospital Antigua Yanber, tamaño 18.730 metros, correspondiente a la Municipalidad de San José.

2. Propiedad número 8A, Yanber, tamaño 10.558 metros, correspondiente a la Municipalidad de San José.

En este mismo oficio se nos requirió -con el fin de contar con información adicional acerca de la funcionalidad de las propiedades antes indicadas- que se solicitara a los propietarios que aportaran la siguiente información:

1.	Uso de suelo.

2.	Documento emitido por la Dirección General de Aviación Civil en la que se acredite si las eventuales construcciones que se realizarían en esa propiedad se encuentra sometida a alguna restricción de altura por razones de seguridad aeronáutica.

3.	Notas de disponibilidad de servicios públicos. (Electricidad, telecomunicaciones, Agua potable, Alcantarillado pluvial, Saneamiento y Aguas residuales, recolección de basura, entre otras).

4.	Otros documentos que se estiman de relevancia en relación con la propiedad tales como afectaciones, anotaciones, embargos, servidumbres, procedimientos expropiatorios o cualquier otra circunstancia de relevancia que recaiga sobre el derecho de propiedad 

Esta información fue debidamente remitida por los propietarios de ambas propiedades.

A partir de los antecedentes expuestos, cabe recordar que el Estudio de Mercado tenía por objetivo confirmar o descartar la existencia de más de una propiedad que cumpliera con las especificaciones técnicas brindados por el OIJ en oficios 320-ADM-OIJ-2019 y 357-ADM-OIJ-2019. Quiere esto decir que, el Estudio de Mercado no tenía como finalidad recibir ofertas formales y propiciar su posterior adquisición sino únicamente recibir muestras de interés y determinar la necesidad o no de recurrir a un procedimiento de contratación formal o si, por el contrario, nos encontrábamos ante un supuesto de contratación directa por oferente único.  

Una vez finalizado el Estudio de Mercado, resulta indudable que a partir de los parámetros definidos inicialmente existe más de una propiedad con potencial de adquisición, con lo cual se descarta que estemos ante la eventual aplicación de un procedimiento de excepción por oferente único.

Siendo esto así, nuestra recomendación es que se proceda con la apertura de un procedimiento concursal en el que se reciban ofertas formales para la adquisición de una propiedad que cumpla con los requisitos de admisibilidad y evaluación que se lleguen a definir.”

Del informe de la UAP antes indicado, se solicitó mediante oficio No 4565-DE-2019, de fecha 30 de setiembre de 2019, valoración al OIJ, el cual avala la propuesta del ente técnico, lo que hace manifiesto con oficio No 707-OIJ- 2019. (se adjuntan ambos oficios)

Valoración y determinación de las necesidades 

Precio posible de terreno

Como se puede apreciar en los antecedentes del Proyecto el Departamento de Servicios Generales estableció de manera preliminar la necesidad de contar con al menos obras constructivas por 64.531 m2 para satisfacer las necesidades planteadas por el Organismo de Investigación Judicial, no obstante, no se estimó la huella requerida dado el trámite que se le dio al proyecto con el Estudio de Mercado, mismo que debemos recordar no tenía otro fin que confirmar o descartar la existencia de propiedades, por lo que para efectos de estimar el precio  se procedió a solicitar al Arquitecto Héctor Maroto, del Departamento de Servicios Generales establezca un monto estimado con base en la muestra de terreno de mayor tamaño considerada como funcional por el OIJ, en el estudio de mercado Fase II, quien remite lo solicitado mediante correo electrónico de 15 de  octubre de 2019, como sigue: 

 “(…)

. Para posibles terrenos del OIJ se tienen dos posibles datos sobre los precios de estos.

1_Se cuenta con los precios de terrenos que fueron definidos por el BCR, en las muestras 8-A y 8-8 que se detallan en la tabla adjunta. En el entendido que estos precios se tratan de precios para remate y no de mercado.

Muestra # 8a y 8b:

	DETALLE PROPIEDADES  MUETRAS 8-A y 8-B (INMUEBLES)

	No. FINCA
	No. PLANO CATASTRADO
	AREA m2
	TERRENO
	EDIFICACIONES
	VALOR TOTAL

	1-171772-000 
	SJ-808781-2002
	4087,5
	₡1 428 530 000,00
	₡1 054 910 000,00
	₡2 483 440 000,00

	1-189828-000
	SJ-808357-2002
	3 766,84
	
	
	

	1-193744 A-000 
	SJ-803556-2002
	2 727,34
	
	
	

	TOTAL DE AREA DE LA MUESTRA 
	10 581,68 M2
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	COSTO POR METRO CUADRADO
	₡234.692,41 

	1-486176-001-002 
	SJ-1071286-2006
	14 544,55
	₡1 775 530 000,00
	₡771 700 000,00
	₡2 547 230 000,00

	1-583593-000 
	SJ-1059129-2006
	4 185,61
	₡190 800 000,00
	₡0,00 
	₡190 800 000,00

	TOTAL DE AREA DE LA MUESTRA 
	18730.16 M2
	VALOR TOTAL 
	₡2.738.030.000,00 

	 
	 
	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	COSTO POR METRO CUADRADO
	₡146.182,90 



Se cuenta con un posible precio de mercado de ₡ 335.282,5 /m2. tomado de precios que se definieron por parte del Ministerio de Hacienda mediante el MAPA DE VALORES DE TERRENO POR ZONAS HOMOGÉNEAS PROVINCIA 1 SAN JOSÉ CANTÓN 01 SAN JOSÉ.

Por lo cual se explica a continuación como surgió el mismo.

PRECIO DEL METRO CUADRADO DE TERRENO.

Es importante mencionar que a nivel de precios de terrenos esto es muy variado, ya que para definir el posible costo de un terreno se debe de realizar un avaluó por medio de un perito valuador, ya que para definirlo se deben de incluir y considerar una serie de variantes que son propias de cada zona donde se ubiquen los terrenos, así como la forma, el contexto, la ubicación y tamaño de cada uno de ellos, así como otras variantes propias de cada zona. Por lo que no se podría establecer un precio cierto y común para todos los posibles terrenos que se puedan encontrar en diferentes zonas dentro del radio que estableció la Fiscalía.

Ahora bien, en vista de que no se tienen costos por metro cuadrado en todas las zonas donde se puedan encontrar posibles terrenos, y al existir un MAPA DE VALORES DE TERRENO POR ZONAS HOMOGÉNEAS PROVINCIA 1 SAN JOSÉ CANTÓN 01 SAN JOSÉ, definido por el Ministerio de Hacienda, la Dirección Ejecutiva optó por tomar como base dichos valores o precios por metro cuadrado, y establecer con ello un promedio simple para tener una idea próxima del posible valor del terreno. Para dicho ejercicio se toma como base las zonas cercanas al edificio de Tribunales de Justicia de San José, básicamente los distritos El Carmen, Hospital, Catedral y la Merced, que pueden estar dentro del radio que estableció el Ministerio Público que es de 3 km a la redonda del Edificio de Tribunales de San José 

Los valores de los terrenos que se consideraron están en la siguiente dirección electrónica https://www.hacienda.go.cr/docs/545cd9943ac53_1.pdf, en donde se tomaron como base todos los precios establecidos por hacienda en los distritos La Merced, Hospital, Catedral y el Carmen. Es importante mencionar que el metrajes de los terrenos tipo que se establecen en la tabla de precios del mapa anterior, son terrenos pequeños que van de 100 a 500 m, por lo que al presentarse a futuro un terreno de mayor magnitud como el que se esta planteando, los valores pueden tender a bajar, pero esto no se puede definir hasta tanto no se tengan las posibles ofertas, ya que esto depende de la magnitud del terreno, las condiciones del mismo y la ubicación, así como las posibles pretensiones económicas que pueda tener los propietarios.

De los precios antes mencionados se estableció un posible precio de mercado base preliminar por metro cuadrado para un terreno dentro de la zona de interés, teniendo como base los precios del MAPA DE VALORES DE TERRENO POR ZONAS HOMOGÉNEAS PROVINCIA 1 SAN JOSÉ CANTÓN 01 SAN JOSÉ, puede ser de aproximadamente ₡ 335.282,5 /m2. Sin embargo, a lo anterior, se debe de tener presente que se pueden presentar ofertas mucho mayores o menores, ya que el precio depende de muchos factores que pueden generar un costo diferente, así como las posibles pretensiones que puedan tener los propietarios de los terrenos, por lo que hasta que no se tengan las posibles ofertas y las pretensiones de cada oferente no se puede dar por cierto y definitivo el precio por metro cuadrado indicado, por lo cual este precio sería una expectativa.”

De lo anterior se desprende que existe un precio de mercado estimado en ₡ 335.282,5 /m2, y para la muestra de mayor tamaño resultante como favorable a criterio del OIJ según sus requerimientos funcionales es de ₡146.182,90 y para la muestra de menor tamaño corresponde a ₡234.692,41.

Así las cosas, para efectos de estimar el monto del terreno optamos por emplear el de mayor metraje de las muestras indicadas anteriormente, considerada como funcional por el OIJ y aplicándole el precio de mercado ya que no es viable aplicar un monto par efectos exclusivos de un remate, dando como resultado: 18730.16m2 x₡ 335.282,5 /m2=₡ 6.279.894.870,2

Procedimiento establecido en el Protocolo 

En el Protocolo para la elección de los proyectos constructivos a desarrollar, los terrenos a adquirir o los edificios a comprar con recursos del Fideicomiso, se definió el siguiente procedimiento:

Proyecto Organismo de Investigación Judicial

Requisitos previos: 

Para incluir un proyecto constructivo o la adquisición de un terreno o edificación, se deben atender los siguientes requisitos previos:

Debe estar incluido dentro de los proyectos de obra a desarrollar y los terrenos o edificios a comprar, que fueron contemplados en el Plan de Construcciones del Poder Judicial, aprobado por la Corte Plena, con sus adicciones.  Con los recursos del fideicomiso se desarrollará el Plan de Construcciones hasta completarlo.

Sobre este particular, el proyecto se encuentra incluido, mediante adenda # 5, de agosto 2017, al Contrato de Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, por acuerdo de la Corte Plena de la sesión No. 15-17, celebrada el 31 de mayo del 2017, en el artículo II se firma la Adenda # 5 al Contrato del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015.

Debe responder al orden de las prioridades establecidas por la Corte Plena, conforme el Plan de Construcciones o acuerdos relacionados con la atención de necesidades urgentes o nuevas leyes.

La necesidad del proyecto del Organismo de Investigación Judicial responde a un acuerdo tomado por el órgano máximo del Poder Judicial, antes indicado, sea, Corte Plena.

Lo requerido por el OIJ, es la disposición de un “Edificio para albergar a las Oficinas del organismo de Investigación Judicial en San José”. Aunado, se encuentra dentro del Plan Anual Operativo 2019 del Fideicomiso Poder Judicial 2015, como compra de un terreno, el cual fue conocido por el Consejo Superior mediante acuerdo de la sesión No 13-19, del 15 de febrero del año 2019, artículo No XIII (Doc. 1422-19).

Debe corresponder a los proyectos incluidos en el Contrato de Fideicomiso.

En la Adenda # 5 al Contrato del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, se incluyó este proyecto, respondiendo acuerdo de Corte Plena de la sesión No. 15-17, celebrada el 31 de mayo del 2017, en el artículo II.

Contar con un estudio previo de estructuración que permita conocer, aproximadamente, la cuota de arrendamiento a la que se obliga la institución y el año a partir del cual habrá que asumirla.

Como precio posible del terreno, se aclaró que al no disponerse de una huella se realiza con el valor del metro cuadrado que proporcional el arquitecto Héctor Maroto aplicándolo a la muestra de mayor metraje considerada como funcional por el OIJ, estableciéndose como un posible precio máximo estimado a valor de mercado de: =₡ 6.279.894.870,2. Dicho precio se obtiene para efectos comparativos con lo que dispone de contenido económico el OIJ en la Caja la Caja Única del Estado, para los efectos del fideicomiso, manteniendo en el Fondo 5 el monto correspondiente a  ₡7.411.278,128.11 para uso de pagos del proyecto Organismo de Investigación Judicial, siendo que se demuestra que si es suficiente para la  pretensión de comprar el terreno aludido de contado.

Contar con estudio elaborado por la Dirección Ejecutiva donde se defina la necesidad de dar inicio al proyecto o adquirir el terreno o edificio considerando aspectos tales como condición de hacinamiento de los despachos, altos costos en alquileres, necesidades que imponen las nuevas leyes, riesgos, desastres naturales, órdenes sanitarias, oportunidades de mercado que faciliten concretar una compra, entre otras.

Se cuenta con los requerimientos suministrados por el Organismo de Investigación Judicial mediante oficio No 142-09-ai-2019 informe del Departamento de Servicios Generales y los antecedentes de las fases I y II del Estudio de Mercado realizado por la Unidad Administradora de Proyectos ICC. 

[bookmark: _Hlk20395221]Procedimiento:

Proyecto Organismo de Investigación Judicial

La Comisión de Construcciones, atendiendo una solicitud de la Dirección Ejecutiva o bien, de uno o más de sus integrantes, conocerá y valorará el desarrollo de un proyecto constructivo, la adquisición de un terreno o la compra de un edificio, a través del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, en tanto cumpla con los requisitos previos establecidos en el apartado anterior.  

Conforme lo acordado por la Corte Plena, en sesión No. 15-17, celebrada el 31 de mayo del 2017, en el artículo II se firma la Adenda # 5 al Contrato del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, mediante la cual, en lo que interesa, se establece lo siguiente:   

 “(…) 

4) Que las partes han convenido en incluir el siguiente proyecto: 

b. La Corte Plena, en Sesión No. 15-17, celebrada el día 30 de mayo del 2017,  en el artículo II acordó “Sin objeción de las señoras magistradas y los señores magistrados presentes, se acordó: Acoger la solicitud de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, por ende, los ingresos que se obtienen a través de la ley de Impuestos a las Sociedades Anónimas, los cuales a la subpartida 50302 del Edificios Preexistente, será direccionados a la subpartida 70107 denominada, “Fondos en Fideicomiso para Gastos de Capital” con el fin de que este Organismo pueda participar en el Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, que aprobó la Corte con el Banco de CR, e iniciar la construcción de sus propios edificios.

Aunado, para este año se establece en el Plan Anual Operativo 2019 del Fideicomiso Poder Judicial 2015, la como compra de un terreno para el OIJ, el cual fue conocido por el Consejo Superior mediante acuerdo de la sesión No 13-19, del 15 de febrero del año 2019, artículo No XIII

Por lo que de manera prioritaria se hace necesario la Comisión de Construcciones valore y apruebe iniciar con el debido proceso de contratación que en derecho corresponda, para la adquisición de contado, con los recursos que se disponen en la Caja Única del Estado, de  un terreno óptimo a las funcionalidades del OIJ, que permita construir a futuro instalaciones en apego a la normativa que corresponda, y pueda albergar las oficinas definidas por  dicha dependencia, de  forma adecuada, digna, integral y acorde a la naturaleza de sus funciones.

Aprobado lo anterior, lo hará del conocimiento del Consejo Superior, con la recomendación de que se dé inicio al desarrollo del proyecto constructivo, la adquisición del terreno o la compra del edificio a través del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015.  

Si la gestión aquí propuesta, es avalada por la Comisión de Construcciones, procederíamos a elevarla al Consejo Superior, de conformidad con lo dispuesto en el protocolo que forma parte del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015.

El Consejo Superior analizará la propuesta de la Comisión de Construcciones y con base en esta, tomará un acuerdo.  Si el acuerdo es positivo lo comunicará al Banco de Costa Rica, en su condición de Fiduciario, para que dé inicio a lo correspondiente a través de la Unidad Ejecutora.

Quedamos a la espera de la decisión que tome esta Comisión de Construcciones, para continuar ante el Consejo Superior y de contar con el aval, avanzar con el proceso de compra del terreno, lo que deberá ser comunicado al Fiduciario, para que inicie los procedimientos establecidos en el Fideicomiso. 

Financiamiento

En el efectivo de la Caja Única del Estado se encuentra disponible en el Fondo 5 de ₡7,411,278,128.11 para uso de pagos del proyecto Organismo de Investigación Judicial, recursos que se consideran suficientes para comprar el terreno de contado.

Quedará pendiente de la decisión que tome esta Comisión de Construcciones para continuar con el trámite del orden de inicio, a fin de que el Fideicomiso proceda con el debido proceso de contratación que en derecho corresponda para la compra de un terreno apto y funcional para los fines requeridos por el Organismo de Investigación Judicial. 
	
Atentamente,

Dinorah Álvarez Acosta		    Ana Eugenia Romero Jenkins

Subdirectora Ejecutiva			 Directora Ejecutiva
	Fideicomiso Inmobiliario
	Poder Judicial-BCR 2015”

SE ACUERDA: Aprobar la compra de un terreno (s) adecuado para la construcción de un “Edificio para albergar a las oficinas del Organismo de Investigación Judicial”, a través del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial-BCR 2015, con el fin de lograr la unificación de la atención, mejoramiento del servicio, mayor accesibilidad, cumplimientos con la normativa en construcciones, entre otros, a través del Fideicomiso Inmobiliario 2015, y continuar con el trámite correspondiente. Comuníquese este acuerdo al Consejo Superior, Dirección Ejecutiva y a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial.  ACUERDO FIRME.””

- 0 -
En sesión N° 82-16 celebrada el 1 de setiembre de 2016, artículo CIX, se aprobó el “Protocolo para la Elección de los Proyectos Constructivos a Desarrollar, los Terrenos a Adquirir o los Edificios a Comprar con Recursos del Fideicomiso.
	Posteriormente, en sesión de Coste Plena N° 028-17, celebrada el 28 de agosto de 2017, artículo XII, se acogió la recomendación de la Dirección Ejecutiva y se incluyó al Ministerio Público, como parte del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015. 
	En sesión Nº 72-18 celebrada el 14 de agosto de 2018, artículo XVI, se autorizó la suscripción de la adenda al contrato del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, la cual cumple con el acuerdo tomado por Corte Plena en Sesión No. 28-17 celebrada el 28 de agosto del 2017, artículo XII, y el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la Sesión No. 2-18 celebrada el 11 de enero del 2018, artículo XVII.
	Finalmente, en sesión N° 13-19 celebrada el 15 de febrero del 2019, artículo XIII, se aprobó el Plan Anual Operativo y el Presupuesto para el Fideicomiso 2019 y se hizo de conocimiento de la Comisión de Construcciones del Poder Judicial y del Banco de Costa Rica.
Se acordó: Tomar nota y avalar el acuerdo tomado por la Comisión de Construcciones en sesión ordinaria sesión ordinaria N°8-2019, celebrada el 16 de octubre de 2019, artículo I, en el que se indica la aprobación de la compra de un terreno (s) adecuado para la construcción de un “Edificio para albergar a las oficinas del Organismo de Investigación Judicial”, a través del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial-BCR 2015, con el fin de lograr la unificación de la atención, mejoramiento del servicio, mayor accesibilidad, cumplimientos con la normativa en construcciones.
La Dirección Ejecutiva tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXXII
[bookmark: _Toc23839752]DOCUMENTO N° 2420-13, 14117-19
[bookmark: _Toc23839753]La servidora Sandra Agüero Monge, Secretaria de la Comisión de Construcciones, mediante oficio N° 83-CC-2019 del 29 de octubre de 2019, remitió el acuerdo de la sesión ordinaria N°8-2019, celebrada el 16 de octubre de 2019, artículo II, que literalmente dice:
“Se conoce oficio N°3852-DE -2019, de 9 de octubre de 2019, suscrito por las máster Dinorah Álvarez Acosta y Ana Eugenia Romero Jenkins, por su orden Subdirectora Ejecutiva a cargo del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial-BCR 2015 y Directora Ejecutiva:
	“15 de octubre de 2019                                                            
[bookmark: _Hlk22532141]3852-DE -2019

Magistrado
Luis Guillermo Rivas Loáciga, Coordinador
Comisión de Construcciones 
Su Despacho

Estimado señor Magistrado:

Con la finalidad de informar y solicitar la autorización de la Comisión de Construcciones, en relación con la compra del terreno adecuado para la construcción de un “Edificio para albergar a las fiscalías, oficinas y unidades que componen al Ministerio Público en San José” donde se propone la unificación de la atención, mejoramiento del servicio, prescindiendo de los actuales alquileres de la zona aludida.

Al respecto, ya se cuenta con los requerimientos según lo dispuesto por el Ministerio Público contemplados mediante oficio Nº 0999-04-SG-2019 e informe adjunto 445-09-ai-2019, del Departamento de Servicios Generales.

Antecedentes 

1) El Poder Judicial, en el año 2015, suscribió un contrato de servicios con el Banco de Costa Rica, para desarrollar el Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, el cual fue debidamente refrendado por la Contraloría General de la República. 

[bookmark: _Hlk17663087][bookmark: _Hlk21428064]El proyecto del Ministerio Público se incorporó en la cláusula 8.1 DE LOS DERECHOS DE USO SOBRE LOS TERRENOS DEL PROYECTO, y, con fundamento en el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión No 28-17 celebrada el día 28 de agosto del 2018, artículo XII, y conforme el acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial, sesión No 72-18, celebrada el 14 de agosto del 2018, artículo XVI.

Con fecha 10 de setiembre del 2018 se suscribe la Adenda # 7 al Contrato del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, mediante la cual, en lo que interesa, se establece lo siguiente:   

 “(…) 

4) Que las partes han convenido en incluir el siguiente proyecto: 

La Corte Plena, en Sesión No. 28-17, celebrada el día 28 de agosto de 2017, en el artículo XII, acordó “1.) Acoger la recomendación de la Dirección Ejecutiva, e incluir al Ministerio Público como parte del Fideicomiso Inmobiliario 2015. 2) Procédase a suscribir la adenda al contrato correspondiente. El Magistrado Sánchez se abstiene de emitir pronunciamiento, se declara acuerdo firme.”

5). Que el Ministerio Público, mediante correo electrónico de fecha 4 de julio del 2018, remitido por el Licenciado Randall Sancho Hernández, de la Administración del Ministerio Público, aclara que lo requerido por el Ministerio Público es un Edificio para albergar las fiscalías, oficinas y unidades que componen al Ministerio Público en San José. 

En virtud de lo anterior, se modifica la cláusula 8.1 del contrato, denominado como “DE LOS DERECHOS DE USO SOBRE LOS TERRENOS DEL PROYECTO”, a efectos de incluir la edificación anterior en el listado de proyectos.” 

MODIFICACIONES:

PRIMERO: SE MODIFICA INSISO D) DE LA CLÁUSUA 8.1 DE LOS DERECHOS DE USO SOBRE LOS TERRENOS DEL PROYECTO, a efectos de incluir el terreno que requiere el Ministerio Público, conforme el acuerdo tomado por la Corte Plena en la sesión No. 28-17, celebrada el 28 e agosto del 2017, artículo XII, toda vez que el Ministerio Público, formará parte del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015. 

SEGUNDO: Se modifica el insiso d) DE LA CLÁUSULA 8.1 DE LOS DERECHOS DE USO SOBRE LOS TERRENOS DEL PROYECTO,  a efectos de incluir el siguiente proyecto: 

[bookmark: _Hlk17645013]“Edificio para albergar a las fiscalías, oficinas y unidades que componen al Ministerio Público en San José”. ”

[bookmark: _Toc794209]2). En el Plan Anual Operativo de este año 2019, aprobado por el Consejo Superior, en sesión N° 13-19 celebrada el 15 de febrero del 2019, “ARTÍCULO XIII se encuentra el procedimiento para impulsar el diseño y construcción de un edificio que albergue las oficinas que componen el Ministerio Público en San José; siendo que, mediante oficio No.FGR-2016-2019, de fecha 24 de abril del 2019, suscrito por la señora Emilia Navas Aparicio, Fiscala General de la República indica literalmente lo siguiente: 

“(…) 

 con respecto a los fondos del Fideicomiso Inmobiliario para la adquisición de la infraestructura para el Ministerio Público; le comunico según la valoración realizada, y debido al monto con el que se cuenta y las políticas actuales presupuestarias, es necesario replantear la necesidad y optar por la adquisición de un terreno para los fines principales y luego valorar la construcción del edificio. 

Por tales razones solicito su colaboración con el fin de iniciar los trámites correspondientes y que nos puedan dirigir en las gestiones necesarias para poder adquirir un terreno adecuado para dichos fines.”

3). Que en el efectivo disponible en el Fondo 6, en una cuenta en la Caja Única del Estado, para fines del Fideicomiso, existe un saldo de ₡2.099. 950.881, 00 para dirigirlo al proyecto Ministerio Público.

4) Existe adenda No. 3 al contrato, refrendada el 12 de octubre del año 2018 por el órgano contralor, y que permite el uso de aportes del presupuesto del Poder Judicial, dentro del Fideicomiso.

[bookmark: _Toc459657668][bookmark: _Toc460263314]5) Adicionalmente, el Fideicomiso, conforme la estructura requerida, cuenta con los servicios de la Unidad Administradora del Proyecto, lo que permitirá el trámite de la contratación para la compra del terreno antes indicada. Asimismo, se cuenta con el Protocolo para la elección de los proyectos constructivos a desarrollar, los terrenos a adquirir o los edificios a comprar con recursos del fideicomiso, el cual fuera aprobado, por la Comisión de Construcciones y el Consejo Superior, en su orden, en la sesión ordinaria No 4-2016, celebrada el 29 de julio del año 2016 y último la sesión N° 82-16, celebrada el 1 de setiembre del año en curso, artículo CIX.

Valoración y determinación de las necesidades 

Siguiendo los acuerdos tomados por Corte Plena, y partiendo de la gestión del Ministerio Público, en primera instancia de optar por la compra de un terreno adecuado para los efectos, con el fin de. Con este fin la Dirección Ejecutiva instruyó al Departamento de Servicios Generales, para que procediera con lo necesario a fin de que estime el área del terreno donde a futuro se construya una nueva edificación idónea que albergue las oficinas del Ministerio Público de en San José, según la naturaleza de sus funciones. 

El Departamento de Servicios Generales responde a la solicitud anterior mediante oficio No. 0999-04-SG-2019 (adjunto), de fecha 23 de setiembre 2019, suscrito por la Master Alexandra Mora Steller y el Informe oficio No. 445-09-ai-2019 (adjunto), suscrito por el Arquitecto Héctor Maroto, en su orden, Profesional 2 y la Master Alexandra Mora Steller Jefatura ambos del Departamento de Servicios Generales, en donde con base en los requerimientos remitidos por la Administración del Ministerio Público determinar el metraje general del edificio y la huella del terreno, mediante el cual se determina el alcance del proyecto como sigue: 
 
 RESUMEN PRELIMINAR DE AREA GENERAL PARA EL EDIFICIO COMPLETO.

	AREA TOTAL DE EDIFICIO 

	 
	AREA ADMINISTRATIVO.
	 
	AREA OPERATIVA

	Área general
	3110
	 
	8700

	Circulación 30%
	933
	 
	2610

	Área Total
	4043
	 
	11310

	 
	 
	 
	 

	 
	 
	 
	 

	Parqueos Vehículos oficiales
	 
	 

	AREA TOTAL
	3326
	115 vehículos
	 

	Parqueos Vehículos público
	 
	 

	AREA TOTAL
	560
	20 vehículos
	 

	 
	 
	 
	 

	Total general.
	19239
	 
	 



METRAJE DE TERRENO,

Para definir el metraje aproximado del terreno se procedió a estimar o proyectar según el metraje que se definió para el edificio solicitado, una huella de construcción base para el mismo, esto con el fin de establecer un esquema de ubicación de cada uno de los elementos que lo conforman, y definir con esto un área mínima de terreno, que permita ubicar esta edificación.
 
 Para ese fin se definió las siguientes huellas preliminares.

Edificio para el área Operativa, Administrativa y Estacionamientos: Huella preliminar de 3000 m2

Huella para estacionamientos del Público. 560 m2

Retiros frontales según Plan Regulador: El mismo es variado según la zona donde se ubique el terreno, por lo cual se considera para este ejercicio el retiro máximo que es 6m.

Posible área para accesar a sótano y ubicación de posibles equipos electromecánicos.

Tomando en consideración las huellas indicadas, así como los posibles retiros que puedan afectar el terreno, se procedió a establecer un esquema de ubicación dentro de un posible espacio para establecer preliminarmente un metraje base para el posible terreno a adquirir, resultando del mismo un área mínima de terreno de 5900 m2. Esto considerando un terreno muy regular, ya que si se ofertara en su momento un terreno irregular esta área podría ampliarse debido a las condiciones que pueda tener el mismo, y debería analizarse de previo con el fin de determinar si es apto o no para cumplir el objetivo propuesto. Con esto se quiere decir que no necesariamente un terreno con ese metraje indicado cumpliría los objetivos planteados, ya que si tiene poco frente y mucho largo pueda que no se adapte a las necesidades, y así con otros casos que se puedan presentar según la forma que pueda tener los terrenos. 

Un aspecto importante de mencionar es que el metraje de la huella se establece primero por la condición que establece el Ministerio Público de que todo debe de estar unificado en un solo edificio sin importar la altura del mismo, y por otro lado, entre mayor y regular sea la planta de cada uno, es más funcional ubicar las oficinas y elementos comunes que se requieran ubicar, sin necesidad de desperdiciar espacios.  

Para el terreno se debe de considerar un área mínima de terreno de 5900m2 y una máxima de 6200m2…”

Precio posible de terreno.

El Departamento de Servicios Generales estableció como precio preliminar para el terreno un valor de ₡ 335.285.50 /m2, por lo cual al considerar un área máxima de 6200 m2, el costo de este sería ₡2,078.751.500.00 colones.

Procedimiento establecido en el Protocolo 

En el Protocolo para la elección de los proyectos constructivos a desarrollar, los terrenos a adquirir o los edificios a comprar con recursos del Fideicomiso, se definió el siguiente procedimiento:

Requisitos previos: 

Para incluir un proyecto constructivo o la adquisición de un terreno o edificación, se deben atender los siguientes requisitos previos:

Debe estar incluido dentro de los proyectos de obra a desarrollar y los terrenos o edificios a comprar, que fueron contemplados en el Plan de Construcciones del Poder Judicial, aprobado por la Corte Plena, con sus adicciones.  Con los recursos del fideicomiso se desarrollará el Plan de Construcciones hasta completarlo.

[bookmark: _Hlk17657104]Sobre este particular, el proyecto fue considerado en acuerdo de la Corte Plena,  de la sesión  No. 28-17, celebrada el día 28 de agosto de 2017, en el artículo XII, acordó “1.) Acoger la recomendación de la Dirección Ejecutiva, e incluir al Ministerio Público como parte del Fideicomiso Inmobiliario 2015. 

Debe responder al orden de las prioridades establecidas por la Corte Plena, conforme el Plan de Construcciones o acuerdos relacionados con la atención de necesidades urgentes o nuevas leyes. 

El proyecto del Ministerio Público responde a un acuerdo tomado por el órgano máximo del Poder Judicial, antes indicado, sea, Corte Plena. La necesidad responde a la disposición de un “Edificio para albergar a las fiscalías, oficinas y unidades que componen al Ministerio Público en San José”.

A gestión de la Fiscala General, Doña Emilia Navas Aparicio, solicita como necesidad inmediata la compra  de un terreno y luego valorar la construcción del edificio. Así mismo se encuentra dentro del Plan Anual Operativo 2019 del Fideicomiso Poder Judicial 2015.

Debe corresponder a los proyectos incluidos en el Contrato de Fideicomiso.

La Corte Plena, en Sesión No. 28-17, celebrada el día 28 de agosto de 2017, en el artículo XII, acordó acoger la recomendación de la Dirección Ejecutiva, e incluir al Ministerio Público como parte del Fideicomiso Inmobiliario 2015, para lo que se suscribió la adenda # 7 al contrato del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015.

Contar con un estudio previo de estructuración que permita conocer, aproximadamente, la cuota de arrendamiento a la que se obliga la institución y el año a partir del cual habrá que asumirla.
Es importante indicar que al tratarse de la compra de un terreno, para a posteriori albergar las citadas oficinas del Ministerio Público, con recursos  que se mantienen en el Fondo General del Gobierno, el proyecto no conlleva la realización de un estudio de estructuración financiera,  lo que se dispone es de una estimación inicial realizada por el Departamento de Servicios Generales de la cantidad de  metros cuadrados aproximados para albergar la edificación aludida para el Ministerio Público, para un total de 6.200M2, para un monto total aproximado de ₡2,078,751,500.00.

Para la estimación de este monto, se contó con la siguiente información.

El edificio, para la parte constructiva, tendría un área aproximada de 19.239 m2, según estimaciones realizadas por el Departamento de Servicios Generales.
El Departamento de Servicios Generales estima en ₡ 335.282,50 / el m2.

El Poder Judicial, dispone en la Caja Única del Estado, para uso del Fideicomiso Inmobiliario 2015, en el Fondo No. 6, ¢2.099.950.881,00 para uso exclusivo de este proyecto del Ministerio Público.

Es claro, que estos montos, están sujetos a los cambios del mercado que se cumplan en su momento, por ello el valor estimado por el Departamento de Servicios Generales puede ser menor o superior. 

5) Contar con estudio elaborado por la Dirección Ejecutiva donde se defina la necesidad de dar inicio al proyecto o adquirir el terreno o edificio considerando aspectos tales como condición de hacinamiento de los despachos, altos costos en alquileres, necesidades que imponen las nuevas leyes, riesgos, desastres naturales, órdenes sanitarias, oportunidades de mercado que faciliten concretar una compra, entre otras.

Se cuenta con el informe No FGR-106-2019 de fecha 13 de setiembre de 2019 suministrado por el Ministerio Público, donde requiere:

“Con motivo del oficio 3954-DE-2019, y con la finalidad de seguir con el procedimiento para la adquisición de la infraestructura que albergará las oficinas del Ministerio Público, realizado el análisis de las áreas determinadas y el presupuesto asignado para dicha adquisición, expongo lo siguiente:

La construcción deberá ser realizada en una sola infraestructura, la cual contemple: el área operativa, la administrativa y los espacios de estacionamiento; lo cual permita disminuir las huellas preliminares de las tres torres por separado en una sola huella constructiva; que permita desarrollar el proyecto según la descripción que se presenta con las variables.

Las áreas ofrecidas en el plan de necesidades por parte del Ministerio Público deben mantenerse.

Deberán de considerarse accesos independientes para poder separar las labores administrativas de las operativas, de tal forma que el edificio deberá tener accesos restringidos para las personas usuarias, que, a la hora de poder conectar entre los pisos y áreas, se pueda tener independencia funcional entre ambas.

Deberá tomarse en consideración que el objetivo principal es que pueda obtenerse una infraestructura integral, que cumpla funcionalmente con independencia, que en los primeros pisos pueda ubicar todo el aparato operativo ofrecido en el plan de necesidades y que, en los siguientes, se pueda albergar el aparato gerencial y administrativo, de tal forma que se construyan con los pisos necesarios, siguiendo la normativa constructiva correspondiente.

Además, deberá  de considerarse dentro de la misma infraestructura un sótano que custodie los vehículos oficiales y el camión que se señalo como parte de la flotilla vehicular y realizar el análisis de que los parqueos para el usuario, puedan ubicarse en un espacio abierto en un primer nivel que sea integral con el terreno, de tal forma que se pueda contribuir con la disminución de la huella constructiva más idónea por parte del Departamento de Servicios Generales y la adquisición del terreno que permita dicha construcción con el presupuesto que tiene el Programa 929.”

Con lo anterior, y de conformidad con el Protocolo, lo que sigue es la ejecución del procedimiento que a continuación se cita:  

La Comisión de Construcciones, atendiendo una solicitud de la Dirección Ejecutiva o bien, de uno o más de sus integrantes, conocerá y valorará el desarrollo de un proyecto constructivo, la adquisición de un terreno o la compra de un edificio, a través del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, en tanto cumpla con los requisitos previos establecidos en el apartado anterior.  

La Corte Plena, en sesión No 28-17, celebrada el día 28 de agosto del 2018, artículo XII, así como en acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión No  72-18, celebrada el 14 de agosto del 2018, artículo XVI;  con fecha 10 de setiembre del 2018 se suscribe y firma la Adenda # 7, por considerarse necesario  incluir al Ministerio Público como parte del Fideicomiso Inmobiliario 2015.

Siendo que, a gestión de la Licenciada Navas, por la actual situación presupuestaria  considera conveniente encaminar este proyecto a una primera etapa que consiste en la compra de un terreno, que se ajuste en lo posible al contenido económico que dispone en la Caja Única del Estado, para uso del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, y así adquirirlo de contado por esta vía,  con el fin de lograr contar con un  terreno donde en el futuro pueda unificarse la Fiscalía General , contribuyendo en el mejoramiento de accesibilidad, hacinamiento, el desarrollo de edificaciones que cumplan con la normativa, y mejorar las condiciones de las unidades  espacial de los lugares de trabajo.

Aprobado lo anterior, lo hará del conocimiento del Consejo Superior, con la recomendación de que se dé inicio al desarrollo del proyecto constructivo, la adquisición del terreno o la compra del edificio a través del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015.  

Si la gestión aquí propuesta, es avalada por la Comisión de Construcciones, procederá que lo eleve al Consejo Superior, de conformidad con lo dispuesto en el protocolo que forma parte del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015.

El Consejo Superior analizará la propuesta de la Comisión de Construcciones y con base en esta, tomará un acuerdo.  Si el acuerdo es positivo lo comunicará al Banco de Costa Rica, en su condición de Fiduciario, para que dé inicio a lo correspondiente a través de la Unidad Ejecutora.

Quedamos a la espera de la decisión que tome esta Comisión de Construcciones, para continuar ante el Consejo Superior y de contar con el aval, avanzar con el proceso de compra del terreno, lo que deberá ser comunicado al Fiduciario, para que inicie los procedimientos establecidos en el Fideicomiso. 

Financiamiento

En el efectivo de la Caja Única del Estado se encuentra disponible en el Fondo 6, en una cuenta en la Caja Única del Estado, para fines del Fideicomiso, existe un saldo de ₡2.099. 950.881, 00 para uso de pagos del proyecto Ministerio Público, con la intención de comprar de contado el terreno, con dichos recursos. 

Quedará pendiente de la decisión que tome esta Comisión de Construcciones para continuar con el trámite de la orden de inicio para la compra del terreno antes indicado, para los fines requeridos por el Ministerio Público.

Atentamente,

           Dinorah Álvarez Acosta		    Ana Eugenia Romero Jenkins
           Subdirectora Ejecutiva			 Directora Ejecutiva
          Fideicomiso Inmobiliario 
         Poder Judicial-BCR 2015

SE ACUERDA: Aprobar la compra del terreno adecuado para la construcción de un “Edificio para albergar a las fiscalías, oficinas y unidades que componen al Ministerio Público en San José”, a través del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial-BCR 2015, donde se propone la unificación de la atención, mejoramiento del servicio, prescindiendo de los actuales alquileres de la zona aludida, y continuar con el trámite correspondiente. Comuníquese este acuerdo al Consejo Superior, Dirección Ejecutiva y Fiscalía General. ACUERDO FIRME.””

- 0 -
En sesión N° 82-16 celebrada el 1 de setiembre de 2016, artículo CIX, se aprobó el “Protocolo para la Elección de los Proyectos Constructivos a Desarrollar, los Terrenos a Adquirir o los Edificios a Comprar con Recursos del Fideicomiso.
Posteriormente, en sesión de Coste Plena N° 028-17, celebrada el 28 de agosto de 2017, artículo XII, se acogió la recomendación de la Dirección Ejecutiva y se incluyó al Ministerio Público, como parte del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015.
En sesión Nº 72-18 celebrada el 14 de agosto de 2018, artículo XVI, se autorizó la suscripción de la adenda al contrato del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015, la cual cumple con el acuerdo tomado por Corte Plena en Sesión No. 28-17 celebrada el 28 de agosto del 2017, artículo XII, y el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la Sesión No. 2-18 celebrada el 11 de enero del 2018, artículo XVII.
Finalmente, en sesión N° 13-19 celebrada el 15 de febrero del 2019, artículo XIII, se aprobó el Plan Anual Operativo y el Presupuesto para el Fideicomiso 2019 y se hizo de conocimiento de la Comisión de Construcciones del Poder Judicial y del Banco de Costa Rica.
Se acordó: Tomar nota y avalar el acuerdo tomado por la Comisión de Construcciones en sesión ordinaria sesión ordinaria N°8-2019, celebrada el 16 de octubre de 2019, artículo II, en el que se indica la aprobación de la compra del terreno adecuado para la construcción de un “Edificio para albergar a las fiscalías, oficinas y unidades que componen al Ministerio Público en San José”, a través del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial-BCR 2015, con el fin de lograr la unificación de la atención, mejoramiento del servicio, mayor accesibilidad, cumplimientos con la normativa en construcciones.
La Dirección Ejecutiva tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXXIII
DOCUMENTO N° 8898-19, 14122-19
	En sesión N° 66-19 celebrada el 24 de julio de 2019, artículo XVIII, se tomó nota del oficio N° 2871-DE-2019 del 3 de julio de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, referente los estados financieros al 31 de diciembre de 2016 y 2017, mismos que fueron aprobados para su emisión el 25 de abril de 2019 por la empresa Deloitte & Touche.
La servidora Sandra Agüero Monge, Secretaria de la Comisión de Construcciones, mediante oficio N° 92-CC-2019 del 29 de octubre de 2019, remitió el acuerdo de la sesión ordinaria N°8-2019, celebrada el 16 de octubre de 2019, artículo X, que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk22538071]“Se conoce oficio N°3025-DE-2019, de la Dirección Ejecutiva, respecto a los Estados Financieros del Fideicomiso Inmobiliario del Poder Judicial-BCR 2015, de los períodos 2016-2017: 
N° 3025-DE-2019
3 de julio del 2019

Magistrado 
Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Presidente 
Comisión de Construcciones
Su Despacho
Estimado señor Magistrado:

Para conocimiento de la Comisión de Construcciones, se remite los Estados Financieros de la Auditoría Externa del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial-BCR 2015 correspondiente a los periodos 2016-2017, auditados por la empresa Deloitte Tauche contratada por el Fiduciario, la cual externa lo siguiente:

“En nuestras opiniones los estados financieros que se acompañan presentan razonablemente, en todos los aspectos significativos, la posición financiero de Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015 al 31 de diciembre de 2017 y 2016 y sus flujos de efectivo para los años que terminaron en esas fechas, de conformidad con las Normas Internaciones de Información Financiera”.

Asimismo, se informa que los estados financieros al 31 de diciembre de 2016 y 2017 fueron aprobados para su emisión el 25 de abril de 2019 por dicha empresa.




	Atentamente,
Dinorah Álvarez Acosta				Ana Eugenia Romero Jenkins
Subdirectora Ejecutiva                           		Directora Ejecutiva
Fideicomiso Inmobiliario
Poder Judicial” 

SE ACUERDA:   1.) Tener por recibido el informe de Auditoría Externa de los Estados Financieros del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial-BCR 2015, correspondiente a los periodos 2016-2017.  2.) Hacer este informe de conocimiento del Consejo Superior.  ACUERDO FIRME.”

- 0 -
Se acordó: Tener por recibido el acuerdo tomado por la Comisión de Construcciones en sesión ordinaria sesión ordinaria N°8-2019, celebrada el 16 de octubre de 2019, artículo X, en el que se recibió el informe de Auditoría Externa de los Estados Financieros del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial-BCR 2015, correspondiente a los periodos 2016-2017.  
La Dirección Ejecutiva tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839755]ARTÍCULO LXXXIV
DOCUMENTO Nº 14118-19
[bookmark: _Toc23839757]La servidora Sandra Agüero Monge, Secretaria de la Comisión de Construcciones, mediante oficio N° 87-CC-2019 del 9 de octubre de 2019, transcribe el acuerdo tomado por dicha Comisión en sesión ordinaria N° 8-2019, del 16 de octubre del 2019, artículo V, que dice:
“Se conoce oficio N° 4821-DE- 2019, suscrito por la MBA. Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, relacionado con el anteproyecto de construcción de torre anexa en el Edificio de Tribunales de Justicia de San Ramón:
“N.º 4821-DE-2019
15 de octubre de 2019
Magistrado 
Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Presidente
Comisión de Construcciones 
Poder Judicial 
Su Despacho 
Estimado señor Magistrado: 

De manera respetuosa, para conocimiento y aprobación de la Comisión a su cargo, traslado copia del oficio Nº 986-05-SG-2019 de fecha 14 de octubre en curso, suscrito por la MBA. Alexandra Mora Steller, Jefa del Departamento de Servicios Generales, en relación con el anteproyecto del edificio Anexo a los Tribunales de Justicia de San Ramón.
Atentamente,

Ana Eugenia Romero Jenkins
Directora Ejecutiva
- 0 -
14 de octubre de 2019
986-05-SG-2019
Máster
Ana Eugenia Romero Jenkins, 
Directora Ejecutiva
Estimada señora:

“En relación con las observaciones realizadas por la Comisión Civil y Laboral al anteproyecto del edificio Anexo a los Tribunales de Justicia de San Ramón, respetuosamente nos permitimos remitir a usted los planos con la distribución arquitectónica y la presentación del anteproyecto ajustada para su valoración, aprobación y remisión a la Comisión de Construcciones para avance del proyecto.

Atentamente, 

Máster Alexandra Mora Steller
Jefa, Depto Servicios Generales

Arq. Denis Villalta González,
Jefe a.i., Secc Arquitectura e Ingeniería



La máster Alexandra Mora Steller, Jefa del Departamento de Servicios Generales, informa que con el proyecto se logra eliminar los alquileres que se tienen en la localidad de San Ramón y se considera un área para crecimiento futuro de ese Circuito.  Señala, además, que los planos de anteproyecto ya tienen la aprobación del Consejo de Administración del Circuito.

SE ACUERDA: Aprobar el anteproyecto del edificio Anexo a los Tribunales de Justicia de San Ramón, y continuar con el trámite correspondiente. Comuníquese al Consejo Superior, al Consejo de Administración del Tercer Circuito de Alajuela y Dirección Ejecutiva. ACUERDO FIRME.”

- 0 -
Se acordó: Tomar nota y aprobar el acuerdo adoptado por la Comisión de Construcciones, en sesión ordinaria N° 8-2019, del 16 de octubre del 2019, artículo V, sobre el anteproyecto del edificio Anexo a los Tribunales de Justicia de San Ramón. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXXV
DOCUMENTO Nº 14121-19
[bookmark: _Toc23839759]La servidora Sandra Agüero Monge, Secretaria de la Comisión de Construcciones, mediante oficio N° 90-CC-2019 del 29 de octubre de 2019, transcribió el acuerdo tomado por dicha Comisión, en sesión ordinaria N° 8-2019, celebrada el 16 de octubre del 2019, artículo VIII, que dice:
“Se conoce oficio N° 4822-DE-2019, de la Dirección Ejecutiva, respecto al proyecto del Departamento de Servicios Generales “Remodelación del Auditorio Miguel Blanco Quirós ubicado en el edificio de la Plaza de la Justicia”:
“Nº 4822-DE-2019 
15 de octubre de 2019 
Magistrado 
Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Presidente  
Comisión de Construcciones 
Poder Judicial 
Su Despacho 

Estimado señor Magistrado: 

De manera respetuosa, para conocimiento y aprobación de la Comisión a su cargo, traslado copia del oficio Nº 1110-05-SG-2019 de fecha 14 de octubre en curso, suscrito por la MBA. Alexandra Mora Steller, Jefa del Departamento de Servicios Generales, en relación con el proyecto “Remodelación del Auditorio Miguel Blanco Quirós ubicado en el edificio de la Plaza de la Justicia”

Atentamente, 

Ana Eugenia Romero Jenkins 
Directora Ejecutiva 
- 0 -
14 de octubre de 2019
1110-05-SG-2019
Máster
Ana Eugenia Romero Jenkins, 
Directora Ejecutiva
Estimada señora:

En relación con el proyecto “Remodelación del Auditorio Miguel Blanco ubicado en el edificio de la Plaza de la Justicia (OIJ)”, respetuosamente nos permitimos remitir a usted los renders con la propuesta de las vistas para las áreas del escenario principal, las zonas de las butacas, el cuarto de control de sonido y video, entre otros, con el fin de que sea valorado ante la Comisión de Construcciones. Actualmente este espacio requiere intervención en los equipos de aire acondicionado dado a la antigüedad y carencia de repuestos lo que ha significado grandes esfuerzos para el funcionamiento de estos, con esta intervención se tiene que modificar los cielos que no son de madera para poder darle paso a los ductos y establecer las nuevas rejillas, adicionalmente las butacas y la alfombra han cumplido su vida útil por lo tanto deben sustituirse.

En esta remodelación se hará un cambio de la acometida eléctrica principal para el nuevo chiller y con esto se modificarán las salidas de iluminación y tomacorrientes con lo cual se mejorará este apartado. Previstas de sonido e imagen quedaran proyectadas para cuando se requiere hacer un adicional para el cambio de estos equipos. Se anexan imágenes del estado actual de los cielos y los equipos de aire acondicionado.

Atentamente, 
Máster Alexandra Mora Steller
Jefa, Depto Servicios Generales

Arq. Denis Villalta González 
Jefe a.i., Secc Arquitectura e Ingeniería







SE ACUERDA: 1) Aprobar el proyecto “Remodelación del Auditorio Miguel Blanco ubicado en el edificio de la Plaza de la Justicia (OIJ)”. 2) Se comisiona al Departamento de Servicios Generales y a la Dirección de Tecnología de la Información, para que valoren las mejoras y previstas a incorporar en materia tecnológica, conforme a los recursos económicos disponibles y los que pueda destinar la Dirección Tecnología de la Información. Comuníquese al Consejo Superior, Dirección Ejecutiva y Dirección Tecnología de la Información. ACUERDO FIRME.” 

- 0 -
Se acordó: Tomar nota de lo acordado por la Comisión de Construcciones, y avalar el acuerdo en sesión ordinaria N° 8-2019, celebrada el 16 de octubre del 2019, artículo VIII, sobre la Remodelación del Auditorio Miguel Blanco ubicado en el edificio de la Plaza de la Justicia (OIJ). Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXXVI
DOCUMENTO N° 14123-19
[bookmark: _Toc23839761]En oficio número 93-CC-2019, del 29 de octubre de 2019, la servidora Sandra Agüero Monge, Secretaria de la Comisión de Construcciones, informó:
“Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, transcribo acuerdo de la Comisión de Construcciones de la sesión ordinaria N°8-2019, celebrada el 16 de octubre del presente año, que literalmente dice: 

“ARTÍCULO XI 

Se conoce oficio N°3146-DE-2019, de la Dirección Ejecutiva, respecto a los Estados Financieros del Fideicomiso Inmobiliario del Poder Judicial-BCR 2015, de los períodos 2017-2018.: 

N° 3146-DE-2019
9 de julio del 2019

Magistrado 
Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Presidente 
Comisión de Construcciones
Su Despacho

Estimado señor Magistrado:

Para conocimiento de la Comisión de Construcciones, se remite los Estados Financieros de la Auditoria Externa del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial-BCR 2015 correspondiente a los periodos 2017-2018, auditados por la empresa Deloitte Tauche contratada por el Fiduciario, la cual externa lo siguiente:

“En nuestras opiniones los estados financieros que se acompañan presentan razonablemente, en todos los aspectos significativos, la posición financiera de Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial 2015 al 31 de diciembre de 2017 y 2018 y sus flujos de efectivo para los años que terminaron en esas fechas, de conformidad con las Normas Internaciones de Información Financiera”.

Asimismo, se informa que los estados financieros al 31 de diciembre de 2017 y 2018 fueron aprobados para su emisión el 1º de julio de 2019 por dicha empresa.




	Atentamente,

Dinorah Álvarez Acosta			Ana Eugenia Romero Jenkins
Subdirectora Ejecutiva                           Directora Ejecutiva
Fideicomiso Inmobiliario
Poder Judicial”

SE ACUERDA: 1.) Tener por recibido el informe Auditoría Externa de los Estados Financiero del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial-BCR 2015 correspondiente a los periodos 2017-2018.  2.) Hacer este informe del conocimiento del Consejo Superior.  ACUERDO FIRME.””

-0-
Se acordó: Tener por recibido el acuerdo adoptado por la Comisión de Construcciones, en sesión ordinaria N° 8-2019, celebrada el 16 de octubre del 2019, artículo XI, remitido mediante oficio N° 93-CC-2019, del 29 de octubre de 2019, suscrito por la servidora Sandra Agüero Monge, Secretaria de Comisiones, referente al informe Auditoría Externa de los Estados Financiero del Fideicomiso Inmobiliario Poder Judicial-BCR 2015 correspondiente a los periodos 2017-2018, mismo que fue aprobado para su emisión el 1° de julio de 2019 por la empresa Deloitte & Tauche. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXXVII
DOCUMENTO N° 14120-19
La servidora Sandra Agüero Monge, en calidad de Secretaria de la Comisión de Construcciones, mediante oficio N° 89-CC-2019 del 29 de octubre de 2019, remitió lo siguiente:
“Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, transcribo acuerdo de la Comisión de Construcciones de la sesión ordinaria N°8-2019, celebrada el 16 de octubre del presente año, que literalmente dice: 
“ARTÍCULO VII

[bookmark: _Hlk22534121]Se conoce oficio N° 4807-DE-2019, de la Dirección Ejecutiva, respecto al proyecto del Departamento de Servicios Generales “Readecuación de ingreso a la Ciudad Judicial”:

[bookmark: _Toc23839763] “14 de octubre de 2019                                                            
[bookmark: _Toc23839764]								N° 4807-DE-2019


Magistrado
Luis Guillermo Rivas Loáiciga, Presidente
Comisión de Construcciones 
Su Despacho

Estimado señor:

Para estudio y aprobación de la Comisión de Construcciones, traslado copia de oficio N° 1062-05-SG-2019 de fecha 3 de octubre del año en curso, suscrito por la MBA Alexandra Mora Steller, Jefa del Departamento de Servicios Generales, relacionado con el proyecto “Readecuación de ingreso a la Ciudad Judicial”.

De igual forma remito correo electrónico de fecha 11 de octubre, suscrito por el Lic. Ronald Vargas Bolaños, Administrador de la Ciudad Judicial, mediante el cual señala que comparte el proyecto planteado por el Departamento de Servicios Generales para desarrollar con recursos presupuestados del año 2020.

	Atentamente,
								Ana Eugenia Romero Jenkins
				    			         Directora Ejecutiva

[bookmark: _Toc23839765]- 0 -

03 de octubre de 2019                                                                                                                                                                                                                              						   1062-05-SG-2019

Máster
Ana Eugenia Romero Jenkins, 
Directora Ejecutiva

Estimada señora:

En relación con el proyecto “Readecuación del ingreso a la Ciudad Judicial”, respetuosamente nos permitimos remitir a usted informe N° 402-30-AI-2019 suscrito por la arquitecta Laura Araya Blanco y el Ingeniero Oscar Barrantes Álvarez, Profesionales II de la Sección de Arquitectura e Ingeniería de este Departamento, con el anteproyecto preliminar y la estimación del alcance económico del proyecto en mención.

Atentamente, 

Arq. Denis Villalta González 	                      Máster Alexandra Mora Steller,
Jefe a.i., Secc Arquitectura e Ingeniería               Jefa, Depto Servicios Generales

[bookmark: _Toc23839766]- 0 -

[bookmark: _Hlk22284975]Oficio 402- 30 - AI - 2019
19 de setiembre de 2019

Señor:
Arq. Denis Alberto Villalta González
Jefe a.i. Sección Arquitectura e Ingeniería 
Departamento de Servicios Generales
S. O.

Estimado señor:

[bookmark: _Hlk19773634]Referente a la asignación 41-2019 “Readecuación del ingreso a la Ciudad Judicial” se indica lo siguiente:

A continuación, se dará respuesta a las observaciones realizadas por don Ronald, administrador de la Ciudad Judicial, mediante correo electrónico con fecha del 26 de agosto de 2019:

La propuesta pretende construir una isla en el centro de la calle de manera que la caseta esté centrada y el oficial de seguridad pueda atender ya sea a las personas y/o vehículos que ingresen y a los salen de la Ciudad Judicial, sin necesidad de desplazarse y resguardado de el sol y la lluvia, por este motivo tiene que ampliarse la calle existente cortando un poco de área verde en el costado norte donde se encuentra actualmente la caseta, esto no estaría modificando el ordenamiento urbano existente, es decir, no se estaría alterando las cuadras circundantes o anchos de calle existente, por lo que se asume la misma dinámica vial actual.

Es importante indicar que, al ubicarse la caseta en la entrada a la Ciudad Judicial, no es posible retener un trailer entre topes de seguridad debido a que por accesos a calles (hacia parqueo interno y calle pública) no es posible, como se observa en la siguiente imagen:



Otro aspecto a tomar en consideración es que, la altura de la cubierta del acceso es bastante alto (5.5 m) para permitir el acceso a trailers, que se está considerando como el vehículo más alto que puede ingresar a la Ciudad Judicial, dada esta situación y aunado a las condiciones climáticas de nuestro país y principalmente en la zona de San Joaquín, no se puede asegurar que no se meta el agua de lluvia  en la zona donde estacionarán los vehículos.

El flujo peatonal intencional que se propone es a través de la caseta central, por lo que se disponen de pasos peatonales para llegar a dicha área y que el oficial de seguridad pueda revisar a las personas que entran de manera manual (detector de metales manual). No se está considerando un marco detector debido a que esto requiere de al menos un pasillo de 1.20 m, lo cual no es posible de generar en el espacio disponible, ya que como se observa en el render de propuesta, se está llegando al borde de construcción de la caseta existente.

No hay problema con modificar la ubicación del portón. 

Se reincorpora la propuesta de generar una bahía para autobuses, es importante indicar que esto implica: ampliación de calle existente, construcción de aceras, construcción de una nueva parada de buses y perder 110 m2 de terreno, por lo que se debe buscar el visto bueno de la Dirección Ejecutiva:



A. No es posible ampliar el área destinada para la caseta en el centro de la calle debido a los indicado en el punto #1.

B. Se considera que alternativas de seguridad como un escáner de vehículos u otros más especializados debe tratarse con el Depto. De Seguridad en una contratación aparte, ya que se sale de la competencia de este Departamento.

C. Se puede incluir cámaras de reconocimiento de placas. Se debe valorar su costo en el proyecto.

Se adjunta conjunto:



La propuesta se realiza basados en las instrucciones superiores indicadas a este Departamento con las limitaciones que esto implica.

La administración de la Ciudad Judicial deberá tramitar el visto bueno y permiso de la Dirección Ejecutiva para la implementación de la bahía de autobuses.

Se recomienda remitir esta información a la administración de la Ciudad Judicial, para su visto bueno y trámite de permisos ante la Dirección Ejecutiva.

Se realizó un costo estimado del proyecto y el mismo es de ₡92.411.733,08, sin realizar planos constructivos por lo que el .monto puede variar (en ese estimado no se está contemplando scanner para vehículos, lector de placas ni cámaras de seguridad, tampoco incluye la parada de autobús techada).

Sin más por el momento, se despide de usted muy atentamente,

Laura Araya Blanco					Oscar Barrantes Álvarez 







[bookmark: __UnoMark__192_779526719]Sección Arquitectura e Ingeniería 
Sección Arquitectura e Ingeniería 
SE ACUERDA: Aprobar el proyecto “Readecuación de ingreso a la Ciudad Judicial”, conforme al contenido del Oficio 402-30-AI–2019, de la Sección de Arquitectura e Ingeniería del Departamento de Servicios Generales, y continuar con el trámite correspondiente. Comuníquese al Consejo Superior, a la Dirección Ejecutiva y la Administración de la Ciudad Judicial. ACUERDO FIRME.”
[bookmark: _Toc23839767]- 0 -
Se acordó: 1.-) Tomar nota del oficio N° 89-CC-2019 del 29 de octubre de 2019, suscrito por la servidora Sandra Agüero Monge, en calidad de Secretaria de la Comisión de Construcciones. 2.-) Tener por recibido y aprobar el acuerdo tomado por la citada Comisión de la sesión ordinaria N° 8-2019, celebrada el 16 de octubre de 2019, artículo VII, referente al proyecto del Departamento de Servicios Generales “Readecuación de ingreso a la Ciudad Judicial”. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839768]ARTÍCULO LXXXVIII
DOCUMENTO N° 11934-18, 14119-19, 14127-19
	En sesión N° 90-18 celebrada el 17 de octubre de 2018, artículo VI, se adjudicó la Licitación Pública N° 2018LN-000006-PROV “Construcción del edificio de Tribunales de Justicia de Los Chiles”, a la empresa Constructora Gonzalo Delgado S.A., cedula jurídica 3-101-060618.
La servidora Sandra Agüero Monge, Secretaria de Comisiones de la Dirección Ejecutiva, mediante oficio N° 88-CC-2019 del 29 de octubre de 2019, remitió el acuerdo de la sesión ordinaria N°8-2019, celebrada el 16 de octubre de 2019, artículo VI, que literalmente dice:
 “Se conoce oficio N°1113-05-SG-2019, del Departamento de Servicios Generales, relacionado con el proyecto de Tribunales de Justicia de Los Chiles:
“15 de octubre de 2019                                                                                                                                                                                                                              						 1113-05-SG-2019

Máster
Ana Eugenia Romero Jenkins, 
Directora Ejecutiva
Estimada señora:

La construcción del nuevo edificio que albergará los Tribunales de Justicia en Los Chiles está en su fase final de construcción, dentro de la cual se ultiman detalles de acabados, así como cierre de balance de obra y otras tareas propias del cierre de la construcción. Se ha agendado para el jueves 24 y viernes 25 de octubre la inspección para evaluar la posible recepción provisional del proyecto a solicitud de la empresa Constructora Gonzalo Delgado SA.

De manera que se determinen los pendientes a corregir por la empresa, y se puedan terminar para que se agende y formalice la recepción definitiva del proyecto para el viernes 15 de noviembre.

Se ha coordinado con la Administracion Regional de San Carlos los temas correspondientes para el traslado del personal que labora en los despachos que se ubican en el Cantón de Los Chiles, de manera que se puedan mudar al nuevo edificio en las fechas posteriores a la recepción final de la obra, así mismo se ha coordinado con la proveeduría institucional para complementar el mobiliario básico del nuevo edificio, de manera que se pueda enviar este al nuevo edificio cuando se haya formalizado la recepción definitiva.

Con base a las fechas indicadas, se ha gestionado a través de la Jefatura de este Departamento, la Dirección Ejecutiva y la Presidencia de la Corte la inauguración del nuevo edificio para el viernes 13 de diciembre del presente año. Lo anterior con el fin que sea de conocimiento a la Comisión de Construcciones. 
Atentamente, 

Arq. Denis Villalta González 	                           Máster Alexandra Mora Steller,
Jefe a.i., Secc Arquitectura e Ingeniería                   Jefa, Depto Servicios Generales”

La máster Kattia Morales Navarro, Directora Tecnología de la Información, hace referencia al tema relacionado con la limitación de personal para atender adecuadamente las necesidades tecnológicas, en los recientes y nuevos proyectos de construcción que se aprueben, específicamente a las limitaciones que enfrentará en el nuevo Edificio de Tribunales de Los Chiles.

SE ACUERDA: 1) Tomar nota del contenido del oficio N°1113-05-SG-2019, relacionado con el Proyecto Tribunales de Justicia de Los Chiles y reservar la fecha prevista para la inauguración en la agenda de los integrantes de la Comisión de Construcciones.  2) Hacer de conocimiento del Consejo Superior, la preocupación en cuanto a los requerimientos de recurso humano, que surgen en los nuevos proyectos de construcción, con la finalidad de fortalecer el área administrativa y tecnológica.  ACUERDO FIRME.””
- 0 -
Relacionado con lo anterior, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 5011-DE-2019 del 29 de octubre de 2019, solicitó lo siguiente:
“De acuerdo con el avance del proyecto constructivo del nuevo edificio de Tribunales de Justicia de Los Chiles, se tiene previsto que esta edificación sea recibida a mediados de noviembre del año en curso. 

Dicho proyecto cuenta con un total de 1480 metros cuadrados de obra y una vez recibido, se trasladarán a este edificio los siguientes despachos y oficinas: 

Juzgado Penal del II Circuito Judicial de Alajuela, Sede Los Chiles. 
Juzgado Contravencional de Los Chiles. 
Unidad Regional del OIJ de Los Chiles. 
Fiscalía de Los Chiles. 
Defensa Publica de Los Chiles.

En total se albergarán en ese edificio a 31 personas servidoras judiciales y además del espacio de oficinas, se contará con 3 celdas para personas detenidas y 1 sala de audiencias. 

Como parte de la atención de necesidades para esta edificación, el Máster Alexander Matarrita Casanova, Administrador Regional del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, presenta solicitud mediante el oficio 466-SAN CARLOS, en los siguientes términos: 

“Con el propósito de disponer de una plaza de Oficial de Seguridad en el edificio de los Tribunales de Los Chiles, para que asista en la realización de juicios orales y públicos, le solicito en forma respetuosa que se hagan los trámites correspondientes para que se abra una plaza, o bien, se clone una de la que la Administración posee para los Tribunales de San Carlos. 

Es menester señalar, que el propietario de la plaza 109889, Sr. Mario Barrantes Madrigal se acoge a su jubilación el 22 de noviembre próximo, por lo que esta plaza se podría clonar, para que funcione en los Tribunales de Los Chiles”.

Posteriormente, mediante el oficio 480-SAN CARLOS, el máster Matarrita Casanova indica: 

“En ampliación a nuestra gestión realizada mediante oficio 466-2019, sobre la creación de una plaza de Oficial de Seguridad para el próximo edificio de los Tribunales de Los Chiles, me permito indicarle que la misma es necesaria para brindar seguridad en los juicios señalados por el Tribunal de Juicio de San Carlos en dicho edificio. Anualmente se celebran más de 65 juicios y 22 audiencias (vistas de apelación). Para ambos casos se necesita seguridad institucional.

Además, es necesaria la seguridad interna para proteger a los funcionarios judiciales que realizan audiencias penales señaladas por el Juzgado Penal del lugar. Dicho Juzgado señala por año más de 250 audiencias, muchas de ellas con personas detenidas. Vale indicar, que el nuevo edificio tendrá celdas, por lo que el tránsito de detenidos dentro del edificio se prevé que será continuo, situación que podría poner en riesgo a usuarios y funcionarios, y causar daños a la planta física.

El complemento en las funciones de este Oficial de Seguridad, con la Seguridad Privada que resguardará el ingreso al edificio y el perímetro de este, redundará en tener un edificio seguro para todos los funcionarios y usuarios”.

En vista de lo anterior, de manera respetuosa se solicita al Consejo Superior que se autorice el permiso con goce de salario y sustitución para la plaza de Auxiliar de Seguridad número 109889; desde el 22 de noviembre de 2019 hasta el último día de este mismo año, con el fin de que atienda principalmente la seguridad de las audiencias que se celebren en el nuevo edificio de Tribunales de Justicia de Los Chiles. 

Cabe aclarar que el puesto de ingreso a la edificación estará cubierto las 24 horas por oficiales privados; no obstante, por motivos de seguridad, se requiere que el puesto de sala de juicios sea cubierto con personal institucional. 

Para lo correspondiente, se adjunta certificación de contenido presupuestario número 0514-P-2019.”

- 0 -
A esos efectos, adjunta oficio Nº 0514-P-2019 del 22 de octubre de 2019, suscrito por las máster Floribel Campos Solano, donde remite la certificación de contenido presupuestario, que en la partida 0 "Remuneraciones", del presupuesto del año 2019, se incorporaron recursos mediante Ley N.º 9632, para cubrir el costo estimado para otorgar permiso con goce de salario y sustitución para 1 Auxiliar de seguridad para que se “Desempeñe en el nuevo edificio de los Chiles”, por el período comprendido del 22/11/2019 al 31/12/2019 por un monto total estimado de ¢990.039.75 (Novecientos noventa mil treinta y nueve colones con 75/100) distribuidos en los siguientes programas, subpartidas y fuente de financiamiento:

- 0 -
Se acordó: Tomar nota del acuerdo tomado por la Comisión de Construcciones en sesión ordinaria sesión ordinaria N°8-2019, celebrada el 16 de octubre de 2019, artículo VI, en el que se informa de la construcción del nuevo edificio que albergará los Tribunales de Justicia en Los Chiles está en su fase final de construcción, dentro de la cual se ultiman detalles de acabados. 2.) Tomar nota de la comunicación de la Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 5011-DE-2019 del 29 de octubre de 2019, en consecuencia: Autorizar el permiso con goce de salario y sustitución para la plaza de Auxiliar de Seguridad número 109889; desde el 22 de noviembre de 2019 y hasta el 31 de diciembre de 2019, con el fin de que atienda principalmente la seguridad de las audiencias que se celebren en el nuevo edificio de Tribunales de Justicia de Los Chiles. 3.) Estar a la espera de la propuesta de abordaje que implementará las Direcciones Ejecutiva y de Tecnología de la Información, referente a fortalecer el área administrativa y tecnológica, en cuanto a los requerimientos de recurso humano, que surjan en los nuevos proyectos.
La Comisión de Construcciones, las Direcciones Ejecutiva, Gestión Humana, y la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, tomarán nota para lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839772]ARTÍCULO LXXXIX
DOCUMENTO N° 14002-19
[bookmark: _Toc23839777]El máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, mediante oficio N° DP-709-2019 del 29 de octubre de 2019, gestionó:
“Para su estimable conocimiento, me permito remitir el “CONVENIO MARCO ENTRE EL PODER JUDICIAL Y EL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES PARA PROMOVER LAS SOLUCIONES DE IDENTIDAD NACIONAL”.

Dicho convenio tiene como objetivo consolidar el compromiso del Poder Judicial y del Tribunal Supremo de Elecciones (TSE) para la implementación de acciones conjuntas que potencien el desarrollo y la utilización de las soluciones de identificación de personas a través de las tecnologías digitales, así como de mecanismos de identificación biométricos basados en las soluciones y capacidad instalada con que cuenta el TSE y que permitan garantizar un adecuado proceso de determinación de la identidad ciudadana en los servicios que ofrecen las instituciones del sector público.

El presente convenio cuenta con el respectivo análisis legal de la Dirección Jurídica del cual se adjunta oficio N° 243-DJ/CAD-2019. Además, la Dirección de Tecnologías incorporó las observaciones que recomendó la Dirección Jurídica.”

[bookmark: _Toc23839774]- 0 -

Seguidamente, se trascribe el criterio de la Dirección Jurídica, el cual literalmente dice:
“En respuesta a su oficio No. 1758-DTI-2019 de 9 de julio 2019, remitimos estudio jurídico, sobre el proyecto de “Convenio Marco entre el Poder Judicial y el Tribunal Supremo de Elecciones para promover las soluciones de identidad nacional”, con las siguientes observaciones: 

INFORME: 
“Convenio Marco entre el Poder Judicial y el Tribunal Supremo de Elecciones para promover las soluciones de identidad nacional”

I.-	ASUNTO

Según el artículo primero del proyecto, el convenio marco de cooperación interinstitucional propuesto tiene como objeto, la colaboración interinstitucional entre ambas entidades para consolidar el compromiso del Poder Judicial y del TSE para la implementación de acciones conjuntas que potencien el desarrollo y la utilización de las soluciones de identificación de personas a través de las tecnologías digitales, así como de mecanismos de identificación biométricos basados en las soluciones y capacidad instalada con que cuenta el TSE y que permitan garantizar un adecuado proceso de determinación de la identidad ciudadana en los servicios que ofrecen las instituciones del sector público; objeto que se estima es jurídicamente factible. 

Además, el documento aclara que la ejecución de las modalidades de cooperación previstas en el presente proyecto de convenio, se llevarán a cabo mediante cartas de entendimiento, lo cual, también resulta factible una vez suscrito el convenio marco correspondiente. 

II.- TEXTO PROPUESTO

Analizado el texto propuesto, el mismo se ajusta a la forma y estilo usual de este tipo de documentos, cuyas cláusulas son oportunas y se ajustan al debido contenido de los convenios marco de cooperación interinstitucional. 

Del estudio del proyecto de convenio, se desprende que se trata de un acuerdo general que pretende crear nexos formales entre las partes suscribientes que contiene cláusulas con un carácter amplio y general, en las cuales se establecen las bases para desarrollar posteriormente nuevos acuerdos plasmados en cartas de entendimiento, teniendo como presupuesto básico el principio general de cooperación, establecido en el Considerando XII del instrumento.   

Así las cosas, el contenido del proyecto en estudio, concuerda con la descripción y propósito de los convenios marco de cooperación, según el “Manual para la Formulación y Trámite de Convenios”, circular de la Secretaría General de la Corte Nº 160-2014, emitida según acuerdo del Consejo Superior, tomado en sesión Nº 60-14, celebrada el 3 de julio de 2014, artículo LXXI. 

III.- RECOMENDACIÓN

En virtud de lo expuesto, no existe impedimento jurídico para la suscripción del convenio de cooperación bajo estudio, no obstante, esta Dirección considera oportuno realizar las siguientes observaciones y recomendaciones:

Uno de los requisitos elementales de cualquier acuerdo, es verificar la calidad y capacidad de las partes intervinientes, y así lo dispone el “Manual para la Formulación y Trámite de Convenios”, aprobado por la Secretaría General de la Corte. No obstante, en el borrador bajo estudio no se indican las calidades del Presidente de la Corte, ni el acto de nombramiento mediante el cual adquirió la capacidad para representar al Poder Judicial; de ahí que, se hace necesario que en el encabezado del convenio se incluya esta información.

 En cuanto al contenido del inciso d. de la CLAÚSULA SEGUNDA, a criterio de esta Dirección, este es contradictorio con los compromisos adquiridos en el resto de esa misma cláusula. 

Esto, por cuanto de los incisos a. b. y c. se desprende que el Poder Judicial no solamente se compromete a utilizar una única plataforma de tecnología biométrica a cargo del Tribunal Supremo de Elecciones (TSE), sino, además, a desincentivar la adquisición de nuevas soluciones tecnológicas similares; sin embargo, lo incorporado en el inciso d., admite la adquisición de esas tecnologías que requiera el Poder Judicial así como sus “entidades adscritas”, en claro detrimento de los otros compromisos que establece la cláusula segunda, por lo que se recomienda eliminar el inciso d. en comentario.

Ahora bien, si lo que se busca es establecer una “excepción” a los compromisos adquiridos en los incisos a. b. y c., esta es una opción jurídicamente viable, no obstante, se deberá regular de una forma más específica y con presupuestos taxativamente establecidos, lo cual, es más saludable regularlo mediante la respectiva carta de entendimiento entre las partes.

En la cláusula CUARTA, como una obligación conjunta del Poder Judicial se establece “Planificar y desarrollar actividades de sensibilización y capacitación para la implementación y uso de los mecanismos tecnológicos que aprovechan las soluciones de identidad nacional”, por lo que, para la realización de esas actividades, cabe recordar, debe verificarse la disponibilidad del este recurso humano, de conformidad con lo dispuesto en el “Manual para la Formulación y Trámite de Convenios”, al indicar: “En aquellos convenios que se involucren recurso humano o la utilización de algún bien en específico, deberá verificarse la disponibilidad de éste.”

En la cláusula SEXTA del proyecto de Convenio, para ambas Instituciones, se indica la oficina encargada de la coordinación del Instrumento, sea, la Dirección de Tecnologías de Información y Comunicaciones (DTIC), por el Poder Judicial, mientras que el TSE, designa al Director General de Estrategia Tecnológica. Ahora bien, se recuerda que de conformidad con el Manual de rito, “(…) dentro del documento se debe consignar a las instancias técnicas para cada parte, que se encargarán de la ejecución de los compromisos asumidos; asimismo, se debe establecer una persona responsable de coordinar las labores necesarias para dicha ejecución, así como los medios de contacto de dicha persona, valorando siempre el tipo de convenio y área específica”; por lo que, se recomienda que cada parte incorpore, previo a la suscripción, a la persona responsable, en los términos dispuestos por el Manual. 

Sobre la solución de controversias, el “Manual para la Formulación y Trámite de Convenios”, recomienda la incorporación de una cláusula de negociación, no obstante, el proyecto remitido no posee una regulación en este sentido. Por lo anterior, se debe incluir la cláusula de estilo que recomienda el Manual, a saber: “Cualquier controversia que pudiera surgir respecto a la interpretación, modificación y cumplimiento de este convenio, o de los convenios específicos que puedan surgir de este convenio marco, deberán resolverse mediante negociación directa entre ambas partes, bajo el principio de la buena fe”.

No se observa en el Instrumento en análisis que se incluya la cláusula en la que se indique la aprobación por parte del Consejo Superior del Poder Judicial, lo cual, de conformidad con el Manual de rito, comporta un requisito indispensable para la suscripción de los convenios, razón por la cual, se debe agregar la cláusula de estilo, la cual indica: “Este convenio se suscribe según el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° _______, celebrada el ___ de ______de 20_ _, artículo ________.”

Por último, es necesario recordar que el manual de convenios del Poder Judicial, en su apartado de Requisitos Preliminares establece la necesidad de que el Poder Judicial verifique la pertinencia del objeto a convenir, verificando el tipo de compromisos y obligaciones que se asumirán, frente a las necesidades y posibilidades institucionales. Por lo tanto, es necesario que el Despacho de la Presidencia conozca el proyecto, y si se tiene a bien, exprese la voluntad institucional mediante el respectivo visto bueno del proyecto en cuestión. Esto, tomando en cuenta que, si la ejecución del convenio amerita erogaciones por parte del Poder Judicial, estas serán en la medida de sus posibilidades presupuestarias, manteniendo la política de priorización de gastos e inversiones que no signifiquen menoscabo a la prestación del servicio público al usuario de la Administración de Justicia.

Por lo tanto, en virtud de que el objeto del presente proyecto de convenio se encuentra conforme a Derecho, y dado que la contraparte (Tribunal Supremo de Elecciones) está de acuerdo con el proyecto, esta Dirección otorga el aval jurídico para su suscripción. 

Lo anterior, una vez que las recomendaciones vertidas anteriormente sean debidamente implementadas, y obtenga el correspondiente visto bueno por parte del Doctor Fernando Cruz Castro; para que entonces sea remitido a conocimiento y aprobación del Consejo Superior, previo a la eventual suscripción.”
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CONVENIO MARCO ENTRE EL PODER JUDICIAL Y EL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES PARA PROMOVER LAS SOLUCIONES DE IDENTIDAD NACIONAL

Entre nosotros, el PODER JUDICIAL DE COSTA RICA, quien en adelante y en el carácter dicho se denominará ”PODER JUDICIAL”, con domicilio en el Barrio González Lahmann, avenidas 6 y 8, calle 19 y 21, San José, Costa Rica, representado en este acto por FERNANDO CRUZ CASTRO, mayor, casado, Doctor en Derecho, vecino de Sabana Sur, titular de la cédula de identidad 1-0388-0486, en mi condición de PRESIDENTE DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA Y DEL CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL, actuando con las facultades del inciso 1 del artículo 60 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y;  el TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES, institución que en adelante se denominará “TSE”, con domicilio en Calle 15, Avenidas 1 y 3, costado oeste del Parque Nacional, representado en este acto por LUIS ANTONIO SOBRADO GONZÁLEZ, mayor, casado, abogado, vecino de Escazú, titular de la cédula de identidad número 1-564-037, en mi condición de PRESIDENTE DEL TRIBUNAL SUPREMO DE ELECCIONES, según nombramiento efectuado en el artículo segundo de la sesión ordinaria número 77-2018, celebrada el 9 de agosto de 2018 y, en tal virtud, representante legal de este, de conformidad con lo que al efecto establece el inciso d) del artículo 20 del Código Electoral; hemos convenido en celebrar el presente Convenio Marco para promover las soluciones de identidad nacional, según las siguientes consideraciones y cláusulas:

CONSIDERANDO

Que es deber y responsabilidad del Estado Costarricense procurar el mayor bienestar de todos los habitantes del país, adoptando políticas que conduzcan al favorecimiento del desarrollo nacional. 

Que la Constitución Política en su artículo 9 establece que el Gobierno de la República es popular, representativo, participativo, alternativo y responsable, lo ejercen tres Poderes distintos e independientes entre sí: Legislativo, Ejecutivo y Judicial. Ninguno de los Poderes puede delegar el ejercicio de funciones que le son propias. Asimismo, la norma suprema contempla que el Tribunal Supremo de Elecciones tiene el rango e independencia de los Poderes del Estado y, en forma exclusiva e independiente, le corresponde organizar, dirigir y vigilar los actos relativos al sufragio, así como las demás funciones que le atribuyen la Constitución y las leyes, entre ello todo lo relativo a las identificaciones de personas costarricenses. 

Que en cumplimiento de los objetivos previstos en el artículo 3 de la Ley N° 7169, Ley de Promoción del Desarrollo Científico y Tecnológico, se desprende que debe ser prioridad para el Gobierno la implementación y desarrollo del gobierno digital en todos los órganos de la administración pública costarricense, lo cual implica el aprovechamiento de las tecnologías digitales para mejorar la eficiencia en la prestación de los servicios al ciudadano.

Que en cumplimiento del marco constitucional y legal vigente, es necesario establecer políticas y procedimientos orientados a fomentar la articulación y coordinación interinstitucional y de los actores de la sociedad, que permitan potenciar las alternativas de desarrollo, fortaleciendo la capacidad de gestión en la ejecución de programas y proyectos, haciendo uso óptimo y racional de los recursos disponibles en la prestación de servicios que tiendan al mejoramiento de las condiciones de vida de la población.

Que resulta necesaria la optimización de los procesos y su interoperabilidad, mediante la construcción e implementación de nuevas soluciones que faciliten y agilicen los trámites y servicios para todas y todos los habitantes.

Que el Estado costarricense debe implementar las tecnologías digitales bajo principios racionales de eficiencia en el uso de los recursos y efectividad en su aplicación con el objetivo de garantizar la transparencia, accesibilidad e inclusividad, así como para propiciar incrementos sustantivos en la calidad del servicio brindado a la ciudadanía de acuerdo con los derechos establecidos constitucionalmente.

Que conforme a lo dispuesto en el artículo 104 de la Constitución Política de Costa Rica y el artículo 12 inciso ñ) del Código Electoral, el TSE es el jerarca administrativo del Registro Civil a quien corresponde la función de registración de todos los acontecimientos de relevancia civil, así como la tarea de certificar dichos eventos, tramitar todo lo relativo a naturalización de personas extranjeras, elaborar el padrón electoral y expedir los documentos de identidad de las personas costarricenses.

Que para la realización de las funciones que le son constitucional y legalmente delegadas, el TSE requiere de desarrollos en el sector de Tecnología de la Información y Comunicación, por lo que busca establecer relaciones formales de comunicación y cooperación con diversas entidades.

Que es interés del TSE estimular la innovación, la generación de propiedad intelectual y la creación de productos de alto valor agregado para los sistemas democráticos.

Que el TSE cuenta con sistemas informáticos que permiten el cotejo de datos biométricos de los ciudadanos costarricenses con los registrados en las bases de datos del Registro Civil, para su aprovechamiento en procesos de verificación de la identidad mediante herramientas tecnológicas.

Que resulta de interés público la utilización de mecanismos de identificación ciudadana mediante herramientas tecnológicas de manera tal que faciliten los servicios públicos y garanticen la confiabilidad del proceso.

Que ambos Poderes de La República consideran deseable unir esfuerzos para potenciar sus líneas comunes de actuación en materia de tecnologías digitales y están de acuerdo en establecer una colaboración mutua con el fin de potenciar el desarrollo digital, social y democrático del país.

ACUERDAN

Celebrar el presente convenio marco de cooperación, el cual se regirá por las normas de derecho público del ordenamiento jurídico costarricense, y en especial por las siguientes cláusulas:

PRIMERA. - OBJETIVO GENERAL.

[bookmark: _Hlk22906768]El presente convenio tiene por objeto consolidar el compromiso del Poder Judicial y del TSE para la implementación de acciones conjuntas que potencien el desarrollo y la utilización de las soluciones de identificación de personas a través de las tecnologías digitales, así como de mecanismos de identificación biométricos basados en las soluciones y capacidad instalada con que cuenta el TSE y que permitan garantizar un adecuado proceso de determinación de la identidad ciudadana en los servicios que ofrecen las instituciones del sector público.

SEGUNDA. - COMPROMISOS DEL PODER JUDICIAL.

Conforme a este convenio, el Poder Judicial se compromete a lo siguiente:

En aras del máximo aprovechamiento de los recursos del Estado, contención del gasto público y con la finalidad de eliminar duplicidad de gastos entre entidades públicas según principios de economía, eficiencia y eficacia, promover en la Administración Pública la utilización de tecnologías biométricas para la verificación de la identidad de personas con base en un único repositorio nacional civil y servicios de identificación biométrica civil a cargo del TSE. 

Impulsar políticas públicas y normativas que desincentiven la adquisición de nuevas soluciones tecnológicas para la gestión de información biométrica de los ciudadanos en las instituciones del sector público, y que en su lugar busquen aprovechar las soluciones de identidad nacional civil del TSE.

Apoyar la aprobación presupuestaria razonable y pertinente para la sostenibilidad de la infraestructura tecnológica del TSE que soporta el repositorio y servicios de identificación biométrica nacional civil.

TERCERA. - COMPROMISOS DEL TSE.

Conforme a este convenio, el TSE se compromete a lo siguiente:

Proveer los medios y los mecanismos tecnológicos que permitan el aprovechamiento de sus soluciones para la identificación de personas en la Administración Pública, lo que será sin cobro para el Poder Judicial y entes adscritos según sea autorizado por la(s) persona(s) u oficina(s) designadas para dicha responsabilidad.

Asesorar, acompañar y apoyar, en la medida de sus posibilidades técnicas y financieras, a las instituciones del sector público que implementen los mecanismos tecnológicos para el aprovechamiento de sus soluciones de verificación de identidad por comparación biométrica.

Identificar y promover nuevas oportunidades de ahorro y de maximizar el aprovechamiento de las soluciones de identidad nacional existentes, mediante el uso de su infraestructura y de sus capacidades tecnológicas.

Apoyar el auto sostenimiento financiero de la infraestructura tecnológica que soporta el repositorio y servicios de identificación biométrica.

El TSE velará porque los datos suministrados por las aplicaciones o servicios de intercambio de datos en cualquier tecnología que sean proporcionados provengan de ambientes de producción. 

Debe velar que los servicios prestados en este convenio y adendas, se presten de manera continua para no afectar las aplicaciones del Poder Judicial que consuman los servicios ofrecidos a la institución según las capacidades tecnológicas. Debe definir las características de los acuerdos de servicio para que el Poder Judicial pueda valorar en que servicios podrá incorporar los servicios ofrecidos.

CUARTA. - COMPROMISOS CONJUNTOS.

De manera conjunta, el Poder Judicial y el TSE se comprometen a:

El intercambio de información y conocimiento en materia de tecnologías digitales y en función de los mecanismos para la identificación ciudadana, reservándose ambos poderes del Estado, lo concerniente a información de uso restringido o de uso exclusivo para sus fines propios de su competencia en que existan limitaciones de ello.

La elaboración de un plan de trabajo conjunto con el fin de incorporar progresivamente la utilización de los mecanismos tecnológicos para identificación ciudadana en las instituciones del sector público que ofrezcan servicios a los ciudadanos.

Planificar y desarrollar actividades de sensibilización y capacitación para la implementación y uso de los mecanismos tecnológicos que aprovechan las soluciones de identidad nacional.

Brindarse cooperación técnica con la finalidad de desarrollar proyectos en materia de tecnologías digitales, orientados al fortalecimiento del desarrollo digital, social y democrático del país.

Garantizar que únicamente el personal autorizado por medio de los sistemas informáticos, podrán acceder a la información que esté a disposición.

Garantizar que todo movimiento realizado dentro del Sistema quede debidamente almacenado en una bitácora de eventos, de manera que facilite las pistas de auditoría.

Facilitar cuando así se requiera, la información de pistas de auditoría cuando que necesite una u otra institución.

Es responsabilidad de ambas partes de este convenio, facilitar mecanismos de seguridad que permita evitar el acceso a funcionarios que han tenido derecho de uso de los servicios y aplicaciones pero que le han sido retirados.

QUINTA. – DE LAS CARTAS DE ENTENDIMENTO PARA ACTIVIDADES ESPECÍFICAS Y DE LAS REVISIONES Y/O MODIFICACINOES DEL CONVENIO.

Todo proyecto o actividad específica deberá regularse por medio de cartas de entendimiento, donde debe incluirse al menos lo siguiente: objetivos, líneas de acción, actividades, obligaciones y responsabilidades a cargo de cada una de las instituciones, así como también el lugar de ejecución, unidades responsables, participantes, duración, cronogramas, fuentes de financiamiento, presupuestos y programas, estimaciones económicas de aportes, así como los resultados o productos esperados. Igualmente, este convenio puede ser objeto de revisión y modificaciones en cualquier momento a petición de cualquiera de las partes. Las eventuales modificaciones al presente convenio serán acordadas por escrito por medio de una adenda.

SEXTA. – COORDINACIÓN.

Para la coordinación de las actividades del presente convenio y las actividades específicas que se definan posteriormente, el Poder Judicial designa al subdirector del proceso de sistemas de la Dirección de Tecnologías de Información y Comunicaciones (DTIC) o quien le sustituya en el puesto durante sus ausencias temporales o permanentes. Por su parte el TSE designa al Director General de Estrategia Tecnológica o a quien lo sustituya en sus ausencias temporales o definitivas.

SÉTIMA. – EXCLUSIÓN DEL TRÁMITE DEL REFRENDO CONTRALOR O DEL INTERNO.

Al presente Convenio no le aplica el trámite del refrendo por parte de la Contraloría General de la República, o el de refrendo interno de las unidades correspondientes de cada una de las partes suscribientes, por no estar contemplado en ninguno de los supuestos fácticos contenidos en los artículos 3 y 17 del Reglamento sobre el Refrendo de las Contrataciones de la Administración Pública emitido por la Contraloría General de la República, publicado en el diario oficial La Gaceta N° 202 del 22 de octubre del 2007, y sus reformas.

OCTAVA. – PLAZO Y RIGE.

El presente convenio tiene una vigencia de ocho años. No obstante, podrá ser prorrogado por plazos iguales de manera automática siempre y cuando ninguna de las partes manifieste lo contrario con tres meses de antelación a su vencimiento. Este entrará a regir a partir de la fecha de su suscripción.

NOVENA. – DE LA TERMINACIÓN.

Cualquiera de las partes podrá dar por terminado el convenio mediante comunicación por escrito a la otra, lo cual regirá seis meses después de que haya sido recibida la respectiva comunicación. Sin embargo, la terminación parcial o total no afectará los trabajos o proyectos que se estén ejecutando en el momento en que se produzca, siempre que no exceda los seis meses.

DÉCIMA. – DE LA CUANTÍA.

Por su naturaleza, el presente convenio es de cuantía inestimable. Tanto el Poder Judicial, como el Tribunal se acogen a la inmunidad fiscal del Estado.

DÉCIMA PRIMERA. – SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS.

Cualquier controversia que pudiera surgir respecto a la interpretación, modificación y cumplimiento de este convenio, o de los convenios específicos que puedan surgir de este convenio marco, deberán resolverse mediante negociación directa entre ambas partes, bajo el principio de la buena fe

DÉCIMA SEGUNDA. – DE LAS NOTIFICACIONES.

Cualquier notificación, solicitud informe u otra comunicación se hará de forma escrita al siguiente medio o lugar:

Al Tribunal Supremo de Elecciones: en su Secretaría General, sede central, al costado oeste del Parque Nacional, correo electrónico secretariatse@tse.go.cr 

Al Poder Judicial: en el atenderá en el primer piso del Edificio de la Corte Suprema de Justicia, sita en San José, Barrio González Lahmann, avenidas 6 y 8, calle 19, o al correo electrónico tecnologia-info@Poder-Judicial.go.cr

Cada instancia deberá notificar el nombre, teléfono, correo electrónico y otra información que considere pertinente a efectos de mantener una comunicación adecuada.

DÉCIMO TERCERO. - SUSCRIPCIÓN: 

Este convenio se suscribe según el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° _______, celebrada el ___ de ______de 20_ _, artículo ________.
Firmado en la Ciudad de __________, a los ____ días del mes de ________de dos mil ________, en dos ejemplares originales, en idioma español, siendo ambos textos igualmente idénticos.


	Fernando Cruz Castro
	
	Luis Antonio Sobrado González

	Presidente
	
	Presidente

	Poder Judicial
	
	Tribunal Supremo de Elecciones

	Costa Rica
	
	Costa Rica



…”
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Se acordó:Aprobar la suscripción del Convenio Marco entre el Poder Judicial y el Tribunal Supremo de Elecciones para Promover las Soluciones de Identidad Nacional.
Las Direcciones Ejecutiva y Jurídica tomarán nota para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XC
DOCUMENTO N° 14001-19
[bookmark: _Toc23839782]El máster Róger Mata Brenes, Director del Despacho de la Presidencia, mediante oficio N° DP-711-2019 del 29 de octubre de 2019, remitió lo siguiente:
“Para su estimable conocimiento, me permito remitir el “CONVENIO ESPECÍFICO DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA TÉCNICA ENTRE EL PODER JUDICIAL DE COSTA RICA Y LA REAL ACADEMIA ESPAÑOLA”. Dicho convenio tiene como objetivo establecer vínculos de cooperación y colaboración entre las partes para que, en el ámbito de sus respectivas competencias, generen en forma conjunta iniciativas para la vinculación del Diccionario Panhispánico del Español Jurídico con el Poder Judicial para fortalecer las capacidades de los operadores de justicia que garanticen el acceso a la misma.

El presente convenio cuenta con el respectivo análisis legal de la Dirección Jurídica del cual se adjunta oficio N° 461-DJ/CAD-2019.”
[bookmark: _Toc23839779]- 0 -

Seguidamente, se trascribe el análisis jurídico, el cual literalmente dice:
“En respuesta al correo electrónico de fecha 07 de octubre del año en curso, remitido a esta Dirección por el Lic. Alexis Mora Cambronero, servidor de la oficina a su cargo, se emite estudio jurídico, sobre el proyecto de "Convenio específico de cooperación y asistencia técnica entre el Poder Judicial de Costa Rica y la Real Academia Española", con las respectivas observaciones y recomendaciones: 

INFORME:"Convenio específico de cooperación y asistencia técnica entre el Poder Judicial de Costa Rica y la Real Academia Española"

I.- ASUNTO.

Según la cláusula primera del proyecto, éste tiene por objeto establecer vínculos de cooperación y colaboración entre las partes para que, en el ámbito de sus respectivas competencias, generen en forma conjunta iniciativas para la vinculación del Diccionario Panhispánico del Español Jurídico con el Poder Judicial para fortalecer las capacidades de los operadores de justicia que garanticen el acceso a la justicia.

II. TEXTO PROPUESTO.

Analizado el texto propuesto, el mismo se ajusta a la forma y estilo usual de este tipo de documentos, cuyas cláusulas son oportunas y se ajustan al debido contenido de los convenios específicos de cooperación técnica interinstitucional.

Del estudio del proyecto de convenio, se desprende que se trata de un acuerdo concreto que pretende crear nexos formales entre las partes suscribientes, mediante cláusulas con un carácter específico, en las cuales se establecen las bases logísticas puntuales para el desarrollo de las actividades que son objeto de este convenio, tomando en cuenta que no es necesaria la existencia de un convenio marco previo a la celebración del convenio específico pretendido, para el objeto cometido.

Por lo anterior, el contenido del proyecto en estudio concuerda con la descripción y propósito de los convenios específicos de cooperación, según el "Manual para la Formulación y Trámite de Convenios", circular de la Secretaría General de la Corte N° 160-2014, según acuerdo del Consejo Superior, tomado en sesión N° 60-14 celebrada el 3 de julio de 2014, artículo LXXI.

III.- RECOMENDACIÓN.

En virtud de lo indicado supra, y partiendo de que las contrapartes suscribientes estén plenamente de acuerdo con el proyecto analizado, esta Dirección considera que el convenio es jurídicamente viable, por lo que se avala su suscripción. No obstante, se recomienda incluir en el texto definitivo la cláusula de estilo que indica la manera en que, el documento de convenio puede ser modificado durante la relación de cooperación según eventualidades de su ejecución, cláusula cuya redacción se recomienda con el siguiente tenor literal:

"Artículo XXX. Modificación del Convenio: Las partes podrán modificar y/o adicionar cláusulas al presente documento por mutuo acuerdo, de acuerdo con las necesidades y eventualidades de la ejecución de la relación de cooperación aquí acordada; lo cual se realizará y formalizará mediante la suscripción de la(s) respectiva(s) adenda(s), que una vez suscrita s) formarán parte del convenio originalmente firmado por las partes."

Así las cosas, esta Dirección estima que el proyecto de convenio es jurídica e institucionalmente oportuno, por lo que, partiendo de que la contraparte esté de acuerdo con el documento definitivo, éste puede ser remitido a consideración del asesor de turno en el Despacho de Presidencia para el respectivo visto bueno, y posteriormente a ello podría ser remitido a conocimiento y aprobación del Consejo Superior, previo a la correspondiente suscripción por las partes.”
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CONVENIO ESPECÍFICO DE COOPERACIÓN Y ASISTENCIA TÉCNICA ENTRE EL PODER JUDICIAL DE COSTA RICA
Y LA REAL ACADEMIA ESPAÑOLA

El PODER JUDICIAL de Costa Rica representado en este acto por el  Doctor Fernando Cruz Castro, mayor, casado, abogado, con cédula de identidad 1-388-486 en su condición de Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, actuando con  las facultades del inciso 1º, del artículo 60 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley 7333) denominado en adelante como  “PJ” y la REAL ACADEMIA ESPAÑOLA, representada en este acto por el Doctor Santiago Muñoz Machado, mayor, casado, abogado, con número de identificación fiscal 30184569J,  en su condición de Director de la Real Academia Española, denominada en adelante como la “RAE”, domiciliada en Madrid, en la calle Felipe IV, 4, con  C. I. F. Q-2868010-F, actuando en nombre y representación de esta institución en virtud de las atribuciones conferidas por sus Estatutos, aprobados por Real Decreto 1109/1993, de 9 de julio, y modificados por los Reales Decretos 1857/1995, de 17 de noviembre, y 1554/2005, de 23 de diciembre, ambas partes y de forma conjunta denominadas “LAS PARTES”, acuerdan celebrar el presente Convenio específico de cooperación y asistencia técnica;

CONSIDERANDO QUE:

 I- En la XIX Edición Cumbre Judicial Iberoamericana celebrada en la Ciudad de Quito, Ecuador, entre los días 17 y 20 de abril de 2018, en la Declaración Final los Poderes Judiciales de Iberoamérica aprobaron “la creación del grupo de trabajo del Diccionario Panhispánico del Español Jurídico, encargado de su actualización permanente en colaboración con los equipos que han preparado la edición impresa presentada a la Cumbre de Quito” y se comprometieron a “impulsar las actuaciones precisas para su consolidación, adaptación continua y desarrollo en el marco de los programas de cooperación judicial iberoamericana”.

II- En el Plan de Acción de la XXVI Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, celebrada el 16 de noviembre del año 2018 en Antigua-Guatemala, se manifestó “Destacar la trascendencia para el Derecho y la Justicia en Iberoamérica de la elaboración y puesta al día permanente del Diccionario Panhispánico del Español Jurídico, obra realizada por la Real Academia Española en el marco de un Convenio con el Consejo General del Poder Judicial y la Cumbre Judicial Iberoamericana”. 

III- El PJ de conformidad con la Constitución Política de Costa Rica en sus artículos 09, 41, 152, 153, 154 y 156, y los artículos 1 y 3 de la Ley 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, tiene por objetivo hacer respetar las leyes y administrar justicia de forma pronta cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con el ordenamiento jurídico en todo el territorio nacional. Así como el objetivo en el ámbito internacional de estrechar lazos de amistad y colaboración con aquellos organismos y entidades internacionales, que promuevan el progreso de las ciencias jurídicas. 

IV- El PJ participa de forma activa en la Cumbre Judicial Iberoamericana, bajo los principios de colaboración, cooperación, e intercambio de experiencias para el fortalecimiento de la administración de justicia y el Estado de Derecho. 

V- La RAE es una corporación de derecho público que tiene como principal misión estatutaria velar por la unidad de la lengua española, en estrecha colaboración con las veintidós Academias de América, Filipinas y Guinea Ecuatorial que integran con ella la Asociación de Academias de la Lengua Española (ASALE). Para alcanzar este fin, elabora y perfecciona las obras lingüísticas que, como el Diccionario, la Gramática y la Ortografía, cimentan esa unidad; publica diccionarios de léxico especializado que contribuyan al mejor conocimiento, buen uso y difusión del idioma, impulsa estudios e investigaciones sobre la historia y el presente del español, así como promueve la difusión de ediciones literarias, especialmente clásicas, y de textos no literarios que juzgue importantes para el conocimiento de la lengua y las letras españolas.

VI- En cumplimiento de sus fines la RAE, junto con el Consejo General del Poder Judicial de España, ha impulsado la realización de un Libro de estilo de la Justicia, un Diccionario del español jurídico y un Diccionario panhispánico del español jurídico (DPEJ). Este último es fruto del esfuerzo conjunto de todas las Academias de la Lengua Española, los Tribunales o Cortes Supremos de Justicia de Hispanoamérica y especialistas de las universidades de los distintos países. Cuenta con el apoyo de los más relevantes organismos iberoamericanos. Su versión impresa fue presentada en Madrid, en diciembre de 2017, durante la II Reunión Preparatoria de la XIX Cumbre Judicial Iberoamericana. Esta Cumbre Judicial, celebrada en Quito (Ecuador) en abril de 2018, respaldó la obra, como previamente lo había hecho la Conferencia de Ministros de Justicia de los Países Iberoamericanos (COMJIB).

En particular, la Declaración final de la Cumbre consideró que el DPEJ es una obra esencial para el fortalecimiento de la cultura jurídica común y una fuente extraordinaria de información de gran utilidad para todos los poderes públicos y los operadores jurídicos, constatando la necesidad y la importancia de vincular el Diccionario con las bases de datos de legislación con que cuentan los países más avanzados en la puesta a disposición de la información jurídica. Asimismo, la Declaración de Quito incluyó el compromiso de todas las Cortes y Tribunales Supremos de apoyar e impulsar la consolidación y el perfeccionamiento del DPEJ y sus desarrollos en los programas de cooperación judicial iberoamericana.

Posteriormente, la XVIII Conferencia Iberoamericana de Ministros de Administración Pública y Reforma del Estado, desarrollada en La Antigua Guatemala en julio de 2018, instó a la actualización permanente del Diccionario por su trascendencia para la comunidad iberoamericana, lo que quedó sancionado en la explícita declaración en este sentido formulada por la última Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, llevada a cabo allí mismo en noviembre de ese año. Cumpliendo el mandato de la Cumbre, se está preparando la versión digital de la obra, con novedades respecto de la impresa, que fue anunciada en el VIII Congreso Internacional de la Lengua Española, celebrado en Córdoba (Argentina) del 27 al 30 de marzo de 2019, y cuyas bases serán definitivamente aprobadas en el XVI Congreso de la ASALE, que tendrá lugar entre el 4 y el 8 de noviembre de este mismo año en Sevilla (España).

VII- Al existir las condiciones propicias para dinamizar, incrementar y fortalecer las relaciones de colaboración, LAS PARTES se encuentran interesadas en suscribir el presente Convenio específico de Cooperación el cual se regirá por las siguientes,

CLÁUSULAS:

ARTÍCULO 1. OBJETO:  

El presente Convenio específico tiene por objeto establecer vínculos de cooperación y colaboración entre LAS PARTES para que, en el ámbito de sus respectivas competencias, generen en forma conjunta iniciativas para la vinculación del Diccionario Panhispánico del Español Jurídico con el PJ para fortalecer las capacidades de los operadores de justicia que garanticen el acceso a la justicia.

ARTÍCULO 2. COMPROMISOS: 

LAS PARTES se comprometen de manera conjunta a coordinar y ejecutar las acciones establecidas en el presente Convenio específico: 

El PJ se compromete a designar a la persona que en el marco de la Cumbre Judicial Iberoamericana ha colaborado con la elaboración del Diccionario Panhispánico del Español Jurídico, para que apoye en la actualización del contenido del diccionario en conjunto con la RAE.

El PJ coordinará y brindará los enlaces de información jurídica con la RAE para que sean incorporados en el Diccionario Panhispánico del Español Jurídico; sin que la información contenida en los enlaces sea modificada, manipulada o alterada.

La RAE se compromete en suministrar al PJ el contenido del Diccionario Panhispánico del Español Jurídico, para realizar la vinculación establecida en el marco de este Convenio específico.

La RAE se compromete a designar recurso humano para la coordinación tecnológica y de contenido de acuerdo con las acciones propuestas.

LAS PARTES se comprometen en poner a disposición de manera gratuita y en línea el contenido del Diccionario Panhispánico del Español Jurídico, que será accesible para todos los usuarios del Poder Judicial de Costa Rica.

LAS PARTES podrán realizar gestiones conjuntas para la promoción y colaboración de la iniciativa establecida en este Convenio específico por medio de socios estratégicos.

Una vez suscrito el presente Convenio por LAS PARTES, los puntos de contacto rendirán un informe de seguimiento cada seis (6) meses durante la ejecución y uno (1) al finalizar. Por parte del PJ se rendirá ante el Magistrado a cargo de la persona designada, con copia al Magistrado Coordinador Nacional ante la Cumbre y a la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales (OCRI).

LAS PARTES convienen reconocer que son propiedad exclusiva de cada parte que lo aporte, las creaciones, los procesos, y en general cualquier otra información, documentación o recurso técnico que cada una de las Partes utilice para el cumplimiento de sus compromisos pactados en el presente Convenio específico, por lo que ambas Partes se obligan a respetar la titularidad de cada derecho.

Para el cumplimiento del objetivo y los compromisos establecidos en este Convenio específico, LAS PARTES aportarán los recursos adicionales que resulten necesarios para el desarrollo de las actividades, instando siempre la máxima eficiencia de estos y conforme a la disponibilidad presupuestaria existente al momento. 

ARTICULO 3. COMUNICACIÓN, COORDINACIÓN, EJECUCIÓN Y SEGUIMIENTO:

Para la comunicación, coordinación, ejecución y seguimiento del presente Convenio específico LAS PARTES han designado los siguientes puntos de contacto:

Por el PJ:

Instancia: Sala Primera

Nombre de la persona: Juan Pablo Salazar Carvajal, (función o cargo)
Teléfono:
Correo electrónico oficial: jsalazarc@poder-judicial.go.cr / lgrivas@poder-judicial.go.cr 
Dirección física:  
Por la RAE:
Instancia: Gerencia
Nombre de la persona: Ana Murillo Tapia
Teléfono:(: (+34) 91 420 14 78
Correo electrónico oficial: ana.murillo@rae.es
Dirección física:  Felipe IV, 4. 28014 (Madrid)

Dichas instancias, fungirán como el canal oficial de comunicación y serán las responsables de ejecutar las acciones jurídico-administrativas establecidas, que incluya los mecanismos para la coordinación, supervisión, seguimiento y ejecución del objeto del presente instrumento jurídico. 

En caso de ocurrir un cambio en los datos de las personas contacto, cada parte deberá notificar a la otra en la mayor brevedad posible, indicando el nombre, teléfono, correo electrónico, dirección física y otra información que considere pertinente a efectos de mantener una comunicación adecuada para el cumplimiento del objetivo propuesto.

ARTICULO 4. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS:

Cualquier diferencia derivada de la interpretación o aplicación del presente Convenio específico, será solucionada por LAS PARTES de común acuerdo mediante negociación directa, comprometiéndose a agotar todas las medidas conciliatorias, que respondan a los principios de buena fe, equidad y justicia.

ARTICULO 5. MODIFICACIÓN DEL CONVENIO:

LAS PARTES podrán modificar y/ o adicionar cláusulas al presente documento por mutuo acuerdo, de acuerdo con las necesidades y eventualidades de la ejecución de la relación de cooperación aquí acordada; lo cual se realizará y formalizará mediante la suscripción de la (s) respetiva (s) adenda (s), que una vez suscrita (s) formarán parte del convenio original firmado por las partes. 

ARTICULO 6. VIGENCIA:

El presente Convenio específico tendrá una vigencia de dos (2) años a partir de la firma de ambas PARTES y se prorrogará de manera automática por periodos similares, salvo que alguna de las partes manifieste su deseo de no continuar con la vigencia de este Convenio por escrito con al menos treinta (30) días de antelación a su vencimiento. 

ARTICULO 7. TERMINACIÓN ANTICIPADA:

Ambas PARTES podrán suspender los efectos de este Convenio Específico, por caso fortuito o fuerza mayor, debiendo comunicarlo de inmediato a la otra Parte. 

Si las causas que originaron la suspensión persistieran por un periodo mayor a treinta (30) días, LAS PARTES podrán dar por terminado este Convenio de manera anticipada, sin que se genere responsabilidad alguna.

La terminación anticipada de este Convenio deberá hacerse de forma escrita y con treinta (30) días de antelación al vencimiento del plazo; en tal supuesto, ambas partes asumen la responsabilidad de garantizar la finalización satisfactoria de las acciones que se encuentren en ejecución en ese momento y que han sido formalizadas a través de este Convenio.

ARTÍCULO 8. RELACIÓN LABORAL:

El personal de ambas PARTES que sea designado para la realización de cualquier actividad relacionada con este Convenio específico, permanecerá en forma absoluta bajo la dirección y dependencia de la institución con la cual tiene establecida su relación laboral, mercantil, civil, administrativa o cualquier otra, por lo que no creará una subordinación de ninguna especie con la parte opuesta, ni operará la figura jurídica de patrón sustituto o solidario; lo anterior, con independencia de estar prestando sus servicios fuera de las instalaciones de la Dependencia o Entidad por la que fue contratada o para realizar labores de supervisión de los trabajos que se realicen.

ARTÍCULO 9. CUANTÍA: 

Por su naturaleza este Convenio específico es de cuantía inestimable, sujeto a la disponibilidad y limitaciones presupuestarias de ambas partes.

ARTÍCULO 10. SUSCRIPCIÓN: 

El PJ suscribe el presente Convenio según el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° __-19, celebrada el ___del mes de ______ de 2019, artículo _____.

Ambas partes manifestamos nuestra plena conformidad con todas y cada una de las cláusulas del presente Convenio específico y en señal de aceptación, lo suscribimos en dos ejemplares originales, en idioma español, siendo ambos textos igualmente idénticos.

	__________________
	__________________

	Fernando Cruz Castro
Presidente 
Poder Judicial de Costa Rica

Firmado el ___ de ________ de 2019
	Santiago Muñoz  Machado
Director 
Real Academia Española 

Firmado el ___ de ________ de 2019



[bookmark: _Toc23839781]- 0 -

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Hacer de conocimiento de la licenciada Patricia Bonilla Rodríguez, en su calidad de jefa del Centro Electrónico de Información Jurisprudencial, el presente acuerdo para que se refiera al respecto, dentro del plazo de 5 días hábiles. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO XCI
DOCUMENTO Nº 4717-19, 14211-19
[bookmark: _Toc23839784]El licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, remitió copia del oficio N° 1201-CACMFJ-AGA-2019 del 31 de octubre del 2019, dirigido a la licenciada Karen Lezcano Ovares, Juez Supernumeraria del Área de Gestión y Apoyo, que dice:
“Con atención a los comunicados realizados por su persona vía correo electrónico del 31 de los corrientes, de los cuales se adjuntan copia, sobre la resolución de las diecinueve horas cuarenta y siete minutos del treinta de octubre del dos mil diecinueve del Tribunal Contencioso Administrativo; donde se otorga una medida cautelar bajo la modalidad de provisionalísima, donde suspende las conductas administrativas del acuerdo dispuesto por el Consejo Superior en sesión Nº 84-19, celebrada el 26 de setiembre de 2019,  artículo XIII, así como, la sesión Nº 90-19 celebrada el 17 de octubre de 2019, artículo III y el oficio 1069-CACMFJ-AGA-2019. Por lo anterior, se deja sin efecto lo comunicado mediante oficio 1069-CACMFJ-AGA-2019, sobre la aplicación de la suspensión sin goce de salario del 1° de noviembre del 2019 al 31de diciembre del 2019, inclusive, a la espera de lo que resuelva el Tribunal Contencioso Administrativo.”
- 0 -
[bookmark: _Hlk24533055]En sesión N°84-2019 del 26 de setiembre de 2019, artículo XIII; se declaró parcialmente con lugar el recurso de apelación interpuesto, únicamente en cuanto a la proporcionalidad de la sanción impuesta, por tanto, se confirma el acto administrativo recurrido, en el que se declara con lugar la queja seguida contra la servidora Karen Lezcano Ovares, se califica la falta cometida como gravísima, pero se modifica la sanción a dos meses de suspensión sin goce de salario la cual se ejecutará a más tardar en el mes siguiente a la notificación de este acuerdo. 
Luego, en sesión N° 90-19 del 17 de octubre de 2019, artículo III, se rechazó  por improcedente, el recurso de reconsideración con sus anexos, el cual fue interpuesto por la señora Rita Calderón Alfaro en su condición de Apoderada Especial de la Jueza Contravencional y de Menor Cuantía de Hatillo Karen Lezcano Ovares, contra el acuerdo tomado por este Consejo en la sesión N° 84-2019 del 26 de setiembre de 2019, artículo XIII
Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación hecha por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, dejar en suspenso los acuerdos tomados en sesión Nº 84-19, celebrada el 26 de setiembre de 2019, artículo XIII, así como, la sesión Nº 90-19 celebrada el 17 de octubre de 2019, artículo III el Consejo Superior, y estar a la espera de lo que resuelva el Tribunal Contencioso Administrativo. 2.) Notifíquese el presente acuerdo a las partes del proceso.
El Tribunal de la Inspección Judicial y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XCII
DOCUMENTO Nº 6486-16, 14098-19
[bookmark: _Toc23839786][bookmark: _Toc20748737]En sesión N° 86-19 celebrada el 3 de octubre de 2019, artículo XLVII, se tuvo por rendido el informe N° 1558-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el “resumen de hallazgos y propuesta de plan de trabajo del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba a raíz de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil”, y en lo conducente, se dispuso que el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional en conjunto con el Equipo Gestor de la materia Civil darían seguimiento al desempeño del Juzgado, con la finalidad de que, en caso de ser necesario, se brindaran recomendaciones al Despacho y además se contara con información base para el diseño de los planes de descongestionamiento que desarrolla el Centro. 
El licenciado Erick Monge Sandí, Director interino del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, mediante oficio N° 431-CACMFJ-JEF-2019 del 30 de octubre del 2019, comunicó:
“El Consejo Superior en la sesión No 86-19 del 03 de octubre del 2019, artículo XLVII, aprobó el oficio N°1158-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el resumen de hallazgos y propuesta de plan de trabajo a raíz de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil, específicamente en lo que respecta al Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba dispuso “Dar seguimiento al desempeño del Juzgado, con la finalidad de que, en caso de ser necesario, se brinden recomendaciones al Despacho y además se cuente con información base para el diseño de los planes de descongestionamiento que desarrolla el Centro.”

A esos efectos seguidamente se brinda un detalle de lo informado por el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba con relación a las acciones que estaban pendientes y que la Dirección de Planificación en su momento había indicado que comunicaran su cumplimiento al Centro, para que esta oficina elevara el informe al Órgano Superior. Para mayor detalle ver el Anexo No 1.

Cabe destacar, que el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional en conjunto con el Equipo Gestor de la materia Civil realizan dentro de sus labores ordinaria el seguimiento a los despachos de la materia civil.

Tabla con el contenido de las acciones pendientes y resultados
señalados en el informe 1158-PLA-MI-2019
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
2019

	Actividad 
	Responsable de la Actividad
	Hallazgo
	Propuesta (Qué, quién, cuándo y cómo)
	Responsable de implementar la mejora
	Observaciones

	Tema: Otras actividades

	[bookmark: x__Hlk17360321]1.      Acceso a los sistemas en el Despacho Judicial.
	Dirección de Planificación 
	•Se identificó que las personas juzgadoras de este Despacho Judicial no cuentan con la firma digital.
	•La persona Coordinadora Judicial del despacho, debe comunicarse con la Administración Regional, para coordinar la actualización de las firmas digitales de las personas juzgadoras.
	Persona Coordinadora del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
Administración   Regional
	Completada. Conforme a la respuesta del despacho se indicó: “ya ambos jueces y la Jueza tienen firma digital, el lunes 21 de octubre la obtuvo el licenciado Randall Gómez Chacón, y el viernes 25 de octubre lo hizo el licenciado Yeison Rodríguez Fernández, la licenciada Ana Milena Gutiérrez Rojas ya contaba con ella.”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)



ANEXOS:
	Oficio
	Respuesta del despacho

	Anexo NO 1: Respuesta del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
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Se acordó: Tener por rendido el informe remitido por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, sobre el seguimiento al desempeño del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba a raíz de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil y hacer de conocimiento de la Dirección de Planificación para lo de su cargo. 
El Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba y la Administración Regional de Turrialba, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XCIII
DOCUMENTO Nº 12965-19, 14175-19
[bookmark: _Toc23839788]El máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, mediante oficio N° PJ-DGH-SACJ-2079-19 del 28 de octubre de 2019, comunicó:
“En la sesión N° 82-19 celebrada el 19 de setiembre de 2019, artículo C se nombró en propiedad al señor Jairo Jiménez Sandoval, cédula N° 3-0390-0160, como Juez 2 en el Juzgado Segundo Especializado de Cobro del Primer Circuito Judicial de San José, puesto Nº 367873 a partir del 01 de octubre de 2019.  

Asimismo, en sesión N° 90-19 celebrada el 17 de octubre de 2019, artículo XLVI se nombró nuevamente al señor Jiménez en el Juzgado Especializado de Cobro de Cartago, puesto No. 44076 a partir del 01 de noviembre de 2019.

En razón del nuevo nombramiento del señor Jiménez, se informa que en dicho acuerdo no se solicitó sacar a concurso nuevamente la plaza vacante número 367873 del Juzgado Segundo Especializado de Cobro del Primer Circuito Judicial de San José, por tanto, se hace la observación para lo que a bien se tenga disponer.”

- 0 -
En sesión N° 82-19 celebrada el 19 de setiembre de 2019, artículo C, se nombró en propiedad en la plaza vacante N° 367873 de Juez (a) 2 Cobro del Juzgado Segundo Especializado de Cobro del Primer Circuito Judicial de San José, a partir del 1 de octubre de 2019, al licenciado Jairo Guillermo Sandoval Jiménez.
[bookmark: _Toc21963877]Luego, en sesión N° 90-19 celebrada el 17 de octubre del 2019, artículo XLVI, por mayoría, se nombró en la plaza vacante N° 44076 de Juez (a) 2 Cobro del Juzgado Especializado de Cobro de Cartago, a partir del 1 de noviembre de 2019, al licenciado Jairo Guillermo Jiménez Sandoval.
Se acordó: Tomar nota de la comunicación hecha por la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio N° PJ-DGH-SACJ-2079-19 y sacar a concurso la plaza N° 367873 de Juez(a) 2 en el Juzgado Segundo Especializado de Cobro del Primer Circuito Judicial de San José, en razón del nombramiento del licenciado Jairo Jiménez Sandoval en el Juzgado Especializado de Cobro de Cartago.
El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XCIV
DOCUMENTO N° 5287-17, 14113-19
	El licenciado Erick Monge Sandí, Director interino del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en oficio N° 430-CACMFJ-JEF-2019 del 30 de octubre de 2019, remitió el análisis del oficio 1130-CACMFJ-AGA-2019 de los Planes de Descongestionamiento en los Juzgados Civiles y Tribunales Colegiados, elaborado por el licenciado Fabricio Abarca Fallas, el cual cuenta con el criterio de los gestores en materia civil, que corresponde al periodo de enero a agosto del 2019.
“Por este medio se rinde el informe del seguimiento de los Planes de Descongestionamiento para los Juzgados Civiles, Tribunales Colegiados de Primera Instancia Civiles, asimismo a los Planes de la Sección IV del Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia Civil de San José y a las plazas de Auxiliar de Servicios Generales 2 adscritos temporalmente al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ), a raíz de la Reforma Procesal Civil el 8 de octubre del 2018; en el periodo de enero a agosto del 2019: 

Antecedentes

Acuerdo del Consejo Superior, en la sesión N°4-19 celebrada el 17 de enero del 2019 artículo XLII, conoce la solicitud presentada por la licenciada María Sophia Ramírez Rodríguez, Jueza coordinadora del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, para que autorice sustituir una plaza extraordinaria de persona juzgadora 4, por incapacidad. 

Acuerdo del Consejo Superior, en la sesión N°5-19 celebrada el 23 de enero del 2019 artículo LXII, conoce el oficio 1524-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, relacionado con los permisos con goce de salario para el año 2019.

Acuerdo del Consejo Superior, en la sesión N°11-19 celebrada el 12 de febrero del 2019 artículo LXXIV, que aprueba el oficio 66-CACMFJ-JEF-2019 Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, que permite utilizar los permisos con goce de salario de personas juzgadoras 5 que no aceptaron incorporse al proyecto de civil, para que sean utilizados como juez 4 en un plan para descongestionar los tribunales colegiados. 

Acuerdo del Consejo Superior, en la sesión N°14-19 celebrada el 19 de febrero del 2019 artículo XLV, conoce el oficio 143-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el plan de trabajo para la Sección Cuarta del Tribunal Primero de Primera Instancia Civil.

Acuerdo del Consejo Superior, en la sesión N°21-19 celebrada el 7 de marzo del 2019 artículo XLVI, conoce el oficio 167-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con los planes de trabajo de algunas plazas para el 2019 producto de los movimientos realizados por el nuevo Código Procesal Civil.

Acuerdo del Consejo Superior, en la sesión N°53-19 celebrada el 11 de junio del 2019 artículo XXXVII, conoce el oficio PJ-DGH-CP-041-2019 de la Dirección de Gestión Humana, relacionado la reclasificación temporal de juez (a) 4  a categoria 5 para que realicen labores en los Tribunales de Apelación conforme a la necesidad institucional.

Resultado de los Planes de Descongestionamiento

A continuación, se detalla el seguimiento de los planes de las personas juzgadoras y de las personas técnicas judiciales. 

Juzgados Civiles:

 2.1.1. Para el desarrollo del plan de Descongestionamiento, contó con tres permisos con goce de salario de persona juzgadora categoría 3.

La cuota esperada para el año 2019 del plan de descongestionamiento es fallar 448 procesos a nivel nacional.

El plan de descongestionamiento en los Juzgados Civiles tenía una proyección inicial de fallo para agosto de 267 procesos, logrando dictar 348 resoluciones o sentencias de una cuota ajustada de 227 asuntos, para una producción del 153,55%, logrando atender 19 Juzgados Civiles. Para mayor detalle de la producción por persona juzgadora y avance del plan está contenido en el anexo No 1. 

  Cuadro No 1                                                                                                                                                                                 Labor realizada en los planes de descongestionamiento                                                                                                     en los Juzgados Civiles a nivel nacional
Enero-agosto del 2019

	Tipo de Cuotas
	Total

	Cuota esperada
	267

	Cuota ajustada 
	227

	Cuota Realizada
	348

	Porcentaje de cumplimiento
	153,55%

	Otras Resoluciones 
	0 

	Total, de Procesos recibidos
	482


                                            Fuente: Informes de las personas juzgadoras; planes de trabajo y la matriz de seguimiento. 

[bookmark: _Hlk10713530]Con la metodología de trabajo que se utiliza en estos planes, del total de expedientes recibidos, 48 asuntos fueron devueltos por no estar listos para fallo después de su estudio, causando una afectación en el cumplimiento de la cuota; el tiempo que invierte el juzgador para determinar si el expediente cuenta con algún trámite procesal pendiente que impida dictarse sentencia y por consiguiente no ser considerado dentro de la cuota de producción.

A continuación, se detalla los despachos judiciales atendidos en el plan. 
Cuadro No 2                                                                                                                                                                                 Despachos atendidos en los planes de descongestionamiento                                                                                                     en los Juzgados Civiles a nivel nacional
Enero-agosto del 2019
                                  Fuente: Informes de las personas juzgadoras; planes de trabajo y la matriz de seguimiento. 
[bookmark: _Hlk10713591]2.1.2. Con el cambio en las estructuras producto de la entrada en vigencia de la Reforma Procesal Civil, quedaron adscritas temporalmente al CACMFJ tres plazas de Auxiliar de Servicios Generales 2, que colaboran en los Juzgados Primero, Segundo y Tercero Civil de San José, así dispuesto por el Órgano Técnico. Ver anexo No 2 para mayor detalle de los planes.

Las tres plazas logran una producción del 116,75%, realizando 27027 trámites de una cuota ajustada de 23150. Atendiendo a 8485 usuarios con un tiempo de atención de 1071:23:12 horas, asimismo realizando además otro tipo de labores con 17429 diligencias. Para mayor detalle de la producción por persona juzgadora está contenido en el anexo No 3.

Cuadro N° 3
Resultado del plan de trabajo de las plazas ordinarias de la Jurisdicción
Civil que se trasladaron temporalmente a este Centro
Enero-agosto 2019

	Plaza N°
	Cuota esperada
	Cuota ajustada
	Cuota realizada
	Porcentaje de Rendimiento
	Atención de usuario y otras labores

	Karol Agüero Aguilar (43826)
	8500
	7750
	8284
	106,89%
	Usuarios atendidos:  2969 personas, inicia el control del tiempo de atención de los usuarios el día 28 de marzo: 279:08:12 horas y con 1779 diligencias de otras labores, como: Localizar expediente, recibir y distribuir correo, certificaciones, escaneo de documentos, archivar documento entre otros con diligencias.

	Shirley Solano Sánchez (44097)
	8500
	7850
	11185
	142,48%
	Usuarios atendidos:  2220 personas, inicia el control del tiempo de atención de los usuarios el día 28 de marzo: 462:14 horas y con 14078 diligencias de otras labores, como: Localizar expediente, recibir y distribuir correo, certificaciones, escaneo de documentos, archivar documento entre otros con diligencias.

	Giovanny Sánchez Barrantes del 1 al 14 de enero y Rita Méndez Rivera 15 al 31 de enero hasta agosto del 2019 (44086)
	8500
	7550
	7558
	100,11%
	Usuarios atendidos:  3296 personas, inicia el control del tiempo de atención de los usuarios el día 28 de marzo: 330:01 horas y con 1572 diligencias de otras labores, como: Localizar expediente, recibir y distribuir correo, certificaciones, escaneo de documentos, archivar documento entre otros con diligencias.

	Total
	25500
	23150
	27027
	116,75%
	Usuarios Atendidos:  8485, tiempo de atención a los usuarios 1071:23:12 y con 17429 diligencias de otras labores.


Fuente: Informes de las personas juzgadoras y técnicas judiciales; Matriz de indicadores de gestión, planes de trabajo y la matriz de seguimiento.

Tribunales Colegiados:

 2.2.1. El plan de descongestionamiento inicia en enero con 7 plazas de personas juzgadora categoría 4 del CACMFJ y 2 plazas extraordinarias, para febrero se cuenta con 4 plazas de categoría 4 con permiso con goce de salario, para agosto se cuenta con 2 plazas extraordinarias y una plaza con permiso.

La cuota esperada para el año 2019 para el plan de descongestionamiento es fallar 447 procesos a nivel nacional, cabe mencionar que se realizó el ajuste en la cuota esperada por las siguientes razones:

La recalificación temporal de 7 plazas de persona juzgadora categoría 4 a 5 a partir de agosto, según el acuerdo del Consejo Superior, en la sesión N°53-19 celebrada el 11 de junio del 2019 artículo XXXVII.

Por la no continuidad de 3 permisos con goce de salario de personas juzgadora categoría 4; dado que, ninguna persona juzgadora de categoria 4 aceptó el permiso con goce de salario.

A partir de agosto la única sección del plan atiende procesos complejos, aprobado en el acuerdo del Consejo Superior en sesión No 84-19, celebrada el 26 de setiembre del 2019, artículo LXXXIV. 

[bookmark: _Hlk10714520]El plan de descongestionamiento en los Tribunales Colegiados, tenía una proyección de fallo para agosto de 246 procesos logrando dictar 178 resoluciones o sentencias de una cuota ajustada de 182 asuntos (para el ajuste de la cuota se toman: vacaciones, permisos, incapacidades y el tiempo de las sustituciones de categoría 4 extraordinarias), para una producción del 97,57%, asimismo se atendieron 7 Adiciones y aclaraciones. Para mayor detalle de la producción por persona juzgadora y el avance del plan está contenido en el anexo No 4.

Cuadro No 4                                                                                                                                                                              Labor realizada en los planes de descongestionamiento                                                                                                     en los Tribunales Colegiados a nivel nacional
Enero-agosto del 2019

	Tipo de Cuotas
	Total

	Cuota esperada
	246

	Cuota ajustada 
	182

	Cuota Realizada
	178

	Porcentaje de cumplimiento
	97,57%

	Otras Resoluciones 
	7

	Total, de Procesos recibidos
	235


                                   Fuente: Informes de las personas juzgadoras; planes de trabajo y la matriz de seguimiento.

En el siguiente cuadro puede observarse los despachos atendidos por el plan:

Cuadro No 5                                                                                                                                                                             Despachos atendidos en los planes de descongestionamiento                                                                                                     en los Tribunales Colegiados a nivel nacional
Enero-agosto del 2019
                                  Fuente: Informes de las personas juzgadoras; planes de trabajo y la matriz de seguimiento. 
[bookmark: _Hlk10717312][bookmark: _Hlk11689506]
Cabe destacar, que el cumplimiento de la cuota esperada en el plan se ve afectada a raíz del acuerdo del Consejo Superior, donde el CACMFJ debe suplir las incapacidades de las personas juzgadoras categoría 4 en los Tribunales Colegiados (plazas extraordinarias). Para mayor detalle ver anexo No 5.

Al no contar con las secciones completas por las sustituciones realizadas en los tribunales colegiados por las personas juzgadoras, se dejaron de atender un total de 44 expedientes, cantidad que no se logra rebajar a los procesos que se encuentran en estudio en el plan. 

A continuación, se detalla los Tribunales Colegiados a los que se le brindo colaboración con incapacidades desde enero hasta julio del 2019:

[bookmark: _Hlk10717374]Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica sede Limón. 

Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste sede Liberia.

Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Alajuela.

Tribunal Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil de San José.

Al Plan de la Sección IV (Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia Civil de San José).

Es importante indicar que, con la metodología de trabajo que se utiliza en estos planes, del total de expedientes recibidos, 51 asuntos fueron devueltos por no estar listos para fallo después de su estudio, causando una afectación en el cumplimiento de la cuota; el tiempo que invierte el juzgador para determinar si el expediente cuenta con alguna omisión que impida dictar sentencia no es considerado dentro de la cuota de producción.

2.1.2. Producto de la Reforma Procesal Civil, se creó la Sección IV del Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia Civil de San José (3 personas Juzgados y 3 personas Técnicas Judiciales).

2.1.2.1 Plan de descongestionamiento de fallo: Se encuentra conformado por 3 personas juzgadoras de categoría 4 de la Sección IV, con un plan de descongestionamiento que fue aprobado por el Consejo Superior desde marzo hasta julio del presente año, para fallar procesos de los Tribunales Primero y Segundo Colegiados de Primera Instancia Civil de San José. Para mayor detalle ver anexo No 6.

El plan de descongestionamiento de la sección IV, tenía una proyección de fallo de 90 procesos logrando dictar 58 resoluciones o sentencias de una cuota ajustada de 50 asuntos, para una producción del 116,82%. Para mayor detalle de la producción por persona juzgadora está contenido en el anexo No 7.

Cuadro No 6
Labor de la Sección IV Tribunal Colegiado
Enero-julio del 2019

	Tipo de Cuotas
	Total

	Cuota esperada
	90

	Cuota ajustada 
	50

	Cuota Realizada
	58

	Porcentaje de cumplimiento
	116,82%

	Total, de Procesos recibidos
	76


       Fuente: Informes de las personas juzgadoras; Matriz de indicadores de Gestión, planes de trabajo y la matriz de seguimiento.

2.1.2.2 Plan de descongestionamiento de firma: Conformado con 3 plazas de personas técnicas judiciales de la Sección IV y 1 plaza de persona juzgadora categoría 4 del CACMFJ; con un plan de trabajo elaborado por la Dirección de Planificación, iniciando en febrero colaborando con los Tribunales Primero y Segundo Colegiados de Primera Instancia Civil de San José. Para mayor detalle ver anexo No 8.

La plaza de persona juzgadora del Plan de Descongestionamiento de firma, logra firmar 679 procesos de una cuota ajustada de 2301 asuntos para una producción del 29,50%, asimismo colabora con el Tribunal Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil de San José, resolviendo 22 procesos; finalizando el plan en mayo del 2019; ya que, se le pasaron a las 3 personas técnicas judiciales del plan asuntos complejos para tramitar.

Cuadro No 7
Rendimiento del plan de descongestionamiento en firma y 
otro en los Tribunales Primero y Segundo Colegiados
Enero-mayo del 2019

	Personas juzgadoras que ocuparon la plaza de persona juzgadora de tramite
	Cuota esperada
	Cuota ajustada
	Cuota realizada
	Porcentaje de Rendimiento
	observaciones

	Johanna Montealegre Cortés, Rolando Porras Mejias y Sergio Huertas Ortega.      
	3135
	2301
	679
	29,50%
	Colabora con el fallo en 22 procesos. Se les asignaron procesos complejos.


Fuente: Informes de la persona juzgadora; planes de trabajo y la matriz de seguimiento

Las plazas 3 plazas de persona técnicas Judiciales, logran una productividad del 50,11%, con el proveído de 2328 procesos de una cuota ajustada de 4646. Se devolvieron 126 asuntos, causando una afectación en el cumplimiento de la cuota; ya que, el tiempo que se invierte determinando la diligencia que se le debe realizar, pero no se encontraba listo para proveer y es tiempo que se utilizado dentro del plan y que no es considerado dentro de la cuota de producción. Asimismo, se les asignaron algunos procesos complejos.

A continuación, se presenta el rendimiento del plan: 

Cuadro No 8
Rendimiento del plan de descongestionamiento en proveído 
en los Tribunales Primero y Segundo Colegiados
Enero-julio del 2019

	Plaza y Persona destacada
	Cuota esperada
	Cuota ajustada
	Cuota realizada
	Porcentaje de Rendimiento
	observaciones

	Uzziel Watson Moncada (44638)
	2220
	1539
	807
	58,42%
	[bookmark: _Hlk10724149]Se les asignaron procesos complejos. Es importante indicar, por no estar listos para proveer algunos procesos recibidos y analizados, se devolvieron 126 asuntos (92 de la plaza 44638, 26 de la plaza 43856 y 8 de la plaza 56357), causando una afectación en el cumplimiento de la cuota; ya que, el tiempo que se invierte determinando la diligencia que se le debe realizar, pero no se encontraba listo para proveer y es tiempo que se utilizado dentro del plan y que no es considerado dentro de la cuota de producción. 

	Andrea Campos Espinoza (43856)
	2220
	1523
	776
	52,65%
	

	Randall Ferllini Bermúdez (56354)
	2220
	1584
	685
	43,75%
	

	Total
	6660
	4646
	2328
	50,11%
	


Fuente: Informes de las personas técnicas judiciales; Matriz de indicadores de Gestión, planes de trabajo y la matriz de seguimiento.

Logros de los Planes de Descongestionamiento:

Plan de Descongestionamiento para los Juzgado Civiles:

3.1.1. Las 3 personas juzgadoras dictaron 348 resoluciones o sentencias de las 227 esperadas, para una producción de 153,55%; colaborándole a 19 Juzgados Civiles. 

3.1.2 Las 3 plazas de Auxiliar de Servicios Generales 2, logran una productividad del 116,75%, realizando 27027 diligencias de una cuota ajustada de 23150. Atendiendo a 8485 usuarios con un tiempo de atención de 1071:23:12 horas, asimismo realizando además otro tipo de labores con 17429 diligencias.

El Plan de Descongestionamiento para los Tribunales Colegiados:

3.2.1 Las personas juzgadoras del Plan de Descongestionamiento de Fallo, logran dictar 178 resoluciones o sentencias de una cuota ajustada de 182 asuntos, para una producción del 97,57%, asimismo se atendieron 7 adiciones y aclaraciones, colaborándole a los 12 tribunales Colegidos. 

Las personas juzgadoras del Plan de Descongestionamiento de la Sección IV (Fallo), logran dictar 58 resoluciones o sentencias de una cuota ajustada de 50 asuntos, para una producción del 116,81%.   

Con el acuerdo del Consejo Superior, donde el CACMFJ debe sustituir las plazas extraordinarias de persona juzgadora categoría 4 en los Tribunales Colegiados por incapacidades, dejando de atender 44 procesos. Se logró la atención de los siguientes despachos:

Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica sede Limón. 

Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste sede Liberia.

Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Alajuela.

Tribunal Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil de San José.

Al Plan de la Sección IV (Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia Civil de San José).

Actualmente el plan se encuentra atendiendo 5 procesos del: Tribunal Primero Colegiado de Primera Instancia Civil de San José, Tribunal Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil de San José, Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil de Pérez Zeledón y Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil de Nicoya.

Anexos:

	Anexo No1: Plan de Descongestionamiento en los Juzgados Civiles a nivel nacional y avance.
	


	Anexo No2: Plan de trabajo de las plazas ordinarias de la Jurisdicción Civil que se trasladaron temporalmente a este Centro.
	


	Anexo No3: Labor de las plazas ordinarias de la Jurisdicción Civil que se trasladaron temporalmente a este Centro. (Auxiliar de Servicios Generales 2).
	


	Anexo No4: Plan de Descongestionamiento en los Tribunales Colegiados de Primera Instancia Civiles a nivel nacional y avance.
	


	Anexo No5: Sustituciones realizadas por el Plan de Descongestionamiento para las plazas extraordinarias de los tribunales colegiados.
	


	Anexo No6: Plan de trabajo para la sección IV en los Tribunales Primero y Segundo Colegiado de Primera Instancia Civiles de San José.
	


	Anexo No7: Labor de la sección IV en los Tribunales Primero y Segundo Colegiado de Primera Instancia Civiles de San José, personas juzgadoras.
	


	Anexo No8: Plan de trabajo para el plan de descongestionamiento de firma y modificaciones 2019.
	




- 0 -
	En sesión N° 4-19 celebrada el 17 de enero de 2019, artículo XLII, se mantuvo lo resuelto por este órgano superior en sesión N° 89-18 celebrada el 11 de octubre de 2018, artículo XLI, en consecuencia, se le denegó la gestión. Para garantizar el buen servicio público, así como maximizar el uso de los recursos institucionales, debió el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, brindar atención de forma prioritaria a casos como el señalado y dotar del personal Supernumerario necesario para evitar obstaculización de los procesos judiciales.
	Seguidamente, en sesión N° 5-19 celebrada el 23 de enero de 2019, artículo LXII, la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en oficio 07-CACMFJ-JEF-2019 del 9 de enero de 2018, en el que hizo conocimiento los formularios firmados así como los números de plazas, servidores (as) y funcionarios (as) que atendieron los proyectos estratégicos que se ejecutaron durante el 2019, en materia Laboral, Civil y de Cobro, en atención al acuerdo tomado en sesión extraordinaria N° 110-18, celebrada el 19 de diciembre del 2018, artículo I.
Posteriormente, en sesión N°11-19 celebrada el 12 de febrero de 2019, artículo LXXIV, se autorizaron los permisos aprobados en sesión N° 110-18 celebrada el 19 de diciembre del 2018, artículo I, para que los proyectos de categoría de Juez 5 sean utilizados en proyectos de categoría de Juez 4.
	En sesión N°14-19 celebrada el 19 de febrero de 2019, artículo XLV, se aprobó el plan de trabajo propuesto para los jueces en los periodos y con las cuotas de trabajo que indicó el estudio; ampliando así la competencia de las plazas 378870, 378871 y 378872, por el plazo señalado, en el que atendió los procesos del Tribunal Primero y Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil de San José. Además, se aprobó el plan de trabajo propuesto para los técnicos judiciales y el recurso de Juez 4 aportado por el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en los periodos y con las cuotas de trabajo indicadas en el estudio;  ampliando así la competencia de las plazas 44638, 43856 y 56354, por el período señalado para que atienda escritos, resoluciones de trámite y demandas nuevas de los procesos del Tribunal Primero y Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil de San José.
	También, en sesión Nº 21-19 celebrada el 7 de marzo de 2019, artículo XLVI, se aprobó los cronogramas de trabajo para las plazas de Auxiliar de Servicios Generales 2 números 43826, 44097, 44086, 43814, 43850, así como para las plazas extraordinarias de Técnico Judicial 1 números 378865, 378866 y 378867, en los períodos, funciones y con las cuotas de trabajo recomendadas. Además, se denegó la solicitud de la Dirección de Planificación de realizar de manera oficiosa las variaciones en los planes de trabajo propuestos y/o nombramientos, por lo que las modificaciones a los citados planes deberán ser comunicados de previo para su aprobación a este Consejo.
	Finalmente, en sesión N° 53-19 celebrada el 11 de junio de 2019, artículo XXXVII, se acogió el acuerdo tomado por el Consejo de Personal en sesión N° 06-2019 celebrada el 07 de mayo de 2019, artículo V y remitido por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-CP-041-2019 de 29 de mayo de 2019, relacionado con reclasificación de las plazas de personas juzgadoras del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.
Se acordó: Tener por rendido el informe 430-CACMFJ-JEF-2019 del 30 de octubre de 2019, suscrito por licenciado Erick Monge Sandí, Director interino del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, relacionado con los Planes de Descongestionamiento en los Juzgados Civiles y Tribunales Colegiados, correspondiente al periodo de enero a agosto del 2019. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc23839790]ARTÍCULO XCV
DOCUMENTO Nº 7213-18
[bookmark: _Toc23839793]Conoce este Consejo, acuerdo tomado por la Corte Plena, en la sesión N° 42-19 celebrada el 7 de octubre del año 2019, artículo XXIII, que dice:
[bookmark: _Toc23839792]“ENTRA LA MÁSTER KATTIA MORALES NAVARRO, DIRECTORA DE TECNOLOGÍA DE LA INFORMACIÓN. 

Documento N° 7213-18

El Consejo Superior en sesión N° 70-19 celebrada el 8 de agosto del año en curso, artículo IV, tomó el acuerdo que literalmente dice:

“La máster Kattia Morales Navarro, Directora de la Dirección de Tecnología de la Información, en oficio N° 1294-DTI-2019 del 27 de mayo del 2018, comunicó:

[bookmark: _Hlk524418329]“Con el fin de que se haga del estimable conocimiento de los señores miembros del Consejo Superior y, en seguimiento al acuerdo tomado por dicho órgano, en la sesión No. 32-19 celebrada el 9 de abril de 2019, “artículo LXVII”, se presenta la siguiente solicitud de reconsideración y en este mismo acto, se le solicita no elevar a discusión de la Corte Plena el acuerdo del Consejo Superior, hasta que ese órgano conozca esta reconsideración.

En dicha sesión, el Consejo Superior acuerda:

“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° 35-OCITRA-2019 de la Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción. 2.) Reiterar la Circular N° 173-18 sobre la Política de Seguridad de la Información, dirigida a todas las autoridades judiciales del país. 3.) Solicitar a la Corte Plena la modificación de la Política de Seguridad de la Información, con respecto a que la Oficina de Control Interno deba “Velar por que los riesgos de seguridad de la información sean gestionados adecuadamente y elevar los resultados obtenidos, acciones o estrategias al Subcomité Institucional de Seguridad de la Información”; dado que la gestión de riesgos va enfocada a la funcionalidad de las actividades de control y la implementación de las gestiones para administrar los riesgos valorados, funciones responsabilidad de la Dirección de Tecnología de la Información, mientras que el rol de la OCITRA va más dirigido a brindar asesoría, acompañamiento y supervisión. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Corte Plena, el Comité Gerencial de Informática, la Auditoría y la Dirección de Tecnología de la Información. Se declara este acuerdo firme.”

Como primer punto, debe aclararse que el informe presentado por la Oficina de Control Interno, Transparencia y Anticorrupción, en oficio Nº 035-OCITRA-2019, hace un análisis de una serie de instrumentos y prácticas que esta Dirección en conjunto con la empresa asesora, utilizaron dentro del marco de un proyecto específico para la generación del Sistema de Gestión de la Seguridad de la Información (SGSI por sus siglas en inglés) utilizando la práctica internacional ISO 27001 y otras relacionadas.

Este esfuerzo, fue específico para obtener los productos propios del proyecto y en nada sustituyen lo definido institucionalmente en cuanto a las plantillas, modelo o demás elementos definidos en el marco del SEVRI.

En otras palabras, la OCITRA, practicó un análisis a documentación propia de un proyecto, que como bien ellos mismos manifiestan, se condujo en apego a una mejor práctica internacional.  Y dicho estudio, no profundiza en si las oficinas judiciales ya incluyeron como parte de sus SEVRI, elementos de seguridad de la información en los términos en que lo establece la política institucional aprobada.

Ahora bien, específicamente sobre el punto 3, esta Dirección considera necesario aclarar que la Política de Seguridad de la Información aprobada por la Corte Plena, que se basa en la práctica internacional ISO 27001 y el conjunto de normas relacionadas, permite al Poder Judicial cumplir con la regulación de la Contraloría General de la República contenidas en las Normas técnicas para la gestión y el control de las tecnologías de información, que en el Capítulo I, Normas de aplicación general, apartado 1.4 Gestión de la seguridad de la información, establece lo siguiente:

“La organización debe garantizar, de manera razonable, la confidencialidad, integridad y disponibilidad de la información, lo que implica protegerla contra uso, divulgación o modificación no autorizados, daño o pérdida u otros factores disfuncionales. 

Para ello debe documentar e implementar una política de seguridad de la información y los procedimientos correspondientes, asignar los recursos necesarios para lograr los niveles de seguridad requeridos y considerar lo que establece la presente normativa en relación con los siguientes aspectos: 

La implementación de un marco de seguridad de la información. 

El compromiso del personal con la seguridad de la información. 

La seguridad física y ambiental. 

La seguridad en las operaciones y comunicaciones. 

El control de acceso. 

La seguridad en la implementación y mantenimiento de software e infraestructura tecnológica. 

La continuidad de los servicios de TI. 

Además debe establecer las medidas de seguridad relacionadas con: 

El acceso a la información por parte de terceros y la contratación de servicios prestados por éstos. 

El manejo de la documentación. 

La terminación normal de contratos, su rescisión o resolución. 

La salud y seguridad del personal. 

Las medidas o mecanismos de protección que se establezcan deben mantener una proporción razonable entre su costo y los riesgos asociados.” 

Nótese que la norma señalada, habla de la seguridad de la información y no de la seguridad informática, que aunque se relacionan e interactúan, no son lo mismo.  

En este sentido, la seguridad informática es la aplicación específica de mecanismos técnicos orientados a proteger la información que transita por medios digitales, mientras que la seguridad de la información se encarga además de esos elementos, de todo lo relacionado con la información en cualquiera de los estados en que se presente, sean físicos, como impresiones, copias, papelería original, así como de establecer los mecanismos para que las personas que tienen acceso a la información, tengan prácticas y una cultura orientada a su protección.

Debe recordarse, que la información es uno de los activos más valiosos que posee el Poder Judicial y debe ser protegida en sus dimensiones de integridad, disponibilidad y la confidencialidad.

Por ende, la seguridad de la información es un elemento más extenso a nivel organizacional y no se circunscribe únicamente al ámbito de protección operativa y técnica que puede brindar esta Dirección.

En resumen, la seguridad de la información integra toda la información independientemente del medio en el que esté, mientras que la seguridad informática se ocupa únicamente de la protección de las instalaciones, equipos y otros dispositivos informáticos y de la información que se contiene en medios digitales y que custodia en servidores y bases de datos.  Debido a lo cual, se considera que la observancia del cumplimiento de la política en cuanto a que las oficinas incluyan la dimensión de la seguridad de la información como parte de los análisis de sus respectivos SEVRI, es una responsabilidad que no es de esta Dirección.

Desde esta perspectiva, trasladar la responsabilidad a esta Dirección, disminuye la efectividad de los análisis que institucionalmente deben llevarse a cabo para proteger al Poder Judicial de las pérdidas de su información, especialmente en aquellos medios que no son informáticos, además de que practicar la gestión de riesgos en cada oficina del Poder Judicial, escapa del ámbito de nuestras competencias.

Adicionalmente a lo expresado con anterioridad, debe tenerse presente lo que establece la ley Nº 8292, Ley de Control Interno, donde se indica que es “[…] responsabilidad del jerarca y del titular subordinado establecer, mantener, perfeccionar y evaluar el sistema de control interno institucional.” 

Para ello, según se indica en la página web de la oficina de Control Interno (https://controlinterno.poder-judicial.go.cr/index.php/informacion-general) el Poder Judicial:

“A través de la Oficina de Control Interno - Transparencia, la Corte Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial dan una clara muestra del apoyo superior al sistema de control interno, que es una condición indispensable para el éxito de la organización.”

Y con mayor claridad, detalla las siguientes responsabilidades:

“- Implementar y procurar la mejora continua del sistema de control interno, en coordinación con las personas jerarcas de la organización, entra las cuales podemos citar: integrantes de Corte Plena y Consejo Superior, jefaturas del ámbito jurisdiccional, Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, así como del ámbito administrativo.

-Ejecutar un programa de capacitación constante para la formación de las personas que laboran en el Poder Judicial en materia de control interno y gestión de riesgos

-Formar y asesorar los equipos de gestión de riesgos en todos los despachos y oficinas judiciales del país, utilizando el marco orientador y la metodología del Sistema específico de valoración del riesgo institucional, SEVRI-PJ, que fueron aprobados por la Corte Plena y el Consejo Superior.

- Ejecutar los proyectos definidos por la Comisión de Transparencia y, que buscan blindar a la organización frente a las amenazas generadas por la corrupción y la delincuencia organizada.”

Concordantemente con esto, obsérvese, que lo aprobado por la Corte Plena en la Política de Seguridad es que la Oficina de Control interno deberá “Velar por que los riesgos de seguridad de la información sean gestionados adecuadamente y elevar los resultados obtenidos, acciones o estrategias al Subcomité Institucional de Seguridad de la Información” (la negrilla no es parte del original)

En este sentido, el verbo utilizado “velar” según la Real Academia de la Lengua Española, se refiere a “observar atentamente o vigilar”, por lo que lo establecido en la Política no es para que la OCITRA realice la gestión de riesgos en cada oficina, sino que observe que en las oficinas, la dimensión de la seguridad de la información sea considerada en la identificación, análisis y gestión de los riesgos y en caso de que detecte alguna situación de importancia, eleve los resultados a las instancias que pueden tomar decisiones sobre la gestión realizada.

Por lo anterior, esta Dirección considera que debe mantenerse lo establecido en la Política de Seguridad de la Información tal cual fue aprobada por la Corte Plena, en virtud de que, a la Oficina de Control Interno le corresponde velar por el cumplimiento de las actividades que las diferentes oficinas lleven a cabo para aplicar el ambiente de control.

De igual manera, se le solicita no aprobar las recomendaciones dirigidas a esta Dirección en el sentido de que nuestro ámbito de responsabilidad no abarca la gestión de riesgos de la seguridad de la información institucional, sino que se circunscribe al ámbito técnico específico de la información custodiada en servidores y bases de datos, así como a la aplicación de controles informáticos.”
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Se acordó:  1.) Acoger la solicitud de reconsideración planteada por la Dirección de Tecnología y entendiendo las diferencias existentes entre la seguridad informática y la seguridad de la información, término este último que es más amplio por referirse al conjunto de normas, lineamientos, la cultura organizacional y la definición de la dirección estratégica institucional en cuanto al aseguramiento de su información, se deja sin efecto el punto 3 del acuerdo tomado por este Consejo en la sesión No. 32-19 celebrada el 9 de abril de 2019, artículo LXVII.  Por consiguiente, deberá la Oficina de Control Interno, definir los mecanismos mediante los cuales se asegure que las oficinas y despachos judiciales integren en su gestión de riesgos la temática de seguridad de la información. 2.) Solicitar a la Corte Plena la modificación de la Política de Seguridad de la Información, con respecto a que la Oficina de Control Interno deba “Velar por que los riesgos de seguridad de la información sean gestionados adecuadamente y elevar los resultados obtenidos, acciones o estrategias al Subcomité Institucional de Seguridad de la Información.”, para que en su lugar se indique que debe “Velar por que los riesgos de seguridad de la información sean gestionados adecuadamente por las oficinas y despachos judiciales y elevar los resultados obtenidos, acciones o estrategias, cuando así corresponda al Consejo Superior.”  3.) Hacerlo de conocimiento de la Corte Plena, el Comité Gerencial de Informática, la Dirección de Tecnología de la Información, la Oficina de Control Interno, la Dirección de Planificación y de la Auditoría. Se declara este acuerdo firme.”
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Indica el Presidente, magistrado Cruz: “Es un acuerdo del Consejo Superior que solicita se modifique la Política de Seguridad de la Información. El Consejo nos lo envía porque tiene que hacerse una reforma a una norma reglamentaria que tiene una relativa trascendencia, y por eso consideré importante que estuviera aquí la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información para que se refiriera al tema.

El Consejo Superior nos solicitó modificar la Política de Seguridad de la Información con respecto a la Oficina de Control Interno y pide una variación, a ese tema se referirá la máster Morales Navarro, y la trascendencia o el contexto de esa modificación".

Se le concede el uso de la palabra a la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, quién expone: “El tema es sobre la Política de Seguridad de la Información que ya había sido aprobada por Corte Plena, esta política lo que pretende es regular el uso de la información, tanto tecnológica como en papel.

A nivel de Tecnología de la Información hemos impulsado la Política de Seguridad de la Información, y fue desarrollada en conjunto con el área de gobierno y control de la Dirección de Tecnología, que está a cargo del máster Michael Jiménez Ureña, y a raíz de ella empezaron a surgir un conjunto de directrices que permiten asegurar el uso de la información en la institución.

Esta política nace primeramente a nivel de despachos jurisdiccionales, y en una segunda etapa vamos a estar trabajando en despachos administrativos y luego en el ámbito auxiliar de justicia, sin embargo, la política sale a nivel general, porque es una política general institucional sobre el tema de la información.

Dentro de las responsabilidades de esta política, que ya está en vigencia, y que ya incluso ha sido aprobadas por el Consejo Superior las diversas directrices que la acompañan, están las competencias del órgano de control, que es Control Interno. Entre esas responsabilidades que establece la política, en su momento se dejó que al órgano de control le correspondía velar porque los despachos jurisdiccionales incluyeran dentro del Sistema Específico de Valoración del Riesgo Institucional (SEVRI-PJ), los riesgos con respecto a la información que ellos manejan.

Control Interno solicitó una reconsideración al Consejo Superior, indicando que eso no era responsabilidad de ellos, sino que era responsabilidad de la Dirección de Tecnología de Información. 

Nosotros -don Michael Jiménez me ayudó- en una reunión que tuvimos con el Consejo Superior para explicarles la diferencia que hay entre seguridad informática, que sí es responsabilidad de la Dirección de Tecnología de la Información, cuidarnos ante los hackers, resguardar la información, tener respaldos, resguardar las computadoras, tener antivirus; eso es seguridad informática.

La seguridad propiamente de la información, la información que ustedes tienen en sus computadoras, la información que imprimen en sus despachos, la información que tienen sobre su escritorio; muchas veces que los jueces o auxiliares de Justicia tienen expuesta, y que no logramos ver la relevancia que tiene el impacto de que esa información sea utilizada por personas externas que pueden dar un mal uso de la misma.

Entonces, realmente los responsables de la información somos todos, todos los que tenemos en nuestras computadoras, en nuestros celulares, en nuestro escritorio, información concerniente a la institución o a los casos que nosotros tramitamos.

Luego de esta explicación, con el Consejo Superior llegamos al acuerdo de modificar la política en el sentido de que lo único que cambia es la responsabilidad. Entonces, realmente la responsabilidad de incluir dentro del SEVRI-PJ los riesgos asociados con seguridad de la información es de los despachos, y le corresponde a Control Interno velar porque los despachos lo identifiquen, entonces esta es la modificación.

Al principio estaba que era de Control Interno velar por los riesgos, pero se modificó para que sean los despachos los responsables de incluir los riesgos, y Control Interno velar por que en los SEVRI-PJ vengan identificados esos riesgos respecto de la información, es el único cambio que tiene la política en cuestión. ¿Si tienen alguna duda?".

Dice el Presidente, Magistrado Cruz: “¿Alguna observación o interrogante sobre lo que se plantea? Es una variación en cuanto al órgano responsable. ¿Les parece? ¿Estamos de acuerdo?”.

Manifiesta la Magistrada Aragón Cambronero: "Me queda una duda, pero tiene que ver con el resguardo de los datos sensibles, que eso ha sido todo un tema para efectos de la publicación sobre todo de sentencias. Por ejemplo, cuando se trata de sentencias orales uno les da a las partes el disco que contiene la información y ese disco circula. 

No sé en ese estricto sentido de lo que es la información -digamos así- en materia de oralidad, ¿hasta dónde puede llegar la obligación o el deber del despacho, que está en la obligación de darle al justiciable el disco con el contenido íntegro de la resolución que se dictó de manera oral, por ejemplo?

Tal vez usted me puede aclarar, y esto va relacionado con la actividad que realiza el Digesto de Jurisprudencia en materia de publicación de las resoluciones, que creo también hay una responsabilidad en la protección de esos datos, que ha sido de discusión toda la vida a quién le corresponde ese resguardo".

Contesta la máster Morales Navarro: “Con respecto al tema de oralidad, estamos en un proyecto conjunto con el Centro de Información Jurisprudencial en este momento, precisamente para analizar el impacto que esto está teniendo sobre la jurisprudencia y sobre el resguardo y disposición de esta información.

Nosotros, hasta donde tenemos entendido, la reglamentación lo que dice es que tienen acceso las partes, y al ser las partes ellos hacen ya un uso indebido de esa información, de ahí en adelante nosotros como funcionarios -digamos- no llega hasta ahí la responsabilidad. El problema es cuando la información se brinda a terceros que no tienen parte en el juicio.

De hecho, hay un proyecto actual de la Dirección de Tecnología que dado que entró la materia Civil y Laboral en forma electrónica y oral, vamos a tener, espero que a partir de diciembre, porque ya está casi todo listo en el proyecto, para que a través de Gestión en Línea se pueda ver los audios y vídeos, pero a través de la clave de Gestión en Línea, o sea, solo las personas que son parte en el proceso van a poder tener acceso.

Ahí estamos resguardando desde la Dirección de Tecnología de la Información la información, ayudando a crear mecanismos para resguardarlas. 

Los discos compactos tienen que entregarse a las partes únicamente cuando tienen datos sensibles, y cuando se determina que no son datos sensibles de acuerdo con la legislación, esos si se pueden dar.

Todo el tema va a quedar debidamente automatizado en este nuevo proyecto que estamos proponiendo ambas oficinas, la Dirección de Tecnología de la Información y el Centro de Información Jurisprudencial, para lograr tener la jurisprudencia que está en medios orales, a través del Sistema de Jurisprudencia y ellos son los que van a hacer el análisis de si tiene datos sensibles o no.

Por el momento en esta primera etapa, los que tienen datos sensibles no se dictarían, porque eso implica modificar el audio y el vídeo, y se ocuparía todo un proceso de edición del audio y el vídeo, pero en una segunda etapa se plantearía la edición para poder tener toda la información dentro de los sistemas".

Agrega la suplente Aragón Cambronero: "Una adicional, porque esto es muy relativo, que uno les da el disco a las partes, es cierto, pero dentro de la oralidad está incita también la publicidad, las audiencias son públicas ¿Eso no está regulado?".

Responde la máster Morales Navarro: "El reglamento realmente lo que hace es normar la información, si ya la legislación, el proceso o el código determina que los juicios son orales y públicos, digamos que no hay problema en que se puedan obtener, porque no está regido por acá. 

El tema es que muchas veces tenemos información sensible, digamos, una sentencia que está en proyecto, o incluso las sentencias que ya están públicas y que no tienen datos sensibles, no tengo problema en tenerla sobre mi escritorio o que alguien se la lleve, porque ya es pública.

El tema es que dentro de este ejercicio que se hizo para crear la Política de Seguridad de la Información, y que se ubicó primeramente en los despachos jurisdiccionales, la primera fase fue determinar cuál era la información sensible, cuál es la información que tiene que estar custodiada, porque no es toda. Cada una de las materias determinó cuál era su información sensible y está recogida dentro de todo el trabajo que se hizo.

Entonces la política viene a decir cómo resguardamos esa información sensible, todo está en el Sistema de Gestión. Entonces, el Sistema de Gestión toda su información tiene que resguardarla ante terceros, ante hackeos, ante ciertas cosas y como directrices mantener el escritorio limpio, no tener papales importantes que no sean públicos sobre el escritorio; toda la política y sus directrices van asociadas a esa información que se determina como sensible dentro de cada una de las materias y de cada uno de los despachos.

Por eso la primera etapa fue jurisdiccional, la segunda etapa es administrativa, porque manejamos información diferente, y la tercera etapa va a ser órganos auxiliares, porque cada uno maneja información diferente. 

Entonces, lo primero es identificar que es sensible, y luego de ahí cómo protegerla".

Indica el Presidente, Magistrado Cruz: "¿Se acoge entonces la modificación?”

Manifiesta el magistrado Aguirre: “Importante lo que se está proyectando, es necesario hacer ver que debiéramos de eso sí de mantener nuestros sistemas alimentados ya con información debidamente revisada y con datos sensibles eliminados, porque en la práctica tenemos serios problemas.

Nosotros en la Sala Segunda tenemos diez mil y resto de sentencias que están sin despersonalizar, sin revisar, y no ha sido posible porque ese trabajo no se hizo en el Digesto, y estamos con problemas.

En la Sala no tenemos quién haga el trabajo, cada vez que llegan a pedirnos sentencias de esas, entramos en dificultades de qué es la información que le vamos a dar al público. 

Creo que eso es muy importante, que todas las Salas tengan al día, completamente al día, la revisión de todas sus sentencias. 

Claro, la Auditoría ya nos ha dicho que estamos en condición de riesgo, que en cualquier momento se nos va a ir alguna sentencia que tenga datos sensibles y que nos pueden venir a hacer un reclamo, pero el problema sigue siendo el de los recursos para mantener al día ese trabajo tan importante".

Expresa el Presidente, magistrado Cruz: “Muchas gracias al magistrado Aguirre y al máster Morales Navarro”.

Se acordó: Tener por conocido el acuerdo del Consejo Superior y por hecha la exposición de la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de la Información, en consecuencia, modificar la Política de Seguridad de la Información, en cuanto a las responsabilidades de la Oficina de Control Interno, para que en adelante se lea de la siguiente forma:

“a. Velar por que los riesgos de seguridad de la información sean gestionados adecuadamente por las oficinas y despachos judiciales y elevar los resultados obtenidos, acciones o estrategias, cuando así corresponda al Consejo Superior.”
…”
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Se acordó: Tomar nota del acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N° 42-19 celebrada el 7 de octubre del año 2019, artículo XXIII, donde se modifica la Política de Seguridad de la Información, en cuanto a las responsabilidades de la Oficina de Control Interno. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XCVI
DOCUMENTO N° 8636-19, 13989-19
[bookmark: _Toc23839796]En sesión N° 92-19 celebrada el 22 de octubre de 2019, artículo XXIII, se tomó el acuerdo, que literalmente dice:
“La servidora Marlene Anchía Castro, Secretaria en la Defensa Pública de Garabito, en nota del 03 de octubre de 2019, manifestó lo siguiente:

“Me refiero al oficio N° 9549-19, relacionado con el acuerdo tomado por ese Honorable Consejo, en la sesión N° 76-19, del 29 de agosto de 2019, mismo que recibí en mi correo electrónico, el día 26 de setiembre del año en curso.

La suscrita, Marlene Anchía Castro, portadora de la cédula de identidad N° 1-0610-0675 de calidades conocida en el oficio que respondo, con el debido respeto me presento solicitando, que se contemple por ese Honorable Consejo que el cese de funciones de esta servidora judicial, como Secretaria de la Oficina de la Defensa Pública de Garabito; se realizó desde el 4 de julio del 2019. 

Les solicito muy respetuosamente que por favor ordenen al Departamento de Gestión Humana y al Departamento de Pagos de esta Institución, gestionar la cancelación de todos los salarios caídos desde el día 4 de julio del 2019 y los que se tengan que realizar en adelante. 

Además, solicito encarecidamente se me otorgue como mínimo un año de permiso, después del Alta Médica de mi incapacidad; para sacar el título de secretariado y así continuar en el puesto de secretaria 1, en la Defensa Publica de Garabito como lo establece el acuerdo de marras.

Debo aclarar, que todo lo gestionado en relación con la Devolución del Nombramiento, se efectuó estando esta servidora judicial incapacitada por la C.C.S.S, y que desde el 4 de julio se me niega el pago de esa incapacidad, por no aparecer en planilla de la institución.

Para mejor resolver aporto documentos de incapacidad otorgados por la C.C.S.S.

(…)”
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Previo a someter a conocimiento de este Consejo la gestión anterior, la Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 10181-19 del 03 de julio de 2019, le solicitó a la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana, que emitiera el criterio correspondiente a la nota de la señora Marlene Anchía Castro.

La licenciada Maureen Siles Mata, Jefa del Subproceso Administración Salarial y la licenciada Rosibel Brenes Alvarado, Coordinadora de la Unidad de Pagos Salariales, ambas de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-UPS-5978-2019 del 11 de octubre de 2019, informaron lo siguiente:

“Mediante oficio N° 10181-19, se requiere que esta Dirección rinda informe sobre la gestión presentada por la señora Marlen Anchía Castro quien mediante nota de fecha 3 de octubre indica lo siguiente: 

“Me refiero al oficio N°9549-19, relacionado con el acuerdo tomado por ese Honorable Consejo, en la sesión N°76-19, del 29 de agosto de 2019, mismo que recibí en mi correo electrónico, el día 26 de setiembre del año en curso.

La suscrita, Marlene Anchía Castro, portadora de la cédula de identidad N°1-0610-0675 de calidades conocida en el oficio que respondo, con el debido respeto me presento solicitando, que se contemple por ese Honorable Consejo que el cese de funciones de esta servidora judicial, como Secretaria de la Oficina de la Defensa Pública de Garabito; se realizó desde el 4 de julio del 2019. 

Les solicito muy respetuosamente que por favor ordenen al Departamento de Gestión Humana y al Departamento de Pagos de esta Institución, gestionar la cancelación de todos los salarios caídos desde el día 4 de julio del 2019 y los que se tengan que realizar en adelante. 

Además, solicito encarecidamente se me otorgue como mínimo un año de permiso, después del Alta Médica de mi incapacidad; para sacar el título de secretariado y así continuar en el puesto de secretaria 1, en la Defensa Publica de Garabito como lo establece el acuerdo de marras.

Debo aclarar, que todo lo gestionado en relación con la Devolución del Nombramiento, se efectuó estando esta servidora judicial incapacitada por la C.C.S.S, y que desde el 4 de julio se me niega el pago de esa incapacidad, por no aparecer en planilla de la institución.

Para mejor resolver aporto documentos de incapacidad otorgados por la C.C.S.S.

Al respecto le informamos que la Oficina de la Defensa Pública mediante proposición electrónica N°65-SUBDP-2019 comunica a esta Dirección el nombramiento interino de la señora Marlen Anchía Castro por el período del 01 de julio al 31 de diciembre de 2019 como secretaria 1 de la Defensa Publica de Garabito.

La Unidad de Pagos, al revisar el cumplimiento de requisitos de esta servidora para ocupar el puesto de secretaria 1, se percata que no cuenta con el título de secretaria, por lo que mediante oficio PJ-DGH-SAS-UPS-028-2019 devuelve dicho nombramiento a la Unidad de Nombramientos de la Defensa Pública. 

Posteriormente, la Oficina de la Defensa Pública mediante oficio de variación N°141-ADP-2019, solicita dejar sin efecto el nombramiento de la señora Anchía Castro tal como se muestra a continuación:


Asimismo, mediante diferentes proposiciones electrónicas comunica los nombramientos interinos de la señora Karen Vásquez Diaz, quien sí cumple con los requisitos para ocupar el cargo de secretaria 1.



De esta manera se rinde informe al Honorable Consejo para lo que bien estime pertinente.

(…)”
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En sesión N° 69-19 celebrada el 6 de agosto de 2019, artículo XXIX, se solicitó a la Dirección de Gestión Humana, que en plazo de 5 días hábiles contados a partir de la comunicación de este acuerdo, informara a este Consejo la situación presentada por la devolución de la proposición del nombramiento interino realizado a la señora Marlene Anchía Castro, quien se desempeñaba como Secretaria en la Defensa Pública de Garabito.

Posteriormente, en sesión N° 76-19 celebrada el 29 de agosto de 2019, artículo XV, se tuvo por rendido el informe de la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-SAS-UPS-4409-2019 y se comunicó a la señora Marlene Anchía Castro, que debido a que no cumple con uno de los requisitos necesarios para el puesto de Secretaria 1, que es de Técnico Medio en Secretariado o Título en Secretariado, y por existir personas que si cumplen con el requisito, no se le puede seguir nombrando por inopia. No obstante, lo anterior, por el tiempo que tiene laborado para la Institución, como Secretaria 1, se le otorga un plazo prudencial para que cumpla con el requisito para el puesto de Secretaría 1. Lo anterior rige a partir del 14 de setiembre de 2019.

Se acordó: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por la licenciada Maureen Siles Mata, Jefa del Subproceso Administración Salarial y la licenciada Rosibel Brenes Alvarado, Coordinadora de la Unidad de Pagos Salariales, ambas de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-UPS-5978-2019 del 11 de octubre de 2019, así como la nota presentada por la servidora Marlene Anchía Castro, Secretaria en la Defensa Pública de Garabito. 2.) Deberá la Defensa Pública de Garabito mantener el nombramiento vigente de la servidora Marlene Anchía Castro como Secretaria de la citada oficina, por lo que la proposición será por sustitución por la incapacidad de la señora Anchía Castro y no por cese del nombramiento. Asimismo, la Dirección de Gestión Humana, procederá con el pagó durante el periodo de incapacidad. 3.) La servidora Anchía Castro, informará a este Consejo Superior, cuando se reintegre a la funciones dentro del Poder Judicial, para que comience a correr el plazo para que pueda cumplir con el requisito del título de secretariado. 

La Dirección de Gestión Humana, la Defensa Pública, Defensa Pública de Garabito, tomaran nota para lo que cada uno corresponda.” 

[bookmark: _Toc23839795]- 0 -
Mediante correo electrónico del 28 de octubre de 2019, el señor Alexander Mora, remitió la incapacidad de la servidora Marlene Anchía Castro, Secretaria en la Defensa Pública de Garabito, en que comunica que su incapacidad por enfermedad sería por el período del 16 de octubre hasta el 14 de noviembre de 2019, para un total de 30 días.
Se acordó: 1.-) Tomar nota de lo comunicado por el señor Alexander Mora, referente a la incapacidad por enfermedad que presenta la servidora Marlene Anchía Castro, Secretaria en la Defensa Pública de Garabito, por el período del 16 de octubre hasta el 14 de noviembre de 2019. 2.-) Comunicarle a la señora Anchía Castro, que una vez que se reintegre a sus labores, empezará a correr el plazo para cumplir con el requisito del puesto de Secretaría 1, en el cual se encuentra su nombramiento vigente en la citada Defensa. 
La Defensa Pública, la Defensa Pública de Garabito y de la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XCVII
DOCUMENTO N° 10405-17, 13974-19
[bookmark: _Toc23839799]El Magistrado Rafael Segura Bonilla, en calidad de Rector de Justicia Restaurativa, mediante oficio N° 166 –DJR-19 del 25 de octubre de 2019, gestionó:
“En el marco de la implementación del Programa Justicia Restaurativa para el bienestar del persona Judicial, cuyo reglamento contó con la venia de Corte Plena en la Sesión N° 41-19 celebrada el 30 de septiembre del año en curso, Artículo XIV, me permito remitir, para la aprobación del Consejo Superior, los siguientes protocolos de actuación de este proyecto piloto:

Protocolo Red de Apoyo Intersectorial 

Protocolo de la Persona Facilitadora y Co-Facilitadora de la  Reunión Restaurativa 

Protocolo Programa de Justicia Restaurativa para conductas relacionadas con el deterioro de las Finanzas Personales y de faltas de Respeto

Adjunto, a su vez, borrador de circular, con la solicitud que una vez  aprobados, se comunique mediante dicho documento a nivel institucional.



[bookmark: _MON_1634033631]
…”
[bookmark: _Toc23839798]- 0 -

Seguidamente, se adjunta el borrador de circular, así como sus respectivos anexos


- 0 -
En sesión de la Corte Plena en sesión Nº 41-19 celebrada el 30 de setiembre de 2019, artículo XIV, se aprobaron las observaciones realizadas al “Reglamento del Programa Justicia Restaurativa para el Bienestar del Personal Judicial.”
Mediante circular N° 190-2019 del 21 de octubre de 2019, se hizo de conocimiento de las instituciones, abogados, abogadas, servidores y servidoras judiciales del país y público en general, que la Corte Plena, en sesión Nº 41-19 celebrada el 30 de setiembre de 2019, artículo XIV, dispuso aprobar el “Reglamento del Programa Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del Personal Judicial.”
Se acordó: 1.-) Tomar nota del oficio N° 166 –DJR-19 del 25 de octubre de 2019, suscrito por el Magistrado Rafael Segura Bonilla, en calidad de Rector de Justicia Restaurativa. 2.-) Aprobar los protocolos de Red de Apoyo Intersectorial, de la Persona Facilitadora y Co-Facilitadora de la Reunión Restaurativa y el de Programa de Justicia Restaurativa para conductas relacionadas con el deterioro de las Finanzas Personales y de faltas de Respeto. 3.-) La Secretaría General de la Corte tomará nota para la publicación de la circular correspondiente. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XCVIII
DOCUMENTO N° 552-18, 14096-19
[bookmark: _Toc23839803]En sesión N° 52-19 celebrada el 07 de junio del 2019, artículo XLIII, se dispuso lo que en su parte dispositiva literalmente dice:
“(…)

[bookmark: _Hlk11159143][bookmark: _Hlk11159167][bookmark: _Hlk11159187]Se acordó: 1.) Tener por rendido el Informe N° 732-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el “resumen de hallazgos y propuesta de plan de trabajo del Juzgado Civil de Heredia, a raíz de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil.”. 2.) Aprobar el presente estudio, así como sus recomendaciones con la finalidad de que el Juzgado Civil de Heredia inicie con la implementación de las mejoras descritas en el documento que aún están pendientes y posteriormente informe a este Consejo, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y a la Dirección de Planificación su cumplimiento. 3.) La Dirección de Tecnología de la Información Regional de Heredia efectuará un monitoreo trimestral con el fin de verificar el uso de las mejoras informáticas y capacitará al personal de nuevo ingreso y ordinario del despacho en el uso de estas, cuando las necesidades así lo determinen. 4.) La Contraloría de Servicios de Heredia realizará un acercamiento con la Comisión de Usuarios y las personas usuarias relacionadas con el Juzgado Civil de Heredia con el objetico de determinar si requieren apoyo en cuanto a presentar y explicar el nuevo método de trabajo, indicar las ventajas y el procedimiento, así como, las herramientas web que tiene la institución, las cuales facilitan la experiencia de obtener un servicio público de calidad en la Institución. 5.) El Consejo de Administración de Heredia conocerá los resultados del seguimiento y tomará las medidas de apoyo requeridas para darle sostenibilidad al proceso según sus competencias. 6.) El Juzgado Civil de Heredia implementará y dará seguimiento al plan de trabajo así como a las recomendaciones establecidas en este informe y ejecutar las labores pendientes indicadas en el punto de escritos pendientes de tramitar por el personal técnico judicial y en el punto de revisión de los señalamientos en la Agenda Cronos de este estudio, a fin de garantizar el correcto desempeño del Juzgado. 7.) El equipo de mejora implementará y dará seguimiento al modelo de sostenibilidad de proyecto de rediseño para analizar y verificar el correcto desempeño del Juzgado, utilizando los indicadores de gestión establecidos. 8.) El personal técnico judicial, bajo la supervisión de la Jueza o Juez Coordinador y del Coordinador o Coordinadora Judicial, serán los responsables de mantener actualizadas las fases, tareas, ubicaciones y estados de los expedientes del circulante activo del juzgado lo que implica que cada vez que se realice una gestión, trámite o revisión en el expediente se debe actualizar. 9.) El Juzgado Civil de Heredia dará cumplimiento a las circulares 87-15, 159-18, 27 y 28-16, 160-16, 89-18 y 133-18, sobre su obligación de colaborar con el personal de la Dirección de Tecnología de la Información, para realizar la labor de seguimiento de actualización de los sistemas, donde se contempla las mejoras que se diseñan y su uso, esto como parte de los grandes esfuerzos e inversión de recursos que realiza la Institución, que buscan aumentar la eficacia del Juzgado, optimizar la utilización de la tecnología, reducir los tiempos de trabajo y generar información vital para la toma de decisiones a nivel de despacho y gerencial. 10.) El Juzgado Civil de Heredia continuará la implementación de las recomendaciones propuestas en el informe 1230-PLA-2018 relacionado con la estructura y organización de trabajo de los nuevos Juzgados Civiles del país, en el marco de la implementación del nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342), acuerdo tomado por este Consejo en la sesión 89-18 celebrada el 11 de octubre del 2018. 11.) Comuníquese el presente acuerdo a la Comisión de la Jurisdicción Civil, al Juzgado Civil de Heredia, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y a la Dirección de Tecnología de la Información Regional de Heredia. Se declara acuerdo firme.”

[bookmark: _Toc23839801]- 0 -
Informa la Secretaría General que en cumplimiento de lo dispuesto por la Corte Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial, en las sesiones celebradas el 10 y el 11 de diciembre de 2012, artículos XIII y XXV, respectivamente, en que se conoció el estudio efectuado por la Auditoría Judicial, denominado “Evaluación de la efectividad del proceso de seguimiento de las disposiciones emitidas por Corte Plena y Consejo Superior, que requieren estudios de algunos despachos para su resolución final, se procedió a solicitar a la Jueza Coordinadora del Juzgado Civil de Heredia, mediante oficio Nº 11009-19  del 23 de octubre del año en curso, que en el plazo de 10 días contados a partir del recibo de la comunicación, remitiera el informe solicitado en la sesión Nº 52-19 celebrada el 07 de junio del 2019, artículo XLIII o indicara los motivos por los que no se ha contestado oportunamente y defina un plazo prudencial para su remisión. 
La licenciada Adriana Brenes Castro, Jueza Coordinadora del Juzgado Civil de Heredia, mediante nota del 28 de octubre de 2019, comunicó lo siguiente:
“Mediante la presente remito el informe requerido por su Autoridad, para lo cual indico que en el oficio número 5837-19 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, se aprueba el informe número 509-PLA-MI-2019 elaborado por la Dirección de Planificación, en la que al Juzgado Civil de Heredia, se le realizan una serie de recomendaciones a acatar en virtud del informe referido. 

Se procede a enlistar cada recomendación y su respectiva ejecución:

1.- Deberá implementar y dar seguimiento al plan de trabajo, así como a las recomendaciones establecidas en este informe y ejecutar las labores pendientes indicadas en el punto de escritos pendientes de tramitar por el personal técnico judicial y en el punto de revisión de los señalamientos en la Agenda Cronos de este estudio, a fin de garantizar el correcto desempeño del Juzgado: Al respecto se han acatado todas las recomendaciones citadas en el informe y se han implementado las ordenadas, a la fecha se continúa con la asignación equitativa de casos nuevos y entrados en el Despacho, a fin de que las labores de cada técnico sean equilibradas y consecuentemente la de los juzgadores. También se utiliza la herramienta de pase a fallo implementada en el Escritorio Virtual y cada escritorio de los juzgadores evidencian el pase a fallo y la devolución respectiva.

En cuanto a los escritos pendientes de tramitar actualmente los técnicos tienen la obligación de cumplir con la cuota asignada por Planificación y en los casos en los que no cuenten con escritos suficientes para completarla, se les asignan otras funciones de índole judicial o administrativo, de manera tal que la falta de expedientes se compense con otras labores y según última matriz de indicadores elaborada, sea setiembre 2019, se tiene una respuesta de 01 día para demandas nuevas y 11 días para escritos, con lo cual se evidencian los efectos que ha tenido la instauración de la cuota 

Respecto a la agenda cronos y los señalamientos pendientes se tiene que se ha estado utilizando la estructura de señalamientos propuesta por el Departamento de Planificación, cumpliendo todos los juzgadores con la cantidad de señalamientos mensuales ordenada, de forma tal que las asignaciones son equitativas. Cabe resaltar que la jueza coordinadora cuenta con una cantidad menor de expedientes asignados (según estudio de Planificación), lo que produce que eventualmente cuente con menor cantidad de señalamientos pendientes, sin embargo de igual forma se cumple con la cuota asignada mensual. Asimismo cada juez realiza los señalamientos de los procesos que tiene a su cargo por lo que los señalamientos dependen de la tramitación de cada asunto y su particularidad, es decir, no siempre van por la misma fase, lo que produce que no estén listos para audiencia en los mismos momentos, existiendo entonces en algún momento, diferencia entre la cantidad de asuntos pendientes con señalamiento para cada juzgador, sin embargo como indiqué, cada uno cumple con su cuota asignada mensual, cumpliendo así con la utilización de los espacios asignados en la agenda y haciendo uso de los recursos de la misma.

2.- El Equipo de Mejora deberá implementar y dar seguimiento a la implementación del modelo de sostenibilidad de proyecto de rediseño, para analizar y verificar el correcto desempeño del Juzgado, utilizando los indicadores de gestión establecidos:  mes a mes se continúa con la elaboración y remisión de la matriz de indicadores, minuta y planes remediales, lo cual se aborda por todo el equipo de mejora. Asimismo, los datos obtenidos se reflejan en la respectiva pizarra que al efecto lleva el Despacho. Con base a lo obtenido en los resultados de esta se ejecutan nuevos planes de trabajo que permitan mantener el Despacho en las mejores condiciones, así como evidenciar eventuales falencias que deba ser atendidas. 

3.- El personal técnico judicial, bajo la supervisión de la Jueza o Juez Coordinador y del Coordinador o Coordinadora Judicial, serán los responsables de mantener actualizadas las fases, tareas, ubicaciones y estados de los expedientes del circulante activo del juzgado lo que implica que cada vez que se realice una gestión, trámite o revisión en el expediente se debe actualizar: en cuanto a la actualización de fases, legajos, tareas y ubicaciones, constantemente se verifica en la depuración mensual que efectúa el Despacho y en cada momento en el que se tramita un asunto, para lo cual los técnicos tienen la orden de mantener actualizada la información y los juzgadores y coordinador judicial verificamos el cumplimiento al hacer revisión de los procesos puestos a nuestro conocimiento.

4.- Dar cumplimiento a las circulares 87-15, 159-15, 27 y 28-16, 160-16, 89-18, 133-18, sobre su obligación de colaborar con el personal de la Dirección de Tecnología de Información, para realizar la labor de seguimiento de actualización de los sistemas, donde se contempla las mejoras que se diseñan y su uso, esto como parte de los grandes esfuerzos e inversión de recursos que realiza la Institución, que buscan aumentar la eficiencia del Juzgado, optimizar la utilización de la tecnología, reducir los tiempos de trabajo y generar información vital para la toma de decisiones a nivel del despacho y gerencial: Todos lo días en la labor que se realiza se utilizan los recursos tecnológicos que brinda la institución para llevar a cabo las labores encomendadas, hacer una correcta labor y dar excelencia de servicio al usuario. A ello se le da seguimiento también de la forma indicada en el punto tercero.
De esta forma dejo rendido el informe respectivo en cuanto a los puntos de análisis y quedo a sus órdenes para cualquier aclaración o indicación posterior.”
[bookmark: _Toc23839802]- 0 -
Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe solicitado en sesión N° 52-19, celebrada el 07 de junio del 2019, artículo XLIII, suscrito por la licenciada Adriana Brenes Castro, Jueza Coordinadora del Juzgado Civil de Heredia, referente a las recomendaciones que realizó la Dirección de Planificación al personal del citado despacho. 2.) Trasladar el presente informe a conocimiento de la Dirección de Planificación. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XCIX
DOCUMENTO Nº 3036-19
[bookmark: _Toc23839805]En sesión N° 26-19 celebrada el 21 de marzo de 2019, artículo XLVI, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N°19-19 celebrada el 1 de marzo del 2019, artículo XLVI, se tuvo por rendido el oficio Nº34-PLA-OI-2019 de la Dirección de Planificación, en el que se remitió el informe relacionado con el Rediseño de Procesos del Modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información, Modelo de Tramitación del Juzgado de Ejecución de la Pena, además se le solicitó a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Fiscalía General de la República, que debieron realizar un esfuerzo en la redistribución de su personal, para que se asignara a lo interno la cantidad de plazas recomendadas (4 fiscalas/es y 4 custodias/os de personas detenidas), que atendieron específicamente la materia de Ejecución de la Pena en Alajuela, por lo que debieron comunicar a la brevedad posible a este Consejo y a la Dirección de Planificación las medidas adoptadas y las fechas en que se podrá disponer de dicho recurso, en aras de no perjudicar los objetivos del modelo propuesto.

El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial y el licenciado Álvaro González Quirós, Jefe de la Delegación Regional de Alajuela, mediante oficio N°0285-DG-2019 del 12 de marzo de 2019, gestionaron lo siguiente:

“…En atención a lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 19-19 celebrada el 1 de marzo del 2019 artículo XLVI y comunicado mediante oficio N° 2329-19, el cual literalmente dice: “4) La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Fiscalía General de la República, deberán realizar un esfuerzo en la redistribución de su personal, para que se asignen a lo interno la cantidad de plazas recomendadas (4 fiscalas/es y 4 custodias/os de personas detenidas), que atenderán específicamente la materia de Ejecución de la Pena en Alajuela, por lo que deberán comunicar a la brevedad posible a este Consejo y a la Dirección de Planificación las medidas adoptadas y las fechas en que se podrá disponer de dicho recurso, en aras de no perjudicar los objetivos del modelo propuesto.”, respetuosamente me permito referirme a la imposibilidad material de poder otorgar cuatro plazas de Custodios de Detenidos para atender exclusivamente la materia de Ejecución de la Pena, debido a las cargas laborales que existentes en la Delegación Regional de Alajuela, cuatro Custodios de Detenidos serían totalmente insuficientes para dar el servicio al despacho citado, ya que por día ese despacho puede agendar hasta diez o más audiencias, con cuatro Custodios no habría posibilidad de efectuar los traslados de los privados de libertad, y mucho menos poderlos presentar de manera adecuada y oportuna a las audiencias señaladas; además por un tema de horarios o “roles” no es factible poder destinar a cuatro colaboradores para que se dediquen específicamente a atender lo demandado por ese despacho, en virtud de que la Sección se subdivide en cuatro grupos, quienes se rotan para cubrir el rol de Flagrancia, fines de semana y feriados, además de las distintas distribuciones de los roles normales, por lo que si se extraen cuatro personas esos grupos que atienden los roles, el personal restante sería insuficiente para poder brindar el servicio tanto de traslados y custodias a los demás despachos, como las demás tareas a las cuales se tiene que dar atención.

Las cargas laborales actuales de la Delegación Regional de Alajuela , impiden el poder desempeñar adecuadamente las tareas propias, (sea la recomendación de que cada persona privada de libertad se traslade debidamente custodiada por dos o más Custodios Policiales de Detenidos, según lo indican nuestros manuales, dicha inobservancia a lo recomendado , obedece precisamente a la necesidad de personal, nótese en el cuadro adjunto que en trece meses se superan las 8500 personas privadas de libertad tramitadas en la Sección, lo que evidencia que no existe posibilidad material de restar cuatro Custodios de Detenidos para que ellos atiendan la materia de Ejecución de la Pena exclusivamente, porque se dejaría sin posibilidad de atender otras tareas igual o más importantes inclusive.

Actualmente se realizan innumerables esfuerzos para poder brindar un servicio de calidad, esto implica un enorme sacrificio por parte del personal de la Sección de Cárceles, ya que la labor no consiste únicamente en presentar a las personas privadas de libertad ante las autoridades que así lo requieran, sino que van mucho más allá, para clarificar el panorama ante lo dicho a continuación se citan algunas de las tareas típicas en un día normal:

Una sola de nuestras unidades( vehículos), requiere de al menos cinco Custodios de Detenidos para hacer un traslado de privados de libertad de un centro penal a los Tribunales de Justicia, pero a ello se le deben sumar muchas variables, cito una, por ejemplo la peligrosidad de las personas a trasladar, ya que si se trata de un grupo delincuencial peligroso se tiene necesariamente que contar con un esquema o protocolo distinto, siendo que ello involucra conformar una caravana para escoltar a ese carro, lo que representa la “inyección de al menos cuatro colaboradores más en cada uno de los vehículos que participen en esa caravana (escolta), sin tomar en cuenta a otros cuerpos policiales que colaboren en materia de seguridad, a ello también se le tiene que agregar equipo y armas especiales para tal acción operativa, lo que implica hacer una selección del personal, para que los pocos Custodios de Detenidos que cuentan con los cursos que acreditan el uso de ese equipo especial, conforme ese grupo de trabajo, todo esto pensando que el traslado es de un solo centro penal a los Tribunales de Justicia. Solamente para ese sencillo caso es necesario contar con al menos 15 colaboradores de la Sección de Cárceles, no entro a tocar temas de coordinación más allá de las necesidades de personal, por ser el tema que nos ocupa, pero menciono al menos que para un caso tan simple como el acotado, hacemos “uso” del 50% de nuestro personal, y cada día en la Sección se ejecuta el traslado de al menos 20 privados de libertad, provenientes de cualquiera de los centros penales del territorio Nacional, situación que implica un delicado y estudiado “uso y distribución” del personal, tomando en cuenta que son escasos treinta integrantes.

Ahora bien, pensando en que se pudo coordinar todo para tener en nuestras celdas a las personas privadas de libertad solicitadas por los despachos judiciales que atienen materia relacionada con esa población; entramos en otra situación apremiante, la cual consiste en poder distribuir al personal conforme ingresa con esos vehículos, para que asuma la custodia de privados de libertad y los presenten a los despachos y autoridades que los solicitaron, en caso de que se trate de un número de veinte a treinta personas privadas de libertad (cantidad si se quiere normal para un día de trabajo) es necesario ir disponiendo de los colaboradores que se encuentren en el área de celdas, pero a ello en lo cotidiano se le tiene que sumar el hecho de que particularmente Ejecución de la Pena, ordena el traslado de en promedio 9 personas por semana al Complejo Médico Forense para las distintas valoraciones y actualmente junto con otros despachos, solicitan se traslade al Hospital Nacional Psiquiátrico al menos a 10 personas por semana, hace que el día a día sea bastante complicado para quienes pretendemos brindar un servicio de calidad, en el área de Cárceles de OIJ, lejos de poder tener capacidad de cercenar cuatro plazas de las ya existentes, para aislarlas y que atiendan a un único despacho, estimo que lo pertinente sería más bien buscar la manera de crecer en número siendo que a lo sumo se requieren diez plazas más, sin incluir personal administrativo que en el caso que nos ocupa es inexistente y por demás necesario. Acá como única salida, sería la clonación o aprobación de plazas extraordinarias, no teniendo más opciones ante la imposibilidad material de cubrir esos puestos. 

Hoy en día se afecta sensiblemente el servicio al cual nos debemos, porque no tenemos capacidad en cuanto a personal, y muchas de las diligencias inician más tarde de lo programado, algunas incluso terminan siendo suspendidas variando la fecha de realización, todo lo anterior con la evidente afectación al sistema de justicia. Esto por no haberse tomado en cuenta a uno de los principales engranajes de la “máquina” que atiende materias relacionadas con personas privadas de libertad, nótese que incluso en las llamadas agendas únicas no se han contemplado nunca el tema de Custodios de Detenidos, por lo que en la actualidad se señalan diligencias valorando la disponibilidad de jueces, fiscales, defensores, salas, pero nunca se valora si existe la capacidad real de cubrir lo que resulte necesario en el tema de seguridad, traslado y custodia de las personas privadas de libertad. Este último aspecto nunca se valora, se programan audiencias, debates y demás diligencias sin tomar en cuenta la cantidad de custodios, donde en ocasiones son insuficientes.

Detalle de personas privadas de libertad atendidas por la Sección de Cárceles de Alajuela:

	MES
	Total de personas privadas de libertad “trabajadas” por mes

	ENERO
	416

	FEBRERO
	585

	MARZO
	649

	ABRIL
	546

	MAYO
	549

	JUNIO
	704

	JULIO
	639

	AGOSTO
	678

	SETIEMBRE
	602

	OCTUBRE
	684

	NOVIEMBRE
	695

	DICIEMBRE
	600

	ENERO (2019)
	578

	FEBRERO (2019)
	591

	TOTAL:
	8516



Así las cosas, por las razones antes expuesta no es posible realizar la redistribución de cuatro plazas de custodios de detenidos para la atención específicamente la materia de Ejecución de la Pena en Alajuela.”

- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por rendido lo informado mediante oficio N° 0285-DG-2019 del 12 de marzo de 2019, suscrito por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial y por el licenciado Álvaro González Quirós, Jefe de la Delegación Regional de Alajuela, en el que manifiestan que no es posible realizar la redistribución de cuatro plazas de custodios de detenidos para la atención de la materia de Ejecución de la Pena en el Primer Circuito Judicial Alajuela. 2.) Trasladar la gestión anterior a estudio de la Dirección de Planificación, con el fin de que analice lo planteado por el señor Director General del Organismo de Investigación Judicial e informe a este Consejo Superior lo que corresponda. 3.) En razón de la gestión presentada por el máster Walter Espinoza Espinoza, se suspenden los efectos del acuerdo tomado por este órgano en sesión N° 19-19 celebrada el 1 de marzo del 2019, artículo XLVI, hasta tanto la Dirección de Planificación atienda la solicitud indicada en el punto dos del presente acuerdo.”

- 0 -
Informa la Secretaría General que en cumplimiento de lo dispuesto por la Corte Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial, en las sesiones celebradas el 10 y el 11 de diciembre de 2012, artículos XIII y XXV, respectivamente, en que se conoció el estudio efectuado por la Auditoría Judicial, denominado “Evaluación de la efectividad del proceso de seguimiento de las disposiciones emitidas por Corte Plena y Consejo Superior, que requieren estudios de algunos despachos para su resolución final, se procedió a solicitar a la Dirección de Planificación, mediante oficio Nº 10244-19 del 4 de octubre de 2019, que en el plazo de 10 días contados a partir del recibo de la comunicación, remitiera el informe solicitado en la sesión N° 26-19 celebrada el 21 de marzo de 2019, artículo XLVI o indicara los motivos por los que no se ha contestado oportunamente y defina un plazo prudencial para su remisión. 
Relacionado con lo anterior, informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección de Planificación.
Se acordó: Reiterar a la Dirección de Planificación para que dentro del plazo de 30 días naturales, remita el informe solicitado en sesión N° 26-19 celebrada el 21 de marzo de 2019, artículo XLVI, sobre la redistribución de cuatro plazas de custodios de detenidos para la atención de la materia de Ejecución de la Pena en el Primer Circuito Judicial Alajuela, en el entendido que en caso de no cumplir con lo solicitado se aplicará el régimen disciplinario. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO C
DOCUMENTO N° 14542-19
Con motivo del sentido fallecimiento de la señora Alba Quirós Solano, madre del licenciado Andrés Quirós Quirós, Profesional de la Dirección de Tecnología de Información, se acuerda expresar a don Andrés y a su estimable familia las condolencias de la Corte Suprema de Justicia y de este Consejo.
ARTÍCULO CI
DOCUMENTO N° 14375-19, 14547-19
	En sesión N°96-19, celebrada el 5 de noviembre de 2019, artículo LXXXIV, se le concedió permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Carlos Alberto Marín Angulo, juez Contravencional de Hatillo, por el plazo de 10 días hábiles para dedicarse al cuido de su madre. 
El licenciado Carlos Marin Ángulo, Juez Contravencional de Hatillo, mediante correo electrónico del 6 de noviembre de 2019, solicitó lo siguiente:
“…Por este medio comunico que a pesar de haber solicitado permiso para cuidar a mi madre enferma y que dicho permiso me había sido aprobado en la Sesión del Consejo Superior de día de ayer martes 5 de noviembre de 2019; según tuve conocimiento por teléfono; mi madre (…) falleció ayer 5 de noviembre. 

Comunico lo anterior para que en lugar del permiso para cuidar a mi madre enferma se me concedan los 7 días por el fallecimiento de la misma con sustitución a partir del día de hoy, 6 de noviembre de 2019.
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Se acordó: 1.) Acoger la gestión anterior del licenciado Carlos Marín Ángulo, Juez Contravencional de Hatillo, en consecuencia: Dejar sin efecto la licencia para cuido de familiar enfermo otorgada en sesión N°96-19, celebrada el 5 de noviembre de 2019, artículo LXXXIV y en su lugar, de conformidad con lo que establece el artículo 44, párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conceder la licencia respectiva por el fallecimiento de su señora madre. 3.) Expresar a don Andrés y a su estimable familia las condolencias de la Corte Suprema de Justicia y de este Consejo, con motivo del sentido fallecimiento de señora madre.
El Juzgado Contravencional de Hatillo y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO CII
DOCUMENTO Nº 13569-19, 14423-19
[bookmark: _Hlk24441309]En sesión N° 93-19 celebrada el 24 de octubre del 2019, artículo LXXXIII, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la servidora Maribel Bustillo Piedra, Jueza del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal del Primer Circuito Judicial de San José, por el plazo de 10 días hábiles, a partir del 28 de octubre de 2019, tiempo en el que debería organizarse con el cuido de su pareja de convivencia.
La licenciada Maribel Bustillo Piedra, Jueza del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, con el visto bueno de la licenciada Rosa María Acón Ng, Jueza Coordinadora de ese despacho, mediante correo electrónico del 4 de noviembre de 2019, solicitó:
“Quien suscribe esta nota MARIBEL BUSTILLO PIEDRA, portadora de la cédula de identidad 1-683-430, funcionaria judicial, jueza en propiedad del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José y, actualmente interina como jueza del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal de San José, comparezco ante Ustedes con el fin de, solicitar una prórroga por diez días hábiles más, del plazo concedido en la sesión No. 93-19 celebrada el 24 de octubre del 2019, cuando se me otorgó licencia para el cuido de mi pareja de convivencia del 28 de octubre hasta el 08 de noviembre del presente año 2019.

Tal y como informé en la solicitud inicial, soy la pareja de convivencia desde hace 21 años del señor Arturo Enrique Salvador Zúñiga, portador de la cédula de identidad 1-777-375, funcionario judicial, que actualmente labora en el Ministerio Público como fiscal de la Unidad de Narcotráfico y delitos conexos.

(…)

Es por ello señores miembros del Consejo Superior, que con el carácter de suma urgencia, solicito se me otorgue una prórroga de la licencia concedida para el cuido de mi pareja por el término de 10 días más, es decir, del 11 al 22 de noviembre del presente año para seguir cumpliendo mi función de cuido…”
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De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, publicado en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013 y por las especiales circunstancias de extremo cuidado para su pareja, por mayoría, se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la licenciada Maribel Bustillo Piedra, Jueza del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José, por el plazo de 10 días hábiles, a partir del 11 al 22 de noviembre de 2019, tiempo en el que deberá organizarse con el cuido de su esposo.
La integrante Pizarro Gutiérrez emite su voto por conceder cinco días hábiles.
La Dirección de Gestión Humana y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO CIII
DOCUMENTO N° 10658-19, 14552-19
[bookmark: _Hlk24115264]En sesión N° 75-19 del 27 de agosto de 2019, artículo LXXVIII, se concedió permiso con goce de salario y sustitución a la licenciada Gabriela Morera Guerrero, Jueza de Familia de Heredia, por el plazo de 5 días hábiles a partir del 29 de agosto de 2019, tiempo en el que deberá organizarse con el cuido de su madre.
En correo electrónico del 5 de noviembre de 2019, la licenciada Gabriela Morera Guerrero, Jueza de Cobro del Primer Circuito Judicial de Alajuela, solicitó el otorgamiento de la licencia con goce de salario para cuidar a su madre quién requiere de una segunda cirugía en su ojo, el día 12 de noviembre del año 2019
De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, publicado en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013, Se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la licenciada Gabriela Morera Guerrero, Jueza de Familia de Heredia, por el plazo de 5 días hábiles a partir del 12 de noviembre de 2019, tiempo en el que deberá organizarse con el cuido de su madre.
El Juzgado de Familia de Heredia, Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y la Dirección de Gestión Humana, tomaran nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO CIV
DOCUMENTO N° 774-10, 14080-19
Mediante correo electrónico del 29 de octubre de 2019, la máster Magda Díaz Bolaños, Presidenta de la Asociación Costarricense de Juezas, solicitó:
“…nos concedan permiso con goce de salario, sustentada en el acuerdo de ese Órgano, artículo LXXIX de la sesión 92-19 del 22 de octubre de 2019.

El permiso es para el día 11 de noviembre en las dos audiencias y de las siguientes directivas que son funcionarias activas:

Magda Díaz Bolaños, cédula uno- cero setecientos dieciséis- cero ochocientos noventa y ocho; integrante del Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José.
 
Andrea Ruiz Ramírez, cédula uno- cero novecientos setenta y ocho- cero setecientos cuarenta y ocho, jueza del Juzgado Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José. 

Ana Luisa Meseguer Monge, cédula nueve- cero cero treinta- cero ciento noventa y tres, integrante de Tribunal de Apelaciones de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José.

Sady Jiménez Quesada, conocida como Seidy Jiménez Quesada, cédula de identidad uno- cero seiscientos sesenta y nueve- cero trescientos treinta y uno; integrante del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda.

Marniee Guerrero Lobato,  cédula de identidad número ocho- cero sesenta y cinco- cero quinientos sesenta y ocho; integrante del Tribunal de Apelaciones de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José.

Elizabeth Montero Mena, cédula de identidad número uno- cero ochocientos uno- cero ciento setenta, integrante del Tribunal de Apelaciones de Sentencia Penal del Segundo Circuito Judicial de San José.  

Con esta misiva se adjunta la certificación de personería jurídica donde se da cuenta se encuentra inscrita nuestra organización. 

(…)”



- 0 -
La licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora de Gestión Humana, en oficio N° Const-DGH-003-2019 del 4 de noviembre de 2019, remitió la siguiente certificación:
“(…)

En atención a lo solicitado mediante correo del miércoles 30 de octubre, 2019 remitido a Gestión Humana a las 15:44 donde dice: 

…” En mi calidad de presidenta de la Asociación Costarricense de Juezas, solicito se extienda constancia emitida por Gestión Humana, para el control de tiempo de los días que se tienen asignados a la organización. Lo anterior para el trámite de un permiso con goce de salario para las integrantes de la Junta Directiva para el 11 de noviembre del año en curso” 

Esta Dirección hace de su conocimiento lo siguiente: 

1. En relación con el oficio 4943-12 del 29 de mayo del año 2012, Artículo XXXVIII de la Secretaría General de la Corte, en el cual se acordó: 

“En adelante, las asociaciones gremiales del Poder Judicial, cada vez que gestionen permisos de este tipo, deberán aportar constancia en la que se indique que cuentan con disponibilidad de días de licencia.”

2. Según los registros que se llevan en esta Dirección su representada dispone al año de 15 días hábiles al año para distribuir entre las actividades propias de la agrupación. 

3. Con respecto al saldo con que cuenta Asociación Costarricense de Juezas al día se tiene que de conformidad con nuestros registros, su organización cuenta con 15 días disponibles. 

Finalmente es importante indicar que, en atención al acuerdo del Consejo Superior sesión N°31-16 del 05 abril 2016, artículo LXXXIV, relacionado a la necesidad de verificar la acreditación de las Organizaciones Gremiales. Se deja constancia en este documento de que consta la certificación emitida por Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con fecha VIGENCIA: INICIO: 16/09/2019 VENCIMIENTO: 15/09/2021, donde cita los datos de registro y representación legal de la agrupación. 

(…)”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior del máster Magda Díaz Bolaños, Presidenta de la Asociación Costarricense de Juezas, en consecuencia: 1.) Conceder permiso con goce de salario sin sustitución a la licenciada Magda Díaz Bolaños, Jueza del Tribunal Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José, a la licenciada Andrea Ruíz Ramírez, Jueza del Juzgado Agrario del Segundo Circuito Judicial de San José, Ana Luisa Meseguer Monge, Jueza del Tribunal de Apelaciones de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, licenciada Sady Jiménez Quesada, Jueza del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, licenciada Marniee Guerrero Lobato, Jueza del Tribunal de Apelaciones de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, licenciada Elizabeth Montero Mena, Jueza del Tribunal de Apelaciones de Sentencia Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, para que asistan a la actividad programada por la citada asociación, a realizarse el 11 de noviembre de 2019. 2.) La Dirección de Gestión Humana procederá con el descuento de horas, del total asignado a Asociación Costarricense de Juezas, según el acuerdo tomado por este Consejo, en Sesión Nº 040-05 celebrada el 26 de mayo del año 2005, Artículo XL. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Asociación Costarricense de Juezas. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO CV
DOCUMENTO N° 13500-19, 14441-19
[bookmark: _Hlk22644069]En sesión N° 94-19 del 29 de octubre de 2019, artículo XXXVI, se concedió permiso con goce de salario sin sustitución al licenciado Sergio Castillo Quesada, Fiscal Auxiliar de Fraudes, para que, del 10 al 15 noviembre de 2019, asista a la 5ta Reunión del Grupo de Trabajo de las Américas sobre Cibercrimen, que se llevará a cabo en Punta Cana, República Dominicana.
En correo electrónico del 4 de noviembre de 2019, la servidora Denise Frago Piedra, Técnica Judicial de la Fiscalía General de la República, hizo de conocimiento lo siguiente:
“…En relación al oficio que se aprecia en el correo infra, mismo que fue acogido por el Consejo Superior en sesión N° 94-19 celebrada el 29 de octubre de 2019, artículo XXXVI:

En virtud de que los organizadores de la actividad: 5ta Reunión del Grupo de Trabajo de las Américas sobre Cibercrimen, que se llevará a cabo en Punta Cana, República Dominicana, durante los días del 11 de noviembre al 14 de noviembre de 2019, hicieron la compra de boletos aéreos del señor Sergio Castillo Quesada con fecha de salida 10 de noviembre de 2019 y fecha de regreso 14 de noviembre de 2019, se aclara que el señor Sergio Castillo Quesada regresa de su viaje el mismo día que culmina la actividad y no un día después como se acordó, por lo que se adjunta itinerario de vuelo para conocimiento de los señores del Consejo Superior.

(…)”
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Se acordó: Acoger la gestión anterior; en consecuencia: Tener por modificado el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión N° 94-19 del 29 de octubre de 2019, artículo XXXVI, en el sentido que el permiso con goce de salario sin sustitución al licenciado Sergio Castillo Quesada, Fiscal Auxiliar de Fraudes, lo será del 10 al 14 noviembre de 2019, para que asista a la 5ta Reunión del Grupo de Trabajo de las Américas sobre Cibercrimen, que se llevará a cabo en Punta Cana, República Dominicana.
En lo demás se mantiene incólume el acuerdo de cita. 
La Fiscalía General de la República y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
ARTÍCULO CVI
DOCUMENTO N° 14446-19, 14639-19
En sesión N° 96-19 celebrada el 5 de noviembre de 2019, artículo LXXX, se acogió la solicitud presentada por el doctor Román Solís Zelaya, Magistrado Presidente de la Comisión Nacional para el Mejoramiento en la Administración de Justicia (Conamaj), en oficio número Of-338-CONAMAJ-19 del 4 de noviembre de 2019.
Se autorizó la participación presencial de la Máster Ingrid Bermúdez Vindas, Directora interina de CONAMAL, en el curso: “Gobierno Abierto: Herramientas para una gestión pública transparente, Participativa y Colaborativa”, del 23 de noviembre al 1° de diciembre del 2019. 
También, se aprobaron los gastos indicados en el oficio supracitado, en el entendido de que la reserva económica número 195738, correspondiente a la subpartida 10701; cuenta con fondos suficientes para cubrir el monto de ayuda requerido. 
La máster Roxana Arrieta Meléndez y la licenciada Waiman Hin Herrera, por su orden, Directora interina y Subdirectora interina de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-CAP-397-2019 del 7 de noviembre de 2019, comunicaron:
“En relación con el acuerdo tomado en la sesión N° 96-19 del 5 de noviembre de 2019, artículo LXXX en el que se da respuesta al oficio 338-CONAMAJ-19, del 4 de noviembre de 2019, en donde el doctor Román Solís Zelaya, Magistrado Presidente de la Comisión Nacional Para el Mejoramiento en la Administración de Justicia (CONAMAJ), solicita la posibilidad de otorgar una ayuda económica para la participación de la Máster Ingrid Bermúdez Vindas, Directora a.í. de Conamaj, en el curso: Gobierno Abierto: Herramientas para una gestión pública transparente, Participativa y Colaborativa, que posee una fase virtual: 11 al 15 de noviembre de 2019 y una fase presencial en CEPAL, Santiago de Chile entre el 25 y el 29 de noviembre de 2019, por lo que requieren que se otorguen gastos de inscripción por un monto de $360, más la ayuda económica pertinente para gastos de pasaje, alimentación y hospedaje, se  comunic